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A	 veces	 el	 mundo	 de	 las	 ideas	 queda	 en	 meras	 aspiraciones	 que	 se	
anquilosan	 en	 el	 laboratorio	 de	 la	 academia,	 pero	 en	 ocasiones	 se	 convierten	 en	
motivo	 de	 vida,	 de	 lucha	 y	 de	 sueños,	 que	 encuentran	 su	 realización	 cuando	 se	
fusionan	con	la	realidad	social	y	jurídica,	con	el	día	a	día	del	ordenamiento	jurídico,	
que	 tiene	 por	 fin	 el	 reconocimiento	 de	 la	 dignidad	 humana,	 la	 garantía	 de	 la	
protección	de	los	derechos,	la	protección	de	los	intereses,	y	de	los	bienes	jurídicos	
individuales	y	colectivos.	




español	 y	 paraguayo.	 Pero	 el	 fundamento	 de	 esta	 aspiración	 se	 encuentra	 en	 la	




motivó	 a	 inquirir	 sobre	 el	 alcance	del	Derecho	penal	 en	 la	 protección	del	medio	
ambiente,	y	llevó	a	confrontar	con	el	alcance	del	Derecho	penal	en	la	protección	de	
medio	ambiente	en	Paraguay.	 	Precisamente,	en	 la	confrontación	social	y	 jurídica	
de	ambas	realidades	se	constata	la	existencia	del	bien	jurídico	penal	protegido	ante	
las	intervenciones	del	hombre	en	un	sistema	natural	(CPE),	sobre	el	cual	el	sistema	
tecnológico	 –	 postindustrial	 se	 erige	 con	 hegemonía	 ante	 límites	 jurídicos	
soslayados	y	muchas	veces	pactados.		De	igual	modo,	se	observa	que	la	protección	
del	bien	jurídico	penal	bases	naturales	de	la	vida	humana	(CPP),	se	estructura	sobre	
la	 valoración	 de	 una	 sociedad	 caracterizada	 por	 la	 post‐industrialización	 y	 la	




eminentemente	 agropecuaria,	 donde	 la	 simbiosis	 del	 hombre	 con	 las	 bases	
naturales	interactúan	y	se	convierten	en	modus	vivendi	y	de	supervivencia.			
Hecho	 que	 constatamos	 con	 las	 numerosas	 denuncias	 realizadas	 ante	 la	
Fiscalía	en	lo	penal	y	el	Ministerio	de	Salud	Pública	y	bienestar	social	de	Paraguay,	
entre	 los	 años	 2003	 y	2007,	 por	 contaminación	 de	 agua,	 suelo	 y	 aire,	 producida	
fundamentalmente	 por	 la	 aspersión	 de	 ciertos	 elementos	 químicos	 (de	 carácter	
riesgoso)	en	zonas	rurales.	Y	con	el	trabajo	de	campo	realizado	entre	los	años	2008	
y	 2009,	 en	 el	 Departamento	 de	 Caaguazú,	 Compañías	 de	 Tekojoja	 2ª	 Línea,	
Marsical	López	1ª	Línea	y	Pariri,	en	donde	se	pudo	observar	que	el	suelo,	una	de	las	
bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 se	 encontraban	 en	 determinadas	 zonas	 en	
riesgo	 grave	 y	 en	 otras,	 ya	 habían	 sido	 afectadas	 en	 sus	 propiedades,	 en	 su	
biodiversidad	 y	 capacidad	 de	 producción.	 Al	 punto	 que	 también	 se	 constató	 la	
afección	y	riesgo	de	grave	perjuicio	para	la	salud	de	las	personas.	
Es	 así,	 que	 con	 la	 confrontación	 de	 dos	 realidades	 y	 sus	 respectivos	
ordenamientos	 penales,	 se	 consideró	 de	 suma	 importancia	 inquirir	 sobre	 el	
«Alcance	de	 la	protección	de	 los	sistemas	naturales	y	 las	bases	naturales	de	 la	vida	





que	 protegen	 el	 bien	 jurídico	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana	 y	 el	 sistema	
natural.	 Se	 enfoca	 igualmente,	 como	 conceptos	 principalmente	 vinculados	 a	 la	
protección	 del	 medio	 ambiente,	 las	 generalidades	 de	 la	 sociedad	 del	 riesgo	 y	 su	
vinculación	con	el	principio	de	precaución.	




desarrolla	 en	 torno	 a	 la	 interpretación	 antropocéntrica	 y	 ecocéntrica	 del	 bien	






que	 se	 encierra	 al	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 penal.	 	 Se	 abordan	
brevemente	 los	modelos	penales	emergentes	del	Estado	 social,	 que	 se	proyectan	
fundamentalmente	 en	 la	 protección	 de	 intereses	 sociales	 o	 bienes	 jurídicos	
colectivos,	y	su	incorporación	en	la	legislación	penal	española	y	paraguaya.	
En	 el	Tercer	 capítulo,	 se	 consideró	 importante	 abordar	 uno	 de	 los	 puntos	
más	conflictivos	que	caracteriza	a	 la	protección	penal	del	medio	ambiente.	Razón	
por	 la	 que	 se	 aborda	 la	 confluencia	 entre	 el	Derecho	 administrativo	 y	 el	Derecho	
penal	en	la	protección	del	medio	ambiente,	y	se	desarrolla	en	torno	a	los	modelos	de	
Accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 y	 las	 teorías	 que	
abarcan	el	estudio	de	los	límites	entre	ambas	áreas	del	Derecho	sancionador.		
En	 el	 Cuarto	 capítulo,	 se	 vio	 necesario	 como	 objetivo	 general,	 realizar	 la	
valoración	 del	 tipo	 genérico	 de	 protección	 del	 medio	 ambiente,	 contenido	 en	 el	
Art.	325	 del	 Código	 penal	 español,	 con	 el	 objetivo	 principal	 de	 comparar	 su	
configuración,	 con	 aciertos	 y	 desaciertos,	 con	 la	 protección	 penal	 del	 medio	
ambiente	 en	 la	 legislación	 paraguaya.	 	 Para	 ello	 se	 procedió	 a	 analizar	 la	





peligro	 hipotético,	 el	 alcance	 del	 riesgo	 grave	 de	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 	 La	











tipificación	 del	 delito	 contra	 el	medio	 ambiente	 en	 el	 Código	 penal	 paraguayo,	 y	






el	 contexto	 del	 análisis	 de	 los	 referidos	 tipos	 penales,	 se	 encuentran	 las	 luces	 y	
sombras,	 los	 aciertos	 y	 desaciertos,	 las	 congruencias	 e	 incongruencias	 de	 la	
Legislación	 penal	 paraguaya	 en	 la	 concreción	 de	 la	 protección	 de	 las	 bases	
naturales	de	la	vida	humana,	como	bien	jurídico	penal.	
Así,	 la	 breve	 y	 clara	 enunciación	 de	 la	 tesis	 doctoral	 desarrollada,	 en	 sus	
orígenes,	navegó	por	el	mar	de	 la	multidisciplinariedad	que	caracteriza	al	medio	
ambiente,	 como	un	 interés	 que	 es	 objeto	 de	 estudio	 de	numerosas	 ciencias	 y	 de	
distintas	 áreas	 del	 ordenamiento	 jurídico.	 Por	 lo	 cual,	 se	 consideró	 altamente	
necesario,	 para	 aportar	 a	 la	 doctrina	 paraguaya,	 inquirir	 en	 el	 origen	 de	 las	
generalidades	 que	 caracterizan	 al	 medio	 ambiente,	 y	 que	 se	 convierten	 en	
especificidades	desde	las	aristas	del	Derecho.		Consideración	ésta	que	se	funda	en	
la	 necesidad	 de	 traspasar	 los	 límites	 y	 los	 muros	 de	 lo	 desconocido,	 de	 la	
aceptación	 y	 la	 sumisión	 a	 lo	 impuesto	 y	 exportado,	 para	 configurar	 un	 digesto	
vanguardista	y	acorde	a	un	Estado	social,	que	incorpora	el	medio	ambiente	como	





timón	 de	 este	 barco,	 de	 este	 trabajo	 de	 investigación	 que	 tiene	 por	 fundamento	
contribuir	 al	 análisis,	 la	 interpretación	 y	 la	 modificación	 del	 alcance	 de	 la	
protección	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico	 penal	 paraguayo.		
Razón	por	la	que	se	emprendió	este	rumbo,	y	se	procedió	a	analizar	la	protección	
de	 los	 sistemas	naturales	 en	 la	 legislación	 penal	 española,	 y	 su	 valoración	meta‐




teórico	 de	 la	 tesis	 doctoral	 presentada,	 conforme	 a	 sus	 objetivos	 generales	 y	
específicos,	y	llegar,	a	las	conclusiones	contenidas	en	este	marco	investigación,	que	
se	ha	desarrollado	en	el	laboratorio	del	mundo	de	las	ideas,	de	lo	intransigente	de	
lo	 jurídico	 y	 de	 lo	 humano.	 	 En	 la	 confrontación	 de	 dos	 realidades	 sociales	 y	
jurídicas,	 completamente	antagónicas,	pero	que	cumplen	con	el	 fin	de	configurar	





a		consumir	 la	 mitad	 de	 los	 recursos	 del	 planeta.	














lleva	 a	 abordar	 en	 este	 capítulo	 la	 manifestación	 sociológica	 en	 su	 perspectiva	
ecológica	 y	 medio‐ambiental,	 pues	 estas	 corrientes	 traducidas	 en	 movimientos	
sociales	fueron	las	encargadas	de	promover	la	preocupación	por	la	protección	de	
este	 bien	 jurídico	 colectivo	 y	 considerar	 relevante	 la	 intervención	 del	 Derecho	
penal	 para	 su	 protección	 ante	 determinados	 comportamientos	 gravemente	
atentatorios.			
Esta	confluencia	entre	«sociología	y	Derecho	penal»	emerge	con	fuerza	con	





el	 trasfondo	 de	 las	 Ciencias	 sociales1.	 	 Sin	 embargo,	 esta	 vinculación	 entre	 el	
sistema	 jurídico	 y	 el	 sistema	 social	 ya	 había	 producido	 su	 efecto	 con	 el	 viraje	
metodológico	de	la	teoría	del	delito	promovido	por	Von	Liszt2.	
De	esta	forma	es	visible	que	la	opción	por	la	valoración	multidisciplinar	del	
objeto	de	 estudio	 responde	a	 la	necesidad	de	escudriñar	 en	 la	 realidad	 social3,	 a	
partir	 de	 una	 visión	 crítica	 que	 nos	 conduzca	 al	 origen	 y	 las	 causas	 que	 han	
promovido	 valorar	 al	 medio	 ambiente	 o	 la	 ecología	 como	 un	 bien	 jurídico	 de	
relevancia	 y	 que	 justifica	 la	 necesaria	 intervención	 del	 ius	 puniendi	 para	 su	
protección.	
                                                            
1	 MIR	 PUIG,	 S.:	 Derecho	 penal	 y	 ciencias	 sociales,	 Servicio	 de	 publicaciones	 de	 la	
Universidad	Autónoma	de	Barcelona,	Barcelona,	1982,	págs.	9	y	ss.	 	CORCOY	BIDASOLO,	
M.:	Los	delitos	de	peligro	y	protección	de	bienes	jurídico‐penales	supraindividuales,	Editorial	
Tirant	 lo	 Blanch,	 Valencia,	 1999,	 pág.	 188,	 para	 quien	 	 la	 dependencia	 entre	 Derecho	 y	
Sociedad,	 lleva	 al	 Derecho	 penal	 a	 asumir	 los	 nuevos	 problemas	 sociales	 y	 no	 inhibirse	
frente	 a	 ellos.	 Creando	 un	 Derecho	 penal	 de	 la	 intervención	 como	 el	 que	 promueve	 la	
Escuela	de	Frankfurt,	con	el	fin	de	mantener	en	el	ámbito	del	Derecho	penal	el	núcleo	de	
los	delitos	clásicos	y	despenalizar	los	denominados	delitos	de	nuevo	cuño,	entre	los	que	se	
encuentra	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente.	 	 Sobre	 este	 punto,	 véase	 en	 MÜLLER‐
TUCKFELD,	J.	Ch.:	«Ensayo	para	la	abolición	del	Derecho	penal	del	medio	ambiente»	en	La	
insostenible	 situación	 del	 Derecho	 penal,	 Instituto	 de	 Ciencias	 Criminales	 de	 Frankfurt	
(Ed.),	 Área	 de	 Derecho	 penal	 de	 la	 Universidad	 Pompeu	 Fabra	 (Ed.	 Española),	 Editorial	
Comares,	Granada,	2000,	pág.	530.	
	
2	 Representante	 del	 positivismo	 naturalista	 	 y	 cimentador	 de	 la	 actual	 Dogmática	 del	
Derecho	 penal,	 fue	 el	 primero	 en	 reclamar	 la	 toma	 en	 consideración	 de	 los	 datos	
naturalísticos	 y	 sociológicos	 en	 la	 elaboración	 de	 los	 conceptos	 jurídicos.	Vid,	LISZT,	 F.:	
Tratado	de	Derecho	penal,	Tomo	II,	Editorial	Reus,	Madrid,	1916,	págs.	63	y	ss.	En	España	a	
finales	 del	 siglo	 XIX	 y	 principios	 del	 XX,	 Dorado	 Montero	 ya	 preconizaba	 acerca	 de	 la	




3	 Al	 hablar	 de	 realidad	 social,	 debemos	 aclarar	 que	 pretendemos	 encontrar	 la	 relación	
entre	el	deber	ser	y	el	ser,	y	no	precisamente		disolver	el	deber	ser	en	los	hechos	sociales,	
pues,		«Tan	sólo	allí	donde	norma	y	circunstancias	de	hecho	de	la	vida	se	colocan	entre	sí	
en	 correspondencia	 se	 origina	 el	 derecho	 real:	 el	 derecho	 es	 la	 correspondencia	 entre	







Así	 nos	 adentramos	 al	 Antropocentrismo	 y	 el	 Ecocentrismo	 en	 su	
significado,	origen	y	evolución,	que	nos	llevan	a	comprender	el	por	qué	y	para	qué	
de	 su	 introducción	 en	 el	 contexto	 de	 la	 sociología	 del	 medio	 ambiente	 y	 su	
permeabilidad	 en	 el	 Derecho	 penal,	 como	 bases	 fundamentales	 para	 la	
estructuración	 e	 interpretación	 de	 los	 tipos	 penales	 que	 protegen	 al	 medio	
ambiente	y	la	ecología.	
La	 sociología	 en	 este	 contexto	 ecológico‐medioambiental,	 nos	 permite	
igualmente	 explicar	 el	 origen	 y	 la	 especificidad	 de	 la	 sociedad	 agrícola,	 que	 se	
caracteriza	 por	 la	 simbiosis	 existente	 entre	 el	 hombre	 y	 la	 naturaleza,	 por	 la	
interdependencia	entre	éstos	para	 la	procura	de	 la	conservación	del	equilibrio	de	
los	 sistemas	 naturales,	 de	 sus	 subsistemas	 y	 de	 estos	 con	 el	 ecosistema.	 	 La	
sociedad	moderna,	 en	 cambio,	 representa	un	nuevo	 tipo	de	 sociedad	de	 carácter	
postindustrial4	 completamente	 distinto	 a	 la	 sociedad	 agrícola	 o	 agropecuaria	
tradicional,	puesto	que	refleja	la	simbiosis	del	hombre	con	la	tecnología,	de	la	que	
constantemente	emergen	atentados	graves	e	irreparables	contra	el	equilibrio	de	los	
sistemas	 naturales.	 	 Lo	 que	 no	 obsta	 a	 reconocer	 el	 aporte	 del	 desarrollo	
tecnológico	a	la	humanidad,	pues	precisamente	el	avance	tecnológico	debe	seguir	
su	desarrollo	en	observancia	a	 los	propios	 límites	de	 la	naturaleza	 	y	a	 los	de	su	
entorno,	en	razón	que	la	sociedad	forma	parte	del	entorno	del	sistema	natural.	
Esta	 simbiosis	 entre	 el	 hombre	 y	 la	 tecnología,	 origina	 igualmente	 lo	 que	
hoy	 conocemos	 como	 teoría	 de	 la	 «Sociedad	 del	 Riesgo»,	 donde	 «Las	 lesiones	 y	
destrucciones	 de	 la	 naturaleza	 inmanente	 a	 la	 civilización»5	 se	 convierten	 en	
nuevas	 realidades	 sociales	 que	 son	 valoradas	 en	 el	 contexto	 del	 Derecho	 penal.		
Estos	 riesgos	 que	 afectan	 fundamentalmente	 a	 los	 intereses	 de	 la	 sociedad	 en	
conjunto	 (como	 es	 el	 caso	 del	 medio	 ambiente),	 se	 enmarcan	 en	 disquisiciones	
                                                            
4	 Vid,	 SILVA	 SÁNCHEZ,	 J.	 Mª:	 La	 expansión	 del	 Derecho	 penal.	 Aspectos	 de	 la	 política	
criminal	 en	 las	 sociedades	 postindustriales.	 Segunda	 edición,	 Editorial	 Civitas,	 Madrid,	
2001,	págs.	26	y	ss.			
	






conceptuales,	 en	 constructos,	 que	 no	 siempre	 llegan	 a	 resolver	 las	 crecientes	
dificultades	 que	 surgen	 para	 atribuir	 la	 responsabilidad	 penal	 a	 personas	
individuales	o	colectivas	en	la	perpetración	de	los	delitos	ambientales.	
En	este	Capítulo	nos	encontramos	entonces	con	los	conceptos	sociológicos	
de	 «Antropocentrismo‐ambientalismo»	 y	 «Ecocentrismo‐ecologismo»,	 como	
movimientos	 influyentes	 para	 la	 tipificación	 de	 aquellas	 conductas	 que	 atentan	
gravemente	 contra	 la	 ecología	 o	 el	 medio	 ambiente.	 	 Asimismo	 tomaremos	 en	
consideración	el	concepto	sociológico	de	«Riesgo»	como	una	categoría	vinculante	
de	forma	directa	al	medio	ambiente	e	inherente	a	la	sociedad	tecnológica.	Esta	nos	
proporciona	 una	 de	 las	 bases	 que	 permite	 	 interpretar	 el	 constructo	 del	 sistema	
natural	 de	 la	 postmodernidad,	 que	 se	 despliega	 en	 las	 diferentes	 ramas	 del	
Derecho	 como	 objeto	 de	 estudio,	 como	 interés	 y	 bien	 jurídico	 protegido.	 	 Sin	
embargo	no	se	puede	preterir,	que	el	riesgo	en	este	apartado	nos	conduce	sucinta	
pero	obligatoriamente,	a	valorar	el	principio	de	precaución	como	principio	jurídico	




sino	 fundamentalmente	 en	 su	 significado	 etimológico,	 que	 procede	 del	 griego	
antropos		y	del	latín	centrum,	y	que	origina	la	concepción	idealista	según	la	cual	el	
hombre	 es	 el	 centro	 y	 el	 fin	 último	 del	 universo.	 	 Concepto	 que	 no	 está	
precisamente	monopolizado	por	la	filosofía,	sino	también	se	encuentra	vinculado	a	
la	 sociología,	 al	Derecho	 (y	 al	Derecho	penal6),	 al	medio	 ambiente	 como	 área	de	
investigación	y	otras	ramas	afines.		También,	al	propio	sistema	social	y	económico	
                                                            
6	 Sólo	 pensemos	 en	 la	 elaboración	 teórica	 de	WELZEL,	 H.:	Derecho	Penal	alemán,	Parte	











La	 tradicional	 concepción	antropocéntrica,	 se	origina	y	desarrolla	durante	
siglos	 en	 la	 práctica	 de	 la	 Mesopotamia7,	 con	 el	 inicio	 de	 la	 agricultura,	 que	
posteriormente	 fue	 asimilada	 por	 varias	 culturas	 como	 la	 Judeo‐Cristiana	 y	
encausada	al	cientificismo	renacentista,	a	los	filósofos	de	la	Ilustración.	Período	en	
el	 que	 el	 Antropocentrismo	 se	 convierte	 en	 inspiración	 de	 todo	 el	 pensamiento	
liberal	 (a	partir	del	siglo	XVII),	pues	se	sitúa	al	 individuo	como	centro	de	 toda	 la	
realidad,	con	el	objetivo	de	reconocer	fundamentalmente	sus	derecho	individuales.	
Desde	entonces	al	antropos	como	centrum	del	mundo,	se	 lo	 imbrica	con	 la	
naturaleza,	 con	 el	 medio	 en	 que	 se	 desarrolla;	 pero	 recién	 con	 los	 fracasos	 y	
conflictos	 emergentes	 de	 la	 sociedad	 postindustrial,	 fundamentalmente	 en	 el	
período	de	posguerra,		resurge	la	reafirmación	del	hombre	como	centro	de	todo	el	
sistema	 natural	 y	 se	 asienta	 	 al	 mismo	 tiempo	 una	 cultura	 de	 recuperación	 y	
conservación	 del	 medio	 ambiente.	 	 De	 entre	 estas	 coyunturas	 surge	 la	 versión	
radical	del	antropocentrismo,	que	a	través	de	las	teorías	neoliberales	emergentes	a	
finales	 del	 siglo	 pasado	 y	 que	 se	 mantienen	 vigentes	 como	 sistema	 económico,	
propugna	 la	 idea	 de	 la	 protección	 del	 recurso	 natural	 para	 los	 fines	 del	 homo	
aeconomicus8.	
Es	 así	 que	 en	 este	 orden	 surge	 apresuradamente	 la	 vinculación	 de	 la	
valoración	 económica	 y	 la	 naturaleza,	 que	 otorga	 un	 carácter	 más	 bien	
cuantificable	a	los	recursos	naturales;	esto	es	un	valor	traducible	en	un	precio,	que	
si	 bien	 justifica	 su	 protección	 ante	 la	 extracción	 imparable	 y	 su	 detrimento	
irrecuperable,	 en	 él	 verdaderamente	 subyace	 un	 interés	 inherentemente	
                                                            










economicista,	 y	 no	 así,	 preservacionista	 y	 conservacionista.	 	 De	 hecho,	 la	
preocupación	de	que	el	medio	ambiente	debe	ser	protegido	fundamentalmente	en	
los	subsistemas	naturales	que	lo	conforman	(agua,	aire,	suelo,	fauna	y	flora),	tiene	
el	 propósito	 de	 que	 el	 hombre	 siga	 contando	 con	 los	 elementos	 naturales	 que	
satisfacen	 sus	 necesidades	 humanas,	 que	 deja	 por	 ello	 entrever	 una	 visión	
económica	que	en	esencia	no	otorga	un	valor	 inherente	a	 la	naturaleza,	sino	más	
bien	 utilitario.	 De	 este	 utilitarismo	 Antropocéntrico	 pueden	 surgir	
responsabilidades	 ambientales	 que	 no	 se	 ajustan	 al	 significado	 y	 razón	 del	
Antropocentrismo,	el	cual,	a	nuestro	entender	contemporáneo	debería	concretarse	
como	 una	 concepción	 que	 si	 bien	 parte	 de	 la	 valoración	 del	 hombre	 como	





las	 mayores	 expoliaciones	 a	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	 desequilibrio	 de	 los	
subsistemas	 naturales,	 sino	 se	 perpetran	 de	 manera	 especial	 en	 los	 países	
subdesarrollados,	 donde	 el	 acceso	 a	 la	 explotación,	 transformación	 y	
comercialización	 de	 los	 recursos	 naturales	 no	 requieren	 generalmente	 de	
regulaciones	 estrictamente	 legales9.	 	 Razón	 que	 lleva	 a	 las	 conocidas	
multinacionales	a	establecerse	en	otras	regiones	más	ventajosas,	donde	algunas,	de	
ser	 partícipes	 de	 la	 explotación	 irracional	 de	 los	 elementos	 que	 conforman	 el	
medio	ambiente	natural	se	convierten	paradójicamente	en	reivindicadores10	de	la	
                                                            




poseen	 la	 mayor	 cantidad	 de	 los	 recursos	 naturales,	 no	 solamente	 no	 utilizan	 dichos	
recursos	 sino	 también	 se	 convierten	 en	 el	 mercado	 negro	 de	 la	 explotación	 de	 dichos	
recursos	naturales	por	parte	de	los	países	desarrollados	o	altamente	industrializados,	que	








protección	 del	 sistema	 natural	 propagando	 supuestos	 beneficios	 para	 este	 bien	
colectivo	 y	 favoreciendo	 la	 seguridad	 de	 la	 alimentación	 del	 hombre,	 desde	 un	
claro	antropocentrismo	radicalmente	utilitarista11.			
Esto	 se	 da	 fundamentalmente	 en	 países	 en	 vías	 de	 desarrollo	 como	 el	
Paraguay,	en	donde	el	Antropocentrismo,	contradictoriamente,	no	se	convierte	en	
la	piedra	angular	de	una	sociedad	que	se	desarrolla	por	su	carácter	esencialmente	
agropecuario,	 pues,	 la	 relación	 hombre	 ‐	 naturaleza	 refleja	 una	 simbiosis	
constante,	 que	 no	 siempre	 permite	 la	 subsistencia	 incólume	 del	 hombre12	 	 y	 el	
equilibrio	del	medio	ambiente	entendido	como	sistema	natural.	 	Entran	más	bien	
en	colisión	el	concepto	de	hombre	con	la	naturaleza,	cuando	justamente	la	tierra,	el	
suelo,	 elemento	 de	 trabajo	 del	 hombre,	 queda	 inutilizado	 por	 efecto	 de	 la	
intervención	 de	 aquel	 a	 través	 de	 los	 cultivos	 de	 los	 organismos	 genéticamente	





su	 trabajo	 era	 bueno	 para	 el	 planeta	 y	 que	 iba	 a	 permitir	 producir	 más	 alimento	
reduciendo	al	mismo	tiempo	la	dependencia	de	la	agricultura	de	los	productos	químicos».	
	




para	 llevar	 una	 vida	 sana	 y	 activa».	 Es	 decir,	 esto	 es	 una	 seguridad	 alimentaria	 que	 se	
concreta	 en	 algunas	 regiones	 del	mundo,	 pero	 permanece	 irresoluble	 en	 otras	 regiones	
muy	 conocidas,	 y	 que	 no	 precisan	 ser	 nombradas,	 puesto	 que	 los	 intereses	 económicos	
extranjeros	las	utilizan	como	banderas		para	justificar	el	despliegue	de	factorías	a	costa	de	
los	subsistemas	naturales	y	de	todo	el	ecosistema	en	determinadas	zonas.	Sobre	seguridad	
alimentaria	 véase,	 RECUERDA	 GIRELA,	M.	 A.:	 Seguridad	 alimentaria	 y	 nuevos	 alimentos.	
Régimen	jurídico	administrativo,	Editorial	Thomson	–	Aranzadi,	Pamplona,	2006,	págs.	26	
y	ss.	A	favor	de	una	visión	sumamente	positiva	del	cultivo	de	OMG,	AMAT	LLOMBART,	P.:	
Derecho	 de	 la	 biotecnología	 y	 los	 transgénicos	 (especial	 referencia	 al	 sector	 agrario	 y	
alimentario),	Editorial	Tirant	 lo	Blanch,	Valencia,	2008,	pág.	93.	Para	el	 referido	autor	el	
cultivo	 de	 OMG	 arroja	 un	 saldo	muy	 positivo	 porque	 pueden	 ayudar	 en	 gran	medida	 a	
resolver	el	hambre	en	el	mundo,	así	como	problemas	sanitarios	y	medioambientales.		
	
12	 PALAU/	 CABELLO/	 MAEYENS/	 RULLI/	 SEGOVIA	 Los	 refugiados	 del	 modelo	
agroexportador.	 	 Impactos	 del	 monocultivo	 de	 soja	 en	 las	 comunidades	 campesinas	









Hecho	 que,	 sin	 embargo,	 ha	 sido	 observado	 en	 los	 países	 integrantes	 del	
sector	denominado	primer	mundo,	pues	en	un	primer	momento	habían	valorado	el	
concepto	 de	 antropocentrismo	 y	 ambientalismo	 al	 proponer	 desde	 la	 Unión	
Europea	 un	 sin	 número	 de	 Directivas	 orientadas	 a	 la	 protección	 autónoma	 del	
medio	ambiente	y	a	la	regulación	restricta	de	la	agricultura	basada	en	organismos	
genéticamente	 modificados.	 	 Lo	 que	 había	 originado	 el	 traslado	 masivo	 de	 las	
multinacionales	 dedicadas	 a	 la	 producción	 de	 agroquímicos	 utilizados	
exclusivamente	 para	 los	 cultivos	 de	 transgénicos,	 a	 otros	 continentes.	 	 Sin	
embargo,	en	fecha	13	de	julio	de	2010	la	Unión	Europea	ha	decidido	conferir	a	los	
Estados	 miembros	 la	 facultad	 de	 permitir,	 restringir	 o	 prohibir	 el	 cultivo	 de	
transgénicos	en	sus	respectivos	territorios13.	
Ahora	bien,	si	los	OMG	no	comportan	el	carácter	de	objeto	de	investigación,	
concurren	 sin	 embargo	 con	 nuestro	 tema	 de	 investigación,	 puesto	 que	 estos	
pueden	 solo	 ser	 cultivados	 en	 el	 suelo,	 uno	 de	 los	 subsistemas	 naturales,	 que	
soporta	el	fuerte	proceso	del	cultivo	de	transgénicos	que	ha	avanzado	en	grandes	
extensiones	desde	el	año	dos	mil,	con	el	supuesto	fin	de	obtener	mayor	cantidad	de	




territorios.	 Página	 visitada	 en	 fecha	 30	 de	 setiembre	 de	 2010.	
http://europa.eu/rapid/pressReleasesAction.do?reference=IP/10/921&format=HTML&a
ged=0&language=ES.	La	Comisión	ha	propuesto	hoy	conceder	a	 los	Estados	miembros	 la	
libertad	 de	 permitir,	 restringir	 o	 prohibir	 el	 cultivo	 de	 organismos	 modificados	
genéticamente	(OMG)	en	todo	su	territorio,	o	parte	del	mismo.	Mientras	que	el	sistema	de	
autorización	 de	 OMG	 de	 la	 UE	 basado	 en	 datos	 científicos	 se	 mantiene	 sin	 cambios,	 el	
paquete	 adoptado	 consiste	 en	 una	 Comunicación,	 una	 nueva	 Recomendación	 sobre	 la	
coexistencia	 de	 cultivos	 modificados	 genéticamente	 con	 cultivos	 convencionales	 o	
ecológicos	 y	 una	 propuesta	 de	 Reglamento	 en	 el	 que	 se	 propone	 un	 cambio	 de	 la	
legislación	 sobre	 los	 OMG.	 La	 nueva	 Recomendación	 sobre	 la	 coexistencia	 da	 más	
flexibilidad	 a	 los	 Estados	 miembros	 para	 tomar	 en	 consideración	 sus	 características	
locales,	 regionales	 y	 nacionales	 al	 adoptar	 medidas	 de	 coexistencia.	 El	 Reglamento	





Esta	 característica	 diferenciada	 por	 la	 valoración	 utilitaria	 emergente	 del	
antropocentrismo	 se	 encuentra	 condicionada	 a	 la	 coyuntura	 de	 la	 sociedad	 de	
países	 en	desarrollo	 que	 se	 ven	 amenazados	por	 la	 acción	del	 hombre,	 quien	 en	
aras	del	aumento	de	capitales	no	solo	expolia	los	recursos	naturales	y	contamina	el	
medio	ambiente,	 sino	que	afecta	directamente	 la	salud	de	quienes	se	encuentran	
en	 áreas	 rurales	 casi	 desprotegidas	 y	 expuestas	 al	 libre	 albedrío	 de	 quienes	
detentan	los	poderes	de	facto.	
A	 partir	 de	 estas	 transformaciones	 de	 la	 realidad	 socio‐ambiental	 por	
causas	 utilitaristas	 y	 la	 ausencia	 de	 normas	 ambientales	 coherentes	 con	 una	
concepción	 que	 permita	 la	 simbiosis	 entre	 Antropocentrismo14‐Ecocentrismo,	 se	
impone	 la	 valoración	 radical	del	Antropocentrismo	como	moneda	en	 curso	de	 la	
relación	 del	 hombre	 con	 la	 naturaleza.	 Sin	 embargo,	 se	 propone	 igualmente	 una	
concepción	 débil	 del	 Antropocentrismo,	 que	 al	 mismo	 tiempo	 suscita	
manifestaciones	 de	 otras	 corrientes	 (como	 la	 ecológica	 moderada)	 que	




14	 FOLCH	 i	 GUILLEN,	 R.:	 Ambiente,	 emoción	 y	 ética,	 (actitudes	 ante	 la	 cultura	 de	 la	
sostenibilidad)	 Editorial	 Ariel,	 Barcelona,	 1998,	 pág.	 15.	 LUCAS	 LUCAS,	 R.:	 Horizonte	
vertical,	 sentido	 y	 significado	 de	 la	 persona	 humana,	Estudios	 y	 ensayos	 BAC,	 filosofía	 y	
ciencias,	 Madrid,	 2008,	 págs.	 9	 y	 44,	 aborda	 las	 teorías	 materialistas	 del	 hombre,	
fundamentalmente	 refiere	 al	 binomio	hombre‐naturaleza,	 a	 la	 corriente	que	 reconoce	 la	
simbiosis	 entre	 hombre‐naturaleza,	 es	 decir	 entre	 antropocentrismo	 y	 ecocentrismo.		
GEAVAERT,	J.:	El	problema	del	hombre.	Introducción	a	la	antropología	filosófica.	Ediciones	
Sígueme,	Salamanca,	2003,	págs.	32	y	43,	el	autor	aborda	las	corrientes	antropológicas	con	
marcado	 ego‐antropocentrismo,	 donde	 se	 valora	 fundamentalmente	 el	 poder	 y	 al	
individuo	 autosuficiente,	marcando	 un	 claro	 sentido	 escéptico	 hacia	 la	 sociedad,	 puesto	
que	la	riqueza	de	la	sociedad	surge	de	la	libertad	económica	de	individuo,	que	constituye	a	







La	 antropología	 filosófica	 acuña	 varios	 conceptos	 antropocéntricos	 que	
podemos	 enmarcarlos	 como	 la	 estructura	 base	 de	 lo	 que	 hoy	 se	 denomina	
antropocentrismo	 fuerte.	 	 Se	 trata	 de	 un	 antropocentrismo	 que	 de	 manera	
hegemónica	y	ostentosa	determina	al	hombre	como	centro	de	la	tierra,	donde	todo	
gira	 a	 través	 de	 él	 para	 ser	 sometido	 por	 él.	 Estamos	 hablando	 aquí	 del	 sujeto	
individual	 grande	 y	 poderoso	 que	 encuentra	 el	 fundamento	 en	 el	 poder	 y	 la	
autosuficiencia,	proponiendo	 la	 libre	concurrencia	como	sistema	económico	para	
llegar	 al	 denominado	 imperio	 o	 hegemonía	 de	 los	 grandes	 capitales,	 que	
finalmente	 prevalece	 sobre	 el	 individuo	 y	 este	 se	 convierte	 en	 un	 instrumento	
oprimido	por	el	mecanismo	de	producción	para	acrecentar	el	capital.		
Así,	en	el	marco	de	la	reflexión	actual	sobre	el	fundamento	de	la	protección	
del	 medio	 ambiente,	 entendido	 como	 sistemas	 naturales;	 	 los	 movimientos	
ambientales	 y	 la	 sociología	 del	 medio	 ambiente,	 suscitan	 nuevos	 criterios	 que	
ayudan	 a	 entender	 la	 dinámica	 de	 la	 civilización	 en	 que	 vivimos,	 pues,	 las	
actividades	humanas	propias	de	esta	era	 llamada	tecnológica	o	de	 la	voluntad	de	
dominación,	 son	 muchas	 veces	 expoliadoras	 y	 destructivas.	 	 De	 esta	 manera	
irrumpe	 la	 categoría	de	Antropocentrismo	 fuerte,	 y	que	 siguiendo	a	NORTON,	 se	
manifiesta	 a	 través	 del	 	 carácter	 utilitario	 que	 se	 le	 ha	 dado	 al	 desarrollo,	 al	
crecimiento,	al	medio	ambiente	valorado	en	recursos	naturales	como	medio	para	




15	 Vid,	 NORTON,	 B.:	 «Environmental	 Ethics	 and	 weak	 anthropocentrism»,	 en	
Environmental	Ethics,	Vol.	6,	The	Center	of	Environmental	Philosophy:	The	University	of	
North	Texas,	Denton,	1984,	págs.	135	y	136,	el	autor	sobre	la	base	de	la	ética,	propone	la	
diferenciación	 entre	 antropocentrismo	 fuerte	 y	 débil.	 En	 esta	 línea,	 SOSA,	 N.:	 «Ética	
ecológica	y	movimientos	sociales»,	en	Ballesteros	/	Pérez	(Ed.),	Sociedad	y	medio	ambiente,	






Al	 Antropocentrismo	 fuerte	 o	 también	 denominado	 radical	 es	 definido	
como	 las	 «preferencias,	 intereses,	 necesidades,	 meramente	 sentidas	 y	 con	
pretensión	 absoluta	 de	 ser	 satisfechas	 por	 el	 hecho	 de	 considerar	 a	 la	 especie	
humana,	superior	a	las	demás»16,	por	lo	cual	considera	que	el	individuo	es	lo	único	
importante	en	el	mundo	y,	en	consecuencia,	todo	lo	demás	no	tendría	más	que	un	
valor	 solo	 instrumental.	 Definición	 ésta	 de	 Antropocentrismo	 fuerte,	 que	 desde	
esferas	 jurídicas	 como	 la	 penal,	 sustenta	 su	 fundamento	 normativo	 sobre	 la	
prioridad	 de	 proteger	 la	 vida	 y	 la	 salud	 del	 hombre	 en	 cuanto	 miembro	 de	 la	
naturaleza.	Protege	 entonces	 al	medio	 ambiente	 condicionándolo	 a	 la	 protección	
de	bienes	 jurídicos	 individuales;	valoración,	que	 tiene	coherente	 justificación	con	
el	 principio	 de	 la	 dignidad	 humana,	 pero	 que	 al	 mismo	 tiempo	 desnaturaliza	 el	
propio	 valor	 del	 ambiente	 natural	 y	 su	 vinculación	 con	 el	 hombre,	 porque	 llega	
finalmente	 a	 plasmar	 el	 carácter	 utilitario	 y	 economicista	 del	 medio	 ambiente	
como	bien.	
Paradójicamente,	 del	 carácter	 utilitarista	 que	 se	 le	 confiere	 al	 medio	
ambiente	han	derivado	un	sin	número	de	problemáticas	que,	además	de	alterar	el	
equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales,	 	 lesionan	 y	 ponen	 en	 peligro	 la	 salud	 de	 las	
personas	como	ser	vivo	integrante	de	la	naturaleza,	del	ecosistema.		En	este	orden	
es	 ubicada	 la	 	 manipulación	 genética	 (indirecta),	 que	 si	 bien	 encuentra	 sus	
orígenes	 empíricos	 desde	 el	 	 Neolítico,	 con	 la	 «domesticación	 de	 plantas	 y	
animales»,	y	de	manera	científica	en	el	siglo	XX	a	través	del	legado	de	las	«leyes	de	







17	 IÁÑEZ	 PAREJA,	 E.:	 «Seguridad	 y	 riesgo	 de	 las	 plantas	 transgénicas»	 en	 Plantas	
transgénicas:	de	la	ciencia	al	derecho,	Editorial	Comares,	Granada,	2002,	pág.	27.		PIULATS,	







su	 inocuidad,	 sus	 beneficios	 para	 la	 salud	humana	 y	 el	medio	 ambiente19.	 Ahora	
bien,	de	estas	posturas	se	colige	que	la	propia	naturaleza	de	los	OMG	converge	en	
un	debate	económico,	político,	jurídico	y	social	de	gran	relevancia.		Por	ello,	en	este	
contexto	 de	 antropocentrismo	 fuerte,	 cuyo	 desarrollo	 lo	 realizamos	 por	
considerarlo	 uno	 de	 los	 elementos	 conceptuales	 que	 participan	 en	 la	
estructuración	de	las	normas	que	protegen	al	medio	ambiente	como	bien	jurídico	
penal,	 acometemos	 de	 manera	 tangencial	 el	 abordaje	 de	 los	 organismos	
genéticamente	modificados.	
En	 este	 sentido	 cabe	 recordar,	 que	 la	mayor	 escala	 de	 cultivo	 de	OMG	de	
origen	vegetal	lo	representan	la	soja,	el	maíz,	el	algodón	y	la	colza.		Sin	embargo,	su	
siembra	 progresiva	 se	 realiza	 en	 algunos	 países	 (Estados	 Unidos	 54,6	 millones,	





(de	Paraguay)	que	deriva	de	 los	OMG,	colisiona	con	 la	problemática	 fundamental	




19	 SPENDELER,	L.:	 «Organismos	modificados	genéticamente:	una	nueva	amenaza	para	 la	
seguridad	alimentaria»	en	Revista	española	Salud	Pública,	Nº	79,	2005,	pág.	272.	 	HEINE	
KRISTENSEN,	 T.	 /	 NIELSEN,	 N.:	 «De	 la	 agricultura	 alternativa	 a	 la	 industria	 de	 la	







21	 PALAU/	 CABELLO/	 MAEYENS/	 RULLI/	 SEGOVIA,	 Los	 refugiados	 del	 modelo	





conocimiento	actual	resulta	 imposible	prever	todos	 los	efectos	de	 la	 inserción	de	
genes	extraños	en	el	ADN	de	un	organismo.	De	ahí	la	alta	probabilidad	de	aparición	
de	 efectos	 imprevistos	 e	 indeseados22.	 No	 obstante,	 podemos	 hablar	 de	 efectos	
palpables	y	reales,	agronómicos23,	agrotoxicológicos24	y	ecológicos25	que	surgen	al	
liberar	 en	 el	medio	 ambiente	 y	 en	 el	 ecosistema,	 complejos	 elementos	 químicos	
utilizados	en	el	proceso	del	cultivo	de	los	organismos	modificados	genéticamente,	
pues	 estos	 conllevan	 «El	 uso	 de	 herbicidas,	 especialmente	 el	 glifosato	 y	 el	
glufosinato	de	amonio»26.	A	los	que	se	recurre	por	su	alto	grado	inhibidor	para	el	
desarrollo	 de	 tres	 aminoácidos	 aromáticos,	 esenciales	 para	 el	 desarrollo	 de	 las	
plantas,	 y	 por	 la	 interferencia	 que	 pueden	 realizar	 en	 algunas	 funciones	
enzimáticas	en	animales,	 a	 través	de	 la	utilización	de	dosis	 altas	de	 los	 referidos	
elementos	 químicos	 que	 finalmente	 se	 enmarcan	 en	 la	 lista	 de	 los	 herbicidas	 no	
selectivos	que	pueden	producir	daño	al	conjunto	de	la	biota.		
                                                            
22	 SPENDELER,	L.:	 «Organismos	modificados	genéticamente:	una	nueva	amenaza	para	 la	




23	 Inutilización	 de	 la	 tierra	 como	 efecto	 de	 la	 práctica	 de	 los	monocultivos,	 en	 	 PALAU/	
CABELLO/	 MAEYENS/	 RULLI/	 SEGOVIA,	 Los	 refugiados	 del	 modelo	 agroexportador.		
Impacto	 del	 monocultivo	 de	 soja	 en	 las	 comunidades	 campesinas	 paraguayas,	 op.	 cit.,	
págs.	44	y	ss.	
	
24	 Integrantes	 de	 dos	 familias	 campesinas	 fueron	 internados	 y	 asistidos	 “con	 graves	
síntomas	gastrointestinales”	en	el	Centro	de	Salud	de	Encarnación	a	causa	de	intoxicación	
con	 agrotóxicos,	 dejando	 como	 resultado	 un	menor	 fallecido	 y	 siete	 personas	 afectadas	
por	 el	 mismo	 cuadro;	 seis	 fueron	 hospitalizadas.	 Un	 menor	 de	 11	 años	 de	 la	 familia	
Talavera	 Villasboa,	 falleció	 el	 martes	 7	 de	 enero	 de	 2003	 en	 el	 Hospital	 Regional	 de	
Encarnación	a	causa	de	esos	problemas	gastrointestinales	causados	por	 intoxicación	con	




25	Existe	un	total	descontrol	en	 la	depredación	del	medio	ambiente,	 “uso	 irracional	de	 la	
tierra	 y	 falta	 total	 de	 respeto	 a	 los	 recursos	 naturales”,	 principalmente	 a	 “los	 cauces	 de	
agua”,	 y	 tala	 de	 bosques	 hasta	 el	 embalse	 del	 Río	 Yguazú,	 como	 establecen	 las	 leyes	
ambientales.	(ABC:	34)	Mcal.	López,	Caaguazú,	30	de	octubre	2004.	
	






Contrariamente,	 en	 el	 contexto	 de	 los	 países	más	 desarrollados	 como	 los	
integrantes	 de	 la	 Unión	 Europea	 (caso	 de	 España),	 no	 nos	 encontramos	 ante	 la	
encrucijada	 de	 la	 contaminación	 producida	 por	 el	 proceso	 de	 cultivo	 de	
transgénicos	 y	 la	 rentabilidad	 que	 este	 pudiera	 generar,	 sino	 en	 un	 proceso	 en	
donde	el	ciudadano	decide	si	consumirá	o	no	los	productos	generados	a	través	de	





en	 poca	 superficie28	 como	 efecto	 de	 las	 restricciones	 establecidas	 para	 la	
utilización	de	los	elementos	químicos	que	conlleva	su	siembra.	 	Restricciones	que	
pueden	no	obstante	hoy	día	ser	levantadas	tras	la	decisión	de	desregulación	de	los	
impedimentos	para	cultivo	de	semillas	 transgénicas	para	 los	Estados	de	 la	Unión	




de	 cultivo	 que	 conlleva.	 	 Este	 se	 encuentra	 directamente	 relacionado	 con	 los	
recursos	 naturales	 (agua,	 suelo,	 aire)	 como	 elementos	 componentes	 del	 medio	
ambiente,	 los	 cuales	 soportan	 detrimentos	 irreversibles	 ante	 la	 utilización	 de	
elementos	químicos	prohibidos	y	al	mismo	tiempo	permitido,	pues	lo	permitido	y	
no	 permitido	 se	 determina	 en	 cada	 legislación.	 	 Estas	 no	 siempre	 protegen	
eficientemente	 los	 intereses	y	bienes	 jurídicos,	 pues	 el	 engranaje	que	 sostiene	 la	
                                                            
27	 IÁÑEZ	 PAREJA,	 E.:	 «Seguridad	 y	 riesgo	 de	 las	 plantas	 transgénicas»	 en	 Plantas	
transgénicas:	 de	 la	 ciencia	 al	 derecho,	 op.	 cit.,	 pág.	 45,	 Directiva	 2001/18	 EC	 sobre	
«Liberación	deliberada	en	el	medio	ambiente	de	organismos	genéticamente	modificados».	
	
28	 Europa	 (Francia,	 Alemania	 e	 Italia,	 junto	 con	 Austria,	 Hungría,	 Luxemburgo,	 Polonia,	
Irlanda	 y	Grecia)	 considerada	 como	 la	mayor	 zona	 libre	 de	 transgénicos,	 tendría	 su	 fin,	
tras	 la	 	 directiva	de	 la	Unión	Europea	de	 fecha	13	de	 julio	de	2010,	 sobre	 liberación	de	







determinación	de	 la	 contaminación	permitida	 y	 no	permitida,	 inocua	 y	 lesiva,	 se	
condiciona	 a	 la	 constante	 colisión	 entre	 desarrollo	 y	 sostenibilidad,	 que	 en	
repetidas	ocasiones	substrae	de	toda	autonomía	a	 las	normas,	convirtiéndolas	en	
la	 representación	 de	 lo	 que	 denominamos	 antropocentrismo	 fuerte	 o	 intereses	
económicos	de	las	grandes	multinacionales.	
1.2 Antropocentrismo	débil	





constituye	 en	 una	 señal	 de	 alerta	 que	 nos	 advierte	 que	 debemos	 cuidar	 nuestra	
relación	 con	 el	 entorno	 y	mantener	 un	 apropiado	 funcionamiento	 de	 la	 biosfera	
para	sostener	la	vida	en	el	planeta,	incluida	la	existencia	humana.		
Esta	necesidad	representa	el	fundamento	antropocéntrico	para	proteger	la	
biodiversidad	 en	 todos	 los	 niveles	 biológicos,	 desde	 genes	 hasta	 paisajes,	 en	
función	 de	 nuestra	 sobrevivencia.	 Esta	 justificación	 utilitarista,	 pero	 al	 mismo	
tiempo	 equilibrada,	 de	 la	 valoración	 de	 las	 especies	 biológicas	 y	 los	 procesos	
ecosistémicos	ha	constituido	hasta	ahora	la	línea	de	argumentación	principal	de	la	
ecología,	 y,	 de	 acuerdo	 con	 el	 filósofo	 NORTON,	 es	 el	 único	 argumento	 efectivo	
frente	 a	 instancias	 políticas	 para	 proteger	 la	 biodiversidad	 en	 la	 actualidad.	
Estamos	 entonces,	 ante	 la	 necesaria	 legitimación	 del	 carácter	 utilitarista	
antropocéntrico,	pues	esta	permitirá	la	eficiente	protección	del	medio	ambiente	y	








las	 principales	 corrientes	 nos	 proporciona	 una	 vía	 de	 valoración	 que	 permite	 el	
equilibrio	 en	 el	 sistema	 natural,	 entre	 el	 hombre	 y	 la	 naturaleza.	 Así,	
«antropocentrismo	y	 ecocentrismo	 con	visión	 amplia	 tienden	 a	 adoptar	planes	 y	
objetivos	 de	 acción	 cada	 vez	más	 similares	 a	medida	 que	 la	 evidencia	 científica	
aumenta,	 debido	 a	 que	 ambos	 sistemas	 de	 valores	 —como	 muchos	 otros	
también—	 apuntan	 hacia	 el	 denominador	 común	 de	 proteger	 los	 sistemas	
ecológicos»31.			
Precisamente	 la	 definición	 y	 el	 reconocimiento	 de	 un	 objetivo	 común	por	
parte	 de	 los	más	 diversos	 ambientalistas	 permitirán	 dar	 un	 paso	 necesario	 para	
alcanzar	 un	 alto	 grado	 de	 efectividad	 en	 el	 propósito	 de	 proteger	 el	 medio	
ambiente.	Entonces	no	solo	se	 lograra	superar	 las	divisiones,	 sino	que	se	 logrará	
que	 conservacionistas	 y	 preservacionistas	 coadyuven	 a	 estructurar	 conceptos	
claros,	 cuya	utilidad	serán	valoradas	a	 la	hora	estructurar	preceptos	normativos.		
Estos	serán	menos	abstractos,	más	concretos	y	con	entidad	propia,	para	favorecer	
el	 contenido	 técnico	 de	 las	 normas	 jurídicas	 que	 se	 despliegan	 para	 proteger	 el	
medio	ambiente.	
El	antropocentrismo	débil	encuentra	su	real	concreción	en	países	en	los	que	
la	 propia	 historia	 los	 ha	 llevado	 a	 valorar	 de	manera	 simbiótica	 y	 real	 al	medio	
ambiente	y	al	hombre	como	un	binomio	complementario	entre	sí,	pero	al	mismo	
tiempo	funcional.		Esta	valoración,	como	ya	lo	señaláramos,	no	solo	ha	permitido	la	
consideración	 de	 la	 realidad	 social,	 sino	 fundamentalmente	 la	 estructuración	 de	
                                                            








normas	que	despliegan	una	protección	eficaz	desde	 todas	 las	áreas	 jurídicas	que	
intervienen	 en	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente.	 	 En	 este	 sentido,	 la	 Unión	
Europea	se	convierte	en	la	Institución	madre,	generadora	de	Directivas	orientadas	
a	 velar	 por	 la	 protección	 eficaz	 del	 medio	 ambiente	 y	 del	 hombre	 como	 parte	
integrante	e	interactuante	del	mismo.			




el	 hombre	 en	 cuanto	punto	 focal	 dominante,	 ha	 establecido	 relaciones	 directas».	
Otorgándole	 de	 este	 modo	 un	 carácter	 antropocéntrico	 no	 radical	 que	 trata	 de	
vincular	la	valoración	del	equilibrio	de	los	ecosistemas	con	el	reconocimiento	de	la	
dignidad	del	hombre,	y	su	carácter	dominante.	





oportunidad	que	para	 la	 utilidad	de	 los	 humanos	 tendrían	 las	 distintas	 opciones	
que	 se	 pudieran	 tomar.	 	 Para	 la	 economía	 no	 está	 claro	 que	 exista	 un	 problema	
genérico,	presente	o	futuro,	de	límites	de	los	recursos	naturales	disponibles»32.	
                                                            
32	 MUÑOZ	 DE	 BUSTILLO,	 R.:	 «Medio	 ambiente,	 crecimiento	 sostenible	 y	 política	








La	 incorporación	 de	 postulados	 referidos	 al	 ambiente	 con	 carácter	
antropocéntrico,	 se	 encuentra	 fundamentalmente	 en	 la	 declaración	 de	 la	
Conferencia	de	Estocolmo	de	junio	de	1972	sobre	el	medio	ambiente	humano33,	que	
promueve	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 para	 el	 bienestar	 del	 hombre.		
Declaración	esta	que	es	fuente	del	Primer	Programa	de		protección	ambiental	de	la	
Comunidad	 Económica	 Europea	 (1972),	 y	 que	 tiene	 por	 objetivo	 «mejorar	 la	
calidad	de	vida,	el	nivel	de	vida,	y	 la	protección	del	medio	ambiente	 (…)	a	 fin	de	
que	el	progreso	esté	al	servicio	del	hombre».	La	redacción	e	 integración	de	estos	




aquel	 que	 simplemente	 «constata	 la	 centralidad	 del	 ser	 humano	 en	 toda	 su	
actuación»34,	 se	 convierte	 igualmente	 en	 el	 fundamento	 de	 varios	 preceptos	
contenidos	 en	 diferentes	 normas.	 	 Principalmente	 en	 las	 Constituciones	 de	 los	
setenta	 de	 Portugal	 (1976)35	 y	 España	 (1978)36,	 donde	 el	 reconocimiento	 de	 la	
                                                            
33	 La	 declaración	 de	 Estocolmo	 sobre	 el	 medio	 ambiente	 humano	 proclama	 que:	 1.	 «El	
hombre	es	a	la	vez	obra	y	artífice	del	medio	ambiente	que	lo	rodea,	el	cual	le	da	el	sustento	


















protección	 al	 medio	 ambiente	 denota	 un	 carácter	 antropocéntrico	 moderado	 o	
débil,	 en	 procura	 de	 la	 co‐existencia	 entre	 el	 hombre	 y	 la	 economía	 de	 la	
naturaleza.		También	el	antropocentrismo	es	precursor	de	preceptos	de	protección	
al	 medio	 ambiente,	 en	 Constituciones	 de	 los	 años	 ochenta	 de	 Chile37,	
constituciones	de	los	años	noventa	de	Paraguay	(1992)38	y	Argentina	(1994)39,	así	
como	la	novísima	Constitución	de	Bolivia	del	año	200940.	
Todas	 estas	 bases	 legales	 han	 legitimado	 la	 introducción	 de	 los	 primeros	
tipos	 penales	 de	 protección	 ambiental	 con	marcado	 antropocentrismo.	 	Un	 claro	






en	 su	 defecto,	 no	 se	 perpetraba	 el	 delito	 contra	 el	 ambiente.	 A	 finales	 de	 los	
noventa	 cambia	 la	 tendencia	 antropocéntrica	 de	 los	 preceptos	 jurídicos	 a	 la	
ecocéntrica	moderada,	 tras	 la	 reforma	 penal	 de	 1995.	 Del	mismo	modo,	 con	 las	
posteriores	reformas	de	L.O	de	15	de	noviembre	de	2003,	se	mantuvo	el	carácter	
                                                                                                                                                                              





naturaleza.	 La	 ley	 podrá	 establecer	 restricciones	 específicas	 al	 ejercicio	 de	 determinados	
derechos	o	libertades	para	proteger	el	medio	ambiente».	
	








de	 los	 recursos	 naturales,	 e	 impulsar	 su	 industrialización,	 a	 través	 del	 desarrollo	 y	 del	
fortalecimiento	de	la	base	productiva	en	sus	diferentes	dimensiones	y	niveles,	así	como	la	










estado	 en	 vigencia	hasta	 	 la	 última	 reforma	producida	por	LO	de	22	de	 junio	de	
2010,	donde	se	vuelve	a	suprimir	la	bipartición	del	325.1	y	2,	quedando	el	Art.	325	
como	 tipo	 genérico.	 Lo	 que	 reafirma	 la	 postura,	 interpretación	 y	 configuración	
ecocéntrica	 de	 la	 protección	 penal	 del	 ambiente	 en	 la	 legislación	penal	 española	
actual.	
Ahora	 bien,	 retomando	 el	 Antropocentrismo,	 el	 carácter	 amplio	 derivado	
del	 concepto	 medio	 ambiente	 tiene	 por	 fundamento	 precisamente	 al	 concepto	
antropocéntrico,	pues	este	concibe	el	medio	ambiente	como	«La	integración	de	los	
elementos	 materiales	 e	 inmateriales:	 urbanísticos,	 paisajísticos,	 estéticos,	
históricos,	patrimoniales	 y	 artísticos,	 sociales	 y	 culturales,	políticos,	 educativos	y	
lúdicos»41,	 de	 forma	 tal	 que	 el	 ambiente	 es	 entendido	 como	 «Todo	 aquello	 que	





Abordar	 el	 concepto	 de	 ambientalismo	 en	 un	 contexto	 social	 donde	 los	
factores	 y	 actores	 de	 la	 sociedad	 postmoderna	 participan	 de	 la	 urgente	
ambientalización	o	ecologización	promovidas	ante	 las	deficiencias	originadas	por	
el	 propio	 sistema	 de	 mercado,	 nos	 lleva	 a	 un	 sin	 número	 de	 concepciones	
                                                            
41	 MATEOS	 RODRÍGUEZ‐ARIAS,	 A.:	 Derecho	 penal	 y	 protección	 del	 medio	 ambiente,	
Editorial	 Colex,	 Madrid,	 1992,	 pág.	 32.	 	 BLANCO	 LOZANO,	 C.:	 La	 protección	 del	medio	












jurídica	 que	 permite	 determinar	 el	 proceso	 de	 la	 formación	 del	 Derecho	 como	






El	 ambientalismo	 como	 movimiento	 social	 influyó	 para	 que	 fuera	
considerado	 el	medio	 ambiente	 como	 estado	 de	 la	 cuestión.	 	 Así,	 a	 partir	 de	 su	
valoración	 reflexiva,	 como	 consecuencia	 del	 reflejo	 de	 la	 sociedad,	 surge	 la	
imbricación	entre	movimientos,	 sociedad,	medio	ambiente	y	norma.	 	Vinculación	
que	 lleva	 al	 ambientalismo	a	 enfocar	 la	 concepción	del	medio	ambiente	desde	el	
antropocentrismo	 promovido	 en	 sus	 orígenes	 en	 los	 Estados	 Unidos	 de	




por	 ampliar	 el	 espacio	 político	 y	 fundamentalmente	 por	 influir	 en	 la	
responsabilidad	 ciudadana,	 haciendo	 con	 ello	 posible	 lo	 que	 OFFE	 denomina	 la	
                                                            
43	RASCHKE,	J.:	«Sobre	el	concepto	de	movimientos	sociales»	en	Zona	abierta,	69,	Editorial	
Pablo	 Iglesias,	Madrid,	 1994,	 pág.	 123,	 para	 el	 autor	 «Los	movimientos	 sociales	 son	 un	
contexto	 de	 acción	 colectiva	 formada	 por	 individuos	 ligados	 entre	 sí.	 	 No	 son	 simples	
medios	del	cambio	social,	ni	la	pasiva	expresión	de	tendencias	sociales	de	cambio,	sino	que	






política	 no	 institucional44.	 	 Esta	 política	 de	 responsabilidad	 ciudadana	 surge	 en	
España	a	finales	del	siglo	XIX,	donde	la	revolución	y	el	comunismo	libertario,	con	
su	 interés	por	el	medio	ambiente	y	 la	descentralización,	 se	 constituyeron	en	una	
fuerza	social	poderosa45.	 	Esta	visión	revolucionaria	del	medio	ambiente	también	
se	vio	vinculada	a	los	movimientos	ecologistas	en	Francia,	Alemania	y	Holanda.	
Debemos	 precisar	 sin	 embargo,	 que	 la	 preocupación	 ambientalista	 en	 sus	
orígenes	 presentaba	 dos	 vertientes.	 	 Por	 una	 parte,	 en	 Gran	 Bretaña,	 la	 aguda	
contaminación	 del	 ambiente	 provocada	 por	 el	 avance	 industrial	 motivó	 a	 las	
organizaciones	 	 que	 solicitaran	 el	 control	 de	 	 excesos	 de	 contaminantes	 que	
deterioraban	 el	 medio	 ambiente.	 	 Para	 este	 sector,	 la	 protección	 del	 medio	
ambiente	 constituía	 la	 reivindicación	 de	 unas	mejores	 condiciones	 de	 vida	 y	 de	
trabajo,	razón	por	la	cual	las	solicitudes	de	control	social	respondían	a	necesidades	
de	salud,	higiene	y	saneamiento.		Por	otra	parte,	en	Estados	Unidos,	el	proceso	de	
desarrollo	 industrial	 entre	 la	 primera	 y	 segunda	 Guerra	 Mundial,	 suscita	
preocupaciones	sobre	el	medio	ambiente,	 fundamentalmente	 lo	que	respecta	a	 la	
falta	 de	 recursos	 naturales	 y	 su	 sobre‐explotación,	 y	 no	 así	 a	 temas	 sanitarios	 e	
higiénicos	de	las	nuevas	y	totalmente	contaminadas	ciudades	industriales.	
De	 esta	 forma,	 se	 hace	 visible	 que,	 en	 Gran	 Bretaña	 y	 otros	 países	 de	 la	
Europa	industrializada,	los	propulsores	de	la	moderna	política	del	medio	ambiente	
partieron	 de	 valoraciones	 relacionadas	 con	 conceptos	 de	 carácter	 sanitario	
suscitadas	por	las	condiciones	laborales	urbanas.	En	EE.UU.,	en	cambio,	se	incidía	
en	 la	explotación	de	 los	recursos	naturales	de	 las	 regiones	rurales,	pero	 tenía	en	
común	 con	 Europa	 a	 los	 destinatarios	 de	 la	 afectación	 por	 la	 contaminación,	 la	
clase	 obrera.	 	 Sin	 embargo,	 todos	 los	 sectores	 participaron	 de	 los	 movimientos	
ambientalistas	 que	 promovían	 la	 protección	 del	 entorno	 ante	 la	 progresiva	
                                                            










contaminación	 instalada	 entre	 las	 décadas	 de	 los	 cuarenta	 y	 sesenta,	 cuando	 se	
produce	 un	 fuerte	 cambio	 cualitativo	 ocasionado	 por	 nuevos	 elementos	 de	
contaminación,	 metales	 pesados	 (plomo,	 mercurio	 y	 	 cadmio),	 pesticidas	 y	
sintéticos.	
La	 crisis	 ambiental	 se	 sitúa	 entonces,	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 de	 su	
relevancia	social,	 en	 la	 segunda	mitad	del	 siglo	XX.	Concretamente,	a	partir	de	 la	
irrupción	de	 la	 era	 atómica,	 tras	 las	 explotaciones	de	Hiroshima	y	Nagasaki.	Con	
ello,	 empieza	 a	 ser	 socialmente	 percibido	 el	 enorme	 potencial	 destructivo	 de	 la	
civilización	 tecnonuclear.	 Sin	 embargo,	 no	 podemos	 olvidar	 que	 tras	 la	 Segunda	
Guerra	Mundial	 el	 propio	proceso	de	 industrialización	originó	 reacciones	ante	 la	
contaminación	 y	 el	 deterioro	 ambiental.	 Principalmente	 afectada	 tras	 los	 graves	
problemas	ecológicos	provocados	por	los	diversos	tipos	de	procesos	productivos.		
Entre	 estos	 procesos	 hay	 fugas	 de	 radioactividad	 en	 distintos	 tipos	 de	
centrales:	 eléctricas	 como	 Chernóbil	 en	 Ucrania;	 	 gases	 tóxicos	 en	 industrias	
químicas	 como	 Seveso	 en	 Italia	 y	 Bhopal	 en	 La	 India;	 centrales	 térmicas	 como	
Cercs	en	España.	La	 catástrofe	ecológica	del	Parque	Nacional	de	Doñana,	dañada	
por	 lodos	 tóxicos	 de	 Aznalcóllar	 y	 otros	 hechos	 graves	 causados	 por	 mega	
petroleros	naufragados,	como	los	casos	del	Amoco	Cádiz	en	Bretaña,	Exxon	Valdez	
en	Alaska	y	Prestige	en	Galicia.	
Estos	 hechos	 produjeron	 un	 gran	 impacto	 sociológico	 y	 filosófico	
medioambiental,	 que	 llevó	 a	 los	 pensadores	 a	 reflexionar	 sobre	 categorías	 y	
valores	 que	 hoy	 son	 utilizadas	 para	 tratar	 de	 analizar	 y	 comprender	 el	 mundo	
actual	y	 las	acciones	que	en	él	 se	desarrollan.	Así	el	 tema	del	medio	ambiente	se	
abarca	en	dos	perspectivas.		La	primera	aborda	lo	que	hoy	denominamos	la	ciencia	
del	medio	ambiente,	que	incluye	a	 la	ecología,	geografía,	 física	y	elementos	de	las	
ciencias	 sociales,	 cuya	 integración	 logran	 una	 ciencia	 del	 medio	 ambiente	




humanas	 que	 se	 orientan	 en	 las	 relaciones	 entre	 la	 sociedad,	 la	 cultura	 y	 el	
entorno46.	
Al	 mismo	 tiempo	 los	 graves	 problemas	 ambientales	 y	 ecológicos	
provocaron	en	 los	sistemas	 jurídicos	de	diversos	países	la	promulgación	de	 leyes	
orientadas	 a	 la	 regulación	 y	 la	 protección	 multidisciplinar	 del	 medio	 ambiente,	
convirtiéndolo	en	uno	de	los	bienes	jurídicos	más	importantes	de	nuestro	tiempo.	
Esta	 protección	 originada	 ante	 la	 intervención	 indiscriminada	 del	 hombre	 sobre	
los	recursos	naturales,	se	orienta	sobre	la	valoración	de	desarrollo	postindustrial	y	
al	 avance	 tecnológico,	 con	 el	 fin	 de	 garantizar	 el	 desarrollo	 de	 actividades	
vinculadas	 a	 las	 bases	 o	 sistemas	 naturales	 y	 al	 mismo	 tiempo	 garantizar	 la	
protección	del	hombre	como	parte	integrante	del	entorno.	De	este	modo,	también	
se	produce	 la	 intervención	del	Derecho	penal	para	proteger	de	 	 los	 ataques	más	




















El	 concepto	 de	 preservacionismo	 se	 encuentra	 plasmado	 en	 numerosas	
legislaciones,	 abarcando	 la	 pluridimensionalidad	 de	 normas	 desplegadas	 para	 la	
protección	 del	 medio	 ambiente;	 no	 obstante,	 son	 las	 constituciones	 las	 que	
generalmente	 adoptan	 el	 	 concepto	 de	 preservacionismo	 con	 carácter	 más	 bien	




bien	 preservacionista;	 en	 cambio	 hoy,	 en	 nombre	 del	 mismo	 ambientalismo,	 se	
opta	 por	 un	 ambientalismo	 economicista.	 	 Este,	 desde	 la	 perspectiva	 de	 ciertos	
grupos	 y	 no	 precisamente	 de	 	 los	 movimientos	 sociales,	 se	 sustenta	 en	 la	
organización	basada	en	la	destreza	corporativa,	cuyo	fundamento	económico	pasa	
por	las	influencias	que	pueden	ejercer	sobre	legisladores,	agencias	administrativas	




humanas	 y	 la	 naturaleza.	 Sin	 embargo	 en	 este	 marco,	 tras	 inconmensurable	
reticencia,	 la	economía	del	ambiente	 se	 convierte	 en	 la	propulsora	 del	 desarrollo	
teorético	 del	 economicismo	ambiental.	 	 En	 este	 juego	 de	 palabras,	ambientalismo	
economicista	o	economicismo	ambiental	 entran	a	 tallar	constructos	ambientales	y	














equilibrio	 de	 los	 sistemas	 compuestos	 por	 los	 sub‐sistemas	 subordinados	 (agua,	
aire	y	suelo,	la	fauna	y	la	flora).		Para	el	ambientalismo	economicista,	sin	embargo,	
los	 elementos	 naturales	 conforme	 a	 su	 capacidad	 de	 explotación	 son	 valorados	
como	 recursos	 medioambientales,	 porque	 estos	 (el	 agua,	 el	 aire,	 y	 la	 tierra)	
representan	 el	 soporte	 del	 «medioambiente».	 	 No	 obstante,	 su	 carácter	
preponderantemente	economicista,	persigue	un	fin	que	pretende	el	rendimiento	y	
beneficios	 pecuniarios,	 sea	 esta	 para	 una	 mejor	 organización	 social,	 para	 la	
satisfacción	 de	 las	 necesidades	 humanas	 y	 de	 los	 demás	 recursos,	 como	 para	 el	
aumento	de	capitales49.	
De	 esta	 valoración	 simbiótica	 entre	 economía	 y	 ambiente	 surgen	 dos	
enfoques;	 la	 economía	 ambiental	 y	 la	 economía	 ecológica.	 	 La	 primera	 trata	
fundamentalmente	 de	 incluir	 a	 la	 naturaleza	 dentro	 del	 sistema	 cerrado	 de	 la	
economía	 convencional,	 es	decir,	 trata	 a	 la	 naturaleza	 como	un	 subsistema	de	 la	
economía.	 En	 este	marco,	 la	 valoración	 de	 la	 naturaleza	 se	 reduce	 a	 un	 carácter	
cuantificable,	pues	no	se	concibe	un	medio	ambiente	con	valor	intrínseco,	al	punto	
que	 en	 realidad	 se	 lo	 excluye	 conceptualmente	 del	 ámbito	 de	 estudio	 de	 la	
economía,	 pero	 su	 propia	 existencia	 e	 interés	 global	 relevante	 lo	 acomoda	
necesariamente	en	este	marco	a	través	de	su	valoración	pecuniaria.			
La	 estimación	 monetaria,	 sin	 embargo,	 no	 garantiza	 que	 la	 problemática	
emergente	ante	 la	dificultad	de	conocer	con	precisión	 los	daños	causados	por	 los	
diferentes	 tipos	 de	 agentes	 contaminantes	 sea	 resuelta.	 	 Al	 contrario,	 la	 propia	
incertidumbre	 sobre	 el	 impacto	 ambiental	 producido,	 determina	 hoy	 posturas	
generalmente	 asumidas.	 Así,	 los	 que	 son	 favorecidos	 por	 el	modelo	 de	mercado	
existente	sugieren	que	no	existe	fundamento	suficiente	para	justificar	la	política	de	
restricciones	 fuertes	 a	 la	 contaminación.	 	 En	 cambio,	 aquellos	 que	 soportan	 los	








eliminación	 de	 la	 contaminación	 promoviendo	 políticas	 ambientales	 y	
demandando	 la	 aplicación	 de	 medidas	 de	 carácter	 preventivo‐sancionadoras.		




elipse	 un	 «poder	 supraestatal	 que	 produce	 efectos	 de	 naturaleza	 pública	 o	
política»50,	 un	 poder	 que	 determina	 e	 impone	 a	 los	 estados	 las	 políticas	




aquello	 que	 CAPELLA	 denomina	 «soberano	 privado	 supraestatal	 de	 carácter	
difuso»51,	 que	 por	 su	 poder	 imperativo,	 hegemónico	 y	 transnacional,	 permite	 la	
interrelación	entre	su	«campo	de	poder	y	 los	estados	permeables».	Estados	estos	
que	 integran	 indefectiblemente	 la	 lista	 de	 los	 países	 subdesarrollados,	 y	 que	 se	




supraestatal,	 arriesgando,	 incluso,	 el	 propio	 entorno	 y	 los	 hombres	 que	 en	 él	
habitan,	 puesto	 que	 el	 objetivo	 es	 la	 fácil	 permisión	 del	 flujo	 del	 capital	 y	 la	
                                                            
50	 CAPELLA	 HERNÁNDEZ,	 J.	 R.:	 Fruta	 prohibida,	 una	 aproximación	 histórico	 teorética	 al	
estudio	del	derecho	y	del	estado,	Editorial	Trotta,	Madrid,	1997,	pág.	261.	
	
51	 Ibídem,	«está	 constituido	por	 el	poder	estratégico	 conjunto	de	 las	 grandes	 compañías	
transnacionales	 y	 sobre	 todo	 de	 los	 conglomerados	 financieros.	 Se	 impone	 mediante	
instancias	convencionales	interestatales,	como	el	G7	(conferencia	del	grupo	de	los	países	
industrializados),	 instituciones	 como	 el	 Banco	 Mundial	 y	 el	 Fondo	 Monetario	
Internacional,	 a	 través	 de	 la	 creación	 de	 derecho	 que	 establecen	 para	 relacionarse	 los	
grandes	 económicos	 transnacionales».	 Con	 otra	 postura,	 HELD,	 D.:	 «Globalización:	
tendencias	y	opciones»	en	Baraño	Cid	(Dir.),	La	globalización	económica.	incidencia	en	las	
relaciones	 sociales	 y	 económicas,	 Consejo	 General	 del	 Poder	 Judicial,	 Madrid,	 2002,	







supresión	de	 impedimentos	 jurídicos	que	posibiliten	 la	 instalación	de	 compañías	
multinacionales	 que	 no	 siempre	 	 pretenden	mantener	 el	 equilibrio	 entre	medio	
ambiente	 y	 desarrollo,	 y	 menos	 aún,	 velar	 por	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	
naturales.	
Así,	 podemos	 afirmar	 que	 el	 ambientalismo	 economicista	 va	 ligado	 al	
Antropocentrismo	 fuerte,	 vinculación	 esta	 que	 se	 viene	 manifestando	
fundamentalmente	desde	hace	dos	o	tres	decenios		atrás.		En	este	sentido,	describe	
Jacobs	«que	la	transferencia	de	recursos	desde	las	naciones	pobres	a	las	ricas	bajo	la	
presión	 de	 la	 demanda	 desigual,	 se	 hace	 exacerbadamente	 por	 la	 expansión	 de	 la	
deuda	exterior»52.		Esta	experiencia	se	vio	reflejada	con	posterioridad	a	la	crisis	de	
los	 años	 80,	 cuando	 las	 grandes	 corporaciones	 promovieron	 la	 aplicación	 del	
«canje	de	deuda	por	naturaleza	y	servicios»53.		Estrategia	que	fue	implementada	en	
países	 subdesarrollados,	 con	 el	 apoyo	 de	 los	 gobiernos	 y	 de	 las	 instituciones,	 ya	
sean,	ONGs	ambientalistas,	conservacionistas	y	las	agencias	financieras	que	actúan	
en	concordancia	con	las	corporaciones	multilaterales54.		
Este	 andamio	 ambientalista	 economicista	 o	 economicista	 ambientalista		
manifiesta	 que	 se	 ha	 producido	 la	 abolición	 del	 ambientalismo	 preservacionista.		
Podemos	 por	 ello	 concluir	 con	 SAGOFF	 que	 «Los	 ambientalistas	 han	 entrado	 en	
una	 negociación	 faustiana	 con	 los	 economistas»...	 Han	 vendido	 su	 actuación	
                                                            
52	 JACOBS,	M.:	 La	 economía	 verde,	medio	 ambiente,	 desarrollo	 sostenible	 y	 la	 política	 del	
futuro,	Editorial	Icaria,	Barcelona,	1997,	pág.	93.			
	
53	 ORTEGA,	 G.:	 Canje	 de	 deuda	 por	 naturaleza	 y	 Servicios	 Ambientales.	 Una	 primera	
aproximación.	 Edita	 Iniciativa	 paraguaya	 para	 la	 Integración	 de	 los	 pueblos.	 Capítulo	
paraguayo	de	la	Alianza	Social	Continental,	Asunción,	2007,	pág.	7.		En	Paraguay	el	«Canje	
de	deuda	por	 	naturaleza»	es	aplicado	a	través	 	de	 la	Ley	Nº	3003/06	«Acuerdo	entre	el	
Gobierno	de	 los	Estados	Unidos	de	América	 y	 el	Gobierno	de	 la	República	del	 Paraguay	
para	 el	 Establecimiento	 de	 un	 Fondo	 de	 Conservación	 de	 Bosques	 Tropicales	 y	 de	 un	
Consejo	 de	 Conservación	 de	 Bosques	 Tropicales,	 del	 7	 de	 junio	 de	 2006.	 	 Honorable	
Cámara	 de	 Senadores,	 República	 del	 Paraguay	










las	 causas…	No	 fue	un	asesinato,	 sino	un	 suicidio»55.	 	Tal	 vez	pareciera	 radical	 y	
poética	 a	 la	 vez,	 la	 	manifestación	 del	 autor,	 pero	 el	 quid	de	 la	 cuestión	 en	 este	
análisis	 reflexivo	 es	 el	 cambio	 de	 estuche	 que	 se	 produce	 en	 la	 esencia	 del	
ambientalismo,	a	través	de	su	 	vinculación	con	los	pactos	que	no	promueven	una	
verdadera	 protección	 del	 entorno,	 del	 medio	 ambiente	 y	 del	 hombre.	 	 Si	 bien	
debemos	 procurar	 por	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 y	 de	 este	 con	 el	
desarrollo,	es	necesario	apostar	por	un	replanteamiento	de	 las	formas	en	 las	que	
actualmente	se	produce	el	flujo	de	capitales.			
En	 este	 sentido	 la	 propuesta	 del	 segundo	 enfoque,	 denominado	 economía	
ecológica,	 trata	 de	 llevar	 a	 cabo	 una	 reconstrucción	 conceptual	 de	 la	 economía,	




la	escasez	y	 la	renovabilidad	o	no	de	 los	recursos,	analiza	 la	nocividad	producida	
por	las	contaminaciones,	con	el	fin	de	orientar	con	conocimiento	de	causa	el	marco	
institucional	 económico	 para	 que	 pueda	 este	 arrojar	 ciertas	 soluciones.	 	 De	 esta	
forma,	la	economía	ecológica	pretende	encontrar	un	equilibrio	real	entre	el	hombre	
y	 la	 naturaleza,	 entre	 el	 homo	 sapiens	 postmoderno	 y	 la	 ecología,	 sin	 perder	 de	
vista	el	sistema	económico	que	rodea	a	 la	naturaleza,	porque	aquél	 le	confiere	el	
carácter	 económico	 y	 cuantificable	 que	 debe	 ser	 aplicado	 para	 su	 propia	
preservación	 y	 también	 para	 la	 subsistencia	 de	 las	 generaciones	 presentes	 y	
futuras.	 No	 obstante,	 aunque	 ahondaremos	 sobre	 la	 economía	 ecológica	 en	














El	 ambientalismo	 en	 sus	 diferentes	 acepciones,	 junto	 a	 la	 política	
económica,	 participan	 de	 una	 conjunción	 que	 influye	 en	 la	 construcción	 del	
Derecho	 ambiental,	 el	 cual	 se	 erige	 para	 gestionar,	 controlar	 y	 regular	 los	
movimientos	 que	 se	 desplazan	 en	 el	 medioambiente,	 delimitado	 como	 sistemas	
naturales.	 	 En	 esta	 convergencia	 socio‐jurídico	 ambiental,	 se	 origina	 el	
ambientalismo	 conservacionista	 que,	 a	 diferencia	 del	ambientalismo	 economicista	







necesidades	 de	 las	 presentes	 y	 futuras	 generaciones.	 Esta	 valoración	 del	 medio	
ambiente	 se	 concreta	 con	 el	 informe	 Bruntland	 	 del	 año	 1983,	 que	 aborda	 de	
manera	 constructiva	 la	 tensión	 entre	 protección	 ambiental	 y	 el	 desarrollo	
económico,	 originando	 de	 esta	 forma	 la	 postulación	 del	 concepto	 de	 desarrollo	
sostenible.	 	 No	 obstante,	 la	 declaración	 de	 Estocolmo	1972,	 ya	 institucionalizó	 la	
gestión	ambiental	 y	 las	políticas	públicas	orientadas	 a	 la	protección	de	este	bien	
jurídico	de	 titularidad	compartida,	 al	 igual	que	 	 la	declaración	de	Río	 Janeiro	del	
año	92,	donde	se	construyen	los	principios	que	rigen	los	Tratados	internacionales,	
multilaterales	 y	 bilaterales,	 normas	 comunitarias,	 regionales	 y	 normas	 estatales,	









jurídicas,	 fueron	desarrolladas	con	 la	 	pretensión	de	mantener	el	equilibrio	entre	
medio	ambiente	y	desarrollo	económico.	
2.4	 Eclecticismo	entre	preservacionismo	y	conservacionismo	
Los	 dos	 grandes	 objetivos	 de	 la	 política	 económica,	 desplegada	 sobre	 el	
medio	ambiente	son	 la	orientación	a	su	preservación	y	conservación.	 	Por	ello	 la	
vinculación	 entre	 política	 y	 medio	 ambiente	 se	 concreta	 a	 través	 de	 la	 política	
sectorial	 (agraria,	 industrial)	 e	 instrumental	 (monetaria),	 construidas	 sobre	 la	
piedra	fundamental	del	«Derecho	al	medio	ambiente».	Este	derecho	reconocido	en	
el	 Art.	 45	 de	 la	 Constitución	 española	 de	 1978,	 se	 encuadra	 entre	 los	 principios	
rectores	 de	 la	 política	 social	 y	 económica,	 y	 en	 los	 Art.	 7	 y	 8	 de	 la	 Constitución	
paraguaya	 como	 Derecho	 fundamental.	 	 No	 obstante,	 como	 lo	 señaláramos,	 el	
primer	paso	en	el	pretendido	equilibrio	entre	política	económica	y	medio	ambiente,	
se	manifiesta	 con	 el	 informe	Brundtland	 de	 1983,	 que	 declara	 que	 el	 desarrollo	
sostenible	 es	 el	 «desarrollo	 que	 atiende	 a	 las	 necesidades	 del	 presente	 sin	
comprometer	 la	 capacidad	 de	 las	 generaciones	 futuras	 de	 atender	 a	 sus	 propias	
necesidades»59.	 	 Es	 decir,	 si	 los	 estados	 pretenden	 impulsar	 las	 mejoras	 en	 los	
estándares	de	 vida,	 la	 política	 económica	 tiene	que	 asegurar	del	mismo	modo	 la	
conservación	del	medio	 ambiente,	 	 en	 consideración	 al	 bienestar	de	 la	 gente	del	
futuro.	
Esta	 valoración	 conlleva	 a	 que	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 sea	
generalmente	entendida	como	restricción	a	la	actividad	económica.	Así,	aunque	el	
crecimiento	 económico	 y	 la	 conservación	 del	 medio	 ambiente	 no	 sean	
incompatibles,	su	equilibrio	es	siempre	considerado	un	obstáculo	para	el	“buen”	y	
“pronto”	desarrollo	de	 la	 economía.	 	Esta	 colisión	de	 intereses	nos	 conduce	a	un	
silogismo	que	manifiesta	la	problemática	del	alcance	no	especificado,	del	grado	de	








La	precedente	afirmación,	más	allá	de	ser	una	crítica	 literaria	a	 la	 falta	de	
realización	 del	 desarrollo	 sostenible,	 se	 constata	 con	 la	 omisión	 de	 numerosos	
estados,	 ante	 el	 incumplimiento	 del	 Protocolo	 de	 Kyoto60.	 	 Instrumento	
internacional,	 firmado	 y	 ratificado	 por	 numerosos	 países,	 que	 permite	 el	
despliegue	 legal	 de	 normas	 orientadas	 a	 procurar	 el	 desarrollo	 sostenible	 por	
medio	 de	 limitaciones	 cuantificadas	 y	 la	 reducción	 de	 emisiones	 de	 gases	 efecto	
invernadero.	 	Las	restricciones	establecidas	en	dicho	Instrumento,	y	que	resultan	
de	 carácter	 obligatorio	 para	 los	 estados	 firmantes,	 someten	 a	 los	 mismos	 a	 su	
cumplimiento.	 	 Sin	 embargo,	 este	 instrumento	 faculta61	 igualmente	 a	 los	 estados	
parte	 que	 han	 incumplido	 con	 las	 restricciones	 de	 emisiones	 establecidas,	 a	 que	
adquieran	 por	 un	 valor	 cuantificable	 parte	 de	 los	 derechos	 de	 emisión	 que	 le	
corresponden	a	otros	estados	parte,	que	no	han	alcanzado	el	límite	establecido	de	
contaminación.	
Por	 tanto,	 las	 restricciones	 de	 emisiones	 de	 gases	 efecto	 invernadero	
establecidos	por	el	Protocolo	de	Kyoto	se	traducen	en	la	asignación	monetaria	que	
se	 le	 ha	 conferido	 a	 la	 atmósfera	 de	 toda	 la	 humanidad,	 bajo	 la	 condición	 de	
                                                            
60	El	Convenio	Marco	sobre	el	Cambio	Climático,	adoptado	el	9	de	mayo	de	1992	y	puesta	
en	 vigor	 desde	 el	 21	 de	marzo	 de	 1994	 (en	 adelante,	 CMCC),	 junto	 con	 el	 Protocolo	 de	
Kyoto	 el	 10	de	diciembre	de	1997,	 en	 vigor	desde	 el	 pasado	16	de	 febrero	de	2005	 (en	
adelante	PK),	 constituyen	 el	 sistema	más	 significativo	de	 la	 comunidad	 internacional	 de	
hacer	 frente	 a	 los	 efectos	 perjudiciales	 sobre	 el	 medio	 ambiente	 producidos	 por	 el	
aumento	en	la	atmósfera	de	las	concentraciones	de	determinados	gases	generados	por	la	





(BOE	de	1	de	 febrero	de	1994)	y	Paraguay	el	24	de	 febrero	de	1994.	 	En	 lo	referente	al	




modalidades,	 normas	 y	 directrices	 pertinentes,	 en	 particular	 para	 la	 verificación,	 la	
presentación	 de	 informes	 y	 la	 rendición	 de	 cuentas	 en	 relación	 con	 el	 comercio	 de	 los	
derechos	de	emisión.	Las	Partes	incluidas	en	el	anexo	B	podrán	participar	en	operaciones	
de	 comercio	 de	 los	 derechos	 de	 emisión	 a	 los	 efectos	 de	 cumplir	 sus	 compromisos	
dimanantes	del	artículo	3.	Toda	operación	de	este	tipo	será	suplementaria	a	 las	medidas	






mantener	 el	 equilibrio	 entre	 desarrollo	 económico	 y	 protección	medio‐ambiental.		
Esta	 aspiración	 mercantilizada	 lleva	 a	 los	 países	 en	 desarrollo	 a	 adoptar	 una	
actitud	 reticente	 a	 la	 implementación	 de	 los	 derechos	 de	 emisión	 o	 «permisos	
negociables»,	considerando	que	los	países	desarrollados	(Anexo	I)	podrían	utilizar	
este	 «mecanismo	 como	 sustituto	 de	 la	 obligación	 de	 adopción	 de	 políticas	
orientadas	 a	 la	 reducción	 y	 limitación	 de	 emisiones	 de	 gases	 de	 efecto	






de	 la	 Cumbre	 de	 Copenhague	 (COP	15),	 convocada	 por	 la	 Organización	 de	 las	
Naciones	 Unidas	 sobre	 el	 cambio	 climático,	 se	 concluye	 que	 los	 estados	




algunos	 países	 (EE.UU.)	 que	 no	 han	 firmado	 el	 Protocolo	 y	 son	 de	 los	 que	 más	
emiten.	
Constatamos,	por	tanto,	una	vez	más,	que	de	la	simbiosis	entre	el	hombre	y	
la	 naturaleza	 se	 transita	 hoy	 sobre	 el	 desequilibrio	 de	 los	 sistemas	 ecológicos,	
originados	 por	 la	 visión	 antropocéntrica	 utilitarista	 y	 economicista	 de	 estos.	 	 Si	
bien,	es	por	tanto	la	economía	la	fuerza	motora	de	la	globalización,	también	lo	es	
del	 medio	 ambiente	 como	 bien	 valorado	 por	 la	 sociedad,	 pues	 el	 interés	 por	 la	
protección	 del	 medio	 ambiente	 no	 solo	 se	 origina	 desde	 una	 valoración	
                                                            
















desarrollo	 sostenible	 como	 tal,	 razón	 que	 lleva	 a	 plantearse	 la	 necesidad	 de	 un	
nuevo	modelo,	un	patrón	que	en	primer	 lugar	responda	a	 los	delineamientos	del	
Libro	 Blanco64	 que	 postula	 un	 desarrollo	 sostenible	 creador	 de	 empleo,	 que	 sea	
respetuoso	con	el	medio	ambiente	y	que	origine	un	menor	consumo	de	materias	
primas	 y	 productos	 energéticos,	 es	 decir,	 menor	 desgaste	 de	 los	 recursos	
naturales.	
De	esta	forma,	el	Libro	blanco	se	constituye	en	el	principal	instrumento	de	
política	macroeconómica,	 que	 se	 encarga	 de	 revisar	 gradual	 y	 sistemáticamente,	
las	 estrategias	 encaminadas	 a	 la	 obtención	 de	 los	 fines	 del	 nuevo	 modelo	 de	
desarrollo	 sostenible.	 	 Lo	 que	 se	 pretende	 en	 definitiva,	 es	 lograr	 la	
compatibilización	 entre	 el	 crecimiento	 económico,	 la	 preservación	 y	 la	
conservación	 del	 medio	 ambiente	 	 a	 través	 de	 la	 aplicación	 de	 las	 tecnologías	
verdes	 que	 da	 cabida	 a	 la	 estructuración	 de	 la	 llamada	 inversión	 ética	 de	 las	














Este	 concepto	 de	 desarrollo	 sostenible	 de	 carácter	menos	 economicista	 se	
encuentra	 vinculado	 a	 la	 denominada	 economía	 ecológica66.	 	 Esta	 plantea	 un	
objetivo	muy	ambicioso,	como	es	la	gestión	sostenible	del	planeta,	apoyándose	en	
las	 leyes	 de	 la	 termodinámica67,	 a	 fin	 de	 que	 se	 reduzca	 la	 progresiva	
contaminación,	 producto	 de	 la	 reducción	 del	 ambiente	 natural	 en	 sus	 recursos	
renovables	 y	 no	 renovables	 (agua,	 aire,	 suelo,	 fauna	 y	 flora).	 	 Por	 ello,	 para	 el	
mantenimiento	 del	 equilibrio	 de	 estos	 recursos	 que	 conforman	 el	 sistema	
ecológico	 es	 necesario	 el	 flujo	 continuo	 de	 energías	 y	 el	 reciclaje	 de	 la	materia,	
propias	 de	 la	 función	 de	 la	 biosfera68	 y	 que	 se	 encuentran	 vinculadas	 con	 la	
actividad	económica.	
                                                            
66	 Ampliamente,	 AGUILERA	 KLINK,	 F.:	 «Economía	 y	 medio	 ambiente:	 un	 estado	 de	 la	
cuestión»	op.	cit.,	pág.	5.	
	
67	 JACOBS,	M.:	 	La	economía	verde,	medio	ambiente,	desarrollo	 sostenible	y	 la	política	del	
futuro,	 Editorial	 Icaria,	 Barcelona,	 1997,	 págs.	 58	 y	 ss.	 	 Así	 la	 primera	 ley	 de	 la	
Termodinámica,	indica	que	no	podemos	ni	crear	ni	destruir	energía,	ni	materia.		«Todo	lo	
que	 sucede	 es	 la	 transformación	de	materiales	 y	 energía	 de	 un	 estado	 a	 otro».	 	De	 esta	
forma	 la	 actividad	 económica	 en	 función	 al	 medio	 ambiente,	 tiene	 por	 objetivo	






entendida	como	«Magnitud	 termodinámica	que	mide	 la	parte	no	utilizable	de	 la	 energía	
contenida	 en	 un	 sistema».	 	 Definición	 esta,	 que	 se	 convierte	 en	 la	 constante	 del	mundo	
posmoderno,	 puesto	 que	 los	 residuos	 dispersos	 e	 inútiles,	 que	 no	 pueden	 ser	
transformados,	vienen	en	aumento	constante	sin	paralización	alguna.	 	Ahora	bien,	lo	que	
se	 pretende	 con	 la	 valoración	 de	 esta	 ley	 de	 la	 Termodinámica,	 es	 procurar	 una	 nueva	
imagen	de	 la	economía,	que	permita	 la	recomposición	y	protección	del	 	medio	ambiente	
natural.	 	Es	decir	utópicamente,	que	esta	procure	no	reducir	a	 los	recursos	naturales	no	
renovables	 y	 renovables.	 	 En	 este	 sentido,	 también	 se	 pronuncia	 ERIAS	 REY,	 A.:	 «La	








la	 producción	 de	 bienes	 y	 servicios.	 b)	Asimila	 residuos.	 	 Sean	 naturales	 o	 de	 invención	
humana,	 todos	 los	 usos	 de	 energía	 generan	 residuos.	 	 La	 energía	misma	 termina	 como	
calor	 residual.	 Las	 plantas	 y	 los	 animales	 generan	 desechos	 orgánicos	 primordialmente	




En	 medio	 de	 estas	 valoraciones	 derivadas	 de	 aquello	 que	 se	 pretende	
signifique	 el	desarrollo	 sostenible,	no	podemos	preterir,	 que	 los	 varios	 conceptos	
están	construidos	con	un	abanico	multidisciplinario	que	abarca	tanto	 las	ciencias	
naturales	como	 	 las	ciencias	sociales69.	 	Sin	embargo,	 todo	el	bagaje	de	su	propio	
entramado,	 que	 constantemente	 se	 convierte	 en	 motivos	 de	 disputa	 ideológica,	
debería	 buscar	 la	 realización,	 la	 concreción	 de	 su	 original	 pretensión,	 cual	 es	
procurar	 el	 equilibrio	 entre	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 y	 el	 desarrollo	
económico,	es	decir	un	«desarrollo	que	atiende	a	las	necesidades	del	presente	sin	
comprometer	 la	 capacidad	 de	 las	 generaciones	 futuras	 de	 atender	 a	 sus	 propias	
necesidades»70.	 	 «El	 desarrollo	 sostenible	 implica	no	 simplemente	 la	 creación	de	
riqueza	 y	 la	 conservación	 de	 recursos,	 sino	 también	 su	 justa	 distribución.	 	 Un	
compromiso	 con	 la	 equidad	 global	 requiere	 por	 lo	 menos	 alguna	 redistribución	
entre	el	Norte	y	el	Sur»71.	
                                                                                                                                                                              








soporte	de	 vida.	 	 Funciones	 estas	 como	 el	mantenimiento	de	 la	diversidad	 genética	 y	 la	
estabilización	de	los	ecosistemas;	el	mantenimiento	de	la	composición	de	la	atmósfera	y	la	
regulación	 del	 clima.	 	 Tales	 servicios	 pueden	 ser	 intangibles	 y	 son	 consumidos	 solo	





agroambiental	 en	 España,	 Edición	 Analistas	 económicos	 de	 Andalucía,	 Málaga,	 2000,	
pág.	38.		TINTORE,	J.:	«La	investigación,	un	elemento	clave	del	futuro	económico	y	social:	






71	 JACOBS,	 M.:	 op.	 cit.,	 pág.	 126.	 	 En	 cuanto	 a	 otros	 conceptos	 de	 desarrollo	 sostenible,	
pertenezcan	 estos	 a	 posturas	 más	 ecocéntrica	 y	 tecnocéntricas,	 véase	 GARRIDO	
FERNÁNDEZ,	F.	E.:	La	cuestión	ambiental	en	la	agricultura:	actores	sociales	y	agroambiental	





2.5	 Ambientalismo	 como	 propulsor	 de	 las	 concepciones	 jurídicas	
sobre	el	ambiente	
Hemos	 señalado	 en	 epígrafes	 anteriores	 la	 marcada	 influencia	 del	





con	 una	 fuerte	 inclinación	 Antropocéntrica,	 que	 	 permite	 el	 despliegue	 de	 	 una	
protección	 que	 valora	 al	 ambiente	 en	 función	 a	 la	 protección	 de	 las	 personas	 y	
también	 en	 función	 al	 desarrollo	 económico.	 	 Esta	 valoración,	 propia	 de	 los	
primeros	albores	de	 los	conceptos	 jurídicos	sobre	el	ambiente,	se	distanciaba	del	










de	 renta».	 	 Para	 Meadows	 y	 Randers,	 «la	 sustentabilidad	 no	 supone	 ausencia	 de	
crecimiento,	 sino	 que	 discriminaría	 entre	 distintos	 tipos	 y	 objetivos	 de	 crecimiento	 (...)	
















en	 cambio,	 abarca	 «los	 elementos	 naturales	 de	 titularidad	 común74»,	 esto	 es,	
protección	 del	 aire	 y	 agua,	 siendo	 inasequible	 de	 esta	 forma	 cualquier	 otro	
componente	que	requiera	protección.	 	Esta	exégesis	es	ubicada	en	el	marco	de	 la	















paisajes	 y	 lugares,	 de	 tal	 modo	 que	 se	 garantice	 la	 conservación	 de	 la	 naturaleza	 y	 la	
preservación	 de	 valores	 culturales	 de	 interés	 histórico	 o	 artístico;	 d)	 promover	 el	
aprovechamiento	 racional	 de	 los	 recursos	 naturales,	 salvaguardando	 su	 capacidad	 de	
renovación	y	 la	estabilidad	ecológica.	3.	Todo	ciudadano	perjudicado	o	amenazado	en	el	
derecho	 a	 que	 se	 refiere	 el	 número	 l	 podrá	pedir,	 con	 arreglo	 a	 lo	 previsto	 en	 la	 ley,	 la	















estudio	del	hábitat	 (del	 griego	oicos,	 habitación	o	 casa	y	 logos	 tratado).	 	El	autor	
define	a	la	Ecología	«como	la	totalidad	de	la	ciencia	de	las	relaciones	del	organismo	
con	 su	 entorno,	 que	 comprende	 en	 un	 	 sentido	 amplio	 todas	 las	 condiciones	 de	
existencia»76,	 dando	 con	 ello	 inicio	 a	 la	 moderna	 ciencia	 que	 se	 ocupa	 de	 las	
complejas	relaciones	de	los	organismos	vivos	con	su	medio.		Sin	embargo,	recién	a	
partir	del	siglo	XIX	la	Ecología	es	valorada	como	una	ciencia	que	analiza	la	relación	




La	 Ecología,	 no	 obstante,	 se	 nutre	 igualmente	 de	 actividades	 empíricas	
como	la	agricultura,	ganadería,	piscicultura,	epidemiología	y	selvicultura,	que	junto	
a	 los	modelos	ecológicos	desarrollados	paulatinamente,	 sirvieron	para	el	 estudio	
del	impacto	de	los	fenómenos	naturales	y	el	impacto	ambiental	de	los	procesos	de	
postindustrialización,	en	el	agua,	el	suelo,	el	aire,	la	fauna	y	la	flora.		Procesos	que	
dieron	 por	 resultado	 la	 demostración	 de	 la	 deforestación,	 fragmentación	 del	
hábitat,	 perdida	 de	 ecosistemas	 y	 biodiversidad;	 desertificación	 y	 erosión	 del	
                                                            
76	Vid,	DRIEUX,	P.:	Introducción	a	la	Ecología,	Editorial	Alianza,	Madrid,	1975,	pág.	9.	Sobre	
el	 punto	 véase	 igualmente,	 TAMAMES,	 R.:	 Ecología	 y	 desarrollo.	 La	 polémica	 sobre	 los	
límites	del	crecimiento,	Editorial	Alianza,	Madrid,	1977,	pág.	146.		GARZA	ALMANZA,	V.:	El	










suelo;	 contaminación	 con	 plaguicidas	 de	 los	 ecosistemas	 terrestres	 y	 acuáticos;	
contaminación	genética	de	especies	silvestres;	y	el	cambio	climático78.	
En	 la	 Ecología,	 por	 tanto,	 observamos,	 la	 simbiosis	 existente	 entre	 el	
conocimiento	 científico	 y	 los	 trabajaos	 empíricos	 realizados	 por	 el	 hombre,	 que	
además	 de	 convertirse	 en	 una	 ciencia	 ecológica	 ‐	 biológicamente	 científica,	
también	 se	 transforma	en	una	Ecología	 científica	 aplicable	 a	 la	protección	de	 los	
recursos	 naturales	 y	 la	 vida	 silvestre,	 a	 través	 de	 la	 valoración	 de	 factores	
antropológicos	que	permiten	la	investigación	de	hechos	y	generan	resultados	que	




trabajaba	 sobre	 el	 impacto	 ambiental	 que	 ciertos	 productos	 químicos	 fuertes	
ocasionaban.		De	esta	forma	llegó	a	estudiar	y	probar	que	los	plaguicidas	sintéticos	
que	 comenzaban	 a	 emplearse	 en	 los	 hogares	 y	 en	 el	 campo	 fundamentalmente,	
interceptarían	 las	 rutas	 ecológicas	 y	 terminarían	 dañando	 al	 hombre	 y	 a	 la	
biosfera,	 al	 conjunto	 de	 subsistemas	 	 (aire,	 agua,	 suelo,	 fauna	 y	 flora)	 que	
conforman	 el	 sistema	 natural.	 El	 estudio	 de	 CARSON	 se	 publicó	 en	 1962	 con	 el	




págs.	 147	 a	 153.	 Para	una	mejor	 apreciación	de	 los	 referidos	 resultados	 relacionados	 al	
impacto	ambiental	en	Paraguay,	véase,	PALAU/	CABELLO/	MAEYENS/	RULLI/	SEGOVIA,	
Los	 refugiados	 del	 modelo	 agroexportador.	 Impactos	 del	 monocultivo	 de	 soja	 en	 las	






80	 CARSON,	 R.:	Primavera	 silenciosa,	Editorial	 Crítica,	 Barcelona,	 2001,	 págs.	 151	 a	 158.	






en	 contra	 y	 a	 favor	de	 la	 investigación	 realizada,	 pues	 esta	 fue	 valorada	o	mejor	
interpretada,	como	un	ataque	directo	a	las	empresas	vinculadas	en	la	producción	y	
elaboración	de	 los	 químicos	 o	 plaguicidas	 sintéticos.	 Sin	 embargo,	 la	 publicación	
tuvo	 sus	 efectos	 para	 el	 fortalecimiento	 de	 la	 Ecología	 como	 ciencia	 y	 la	
conformación	de	movimientos	ecologistas	que	postularon	a	partir	de	la	valoración	
científica	y	la	realidad	social,	conceptos	ecocéntricos.			
De	 esta	 forma	 y	 ante	 un	 Antropocentrismo	 despótico	 que	 pregona	 la	
desvalorización	 de	 los	 recursos	 naturales	 (agua,	 aire,	 suelo,	 fauna	 y	 flora,	 como	
elementos	 que	 conforman	 el	 sistema	 ecológico)	 y	 reivindica	 	 la	 valoración	 de	 la	
acumulación	de	la	riqueza	a	costa	de	la	propia	naturaleza	y	del	hombre,	surgen	los	
movimientos	 ecologistas	 que	 reivindican	 la	 protección	 de	 la	 naturaleza	 y	 los	
ecosistemas	de	manera	independiente,	sin	la	necesaria	funcionalización	de	su	valor	
a	 las	 necesidades	 humanas.	 	 Estos	movimientos	 emergen	 alrededor	 de	 1970	 en	
países	 como	 Alemania,	 Francia,	 Estados	 Unidos,	 Inglaterra,	 España,	 Italia,	 en	




81	 En	 cuanto	 a	 los	 ecologistas	 españoles,	 absorbieron	 ideas	 de	 intelectuales	




ss.	 	 En	 Inglaterra	 a	 diferencia	 de	 EEUU,	 asumían	 una	 postura	 menos	 crítica	 con	 el	
entramado	de	estamentos	de	carácter	público	y	privado	que	intervienen	en	la	protección	
de	la	biosfera,	del	entorno,	del	ambiente.		En	Holanda	surgen	los	movimientos	ecológicos	
de	 carácter	 anarquista.	 En	Alemania	 el	 partido	 verde	 (1979)	 comenzó	 con	 un	 punto	 de	
vista	 puramente	 ecológico,	 no	 sólo	 abordaban	 los	 riesgos	 de	 la	 contaminación	 sino	
también	los	peligros	del	desastre	ecológico	producido	por	la	guerra	nuclear.		En	Italia,	los	
verdes	 se	 orientan	 a	 cuestiones	 ambientales.	 	 En	 EEUU,	 los	movimientos	 ecologistas	 se	













(utilitarismo	 político),	 aunque	 algunas	 tal	 vez,	 verdaderas	 y	 honestas	 con	 la	
esencia	 misma	 de	 la	 ecología	 como	 promotor	 de	 la	 conciencia	 medioambiental,	
como	ciencia	investigativa	y	aplicada.	







obtener	 de	 él	 ciertos	 utensilios,	 y	 no	 por	 el	 hecho	 mismo	 de	 su	 existencia.		
Entonces,	de	esta	forma,	la	ilegitimidad	de	la	deforestación	sólo	tendrá	sentido	en	
cuanto	 se	 produzca	 un	 daño	 permanente	 al	 ser	 humano,	 mientras	 que	 para	 la	
teoría	ecocéntrica	la	deforestación	es	ilegal	por	el	daño	ocasionado	al	propio	bien	
natural.	
Del	 mismo	 modo,	 para	 la	 argumentación	 antropocéntrica,	 una	 entidad	
natural	 puede	 estar	 expuesta	 al	 riesgo	 y	 al	 peligro	 ocasionados,	 por	 la	 propia	
búsqueda	 del	 bienestar	 humano	 en	 sentido	 mercantil,	 que	 deriva	 de	 la	 propia	
infravaloración	de	la	naturaleza.	 	El	Ecocentrismo,	sin	embargo,	se	funda	sobre	el	
valor	 general	 de	 la	 vida,	 es	 decir,	 otorga	 valor	 a	 todo	 aquello	 que	 desde	 el	 seno	
biológico,	represente	a	una	entidad	con	vida,	esto	es,	formada	por	células.	 	Así,	 la	








entendido	 como	 «la	 ciencia	 que	 estudia	 las	 relaciones	 de	 los	 seres	 vivos	 con	 su	
medio	 ambiente»,	 significado	 que,	 al	 ser	 valorado	 por	 la	 biología	 que	 estudia	 el	
ambiente,	define	a	la	ecología	como	un	sistema	de	factores	bióticos	(derivados	de	
plantas	y	animales)	que	se	interrelacionan	con	los	factores	abióticos	(clima,	lluvia,	











P.:	 Introducción	al	derecho	op.	 cit.,	pág.	 5;	 BLANCO	LOZANO,	 C.:	La	protección	del	medio	
ambiente	 en	 el	 Derecho	 penal	 español	 y	 comparado,	 op.	 cit.,	 págs.	 10	 y	 ss.;	 	 el	 mismo,	
Tratado	 de	 Derecho	 penal	 español,	 Tomo	 II,	 Delitos	 contra	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	








eventuales	 trastornos.	 	Un	sistema	ecológico	–	 llamado	para	abreviar	ecosistema‐	puede	
ser	considerado	como	una	estructura	de	elementos	relativamente	estables	–	casi	siempre	
en	 una	 proximidad	 geográfica‐	 y	 de	 procesos	 biológicos	 trabados	 en	 algunas	 especies	
vivientes,	 los	 cuales	 en	 su	 interacción	 hacen	 posible	 que	 el	 sistema	 más	 o	 menos	
automáticamente	realice	sus	objetivos	básicos,	es	decir	se	sostenga,	se	mantenga,	se	límite,	







Del	mismo	modo,	 la	 propia	Ecología	 científica	 define	 al	 ambiente	 como	 el	
entorno	físico	que	hace	posible	la	vida,	acercándose	de	esta	forma	al	concepto	de		
«medio»	 en	 expresiones	 tales	 como	 «medio	 acuático»	 «medio	 atmosférico»	 o	
«medio	geológico».		Denominaciones	que	parten	de	la	base	de	la	naturaleza,	y	que	
confluyen	 en	 el	 concepto	 de	 sistemas	 naturales,	 pues	 precisamente	 el	 medio	
ambiente	desde	 la	perspectiva	ecológica	puede	ser	considerado	como	el	conjunto	
de	 elementos,	 factores	 o	 medios	 naturales	 (como	 el	 acuático,	 atmosférico	 y	
geológico)	que	 interactúan	entre	sí	o	 como	el	 conjunto	de	 subsistemas	naturales	
subordinados	 entre	 sí.	 	 De	 esta	 forma,	 se	 puede	 sostener	 que	 de	 la	 relación	
existente	entre	el	conjunto	de	elementos	naturales	o	los	subsistemas	naturales	y	el	
hombre,	 considerado	 parte	 del	 entorno,	 surgen	 	 corrientes	 propias	 de	 ecología	
científica,	 y	 que	 postulan	 el	 concepto	 de	 Ecocentrismo	 en	 sus	 dos	 vertientes	
fundamentales,	radical		y		moderada84.	
3.2	 Ecocentrismo	radical	
La	 defensa	 y	 protección	 de	 la	 ecología	 en	 su	 vertiente	 	 radical	 considera	
como	objeto	de	estudio,	defensa	y	protección,	no	solo	el	medio	ambiente	natural	
sino	 también	cultural	 y	 social.	 	En	esta	perspectiva	 se	parte	de	 la	base	de	que	el	
medio	ambiente	debe	ser	protegido	de	un	 tipo	de	 sociedad,	un	 sistema	donde	el	
poder	 hegemónico	 se	 constituye	 y	 proyecta	 de	 un	 modo	 antropocéntricamente	
depredador	en	su	manera	de	concebir	el	progreso,	e	 influir	en	 la	conducta	de	 los	
individuos.	 	 De	 esta	 forma,	 el	 ecologismo	 radical	 se	 opone	 a	 la	 aplicación	 de	 un	






El	 mismo	 autor,	 Pensamiento	 verde.	 Una	 antología,	 Editorial	 Trotta,	 Madrid,	 1999.	 En	








Esta	 corriente,	 al	 igual	 que	 el	 ecocentrismo	 radical,	 deriva	 de	 la	 ecología	
científica,	que	salvaguarda	la	idea	de	valorar	a	la	naturaleza	por	su	valor	intrínseco	
pero	 no	 olvida	 el	 valor	 que	 se	 le	 confiere	 al	 hombre	 en	 el	mundo	 natural85.	 	 No	
desconoce	 por	 ello	 el	 valor	 inherente	 a	 la	 ecología,	 entendida	 como	 los	 sistemas	





Si	 bien	 el	 ecocentrismo	 se	 erige	 a	 partir	 de	 una	 la	 ecología	 científica,	
adoptando	 las	 vertientes	 radical	 y	 moderada,	 también	 se	 erige	 como	 una	




suelo,	 fauna	 y	 flora)	 que	 conforman	 el	 sistema	natural.	 	Proporcionando	 de	 esta	
forma	entidad	al	bien	jurídico	de	titularidad	compartida,	porque	permite	que	se	lo	
valore	por	el	valor	inherente	a	la	naturaleza.		
El	 ecocentrismo	 en	 su	 vertiente	 moderada	 ha	 sido	 incorporado	 en	
numerosas	legislaciones	que	habían	primeramente	valorado	el	medio	ambiente	en	
su	 vertiente	 antropocéntrica	 radical	 o	 moderada.	 Sin	 embargo,	 la	 necesidad	 de	
proteger	 autónomamente	 este	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	 compartida,	 llevó	 a	















subsistemas	 naturales	 y	 por	 el	 desequilibrio	 producido	 al	 alterar	 la	 cualidad	 del	
agua,	 del	 suelo,	 del	 aire,	 de	 la	 fauna	 y	 flora.	 	 De	 esta	manera	 se	 observa	 que	 la	
norma	 penal	 que	 utiliza	 la	 nomenclatura	 delitos	 ecológicos	 despliega	 protección	
directa	 sobre	 el	 bien	 jurídico	 sistema	 natural	 o	 las	 bases	 naturales	 y	 sobre	 los	
propios	 elementos	 que	 la	 componen	 en	 su	 caso.	 	 Lo	 que	 no	 excluye	 que	 la	
nomenclatura	de	delitos	contra	el	medio	ambiente	también	abarque	 la	protección	




naturales,	 pero	 estructura	 la	 protección	 sobre	 la	 base	 ecocéntrica	 moderada	 al	
describir	 como	 bien	 jurídico	 los	 sistemas	 naturales	 con	 el	 fin	 de	 mantener	 el	
equilibrio	 entre	 los	 subsistemas	 subordinados	 que	 lo	 conforman.	 En	 el	 Código	
penal	 paraguayo	 observamos	 una	 situación	 similar,	 porque	 se	 sancionan	 los	
hechos	 punibles	 contra	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 pero	 los	 tipos	
penales	 se	 configuran	 conforme	 a	 la	 interpretación	 ecocéntrica	 moderada86.	 El	
ecocentrismo,	 por	 tanto,	 orienta	 la	 interpretación	 derivada	 tanto	 del	 delito	
ecológico	como	del	delito	contra	el	medio	ambiente,	pues	su	significado	conceptual	










a	 la	 naturaleza	 en	 su	 perspectiva	 ecológica	 y/o	 ambiental,	 corrientes	 estas	 que	
emergen	 de	 la	 base	 de	 la	 ecología	 como	 ciencia	 y	 del	medio	 ambiente	 como	 un	
concepto	 que	 aglutina	 a	 diferentes	 vectores	 provenientes	 de	 otras	 ramas	
científicas	y	jurídicas	y	que	además		representan	a	un	pensamiento	social.		De	esta		
manera	 la	 ecología	 	 se	 construye	 sobre	 el	 estudio	 de	 los	 ecosistemas,	 de	 la	
biodiversidad,	de	la	biosfera,	de	los	subsistemas	naturales,	con	el	objetivo	principal	
de	 desarrollar	 un	 conocimiento	 que	 permita	 fundamentar	 la	 protección	 que	
requiere	naturaleza	para	su	propia	preservación	y	conservación.	
La	 ecología	 por	 su	 propia	 naturaleza	 se	 fundamenta	 entonces	 en	 la	





no	 utiliza	 recursos	 naturales	 de	manera	 aislada,	 sino	 que	 utiliza	 y	 se	 apropia	 de	
ecosistemas.	 	 Este	 proceso	ha	 sido	 correctamente	 interpretado	por	NORGAARD87	
como	un	proceso	de	co‐evolución,	desarrollo	co‐evolucionista,	en	el	sentido	de	que	
existe	 una	 interdependencia	 mutua	 entre	 el	 ecosistema	 y	 el	 sistema	
socioeconómico,	que	exige	a	su	vez	una	mutua	adaptación	de	ambos	sistemas;		es	
decir,	 en	 la	 medida	 en	 que	 el	 sistema	 socioeconómico	 modifica	 los	 sistemas	
biológicos,	 aquel	 que	 se	 ve	 obligado	 a	 adaptarse	 a	 los	 cambios	 introducidos	 en	












la	 clásica	 conceptualización	 de	 que	 sólo	 desde	 la	 orientación	 ambiental	 de	 la	
naturaleza	 se	 puede	 percibir	 y	 estructurar	 un	 pensamiento	 moderado	 sobre	 el	
desarrollo	de	 la	 tecnología	 y	 su	 convergencia	 con	 los	 recursos	naturales,	 con	 los	
sistemas	naturales.	
Se	 debe,	 sin	 embargo,	 indicar	 que	 el	 ambientalismo	 aboga	 por	 una	
aproximación	 administrativa	 a	 los	 problemas	 ambientales,	 convencido	 de	 que	
pueden	ser	resueltos	sin	cambios	fundamentales	en	los	actuales	valores	o	modelos	







en	 el	 movimiento	 producido	 en	 el	 contexto	 de	 las	 realidades	 sociales,	 las	
























es	 aplicada	 cuando	 existe	 el	 riesgo	 de	 grave	 perjuicio	 para	 su	 equilibrio	 y	 sus	
propiedades,	ante	las	contaminaciones	perpetradas.	
4.1	 Concepto	 sociológico	 del	 riesgo	 y	 su	 influencia	 en	 el	Derecho	
penal	
El	riesgo	como	constructo	sociológico	–	jurídico	responde	a	la	manifestación	
de	 la	 contingencia,	 de	 la	 proximidad	 de	 los	 daños	 en	 el	 proceso	 del	 propio	
desarrollo	 del	 contexto	 histórico	 social,	 desde	 la	 utilización	 de	 navíos	 para	
realizaciones	mercantiles	entre	los	siglos	XVI	y	XVII,	hasta	la	instauración	de	la	era	
postindustrial	y	la	tecnológica,	donde	se	percibe	el	riesgo	como	efecto	de	la	acción	




suelo,	 comprendidos	 como	 subsistemas	 que	 deben	 interactuar	 equilibradamente	
para	el	mantenimiento	de	sus	estados	naturales.		De	esta	forma,	cuando	se	percibe	
la	 existencia	 de	 un	 riesgo	 inherente	 o	 creado	 por	 la	 intervención	 del	 hombre	 a	
través	 de	 la	 utilización	 de	 numerosos	 posibles	 instrumentos	 propios	 de	 la	 era	
tecnológica,	 y	 que	 atenta	 con	 ello	 contra	 la	 estabilidad	 o	 el	 equilibrio	 de	 los	
                                                            
90	 CAMPIONE,	 R.:	 «El	 que	 algo	 quiere	 algo	 le	 cuesta.	 Notas	 sobre	 la	







sistemas	 naturales,	 no	 siempre	 es	 constatado	 e	 identificada,	 las	 causas	 y	 efectos	
producidos	por	los	mismos.	Sin	embargo,	tampoco	se	puede	afirmar	que	el	riesgo	








producida	por	 la	 intervención	humana,	 y	 que	 a	 la	 postre	 se	 encuentra	 vinculado	
con	el	ámbito	político‐jurídico92,	en	el	que	subyace	 la	hegemonía	de	 los	 intereses	
económicos.	
En	 la	 actualidad	 el	 concepto	 de	 riesgo	 emerge	 en	 las	 diferentes	
especialidades	 científicas	 que	 principalmente	 se	 encuentran	 conexas	 al	 medio	
ambiente,	 a	 la	 ecología	 entendida	 como	 ciencia	 que	 estudia	 el	 ecosistema	 o	 los	
sistemas	naturales.		La	sociología	por	ejemplo	provee	la	semántica	del	concepto	de	
riesgo,	que	a	su	vez	es	analizado	en	el	Derecho	penal	y	valorado	como	un	elemento	
exegético,	 que	 emerge	 de	 la	 teoría	 de	 la	 sociedad	 del	 riesgo	 y	 se	 inserta	 al	
denominado	 Derecho	 penal	 del	 riesgo93.	 	 Esta	 denominación	 que	 engloba	 a	 los	
denominados	delitos	de	nuevo	cuño,	como	los	delitos	contra	el	medio	ambiente,	se	
encuentra	estrictamente	relacionado	a	la	técnica	de	los	delitos	de	peligro	abstracto	




92	 PÉREZ	 CEPEDA,	 A.:	 La	 seguridad	 como	 fundamento	 de	 la	 deriva	 del	 Derecho	 penal	
postmoderno,	 Iustel,	 Madrid,	 2001,	 pág.	 338.	 En	 esta	 línea,	 IGLESIAS	 SKULJ,	 A.:	 «La	
protección	de	la	ordenación	del	territorio,	el	patrimonio	histórico	y	el	medio	ambiente	en	



















En	 la	 actualidad,	 el	 concepto	 de	 riesgo	 sociológico	 permanece	 como	 un	
estado	 de	 constante	 conflicto	 social	 que	 puede	 influir	 en	 la	 transformación	 de	
importantes	 paradigmas	 del	 Derecho	 penal95	 como	 es	 el	 del	 riesgo	 permitido,	 el	
que	 escapa	 a	 los	 riesgos	 sospechados	 o	 caracterizados	 por	 su	 incertidumbre	 en	
razón	 de	 que	 faltan	 «elementos	 de	 conocimiento	 necesarios	 para	 identificarlos,	
evaluarlos,	prevenirlos	y	evitarlos»96.	Lo	que	no	obsta	a	afirmar,	que	a	 través	del	
concepto	 de	 riesgo	 no	 permitido	 se	 abordan	 en	 la	 actualidad,	 los	 problemas	
fundamentales	 de	 la	 sociedad	 moderna	 y	 además	 de	 constituirse	 en	 la	 piedra	
angular	 de	 la	 teoría	 de	 la	 imputación	 objetiva,	 «posibilita	 y	 exige	 la	 inclusión	de	
planteamientos	 político‐criminales	 y	 empíricos,	 y	 conduce	 a	 la	 dogmática,	
encerrada	 por	 las	 viejas	 concepciones	 sistemáticas	 en	 su	 estructura	 conceptual,	
                                                            
94	 Acerca	 del	 origen	 del	 riesgo	 permitido,	 CORCOY	 BIDASOLO,	 M.:	 «La	 distinción	 entre	
causalidad	e	imputación	objetiva	y	su	repercusión	en	el	proceso	presunción	de	inocencia	e	

















hacia	una	apertura	 a	 la	 realidad»97.	 	 Esta	posibilidad,	no	excluye	 sin	 embargo,	 la	











la	 tecnología	 moderna	 y	 previene	 ante	 los	 irreparables	 daños	 sufridos	 por	 el		
medio	 ambiente.	 	 Sin	 embargo,	 aunque	 las	 diferentes	 ciencias	 también	 han	




de	 Francisco	 Muñoz	 Conde),	 Editorial	 Bosch,	 Barcelona,	 1972,	 pág.	 28.	 En	 esta	 línea,	
PAREDES	CASTAÑÓN,	J.	M.:	«Responsabilidad	penal	y	nuevos	riesgos:	el	caso	de	los	delitos	
contra	 el	 medio	 ambiente»	 en	 Actualidad	 Penal,	 10,	 1997,	 págs.	 217	 a	 227.	 ROMEO	
CASABONA,	C.	M.:	(Ed)	Principio	de	precaución,	biotecnología	y	Derecho,	Editorial	Comares,	
Granada,	 2004.	 En	 postura	 crítica	 a	 la	 vigencia	 del	 riesgo	 como	 categoría	 jurídica	 del	
Derecho	penal,	PÉREZ	CEPEDA,	A.:	La	seguridad	como	fundamento	de	la	deriva	del	Derecho	
penal	 postmoderno,	 op.	 cit.,	 págs.	 333	 a	 364.	 IGLESIAS	 SKULJ,	 A.:	 «La	 protección	 de	 la	
ordenación	del	territorio,	el	patrimonio	histórico	y	el	medio	ambiente	en	la	sociedad	del	
riesgo»	 en	 Faraldo	 Cabana	 (Dir)	 y	 Puente	 Aba	 (Coord.),	 Ordenación	 del	 territorio,	
patrimonio	histórico	y	medio	ambiente	en	el	Código	penal	y	 la	 legislación	especial,	op.	cit.,	
págs.	 19	 a	 34.	 En	 una	 postura	 intermedia,	 y	 que	 propone	 la	 integración	 del	modelo	 de	
Derecho	 penal	 liberal	 y	 el	 Derecho	 penal	 de	 un	 estado	 social,	 MENDOZA	 BUERGO,	 El	
Derecho	penal	en	la	sociedad	del	riesgo,	op.	cit.,	pág.	192.	En	esta	línea	DIEZ	RIPOLLES,	«De	
la	 sociedad	 de	 riesgo	 a	 la	 seguridad	 ciudadana:	 un	 debate	 desenfocado»	 en	 Revista	
electrónica	de	ciencia	penal	y	criminología,	Universidad	de	Granada,	2005,	págs.	32	y	33.		
	
98	 PÉREZ	 CEPEDA,	 A.:	 La	 seguridad	 como	 fundamento	 de	 la	 deriva	 del	 Derecho	 penal	
postmoderno,	 op.	 cit.,	 pág.	 320.	 La	 misma,	 «De	 la	 sociedad	 neoliberal	 del	 riesgo	 a	 la	
expansión	del	Derecho	penal»	en	Muñoz	Conde	(Dir)	Problemas	actuales	del	Derecho	penal	






Ciñéndonos	 al	 campo	 del	 Derecho,	 del	 Derecho	 penal	 en	 particular,	 el	
concepto	 de	 riesgo	 ha	 sido	 incorporado	 en	 numerosos	 tipos	 penales	 como	
elemento	 normativo,	 que	 actúa	 como	 hecho	 delimitador	 entre	 ambas	 áreas	 del	
Derecho	sancionador,	donde	precisamente	el	baremo	utilizado	para	determinar	la	
diferencia	 cualitativa	 o	 generalmente	 cuantitativa	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	
Administrativo,	 es	 el	 riesgo,	 como	 constructo	 socio‐jurídico	 que	 responde	 a	 los	
límites	 socialmente	 determinados	 por	 las	 inseguridades,	 incertidumbres,	
valoradas	en	base	a	las	posibilidades,	y,		que	se	presume	puede	afectar	a	través	de	








4.2	 El	 riesgo	 frente	 al	 medio	 ambiente	 y	 la	 sociedad:	 prosa	 o	
realidad	
Se	ha	 referido	en	el	epígrafe	anterior	que	el	 concepto	de	riesgo	 se	vincula	
fundamentalmente	a	la	intervención	que	el	hombre	realiza	a	través	de	la	tecnología	
y	la	postindustrialización	sobre	los	sistemas	naturales	y	sobre	el	entorno	de	cada	
subsistema.	 	 Precisamente,	 	 la	 propia	 teoría	 del	 riesgo	 de	 BECK	 emerge	 en	 un	
contexto	 histórico	 de	 nocivos	 impactos	 ambientales	 para	 la	 naturaleza	 y	 para	 el	
hombre	como	parte	integrante	de	su	entorno.		
Del	mismo	modo,	 en	 los	últimos	 veinte	 años	 se	ha	 convertido	en	prosa	el	
discurso	sobre	los	problemas	medio	ambientales,	la	referencia	a	la	modernización	




desarrollo	 científico‐técnico.	 	 Abarcando	 estos	 desde	 la	 fisión	 nuclear	 hasta	 el	
almacenamiento	 de	 residuos	 radioactivos,	 pasando	 por	 el	 renombrado	 cambio	
climático	 y	 la	 contaminación	 de	 todos	 los	 elementos	 ecológicos	 o	 sistemas	
naturales,	 que	 sumados,	 constituyen	 una	 real	 y	 concreta	 amenaza	 de	
autodestrucción	 para	 todo	 el	 planeta.	 	 Este	 discurso	 crítico	 prosaico	 sobre	 los	
atentados	contra	el	ambiente	coinciden	con	la	realidad	devastadora	de	numerosas	
regiones	y	 fundamentalmente	de	aquellas	en	donde	el	entorno	y	 los	subsistemas	
naturales	 gozan	 de	 una	 protección	 simbólica,	 o	 en	 su	 caso	 de	 una	 protección	
endeble	 que	 si	 bien	 finalmente	 consolida	 el	 discurso,	 no	 asegura	 sin	 embargo	 la	
eficacia	y	la	eficiencia	en	la	tutela	penal	del	medio	ambiente.				
De	esta	forma	la	simbiosis	existente	entre	riesgo	y	medio	ambiente	emerge	
en	el	 contexto	del	discurso	de	 la	postmodernidad,	entendida	como	 	«una	 fase	de	
desarrollo	de	la	sociedad	moderna	en	la	que	a	través	de	la	dinámica	de	cambio	de	
la	 producción	 de	 riesgos	 políticos,	 ecológicos	 e	 individuales	 escapa,	 cada	 vez	 en	
mayor	 proporción,	 a	 las	 instituciones	 el	 control	 y	 protección	 de	 la	 mentada	




Estado	 de	 bienestar	 se	 encuentran	 distantes.	 	 Sin	 embargo,	 para	 que	 se	 logre	 el	
equilibrio	entre	ambos	sectores	profundamente	dispares,	más	allá	de	confrontar	la	


















e	 incorporados	 los	 riesgos	 previsibles	 y	 aquellos	 que	 se	 sospechan	 afectan	
irreparablemente	la	entidad	de	los	sistemas	naturales.	 	Por	esta	razón	se	sostiene	




significa	 que	 tecnología	 y	 sociedad,	 fusionados	 en	 los	 sistemas	 naturales,	
funcionaría	equilibradamente	si	 la	primera	valorara	 la	dimensión	de	 la	necesaria	
incolumidad	de	 los	subsistemas	naturales;	 lo	que	no	significa	que	no	se	progrese,	
sino	que	la	evolución	técnica	avance,	«pero	no	así.	No	podemos	seguir	aumentando	
el	 producto	 social	 a	 costa	 de	 la	 salud	 y	 del	miedo	 a	 la	 vida»101	 a	 costa	 del	 bien	
jurídico	 más	 importante	 después	 de	 la	 vida;	 los	 sistemas	 o	 bases	 naturales.	 	Un	
mejor	 entendimiento	 coadyuvaría	 a	 evitar	 evoluciones	 erróneas	 y	 por	 ende	 la	
inmanencia	 de	 la	 sociedad	 del	 riesgo102.	 Sin	 embargo,	 la	 realidad	 no	 es	
transmutable	hasta	 el	momento	 y	 tampoco	parece	que	 se	 camine	por	 esa	 senda,	
más	al	contrario,	la	constante	son	los	riesgos	emergentes	de	la	propia	intervención	
del	hombre	sobre	la	naturaleza	y	de	su	repercusión	sobre	la	sociedad.	
Es	 así	 que	 el	 riesgo	 frente	 al	 medio	 ambiente,	 entendido	 como	 concepto	
genérico,	 	 se	 presenta	 no	 sólo	 como	 un	 riesgo	 conocido	 hasta	 cierto	 punto	
                                                            





102	 Ibídem.	 	 También	 esta	 línea,	 pero	 desde	 la	 perspectiva	 del	 derecho	 penal,	 PÉREZ	
CEPEDA,	La	 seguridad	como	 fundamento	de	 la	deriva	del	Derecho	penal	postmoderno,	op.	
cit.,	págs.	322,	339	a	346.	 	La	misma,	«De	la	sociedad	neoliberal	del	riesgo	a	la	expansión	
del	 Derecho	 penal»	 op.	 cit.,	 	 págs.	 188	 y	 195.	 	 Igualmente,	 BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	







mensurable	 y	 previsible,	 sino	 también	 como	 un	 riesgo	 «ciertamente	 sospechado	
pero	 no	 previsible	 (...)	 riesgo	 no	 cuantificable	 o	mensurable	 en	 sus	 dimensiones	
esenciales	 (...)	 incierto	 por	 ser	 inciertos	 los	 soportes	 científicos	 que	 podrían	
identificarlo	y	describirlo»103.	 	Paradigmas	estos	de	valoración	que	en	el	caso	del	
riesgo	 ciertamente	 sospechado	pero	no	previsible,	 observamos	 constantemente	 en	
zonas	 rurales,	 donde	 la	 aspersión	 de	 elementos	 químicos	 sobre	 cierto	 tipo	 de	
cultivos	 lleva	 a	 la	 sospecha	 de	 que	 el	 suelo	 podría	 quedar	 degradado	 en	 sus	
componentes	 naturales	 al	 punto	 de	 dejarlo	 alterado	 en	 su	 propia	 entidad	 e	
inutilizable	para	su	uso;	hecho	que	pone	en	tela	de	juicio	si	la	imprevisibilidad	por	











convierte	 en	 la	 fuente	 de	 la	 estructuración	 de	 principios	 que	 puedan	 evitar	 el	
avance	 desmesurado	 de	 los	 riesgos	 contra	 el	medio	 ambiente.	 	 Es	 por	 ello	 harto	
necesario	 que	 la	 técnica	 llegue	 a	 ser	 consensuada,	 porque	 es	 constitutiva	 de	 la	
sociedad	y	porque	las	generaciones	presentes	y	futuras	merecen	que	se	logre	una	
«tecnopolítica	 normativa	 basada	 en	 la	 responsabilidad»104,	 pues	 ésta,	 permitirá	
aplicar	 principios	 que	 limiten	 los	 riesgos	 irreversibles	 contra	 los	 subsistemas	









contaminación	a	 través	del	 análisis	del	 riesgo,	 que	 contribuya	a	una	 tutela	penal	
más	eficaz	de	las	bases	naturales	de	la	vida	humana.	
Lo	 dicho	 nos	 demuestra	 que	 el	 ser	 que	 subyace	 en	 el	 discurso	 del	 riesgo,		
más	allá	de	ser	una	prosa,	es	una	realidad	que	debe	ser	valorada	por	los	diferentes	




Por	 tanto,	 si	 bien	 es	 cierto	 que	 la	 teoría	 de	 la	 sociedad	 del	 riesgo	 es	 un	
instrumento	 de	 concienciación	 sobre	 el	 riesgo	 emergente	 en	 la	 sociedad	
postmoderna	o	también	llamada	postindustrial,	no	es	sin	embargo	un	instrumento	
para	evitar	 los	graves	 riesgos,	 sino	más	bien	un	medio	de	 legitimar	 la	 coyuntura	
económica	 social	 que	 necesita	 un	 cambio	 en	 la	 profundidad	 de	 su	 estructura	 en	
primer	 lugar,	 y	 en	 segundo	 lugar,	 requiere	 que	 la	 aplicación	 del	 Derecho	
administrativo	 o	 del	 incipiente	 Derecho	 ambiental	 evite	 la	 realización	 grave	 del	
riesgo	 sobre	 los	 sistemas	 naturales	 y	 que	 el	 ius	puniendi	 intervenga	 para	
protegerlos	 de	 manera	 real	 y	 eficaz.	 	 Sin	 embargo,	 no	 se	 puede	 preterir	 que	 la	
coyuntura	 de	 la	 postmodernidad	 no	 debe	 ser	 obstruida	 en	 su	 evolución	
tecnológica,	pero	al	mismo	 tiempo	debe	respetar	 los	 intereses	de	 la	 colectividad,	
conjunción	 por	 tanto	 	 que	 conduce	 igualmente	 a	 la	 valoración	 de	 concepto	 de	
riesgo	 de	 la	 postmodernidad,	 del	 control	 y	 la	 gestión,	 como	 un	 instrumento	 que	
como	mal	menor	permite	 a	 través	de	 la	 regulación	 estratégica	prevenir	un	daño	
temido	contra	los	sistemas	naturales.	
4.2.1	 Percepción	de	los	riesgos	
Si	 partimos	 del	 constructo	 conceptual	 de	 riesgo	 que	 se	 refiere	
fundamentalmente	a	 los	efectos	que	podría	ocasionar	la	 intervención	del	hombre	
sobre	 la	 naturaleza,	 sobre	 el	 equilibrio	de	 los	 subsistemas	naturales,	 conforme	 al	




riesgos	 la	 «Sensación	 que	 resulta	 de	 una	 impresión	 material	 hecha	 en	 nuestros	
sentidos»105	 y	 «Percepción	 de	 fenómenos	 sin	mediación	 normal	 de	 los	 sentidos,	
comprobada	 al	 parecer	 estadísticamente»106.	 	 Es	 así	 que	 los	 riesgos	 pueden	 ser	
percibidos	a	través	de	los	hechos	que	demuestren	la	posibilidad	de	la	producción	
de	 graves	 afecciones	 que	 alteren	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 o	 la	
estabilidad	de	las	bases	naturales	de	la	vida	humana.		Ahora	bien,	de	la	percepción	
de	riesgos	no	se	puede	llegar	a	la	conclusión	de	que	de	tales	riesgos	percibidos	no	
emergerán	 otros	 riesgos,	 más	 al	 contrario,	 se	 establece	 la	 incertidumbre	 de	 la	
posibilidad	o	no,	de	la	creación	de	otros	riesgos.		
Es	por	ello	que	 las	posibilidades	de	experiencia	y	acción	que	surgen	de	 la	




producidos	 por	 planificación	 o	 diseño107.	 En	 todo	 caso,	 el	 riesgo	 esperado	 es	
producto	de	análisis	estructurado	sobre	la	base	de	previsión	o	de	la	previsibilidad,	
de	 la	 certidumbre108,	 que	 pretende	 reducir	 los	 riesgos	 y	 su	 probabilidad	 de	
causación,	 mientras	 que	 el	 riesgo	 inesperado	 es	 producto	 de	 un	 análisis	
estructurado	sobre	la	base	de	cálculos	estadísticos	y	en	probabilidades,	basados	en	
la	incertidumbre	que,	a	la	postre	al	igual	que	el	riesgo	esperado,	tiene	por	objetivo	























que	 permitan	 apreciar	 su	 posible	 aparición	 o,	 en	 su	 defecto,	 permitan	 su	




























potencialidad	 y	 alcance	 de	 los	 daños	 aún	 no	 concretados112.	 	 De	 esta	 forma,	 la	
percepción	 pretende	 en	 primer	 lugar	 ubicar	 los	 posibles	 focos	 de	
desencadenamientos	 incontrolables	 e	 irreversibles	 de	 ciertas	 actividades	
vinculadas	al	medio	ambiente,	a	los	recursos	naturales	valorados	como	subsistemas	
naturales	 que	 deben	 funcionar	 equilibradamente.	 	 Por	 ejemplo,	 las	 grandes	
industrias	 como	 la	del	 petróleo	o	 la	química,	mueven	y	 transforman	 cada	día	un	
volumen	 de	 crudo	 enorme	 y	 creciente,	 aportando	 ventajas	 indudables	 como:	
puestos	de	trabajo,	gasolina,	combustibles,	de	todo	tipo,	plásticos,	caucho	sintético,	




realidad	 verdaderas	 catástrofes	 ecológicas.	 	 En	 este	 sentido,	 podemos	 recordar	
nuevamente	 a	 los	 gigantescos	 súper‐petroleros	 que	 han	 naufragado	 provocando	
efectos	 sobre	 el	 ecosistema,	 Amoco	 Cádiz	 en	 Bretaña,	 Exxon	 Valdez	 en	 Alaska,	
Prestige	en	Galicia.		Casos	estos	que	han	traspasado	efectivamente	el	requisito	o	si	
se	 quiere	 llamarlo	 el	 filtro	 de	 la	 percepción	 de	 riesgos	 que	 podrían	 alterar	 el	
equilibrio	de	los	sistemas	naturales.				




objetivos	 imparciales	 que	 tienen	 en	 cuenta	 diferentes	 intereses	 o	 más	 bien	 se	
desenvuelve	 sobre	 baremos	 hegemónicos?.	 	 Indudablemente,	 la	 percepción	 del	
riesgo	se	produce	en	un	contexto	meta‐jurídico,	donde	emergen	un	sinnúmero	de	
fenómenos	 que	 son	 productos	 de	 la	 sinergia	 existente	 entre	 la	 naturaleza	 y	 la	









de	 la	 complejidad	 de	 las	 diferentes	 tecnologías	 emergentes	 sobre	 la	 base	 de	 un	
conocimiento	 asequible	 a	 un	 reducido	 número	 de	 expertos	 que,	 incluso	 en	
ocasiones	desconocen	el	alcance	real	y	la	naturaleza	de	muchos	riesgos	derivados	
de	la	técnica;	el	riesgo	que	frecuentemente	no	es	admitido	o	más	bien	es	ocultado	





naturales	en	 los	 subsistemas	 subordinados	que	 lo	 componen.	 Sin	 embargo,	 de	 la	
incertidumbre	 derivada	 de	 los	 riesgos	 emergentes	 de	 la	 sociedad	 actual,	 no	 se	
puede	preterir,	que	el	riesgo	de	la	postmodernidad	ha	transgredido	y	difuminado	
los	 límites	 del	 riesgo	permitido,	 con	 el	 daño	 ya	 producido	 en	 un	 subsistema	o	 el	
sistema	natural,	 puesto	 que	muchos	 de	 las	 percepciones	 que	 se	 presentan	 como	
riesgos	 potenciales,	 son	 verdaderos	 daños	 acaecidos	 pero	 no	 identificados	 como	
tales.		Es	lo	que	podría	ocurrir	con	los	alimentos	transgénicos	cuya	inocuidad	aún	
no	 ha	 sido	 probada,	 como	 también	 la	 utilización	 de	 elementos	 químicos	 tóxicos	
para	 ciertos	 cultivos,	 que	 si	 bien	 degradan	 la	 biodiversidad	 aún	 no	 se	 ha	
pronunciado	 sobre	 la	 nocividad	 	 que	 de	 aquellos	 deriva	 respecto	 al	 suelo,	 como	
subsistema	 natural.	 Lo	mismo	 ocurre	 con	 el	método	 de	 aspersión	 de	 elementos	














alterar	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales,	 son	 finalmente	 solapados	 por	 la	
convergencia	 política	 y/o	 económica	 de	 los	 intereses	 del	 «soberano	 privado	
supraestatal	de	carácter	difuso»114.	 	Razón	por	 la	que	se	puede	concluir	de	que	 la	
percepción	de	riesgos	se	desenvuelve	en	un	dificultoso	entramado	que,	más	allá	de	
ser	objeto	de	análisis	científicos	estadísticos,	se	supedita	tanto	a	nivel	 local	como	




de	 la	 valoración,	 cuyo	 concepto	 etimológico	 en	 términos	 de	 química	 significa	
«determinar	 la	 descomposición	 exacta	 de	 una	 disolución»,	 como	 también	
«reconocer,	 estimar	el	 valor	de	algo».	 	De	esta	 forma,	 la	valoración,	 como	estado	
previo	 a	 la	 incorporación	 del	 riesgo	 en	 los	 estándares	 permitidos	 legalmente,	
atraviesa	 por	 el	 estudio	 científico,	 la	 investigación,	 la	 técnica	 meta‐jurídica	
utilizada	por	el	 reducido	grupo	de	especialistas	que	pueden	valorar	realmente	 la	
inocuidad	 o	 nocividad	 de	 aquellos	 elementos	 químicos,	 o	 instrumentos	 cuya	
sinergia	 son	 inmanentes	 a	 la	 sociedad	 tecnológica,	 que	 avanza	 en	 su	 desarrollo	
endógeno	y	despliegue	exógeno,	interviniendo	de	manera	subyacente	o	adyacente	
sobre	los	elementos	naturales	que	conforman	los	sistemas	naturales.	
De	esta	 forma,	 se	entiende	que	existe	un	 límite	entre	 la	valoración	 técnica	
que	 se	 realiza	ex	ante,	el	 reconocimiento	del	 riesgo	 y	por	 ende	 su	 incorporación	
como	tal	en	los	estándares	y	marcos	normativos	de	regulación	y	control	jurídico,	y	
                                                            











la	 valoración	 jurídica	 que	 debe	 realizar	 el	 jurista,	 siempre	 sobre	 la	 base	 de	
informes	técnicos.		Por	tanto,	el	baremo	que	permite	distinguir	entre	la	valoración	
del	 riesgo	 ex	ante	 (antes	 de	 su	 positivización)	 y	 la	 valoración	del	 riesgo	 ex	 	post	
(después	de	su	positivización),	es	que	en	el	primero	el	riesgo	es	valorado	en	base	a	
estadísticas	científicas	que	sirven	de	parámetro	para	sospechar	e	 insospechar	 las	
afecciones	 que	 podrían	 ocasionar	 la	 falta	 de	 precaución	 de	 los	 posibles	 efectos	
surgidos	de	la	convergencia	entre	el	movimiento	tecnológico	y	la	inmanencia	de	los	
sistemas	 naturales,	 y	 la	 valoración	 del	 riesgo	 ex	‐	post	 ,	 que	 en	 cambio	 no	 se	
desarrolla	estrictamente	en	el	ámbito	técnico	científico,	sino	principalmente,	en	el	
contexto	 del	 Derecho,	 donde	 el	 jurista	 debe	 valorar	 el	 riesgo	 que	 puede	
desequilibrar	 la	 incolumidad	de	 las	bases	o	 sistemas	naturales,	 aunque	siempre	e	
indefectiblemente	 su	 valoración	 normativa,	 también	 considera	 el	 conocimiento	
profundo	técnico	científico,	contenidos	en	los	informes	periciales.	
En	este	 sentido,	 el	 alcance	de	 la	valoración	del	 riesgo	 sobre	 los	 sistemas	o	
bases	 naturales,	 aquí	 referido,	 se	 fundamenta	 al	 igual	 que	 la	 percepción	 en	 la	
posibilidad	de	crear	afecciones	graves,	catastróficas	e	irreversibles,	y	que	pueden	
incluso	ser	estimadas	en	el	marco	de	 la	 incertidumbre	científica	 (insospechada	y	
sospechada).	Lo	que	significa	que	será	valorado	como	riesgo	para	el	equilibrio	de	
los	 subsistemas	naturales	 la	 intervención	del	 hombre	basada	 en	 actividades	 cuya	
potencialidad	 lesiva,	 según	 estadísticas	 científicas,	 puede	 desequilibrar	 y	 alterar	
los	 sistemas	naturales.	 En	 su	defecto,	 estaríamos	ante	 riesgos	previsibles,	 que	 son	
valorados	conforme	a	los	daños	o	afecciones	ya	producidas.		
Así	 por	 ejemplo,	 con	 la	 contaminación	 del	 aire,	 desde	 la	 revolución	
industrial	han	aumentado	los	tipos	y	cantidades	de	contaminantes.	La	mayor	parte	
de	 la	 contaminación	 del	 aire	 reconocida,	 procede	 de	 cinco	 grupos	 de	
contaminantes	primarios:	monóxidos	de	 carbono,	óxidos	de	nitrógeno,	óxidos	de	
azufre,	 mercurio,	 compuestos	 orgánicos	 volátiles	 y	 materia	 particulada	







emerger	 de	 la	 simbiosis	 o	 síntesis	 entre	 aquellos	 elementos,	 y	 su	 posterior	
aspersión	sobre	los	sistemas	naturales.			
Del	 mismo	 modo,	 la	 contaminación	 del	 agua,	 un	 recurso	 renovable,		
constituye	un	problema	local,	regional	y	mundial	que	va	ligado	a	la	contaminación	




riesgo	 y	 determinar	 la	 transgresión	 o	 transformación	 de	 los	 focos	 de	 riesgo	 en	
afecciones,	 lesiones	 o	 daños	 contra	 las	 propiedades	 del	 agua	 como	 subsistema	
integrante	del	sistema	natural.	 	Porque	 la	alteración	de	 las	propiedades	del	agua,	
está	 principalmente	 vinculada	 a	 las	 actividades	 industriales	 y	 al	 movimiento	 de	





derivado	 en	 graves	 problemas	 de	 contaminación	 de	 suelos,	 acompañados	
obviamente,	 por	 las	 secuelas	 que	 los	 mismos	 han	 causado,	 al	 aire,	 el	 agua	 y	 su	
entorno.		
4.2.3	 Incorporación	de	los	riesgos	ambientales	
Una	 vez	 percibidos	 y	 valorados	 por	 los	 técnicos,	 los	 riesgos	que	 pudieran	
alterar	 el	 agua,	 el	 suelo,	 el	 aire	 en	 sus	 propiedades,	 se	 despliega	 el	 control	 y	 la	










En	 este	 sentido,	 el	 concepto	 genérico	 de	 prevención	 se	 manifiesta	 y	 se	
fortalece	como	instrumento	que	hace	frente	a	los	riesgos	tecnológicos	ambientales.		
En	 esta	 convergen	 técnicas	 clásicas	 como	 la	 autorización	 administrativa,	 que	 es	
utilizada	 para	 adecuar	 legalmente	 el	 inicio	 y	 la	 realización	 de	 infinidades	 de	
actividades	 vinculadas	 a	 los	 sistemas	 o	 bases	 naturales.	 	 Así,	 en	 los	 últimos	
tiempos,	esta	técnica	se	abre	paso	a	la	valoración	de	prevención	de	los	riesgos,	con	





En	 este	 orden,	 el	 riesgo	 también	 es	 incorporado	 en	 los	 estándares	 de	
protección,	 que	 conforme	al	 concepto	etimológico	de	«Estándar»,	 es	 todo	aquello	
que	 sirve	 como	 tipo,	 patrón,	 norma	 o	 referencia.	 	 Y	 la	 acción	 de	 estandarizar,	
implica	tipificar,	o	ajustar	a	un	tipo	modelo	o	norma	las	medidas	de	protección	del	
medio	 ambiente	 que	 fijan	 niveles	 de	 protección	 generales	 mediante	
especificaciones	 que	 sirven	 como	 referencia	 para	 concretar	 los	 niveles	 de	
protección	 exigibles	 en	 cada	 caso	 concreto	 en	 relación	 con	 la	 actividades	 y/o	
sustancias	 contaminantes116.	 Los	 estándares	 se	 caracterizan	 por	 tanto,	 por	 ser	
enunciados	 jurídicos	 que	 establecen	 medidas	 de	 protección	 medioambiental	 en	
base	a	especificaciones	científicas	y	técnicas.			
De	 este	 modo,	 se	 observa	 que	 el	 riesgo	 incorporado	 como	 instrumento	












por	 lo	 inesperado,	 por	 la	 incertidumbre,	 pero	 que	 a	 la	 postre,	 al	 igual	 que	 su	
incorporación	 en	 el	 principio	 de	 prevención	 tiene	 por	 fin	 controlar	 y	 evitar	 la	
contaminación	 de	 los	 sistemas	 naturales.	 	 Sin	 embargo,	 existe	 un	 plus	 que	
diferencia	 su	 alcance	 en	 el	 principio	 de	 prevención,	 pues	 en	 el	 principio	 de	
precaución	la	valoración	del	riesgo	incierto	pretende	evitar	que	se	concreten	daños	
cuyas	dimensiones	son	significativamente	graves	e	irreversibles.	
Se	 entiende	 entonces	 que	 la	 incorporación	 jurídica	 de	 los	 riesgos	
ambientales	es	sin	duda	efecto	del	contexto	social	de	la	postmodernidad,	en	donde	
la	necesidad	del	propio	desarrollo	 tecnológico	 interviene	en	 la	naturaleza,	en	 los	
subsistemas	 naturales	 que	 la	 componen,	 como	 una	 síntesis	 constante	 producida	






El	 concepto	 de	 riesgo	 contemporáneo	 y	 el	 principio	 de	 precaución	
constituyen	la	bitácora	de	las	innovaciones	que	son	incorporadas	en	los	diferentes	
sistemas	 jurídicos	 y	 al	mismo	 tiempo	 se	 convierten	 en	punto	 de	 inflexión	 de	 las	
diferentes	 interpretaciones	que	derivan	del	 significado	de	ambos	 constructos.	Es	
así	 que	 la	 exégesis	 del	 riesgo	 contemporáneo	 entendido	 como	 la	metodología	 de	
control	 de	 la	 contaminación	 o	 gestión	 de	 riesgos,	 ubica	 al	 riesgo	 en	 un	 estado	
posterior	 al	principio	de	precaución,	 en	 razón	de	que	 esta	 corriente	 sostiene	que	
dicho	principio	se	diferencia	del	constructo	del	riesgo,	 en	que	aquel	 tiene	por	 fin	






interpretado	 como	 instrumento	 jurídico	 de	 prevención	 y	 gestión	 de	 riesgos118.		
Exégesis	esta	que	si	bien,	 	se	presenta	como	la	alternativa	adecuada	a	la	sociedad	




que	 es	 utilizada,	 y	 que	 debe	 seguir	 siendo	 desarrollada	 para	 evitar	 que	 se	






sin	 embargo	 	 necesario	 esclarecer	 si	 la	 función	 que	 originalmente	 le	 ha	 sido	
conferida	 a	 este	 principio	 se	 aplica	 en	 un	 marco	 cuyo	 alcance	 sobrepasa	 la	
anticipación	 de	 la	 concreción	 de	 daños	 contra	 la	 salud	 colectiva	 y	 medio	




parte	 del	 conocimiento	 de	 la	 peligrosidad	 de	 una	 actividad,	 sobre	 la	 cual	 se	
estructuran	 cuadros	 normativos	 o	 estándares	 para	 prevenir	 la	 realización	 de	
daños	que	pudiera	afectar	a	 la	 salud	colectiva	y	a	 los	 sistemas	naturales.	 	En	 la	
                                                            
118	MARTÍNEZ	PÉREZ,	 E.:	 «La	delimitación	 jurisprudencial	 comunitaria	 de	 los	 requisitos	
para	 la	 aplicación	del	 principio	de	precaución»	 en	Estudios	 sobre	consumo,	Nº	67,	 2003,	
págs.	 12	 y	 13.	 ROMEO	 CASABONA,	 C.	 M.:	 «Aportaciones	 del	 principio	 de	 precaución	 al	
Derecho	 penal»	 en	 Principio	 de	 precaución,	 biotecnología	 y	 derecho,	 Editorial	 Comares,	









precaución	propiamente	dicha,	 la	 relación	causal	 entre	una	actividad	y	el	daño	
temido	aún	no	ha	 sido	 científicamente	probada120,	 razón	por	 la	que	 supone	un	
riesgo	 potencial	 encaminar	 actividades	 vinculadas	 al	 medio	 ambiente.	 	 Sin	
embargo,	en	medio	de	esta	clásica	diferenciación,	 se	 llega	a	un	estado	de	vacío	
técnico‐jurídico,	 cuando	 emergen	 sospechas	 de	 la	 propia	 incerteza,	 ya	 que	
finalmente	se	producen	los	daños121.	 	Es	entonces	cuando	surge	la	 interrogante	
sobre	 el	 alcance	 de	 la	 propia	 incerteza	 que	 surge	 en	 el	 campo	 científico‐
tecnológico,	en	donde	se	producen	al	mismo	tiempo	resultados	que	favorecen	al	
desarrollo	 económico	 social,	 como	 resultados	 que	 en	 nombre	 de	 la	
incertidumbre,	 avanzan	 para	 la	 realización	 de	 actividades	 potencialmente	





los	 científicos;	 en	 cambio,	 la	 función	 decisoria	 de	 gestionar	 los	 riesgos	
corresponde	a	 los	políticos122	e	 instancias	 jurídicas.	 	Es	por	ello	que	cuando	se	
pretende	utilizar	el	principio	de	precaución	 como	un	 instrumento	para	evitar	 la	
contaminación,	 no	 se	 llega	 a	 la	 concreción	 de	 esta	 idea,	 sino	 se	 convierte	
finalmente	 en	 mera	 aspiración,	 puesto	 que	 en	 la	 realidad	 este	 principio	 es	
utilizado	para	la	prevención	de	la	contaminación	e	invocado	para	la	exclusión	de	
algún	 producto	 o	 actividad	 que	 recibiera	 autorización,	 	 y	 que	 en	 su	 uso	 y	
                                                            
120	 JIMÉNEZ	 DE	 PARGA	 MASEDA,	 P.:	 «Análisis	 del	 principio	 de	 precaución	 en	 Derecho	
internacional	público:	perspectiva	universal	y	perspectiva	regional	europea»	en	Política	y	
sociedad.	 El	 principio	 de	 precaución	 en	 la	 sociedad	 del	 riesgo,	 Nº	 3,	 Servicio	 de	
publicaciones	 Universidad	 Complutense,	 Madrid,	 2003,	 págs.	 16	 y	 ss.	 ANDORNO,	 R.:	
«Validez	 del	 principio	 de	 precaución	 como	 instrumento	 jurídico	 para	 la	 prevención	 y	 la	
gestión	de	riesgos»	op.	cit.,	pág.	28.	
	
121	 Ibídem.	 LUJÁN,	 J.	 L.:	 	 «Principio	 de	 precaución:	 conocimiento	 científico	 y	 dinámica	
social»	 en	 Romeo	 Casabona	 Principio	 de	 precaución,	 biotecnología	 y	 derecho,	 op.	 cit.,	
pág.	247.	
	








precaución	 para	 su	 aplicación:	 a)	 partir	 de	 un	 contexto	 de	 incertidumbre	
científica;	b)	la	eventualidad	de	daños	graves	e	irreversibles123.		
4.3.1	 Origen	y	desarrollo	del	principio	de	precaución	
La	 referencia	 acerca	 del	 origen	 del	 principio	 de	 precaución	 se	 vincula	 a	
Filosofía	del	derecho,	y	en	particular	al	filósofo	alemán	HANS	JONAS,	quien	trabajó	
sobre	 los	problemas	éticos	y	 sociales	emergentes	de	 los	desarrollos	 tecnológicos	
que	podrían	afectar	a	las	generaciones	futuras.		No	obstante,	esta	teoría	originada	
en	el	año	1930,	adquiere	impulso	durante	la	década	de	los	años	sesenta	con	la	puja	
existente	 entre	 desarrollistas	 y	 ecologistas,	 quienes	 postulaban	 un	 crecimiento	
ilimitado	y	 advertían	de	 la	 autodestrucción	de	 la	 humanidad	 respectivamente124.		
Este	es	el	marco	histórico	en	el	que	se	origina	y	empieza	su	desarrollo	del	principio	
de	precaución,	logrando	su	incorporación	en	dos	ámbitos	importantes.	
En	 primer	 término	 en	 torno	 al	 Derecho	 ambiental	 de	 los	 años	 setenta	 en	
Alemania,	donde	el	Vorsoreprinzip	o	Principio	de	precaución	se	abre	camino	en	 la	
política	 ambiental	 que	 declara:	 «La	 política	 ambiental	 no	 se	 agota	 en	 la	 defensa	






VAQUE,	 L.:	 «Principio	 de	 precaución:	 incertidumbre	 científica,	 riesgos,	 hipotéticos	 y	




Anuario	 Hispano‐Luso‐Americano	 de	 Derecho	 Internacional,	 18,	 Madrid,	 2007,	 pág.	 571.	
RAMOS	TORRE,	R.:	«Al	hilo	de	la	precaución:	Jonas	y	Lhuman	sobre	la	crisis	ecológica»	en	






fundamentos	 de	 la	 naturaleza	 sean	 apropiadamente	 	 valorados	 y	 conservados.	
(Declaración	del	Gobierno	Federal	1976)»125.	
En	 segundo	 término,	 el	 origen	 del	 principio	 de	 precaución	 se	 sitúa	 en	 el	
marco	del	Derecho	 internacional	público126,	pues	su	expansión	se	produce	en	 los	
inicios	de	los	años	ochenta	y	alcanza	su	consagración	internacional	en	el	Convenio	
de	 Río	 de	 Janeiro	 sobre	 Biodiversidad	 o	 Diversidad	 Biológica	 de	 1992	 y	 en	 el	
Protocolo	 de	 Cartagena	 del	 año	 2000	 sobre	 seguridad	 de	 la	 biotecnología	 del	
Convenio	sobre	la	diversidad	biológica	(también	conocido	como	Bioseguridad)127.	
Razón	por	la	que	puede	igualmente	situarse	al	principio	de	precaución	en	el	marco	
del	 Derecho	 ambiental	 internacional,	 ya	 que	 los	 nuevos	 y	 recientes	 desarrollos	
experimentados	 por	 la	 Biotecnología	 han	 generado	 nuevas	 dimensiones	 que	
requieren	de	un	estudio	jurídico	y	de	una	regulación	que	va	más	allá	de	los	límites	
territoriales	de	los	Estados.	
Ante	 las	 dos	 variantes,	 se	 considera	 efectivamente	 que	 el	 Principio	 de	
precaución	 emerge	 en	 el	 marco	 del	 Derecho	 ambiental	 alemán,	 pero	 adquiere	
preponderancia	y	valoración	para	 los	Estados	a	partir	de	su	 incorporación	en	 los	
Tratados	 multilaterales.	 	 Reconocimiento	 que	 fortalece	 su	 interpretación	 como	
principio	orientativo	 de	 los	 poderes	 públicos,	 y	 también	 contribuye	 al	 desarrollo	
del	 significado,	 contenido	 y	 alcance	 de	 la	 precaución	 como	 principio	 jurídico	
                                                            
125	 RIECHMANN,	 J.:	 «Introducción:	 un	 principio	 para	 reorientar	 las	 relaciones	 de	 la	
humanidad	con	la	biosfera»	en	RIECHMANN,	J.	/	TICKNER,	J.:	El	principio	de	precaución,	op.	
cit.,	pág.	10.	También	sobre	el	punto	se	encuentra	 información	extensa	sobre	el	origen	y	
desarrollo	 del	 principio	 de	 precaución	 o	 precautorio	 en	DRNAS	CLIMENT,	 Z.:	 «Aspectos	
conceptuales	del	principio	de	precaución	ambiental»	op.	cit.,	págs.	569	y	ss.		
	
126	 Para	 un	 análisis	 más	 exhaustivo	 sobre	 el	 tema,	 JIMÉNEZ	 DE	 PARGA	 MASEDA,	 P.:	











regulativo	 respecto	 a	 comportamientos	 individuales	 y	 colectivos128.	 Siendo	 esta	
precisamente	 la	 interpretación	 que	 	 surge	 sobre	 el	principio	de	precaución	 en	 el	
marco	del	Derecho	continental.	En	cambio,	la	exégesis	del	principio	de	precaución	
como	principio	orientativo	o	regla	 jurídica129	 surge	en	el	Common	Law	o	Derecho	
anglosajón,	 en	 donde	 se	 observan	 pronunciamientos	 divergentes	 pero	
fundamentalmente	 críticos	 a	 su	 utilización,	 porque	 su	 aplicación	 representa	 la	
colisión	entre	las	libertades	individuales	y	el	libre	comercio.	 	Razón	por	la	que	se	
sostiene	que	el	principio	debe	ser	aplicado	de	modo	limitado,	y	proporcional	a	los	
riesgos	 temidos;	 debe	 ser	 aplicado	 de	modo	 no	 discriminatorio,	 y	 debe	 basarse	
igualmente	 en	 la	 relación	 costo‐beneficio	 siempre	 que	 no	 vulnere	 libertades	
individuales130.	
Aun	con	estas	interpretaciones,	y	en	medio	de	todas	las	especulaciones	que	
surgen	 sobre	 el	principio	de	precaución,	 el	 Protocolo	 de	Montreal	 de	 1987	 sobre	
substancias	que	debilitan	la	capa	de	ozono,	de	1987,	también	reconoce	al	principio	
de	 precaución,	 con	 la	 determinación	 por	 parte	 de	 los	 Estados	 concurrentes	 de	
proteger	la	capa	de	ozono	con	la	adopción	de	medidas	precautorias	que	permitan	
controlar	de	manera	equitativa	las	emisiones	globales	totales	de	substancias	que	las	















16	 de	 noviembre	 de	 1988.	 Igualmente	 véase,	 Protocolo	 de	 Montreal,	 relativo	 a	 las	
sustancias	que	agotan	la	capa	de	ozono,	hecho	en	Montreal	el	16	de	septiembre	de	1987	y	
publicado	en	el	 «Boletín	Oficial	del	Estado»	número	65,	de	17	de	marzo	de	1989.	Sobre	
este	 punto,	 y	 el	 desarrollo	 político	 –	 jurídico	 del	 principio	 de	 precaución	 véase,	




En	 este	 orden,	 se	 encuentra	 la	 Declaración	 de	 Río,	 adoptada	 en	 la	
Conferencia	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 sobre	 Medio	 ambiente	 y	 Desarrollo,	 Río	 de	
Janeiro	1992.	En	 cuyo	principio	Nº	15	 establece	 «Con	el	 fin	de	proteger	el	medio	
ambiente,	 los	 Estados	 deberán	 aplicar	 ampliamente	 el	 criterio	 de	 precaución	






que	 la	UE	más	allá	de	observar	 tales	Tratados	 internacionales	ha	avanzado	en	el	
desarrollo	del	principio	de	precaución,	conforme	lo	establece	la	Comunicación	de	la	
Comisión	 	Europea	sobre	el	principio	de	precaución	 (COM	2000,	1	de	 febrero	de	
2001)133.			
El	Convenio	Marco	de	las	Naciones	Unidas	sobre	Cambio	climático	de	1992,	
también	 reconoce	 al	 principio	 de	 precaución,	 y	 con	 un	 contenido	 similar	 a	 la	
Declaración	 de	 Río,	 establece	 que	 «Las	 partes	 deberían	 tomar	 medidas	 de	
                                                                                                                                                                              






liberación	 voluntaria	 y	modificación	de	 organismos	modificados	genéticamente,	 a	 fin	 de	
prevenir	riesgos	para	la	salud	humana	y	para	el	medio	ambiente.	También	el	principio	se	
encuentra	incorporado	en	la	Ley	16/2002,	de	1	de	julio	de	prevención	y	control	integrados	
de	 la	 contaminación,	 Art.	 4	 d)	 Se	 adopten	 las	 medidas	 necesarias	 para	 prevenir	 los	
accidentes	 graves	 y	 limitar	 sus	 consecuencias	 sobre	 la	 salud	de	 las	personas	 y	 el	medio	
ambiente,	de	acuerdo	con	la	normativa	aplicable.	En	la	legislación	paraguaya	se	reconoce	
al	Principio	de	precaución	 a	 través	 de	 	 la	 Resolución	Nº	 04/05	 del	 Consejo	 nacional	 del	
ambiente,	marco	en	el	que	se	aprueba	la	política	ambiental	del	Paraguay.		No	obstante,	es	












precaución	 para	 reducir	 al	mínimo	 las	 causas	 del	 cambio	 climático	 y	mitigar	 los	
efectos	adversos.	Cuando	haya	amenaza	de	daño	grave	 e	 irreversible,	no	deberían	
utilizarse	 la	 falta	de	 total	 certidumbre	 científica	 como	 razón	para	 postergar	 tales	
medidas,	tomando	en	cuenta	que	las	políticas	y	medidas	para	hacer	frente	al	cambio	




la	 emisión	 de	 gases	 que	 causan	 el	 calentamiento	 global.	 	 Sin	 embargo,	 en	 la	
actualidad	se	constata	el	rotundo	fracaso	de	la	Conferencia	de	Copenhague	2009,	
en	 donde	 los	 Estados	 partes	 no	 han	 llegado	 a	 un	 acuerdo	 para	 proseguir	 con	 la	
reducción	de	emisión	de	gases	de	efecto	invernadero.		Es	así	que	la	Resolución	del	
Parlamento	 Europeo,	 de	 10	 de	 febrero	 de	 2010,	 sobre	 los	 resultados	 de	 la	
Conferencia	 de	 Copenhague	 sobre	 el	 Cambio	 Climático	 (COP	 15)	 y	 en	 base	 al	









En	 este	 orden	 pero	 a	 nivel	 comunitario,	 se	 encuentran	 los	 Tratados	 de	











firmados	 y	 ratificados	 por	 países	 desarrollados	 como	 en	 vías	 de	 desarrollo,	 que	
denotan	diferencias	en	el	desarrollo	y	aplicación	del	principio	de	precaución,	ya	sea	
desde	 su	 vertiente	 política	 y	 su	 vertiente	 jurídica,	 las	 que	 en	 verdad	 están	
funcionalizadas	por	el	eje	del	sistema	económico	de	cada	país.	 	Es	por	ello,	que	si	
bien	no	existen	problemas	en	reconocer	el	origen	del	principio	de	precaución,	 sin	




sobre	 la	 eventualidad	 de	 los	 posibles	 daños	 que	 	 pudiera	 ocasionar.	 	 Pero	 se	
constata	 en	 cambio	 que	 en	 los	 Estados	 de	 menor	 desarrollo,	 	 la	 intervención	
reguladora	y	sancionatoria	del	Derecho	se	produce	una	vez	ocurridos	 los	hechos,	
los	resultados	de	la	contaminación	en	los	sistemas	naturales,	y	en	su	entorno.	 	Lo	





así,	 que	 en	 este	 	 apartado,	 abordamos	 el	 significado	de	principios134,	 	que	quiere	
decir	que	son	la	«base,	el	origen	o	la	razón	fundamental	sobre	la	cual	se	procede	en	
cualquier	materia»,	y	en	este	caso	nos	referimos	a	la	materia	del	medio	ambiente	y	
también	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas	 (salud	 pública	 o	 derecho	 del	 consumidor)	 al	










significados.	En	un	sentido,	 se	 refiere	 solo	a	 los	principios	generales	del	derecho	
aplicados	al	derecho	nacional.	Por	otra	parte,	 el	 significado	abarca	 los	principios	
aplicados	a		las	relaciones	legales	que	tienen	su	origen	en	el	Derecho	internacional.		
Y	por	último,	el	significado	abarca	los	principios	que	el	derecho	reconoce	en	todas	
las	 relaciones	 legales,	 independientemente	 al	 orden	 jurídico	 que	 ellas	 puedan	
pertenecer	sean	estas	de	derecho	nacional	e	internacional135.	Precisamente	en	este	
significado,	 se	 enmarca	 el	 principio	 de	 precaución,	 donde	 surgen	 sus	 diferentes	
acepciones	y	 se	orientan	 sobre	aspectos	político,	 técnico‐jurídico	y	 ético.	Así	por	
ejemplo,	 la	 declaración	 de	 Wingspread	 sobre	 este	 principio,	 considera	 que,	
«Cuando	una	 actividad	 se	plantea	 como	una	 amenaza	para	 la	 salud	humana	o	 el	
medio	 ambiente,	 deben	 tomarse	 medidas	 precautorias	 aun	 cuando	 algunas	








principio	 concierne	 especialmente	 a	 los	 poderes	 públicos	 que	 deben	 hacer	
prevalecer	 los	 imperativos	 de	 salud	 y	 de	 seguridad	 sobre	 la	 libertad	 de	
intercambio	entre	los	particulares	y	entre	los	Estados.	Este	principio	impone	tomar	
todas	 las	 disposiciones	 que	 permitan,	 a	 un	 coste	 económico	 y	 socialmente	
soportable,	 detectar	 y	 evaluar	 el	 riesgo,	 reducirlo	 a	 un	 nivel	 aceptable	 y,	 si	 es	
                                                            
135	 MAES,	 F.:	 «Principios	 de	 Derecho	 ambiental,	 su	 naturaleza	 y	 sus	 relaciones	 con	 el	
Derecho	 internacional	 marítimo.	 Un	 cambio	 para	 los	 legisladores	 nacionales»,	 Anuario	
Mexicano	de	Derecho	 internacional,	 Vol.	 VII,	 Trad.	 de	 Sergio	 Peña‐Neira,	 2007,	 pág.	 196.	















lo	 referente	 a	 la	 definición	 del	 principio	 de	 precaución,	 en	 cuanto	 expone	 con	
claridad	y	 exactitud	 sus	 caracteres	 genéricos,	 puesto	que	 además	de	definirla	 en	
las	primeras	líneas,	también	establece	las	condiciones	en	las	que	debe	ser	aplicado,	
quién	debe	aplicar	dicho	principio	y	cuál	es	su	alcance.	 	Sin	embargo,	 la	 idea	que	
concibe	o	forma	el	entendimiento,	se	observa	difusa	entre	las	condiciones	en	la	que	










precaución,	 corresponde	 hacer	 referencia	 al	 concepto	 que	 se	 extrae	 del	 Informe	
                                                            






jurídico	 ambiental	 de	 la	 República	 del	 Paraguay.	 	 Análisis	 crítico.	 Normas	 legales	 y	
reglamentarias	 actualizadas	 y	 concordadas,	 Instituto	 de	 Derecho	 y	 Economía	Ambiental	
(IDEA),	Asunción,	2007,	pág.	168.		
	
138	 CORTINA,	 A.:	 «Fundamentos	 filosóficos	 del	 principio	 de	 precaución»	 en	 Romeo	











el	 adelantamiento	 a	 la	 realización	 de	 hechos,	 puesto	 que	 la	precaución	 pretende	
evitar	 la	realización	de	efectos	irreversibles	por	 la	concreción	de	causas	 inciertas	
que	se	desarrollan	entre	lo	probable	y	lo	incierto.	Es	por	ello	que	el	significado	de	
precaución	 y	 no	 así	 el	 de	 prevención,	 es	 la	 piedra	 angular	 del	 principio	 de	
precaución	 en	 sentido	 jurídico,	 en	 donde	 la	 diferencia	 entre	 lo	 incierto,	 lo	
desconocido	y	el	riesgo	conocido,	cierto,	probado,	funda	la	distinción	entre	ambos	
principios.			
Ahora	 bien,	 el	 debate	 sobre	 la	 naturaleza,	 el	 alcance	 y	 el	 desarrollo	 del	
principio	de	precaución	llevan	a	sostener	que	las	diversas	acepciones	con	las	que	se	
lo	interpreta	responden	a	su	definición	y	no	así	a	un	concepto	que	pueda	explicar	
que	 es	 el	 principio	 de	 precaución,	 sin	 entrar	 a	 considerar	 las	 condiciones	
establecidas	para	su	aplicación.		Sin	embargo,	no	se	debe	olvidar	que	en	esencia,	el	
significado	 de	 principio	 jurídico	 suele	 determinarse	 en	 los	 casos	 concretos,	 en	
donde	el	principio	se	convierte	en	generador	de	actitudes	favorables	o	contrarias	
de	adhesión141.	Con	lo	cual	esta	afirmación	nos	lleva	a	concluir	que	el	principio	de	








140	 GONZÁLEZ	 VAQUE,	 L.:	 «La	 aplicación	 del	 principio	 de	 precaución	 en	 la	 legislación	










La	 comunicación	 de	 la	 Unión	 Europea	 sobre	 el	 recurso	 al	 principio	 de	
precaución142,	 ya	 refería	 sobre	 los	 presupuestos	 que	 deben	 ser	 considerados	
para	 su	 aplicación:	 «a)	 Identificación	 de	 efectos	 potencialmente	 peligrosos	
derivados	de	un	producto	o	un	proceso;	b)	evaluación	científica	que	no	permite	





la	 incertidumbre	 como	 dos	 elementos	 indisolubles	 para	 su	 aplicación.	 Estos	 son	
interpretados	 como	 un	 límite	 a	 la	 tecnología	 y	 al	 mismo	 tiempo,	 como	
legitimadores	de	las	actividades	que	podrían	provocar	graves	daños	irreversibles	
al	medio	ambiente.		Pero	en	definitiva,	de	lo	que	no	hay	dudas,	es	que	el	riesgo	y	la	
incertidumbre	 están	 vinculados	 a	 la	 era	 tecnológica.	 	 Es	 así,	 que	 los	 efectos	
colaterales	 que	 se	 pretende	 evitar	 en	 este	 ámbito,	 son	 aquellos	 que	 podrían	





142	 Véase,	 EURLEX,	 Comunicación	 de	 la	 Comisión	 sobre	 el	 recurso	 al	 principio	 de	



















Se	 afirma	 sin	 embargo	 que	 el	 reconocimiento	 político	 del	 principio	 de	
precaución,	abarca	el	reconocimiento	de	la	necesidad	de	aplicar	una	estrategia	de	
cautela	 por	 posibles	 efectos	 colaterales,	 y	 el	 reconocimiento	 del	 necesario	
desarrollo	 tecnológico.	 	 Efectivamente	 los	 dos	 factores	 interactúan	 en	 un	mismo	





Así,	 al	 hablar	 de	 incertidumbre,	 se	 evoca	 a	 un	 riesgo	 potencial	 observado	
sobre	la	base	de	la	evaluación	científica	realizada	por	los	expertos,	y	en	base	a	esta,	
se	toman	decisiones	políticas	sobre	la	gestión	que	se	debe	realizar.	 	Sin	embargo,	
esta	 confluencia	 	 entre	 la	 evaluación	 realizada	 por	 los	 científicos	 y	 la	 gestión	






145	 GÓMEZ	 RODRÍGUEZ,	 A.:	 «El	 principio	 de	 precaución	 en	 la	 gestión	 internacional	 del	
riesgo	medioambiental»	op.	cit.,	págs.	114	y	ss.	
	
146	 GONZÁLEZ	 VAQUÉ,	 L.:	 «La	 aplicación	 del	 principio	 de	 precaución	 en	 la	 legislación	
alimentaria:	 ¿una	 nueva	 frontera	 de	 la	 protección	 del	 consumidor»	 op.	 cit.,	 pág.	 19.		





estas	 pudieran	 surgir,	 para	 evitar	 que	 las	 voces	 externas	 al	 trabajo	 técnico	





por	 una	 parte	 potenciar	 el	 desarrollo	 tecnológico,	 no	 obstaculizarlo	 aunque	 ello	
implique	navegar	sobre	 incertezas,	sobre	campos	 inciertos	donde	ni	si	quiera	 los	
expertos	pueden	determinar	el	límite	y	alcance	de	ciertos	efectos.		Por	otra	parte,	
las	 políticas	 públicas	 también	 buscan	 de	 manera	 racional	 y	 no	 romántica147,	
proteger	 el	 medio	 ambiente,	 pero	 una	 protección	 entendida	 como	 el	 equilibrio	
entre	la	protección	de	los	sistemas	naturales	y	el	desarrollo	tecnológico.	
Esta	 valoración	 de	 las	 políticas	 públicas	 ambientales	 se	 funda	 en	 que	 el	
Derecho	del	medio	ambiente	está	de	alguna	manera	inspirado	en	la	genérica	idea	
de	 precaución148	 o	 cautela,	 cuyo	 sentido	 y	 alcance	 tienen	 como	 elementos	
fundamentales	 al	 riesgo	 y	 la	 incerteza.	 	 Elementos	 estos	 que	 también	 son	
incorporados	 de	 manera	 directa	 o	 indirecta,	 en	 algunos	 preceptos	 penales	 que	
                                                                                                                                                                              
consumo	(Deberes	de	protección	y	principio	de	precaución»	en	Berberoff	Ayuda	(Dir)	El	
principio	 de	 precaución	 y	 su	 proyección	 en	 el	 Derecho	 administrativo	 español,	 Consejo	
General	del	Poder	Judicial,	Madrid,	2005,	pág.	337.	
	
147	 STRAND,	 R.:	 «La	 incertidumbre	 completamente	 normal»	 op.	 cit.,	 pág.	 14,	 sobre	 este	
punto,	 es	 interesante	 la	 reflexión	 del	 autor,	 que	 trae	 a	 colación	 la	 opinión	 de	 los	
estadounidenses	 sobre	 la	 resistencia	 Europea	 	 al	 cultivo	 de	 los	 transgénicos,	 a	 la	 que	
califican	como	visión	romántica	de	la	alimentación	propia	de	los	países	mediterráneos	y	en	
este	caso	entendido	que	romántico	significa	irracional	(crítica	al	irracionalismo).	Del	mismo	











protegen	 a	 los	 subsistemas	 naturales,	 agua,	 suelo,	 aire,	 fauna	 y	 flora149.	 	 Sin	
embargo,	 	 la	 valoración	 normativa	 del	 riesgo	 grave	 incorporado	 en	 el	 Derecho	
penal	 ambiental	 se	 determina	 por	 la	 alteración	 del	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	
naturales,	 que	 se	demuestra	a	 través	del	 análisis	de	 las	muestras	 tomadas	y	que	
son	 cotejadas	 con	 las	 normas	 administrativas	 de	 gestión	 y	 regulación	
administrativa	 que	 protegen	 medio	 ambiente.	 	 En	 cambio,	 en	 el	 principio	 de	
precaución,	el	riesgo	se	caracteriza	por	la	probabilidad	y	la	incerteza	que	le	rodea.		
Es	 decir,	 de	 modo	 genérico	 la	 idea	 de	 riesgo	 en	 el	 marco	 del	 Derecho	 es	 casi	





poderes	 públicos	 puedan	 adoptar	 medidas	 de	 «Excepción	 que	 impliquen	 la	
suspensión	del	régimen	jurídico	que	sería	aplicable,	se	trata	de	medidas….que	han	
de	 tener	 un	 carácter	 temporal,	 circunscripto	 a	 la	 situación	 de	 riesgo	 o	 incerteza	
que	las	suscitó»150.	
Es	así	que	la	incerteza	como	elemento	del	principio	de	precaución,	debería	
ser	 objeto	 de	 análisis	 para	 determinar	 los	 presupuestos	 que	 deben	 ser	
considerados	a	la	hora	de	su	valoración	como	tal.	Sin	embargo,	la	diferencia	entre	
el	 riesgo	 valorado	 en	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 principio	 de	 precaución,	 como	 ya	 lo	








liberación,	 si	 se	 conocieran	 efectos	 no	 previstos	 	 y	 que	 la	 ciencia	 además	 alerte	 sobre	
graves	riesgos	para	el	medio	ambiente	desconocidos	hasta	entonces,	emergerá	entonces	el	
estado	 de	 incerteza,	 que	 sumado	 a	 la	 otra	 condición	 de	 eventualidad	 de	 daño	 grave	 e	








obtención	 de	 los	 resultados	 del	 análisis	 de	 las	muestras	 tomadas	 y	 el	 cotejo	 de	
estas	con	la	normativa	administrativa,	que	permitan	determinar	el	riesgo	grave	no	
permitido	 para	 los	 subsistemas	 naturales,	 sino	 se	 debe	 contar	 con	 informes	
técnicos	 que	 también	 acrediten	 una	 situación	 de	 incertidumbre	 sobre	 un	 riesgo	
grave151.	 	 Ahora	 bien,	 aquí,	 el	 quid	 de	 la	 cuestión	 radica	 en	 que	 también	 los	
informes	 científicos	 sean	 transparentes,	 sin	 influencia	 alguna	 de	 externalidades	
que	 podrían	 desencadenar	 en	 la	 parcialidad	 de	 los	 informes152	 y	 por	 ende	 en	 la	
instrumentalización	 del	 derecho	 y	 de	 sus	 aplicadores,	 los	 que	 muchas	 veces	
sucumben	a	la	presión	de	los	poderes	de	facto.	 	Del	mismo	modo,	se	puede	decir,	
que	 la	 opinión	mediática	de	 la	 sociedad	 respecto	 a	 situaciones	de	 incertidumbre	
que	envuelven	al	riesgo	grave,	también	podría	influir	en	la	imparcialidad	científica,	
por	lo	cual	sólo	queda	apelar	a	la	positivización	del	principio	de	precaución	en	el	
marco	 del	 Derecho	 ambiental	 o	 las	 legislaciones	 ambientales	 de	 carácter	
administrativo.	
En	 definitiva,	 la	medida	 adoptada	 sobre	 la	 base	 de	 la	 incerteza	 científica,	
debe	estar	fundamentada	en	informes	científicos	técnicos	que	analicen	la	situación	
incierta.	 	A	partir	de	 ese	 análisis	 se	puede	declarar	 la	posibilidad	de	que	existan	
efectos	 probables153	 que	 puedan	 	 causar	 daños	 graves	 e	 irreversibles	 sobre	 el	
sistema	 natural.	 	 Sin	 embargo,	 se	 debe	 sostener	 igualmente,	 que	 toda	 situación	
incierta	 debe	 seguir	 siendo	 investigada	 cuando	no	 existen	datos	 suficientes	 para	
mantener	la		medida	de	carácter	temporal	que	es	interpuesta	con	la	aplicación	del	




152	 Sobre	 la	 influencia	 de	 las	 empresas	 de	 sistema	 agroindustrial,	 véase,	 ESPLUGA	
TRENC,	J.:	 «Percepción	 del	 riesgo	 y	 uso	 de	 pesticidas	 en	 la	 agricultura»	 en	 Ecología	













realizadas	 se	 puede	 convertir	 en	 una	 medida	 definitiva	 interpuesta.	 	 Lo	 que	
implica,	que	la	aplicación	del	principio	de		no	sólo	podrá	impedir	temporalmente	el	
desarrollo	de	 ciertas	 actividades	o	utilización	de	 ciertos	productos,	 sino	 también	
podrá	afectar	de	manera	indefinida	y	definitiva	las	acciones	que	podrían	ocasionar	
daños	graves	e	irreversibles.		
4.3.3.2		La	eventualidad	de	daños	graves	e	 irreversibles	en	 la	 salud	de	
		las	personas	y	el	medioambiente	
La	valoración	del	riesgo	como	elemento	fundamental	que	permite	aplicar	el	
principio	 de	 precaución,	 lleva	 implícitamente	 la	 valoración	 de	 la	 gravedad	 del	
riesgo.	 	 Se	 desentraña	 el	 significado	 de	 riesgo	grave,	 de	 su	 alcance	 real	 y	 de	 las	
probabilidades	de	alteraciones	o	afecciones	que	podrían	surgir	como	efecto	directo	
e	 indirecto	del	mismo,	 respecto	de	 la	salud	de	 las	personas	y	el	medio	ambiente.		






Efectivamente,	 para	 poder	 valorar	 y	 constatar	 el	 grave	 riesgo,	 se	 recurre	 a	
diferentes	 áreas	 de	 la	 ciencia	 que	 permitan	 analizar	 y	 construir	 bases	 sobre	
resultados	y	estadísticas,	que	permitan	determinar	el	riesgo	grave	para	la	salud	de	
las	personas	y	el	medio	ambiente.		Sin	embargo,	cada	caso,	cada	situación	de	grave	
riesgo,	 conlleva	un	análisis	 específico	y	 exhaustivo	de	 todos	 los	 elementos	que	no	
solo	 demuestran	 la	 gravedad	 del	 riesgo,	 sino	 también	 la	 probabilidad	 de	 otros	
graves	riesgos	que	de	él	pudieran	surgir.		Por	ello,	de	la	afirmación	de	que	un	riesgo	
es	 grave	 cuando	 pone	 en	 peligro	 la	 vida	 y	 la	 salud	 de	 la	 población	 o	 que	 altera	
gravemente	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales,	 debe	 ser	 sometido	






de	 decidir	 si	 procede	 o	 no	 la	 aplicación	 del	 principio	 de	 precaución.	 	 Para	 ello,	








velar	 por	 su	 protección,	 pero	 no	 establece	 presupuestos	 jurídicos	 que	
determinen	concretamente	cómo	se	entenderá	que	existe	el	riesgo	de	daño	grave	
e	 irreversible.	 	 Tal	 es	 la	 afirmación	 que	 la	 Declaración	 de	 Río	 de	 Janeiro	 sobre	
medio	ambiente	y	desarrollo	del	año	1992,	que	en	su	principio	Nº	15	establece	
que:	 «Cuando	 haya	 peligro	 de	 daño	 grave	 o	 irreversible,	 la	 falta	 de	 certeza	
científica	absoluta	no	debe	utilizarse	como	razón	para	postergar	la	adopción	de	
medidas	 eficaces	 en	 función	 de	 los	 costos	 para	 impedir	 la	 degradación	 del	
ambiente».	 	Es	el	primer	instrumento	internacional	que	hace	expresa	alusión	al	
principio	de	precaución,	y	que	claramente	alude	a	los	parámetros	que	se	deberán	
tener	 en	 cuenta	 para	 su	 aplicación:	 falta	 de	 certeza	 y	 peligro	 de	 daño	 grave	 o	
irreversible	en	 función	a	 los	costos.	Es	por	ello	que	 las	Estados	 firmantes	de	 los	
diversos	 instrumentos	 internacionales	 que	 orientan	 la	 protección	 del	 medio	
ambiente,	 deberán	 incorporar	 en	 sus	 respectivos	 contextos	 jurídicos,	
legislaciones	que	desarrollen	y	regulen	la	aplicación	de	este	principio	jurídico.		Ya	




prevención	 y	 la	 gestión	 de	 riesgos»	 op.	 cit.,	 pág.	 30,	 en	 alusión	 a	 DOVERS/HANDMER,	







cuya	 protección	 colisionan	 con	 otros	 intereses,	 y	 por	 lo	 cual	 se	 opta	
generalmente	por	la		no	incorporación	y	aplicación	del	principio.			
Existe	no	obstante,	una	postura	que	razonadamente	entiende	que	cuando	se	
habla	 de	 la	 gravedad	 del	 daño	 o	 su	 irreversibilidad,	 sólo	 se	 hace	 alusión	 a	 las	
medidas	 de	 tipo	 urgente	 que	 hay	 que	 tomar.	 	 Por	 ello,	 en	 esta	 línea	 DRNAS	








la	 producción	 de	 daños	 graves	 e	 irreversibles	 en	 la	 salud	 de	 las	 personas	 y	 el	
medio	 ambiente,	 conllevan	 la	 emergencia	 de	 un	 deber	 de	 acción,	 por	 parte	 del	
órgano,	institución	o	autoridad	correspondiente.	
4.3.4	 La	 aplicación	 del	 principio	 de	 precaución	 en	 el	 marco	 de	 la	
Unión	Europea	y	su	incidencia	el	MERCOSUR		
En	este	trabajo	hemos	aludido	constantemente,	a	la	influencia	que	la	Unión	
Europea	 ha	 ejercido	 sobre	 los	 Estados	 miembros,	 a	 fin	 de	 que	 se	 concrete	 por	
medio	 de	 instrumentos	 internacionales	 y	 legislaciones	 nacionales	 de	 carácter	
administrativo	y	penal,	 la	protección	del	medio	ambiente.	 	Precisamente	 la	Unión	











reglamentación	 del	 principio	 de	 precaución,	 vinculado	 esencialmente	 a	 la	
protección	de	 los	sistemas	naturales.	 	Esta	reglamentación	en	otras	 latitudes,	por	
falta	de	experiencia	y	ausencia	de	regulación	llegó	a	servir	de	fuente	y	fundamento	
a	la	aplicación	del	principio	de	precaución	en	el	marco	del	MERCOSUR157.			
Es	 así	 que	 en	 el	 contexto	 del	MERCOSUR,	 aun	 cuando	muchos	 países	 han	
optado	de	manera	explícita	o	 implícita	aplicar	el	principio	de	precaución,	por	ser	
firmantes	de	Tratados	internacionales	vinculados	directamente	al	reconocimiento	
del	 principio	 de	 precaución	 y	 al	 deber	 de	 incorporarlos	 en	 las	 respectivas	
legislaciones	nacionales,	el	desarrollo	y	regulación	de	este	principio,	aún	están	por	
definir.		
Es	 así,	 que	 esta	 falta	de	 estructura	para	 la	 toma	de	decisiones	 en	materia	








ratifica	el	 compromiso	con	 los	principios	enunciados	en	 la	Declaración	de	Río	de	
                                                            
157	 Específicamente	 en	 Bariloche	 Argentina,	 donde	 el	 estudio	 del	 caso	 de	 la	
ordenanza	Municipal	 sobre	 identificación	obligatoria	de	alimentos	 transgénicos,	 recurrió	
por	 falta	 de	 experiencia	 y	 emergencia	 en	 la	 aplicación	 del	 principio	 de	 precaución,	 a	 la	
reglamentación	 que	 la	 UE	 ha	 desarrollado	 sobre	 este	 principio,	 véase,	 GERNAERT	
WILLMAR,	 S.	 /	 LUCANO,	M.	 /	GRINSTEIN,	G.:	 	 «El	 principio	precautorio	 y	 el	 caso	de	 los	
organismos	genéticamente	modificados	en	Argentina»	en	Política	y	Sociedad,	Facultad	de	
Ciencias	políticas	y	sociología	de	la	Universidad	Complutense,	Vol.	40,	Nº	3,	Madrid,	2003,	
pág.	 110.	 DRNAS	 DE	 CLEMENT,	 Z.:	 «El	 principio	 de	 precaución	 ambiental	 en	 materia	
ambiental.	 	Nuevas	 tendencias.»	en	Humanismo	ambiental,	 terceras	 jornadas	de	reflexión.	
















jurídicos,	 una	 valoración	 objetiva	 del	 principio	 de	 precaución,	 puesto	 que	 es	
necesario	 mantener	 el	 statu	 quo	 de	 la	 permeabilidad	 del	 sistema	 jurídico	 que	
permite	al	mismo	tiempo	la	rentabilidad	económica	a	corto	plazo,	de	los	Estados,	
en	 la	 economía	 agropecuaria,	 y	 la	 solvencia	 de	 aquellas	 organizaciones	 que	 se	
dedican	a	actividades	que	se	desarrollan	en	el	ámbito	del	riesgo,	y	no	observan	al	
principio	de	precaución	en	la	prosecución	de	sus	actividades,	ya	que	su	aplicación	
no	 resulta	 rentable.	 	 Y	 Alcanzar	 el	 equilibrio,	 entre	 desarrollo	 económico	 y	 la	
protección	de	la	salud	y	el	medio	ambiente,	es	la	excepción	y	no	la	regla.			
Aun	 ante	 esta	 aseveración	 que	 nos	 lleva	 a	 sostener	 que	 el	 principio	 de	
precaución	es	realmente	un	instrumento	político	y/o	técnico‐jurídico	que	permite	
a	 los	 Estados	 impedir	 el	 desarrollo	 de	 ciertas	 actividades,	 que	 ante	 la	
incertidumbre	 y	 el	 riesgo	 grave	 que	 puedan	 ocasionar	 los	 efectos	 nocivos	 aún	












la	 presión	 que	 Alemania	 ejerce	 para	 dicho	 cometido,	 puesto	 que	 en	 los	 años	
setenta,	 el	 Gobierno	 alemán	 decide	 incorporar	 la	 idea	 y	 desarrollarla	 para	 su	
aplicación	legal160.	 	Con	el	 fin	de	que	la	 intervención	del	gobierno	y	 la	de	algunas	
agencias	reguladoras,	redujeran	el	riesgo	derivado	de	la	tecnología	y	la	economía,	
para	proteger	la	naturaleza	y	la	salud	de	las	personas.	Sin	embargo,	el	avance	que	
podría	 proporcionar	 la	 aplicación	 del	 principio	 en	 el	 marco	 jurídico	 germánico,	
tendría	 igualmente	 un	 efecto	 contraproducente,	 ya	 que	 impediría	 ciertas	
inversiones	de	corporaciones	transnacionales		e	implicaría	que	Alemania	quede	en	
desventaja	con	otros	países	miembros	de	la	UE161.	Así,	el	principio	de	precaución,	
que	 representa	 un	modelo	 de	 avanzada	 en	 la	 protección	del	medio	 ambiente,	 se	




Art.	174.2,	 y	 que	 fuera	 recientemente	 modificado	 por	 el	 Tratado	 de	 Lisboa,	 Art.	




las	 Comunidades	 Europeas	 (TJCE).	 	 Sin	 embargo,	 a	 nivel	 de	 la	 región	 del	
MERCOSUR,	 este	 principio	 ha	 sido	 incorporado	 en	 algunos	 países	 de	 la	 región,	
conforme	a	 la	entrada	en	vigencia	de	algunos	Tratados	 internacionales.	 	Por	ello,	
debe	ser	analizado	este	principio	y	determinar	su	alcance,	y	adecuación	en	razón	a	














de	 la	 política	 pública,	 que	 es	 utilizado	 por	 los	 Estados	 cuando	 se	 presentan	
situaciones	de	incerteza	y	de	grave	riesgo	de	daños	irreversibles	para	la	salud	de	
las	personas	y	el	medio	ambiente.		Precisamente	su	origen	y	progresivo	desarrollo,	
se	 consolida	 con	 el	 surgimiento	 de	 la	 mayor	 parte	 de	 las	 políticas	 públicas	
contemporáneas	propias	del	Estado	de	bienestar162.	
El	espacio	institucional	público	proporcionado	por	el	Estado	de	bienestar	de	
la	 Europa	 de	 los	 años	 sesenta,	 permitió	 incorporar	 un	 conjunto	 de	 políticas	
sociales	 orientadas	 a	 resolver	 necesidades	 emergentes	 de	 las	 realidades	
sociales163.	 	 De	 esta	 forma,	 para	 las	 ciencias	 políticas,	 las	 políticas	 públicas	









en	 transición.	 	La	 teoría	y	 la	práctica	del	pluralismo	de	bienestar,	Editorial.,	Ministerio	de	
Trabajo	y	Seguridad	Social,	Madrid,	1990,	pág.	17.	 	La	segunda	mitad	de	la	década	de	los	
60,	 representa	 el	 punto	 álgido	 de	 la	 idea	 de	 estado	 de	 bienestar.	 	 Europa	 occidental,	
fundamentalmente	la	Europa	del	Norte,	ya	había	asumido	el	concepto	de	bienestar	social.		
Independientemente	 de	 las	 diferencias	 políticas	 e	 ideológicas,	 en	 todas	 las	 sociedades	
industriales	 se	 ponía	 en	marcha	 programas	 de	 bienestar	 social,	 en	Mishra,	El	 estado	de	
bienestar	 en	 crisis.	 	Pensamiento	 y	 cambio	 social,	Centro	 de	 publicaciones,	Ministerio	 de	
Trabajo	 y	 seguridad	 Social,	 Madrid,	 1992,	 pág.	 36.	 En	 cuanto	 a	 España,	 (al	 igual	 que	
Portugal,	Grecia	 e	 Italia)	 a	partir	 de	 su	 transición	 	 democrática	 y	 la	 consolidación	de	 su	











Las	 políticas	 públicas	 analizan	 qué	 aspectos	 de	 la	 colectividad,	 de	 la	
sociedad,	son	tomados	en	cuenta	por	las	autoridades,	sean	estas	públicas,	políticas	
o	 administrativas,	 locales	 o	 estatales,	 y	 cómo	 estas	 autoridades	 implementan	 las	
decisiones	tomadas	y	cuáles	son	los	efectos	de	dichas	decisiones164.	Valoración	esta	












en	 el	 análisis	 de	 las	 políticas	 públicas	 y	 consideración	 de	 las	 necesidades	
emergentes	 de	 la	 realidad	 social.	 	 Se	 desgastan	 en	 luchas	 internas	 partidarias	 y	
férreas	 oposiciones	 sin	 fundamento	 de	 contenido	 estadista	 alguno,	 pero	 que	 se	
convierten	 en	 obstáculos	 para	 la	 reelaboración	 o	 consolidación	 de	 las	 políticas	
públicas	 ambientales	 orientadas	 verdaderamente	 a	 preservar,	 conservar	 y	
proteger	el	medio	ambiente	y	los	recursos	naturales,	la	biodiversidad,	la	fauna,	la	
flora,	de	los	nocivos	y	lesivos	impactos.	
En	 el	 contexto	 social	 paraguayo	 igualmente	 se	 observa	 que	 desde	 el	 año	
2003	hasta	la	actualidad,	se	han	venido	produciendo	un	sin	número	de	denuncias	
por	 hechos	 de	 grave	 contaminación	 ambiental	 y	 peligro	 grave	 a	 la	 salud	 de	 las	
                                                            
164	 AGUILERA	 DE	 PRAT,	 C.	 R.	 /	 PERE	 VILANOVA,	 Temas	 de	 ciencia	 política,	 Editorial	
Promociones	publicaciones	universitarias,	Barcelona,	1987,	pág.	345.	
	






personas	 como	 efecto	 del	 nocivo	 impacto	 ambiental	 ocasionado	 por	 los	 bien	
llamados	agrotóxicos,	utilizados	fundamentalmente	con	el	cultivo	de	transgénicos	
en	 extensos	 territorios	 del	 Paraguay.	 	 Con	 lo	 cual	 se	 constata	 que	 las	 políticas	
públicas	 ambientales	 no	 incorporan	 o	 encuentran	 obstáculos	 para,	 incorporar	 el	
valor	antropocéntrico	o	ecocéntrico	moderado	en	sus	agendas.	
Del	mismo	modo,	a	partir	del	año	2008,	surge	el	eco	en	algunos	los	sectores	
de	 la	 sociedad,	 sobre	 la	 necesidad	 de	 la	 redefinición	 de	 Políticas	 públicas	
orientadas	 a	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente.	 	 Políticas	 estas	 que	 deben	 ser	
elaboradas	considerando	 la	 realidad	social	paraguaya.	 	Esto	quiere	significar	que	
las	 respuestas	 desde	 las	 políticas	 públicas	 deben	 ser	 formuladas	 conforme	 a	 las	
demandas	originadas	en	la	sociedad	y	son	estas	las	que	deben	definir	el	contenido	
de	 las	agendas	que	serán	aplicadas.	Pero	estas	demandas	se	difuminan	cuando	la	
conciencia	 social	 y	 jurídica	 en	 algunos	 sectores	 es	 escasa	 y	 en	 otros	 se	
instrumentaliza,	 llevando	 así	 a	 las	 Políticas	 públicas	 ambientales	 (con	 sus	
diferentes	 aristas	 conservacionismo,	 economicismo,	 antropocentrismo	 y	
ecocentrismo,	ambientalismo	y	ecología)	a	quedar	como	estructuras	simbólicas	de	
los	gobiernos,	que	se	materializan	en	la	ausencia	del	Estado.	
En	 España	 en	 cambio,	 en	 la	 actualidad,	 no	 vemos	 una	 realidad	 social	
afectada	por	el	proceso	del	cultivo	de	 transgénicos,	como	en	Paraguay,	donde	no	
solo	se	desbasta	a	la	biodiversidad	y	se	contamina	el	suelo,	el	agua	y	el	aire,	como	
elementos	 del	 ecosistema	 y	 como	 recursos	 naturales.	 	 Sino	 también	 se	 vive	 la	
experiencia	 de	 la	 migración	 de	 los	 pobladores	 de	 las	 numerosas	 comunidades	
campesinas,	afectadas	por	el	nocivo	 impacto	ambiental166.	 	Más	bien	observamos	
un	 proceso	 donde	 los	 ciudadanos	 conscientes	 de	 los	 riesgos	 que	 ocasionan	 los	
organismos	modificados	genéticamente	reclaman	desde	la	perspectiva	del	derecho	
del	 consumidor	 y	 la	 salud	 pública,	 que	 la	 venta	 de	 los	 productos	 que	 contengan	
transgénicos	 así	 lo	 declare.	 	 Peticionan	 ser	 un	país	 libre	 de	 transgénicos	 al	 igual	
                                                            







que	 otros	 países	 de	 la	 Unión	 Europea,	 donde	 la	 aplicación	 del	 principio	 de	
precaución	 ha	 permitido	 que	 prevalezca	 la	 valoración	 de	 la	 salud	 sobre	 todo	
interés	 económico,	 aunque	no	 se	 puede	 olvidar	 que	 en	 fecha	3	 de	 setiembre	del	
año	2010,	 fue	 aprobado	 en	España	 el	 Proyecto	de	Ley	de	 Seguridad	Alimentaria,	
sin	la	regulación	de	los	transgénicos167.	
En	este	orden,	 también	se	debe	recordar	que	España	al	ser	miembro	de	 la	
Unión	 Europea,	 cuenta	 con	 fuerte	 respaldo	 comunitario,	 donde	 las	 políticas	
ambientales	 ocupan	 el	más	 alto	 nivel	 entre	 sus	 objetivos.	 	 Sin	 embargo,	 	 no	 	 ha	
logrado	los	objetivos	diagramados	por	la	Unión	Europea	a	nivel	postindustrial,	ya	
que	 	 es	 el	 país	 de	 la	 Unión	 que	 cuenta	 con	 más	 procesos	 administrativos	 y	
judiciales	 por	 incumplimiento	 de	 directivas168,	 orientadas	 a	 proteger	 al	
medioambiente	de	la	contaminación	proveniente	de	la	postindustrialización.	
                                                            
167	 RED	 DE	 SEMILLAS	 ARAGÓN,	 http://redaragon.wordpress.com/	
2010/09/24/aprobado‐elproyecto‐de‐ley‐de‐seguridad	‐alimentaria‐sin‐la‐regulacion‐de‐
los‐transgenicos/.	Página	web	visitada	en	fecha	22	de	setiembre	de	2010.	 	En	fecha	3	de	
setiembre	 de	 2010,	 fue	 aprobado	 el	 proyecto	 de	 Ley	 de	 Seguridad	 Alimentaria	 sin	 la	
regulación	 de	 los	transgénicos.	 España	 es	 el	 único	 país	 de	 la	Unión	Europea	 que	 cultiva	
maíz	 transgénico	 a	 gran	 escala,	 mientras	 que	 Francia,	 Alemania,	 Hungría,	 Grecia,	
Luxemburgo,	Italia,	Polonia,	Bulgaria,	Irlanda	o	Austria	vetan	su	cultivo.	Un	cultivo	que	se	
desarrolla	 en	 varias	 comunidades	 autónomas	 en	 una	 situación	 de	 absoluta	 falta	 de	
transparencia	 y	 control,	 lo	 que	 ha	 provocado	 serios	 daños	 económicos,	 ambientales,	




de	 septiembre	de	2005,	 en	el	 asunto	C‐416/02:	Comisión	de	 las	Comunidades	Europeas	
contra	 Reino	 de	 España	 («Incumplimiento	 del	 Estado	 por	 infringir	 las	 Directivas	
75/442/CEE	 y	 91/156/CEE	 sobre	 concepto	 de	 residuos;	 Directivas	 85/337/CEE	 y	
97/11/CE	 sobre	 Evaluación	 de	 las	 repercusiones	 de	 determinados	 proyectos	 públicos	 y	
privados	 sobre	 el	 medio	 ambiente;	 Directiva	 80/68/CEE	 sobre	 Protección	 de	 las	 aguas	
subterráneas	 contra	 la	 contaminación	 causada	 por	 determinadas	 sustancias	 peligrosas;	
Directiva	 91/271/CEE	 sobre	 Tratamiento	 de	 las	 aguas	 residuales	 urbanas;	 Directiva	
91/676/CEE	 sobre	 Protección	 de	 las	 aguas	 contra	 la	 contaminación	 producida	 por	
nitratos	 utilizados	 en	 la	 agricultura	 —	 Contaminación	 ocasionada	 por	 una	 explotación	
porcina»).	 	 Recientemente	 (en	 marzo	 de	 2011)	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 Europeo	 de	
Luxemburgo	 condenó	 a	 España	 por	 incumplir	 la	 directiva	 sobre	 tratamiento	 de	 aguas	






Estos	 puntos	 recurrentes	 en	 España	 demuestran	 que	 las	 demandas	
provenientes	de	la	realidad	social,	son	diferentes	a	las	provenientes	de	la	realidad	
social	 paraguaya,	 razón	 por	 la	 que	 las	 respuestas	 formuladas	 desde	 las	 políticas	
públicas	deben	ser	aplicadas	conforme	a	valoraciones	y	consideraciones	emanadas	
del	contexto	social,	de	donde	surgen	las	nuevas	circunstancias	y	retos	que	afrontar.		













normas	ambientales	de	 regulación	y	gestión	administrativa,	permite	 la	 constante	
instrumentalización	jurídica	para	una	protección	simbólica,	que	finalmente	llevaría	
a	 la	 realidad	del	efecto	mariposa,	que	nos	 lleva	a	pensar	que	 la	alteración	de	 los	
sistemas	naturales	en	zonas		tropicales	puede	tener	efecto	en	el		caucásico.	
5.1	 Principio	de	precaución	y	Derecho	penal	
En	 razón	 a	 que	 en	 este	 capítulo	 se	 realiza	 un	 itinerario	 por	 diversos	
elementos	e	instrumentos	que	se	vinculan	a	la	amplia	dimensión	de	la	protección	
                                                                                                                                                                              









del	 medio	 ambiente,	 hemos	 abordado	 en	 epígrafes	 anteriores	 el	 principio	 de	
precaución,	 conceptuándolo	 finalmente	 como	 la	 obligación	 que	 tiene	 un	 Estado	





de	 buen	 gobierno	 o	 de	 gobernanza	 porque	 son	 «las	 autoridades	 competentes	





importantes,	 fundamentalmente	 los	 irreversibles	 en	 un	 plano	 universal	 como	
particular171.			
En	 este	 sentido	 cabe	 destacar,	 que	 los	 requisitos	 para	 la	 aplicación	 del	
principio	 de	 precaución,	 son	 objeto	 de	 debate	 para	 la	 doctrina	 jurídica	 en	 sus	
diferentes	 áreas,	 y	 particularmente	 para	 el	 Derecho	 penal.	 	 Es	 así,	 que	
principalmente	es	cuestionada	la	legitimidad	del	uso	del	instrumento	penal	en	un	






170	GONZÁLEZ	VAQUE,	 L.:	 «Principio	de	precaución	 en	 la	 jurisprudencia	del	 Tribunal	 de	
Justicia	 de	 las	 comunidades	 Europeas:	 ¿Un	 principio	 de	 buen	 gobierno?»	 en	Estudios	de	
consumo,	número	68,	2004,	pág.	21.	
	
171	 JIMÉNEZ	 DE	 PARGA	 MASEDA,	 P.:	 «Análisis	 del	 principio	 de	 precaución	 en	 Derecho	
internacional	público:	perspectiva	universal	y	perspectiva	regional	europea»	en	Política	y	






delitos	 imprudentes,	 valorando	 la	 determinación	 del	 cuidado	 objetivamente	
debido	y	del	riesgo	permitido;	c)	respecto	a	la	relación	de	causalidad,	valorando	la	






potencialidad	 de	 la	 acción	 que	 pone	 en	 riesgo	 el	 equilibrio	 de	 las	 bases	 o	 los	
sistemas	naturales,	 con	 la	 perpetración	de	 graves	 daños	 irreversibles.	 	 Así	 como	
también	 puede	 contribuir,	 para	 sancionar	 penalmente	 a	 los	 encargados	 de	 toma	
decisiones,	que	habiendo	identificado	efectos	potencialmente	peligrosos	derivados	
de	un	producto	o	un	proceso	y,	evaluado	científicamente	el	 riesgo	que	aún	no	se	
concreta	 ni	 conoce,	 pero	 se	 presume	 que	 pudiera	 derivar	 del	 desarrollo	 de	 una	
actividad,	autorice	de	 igual	modo	su	realización.	 	Habiéndose	practicado	sobre	 la	
base	 de	 la	 estadística,	 el	 cálculo	 de	 probabilidades	 de	 que	 se	 desencadenen	
irreversiblemente	peligros	potenciales	que	alteren	el	equilibrio	de	las	bases	o	 los	
sistemas	naturales,	y	también	de	la	salud	de	las	personas.		
En	 estos	 casos,	 y	 si	 las	 actividades	no	estén	 reguladas	o	 regladas,	 o	 en	 su	
defecto	la	normativa	confiere	un	cierto	margen	de	discrecionalidad,	el	principio	de	
precaución	 puede	 orientar	 a	 la	 autoridad	 o	 al	 funcionario	 para	 decidir	 la	
oportunidad	o	no	de	autorizar	determinada	actividad173.	 	Por	lo	cual	 la	autoridad	















Desde	 el	 inicio	de	 este	 trabajo,	 el	 afán	por	 escudriñar	 y	 llegar	 al	 leitmotiv	
que	 originó	 y	 encausó	 la	 protección	 de	 los	 sistemas	 naturales	 o	 de	 las	 bases	
naturales	 conocida	 como	 medio	 ambiente,	 nos	 aproxima	 al	 itinerario	 jurídico‐
social	que	lo	enmarca.		De	allí	que	al	indagar	sobre	las	conocidas	denominaciones	
antropocéntrica	y	ecocéntrica,	como	corrientes	que	delimitaron	dos	formas	de	ver	
y	 valorar	 el	 medio	 ambiente,	 subyacen	 constructos	 sociológicos	 cimentados,	
algunos,	sobre	movimientos	sociales	y	otros	sobre	estructuras	científicas	o	síntesis	
de	 diferentes	 ciencias	 como	 lo	 denominan	 a	 la	 Ecología.	 El	 ambientalismo	 en	
cambio,	 aunque	 también	 tenga	 su	 vertiente	 científica,	 parte	 desde	 una	 óptica	
antagónica	 porque	 se	 acerca	 a	 la	 economía	 para	 desarrollar	 y	 fundamentar	 su	
corriente	teorética.	
Tanto	la	Ecología	y	el	estudio	del	medio	ambiente	como	ciencia,	se	vinculan	
indisolublemente	 a	 los	 movimientos	 sociales,	 y	 de	 esa	 vinculación	 surgen	 el	
ecologismo	 y	 el	 ambientalismo	 como	 propulsores	 de	 las	 corrientes	
antropocéntricas	y	ecocéntricas.		Éstas	se	enlazan	indefectiblemente	a	la	historia	y	
la	economía	respectivamente.		A	la	primera	porque	todo	el	legado	de	la	postguerra	
condujo	 a	 una	 crisis	 ecológica,	 entendida	 no	 solo	 en	 su	 aspecto	 científico	 como	
conjuntos	de	ciencias	que	analizan	el	ecosistema,	sino	también	como	una	crisis	de	
ecología	 social,	 y	 que	 debía	 por	 tanto	 replantear	 el	 rumbo	 de	 las	 generaciones	










Por	 tanto	 no	 quedan	 dudas	 de	 que	 las	 corrientes	 ecocéntrica	 y	
antropocéntrica	 no	 sólo	 propugnaron	 la	 protección	 de	 las	 bases	 o	 sistemas	
naturales	en	razón	a	su	valor	inherente,	sino	también,	conforme	al	ideario	político,	
económico	 y	 jurídico	 en	 el	 que	 se	 ha	 desarrollado.	 Este	 trípode	 reconocido	 e	





sus	 bases	 naturales	 (agua,	 suelo	 y	 aire),	 entra	 en	 conflicto	 con	 intereses	




Si	 bien	 el	 alcance	 del	 bien	 jurídico	 protegido	 se	 aborda	 en	 el	 siguiente	
capítulo,	 corresponde	 señalar	 que	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 entendido	
como	bases	o	 sistemas	naturales	conforme	a	realidades	concretas	 tienen	alcances	
diferentes	en	 los	ordenamientos	 jurídicos.	Así	en	 la	 legislación	paraguaya,	donde	





riesgo,	 que	 nos	 presenta	 la	 problemática	 inherente	 a	 su	 contexto,	 cual	 es	 la	
legitimación	 de	 los	 riesgos	 a	 través	 de	 la	 regulación	 y	 el	 control	 de	 actividades	










cada	 uno	 conforme	 a	 su	 tradición	 legislativa	 consoliden	 la	 protección	 del	medio	
ambiente	y	 la	 salud	de	 las	personas	 (del	 consumidor	y	 las	generaciones	 futuras)	
ante	 los	graves	riesgos	que	sobre	 los	mismos	pudiera	recaer.	 	Lo	que	 influye	a	 la	
fuga	de	corporaciones	y	multinacionales,	que	para	lograr	el	statu	quo	o	aumento	de	
intereses,	 se	 establecen	 en	 zonas	 donde	 el	 sistema	 jurídico	 se	 torna	más	 laxo	 y	
permeable.	De	este	modo,	las	fugas	de	las	multinacionales	llegan	a	regiones	como	
la	 del	 MERCOSUR,	 donde	 sus	 Estados	 miembros	 se	 debaten	 entre	 el	 necesario	
crecimiento	económico	y	la	protección	de	los	intereses	de	la	sociedad,	como	son	el	
medio	ambiente	y	la	salud.	
Por	ello,	 con	 la	 claridad	y	conciencia	de	 lo	que	ocurre	en	el	 ser,	de	 lo	que	
subyace	 en	 la	 realidad	 social,	 el	 Derecho	 debe	 estar	 en	movimiento	 constante	 y	
limitarse	 a	 regular	 conforme	 a	 los	 cambios	 que	 en	 ella	 se	 producen.	 No	 puede	
omitir	 su	 intervención	 en	 las	 diferentes	 áreas	 que	 cupe,	 para	 concretar	 la	
protección	de	lo	que	en	Derecho	en	reconocido	como	intereses	y	bienes	jurídicos.		
Precisamente	 el	 medio	 ambiente,	 denominado	 en	 este	 trabajo	 como	 sistemas	 o	
bases	naturales,	se	constituye	en	un	bien	jurídico	sobre	el	que	se	despliega	un	sin	
número	 de	 preceptos	 constitucionales	 y	 normas	 de	 carácter	 internacional,	
administrativo	y	penal,	que	 tienen	por	 fin	 su	protección.	 	Pues	no	 se	 trata	de	un	
bien	 jurídico	 con	 características	 propias	 del	 iluminismo,	 sino	 propias	 del	 Estado	
social,	que	 llega	a	 incorporar	 instituciones	como	el	principio	de	precaución,	 cuya	
naturaleza	 es	 inherente	 a	 la	 sociedad	 del	 riesgo,	 y	 que	 debe	 por	 tanto	 ser	
desarrollado	 en	 diferentes	 ordenamientos	 como	 una	 herramienta	 que	 ayudará	 a	







obstáculos	 que	 pudieran	 surgir	 de	 en	 el	 Derecho	 penal	 del	 riesgo,	





actividades	 que	 están	 directamente	 vinculadas	 al	 riesgo	 de	 la	 sociedad	
postindustrial,	de	la	tecnología,	y	por	otra	parte,	es	un	instrumento	que	pretende	
garantizar	 la	 protección	 de	 las	 bases	 naturales	 y	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 en	 la	
medida	en	que	aquellos	avanzan.		
Es	 en	 este	 punto	 donde	 surge	 la	máxima	 conocida	 «hecha	 la	 ley	 hecha	 la	
trampa»,	y	se	plantea	 la	pregunta	de	si	¿es	posible	una	sociedad	minimalista	que	





salud	 de	 poblaciones	 o	 personas	 que	 están	 situadas	 en	 regiones	 determinadas	 o	
vinculadas	 simbióticamente	 a	 las	 bases	 naturales?	 o	 en	 medio	 de	 todas	 las	
contrariedades	 jurídico‐sociales	el	Derecho	penal	 tiene	por	 fin	responder	en	este	
tiempo	 histórico	 a	 través	 de	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 ante	 inminentes	
daños	irreversibles.		
Por	tanto,	el	Derecho	penal	no	sólo	incorpora	instrumentos	que	le	permite	
llegar	 a	 proteger	 bienes	 jurídicos	 como	 las	bases	naturales	de	 la	 vida	humana,	 y	







que	 permiten)	 o	 privados	 (corporaciones	 que	 contaminan)	 inciden	 para	 que	
permanezca	 el	 statu	 quo	 de	 actos	 o	 hechos	 que	 desembocan	 en	 el	 desequilibrio	
permanente	e	 irreversible	de	 las	bases	o	 sistemas	naturales,	 y	que	 llegan	muchas	
veces	 a	 afectar	 otros	 bienes	 jurídicos	 (como	 la	 salud	 de	 las	 personas)	 que	 se	
acercan	al	ámbito	de	las	bases	naturales	de	la	vida	humana.		
	
«Es	 preciso	 tomar	 en	 cuenta	 las	 necesidades	
verdaderas	 de	 la	 sociedad	 teniendo	 presente,	más	












En	 el	 capítulo	 anterior	 hemos	 señalado	 sucesivamente	 el	 aspecto	
multidisciplinar	que	caracteriza	al	ambiente,	puesto	que	su	protección	se	proyecta	
desde	 numerosas	 áreas	 del	 Derecho,	 donde	 es	 interpretado	 como	 interés	 o	 bien	
jurídico	 susceptible	 de	 ser	 protegido.	 Por	 tanto,	 luego	 de	 haber	 iniciado	 este	
trabajo	con	un	capítulo	que	aborda	 los	elementos	 fundamentales	de	 la	sociología	












que	 se	 ciñe	 a	 dos	 corrientes	 fundamentales	 a)	 El	 clásico	 Derecho	 penal,	 o	
denominado	 también	 Derecho	 penal	 nuclear;	 	 b)	 El	 Derecho	 penal	 moderno,	 o	
Derecho	penal	de	un	Estado	social	de	Derecho.	La	primera	corriente	caracterizada	
por	 su	 reticencia	 a	 la	 incorporación	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 de	 titularidad	
compartida	 en	 los	 Códigos	 penales,	 y	 la	 segunda,	 en	 cambio,	 propone	 la	 tutela	
autónoma	 de	 tales	 bienes	 jurídicos,	 como	 es	 el	 caso	 del	 ambiente,	 entendido	 en	
este	marco	como	sistemas	o	bases	naturales.	








Resulta	 indiscutible	que	 todo	un	conjunto	de	conceptos	e	 interpretaciones	
jurídicas	y	metajurídicas	engloban	el	ambiente	para	ser	 concebido	como	un	bien	
jurídico	 susceptible	 de	 protección	 por	 el	 Derecho	 penal.	 Pero	 debemos	 recordar	
que	 las	 interpretaciones	dogmáticas	y	político‐criminales	de	este	bien	 jurídico	de	
titularidad	compartida	 tienen	como	pasado,	presente	y	 futuro	a	 las	concepciones	





Aquí	 se	 presenta	 la	 problemática	 del	 bien	 jurídico,	 referida		
fundamentalmente	a	su	función	crítica,	a	través	del	cual	se	recaba	los	«objetos	de	




tradición)	 o	 normativo	 (la	 constitución)»174.	 	 Por	 ello,	 el	 planteamiento	 de	 este	
apartado	 tiene	 por	 objetivo	 escudriñar,	 a	 partir	 de	 las	 principales	 acepciones	
derivadas	del	ambiente,	las	diferentes	interpretaciones	del	bien	jurídico,	su	alcance	





la	 interpretación	 jurídica	 vinculada	 a	 la	 protección	 del	 bien	 o	 interés	 aquí	
abordado.	 Sin	 embargo,	 esta	 afirmación	 ha	 sido	 siempre	 cuestionada	 por	 los	
penalistas,	 ya	 que	 ello	 implica	 la	 inexcusable	 remisión	 a	 recursos	meta‐jurídicos	
para	concretar	el	injusto	penal,	hecho	que	produce	incertidumbres	e	inseguridades	
en	el	ámbito	jurídico,	conforme	lo	señala	un	sector	minoritario	de	la	doctrina175.	En	
cambio,	 el	 sector	mayoritario	 reconoce	 la	 necesidad	 de	 elementos	meta‐penales	
para	 concretar	 la	 protección	 del	 ambiente,	 razón	 por	 la	 cual	 se	 remiten	 sin	
prejuicios	 a	 tales	 conceptos	 para	 estructurar	 las	 acepciones	 jurídicas	 sobre	 el	
ambiente	 y	 su	 alcance	 como	bien	 jurídico.	 	 Por	 tanto,	 en	 este	 contexto,	 antes	 de	
situarnos	en	la	discusión	respecto	al	bien	jurídico,	abordaremos	las	acepciones	que	















a)	 Lo	 concerniente	 a	 la	 tutela	 de	 la	 belleza	 paisajística,	 donde	




denominado	 simplemente	 “ambiente”	 por	 la	 cacofonía	 lingüística	 que	 de	
ella	deriva,	no	es	precisamente	utilizado	por	la	doctrina	en	el	Derecho	penal,	
puesto	 que	 de	 ella	 proviene	 la	 indeterminación	 del	 bien,	 que	 lleva	 a	 un	
concepto	 más	 difuso	 y	 por	 ende	 de	 mayor	 complicación	 para	 la	











en	 el	 ordenamiento	 jurídico	 regional	 (MERCOSUR),	 y	 además	 es	 utilizada	
                                                            
176	 GUIANNINI,	 M.:	 Diritto	 pubblico	 dell’	 economía,	 Editorial	 Bologna,	 Il	 Mulino,	 1985,	











suelo,	 aire	 y	 	 agua,	 o	 la	 lucha	 contra	 la	 contaminación	 de	 estos	 recursos	
naturales.	 Esta	 acepción	 responde	 al	 concepto	 más	 estricto	 de	 medio	
ambiente	en	cuanto	al	alcance	de	tutela;	el	cual	a	su	vez	se	encuadra	en	un	
concepto	 ecocéntrico	 de	 bien	 jurídico.	 	 Aquí	 estamos	 hablando	 de	 una	
acepción	del	medio	ambiente	que	permite	 la	determinación	de	 la	 	 lesión	o	
puesta	 en	 peligro	 de	 los	 elementos	 agua,	 aire	 y	 suelo.	 Esta	 segunda	
dimensión	de	 la	acepción	de	medio	ambiente,	es	 fuente	 fundamental	de	 la	
                                                            
178	En	la	doctrina	italiana,	sigue	a	Guiannini	pero	con	matices	diferentes,	ALBAMONTE,	A.:	
«L’Ambiente	 quale	 valore	 tutelado	 dal	 Diritto	 penale»	 en	 Sistema	 penale	 ed	 ambiente.	
Editorial	Cedam,	Padova,	1989,	págs.	9	y	 ss.,	quien	divide	 la	noción	de	ambiente	en	 tres	
tipos	 esenciales	 de	 servicios	 que	 este	 bien	 puede	 dar	 al	 hombre.	 a)	 energía	 y	 recursos	
naturales	 renovables	 y	 no	 renovables;	 además	 recursos	 culturales	 (artística,	 histórica,	
arqueológica,	natural‐cultural)	y	del	devenir	de		la	persona;		b)	el	hábitat,	lugar	en	que	el	
hombre	vive	y	opera,	e	influye	directamente	sobre	la	calidad	individual	y	social	de	vida;	y	
finalmente,	 c)	 la	 recepción	 y	 asimilación	 de	 los	 residuos	 de	 la	 producción	 y	 de	 los	
consumidores	en	la	dinámica	de	los	elementos	de	la	biosfera	(aire,	agua,	suelo).	En	postura	
contraria	 a	 la	 concepción	 de	 Guiannini,	 POSTIGLIONE,	 L.:	 «Ambiente:	 Suo	 significato	
giuridico	 unitario»	 en	Revista	 trimestrale	de	Derecho	público.	 Número	 uno,	 Roma,	 1985,	
pág.	 39,	 quien	 parte	 de	 un	 concepto	 unitario	 que	 concibe	 al	 medio	 ambiente	 como	 un	
interés	 público	 fundamental	 de	 la	 colectividad	 nacional	 y	 no	 como	 una	 pluralidad	 de	
intereses.			
En	 esta	 línea	 en	 la	 doctrina	 española,	 RODRÍGUEZ	 RAMOS,	 L.:	 «Delitos	 contra	 el	medio	
ambiente»	Art.	347	bis.	a),	en	Comentarios	a	 la	 legislación	penal	de	1983.	 	La	reforma	del	
Código	penal	de	1983,	Tomo	V	–	Vol.	2,	Editorial	Edersa,	1985,	pág.	830.		BUSTOS	RAMÍREZ,	
J.:	Manual	de	Derecho	penal,	Parte	 especial,	Editorial	 Ariel,	 1986,	 pág.	 352.	 CANTARERO	
BANDRÉS,	R.:	«El	delito	ecológico:	análisis	del	actual	tipo	penal	y	sus	antecedentes»	en	La	
protección	 penal	 del	 medio	 ambiente:	 Jornadas	 sobre	 la	 protección	 penal	 del	 medio	
ambiente,	CODA‐AEDENAT.	Madrid,	20‐21	de	octubre	de	1990,	Ediciones	de	 la	Agencia	de	
Medio	 Ambiente,	 Madrid,	 1991,	 págs.	 15	 y	 ss.,	 la	 autora	 sigue	 especialmente	 los	
lineamientos	de	Albamonte,	«L’	Ambiente	quale	valore	tutelado	dal	Diritto	penale»	op.	cit.,		
págs.	9	y	ss.	MARTOS	NÚÑEZ,	J.	A.:	«El	medio	ambiente	como	bien	jurídico	protegido	en	el	








c)	 La	 concerniente	 al	 territorio,	 en	 cuanto	 son	 objetos	 de	
preservación	 ecológica	 y	 por	 consiguiente	 de	 actividad	 	 urbanística.	 Esta	
acepción	en	cuanto	alcance	de	tutela	abarca	específicamente	el	suelo	como	
bien	 jurídico	 vinculado	 a	 la	 ordenación	 del	 territorio;	 significado	 que	 se	
distingue	claramente	en	el	contenido	del	Art.	319	del	Código	penal	español	
vigente,	pero	cuya	tutela	se	encuentra	igualmente	contenida	en	el	tipo	penal	




las	 acepciones	 que	 se	 relacionan	 a	 los	 aspectos	 socioeconómicos,	 políticos	 o	
culturales180.		De	esta	forma	reduce	la	concepción	amplia	a	los	elementos	naturales	
y	 de	 características	 dinámicas:	 el	 agua	 y	 el	 aire;	 factores	 que	 verdaderamente	
entran	 a	 mantener	 el	 equilibrio	 ecológico,	 	 pero	 no	 alcanzan	 a	 todo	 el	 sistema	
ecológico	 en	 su	 conjunto.	 Razón	 por	 la	 cual	 esta	 acepción	 	 no	 es	 generalmente	
utilizada	 para	 la	 estructuración	 de	 normas	 que	 protegen	 al	 medio	 ambiente,	
fundamentalmente	 las	 de	 carácter	 penal181.	 	 En	 cambio,	 como	 sub‐epígrafe	 y	 no	
                                                            
179	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «El	 cambio	 de	 criterio	 jurisprudencial	 en	 relación	 con	 la	
calificación	del	peligro	exigido	para	la	consumación	del	tipo	básico	de	los	delitos	contra	el	
medio	 ambiente:	 el	 artículo	 325	 del	 Código	 penal	 y	 su	 estructura	 de	 peligro	 hipotético	





pág.	 38.	 	 BARREIRO,	 J.	 A.:	 «El	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente	 en	 el	 CP	de	1995»	 en	 (Cancio	Meliá	 y	 Barreiro	 Jorge	Agustín	 Coord.)	Estudios	











el	 elemento	 suelo	 como	contenido	de	 su	acepción.	 	 Esta	 interpretación	 tiene	por	
base	 a	 la	 Constitución	 española	 de	 1978,	 pero	 desde	 una	 exégesis	 residual	 o	
fraccionaria	del	Art.	45,	numeral	2:	«Los	poderes	públicos	velarán	por	la	utilización	
racional	de	todos	los	recursos	naturales,	con	el	fin	de	proteger	y	mejorar	la	calidad	
de	 la	 vida	 y	 defender	 y	 restaurar	 el	 medio	 ambiente,	 apoyándose	 en	 la	
indispensable	solidaridad	colectiva».	







GUIANNINI	 y	 la	 estricta	 defendida	 por	 MARTÍN	 MATEO,	 surge	 una	 acepción	
intermedia	 que	 es	 preferentemente	 utilizada	 en	 el	 contexto	 penal.	 	 Así,	 en	 la	
doctrina	 española	 las	 principales	 interpretaciones	 del	 significado	 intermedio	 del	
medio	 ambiente,	 	 provienen	 de	 autores	 como	 BACIGALUPO	 ZAPATER,	 quien	
adopta	 la	acepción	del	medio	ambiente	considerado	como	«bases	naturales	de	 la	
vida	 humana»182,	 por	 medio	 del	 cual	 valora	 los	 elementos	 que	 conforman	 la	
biosfera	 y	 la	 estratosfera,	 y	 obtiene	 un	 concepto	 real,	 concreto	 y	 eficiente,	 que	
permita	en	el	contexto	del	Derecho	penal	la	delimitación	de	elementos	nítidos	que	
deben	ser	protegidos	por	la	norma,	y	a	los	cuales	debe	hacer	referencia	el	supuesto	
de	hecho.	 	De	este	modo	el	autor	 introduce	el	 concepto	ecocéntrico	moderado183	
del	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente	 entendido	 «como	 el	 mantenimiento	 de	 las	
                                                            
182	 BACIGALUPO	 ZAPATER,	 E.:	 Estudios	 sobre	 la	 parte	 especial	 del	 Derecho	 penal,	
2ª	edición,	Ediciones	Akal,	Madrid,	1994,	pág.	223.	
	







propiedades	 del	 suelo,	 el	 aire	 y	 el	 agua,	 así	 como	 de	 la	 fauna	 y	 la	 flora	 y	 las	
condiciones	 ambientales	 de	 desarrollo	 de	 estas	 especies,	 de	 tal	 forma,	 que	 el	
sistema	 ecológico	 se	 mantenga	 con	 sus	 sistemas	 subordinados	 y	 no	 sufra	
alteraciones	perjudiciales»184.			
En	este	línea	encontramos	igualmente	a	DE	LA	CUESTA	ARZAMENDI,	quien	
postula	 una	 concepción	 de	 medio	 ambiente,	 que	 deja	 fuera	 lo	 referente	 al	
urbanismo	y	el	territorio	y	aborda	los	«elementos	agua,	aire	y	suelo,	al	igual	que	la	
fauna	 y	 flora»,	 como	 contenido	 de	 la	 «relación	 hombre	 ‐	 medio»185.	 	 Sobre	 esta	
base,	 el	 autor	 realiza	 una	 interpretación	 jurídico	 penal	 del	medio	 ambiente,	 y	 lo	
concibe	como	un	bien	jurídico	autónomo186.		Exegesis	que	responde	a	un	concepto	
ecocéntrico	moderado,	y	que	 	enseña	el	eclecticismo	entre	el	antropocentrismo	y	
ecocentrismo	 propias	 de	 la	 acepción	 intermedia	 del	 medio	 ambiente.	 	 Una	
acepción	 postulada	 por	 la	 mayor	 parte	 de	 la	 doctrina,	 y	 cuya	 interpretación	
debería	 tener	 alcance	 a	 la	 biodiversidad	 del	 suelo187.	 Es	 decir,	 reconocer	 a	 la	
diversidad	 biológica	 en	 el	 marco	 del	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente,	 como	 parte	
integradora	de	la	entidad	del	suelo,	entendido	como	sistema	o	bases	naturales	de	la	
vida	 humana.	 	 Ya	 	 que	 el	 suelo	 llega	 al	 desequilibrio	 cuando	 su	 estabilidad	 es	





185	DE	LA	CUESTA	ARZAMENDI,	 J.	L.:	 «Protección	penal	de	 la	ordenación	del	 territorio	y	
del	ambiente	(TIT.	XIII,	L,	PANCP	1983)»	en	Documentación	Jurídica.	Monográfico	dedicado	







1992,	 en	 su	 Art.	2	 «Por	 diversidad	 biológica	 se	 entiende	 la	 variabilidad	 de	 organismos	








de	 las	acepciones	del	medio	ambiente,	 es	posible	a	nuestro	entender	 conjugar	el	
concepto	 de	 bases	 o	 sistemas	 naturales	 como	 elementos	 componentes	 del	
ecosistema,	con	la	concepción	antropocéntrica	y	ecocéntrica.			
a)	 El	 medio	 ambiente	 en	 su	 acepción	 estrictamente	
ecocéntrica,	comprende	los	elementos	de	la	ecología,	el	agua,	aire,	y	tierra,		
la	 fauna	 y	 la	 flora.	 	 Esta	 concepción	 interpretada	 desde	 la	 dimensión	
ecológica,	 nos	 proporciona	dos	 exégesis:	 la	 que	 conceptúa	 a	 la	 ecología188	
como	el	estudio	de		la	relación	de	los	seres	vivos	con	su	ambiente	y	la	que	
conceptúa	 como	 el	 estudio	 de	 factores	 bióticos	 (derivados	 de	 plantas	 y	
animales)	 que	 se	 relacionan	 con	 los	 factores	 abióticos	 (clima,	 lluvia,	 aire,	
ubicación	 geográfica)	 para	 producir	 un	 intercambio	 que	 permita	 el	
equilibrio	 de	 los	 sistemas	 en	 sus	 sistemas	 subordinados.	 Esta	 acepción	





que	 la	 ordenación	 del	 territorio	 y	 las	 infraestructuras,	 como	 el	 hábitat	
urbano,	 los	 transportes,	 los	 monumentos.	 	 Esta	 concepción	 lleva	 a	 una	
interpretación	 antropocentrista	 y	 economicista	 del	 medio	 ambiente,	 pues	
aborda	al	medio	ambiente	en	su	vinculación	con	la	naturaleza,	el	hombre	y	
la	economía.	
c)	 El	 medio	 ambiente	 en	 su	 acepción	 ecléctica,	 abarca	 los	
elementos	de	las	bases	naturales	de	la	vida	humana,	compuesto	por	el	agua,	








entre	 la	 concepción	 ecocéntrica	 –	 antropocéntrica,	 porque	 considera	 el	
valor	 inherente	 de	 la	 naturaleza	 y	 de	 su	 vinculación	 con	 el	 ser	 humano,	
reconociendo	de	 este	modo	 el	 principio	 de	 la	 dignidad	humana.	Así,	 	 esta	
simbiosis	 nos	 proporciona	 una	 interpretación	 del	 medio	 ambiente	 que	
pretende	 mantener	 en	 equilibrio	 los	 sub‐sistemas	 subordinados	 o	 bases	










concepciones	 propias	 sobre	 el	 bien	 jurídico.	 En	 la	 doctrina	 española,	 a	 este	bien	
jurídico	se	lo	encuadra	con	diferentes	nomenclaturas,	como	bien	 jurídico	social	o	
universal,	 supraindividual,	 intermedio,	macrosocial	 y	 colectivo,	 entre	 otros.	 	 Por	
ello	 en	 este	 apartado	 abordamos	 las	 diferentes	 denominaciones	 que	 pueden	 ser	
                                                            
189	Como	señala	ANGIONI,	F.:	el	desarrollo	histórico	dogmático	del	bien	 jurídico	ha	dado	
nacimiento	 	 a	 diversos	 conceptos	 referentes	 a	 las	 funciones	 que	 comúnmente	 le	 son	
asignadas,	siendo	estas:	“1)	clasificatoria:	de	naturaleza	eminentemente	práctica.	Sirven	
para	 encasillar	 de	 manera	 coordinada	 los	 bienes	 jurídicos.	 2)	 sistemática:	 ante	 la		
variedad	de	los	contenidos	de	los	tipos	penales,	la	doctrina	del	bien	jurídico	proyecta	dos	
direcciones:	a)	recaba	del	complejo	de	las	normas	a	través	 	de	grados	 	de	generalización	
siempre	 más	 abstractos,	 una	 noción	 unitaria	 del	 bien	 jurídico	 conciliable	 con	 toda	 la	
realidad	 normativa	 presente.	 b)	 recaba	 a	 partir	 de	 una	 totalidad	 sistemática	 menos	
estricta,	 dedicándose	 más	 concretamente	 a	 descripciones	 sobre	 los	 contenidos	
particulares	 de	 tutela.	3)	dogmática:	es	de	 carácter	 inductivo	 y	 consiste	 en	 recabar	del	
cuerpo	 de	 las	 normas	 penales	 vigentes	 	 los	 objetos	 de	 tutela.	 4)	 crítica:	 sigue	 el	
procedimiento	 inverso	 establecido	 en	 la	 dogmática,	 recaba	 los	 objetos	 de	 tutela	 de	 un	











las	 interpretaciones	 antropocéntrica	 y	 ecocéntrica	 del	medio	 ambiente.	 Esto	 nos	
permite	exponer	el	estado	de	 la	cuestión	sobre	 las	diferentes	 interpretaciones	de	
este	bien	como	bien	jurídico	penal.		Existen,	no	obstante,	posturas	que	consideran	
que	 la	 discusión	 antropocéntrica	 –	 ecocéntrica	 de	 los	 bienes	 ambientales	 «no	
cumplen	 ningún	 papel»	 en	 el	 contexto	 penal190,	 	 puesto	 que	 la	 protección	 penal	
directa	de	los	bienes	ambientales	abarca	la	ecología	y	también	a	las	generaciones	
futuras.	 Lo	 dicho	 postula	 la	 definición	 de	 una	 sola	 interpretación	 derivada	 de	 la	
protección	del	medio	ambiente:	 la	 concepción	ecocéntrica	moderada191,	 a	 la	 cual	
nos	referiremos	más	adelante.	
En	el	marco	antropocéntrico	se	abordan	básicamente	dos	interpretaciones.	
Por	 una	 parte	 la	 exégesis	 que	 tipifica	 las	 agresiones	 al	 medio	 ambiente	 como	
protección	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales:	 vida,	 integridad	 física	 y	 salud;	
donde	la	lesión	o	puesta	en	peligro	de	estos	bienes	individuales	se	configura	como	
un	delito	 ambiental	 y	 convierte	 al	medio	ambiente	 en	un	 instrumento	de	ataque	
para	 los	 bienes	 contenidos	 en	 el	 Derecho	 penal	 nuclear.	 Hecho	 que	 no	 permite		
                                                            
190	 MÜLLER‐TUCKFELD,	 J.	 Ch.:	 «Ensayo	 para	 la	 abolición	 del	 Derecho	 penal	 del	 medio	
ambiente»	 en	 La	 insostenible	 situación	 del	 Derecho	 penal,	 op.	 cit.,	 págs.	 510	 y	 ss.		
SCHÜNEMANN,	B.:	 «Sobre	 la	 dogmática	 y	 política	 criminal	 del	Derecho	 penal	 del	medio	






191	 ALASTUEY	 DOBON,	 M.	 C.:	 Delito	 de	 contaminación	 ambiental	 (Art.	 325.1	 del	 Código	
penal),	Editorial	Comares,	Granada,	2004,	págs.	16	y	ss.		BARREIRO,	J.	A.:	«El	bien	jurídico	











2.1.1	 Antropocentrismo	 radical	 derivado	 de	 una	 interpretación	
personalista	del	bien	jurídico		
Al	 partir	 de	 un	 concepto	 antropocéntrico	 radical	 se	 sostiene	 que	 la	 tutela	
penal	 del	medio	 ambiente	 debe	 ser	 entendida	 como	 la	 protección	 de	 los	 bienes	
jurídicos	individuales	de	vida	y	de	salud192.	Así,	la	contaminación	del	suelo,	aire	y	
agua	 será	 digna	 de	 criminalización	 cuando	 los	 elementos	 integrantes	 del	 medio	
ambiente	pongan	en	peligro	la	vida	o	la	salud	de	las	personas.	Esta	interpretación	
encierra	 una	 visión	personalista	de	 bien	 jurídico,	 esto	 es,	 la	 protección	 indirecta	
del	medio	ambiente	ante	la	protección	inmediata	de	los	señalados	bienes	jurídicos	
individuales.		
Aunque	 esta	 tesis	 haya	 sido	 abandonada	 por	 la	 doctrina	 a	 finales	 de	 la	
década	de	los	setenta193,	con	posterioridad	fue	recuperada	por	HOHMANN194.		Para	
                                                            
192	 MÜLLER‐TUCKFELD,	 J.	 Ch.:	 «Ensayo	 para	 la	 abolición	 del	 Derecho	 penal	 del	 medio	
ambiente»	 en	 La	 insostenible	 situación	 del	 Derecho	 penal,	 op.	 cit.,	 pág.	 509.	 	 Esta	
interpretación	 fue	 introducida	por	 los	autores	del	Proyecto	Alternativo	(1971),	véase	en	




193	 En	 lo	 que	 al	 Derecho	 penal	 respecta,	 el	 Consejo	 de	 Europa	 por	 resolución	 de	 28	 de	





protección	 eficaz	 al	 ambiente	 (valores	 como	 el	 agua,	 aire,	 suelo),	 la	 vida	 humana,	 y	 la	
salud.	
	
194	 MÜLLER‐TUCKFELD,	 J.	 Ch.:	 «Ensayo	 para	 la	 abolición	 del	 Derecho	 penal	 del	 medio	
ambiente»	 en	 La	 insostenible	 situación	 del	 Derecho	 penal,	 op.	 cit.,	 págs.	 509	 y	 ss.	




este	 autor	 no	 existe	 un	 bien	 jurídico	 autónomo	medio	 ambiente,	 puesto	 que	 su	
tutela	 acaba	 reduciéndose	 a	 la	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 individuales	 como	
vida	 y	 salud,	 lo	 cual	 no	 es	 otra	 cosa	 que	 la	 manifestación	 de	 una	 concepción	




en	 la	 actualidad,	 porque	niega	 el	 valor	 autónomo	del	medio	 ambiente	 en	 cuanto	
bien	 jurídico	 protegido	 por	 el	 Derecho	 penal.	 	 Esta	 negación	 del	 ius	 puniendi	 a	
intervenir	 ante	 los	 atentados	más	 graves	 contra	 este	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	
compartida,	 permite	 que	 los	 potenciales	 autores	 de	 estos	 delitos	 quienes	 se	





Ilustración.	Donde	 el	 carácter	 limitativo	 y	 legitimante	del	 contenido	material	 del	
ilícito	penal	 se	enfoca	exclusivamente	a	 los	bienes	 jurídicos	 individuales	erigidos	









Editorial	 Comares,	 Granada,	 2004,	 págs.	 17	 y	 ss.	 Describe	 igualmente	 la	 obra	 de	
HOHMANN,	O.:	Das	Rechtsgut	der	Umweltdelike,	1991.	
	
196	 HORMAZABAL	 MALARÉE,	 H.:	 «El	 principio	 de	 lesividad	 y	 el	 delito	 ecológico»	 en	
Quintero	 Olivares/	 Morales	 Prats,	 El	 nuevo	Derecho	 penal	 español.	 	 Estudios	 penales	 en	






totalitarios...	 exigen	 en	 su	 núcleo	 la	 protección	 de	 un	 bien	 jurídico	 individual»;	
valoración	 que	 denota	 una	 clara	 postura	 antropocéntrica	 radical	 que	 hasta	
podemos	decir	excluye	el	carácter	social	del	bien	jurídico	medio	ambiente.	
La	 visión	 «no	 social	 del	 bien	 jurídico»197	 excluye	 la	 legitimación	 de	 los	
bienes	 jurídicos	 colectivos	 propios	 de	 un	 Estado	 social,	 caracterizado	 por	 la	







Al	postular	 la	 supresión	conceptual	del	bien	 jurídico	 colectivo	y	por	 tanto	
del	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 autónomo,	 se	 participa	 de	 lo	 que	 se	 ha	
denominado	por	PADOVANI	«metáfora	conceptual».	Lo	que	significa	que	los	bienes	
jurídicos	 colectivos	 no	 son	 nuevos	 bienes	 jurídicos,	 sino	 son	 «nuevas	 formas	 de	
protección	 de	 bienes	 jurídicos	 individuales	 ante	 las	 formas	 cada	 vez	 más	
sofisticadas	de	ofensa»198.		Es	por	ello	que	el	fin	que	encierra	la	norma	en	este	caso,	
es	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 ante	 conductas	 criminosas	 que	 lo	 puedan	




(Bases	 para	 un	 teoría	 de	 la	 imputación	 en	 derecho	 penal),	 Editorial	 Tirant	 lo	 Blanch,	
Valencia,	 1999,	 págs.	 26	 y	 27,	 	 para	 quien	 un	 concepto	 de	 bien	 jurídico	 que	 legitime	 la	
protección	 penal	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 podría	 convertirse	 en	 un	 elemento	
disolvente	 de	 los	 principios	 iluministas	 propios	 del	 Derecho	 penal.	 En	 consecuencia,	
podría	 transformarse	 en	 una	 máquina	 instrumental	 utilizada	 por	 el	 Estado	 para	 la	
criminalización	de	cualquier	conducta	que	atente	contra	él	mismo.		
	
198	MÉNDEZ	 RODRÍGUEZ,	 C.:	Delitos	 de	 peligro	 y	 sus	 técnicas	 de	 tipificación,	 Servicio	 de	
Publicaciones	de	la	Facultad	de	Derecho	de	la	Universidad	Complutense	de	Madrid,	Centro	






Contrariamente	 a	 lo	 señalado,	 	 la	 creciente	 aparición	 de	 nuevos	 tipos	
penales	que	protegen	bienes	jurídicos	colectivos	trae	aparejada	como	conditio	sine	
qua	non	la	tipificación	de	los	delitos	contra	estos	bienes	jurídicos	como	delitos	de	
peligro;	 conceptuados	 estos	 como	 la	 manifestación	 de	 la	 anticipación	 a	 la	
intervención	penal.	Esta	técnica	es	considerada	por	numerosos	autores199	como	un	
elemento	legitimador	de	los	bienes	jurídicos	colectivos,	pues	se	sostiene	que	solo	a	
través	 de	 la	 estructuración	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 se	 podrá	 hacer	 frente	 a	 los	
ataques	más	graves	contra	las	bases	o	sistemas	naturales.		
2.1.2		 Antropocentrismo	 moderado	 derivado	 de	 una	 interpretación	
personalista	del	bien	jurídico	
Esta	 interpretación	 al	 igual	 que	 la	 antropocéntrica	 radical,	 tiene	 como	
matriz	 	 al	 concepto	 personal	 del	 bien	 jurídico	 defendida	 por	 la	 Escuela	 de	
                                                            
199	Incluso	hay	algunos	autores	como	MORALES	PRATS,	F.:	que	afirma	«que	la	estructura	
del	 peligro	 abstracto	 es	 lo	más	 coherente	 con	 las	 necesidades	 de	protección	de	 un	 bien	
jurídico	colectivo	e	institucional	como	el	medio	ambiente»	vid,	«La	estructura	del	delito	de	
contaminación	 ambiental.	 Dos	 cuestiones	 básicas:	 ley	 penal	 en	 blanco	 y	 concepto	 de	










de	 Publicaciones	 e	 Intercambio	 Científico	 –	 Universidad	 de	 Valladolid,	 Valladolid,	 1999,	
pág.	42.	En	 la	doctrina	española	RODRÍGUEZ	DEVESA,	 J.	M.:	Derecho	penal	español,	parte	
general,	Editorial	Dykinson,	Madrid,	1986,	pág.	428;	BACIGALUPO	ZAPATER,	E.:	Estudios	
sobre	 la	 Parte	 Especial	 del	 Derecho	 Penal,	 Editorial	 Akal.	 Iure,	 Madrid,	 1991,	 pág.	 204.	
MATEOS	RODRÍGUEZ‐ARIAS,	A.:	Derecho	penal	y	protección	del	medio	ambiente,	Editorial	
Colex,	Madrid,	1992,	págs.	98	y	ss.	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS,	T.:	Delitos	de	peligro,	dolo	e	
imprudencia,	 Editorial	 Centro	 de	 Estudios	 Judiciales,	 Madrid,	 1994,	 pág.	 300.	 	 CORCOY	
BIDASOLO,	 M.:	 Los	 delitos	 de	 peligro	 y	 protección	 de	 bienes	 jurídico‐penales	


















sido	 expuestas	 a	 través	 de	 numerosas	 	 monografías	 que	 contribuyen	 a	 que	 la	
dogmática	 pueda	 ofrecer	 «al	 legislador	 y	 al	 juez»	 soluciones	 respetuosas	 «del	
mandato	 de	 efectiva	 protección	 de	 bienes	 jurídicos	 y	 de	 limitación	 de	 la	 pena	
adecuada	al	Estado	de	Derecho»202.	





y	 ss.	 	 Por	 todos	 véase,	 La	 insostenible	 situación	 del	Derecho	 penal,	 Instituto	 de	 Ciencias	
Criminales	de	Frankfurt	(Ed.),	Área	de	Derecho	penal	de	la	Universidad	Pompeu	Fabra	(Ed.	
Española),	Editorial	Comares,	Granada,	2000.		En	contra	de	la	postura	radical	de	ceñirse	al	
clásico	Derecho	 penal	 nuclear,	 ROXIN,	 C.:	La	 evolución	de	 la	política	 criminal,	 el	derecho	
penal	y	el	proceso	penal	(Traducción	al	idioma	español	por	Carmen	Gómez	Rivero	y	María	
del	 Carmen	 García	 Cantizano),	 Editorial	 Tirant	 lo	 Blanch,	 Valencia,	 2000,	 pág.	 90.		
SCHÜNEMANN,	B.:	«Sobre	la	dogmática	y	la	política	criminal	del	derecho	penal	del	medio	
ambiente»	 en	 Temas	 actuales	 y	 permanentes	 del	 Derecho	 penal	 después	 del	 milenio,	
Editorial	Tecnos,		Madrid,	2002,	pág.	219.	
	




202	 ROXIN,	 C.:	 La	 evolución	 de	 la	 política	 criminal,	 el	 derecho	 penal	 y	 el	 proceso	 penal	







protección	 en	 tanto	 sirvan	 a	 los	 intereses	 del	 individuo,	 por	 tanto	 si	 los	 ataques	
contra	 los	 elementos	 ecológicos	 no	 afectan	 de	 manera	 mediata	 a	 los	 bienes	
jurídicos	individuales,	no	se	configura	el	delito	porque	no	se	concreta	dependencia	
del	bien	jurídico	colectivo	al	bien	jurídico	individual.	De	esta	forma	se	orienta	a	que	
la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 sea	 exclusivamente	 del	 Derecho	
administrativo203.			
Es	 aquí	 donde	 precisamente	 aparece,	 y	 con	 mucha	 fuerza,	 el	 concepto	
personalista	 de	 bien	 jurídico	 como	 idea	 absoluta	 y	 reticente	 a	 intervenir	 a	 la	




sancionatorio	 administrativo,	 entre	 el	Derecho	 civil	 y	 el	Derecho	público,	 con	un	
nivel	 de	 garantías	 y	 formalidades	 procesales	 inferior	 al	 del	 Derecho	 penal,	 pero	
también	 con	 menos	 intensidad	 en	 las	 sanciones	 que	 pudieran	 imponerse	 a	 los	
individuos»204.	 	 Derecho	 que	más	 allá	 de	 convertirse	 en	 el	 más	 adecuado	 	 para	
responder	a	los	problemas	específicos	de	las	sociedades	modernas,	se	presenta	con	
«menos	intensidad	en	las	sanciones	que	pudieran	imponerse	a	los	individuos»	que	





Madrid,	 2002,	 pág.	 60.	 	 ALASTUEY	 DOBÓN,	M.	 C.:	El	 delito	 de	 contaminación	 ambiental	




204	 HASSEMER,	 W.:	 Persona,	 mundo	 y	 responsabilidad	 (Bases	 para	 un	 teoría	 de	 la	
imputación	en	derecho	penal),	 (traducción	al	Español	por	Francisco	Muñoz	Conde	 	y	Luis	
Arroyo	 Zapatero),	 Editorial	 Tirant	 lo	 Blanch,	 Valencia,	 1999,	 pág.	 72.	 	 En	 la	 doctrina	
española,	en	este	mismo	sentido	SILVA	SÁNCHEZ,	 J.	Mª.:	La	expansión	del	derecho	penal:		
aspectos	de	la	política	industrial	en	las	sociedades	posindustriales.		Editorial	Civitas,	Madrid,	
pág.	 160,	 el	 autor	 propone	 un	 Derecho	 penal	 de	 dos	 velocidades,	 en	 donde	 la	 segunda	






por	 SUTHERLAND	 delincuentes	 de	 cuello	 blanco,	 quienes	 se	 caracterizan	 por	 su	




penal	 de	 autor,	 más	 bien	 representa	 un	 aporte	 de	 la	 criminología	 que	 permite	
considerar	aquellos	elementos	vinculados	a	la	política	y	la	economía,	y	que	podrían	
influir	 en	 que	 algunas	 conductas	 se	 vuelvan	potencialmente	 peligrosas	 y	 lesivas.		
Lo	que	lleva	por	tanto	a	considerar	que	el	fundamento	que	esboza	el	Derecho	penal	
nuclear,	 podría	 acarrear	 consecuencias	 que	 van	 más	 allá	 de	 la	 opción	 por	 un	
concepto	personalista	antropocéntrico	de	bien	jurídico	(que	se	manifiesta	como	la	
reticencia	de	 la	 teoría	dogmática	 liberal	del	bien	 jurídico)	que	 finalmente	podría	
decantar	por	la	discriminalización	de	los	delitos	contra	el	ambiente.	
Es	por	ello	que	un	concepto	estrictamente	antropocéntrico	del	ambiente	no	
es	 favorable	 para	 una	 argumentación	 de	 la	 creación	 de	 tipos	 que	 sanciona	
penalmente	 los	 graves	 hechos	 perpetrados	 en	 detrimento	 del	 equilibrio	 de	 los	
sistemas	naturales.		Razón	por	la	que	cabe	preguntarse	en	qué	radica	la	diferencia	
entre	el	antropocentrismo	radical	y	el	moderado,	ya	que	la	supuesta	legitimación	
otorgada	 por	 este	 último	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 es	 igualmente	





de	 los	 intereses	 de	 clase	 y	 sostenía	 que	 «Que	 la	 primera	 preocupación	 de	 cuantos	 han	
ejercido	 o	 ejercen	 el	 poder,	 y	 en	 general	 de	 todos	 los	 que	 ocupan	 una	 posición,	






su	 pensamiento	 social	 y	 correccionalista	 del	 Derecho	 penal,	 ya	 indicaba	 que	 «Hay	 por	
tanto,	 un	 muy	 crecido	 número	 de	 "delincuentes	 honrados":	 delincuentes	 de	 hecho,	
honrados	legal	y	aparentemente.	Las	sanciones	penales	de	la	 ley	no	les	alcanzan,	pero	la	









diferencian	 en	 que	 el	 antropocentrismo	 radical	 subroga	 el	 bien	 jurídico	 vida	 al	
medio	 ambiente,	 y	 el	 antropocentrismo	moderado	 valora	 el	 medio	 ambiente	 en	
función	de	la	protección	de	la	vida	y	la	salud	de	las	personas.		
El	concepto	antropocéntrico	moderado,	poco	asumido	en	el	contexto	de	 la	
doctrina206,	 no	 otorga	 autonomía	 a	 la	 protección	 del	medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico	penal.		Por	lo	cual,	para	interpretar	el	medio	ambiente	como	bien	jurídico,	
es	imprescindible	recurrir	a	un	concepto	dogmático	que	reconozca	el	contenido	y	
la	 importancia	 autónoma	 de	 este	 bien	 de	 titularidad	 compartida	 y	 valore	 los	
contenidos	de	 carácter	meta‐penal,	 como	el	 antropocentrismo	y	el	 ecocentrismo.	
Según	 sea	 el	 concepto	 que	 se	 le	 otorgue	 al	 bien	 jurídico,	 se	 podrá	 abarcar	 la	
protección	de	nuevos	bienes	y	en	este	caso	del	medio	ambiente,	ante	las	graves	y	
nuevas	 formas	de	criminalidad.	 	Del	mismo	modo,	 según	sea	el	 concepto	de	bien	
jurídico	 medio	 ambiente	 se	 procederá	 a	 su	 tipificación.	 En	 este	 contexto	 nos	
encontramos	entonces	ante	 la	 tipificación	del	delito	ambiental	como	un	delito	de	






206	 MUÑOZ	 CONDE,	 F.:	 Introducción	 al	Derecho	 penal,	 Editorial	 Bosch,	 Barcelona,	 1975,	
pág.	48.	 	 BOIX	 REIG,	 F.	 J.:	 Ponencia	 presentada	 sobre	 delitos	 contra	 el	medio	 ambiente.	
Prepostes	 per	 a	 la	 reforma	 penal.	 Il	 Lustre	 Collegi	 D	 Advocats	 de	 Barcelona,	 Barcelona,	
1991,	pág.	55.	 	 El	mismo,	 «Protección	penal	del	medio	ambiente	»	 en	 Intereses	difusos	y	
Derecho	penal,	Editorial	Consejo	General	del	Poder	Judicial,	Madrid,	1994,	págs.	118	y	ss.		






lugar,	 tiempo,	 calidad,	 tamaño»207.	 	 Razón	por	 la	 cual	 podemos	deducir	 que	 este	







del	 bien	 jurídico	que	 reconoce	 la	diferencia	 entre	bienes	 jurídicos	 individuales	 y	
colectivos,	es	decir	como	categorías	independientes.	 	Sin	embargo,	el	concepto	de	
bien	jurídico	«intermedio»	abordado	por	MATA	Y	MARTÍN209	en	el	contexto	de	la	
doctrina	 española,	 parte	 de	 la	 teoría	 monista	 personalista	 del	 bien	 jurídico	 que	
interpreta	bajo	un	mismo	denominador	común	la	naturaleza	individual	y	colectiva	
de	 los	bienes,	dando	de	esta	 forma	cabida	al	medio	ambiente	como	bien	 jurídico	
intermedio,	 de	 corte	 monista‐personalista.	 Por	 otra	 parte,	 desde	 una	 visión	









intermedio	 con	 función	 representativa,	 es	 definida	 y	 utilizada	 por	 Tiedemann,	
Schünemann	(estos	dos	autores	lo	utilizan	en	el	marco	de	los	delitos	económicos,	donde	el	
primero	 legitima	 el	 concepto	 	 de	 bienes	 jurídicos	 intermedios	 y	 el	 segundo	más	 bien	 lo	
deslegitima	 definiéndolos	 como	 bienes	 jurídicos	 espiritualizados)	 y	 Jakobs	
respectivamente.	 Sobre	 el	 punto,	 RODRÍGUEZ	 MONTAÑÉS,	 T.:	Delitos	 de	 peligro,	 dolo	 e	
imprudencia,	Editorial	Arias	Montano,	Madrid,	1994,	págs.	299	y	ss.;	MARTÍNEZ	‐	BUJAN	










a)	 Interpretación	monista	 del	 bien	 jurídico	medio	 ambiente	 con	
absoluta	dependencia	al	bien	jurídico	individual	(personalista)	
La	 hermenéutica	 monista	 personalista	 concibe	 al	 bien	 jurídico	 	 desde	 el	
punto	de	vista	de	los	intereses	de	la	persona	singular,	de	modo	que	determina	a	los	






bienes	 jurídicos	 se	 erige	 conforme	 a	 la	 absoluta	 dependencia	 del	 bien	 jurídico	
colectivo	del	bien	jurídico	individual.	
De	este	modo,	la	técnica	de	tipificación	utilizada	para	la	estructuración		de	
los	 delitos	 contra	 el	 ambiente	 como	 un	 bien	 jurídico	 intermedio,	 es	 el	 delito	 de	
peligro	 concreto,	 cuya	 configuración	 requiere	 el	 resultado	 de	 peligro	 para	 los	
bienes	 jurídicos	 individuales	 vida	 y	 salud.	 	 Peligro	 que	 finalmente	 se	manifiesta	
como	 el	 claro	 adelantamiento	 de	 la	 protección	 penal	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
personales.	 Sin	 embargo	 la	 técnica	 de	 tipificación	utilizada	 generalmente	para	 la	
configuración	 de	 los	 delitos	 ambientales,	 es	 el	 delito	 de	 peligro	 abstracto	 o	
denominado	 peligro	 hipotético	 por	 un	 sector	 de	 la	 doctrina	 española,	 que	




Introducción	al	Derecho	penal,	Editorial	Bosch,	Barcelona,	1975,	pág.	48.	 	 Sobre	 la	 teoría	
monista,	 MATA	 Y	 MARTÍN,	 R.:	 Bienes	 jurídicos	 intermedios	 y	 delitos	 de	 peligro,	 op.	 cit.,	
pág.	13.	 SANTANA	 VEGA,	 D.	M.:	La	protección	de	 los	bienes	 jurídicos	 colectivos,	Editorial	
Dykinson,	 Madrid,	 2000,	 págs.	 84	 y	 ss.	 	 SOTO	 NAVARRO,	 S.:	 La	 protección	 penal	 de	 los	
bienes	colectivos	en	la	sociedad	moderna,	Editorial	Comares,	Granada,	2003,	págs.	233	y	ss.	
VARGAS	 PINTO,	 T.:	 Delitos	 de	 peligro	 abstracto	 y	 resultado,	 determinación	 de	 la	









del	 delito	 contra	 el	 medio	 ambiente,	 sino	 también	 y	 fundamentalmente	 la	
valoración	 de	 la	 potencialidad	 peligrosa	 de	 la	 conducta	 que	 atenta	 contra	 los	
elementos	que	conforman	la	ecología.			
Como	 señaláramos	 en	 el	 contexto	 de	 la	 doctrina	 española,	 el	 concepto	 de	
bien	 jurídico	 intermedio	 es	 fundamentalmente	 propugnado	 por	 MATA	 Y	
MARTÍN213,	 quien	 encuadra	 el	 medio	 ambiente	 entre	 los	 bienes	 jurídicos	 con	
referente	 individual.	 Para	 este	 autor	 la	 protección	 de	 este	 bien	 de	 titularidad	
compartida	 está	 fundamentada	 en	 una	 relación	 complementaria	 o	 de	 tutela	
«simultánea	entre	los	intereses	sociales	y	de	los	particulares»214.		De	ello	se	deduce	
que	 el	 legislador,	 al	 momento	 de	 tipificar	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	
deberá	reconducir	este	bien	a	los	bienes	jurídicos	individuales	vida	y	salud,	puesto	
que	 la	 reciprocidad	existente	entre	 los	 intereses	personales	y	suprapersonales215	
no	 permite	 valorar	 de	 manera	 aislada	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 de	 titularidad	
compartida.		Pero	si	esto	fuera	así,	no	se	concretaría	la	protección	penal	de	la	flora	








dolo	 e	 imprudencia,	 op.	 cit.,	 pág.	 299;	 MARTÍNEZ‐BUJÁN	 PÉREZ,	 C.,	 Derecho	 Penal	
económico,	op.	 cit.,	 págs.	 100	 y	 ss.;	 el	mismo	 autor,	 «Reflexiones	 sobre	 la	 expansión	 del	















En	 este	 sentido,	 la	 valoración	 del	 autor	 va	 más	 allá	 de	 la	 calificación	 de	
«reciprocidad»	 que	 le	 asigna	 a	 tales	 bienes	 (personales	 y	 suprapersonales),	 sino	
más	bien	 subordina	 la	protección	del	bien	 jurídico	 suprapersonal,	 y	en	este	 caso	
del	medio	ambiente,	a	la	protección	de	bienes	jurídicos	individuales,	convirtiendo	
de	esta	 forma	 la	 tutela	ambiental	 en	un	 instrumento	 simbólico	de	protección,	 en	
cuyo	sustrato	finalmente	se	valora	a	los	bienes	de	carácter	individual	tutelados	en	
otros	tipos	penales.		Por	tanto,	la	idea	de	que	los	bienes	jurídicos	supraindividuales	
o	 también	denominado	suprapersonales,	 colectivos,	 intereses	generales	y	difusos	
sean	 «reconducibles	 a	 bienes	 jurídico	 individuales»	 cobra	 consistencia	 con	 la	
definición	de	bienes	jurídicos	intermedios.	
En	 el	 marco	 de	 la	 protección	 de	 los	 delitos	 ambientales	 no	 creemos	 sin	
embargo,	 que	 el	 concepto	 de	 bien	 jurídico	 intermedio,	 con	 declinación	 monista	
personalista	 deba	 ser	 utilizado	 para	 definir	 el	 alcance	 y	 contenido	 del	 medio	




los	 bienes	 jurídicos	 vida,	 integridad	 física	 y	 salud,	 puesto	 que	 aquel	 sustrato	 se	
caracteriza	 porque	 su	 titularidad	 recae	 sobre	 toda	 la	 humanidad,	 ya	 que	 la	
presente	 y	 la	 futura	 generación	 se	 convierten	 en	 los	 sujetos	que	 comparten	 este	
bien.			
Además	esta	técnica	de	bien	jurídico	intermedio	utilizada	por	el	 legislador	
para	 proteger	 bienes	 jurídicos	 supraindividuales	 como	 el	 medio	 ambiente,	
contiene	 una	 estructura	 típica	 de	 peligro	 que	 finalmente	 protege	 a	 los	 bienes	
jurídicos	 individuales	 ante	 la	 posible	 lesión	 y	 no	 protege	 autónomamente	 a	 la	
ecología	ante	los	graves	atentados	que	pudieran	ser	perpetrados	en	su	detrimento.		
Por	 tanto,	 de	 este	 apartado	 se	 deduce	 claramente	 que	 la	 teoría	 personalista	
monista	postulada	por	la	escuela	de	Frankfurt	y	la	denominación	de	bien	jurídico	
intermedio	 conferida	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 supraindividuales	 reconducibles	 a	




autónoma	 del	 bien	 jurídico	 colectivo	 medio‐	 ambiente	 y	 a	 la	 intervención	 del	
Derecho	penal	para	la	protección	de	este	bien	de	titularidad	compartida.	
b)	 Interpretación	monista	 del	 bien	 jurídico	medio	 ambiente	 con	
carácter	estatista		
Como	 ya	 señaláramos,	 la	 teoría	 monista	 también	 tiene	 una	 vertiente	
estatista,	 que	 valora	 al	 Estado,	 a	 la	 colectividad	 como	 punto	 de	 referencia.	 	 Así,	










del	 bien	 jurídico,	 se	 pierde	 el	 contenido	 material	 alcanzado	 en	 su	 evolución	 al	






págs.	214	 y	 215.	ORTEGO,	 J.:	 «Bien	 jurídico:	 Lesión	 y	 peligro»,	 en	Estudios	penales,	 libro	
homenaje	 a	 Antón	 Oneca,	 Salamanca,	 1982,	 pág.	 428.	 Asimismo,	 HORMAZABAL	
MALARAREÉ,	H.:	El	bien	jurídico	y	Estado	social,	op.	cit.,	pág.	65.		Al	respecto,	BETTIOL,	G.:	




de	analogía,	 irretroactividad	de	 la	 ley,	culpabilidad,	etc.),	originando	la	concepción	de	un	
derecho	penal	de	autor,	fundado	en	la	sospecha,	en	la	indiferencia	y	en	la	oposición	radical	








El	 vaciamiento	 histórico‐dogmático	 del	 bien	 jurídico,	 provocado	 por	 el	
nacional	socialismo	ha	sido	siempre	invocado	por	algunos	autores	críticos219	de	la	
modernización	del	derecho	penal.	Para	autores	como	HASSEMER,	un	concepto	de	
bien	 jurídico	 que	 legitime	 la	 protección	 penal	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	
podría	convertirse	en	un	elemento	disolvente	de	los	principios	iluministas	propios	





autónoma	 la	 protección	 penal	 medio	 ambiente	 como	 interés	 de	 tutela.	 	 Sin	
embargo	 creemos	 que	 un	 precedente	 fascista	 no	 debe	 ser	 considerado	
precisamente	 fundamento	 de	 la	 negación	 a	 la	 legitimación	 autónoma	 de	 bienes	
jurídicos	 como	el	medio	ambiente,	 cuya	 característica	 fundamental	es	el	adjetivo	
«colectivo»,	reconocimiento	de	su	titularidad	compartida	por	su	propia	naturaleza.	
2.2	 Interpretación	ecocéntrica	
El	 concepto	 ecocéntrico,	 a	 diferencia	 del	 antropocéntrico,	 proviene	
fundamentalmente	de	la	ciencia	ecológica	que	describe	al	ambiente	natural	como	
realidad	 física;	por	 lo	cual	propone	 la	 tutela	de	 la	ecología	en	 función	 	a	su	valor	
                                                            
219	Como	es	el	caso	de	HASSEMER	y	sus	discípulos	(en	Alemania),	véase:	HASSEMER,	W.:	
Persona,	 mundo	 y	 responsabilidad	 (Bases	 para	 una	 teoría	 de	 la	 imputación	 en	 derecho	
penal),	Editorial.	Tirant	 lo	Blanch,	Valencia,	1999,	Capítulos	I	y	 II.	 	HERZOG,	F.:	«Algunos	










naturales	 de	 agua,	 aire	 y	 suelo,	 que	 constituyen	 un	 sistema	 de	 factores	 bióticos	
junto	a	la	fauna	y	la	flora,	que	se	interrelacionan	con	los	factores	abióticos,	como	el	
clima,	 lluvia,	 aire	y	ubicación	geográfica220.	 	 Sin	embargo,	ante	 las	 críticas	que	se	
han	 esbozado	 contra	 este	 concepto	 en	 el	 contexto	 penal,	 surgen	 dos	
interpretaciones:	por	una	parte	el	concepto	esencialmente	ecocéntrico	y	por	otra	el	
concepto	 ecléctico	 que	 abarca	 unitariamente	 las	 acepciones	 antropocéntrica‐
ecocéntrica;	sobre	los	cuales	pasaremos	a	exponer.	
2.2.1	 Interpretación	esencialmente	ecocéntrica	
Esta	 concepción	 ecocéntrica	 definida	 como	 pura	 y	 antagónica	 al	 esencial	
concepto	 del	 antropocentrismo	 que	 protege	 al	medio	 ambiente	 en	 función	 a	 los	
bienes	 jurídicos	 individuales	 salud	 y	 vida,	 no	 ha	 sido	 acogida	 en	 el	 contexto	 del	





a	 confusiones	 y	 deficiencias	 a	 la	 hora	 de	 aplicar	 el	 tipo	 penal	 que	 protege	 tales	
bienes	 jurídicos	 de	 titularidad	 compartida.	 	 Sin	 embargo,	 en	 este	 trabajo	 se	
sostiene	que	el	concepto	que	valora	la	esencia	del	ecocentrismo,	sin	perder	de	vista	
el	referente	teleológico	y	axiológico	del	sistema	jurídico,	y	en	este	caso	del	Derecho	
















la	 conciencia	 pública,	 campos	 de	 intereses	 supraindividuales	 suficientemente	
delimitables	 y	 desarrollados	 de	 manera	 autónoma,	 lo	 que	 podría	 justificar	 su	
reconocimiento	como	bienes	jurídicos	independientes»222.				
Del	 mismo	 modo,	 en	 el	 marco	 de	 la	 doctrina	 española,	 se	 pronuncia	
BACIGALUPO	 ZAPATER,	 quien	 parte	 de	 un	 concepto	 penal	 del	 medio	 ambiente	
valorado	 como	un	bien	 jurídico	 autónomo,	 y	 entendido	 como	«el	mantenimiento	
de	las	propiedades	del	aire,	el	agua,	el	suelo,	así	como	de	las	condiciones	de	vida	de	
la	 flora	 y	 la	 fauna,	 de	 manera	 que	 el	 sistema	 ecológico	 no	 sufra	 alteraciones	
perjudiciales»223.	 En	 esta	 misma	 línea	 encontramos	 a	 CONDE‐PUMPIDO,	 quien	
afirma	 que	 «El	 medio	 ambiente	 se	 protege	 penalmente	 por	 sí	 mismo	 y	 no	 en	
función	del	daño	que	su	perturbación	pueda	causar	a	otros	valores	como	 la	vida	
humana,	 la	 salud	 pública	 o	 individual»224,	 pues	 estos	 son	 bienes	 jurídicos	 ya	
protegidos	en	otros	 tipos	penales	reconocidos	en	el	 contexto	del	clásico	Derecho	
penal	o	Derecho	penal	nuclear.	 	Asimismo,	en	esta	 línea,	 	podemos	colegir	que	se	










(Ed.),	 El	 delito	 ecológico,	 Editorial	 Trotta,	 Madrid,	 1992,	 pág.	 16.	 	 CONDE–PUMPIDO	






medio	 ambiente	 se	 basa	 en	 el	 «equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales»225	 o	 «el	
equilibrio	ecológico»226.		
Las	 valoraciones	 esgrimidas	 por	 estos	 autores,	 nos	 lleva	 a	 analizar	 si	 las	
definiciones	 ecocéntricas	 caracterizadas	 según	 la	 doctrina	 por	 su	 radicalidad,	
responden	 verdaderamente	 a	 un	 ecologismo	 fundamentalista	 o	 a	 una	
interpretación	 adecuada	 a	 un	 concepto	 ecléctico	 de	 bien	 jurídico	 y	 comprendida	
originalmente	entre	 los	bienes	 jurídicos	de	 titularidad	compartida	que	contienen	
un	 sustrato	 autónomo	 y	 propio.	 En	 este	 sentido	 es	 claro,	 que	 la	 característica	
ecocéntrica	del	bien	jurídico	no	sólo	deriva	del	estudio	de	la	ecología	como	tal,	sino	
de	 la	 simbiosis	 existente	 entre	 ésta	 y	 el	 concepto	 o	 función	 crítica	 que	 se	 le	
confiere.	 No	 obstante,	 desde	 una	 perspectiva	 meta‐jurídico	 penal,	 se	 esbozan	
fundamentalismos	que	no	debieran	tener	cabida	en	el	contexto	del	Derecho	penal.		
Verdaderos	radicalismos	que	escapan	de	la	función	crítica	del	bien	jurídico	y	que	
solo	pretenden	que	 la	 intervención	del	 ius	puniendi	 se	concrete	para	sosegar	con	
efecto		inmediato	los	temores	de	la	sociedad227.		
Por	 ello	 debemos	 excluir	 la	 	 aspiración	 de	 llevar	 al	 contexto	 penal	 la	
protección	de	intereses	que	no	cumplen	con	los	mínimos	para	ser	valorados	como	
bienes	 jurídicos	 	 (a‐	 Debe	 tratarse	 de	 un	 comportamiento	 que	 afecte	 a	 las	
necesidades	 del	 sistema	 social	 en	 su	 conjunto;	 superando,	 por	 tanto,	 el	 mero	
conflicto	entre	autor	y	víctima;	b‐	Que	sus	consecuencias	puedan	ser	constatadas	


















Derecho	 penal	 debe	 intervenir	 y	 proteger	 este	 bien	 jurídico	 fundamental	 por	 su	
valor	 como	 tal	 y	 por	 la	 función	 que	 cumplen	 para	 las	 generaciones	 presentes	 y	
futuras.	 Debiendo	 siempre	 excluir	 toda	 fundamentación	 que	 solo	 responda	 a	
manifestaciones	 sociológicas	 que	 no	 determinan	 precisamente	 el	 contenido	 y	
alcance	del	bien	jurídico.	




señaláramos,	 responde	 a	 un	 concepto	 de	 bien	 jurídico	 que	 responde	 a	 juicios	







irreversibilidad	 chocaría	 con	 postulados	 elementales	 del	 Estado	 democrático	 de	
mantener	el	sistema	penal	para	las	formas	tradicionales		de	delincuencia	y	recurrir	
aquí	 solo	 a	 mecanismo	 de	 índole	 resarcitoria.	 Precisamente	 es	 frente	 a	 estos	
delitos	 donde	 el	 Estado	 demuestra	 su	 voluntad	 democrática	 de	 no	 amparar	
situaciones	de	privilegio,	dejando	constancia	de	que	también	los	poderosos	están	
expuestos	a	la	pena	cuando	esta	sea	necesaria»229.	Es	por	ello	que	la	reivindicación	




229	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	 Derecho	 penal	 de	 la	 empresa,	 Editorial	 Trotta,	 Valencia,	
1995,	 pág.	 198,	 en	 alusión	 a	 HORMAZABAL	 MALARRÉ,	 H.:	 «Delito	 ecológico	 y	 función	






En	el	 fondo	de	 la	valoración	ecocéntrica	del	medio	ambiente,	 subyace	por	
tanto	la	verdadera	protección	de	los	elementos	que	conforman	la	ecología,	que	son	
protegidos	 para	mantener	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 y	 subsistemas	 ecológicos	








en	 el	 contexto	 de	 la	 doctrina	 penal	 española	 la	 apuesta	 por	 un	 ecocentrismo	
radical,	la	doctrina	sin	embargo	habla	de	un	concepto	«ecocéntrico	moderado»	que	
surge	 en	 contraposición	 de	 las	 concepciones	 puramente	 ecocéntrica	 y	
antropocéntrica		desarrolladas	en	el	marco	del	Derecho	penal.		Se		ha	buscado	con	
ello	 un	 concepto	 que	 delimite	 materialmente	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	
como	bien	 jurídico	y	que,	al	mismo	tiempo	y	como	conditio	sine	qua	non	para	su	
configuración	 como	 bien	 jurídico,	 sea	 respetuoso	 del	 principio	 de	 dignidad	
humana.			
Este	 concepto	 es	 denominado	 en	 este	 trabajo	 de	 investigación	 como	
«interpretación	 ecléctica»,	 pues	 refiere	 a	 la	 fusión	 de	 los	 conceptos	 que	 fueron		
construidos	de	maneras	casi	antagónicas	a	fin	de	delimitar	el	alcance	de	la	ecología	
y	 el	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico.	 	 De	 esta	 forma,	 el	 eclecticismo	 aquí	
abordado	 entre	 ecocentrismo	 y	 antropocentrismo	permite	 la	 construcción	 de	 un	
concepto	 que	 reconoce	 la	 protección	 determinada	 e	 independiente	 del	 medio	
ambiente	 como	 bien	 jurídico	 tutelado	 por	 el	 Derecho	 penal,	 por	 lo	 cual	 no	 se	
estaría	 subordinando	 la	 protección	 del	medio	 ambiente	 a	 la	 tutela	 de	 los	 bienes	
jurídicos	individuales	de	vida	y	salud,	sino	que	se	reconocería	la	autonomía	de	los	





subsistemas	 naturales	 (delitos	 de	 peligro)	 y	 no	 en	 la	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
individuales	(vida	y	salud),	puesto	que	dicha	afectación	produce	el	desequilibrio	de	
los	sistemas	o	las	bases	naturales.	
En	 este	 sentido	 es	 de	 suma	 importancia	 la	 valoración	 que	 realiza	 DE	 LA	
CUESTA	 AGUADO,	 en	 cuanto	 a	 la	 diferenciación	 entre	 afección	 o	 lesión	 a	 los	
elementos	 que	 integran	 el	 medio	 ambiente,	 y	 el	 medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico.		Por	ello	afirma	que	no	debemos	confundir	«bien	jurídico	medio	ambiente	
y	 elementos	 que	 lo	 integran»230.	 Así,	 los	 elementos	 que	 lo	 integran	 «abarca	 el	
conjunto	de	relaciones,	de	reglas	naturales,	bióticas,	biológicas,	ecológicas,	etc.»231	
que	permiten	el	desarrollo	del	hombre	y	la	aparición	y	el	mantenimiento	de	la	vida	
en	 el	 planeta	 tierra»232.	 De	 esta	 forma	 el	 medio	 ambiente	 se	 convierte	 en	 el	
presupuesto	 de	 la	 vida	 en	 sociedad,	 por	 lo	 cual	 el	 equilibrio	 entre	 todos	 estos	
factores	 (equilibrio	 ecológico	 o	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales)	 es	 lo	 que	
finalmente	constituye	el	medio	ambiente	como	bien	jurídico233.	No	obstante,	aunque	
se	observe	 influencias	de	un	 concepto	amplio	del	medio	ambiente	y	del	 carácter	
antropocéntrico	 contenido	 igualmente	 en	 este	 concepto	 ecléctico,	 de	 ninguna	
manera	 implica	 que	 la	 afección	 a	 la	 vida,	 la	 salud	 y	 la	 integridad	 física	 de	 las	




bien	 jurídico	 medio	 ambiente,	 son	 valorados	 sus	 diversos	 caracteres	
                                                            





232	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 M.	 P.:	 Respuesta	 penal	 al	 peligro	 nuclear,	 Editorial	
Promociones	y	Publicaciones	Universitarias,	Barcelona,	1994,	pág.	92.	
	







jurídico	 desde	 el	 marco	 del	 Derecho	 penal,	 pues,	 como	 hemos	 reiterado,	 el	 ius	
puniendi	 interviene	 porque	 existe	 una	 realidad	 socialmente	 valorada	 ante	 los	
atentados	graves,	y,	por	 tanto,	debe	 intervenir	para	proteger	 las	bases	o	 sistemas	
naturales,	por	su	valor	en	sí	mismo,	y	en	razón	al	principio	de	la	dignidad	humana.		
De	 esta	 forma	 el	 carácter	 autónomo	 del	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente	 está	
vinculado	 al	 carácter	 teleológico	 y	 también	 al	 axiológico	 del	 bien	 jurídico.	 	 Al	
primero	por	la	función	que	el	Derecho	penal	cumple	con	la	sociedad	(protección	de	
bienes	 jurídicos);	 al	 segundo	 porque,	 no	 solo	 la	 norma	 penal	 le	 confiere	
legitimación,	 sino	 igualmente,	 el	 Tratado	 de	 la	 Unión	 Europea	 y	 la	 Constitución	
española	de	1978,	al	igual	que	la	Constitución	paraguaya	de	1992234.	
Por	 otra	 parte,	 el	 carácter	 autónomo	 desemboca	 asimismo	 en	 el	 carácter	
colectivo	 del	 bien	 jurídico,	 pues	 el	 reconocimiento	 de	 que	 su	 protección	 se	
concreta	 en	 una	 realidad	 socialmente	 valorada	 por	 sí	 y	 en	 razón	 de,	 conlleva	
igualmente	 a	 reconocer	 su	 titularidad	 compartida;	 es	 decir,	 la	 sociedad	 toda	 se	
convierte	 en	 el	 sujeto	 pasivo	 de	 este	 bien	 jurídico	 de	 gran	 trascendencia.	 No	





Es	 así	 que	 el	 carácter	 autónomo	 y	 colectivo	 del	 bien	 jurídico	 medio	
ambiente,	 derivado	 en	 este	 contexto	 de	 un	 concepto	 ecléctico	 o	 también	
denominado	por	la	doctrina	ecocéntrico	moderado,	no	solamente	es	protegido	por	
                                                            
234	 Artículo	 8	 ‐	 De	 La	 Protección	 Ambiental:	 Las	 actividades	 susceptibles	 de	 producir	
alteración	ambiental	serán	reguladas	por	 la	 ley.	Asimismo,	ésta	podrá	restringir	o	prohibir	
aquellas	 que	 califique	peligrosas.	 Se	prohíbe	 la	 fabricación,	 el	montaje,	 la	 importación,	 la	
comercialización,	la	posesión	o	el	uso	de	armas	nucleares,	químicas	y	biológicas,	así	como	la	







el	 Derecho	 penal	 como	 el	 resultado	 del	 	 contenido	 puramente	 ecocéntrico	 y	




subyacen	 un	 conjunto	 de	 concepciones	 que	 han	 sido	 valoradas	 para	 considerar	
autónomo	el	contenido	de	este	bien,	autónoma	su	protección	y	fundamentalmente	
reconocido	 su	 carácter	 colectivo.	 	 Por	 ello	 creemos	 oportuno	 abordar	 en	 los	
siguientes	 sub‐apartados,	 las	 estructuras	 conceptuales	 relacionadas	 con	 el	 bien	
jurídico	colectivo,	su	autonomía	y	forma	de	tipificación.	




cuanto	 al	 concepto	 constitucional,	 la	 teoría	 estricta	 es	 aquella	 que	 toma	 por	
fundamento	 exclusivo	 al	 texto	 constitucional,	 de	 cuyo	 cuerpo	 intenta	 extraer	
directamente	los	objetos	de	tutela.	Basa	su	estudio	primordialmente	en	los	límites	
del	 bien	 jurídico	 (no	 se	 centra	 en	 el	 concepto	 en	 sí)235.	 A	 partir	 de	 los	 derechos	
                                                            
235	 En	 esta	 línea	 GONZÁLEZ	RUS,	 J.:	Bien	 jurídico	 y	Constitución	 (bases	para	una	 teoría),	
Fundación	 Juan	March,	 Serie	 Universitaria,	Madrid,	 1983,	 pág.	 24.	 CARBONELL	MATEU,	
J.	C.:	 En	 torno	 a	 los	 intereses	 de	 titularidad	 colectiva,	 en	 De	 la	 Cuesta	 Arzamendi	 /	
Fernández	 Casadevante	 (Dir)	 Protección	 internacional	 del	 medio	 ambiente	 y	 derecho	
ecológico,	 Servicio	 Editorial	 Universidad	 del	 País	 Vasco,	 Euskadi,	 1987,	 pág.	 217.		
Igualmente	 en	 esta	 línea	 ÁLVAREZ	 GARCÍA,	 F.	 J.:	 «Bien	 jurídico	 y	 Constitución»,	 en	
Cuadernos	 de	 política	 criminal,	 Madrid,	 1991,	 págs.	 42	 y	 ss.	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	
«Obligaciones	constitucionales	de	incriminación	y	Derecho	penal	simbólico»	en	Revista	de	
Derecho	y	Proceso	penal,	 Editorial	Aranzadi,	Nº	6,	 2001	 (editado	 en	2002),	 pág.	 106.	 En	
este	sentido,	en	la	doctrina	penal	española	se	pronuncian	críticamente,	MIR	PUIG,	S.:	«Bien	
jurídico	 y	 bien	 jurídico	 penal	 como	 límites	 del	 ius	 punendi»,	 en	 Estudios	 penales	 y	
criminológicos,	 XIV,	 Madrid,	 1990.	 pág.	210;	 	 DIEZ	 RIPOLLES,	 J.L.:	 «El	 Bien	 Jurídico	
protegido	en	un	derecho	penal	garantista»		op.	cit.,	pág.	16.	
Siguiendo	en	este	punto	no	podemos	pasar	por	alto	que	la	corriente	constitucional	
vigorosamente	 enraizada	 en	 Italia	 por	 BRICOLA,	 su	 principal	 representante,	 fue	 la	











de	 los	 bienes	 jurídicos	 que	 son	 dignos	 de	 tutela	 penal.	 Por	 tanto,	 no	 exigen	 una	
correspondencia	exacta	entre	bienes	jurídicos	y	valores	constitucionales236,	sino	la	
observancia	de	una	serie	de	postulados	constitucionales	de	carácter	necesario	en	
el	ordenamiento	penal.	El	bien	 jurídico	no	 sólo	queda	delimitado	por	 los	valores	
abiertamente	 reconocidos	 en	 la	 Constitución,	 sino	 también	 por	 los	 que	 se	
encuentran	de	manera		tácita.		
                                                                                                                                                                              
la	 violación	 de	 bienes	 considerados	 relevantes	 constitucionalmente,	 siendo	 concebidos	






libertad	 como	 bien	 supremo,	 para	 determinar	 la	 diferencia	 entre	 bienes	 primarios	 y	
secundarios;	 siendo	 primarios,	 aquellos	 bienes	 sin	 los	 cuales	 el	 individuo	 no	 puede	
relazarse,	 a	 cuya	 violación	 se	 aplicaría	 la	 pena	 	 privativa	 de	 libertad	 y	 los	 secundarios	
aquellos	bienes	cuya	violación	se	aplicaría	una	pena	pecuniaria.		Así,	para	el	autor	el	bien	
jurídico	 debe	 ser	 siempre	 constitucional;	 RIZ,	 R.:	 Lineamiento	 di	 Diritto	 penale,	 parte	
generale,	Editorial	Bolzano,	1998,	pág.	80,	para	quien	el	bien	jurídico	debe	ser	entendido	
como	 valor	 y	 no	 como	 entidad	 material,	 puesto	 que	 en	 orden	 a	 esos	 valores	 está	
construida	la	teoría	de	la	dimensión	constitucional	del	bien	jurídico	penalmente		tutelado;	
en	 este	 sentido,	 	 Bricola	 junto	 con	 Musco	 y	 Anguioni	 	 están	 alineados	 dentro	 la	 teoría	
constitucional	 estricta;	 MUSCO,	 E.:	 Bene	 giuridico	 e	 tutela	 dell’onore,	 Editorial	 Giuffré,	

























los	 mismos	 observen	 un	 referente	 axiológico	 (sea	 la	 Constitución	 o	 las	
convicciones	sociales	mayoritarias),	que	garantice	la	orientación	del	contenido	del	
bien	jurídico	hacia	el	individuo238	y	toda	la	sociedad239.	










siglo	 XIX	 y	 principios	 del	 XX,	 ya	 preconizaban	 acerca	 de	 la	 influencia	 que	 ejercerían	 la	
sociología	moderna.	 Principalmente,	 la	 sociología	 socialista	 sobre	 el	 derecho	 penal,	 vid,	
DORADO	 MONTERO,	 P.:	 Problemas	 del	 Derecho	 penal,	 Tomo	 I,	 Editorial	 Revista	 de	
legislación,	Madrid,	1895,	pág.	41.	
	
238	 GÓMEZ	 BENÍTEZ,	 J.	 M.:	 «Sobre	 la	 teoría	 del	 bien	 jurídico	 (aproximación	 al	 ilícito	
penal)»,	 op.	 cit.,	 pág.	 98.	 Señala	 que:	 «Las	 interpretaciones	 sociales	 del	 bien	 jurídico	
pretenden	 acceder	 a	 un	 concepto	 material	 de	 la	 lesión	 del	 bien	 jurídico,	 que	 tenga	
contenido	 social.	Dentro	de	esta	pretensión,	 es	preciso	diferenciar	nítidamente,	 aquellas	
teorías	que	siguen	ancladas	en	la	teoría	espiritualista,	 liberal	del	bien	jurídico,	aunque	la	
combinan	con	una	última	referencia	material	al	daño	o	perjuicio	social.	De	aquellas	otras,	
que	 prescinden	 ab	 initio,	 de	 cualquier	 mediación	 valorativo‐cultural	 y	 refieren	
directamente	la	lesión	del	bien	jurídico	al	perjuicio	social».	Asimismo,	cabe	señalar,	que	en	
la	 doctrina	 española	 propugnan	 la	 corriente	 sociológica	 con	 referente	 constitucional	








norma	y	persona,	en	una	 teoría	de	un	Derecho	penal	 funcional,	 (Traducción	 al	 castellano	








autor,	 el	 Derecho	 penal	 cumple	 la	 exclusiva	 función	 de	 asegurar	 las	 condiciones	
que	 posibilitan	 la	 vida	 humana	 en	 común,	 y	 asienta	 de	 este	 modo	 el	
relacionamiento	de	la	teoría	de	la	dañosidad	social	con	la	teoría	del	bien	jurídico,	
dentro	del	marco	de	 los	 límites	 constitucionales,	 que	deben	 ser	 valorados	por	 el	
legislador.			
Con	 ciertos	 matices	 diferenciadores,	 en	 esta	 línea,	 vemos	 en	 la	 doctrina	
española	a	MIR	PUIG	quien	considera	que	el	bien	 jurídico	ha	de	consistir	«en	 las	
condiciones	 de	 la	 vida	 social	 que	 permitan	 la	 participación	 del	 individuo	 en	 los	
sistemas	sociales»241.	Si	bien,	es	cierto	que	el	autor	no	renuncia	al	concepto	de	bien	
jurídico	como	principio	 limitador	de	 la	 intervención	penal,	parte	del	presupuesto	
del	«Estado	social	y	democrático	de	Derecho»,	que	refleja	el	carácter	social	que	le	
confiere	 al	 bien	 jurídico,	 y	 que	 debe	 por	 ello	 ser	 protegido	 en	 la	medida	 en	 que	
constituya	 una	 necesidad	 social	 y	 permita	 la	 participación	 del	 individuo	 en	 los	
sistemas	sociales.	Esta	conceptuación	es	ubicada	en	 la	 línea	de	 los	conceptos	que	
                                                            
240	AMELUNG,	K.:	«El	concepto	de	bien	jurídico	en	la	teoría	de	protección	penal	de	bienes	








amparar	 como	 bienes	 jurídicos	 condiciones	 de	 la	 vida	 social,	 en	 la	 medida	 en	 la	 que	
afecten	a	las	posibilidades	de	participación	de	individuos	en	el	sistema	social.	Y	para	que	








(también	 en	 sentido	 político‐criminal),	 si	 reúne	 dos	 condiciones	 fundamentales:	 a)	
suficiente	importancia	social	y	b)	necesidad	de	protección	por	el	derecho	penal.		Esta	idea	






permite	 la	 interpretación	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 pues	 concreta	 la	
simbiosis	 con	 la	 dañosidad	 social	 configurada	 por	 la	 lesión	 producida	 por	 una	
conducta	que	afecta	a	las	necesidades	del	sistema	emergente	de	la	realidad	social.	
Aquí	 vemos	que	de	 la	 conjunción	de	 estos	 conceptos	 constitucionalistas	 y	
sociológicos	 se	 originan	 las	 bases	 jurídicas	 de	 la	 interpretación	 ecocéntrica‐
antropocéntrica	del	bien	jurídico,	o,	denominada	en	este	trabajo,	ecléctica.	De	esta	
forma,	 las	 funciones	 dogmática	 y	 crítica	 asignadas	 al	 bien	 jurídico	 permiten	
conferir	 un	 valor	 social	 al	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 considerado	
relevante	 por	 su	 valor	 inherente	 y	 por	 su	 vinculación	 con	 el	 principio	 de	 la	
dignidad	 humana.	 Estos	 conceptos	 jurídico‐dogmáticos	 y	 político‐criminales	 del	
bien	 jurídico	 se	 funden	 en	 los	 conceptos	 meta‐jurídicos	 provenientes	 del	
ecocentrismo,	que	como	hemos	señalado,	abarca	el	 conjunto	de	bases	o	sistemas	
naturales	 como	 realidad	 física,	 y	 el	 antropocentrismo	 valora	 la	 interrelación	
existente	 entre	 estos	 (agua,	 suelo,	 aire,	 fauna	 y	 flora,	 biodiversidad)	 y	 la	 vida	
humana.	
Del	mismo	modo,	 surge	de	 la	propia	valoración	conjunta	de	 los	 conceptos	
constitucionales	 y	 sociológicos	 	 el	 concepto	 ecléctico	 de	 	 bien	 jurídico.	 	 En	 este	
sector	 de	 la	 doctrina	 encontramos	 a	 ROXIN,	 quien	 desde	 la	 Constitución	 y	
concretamente	 desde	 la	 idea	 de	 Estado	 de	 derecho,	 trata	 de	 fundamentar	 el	
carácter	prepositivo	de	los	bienes	jurídicos,	y	lo	define	como	«Circunstancias	dadas	





FÍANDACA,	 G.:	 «Il	 “Bene	 Giuridico”	 come	 problema	 teórico	 e	 come	 criterio	 de	 política	
criminale»,	en	Diritto	Penale	in	Transformazione,	Editorial	Giuffré,	Milano,	1985,	págs.	143	
y	 ss.	 En	 estas	 líneas,	 se	 pronuncia	 a	 partir	 del	 marco	 referencial	 de	 la	 Constitución	







De	 esta	 interpretación	 se	 colige	 que	 el	 concepto	 de	 bien	 jurídico	 no	 sólo	
configura	una	manifestación	de	tipo	normativo,	sino	además,	denota	la	vinculación	




contrario,	 adopta	 un	 carácter	 dinámico,	 pues	 observa	 los	 delineamientos	
constitucionales	 con	 flexibilidad	 ante	 la	 evolución	 social	 y	 el	 progreso	 científico‐
tecnológico,	propios	de	su	contexto.	Se	remite	desde	su	concepción	normativista	a	
un	modelo	de	Estado,	que	a	partir	de	 la	perspectiva	sociológica	 funcionalista	(no	





Bajo	 este	 marco	 de	 las	 concepciones	 del	 bien	 jurídico,	 en	 la	 doctrina	
española	 encontramos	 a	 BERDUGO244,	 que	 siguiendo	 a	 AMELUNG	 y	 ROXIN,	
introduce	 también	 un	 criterio	 corrector	 en	 esta	 idea	 que	 es	 de	 obligada	
observación	axiológica	de	la	Constitución.	El	punto	de	partida	adoptado	desde	esta	




de	 actividad	 que	 compete	 al	 Estado;	 2)	 el	moderno	 Estado	 democrático	 de	 derecho,	 en	
cuanto	 libre	 y	 fundado	 sobre	 la	 soberanía	 popular,	 no	 puede	 perseguir	 el	
perfeccionamiento	moral	de	los	ciudadanos	adultos.	En	cambio,	debe	limitarse	a	asegurar	
las	 condiciones	 de	 una	 convivencia	 pacífica;	 3)	 el	 derecho	 penal,	 en	 el	 complejo	 de	 su	
contribución	 en	 tal	 dirección,	 debe	 ingentemente	 garantizar	 los	 bienes	 jurídicos	












Asimismo,	 demuestra	 la	 evidente	 vinculación	 entre	 sistema	 social	 y	
ordenamiento	 jurídico	 penal,	 haciéndose	 patente	 que	 en	 el	 ámbito	 social	 se	
determinan	 los	 intereses	 de	 protección	 penal.	 Tal	 determinación	 necesita	 de	 un	
criterio	 que	 garantice	 la	 orientación	 del	 contenido	 del	 bien	 jurídico	 hacia	 el	
individuo.	Como	ya	se	apuntó,	se	trata	de	un	marco	obligado	que	impide	caer	en	un	
funcionalismo	carente	de	garantías.	Esta	es	pues,	la	Constitución.	
BERDUGO	 define	 el	 bien	 jurídico	 como:	 «Las	 condiciones	 empíricamente	
necesarias	 para	 el	 funcionamiento	 del	 sistema».	 Las	 cuales	 han	 de	 traducirse	 en	
«concretas	 posibilidades	 de	 participación	 del	 individuo	 en	 los	 procesos	 de	
interacción	 y	 comunicación	 social»246.	 Es	 un	 planteamiento	 que	 asume	desde	 un	
enfoque	 interno,	 un	 carácter	 dinámico	 del	 bien	 jurídico	 y	 de	 los	 intereses	
emergentes	de	la	sociedad	moderna	en	que	vivimos.	Lo	que	permite	la	elevación	de	
intereses	 cuya	 titularidad	pertenecen	a	 la	 sociedad	o	 colectividad	de	personas.	Y	
así,	establece	que	el	desarrollo	del	contenido	de	los	bienes	jurídicos	constituye	un	
factor	que	facilita	el	cambio	social	constitucionalmente	exigido247.		




de	 coyunturas	 socioculturales	 observadas	 en	 la	 sociedad	 moderna,	 que	 permite	
                                                            













que	 el	 legislador	 y	 los	 propios	 miembros	 de	 la	 sociedad	 (se	 cree),	 valoren	 los	
bienes	 que	 deben	 ser	 protegidos.	 De	 este	 modo,	 el	 dogma	 del	 bien	 jurídico	 se	
convierte	 en	 punto	 de	 conexión	 de	 la	 política	 criminal	 con	 la	 dogmática,	 que	 se	
concreta	 en	 la	 relación	 entre	 el	 ser	 y	 el	 deber	 ser,	 fundada	 en	 proposiciones	




la	 sociedad,	 el	Derecho	 penal	 	 habrá	 de	 «estar	 al	 servicio	 de	 los	 seres	 humanos,	
habrá	de	proteger	intereses	reales	de	éstos,	ya	sean	directamente	vinculados	a	su	
individualidad,	 ya	 sea	mediados	por	 instituciones	de	 las	 que	dependen	 intereses	
individuales.	 	 Los	 bienes	 jurídicos	 penales	 han	 de	 verse	 como	 concreciones	 de	
estos	intereses	reales	de	los	individuos,	directos	o	indirectos,	que	merecen	por	su	
importancia	fundamental	la	máxima	protección	que	supone	el	Derecho	penal.		Así	
entendidos,	 han	de	 constituir	 la	 referencia	básica	para	determinar	 la	 función	del	
Derecho	penal	en	un	Estado	social	y	democrático	de	Derecho»249,	donde	el	medio	
ambiente	 también	 se	 convierte	 en	 un	 interés	 real	 de	 toda	 la	 sociedad,	 y	 en	
observancia	al	principio	de	dignidad	humana,	puede	ser	protegido	como	un	bien	
jurídico	 autónomo	 y	 con	 entidad	 propia,	 porque	 los	 sistemas	 naturales	 o	 bases	
naturales	de	la	vida	humana,	no	conforman	una	entelequia	sino	una	realidad,	cuya	
protección	adquiere	rango	constitucional	en	el	marco	de	los	principio	rectores	de	
la	 política	 social	 y	 económica,	 en	 cuyo	 Art.	 45	 de	 la	 Constitución	 española	
reconoce:	 1.	Todos	 tienen	 el	 derecho	 a	 disfrutar	 de	 un	medio	 ambiente	 adecuado	
para	 el	desarrollo	de	 la	persona,	así	 como	 el	deber	de	 conservarlo.	2.	Los	poderes	
públicos	velarán	por	la	utilización	racional	de	todos	los	recursos	naturales,	con	el	fin	
de	proteger	y	mejorar	la	calidad	de	la	vida	y	defender	y	restaurar	el	medio	ambiente,	











dispuesto	 en	 el	 apartado	 anterior,	 en	 los	 términos	 que	 la	 Ley	 fije	 se	 establecerán	
sanciones	penales	o,	en	su	caso,	administrativas,	así	como	la	obligación	de	reparar	el	
daño	causado.	





protección	 autónoma	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 de	 titularidad	 individual	 y	
compartida.	 Como	 hemos	 referido	 anteriormente,	 el	 reconocimiento	 de	 esta	
diferenciación	 (entre	 bien	 jurídicos	 individuales	 y	 colectivos),	 es	




En	 este,	 línea	 también	 situamos	 a	 CORCOY	 BIDASOLO,	 para	 quien	 los	 bienes	























referente	 individual	 o	 suficientemente	 individualizables	 y	 los	 bienes	 jurídicos	
denominados	 espiritualizado	 no	 reconducible	 a	 bienes	 jurídicos	 individuales,	
encontramos	a	RODRÍGUEZ	MONTAÑÉS.	 	En	 cuanto	al	primero,	 la	 autora	 refiere	
como	ejemplo	a	los	delitos	de	incendio	o	conducción	bajo	influencia	de	bebidas,	ya	
que	 ambas	 conductas	 son	 potencialmente	 lesivas	 para	 la	 vida	 o	 la	 salud	 de	 las	
personas.	 En	 lo	 referente	 al	 segundo,	 refiere	 los	 delitos	 ambientales,	 a	 los	 que	
encuadra	entre	los	bienes	jurídicos	supraindividuales	con	entidad	propia.		De	esta	





jurídicos	 individuales.	 	 Así,	 la	 puesta	 en	 peligro	 a	 los	 bienes	 jurídicos:	 vida,	




la	 condición	de	 la	peligrosidad	de	 la	 conducta	va	orientada	en	detrimento	de	 los	
elementos	 que	 conforman	 la	 ecología	 (agua,	 suelo,	 aire,	 fauna,	 flora	 y	
biodiversidad)	 y	 cuya	 titularidad	 recae	 en	 las	 presentes	 y	 futuras	 generaciones,	
esto	es	en	toda	la	sociedad.		Ahora	bien,	esta	convergencia	entre	técnica	de	delitos	
de	 peligro	 y	 el	 reconocimiento	 del	 carácter	 colectivo	 o	 la	 titularidad	 compartida	
que	se	le	confiere	al	medio	ambiente	como	bien	jurídico,	le	otorga	autonomía	a	su	







«intermedio	 o	 espiritualizado»254	 que	 se	 erige	 en	 base	 al	 sistema	 teleológico	 del	
Derecho	penal.		Y	que	permite	determinar	desde	esta	categoría	de	los	«valores	y	de	
los	 fines»255	 «el	 objetivo	 reconocido	 como	 valioso	 y	 por	 ello	 digno	 de	 ser	
perseguido»256	 y	 protegido	 por	 el	 Derecho	 penal.	 	 Así,	 desde	 esta	 perspectiva	 el	








jurídico,	 permitió	 la	 transformación	 del	 concepto	 dogmático	 de	 delito	 en	 sus	 diversas	







teleológico.	 Además,	 lo	 interpreta	 como	 el	 “fin”,	 reconocido	 por	 el	 legislador	 en	 los	
preceptos	jurídico‐penales.	En	esta	línea	de	pensamiento,	el	concepto	de	objeto	protegido	
constituye	 una	 «síntesis	 categorial»	 a	 través	 de	 la	 cual	 el	 pensamiento	 jurídico	 logra	
comprender	el	sentido	y	el	fin	de	cada	precepto	penal.	Para	esta	corriente	se	entiende	por	
objeto	 de	 tutela,	 los	 singulares	 valores	 de	 la	 colectividad,	 en	 tanto	 que	 puedan	 ser	
lesionados	mediante	acciones	que	denoten	merecimiento	de	pena.	Sobre	el	Neokantismo	y	
la	 teoría	 de	 los	 valores	 véase	 LARENZ,	 K.:	 Metodología	 de	 la	 Ciencia	 del	 Derecho,	
(Traducido	 al	 idioma	 español	 por	 Miguel	 Rodríguez	 Molinero),	 Editorial	 Ariel	 Derecho,	
Barcelona,	2001,	págs.	113	y	ss.		ROXIN,	C.:	Derecho	penal.	Parte	general,	Editorial	Civitas,	
Madrid,	1997,	pág.	54,	la	concepción	de	bien	jurídico	de	este	autor,	denota	la	influencia	de	
la	 teoría	de	Honing,	 al	definir	 al	 bien	 jurídico	«como	circunstancias	dadas	o	 finales,	 que	
son	útiles	para	el	 individuo	y	su	libre	desarrollo	en	el	marco	de	un	sistema	social	global,	
estructurado	 sobre	 la	 base	 de	 esa	 concepción	 de	 los	 fines	 o	 para	 el	 funcionamiento	 del	









autora	 encuadra	 al	 medio	 ambiente	 entre	 los	 «bienes	 jurídicos	 supraindividuales	







y	 en	 este	 caso	 contra	 el	 medio	 ambiente,	 como	 un	 «delito	 de	 lesión	 o	 concreta	
puesta	en	peligro258.	
En	 este	 sentido,	 en	 la	 doctrina	 española	 además	 de	 RODRÍGUEZ	
MONTAÑÉS,	 	 interpreta	 al	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 colectivo	 no	
reconducible	a	un	bien	individual,	ARROYO	ZAPATERO,	quien	en	la	misma	línea	de	
la	referida	autora,	sostiene	que	la	lesión	en	este	tipo	de	bienes,	se	configura	por	la	
reiteración	 generalizada	 de	 comportamientos	 que	 infringen	 la	 normativa	 básica	
del	sistema259,	y	no	precisamente	por	cada	acto	individual.	Lo	cual	les	lleva	valorar,	
ante	 el	 grado	 de	 dificultad	 existente	 para	 constatar	 la	 afección	 exigible	 a	 la	
conducta	individual	en	relación	al	bien	jurídico	colectivo,	que		la	técnica	de	delitos	
de	peligro	abstracto	es	la	más	adecuada	para	tutelar	el	medio	ambiente	como	bien	
jurídico	 penal.	 	MARTÍNEZ‐BUJÁN260	 por	 su	 parte,	 desde	 la	 esfera	 de	 los	 delitos	
socio‐económicos,	 concibe	 al	 medio	 ambiente	 como	 un	 bien	 jurídico	
supraindividual	 general,	 no	 reconducible	 a	 bienes	 jurídicos	 individuales.	 	 En	 el	
concepto	 de	 este	 autor,	 al	 igual	 que	 los	 autores	 anteriormente	 citados,	 se	 puede	
inferir	 autonomía	 en	 la	 protección	 penal	 del	 ambiente,	 porque	 excluyen	 para	 la	















260	 MARTÍNEZ‐BUJAN,	 C.:	 Derecho	 Penal	 Económico,	 parte	 general,	 	 Editorial	 Tirant	 lo	





naturaleza,	 individual	 o	 supraindividual261.	 	 Sostiene	 que	 el	 bien	 jurídico	 de	
titularidad	compartida	sirve	a	la	persona	porque	protege	«la	seguridad	y	confianza	
en	el	buen	funcionamiento	y	en	el	nivel	de	riesgo	de	las	distintas	actividades	en	las	
que	esa	persona	se	ve	 involucrada»	como	parte	de	 la	 sociedad262.	 	De	esta	modo	
define	antropocéntrica	y	ecocéntricamente,	el	bien	jurídico	medio	ambiente	como	
«aquellos	 que	 pretenden	 proteger	 el	 entorno	 vital	 del	 hombre	 y	 la	 propia	
supervivencia	 de	 la	 especie	 con	 una	 visión	 de	 presente	 y	 futuro,	 como	 son,	 el	
equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 o	 la	 identidad	 de	 la	 especie	 humana»263.		
Propone	 la	configuración	del	 tipo	penal	de	protección	ambiental,	 	como	delito	de	
peligro	abstracto	autónomo,264	fundamentándolo	en	la	naturaleza	supraindividual	
del	bien	jurídico	protegido,	y		no	así	en	su	afectación.	
Por	tanto	en	 lo	que	aquí	 	compete,	el	medio	ambiente,	como	bien	 jurídico,	
tiene	 como	 base	 fundamental	 de	 su	 legitimación	 y	 reconocimiento	 en	 sus	
características	 inherentes	 a	 su	 naturaleza,	 a	 la	 teoría	 dualista	 del	 bien	 jurídico	
penal.	 	Esta	permite	 la	protección	autónoma	que	considera	el	valor	 inherente	del	
medio	ambiente	como	bien	jurídico,	reconoce	la	titularidad	compartida	y	concreta	
el	 carácter	 colectivo	 del	 mismo,	 observando	 siempre	 el	 principio	 que	 rige	 el	
Derecho	penal,		la	dignidad	humana.	
a)		 Legitimidad	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos:	 especial	
referencia	al	medio	ambiente	
El	 reconocimiento	 del	medio	 ambiente	 como	 un	 bien	 jurídico	 de	 carácter	
ecocéntrico‐antropocéntrico	 o	 ecocéntrico	 moderado,	 no	 solo	 nos	 remite	 a	 la	
                                                            























significa	 que	 solo	 debe	 recurrirse	 a	 él	 cuando	 hayan	 fallado	 todos	 los	 demás	
controles.	Como	argumenta	BUSTOS,	la	intervención	penal	«solo	está	justificada	en	
la	 medida	 en	 que	 resulte	 necesaria	 para	 el	 mantenimiento	 de	 su	 organización	
política	dentro	de	una	concepción	hegemónica	democrática»265.	 	Esta	necesidad	o	
principio	 de	 intervención	 del	 Derecho	 penal	 encuentra	 su	 fundamento	 en	 los	
bienes	 jurídicos,	pues	con	su	contenido	 legitiman	 la	 intervención	penal	que	debe	
fundamentalmente	 respetar	 los	principios	 constitucionales	 que	 rigen	 al	Derecho.	
En	 otras	 palabras,	 el	 instrumento	 sancionador	 penal	 interviene	 porque	 la	




material	del	bien	 jurídico,	 cuya	evolución	va	pareja	a	 la	histórica	 transformación	
del	Estado	y	 a	 la	 legitimación	de	 la	protección	de	 los	bienes	 jurídicos	 colectivos.	
Así,	 la	transición	desde	un	Estado	liberal	hacia	un	Estado	social	y	democrático	de	
Derecho,	 refleja	 en	 la	 Constitución	 el	 reconocimiento	 de	 nuevos	 derechos	 de	
                                                            






contenido	 social,	 que	 tienen	 como	 propósito	 asumir	 una	 tarea	 asistencial	 y	
generadora	 del	 desarrollo	 social,	 en	 condiciones	 de	 igualdad	 y	 solidaridad	 e	
interviniendo	en	 los	desequilibrios	que	genera	el	sistema	social.	De	este	contexto	






autodeterminación	 de	 los	 pueblos	 y	 el	 medio	 ambiente266,	 se	 encuentran	
consagrados	 en	 muchas	 constituciones	 modernas,	 como	 «principio	 rector	 de	 la	
política	económica	y	social»,	o	bien	como	derechos	fundamentales.	
Cabe	destacar	que	la	Constitución	Española	de	1978	concibe	el	derecho	de	
protección	 del	 medio	 ambiente,	 no	 como	 un	 derecho	 fundamental	 sino	 como		
«principio	rector	de	 la	política	económica	y	 social»,	 contenidos	en	 los	Arts.	39	al	
52,	del	Capítulo	III	de	dicha	Carta	Magna.	En	cambio,	la	Constitución	paraguaya	los	
asume	 como	 derechos	 fundamentales,	 consagrándolos	 en	 su	 Capítulo	 II,	 Arts.	 7	
«Derecho	a	un	ambiente	saludable»267,	8	«De	la	protección	ambiental»268	y	38	«De	
                                                            
266	 JIMÉNEZ,	 E.	 P.:	 Los	 Derechos	 humanos	 de	 la	 tercera	 generación,	 Sociedad	 Anónima	
Editora,	 Buenos	 Aires,	 1997,	 págs.	 54,	 55	 y	 82,	 el	 autor	 reconoce	 la	 autonomía	 de	 los	
Derechos	de	tercera	generación,	al	no	ubicarlos	entre	los	Derechos	de	segunda	generación.	
La	 diferencia	 entre	 ambos	Derechos	 radica	 en	 que	 los	Derechos	políticos,	 económicos	 y	
sociales,	surgen	como	consecuencia	del	exceso	de	la	ideología	individualista,	mientras	que	
los	 Derechos	 de	 la	 solidaridad	 y	 el	 medio	 ambiente,	 surgen	 en	 el	 contexto	 del	 Estado	
social.	Con	ciertas	diferencias,	se	pronuncia	PÉREZ	LUÑO,	A.	E.:	La	tercera	generación	de	
Derechos	humanos,	editorial	Thomoson	–	Aranzadi,	Pamplona,	2006,	págs.	29	a	36,	para	
quien	 los	 Derechos	 de	 tercera	 generación	 también	 podrían	 ser	 reconocidos	 entre	 los	





interés	 social	 la	 preservación,	 la	 conservación,	 la	 recomposición	 y	 el	 mejoramiento	 del	
ambiente,	 así	 como	 su	 conciliación	 con	 el	 desarrollo	 humano	 integral.	 Estos	 propósitos	
orientarán	la	legislación	y	la	política	gubernamental	pertinente.	
	
268	 Artículo	 8	 ‐	 De	 la	 protección	 ambiental:	 Las	 actividades	 susceptibles	 de	 producir	
alteración	ambiental	serán	reguladas	por	 la	 ley.	Asimismo,	ésta	podrá	restringir	o	prohibir	





partir	 del	 siglo	XX	y	 su	 reconocimiento	 en	 las	 constituciones	 van	 implícitamente	
ligadas	al	reconocimiento	de	los	bienes	jurídicos	colectivos	como	interés	de	tutela	
penal.	 Sin	 embargo,	 el	 referente	 axiológico	 que	 se	 erige	 como	 legitimación	 y	
reconocimiento	 de	 los	 derechos	 del	 ciudadano	 no	 se	 concreta	 	 ni	 convierte	 en	
contenido	 material	 del	 injusto,	 pues	 este	 se	 encuentra	 determinado	 por	 dos	
elementos	 de	 la	 teoría	 del	 delito:	 la	 tipicidad	 y	 la	 antijuricidad.	 La	 primera,	 la	
explicamos	 como	 la	 adecuación	 de	 una	 conducta	 (supuesto	 de	 hecho	 fáctico)	 al	




Aquí	 radica	 el	 punto	 neurálgico	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 su	
legitimación	 penal	 a	 la	 vista	 de	 los	 principios	 fundamentales	 que	 conforman	 el	
Derecho	 penal:	 intervención	 mínima	 (del	 que	 derivan	 los	 principios	 de	
subsidiariedad	 y	 fragmentariedad),	 seguridad	 jurídica	 y	 lesividad.	 Algunas	
                                                                                                                                                                              
comercialización,	la	posesión	o	el	uso	de	armas	nucleares,	químicas	y	biológicas,	así	como	la	










vida	 y	 con	 el	 patrimonio	 colectivo».	 	 Sobre	 este	 punto,	 llama	 la	 atención	 la	 opción	 del	
constituyente	 paraguayo	 por	 englobar	 bajo	 la	 denominación	 de	 intereses	 difusos,	 el	
reconocimiento	 constitucional	de	bienes	 jurídicos	 con	diferencias	 importantes,	pero	que	
sustancialmente	 se	 caracterizan	 por	 estar	 vinculados	 a	 los	 bienes	 reconocidos	 en	 un	
Estado	 social	 y	 democrático	 de	 Derecho.	 Sobre	 este	 punto,	 véase	 a	 SGUBBI,	 F.	 en	 su	
conocida	publicación	sobre	 la	«Tutela	penale	di	 interessi	diffusi»,	en	 la	que	planteaba	el	
problema	 de	 la	 imposible	 protección	 penal	 de	 los	 intereses	 difusos	 proclamados	 en	 la	






corrientes	 doctrinales270	 opinan	 que	 estos	 principios	 son	 transgredidos	 por	 las	
nuevas	figuras	penales,	porque	recurren	generalmente	a	la	utilización	de	la	técnica	





En	 este	 orden,	 emerge	 la	 valoración	 del	principio	de	 intervención	mínima,	
que	 refiere	 al	 límite	 del	 poder	 punitivo	 estatal	 y	 que	 se	 justifica	 en	 la	 propia	
finalidad	del	Estado,	que	es	velar	por	la	seguridad	y	el	orden	social.	Este	principio	
planteado	por	BECCARIA	en	los	albores	del	Estado	moderno,	limita	al	poder	estatal	






En	 este	 sentido,	 véase	 por	 todos,	 ARROYO	 ZAPATERO,	 L.	 /	 NEUMANN,	 U.	 /	 NIETO	
MARTÍN,	 A.	 (coord.):	 Crítica	 y	 justificación	 del	 Derecho	 penal	 en	 el	 cambio	 del	 siglo.	 El	




W.:	Persona,	mundo	y	responsabilidad,	 (Bases	para	un	 teoría	de	 la	 imputación	en	derecho	
penal),	 (traducción	 al	 idioma	 español	por	Francisco	Muñoz	Conde	y	María	Del	Mar	Díaz	
Pita),	Editorial	Tiran	lo	Blanch,		Valencia,	1999.		La	insostenible	situación	del	Derecho	penal,	
Instituto	 de	 Ciencias	 Criminales	 de	 Frankfurt	 (ed.);	 Área	 de	 Derecho	 penal	 de	 la	
Universidad	Pompeu	Fabra	(ed.	Española),	 	Editorial	Comares,	Granada,	2000.		En	contra	
de	la	crítica,	como	referentes	encontramos	a	CORCOY	BIDASOLO,	M.:	Los	delitos	de	peligro	
y	 protección	 de	 bienes	 jurídico‐penales	 supraindividuales,	 op.	 cit.	 págs.	 371	 a	 373.	
MARTÍNEZ‐BUJÁN	 PÉREZ,	 C.:	 Derecho	 Penal	 económico,	 op.	 cit.,	 págs.	 22	 y	 ss.	
TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	 «Protección	 penal	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 nuevo	 Código	
Penal	español.	Luces	y	sombras»	en	Estudios	criminológicos	XIX,	Universidad	Santiago	de	
Compostela,	Santiago	de	Compostela,	1996.		MORALES	PRATS,	F.:	«Estructura	del	delito	de	
contaminación	 ambiental.	 	 Dos	 cuestiones	 básicas:	 Ley	 penal	 en	 blanco	 y	 concepto	 de	








debe	 ser	 utilizado	 respetando	 los	 límites	 establecidos	 en	 la	 intervención	 del	
Derecho	penal.	Esta	 intervención	que	se	produce	cuando	 los	bienes	 jurídicos	son	
atacados	por	conductas	socialmente	dañosas	o,	dicho	de	otra	manera,	ante	ataques	
muy	 graves,	 determina	 el	 carácter	 fragmentario	 del	 derecho	 penal.	No	 obstante,	
persiste	 un	 problema	 crucial	 desde	 la	 perspectiva	 fragmentaria271	 del	 Derecho	
penal,	 que	 radica	 en	 la	 falta	 de	 delimitación	 de	 «los	 ataques	 más	 intolerables»	
contra	 bienes	 jurídicos	 colectivos.	 Es	 decir,	 ¿cómo	 podríamos	 saber	 cuándo	 un	
ataque	produce	un	riesgo	mayor	para	el	bien	protegido	penalmente?	Pues	en	caso	
de	no	ser	un	riesgo	grave	no	se	justificaría	la	intervención	del	ius	puniendi.	
La	 enunciación	 de	 esta	 falta	 de	 delimitación	 constituye	 la	 problemática	
constante	 en	 la	 confluencia	 del	Derecho	 penal	 y	 el	Derecho	 administrativo	 en	 la	
protección	de	bienes	jurídicos	colectivos,	porque	se	sostiene	que	imposibilita	una	
distinción	 ontológica	 entre	 el	 injusto	 penal	 y	 el	 injusto	 administrativo.	 En	 este	
sentido,	 la	 doctrina	 penal	 a	 través	 de	 las	 tesis	 cualitativas	 y	 cuantitativas	 ha	
realizado	 grandes	 aportes	 para	 determinar	 los	 límites	 objetivos	 entre	 el	 ilícito	
penal	y	el	ilícito	administrativo.	Punto	sobre	el	que	nos	referiremos	más	adelante,	
pero	consideramos	que	 la	teoría	cualitativa	 justifica	 la	 intervención	penal	para	 la	
protección	de	 los	bienes	 jurídicos	 colectivos,	 puesto	que	 la	 función	 inmediata	de	
tutela	 de	 bienes	 jurídicos	 relevantes,	 no	 encuadra	 con	 la	 sanción	 administrativa.		
Esta	 tiene	 por	 función	 regular	 una	 actividad	 prescindiendo	 del	 concepto	 de	
lesividad	o	de	afección,	propias	de	la	configuración	del	ilícito	penal	(estructuradas	
como	delitos	de	 lesión	o	de	peligro),	 e	 interviene	por	 la	 simple	 violación	de	una	
norma	que	regula	comportamientos	referentes	a	actividades	objetivas.			
Se	 habla	 igualmente	 de	 la	 perspectiva	 subsidiaria	 del	 Derecho	 penal,	




bien	 sabemos	 que	 este	 postulado	 dio	 un	 giro	 que	 se	 vio	 reflejado	 por	 el	 paso	 de	 una	










que	 el	 Derecho	 administrativo	 como	 portador	 hegemónico	 de	 la	 protección	 del	
ambiente,	las	bases	o	los	sistemas	naturales,	no	tiene	alcance	eficiente	para	tutelar	
estos	 intereses	o	bienes	 jurídicos	de	 titularidad	compartida,	ante	 los	hechos	más	
graves	que	atentan	contra	los	mismos.		Esto	se	constata	con	el	análisis	sociológico	
y	político	criminal	de	las	sociedades	primermundistas	y	tercermundistas,	donde	la	
necesidad	de	 la	 incriminación	de	conductas	que	atentan	contra	este	bien	 jurídico	
se	han	originado	por	la	gravedad	de	las	acciones	a	nivel	postindustrial	(emisión	o	
inmisión	 de	 contaminantes)	 y	 nivel	 del	 agro	 (contaminación	 del	 suelo,	 agua,	
atmósfera	 por	 aspersión	 de	 agroquímicos	 o	 elementos	 químicos	 no	 permitidos).	
Situación	 que	 ha	 originado	 la	 configuración	 de	 la	 protección	 penal	 del	 medio	
ambiente	 en	 los	 contextos	nacionales.	 	 Sin	 embargo,	 esta	 tutela	 sólo	 es	 eficaz	 en	
aquellos	sistemas	jurídicos,	donde	el	previo	reconocimiento	y	 la	aplicación	de	los	
principios	 de	 precaución	 y	 prevención	 contenidas	 en	 las	 normas	 administrativas	




definición	 de	 delitos	 y	 penas.	 También	 se	 lo	 considera	 quebrantado	 desde	 la	
configuración	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 	 cuando	 la	 ley	 no	 cumple	 con	 la	
función	de	establecer	de	forma	clara	y	concreta	la	definición	del	ámbito	 	punible.		
Sin	 embargo	 los	 numerosos	 debates	 de	 la	 doctrina	 han	 aportado	 elementos	


















o	 puesta	 	 en	 peligro	 del	 bien	 jurídico	 o	 en	 la	 dañosidad	 social	 del	 mismo.	 El	
principio	de	 lesividad	se	ha	sintetizado	en	el	 tradicional	aforismo	liberal	«no	hay	
delito	 sin	 daño»,	 que	 equivale	 a	 la	 no	 existencia	 de	 la	 conducta	 punible	 sin	
amenaza	 concreta	 o	 real	 para	 el	 bien	 jurídico	 tutelado,	 la	 que	 a	 su	 vez	 debe	
plasmarse	 en	 la	 inequívoca	 dañosidad	 social	 del	 comportamiento.	 Esta	 ha	
establecido	 como	 presupuesto	 fundamental	 a	 ser	 observado	 a	 la	 hora	 de	
incriminar	 una	 conducta,	 que	 debe	 tratarse	 de	 una	 conducta	 que	 afecte	 a	 las	
necesidades	del	 sistema	 social	 en	 su	 conjunto	 y	 cuyas	 consecuencias	puedan	 ser	
constatadas	en	la	realidad	social.	Partiendo	de	estas	dos	columnas	fundamentales	
para	 incriminar	 la	 conducta,	 se	 lograría	 hablar	 de	 afectación	 	 a	 un	 bien	 jurídico	
colectivo.	
Ahora	bien,	 ¿cabría	en	este	marco	hablar	de	 legitimidad	o	 legitimación	de	
los	 bienes	 jurídicos	 colectivos?	 	 Respecto	 a	 la	 diferencia	 entre	 legitimidad	 o	
legitimación,	 ZÚÑIGA	 RODRÍGUEZ	 señala	 que	 con	 la	 «legitimación	 se	 hace	
referencia	 a	 la	 adhesión	 de	 los	 ciudadanos	 al	 Estado,	 situándonos	 en	 el	 plano	
fáctico	de	la	confianza	de	los	ciudadanos	hacia	los	gobernantes».	Por	el	contrario,	
señala	 la	 autora,	 que	 la	 legitimidad,	 alude	 «al	 plano	 teórico	 de	 la	 justificación	
legítima	 y	 ética	 del	 propio	 Estado	 y	 de	 la	 	 actuación	 política	 y	 jurídica	 de	 sus	
gobernantes»273.	De	esta	forma,	no	sólo	se	puede	afirmar	la	legitimación	social	de	
los	bienes	jurídicos	colectivos,	sino	también	su	legitimidad	jurídica,	pues	estos	se	
establecen	 en	 una	 sociedad	marcada	 por	 el	 proceso	 de	 transición	 de	 un	 Estado	







considerados	 fundamentales	 para	 mantener	 el	 nivel	 de	 vida	 y	 permitir	 la	
participación	de	 las	personas	 como	miembros	de	 la	 sociedad,	 también	observa	y	
permite	 la	 conjunción	 compleja	 de	 factores	 tecnológicos	 que	 se	 instalan	 y	 se	
desarrollan	 en	 un	 contexto	 donde	 el	 riesgo	 constante	 responde	 a	 demandas	
sociales	 de	un	Estado	de	 bienestar,	 y	 origina	 realidades	 hasta	 hoy	desconocidas,	
pero	 que	 s	 su	 vez	 producen	 singulares	 formas	 de	 criminalidad	 que	 exige	 la	
intervención	del	 ius	puniendi.	Es	por	ello	que	 la	creación	de	un	derecho	penal	de	
intervención274,	 no	 es	 precisamente	 la	 respuesta	 más	 eficaz,	 pero	 si	 la	 más	
tolerante	con	la	delincuencia	de	cuello	blanco,	ya	que	sólo	se	conseguiría	evitar	la	




El	 carácter	 colectivo	 que	 se	 le	 confiere	 al	 medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico	es	casi	indiscutible275.		Su	propia	naturaleza,	como	valor	emergente	en	un	
Estado	 social,	 que	 lo	 define	 como	 derecho	 social	 de	 tercera	 generación	 («Medio	
ambiente	 y	 autodeterminación	 de	 los	 pueblos»)276	 donde	 el	 Estado	 no	 sólo	
                                                            






Derechos	 de	 tercera	 generación	 originados	 en	 el	 contexto	 del	 Estado	 social,	 véase,	
JIMÉNEZ,	E.	P.:	Los	Derechos	humanos	de	 la	tercera	generación,	op.	cit.,	págs.	54,	55	y	82.	
Con	ciertas	diferencias,	se	pronuncia	PÉREZ	LUÑO,	A.	E.:	La	tercera	generación	de	Derechos	




con	 aquellos	 sectores	 más	 desfavorecidos	 de	 la	 misma.	 	 En	 lo	 referente	 a	 España,	
considero,	 que	 en	 medio	 de	 todas	 las	 contrariedades,	 los	 vaivenes	 sociales,	 políticos	 y	
jurídicos,	 como	 Estado	 social	 ha	 tratado	 de	 dar	 cumplimiento	 a	 los	 preceptos	 y	
reconocimientos	constitucionales.	Sobre	el	concepto	de	Estado	social	de	forma	in‐extensu	
véase,		PÉREZ	ROYO,	J.:	Curso	de	Derecho	constitucional,	décima	(ed.)	(revisada	y	puesta	al	









Debemos	 no	 obstante	 remarcar	 que	 al	 hablar	 de	 derechos	 y	 en	 este	 caso	
derechos	 sociales,	 no	 estamos	 haciendo	 alusión	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	
concretamente,	 sino	 refiriéndonos	 a	 su	 marco	 axiológico,	 puesto	 que	 la	
configuración	 de	 los	 delitos	 ambientales	 no	 se	 concreta	 por	 la	 violación	 de	 los	
derechos	 sociales	 de	 los	 cuales	 goza	 la	 sociedad,	 sino	 por	 la	 lesión	 o	 puesta	 en	
peligro	 del	 bien	 jurídico	 colectivo	 ambiente,	 que	 concreta	 por	 la	 afección	 o	
desequilibrio	del	sistema	natural.	
En	 los	últimos	años	 la	doctrina	penal	continental	ha	trabajado	el	concepto	
de	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 al	 igual	 que	 el	 concepto	 de	 supraindividuales	
(abordado	anteriormente)	y	el	concepto	difuso	de	bien	jurídico	(a	ser	desarrollado	
más	adelante).		Sin	embargo,	en	el	contexto	del	medio	ambiente	enmarcado	a	una	
interpretación	 ecléctica,	 esto	 es,	 antropocéntrica‐ecocéntrica,	 la	 concepción	 de	
colectivo	 no	 solo	 se	 materializa	 por	 ser	 indivisible	 e	 indistribuible,	 sino	
fundamentalmente	porque	su	titularidad	compartida		recae	sobre	toda	la	sociedad	
y	no	sólo	sobre	un	sector	de	la	misma.			
En	efecto,	 la	principal	característica	común	otorgada	a	 los	bienes	 jurídicos	






Kollektive	 Rechtsgùter	 im	 Strafrecht,	 Heymanns	 Verlag,	 2002,	 pág.	 111	 y	 ss.	 	 «Debe	
ocuparse	 el	 Derecho	 penal	 de	 riesgos	 futuros.	 Bienes	 jurídicos	 colectivos	 y	 delitos	 de	
peligro	abstracto»	en	RECPC,	04‐	14‐	2002,	pág.	9.		«El	bien	jurídico	como	eje	material	de	
la	 norma	 penal»	 en	 Hefendehl	 (Ed.),	 La	 teoría	 del	 bien	 jurídico,	 ¿fundamento	 de	
legitimación	 del	Derecho	 penal	 o	 juego	 de	 abalorios	 dogmático?,	 Editorial	 Marcial	 Pons,	
Madrid,	2007	pág.	189.	En	la	doctrina	española	el	trabajo	monográfico	que	ha	abordado	la	
teoría	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 SOTO	NAVARRO,	 S.:	 La	 protección	 penal	 de	 los	
bienes	jurídicos	colectivos	en	la	sociedad	moderna,	op.	cit.,		pág.	194,	269	y	317,	quien	para	




como	miembros	de	 la	 sociedad	en	su	conjunto	son	sujetos	 titulares	de	este	bien.		
No	obstante,	para	algunas	corrientes	dicha	titularidad	no	es	compartida	por	todos	
los	ciudadanos,	sino	por	una	colectividad	de	personas278,	quienes	finalmente	gozan	
de	 una	 protección	 individual.	 Este	 sería	 el	 caso	 de	 los	 delitos	 contra	 la	 salud	
pública,	 los	 consumidores	 y	 los	 trabajadores,	 en	 donde	 la	 lesividad	 o	 puesta	 en	
peligro	afecta	generalmente	a	un	colectivo	de	personas,	entendido	como		un	grupo	
de	 personas	 determinadas,	 que	 viene	 realmente	 a	 ser	 valorado	 como	 bienes	
jurídicos	 difusos.	 	 Esta	 interpretación	 del	 concepto	 colectivo	 entendido	 como	un	
sector,	no	puede	ser	aplicado	desde	ningún	punto	de	vista	al	medio	ambiente	como	
bien	 jurídico,	pues	por	su	propia	naturaleza	denota	un	carácter	colectivo	general	
que	 abarca	 toda	 la	 sociedad279,	 la	 que	 se	 convierte	 en	 	 sujeto	 pasivo	 del	 bien	
jurídico	constituido	por	los	sistemas	naturales.	
La	 afirmación,	 por	 tanto,	 de	 encuadrar	 el	 medio	 ambiente	 por	 su	 propia	
naturaleza	 como	 un	 bien	 jurídico	 colectivo	 de	 titularidad	 compartida,	 lleva	 a	








278	 SANTANA	VEGA,	D.	M.:	La	protección	penal	de	 los	bienes	 jurídicos	colectivos,	Editorial	
Dikynson,	Madrid,	 2000,	 	pág.	 77	quien	 refiere	que	 	 «los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 son	
aquellos	que	afectan	–o	mejor	sería	decir,	podrían	afectar‐	a	una	generalidad	de	personas		
individuales	 sin	 mediación	 	 de	 un	 ente	 institucional	 que	 opere	 como	 aglutinador	 de	 la	
protección	penal,	entre	otros.	La	salud	pública,	maquinaciones	para	alterar	el	precio	de	las	
cosas,	 falsificaciones,	 delitos	 contra	 la	 seguridad	 del	 tráfico,	 delitos	 contra	 la	 libertad	 y	
seguridad	 de	 los	 trabajadores,	 delito	 ecológico,	 etc.».	 	 MARTÍNEZ‐BUJÁN	 PÉREZ,	 C.:	
Derecho	 penal	 económico,	 parte	 general,	 op.	 cit.,	 pág.	 95,	 quien	 diferencia	 los	 intereses	











que	 reconocen	 como	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 a	 aquellos	 intereses	 que	 están	
vinculados	 a	 los	 derechos	 personales,	 o	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales,	
consideran	que	estos	pueden	ser	objeto	de	 libre	disposición,	porque	estos	bienes	
jurídicos	 «se	 materializan	 a	 través	 de	 individuos	 concretos»281	 y	 «por	 el	
consentimiento	de	 todos	 los	 cotitulares	 en	 la	 lesión	o	puesta	 en	peligro	del	bien	
jurídico»282	respectivamente.	Ambas	autoras	sin	embargo	sostienen,	que	los	bienes	
jurídicos	 que	 por	 naturaleza	 son	 colectivos,	 son	 verdadera	 y	 absolutamente	
indisponibles.	 Valoración	 ésta,	 que	 se	 	 adecuada	 al	 medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico	 penal,	 puesto	 que	 estamos	 hablando	 de	 un	 bien	 cuya	 titularidad	 recae	
sobre	toda	la	sociedad,	 lo	cual	 imposibilita	 la	consideración	de	todos	los	titulares	
para	su	libre	disposición.	
Además	 de	 las	 características	 señaladas	 es	 considerada	 característica		








281	 BONET	 ESTEVA,	 M.:	 La	 víctima	 del	 delito	 (La	 autopuesta	 en	 peligro	 como	 causa	 de	










que	 «Un	 bien	 jurídico	 será	 colectivo	 cuando	 sea	 conceptual,	 real	 y	 jurídicamente	
imposible	dividirlo	en	partes	y	asignar	una	porción	de	este	a	un	individuo»283.			
El	autor,	por	tanto,	define	claramente	que	es	un	bien	jurídico	colectivo	y	lo	
encuadra	 en	 el	 medio	 ambiente	 como	 tal.	 	 Así,	 considerando	 las	 características	
propias	y	 la	naturaleza,	 	precisa	que	el	medio	ambiente	es	un	«bien	de	 consumo	
para	 toda	 la	 sociedad»,	 confiriendo	 de	 esta	 forma	 un	 carácter	 más	 bien	
economicista	que	conservacionista.		Así,	sostiene	que	el	agua	no	es	protegida	como	
«un	 valor	 en	 sí	 mismo,	 sino	 en	 su	 función	 con	 respecto	 al	 ser	 humano	 y	 en	 su	
vinculación	 con	 sus	 necesidades	 existenciales»284;	 definición	 que	 nos	 lleva	 a	
observar	 una	 simbiosis	 en	 el	 concepto	 utilizado	 por	HEFENDEHL,	 pues,	 por	 una	
parte,	 reconoce	 la	 titularidad	compartida	del	medio	ambiente	como	bien	 jurídico	
colectivo	y	por	otra,	denomina	a	uno	de	los	elementos	de	la	ecología,	o	subsistema	
del	sistema	natural	como	es	el	agua,	con	una	declinación	más	bien	antropocéntrica	
moderada	que	aquella	por	 la	que	hemos	optado	en	este	 trabajo	de	 investigación,	
antropocéntrica‐ecocéntrica.	
El	 autor	 no	 obstante	 no	 solo	 diferencia	 el	 medio	 ambiente	 de	 los	 otros	
bienes	jurídicos	colectivos,	por	su	carácter,	general,	«tangible	y	modificable»,	sino	
por	su	correspondencia	con	los	bienes	ecológicos		y	porque	su	construcción	parte	
de	 realidades	 sociales	 o	 «perceptibles	 materialmente».	 	 Una	 concepción	 que	
finalmente	encuadra	con	un	concepto	más	bien	conservacionista	y	ecléctico.	 	Por	




abalorios	dogmático?	 	op.	cit.,	pág.	189.	El	mismo	Kollektive	Rechtsgùter	 im	Strafrecht	 ,op.	




284Ibídem.	 	 El	mismo,	Kollektive	Rechtsgùter	 im	Strafrecht	 ,op.	 cit.,	págs.	 112,	 113,	 124	 y	
133.	 Igualmente	 el	 autor,	 «¿Debe	 ocuparse	 el	 derecho	 penal	 de	 riesgos	 futuros?	 Bienes	
jurídicos	 colectivos	 y	 delitos	 de	 peligro	 abstracto»	 (página	 consultada	 el	 4	 de	mayo	 de	





diferentes	 acepciones	 que	 no	 siempre	 responden	 a	 una	 interpretación	
antropocéntrica‐ecocéntrica	del	bien	jurídico	aquí	estudiado.		




hay	 que	 partir	 de	 elementos	 característicos	 propios	 de	 cada	 bien	 jurídico	




se	 trata	 de	 un	 bien	 que	 puede	 ser	 protegido	 desde	 un	 punto	 de	 vista	
conservacionista	 como	 también	 economicista,	 porque	 es	 un	 bien	 tangible,	
modificable,	materialmente	perceptible.	
Estas	 particularidades	 nos	 llevan	 a	 interpretar	 el	 medio	 ambiente	 como	
bien	 jurídico	colectivo	autónomo,	es	decir	con	«sustantividad	propia»,	pues,	 	solo	
de	 esta	manera	 podemos	 afirmar	 que	 nos	 encontramos	 ante	 un	 bien	 jurídico	 de	
titularidad	 compartida,	 y	 que	 no	 representa	 una	 forma	 nueva	 de	 proteger	 a	 los	
bienes	individuales.		Así,	cuando	hablamos	de	sustantividad	propia,	nos	referimos	
al	contenido	del	medio	ambiente	como	bien	jurídico,	a	su	delimitación	y	alcance	en	
el	contexto	del	Derecho	penal.	 	De	esta	 forma	el	concepto	de	bien	 jurídico	medio	
                                                            
285	Sobre	el	punto,	BUSTOS	RAMÍREZ,	J.:	Los	bienes	 jurídicos	colectivos	en	Control	Social	y	
Sistema	 Penal,	 Promociones	 Publicaciones	 Universitarias,	 	 Barcelona,	 1987;	 MÉNDEZ	
RODRÍGUEZ,	 C.:	 «Delitos	 de	 peligro	 y	 bienes	 jurídicos	 colectivos»	 en	Nuevo	 Foro	 Penal,		
Bogotá,	1989.	HEFENDEHL,	R.:	(página	consultada	el	4	de	mayo	de	2003)	Debe	ocuparse	el	
derecho	 penal	 de	 riesgos	 futuros?	 Bienes	 jurídicos	 colectivos	 y	 delitos	 de	 peligro	
abstracto.	 Revista	 electrónica	 de	 Ciencia	 penal	 y	 criminología,	
http://criminet.ugr.es/recpc.;	 el	mismo,	«El	bien	 jurídico	 como	eje	material	de	 la	norma	
penal»	en	Roland	Hefendehl	(Ed.)	La	teoría	del	bien	 jurídico,	¿fundamento	de	 legitimación	
del	Derecho	penal	o	 juego	de	abalorios	dogmático?,	Editorial	Marcial	Pons,	Madrid,	2007;	











De	 este	 concepto	 podemos	 colegir	 las	 fundamentales	 características	 que	
justifican	 la	 protección	 autónoma	 del	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico,	 pues	
parte	 del	 «mantenimiento»	 como	 verbo	 que	 denota	 la	 declinación	 por	 el	
conservacionismo	y	no	por	el	economicismo	utilitarista,	esto	es,	que	no	protege	al	
medio	ambiente	por	la	simple	y	necesaria	utilización	que	debe	hacer	del	mismo	el	
hombre,	 sino	 porque	 el	 detrimento	 a	 los	 elementos	 que	 conforman	 la	 ecología	
pueden	producir	un	desequilibrio	en	el	sistema	natural,	que	sí	puede	efectivamente	
afectar	 al	 hombre,	 ya	 que	 nos	 encontramos	 ante	 un	 bien	 tangible,	 modificable,	
materialmente	perceptible.		
De	 esta	 manera	 lo	 que	 interesa	 y	 por	 ello	 debe	 ser	 evaluado,	 son	 las	
perturbaciones	intolerantes	que	el	medio	ambiente	comienza	a	sufrir,	valorar	por	
tanto	 si	 son	 relevantes	 o	 no	 para	 justificar	 la	 intervención	 del	 Derecho	 penal,	
conforme	 a	 la	 gravedad	 del	 detrimento	 y	 no	 por	 la	 utilidad	 que	 derivan	 de	 los	
elementos	 que	 integran	 la	 ecología.	 Este	 carácter	 utilitario	 se	 encuentra	
generalmente	vinculado	al	economicismo	ambiental,	porque	le	otorga	un	valor	más	
bien	cuantificable,	como	producto	de	la	simbiosis	existente	entre	la	interacción	del	
sistema	 económico	 y	 el	 sistema	 ambiental.	 	 Esta	 imbricación	 conforma	 la	 piedra	
fundamental	 del	 desarrollo	 sostenible,	 cuya	 valoración	 conceptual	 y	 práctica	
pretende	al	mismo	tiempo	el	desarrollo	y	el	avance	tecnológico,	de	tal	forma	que	se	
eviten	o	reduzcan	las	repercusiones	en	el	sistema	ecológico.			
Desde	 esta	 perspectiva	 queda	 claro	 que	 la	 protección	 penal	 del	 medio	
ambiente	no	solo	debe	ser	diferenciado	de	la	salud	pública,	sino	también	del	orden	
                                                            






compartida	 permite	 la	 protección	 inmediata	 en	 los	 elementos	 que	 conforman	 la	
ecología	en	sus	subsistemas	subordinados	y	que	deben	permanecer	equilibrados.	
Así,	 su	 detrimento	 grave	 configurara	 el	 delito	 ecológico	 o	 desequilibrios	 de	 los	
sistemas	naturales.		
b.2)	 Medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 colectivo	 autónomo	
economicista	
Hemos	 señalado	 en	 el	 epígrafe	 anterior	 el	 fundamento	 del	 concepto	 y	 la	













que	 el	medio	 ambiente	no	 es	un	bien	 jurídico	 individual,	 sino	 colectivo.	 Sin	 embargo,	 el	
medio	 ambiente	 protegido	 es	 también	 el	 hábitat	 de	 una	 o	 varias	 personas,	 es	 decir,	 el	
«conjunto	local	de	condiciones	geofísicas	en	las	que	se	desarrolla	la	vida	de	una	especie	o	
de	 una	 comunidad	 animal	 o	 de	 personas.	 Aunque	 el	 Diccionario	 de	 la	 Real	 Academia	
Española	no	haga	referencia	al	domicilio	de	las	personas,	es	evidente	que	éste	es	el	lugar	
en	el	que	se	desarrolla	una	parte	importante	de	la	vida	humana	y,	en	este	sentido,	también	
forma	 parte	 del	 medio	 ambiente.	 Las	 personas	 tienen,	 por	 lo	 tanto,	 derecho	 a	 que	 la	
porción	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 que	 viven	 una	 parte	 considerable	 de	 su	 vida	 esté	
protegido	de	 todo	 ruido	que	no	pueda	 ser	 considerado	 socialmente	 adecuado,	 como	 los	
que	están	legal	y	reglamentariamente	proscritos.	Consecuentemente,	el	sujeto	pasivo	del	
delito	contra	el	medio	ambiente	no	se	caracteriza	por	el	alto	número	de	perjudicados,	sino	







diferenciación	 entre	 «bienes	 jurídicos	 referidos	 a	 las	 bases	 y	 condiciones	 de	
subsistencia	 del	 sistema	 y	 bienes	 jurídicos	 en	 relación	 al	 funcionamiento	 del	
sistema»288.		En	cuanto	a	los	primeros,	hace	referencia	a	la	persona	y	su	dignidad,	





En	 este	 apartado	 de	 bienes	 jurídicos	 de	 carácter	 macrosocial,	 el	 autor	
incluye	al	bien	jurídico	colectivo,	al	que	lo	define	como	aquellos	bienes	que	están	
«en	 referencia	 a	 la	 satisfacción	 de	 las	 necesidades	 de	 carácter	 social	 económico,	
están	en	relación	a	la	participación	de	todos	en	el	proceso	económico	social:	es	el	
objetivo	 de	 la	 intervención	 estatal»289,	 es	 decir,	 en	 	 «conformidad	 al	
funcionamiento	del	sistema	social»290.		






















El	 autor,	 sin	 embargo,	 aunque	 conciba	 al	 medio	 ambiente	 como	 un	 bien	
jurídico	 colectivo,	 le	 confiere	 igualmente	 a	 este	 bien	 una	 jerarquía	 «inferior»	
respecto	a	la	salud	y	la	vida	de	las	personas292,	afirmación	que	más	allá	de	sugerir	
un	 condicionamiento	 del	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	 compartida	 a	 los	 bienes	
jurídicos	 individuales,	 manifiesta	 la	 complementariedad	 que	 existe	 entre	 ellos,	
como	 bienes	 que	 responden	 a	 una	 teoría	 dualista	 del	 bien	 jurídico,	 esto	 es,	 que	
reconoce	la	naturaleza	de	los	mismos.	
Esta	afirmación	se	 fundamenta	en	 la	postulación	de	esta	 investigación	por	
un	concepto	de	bien	 jurídico	colectivo	que	concibe	al	medio	ambiente	como	bien	
jurídico	autónomo	y	permita	de	esta	forma	su	interpretación	y	protección,	es	decir	
que	 el	 medio	 ambiente	 sea	 encuadrado	 desde	 interpretaciones	 y	 constructos	
dogmáticos	como	un	bien	jurídico	colectivo,	pues	en	palabras	de	HEFENDEHL	los	
bienes	jurídicos	se	erigen	«para	la	protección	del	marco	estatal	de	condiciones»293		
y	 no	 como	 presupuestos	 básicos	 necesarios	 para	 el	 desarrollo	 de	 su	 libertad	




general,	 «tangible	 y	 modificable»,	 tienen	 	 correspondencia	 con	 los	 bienes	




















condiciones	para	 el	 correcto	 funcionamiento	del	 sistema	y	no	 como	presupuesto	
básico	o	necesidades	para	el	desarrollo	del	 individuo295,	otorgando	de	esta	forma	
el	 carácter	 social	 y	 colectivo	 que	 deriva	 de	 su	 propia	 naturaleza.	 Ahora	 bien,	 el	
carácter	 conservacionista	 del	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente,	 que	 a	 nuestro	
entender	 asimila	 un	 concepto	 autónomo	 de	 bien	 jurídico	 colectivo,	 lo	 vemos	
efectivamente	 ausente	 en	 este	 contexto	 de	 bien	 jurídico	 colectivo	 que	más	 bien	
deriva	en	un	concepto	economicista	del	medio	ambiente,	pues	BUSTOS	refiere	al	




Es	 así	 que	 la	 constante	 tensión	 entre	 aumento	 de	 capitales	 a	 través	 de	 las	
corporaciones,	 fuente	 de	 trabajo	 proporcionado	 por	 las	 mismas	 y	 la	 apuesta	 por	 la	
conservación	 y	 protección	 del	 medio	 ambiente,	 enmarca	 desde	 una	 perspectiva	
criminológica	a	los	delitos	contra	las	bases	o	sistemas	naturales,	entre	aquellos	delitos	
que	 reúnen	 los	 presupuestos	 del	 denominado	 Derecho	 penal	 económico	 o	 Derecho	
penal	 de	 la	 empresa.	 	 Afirmación	 que	 para	 la	 doctrina	 minoritaria,	 y	 a	 la	 cual	 nos	
adherimos,	 lo	 ubica	 en	 el	 contexto	 de	 los	 delitos	 económicos296,	 en	 sentido	 amplio,	
                                                            
295	 En	 esta	 línea,	 pero	 con	 matices	 diferentes,	 encontramos	 a	 SOTO	 NAVARRO,	 S.:	 La	
protección	penal	de	los	bienes	jurídicos	colectivos	en	la	sociedad	moderna,	op.	cit.,	págs.	231	
y	 233,	 quien	 parte	 de	 la	 función	 social	 del	 bien	 jurídico	 colectivo	 para	 fundamentar	 la	
protección	 autónoma	 que	 en	 ellos	 se	 concreta.	 	 No	 obstante,	 la	 autora	 afirma	 que	 los	










Respuesta	 penal	 al	 peligro	 nuclear,	 op.	 cit.,	 pág.	 67.	 ZUGALDÍA	 ESPINAR,	 J.	 M.	 /	 De	
ESPINOSA	CEBALLOS	MARÍN,	E.:	 	«Responsabilidad	criminal	y	empresarial	en	los	delitos	
contra	 el	 medio	 ambiente»,	 en	 Quintero	 Olivares	 /	 Morales	 Prats	 (coords.)	 Estudios	 de	





porque	 su	 detrimento	 desde	 la	 perspectiva	 ambiental	 economicista,	 afecta	 «el	 orden	




324	 y	 ss.	 del	 Código	 penal	 alemán,	 y	 el	 197	 y	 ss.	 del	 Código	 penal	 paraguayo	 hacen	
referencia	 a	 los	 supuestos	 delictivos	 que	 pudieran	 perpetrarse	 a	 partir	 del	
funcionamiento	industrial,	el	que	forma	parte	del	ciclo	de	desarrollo	de	la	economía.	
En	 el	 marco	 de	 la	 doctrina	 penal	 española298,	 se	 afirma,	 igualmente,	 que	 los	
delitos	 contra	 el	medio	 ambiente	 no	 pueden	 ser	 identificados	 en	 la	 categoría	 de	 los	
delitos	económicos	en	sentido	amplio,	considerando	que,	desde	la	perspectiva	del	bien	
jurídico	protegido,	se	deriva	una	 interpretación	ecocéntrica	moderada	que	no	denota	
un	 componente	 económico	 como	 contenido	 del	 	 mismo.	 Argumentación	 que	 se	
encuentra	reforzada	por	su	ubicación	en	un	Título	(XVI)	y	capítulo	(III	De	 los	delitos	
contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	medio	 ambiente)	 autónomo.	 De	 esta	 forma,	 la	
visión	técnica	jurídica,	dogmática	y	sistemática,	lo	enmarca	entre	los	delitos	de	nuevo	
cuño,	pero	no	así	entre	los	delitos	contra	el	orden	socioeconómico.		






297	 BAJO	 FERNÁNDEZ,	 M	 	 /BACIGALUPO	 SAGUESSE,	 S.:	 Derecho	 penal	 económico,	
Ediciones	Centro	de	Estudios	Ramón	Areces,	Madrid,	2001,	pág.	17.		MARTÍNEZ	BUJÁN,	C.:	

















se	 le	 atribuye	 al	 Derecho	 penal,	 aparece	 como	 uno	 de	 los	 fundamentos	 político‐




se	 ha	 pronunciado	 en	 primer	 lugar	 el	 Derecho	 internacional,	 valorando	 la	
necesidad	 imperante	 de	 proteger	 el	 ambiente	 natural	 de	 los	 graves	 riesgos	
irreversibles	emergentes	del	albur	de	la	posmodernidad.	Hecho	que	tuvo	efecto	en	
instituciones	 como	 la	 Unión	 Europea	 para	 que	 recomendara	 a	 sus	 Estados	




en	 Doctrina	 Penal,	 Editorial	 Depalma,	 Buenos	 Aires,	 1978,	 págs.	 28	 y	 ss.	 BUSTOS	
RAMÍREZ,	J.:	«Política	criminal	e	injusto.	Política	criminal,	bien	jurídico,	desvalor	de	acto	y	




Cuadernos	de	política	 criminal	Nº	48,	Universidad	Complutense	de	Madrid,	 Instituto	 de	
criminología,	 Madrid,	 1992,	 págs.	795	 y	 ss.	 BORJA	 JIMÉNEZ,	 E.:	 «Sobre	 el	 concepto	 de	





Consejo,	 destinada	 a	 reforzar	 el	 marco	 penal	 para	 represión	 de	 la	 contaminación	






Se	 afirma	 entonces	 que	 el	 legislador	 español	 influenciado	 por	 la	 Unión	
Europea	 y	 el	 legislador	 paraguayo,	 influenciado	principalmente	por	 los	Tratados	
internacionales	 referentes	 a	 la	 protección	 del	 ambiente,	 han	 estructurado	 la	
protección	 penal	 de	 este	 bien	 jurídico	 colectivo,	 en	 el	 que	 subyace	 una	 realidad	
social,	 que	 si	 bien	 fue	 observada	 por	 la	 política	 criminal	 en	 uno	 de	 los	 sistemas	
jurídicos	 referidos,	 fue	 sin	 embargo	 exiguamente	 	 advertida	 en	 otro	 sistema.		
Hecho	 que	 no	 obsta	 a	 sostener,	 que	 en	 los	 dos	 sistemas	 jurídicos	 observados	 se	
producen	 conflictos	 político‐criminales	 sobre	 el	 concepto	 y	 alcance	 del	 bien	
jurídico,	 sobre	 su	 verdadero	 sentido	 como	 instrumento	 que	 concretiza	 la	
protección	de	 las	 realidades	sociales,	en	este	caso	del	medio	ambiente	como	una	
realidad	 que	 debe	 ser	 protegida,	 ya	 sea	 por	 la	 propia	 emergencia	 de	 la	







crítica,	 en	 la	 que	 precisamente	 	 subyacen	 elementos	 valorativos	 que	 permiten	
postular	 por	 un	 concepto	 de	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente	 que	 considera	 la	
realidad	social	como	fundamento,	pero	que	se	erige	respetuosa	con	el	principio	de	
dignidad	humana	y	del		sentido	axiológico	de	la	Constitución.	












daño	 y	 ofensividad	 para	 legitimar	 al	 bien	 jurídico302.	 	 Es	 por	 ello	 que	 cuando	 se	
refiere	 al	 delito	 ambiental,	 sostiene	 que	 «un	 solo	 acto	 típico	 relevante	 de	
contaminación	no	da	lugar	a	menudo	a	un	daño,	esto	es,	a	la	lesión	de	intereses	de	
otras	personas».		Abstrae	de	toda	autonomía	al	bien	jurídico	medio	ambiente,	y	al	
mismo	 tiempo	 condiciona	 que	 exista	 una	 afección	 a	 la	 persona	 para	 considerar	
consumado	 el	 delito.	 Su	 exégesis	 no	 reconoce	 el	 deslindamiento	 entre	 el	 bien	
jurídico	 individual	 y	 colectivo,	 esto	 es	 entre	 la	 vida	 y	 el	 ambiente,	 pero	 se	
reivindica	 el	 valor	 de	 la	 vida,	 del	 ser	 humano	 como	 víctima	 del	 impacto	 que	
ocasiona	la	grave	contaminación	ambiental.	
Aquí	 nos	 preguntamos:	 ¿Por	 qué	 en	 el	 marco	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
colectivos	 traemos	 a	 colación	 un	 concepto	 que	 parte	 de	 bases	 interpretativas,	
dogmáticas,	 filosóficas	y	sociológicas	diferentes	de	 las	señaladas	como	referentes	
de	este	trabajo?		La	clara	respuesta	halla	fundamento	en	la	necesidad	de	encontrar	
un	 concepto	 idóneo	de	bien	 jurídico	 colectivo,	 que	 conforme	a	 su	 función	 crítica	




En	 este	 sentido,	 son	 atinadas	 las	 palabras	 de	HEFENDHEL	 cuando	 afirma	




jurídico»	 en	Hefendhel	 (Ed.)	La	 teoría	del	bien	 jurídico	 ¿Fundamento	de	 legitimación	del	






304	 HEFENDEHL,	 R.:	 «Las	 jornadas	 desde	 las	 perspectivas	 de	 un	 partidario	 del	 bien	
jurídico»	en	Hefendehl	 (Ed.)	La	 teoría	del	bien	 jurídico	 ¿Fundamento	de	 legitimación	del	






crítica	del	bien	 jurídico	en	el	marco	del	Estado	 social.	Así,	 en	 contextos	 jurídicos	
como	 el	 de	 Paraguay,	 además	 de	 considerar	 la	 inmanencia	 del	 principio	 de	
dignidad	humana,	debe	ser	valorada	la	realidad	social,	pues		entre	la	naturaleza	y	
el	hombre	existe	una	simbiosis	tal	que	se	observa	en	la	dependencia	y	convivencia	








los	 últimos	 nueve	 años	 sufre	 la	 mayor	 degradación	 ambiental,	 que	 abarca	 el	
menoscabo	de	 la	 biodiversidad	y	deterioro	 irreversible	del	 suelo;	 contaminación	
del	agua	y	de	aire	por	utilización	de	ciertos	elementos	químicos	prohibidos306,	que	
atentan	 gravemente	 contra	 el	 equilibrio	 de	 las	 bases	 naturales	 de	 zonas	
eminentemente	agrarias.	Y	como	consecuencia	se	observan	igualmente	resultados	
el	 peligro	 y	 de	 lesión	 para	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 quienes	 en	 su	 mayoría	 se	
encuentran	 asentados	 en	 tierras	 rurales	 en	 cuyo	 espacio	 geográfico	 deben	




rurales	 del	 distrito	 Itakyry	 Departamento	 de	 Alto	 Paraná,	 fueron	 objeto	 de	 un	 vuelo	
rasante	que	los	fumigó	con	agrotóxicos	a	un	grupo	de	al	menos	200	pobladores	del	lugar,	6	
de	 ellos	 fueron	 internados	 en	 hospitales	 de	 la	 Región.	 Se	 ha	 encontrado	 evidencia	 de	
fumigación	con	glifosato	 según	 técnicos	de	 la	Secretaria	del	medio	ambiente	 (SEAM),	en	




febrero	 de	 2004,	 es	 el	 Instrumento	 aplicado	 a	 plaguicidas	 y	 productos	 químicos	
industriales	 que	 cuya	 utilización	 y	 comercialización	 se	 han	 prohibido	 o	 rigurosamente	
restringido,	por	razones	de	peligro	para	la	salud	y	el	medio	ambiente.		Así,	en	lo	referente	
a	 la	 clasificación	 de	 los	 plaguicidas	 (sumamente	 peligrosos,	 muy	 peligrosos,	
moderadamente	peligrosos,	poco	peligrosos)	 lo	encontramos	en	The	WHO	Recommended	






pueblan	 estas	 regiones	 no	 tienen	 una	 protección	 idónea	 conforme	 a	 la	 realidad	
social	 y	 los	 elementos	 jurídico‐dogmáticos	 con	 que	 cuenta	 el	 Derecho	
administrativo	y	penal.		Esto	quiere	significar	que	el	Derecho	administrativo	debe	




Derecho	 penal	 moderno,	 que	 incorpora	 a	 la	 legislación	 vigente	 la	 técnica	 de	
tipificación	 de	 delitos	 de	 peligro	 y	 la	 ley	 penal	 en	 blanco,	 para	 concretar	 la	
protección	de	bienes	jurídicos	supraindividuales,	debe	observar	como	conditio	sine	
quanon	 para	 la	 configuración	 de	 los	 tipos	 penales	 de	 protección	 a	 las	 bases	
naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 la	 realidad	 político	 criminal	 como	 fundamentos	 de	
sus	 normas.	 	 Ya	 que	 lo	 realmente	 importante,	 no	 radica	 en	 la	 creación	 de	
sanciones,	sino	que	estos	se	impongan.	
En	 España	 en	 cambio,	 se	 asiste	 claramente	 	 a	 una	 realidad	 diferente	 a	 la	
referida	en	 los	párrafos	precedentes,	donde	su	 incorporación	a	 la	Unión	Europea	
ha	 marcado	 el	 paso	 decisivo	 en	 el	 cambio	 y	 consolidación	 de	 sus	 políticas	
ambientales	 y	 al	 mismo	 tiempo	 de	 su	 desarrollo	 tecnológico	 postindustrial.	 	 La	
                                                            
307	 Si	 bien	 en	 la	 actualidad	 el	 ordenamiento	 paraguayo	 cuenta	 con	 la	 Ley	 Nº	 3742	 de	
control	de	productos	fitosanitarios	de	uso	agrícola,	puesta	en	vigencia	desde	el	año	2009,	le	
precede	 a	 su	 puesta	 en	 vigencia	 un	 arduo	 trabajo	 jurídico	 realizado	 sobre	 la	 base	 de	 la	
realidad	 socio	 ambiental	 campesina,	 cuyas	 numerosas	 comunidades	 rurales	 fueron	
afectadas	 por	 la	 utilización	 no	 regulada	 de	 ciertos	 elementos	 químicos.	 	 Precisamente	
desde	el	año	2000,	se	venía	denunciando	 la	 falta	de	control	y	regulación	de	 la	entrada	y	
utilización	de	ciertos	elementos	químicos	que	favorecían	la	productividad,	y	que	al	mismo	
tiempo	dejaba	gravemente	afectada	el	suelo	y	también	la	salud	de	numerosos	pobladores.		
Contando	 con	 informes	 expedidos	 por	 el	 Ministerio	 de	 salud	 pública,	 y	 denuncias	 de	
numerosas	personas	afectadas,	la	referida	Ley,	no	entró	en	vigencia	hasta	el	año	2009,	por	
la	 presión	 de	 fuertes	 grupos	 que	 consiguieron	 dilatar	 el	 control	 y	 la	 regulación	 de	 los	
fitosanitarios,	 y	 las	 imposiciones	 de	 sanciones	 administrativas	 a	 quienes	 rociaban	 con	
fuertes	 productos	 químicos,	 desde	 aeronaves,	 a	 cultivos	 (OMG)	 colindantes	 con	
comunidades	 rurales.	 	 Este	 relato	 se	 realiza	 en	 base	 a	 hechos	 constados,	 porque	 en	 el	
marco	 de	 esta	 investigación	 se	 desarrolló	 (en	 el	 año	 2008)	 un	 trabajo	 de	 campo,	 que	
permitió	 confrontar	 las	 ideas	 del	 laboratorio	 de	 la	 academia	 con	 la	 realidad	 socio	










pero	 muy	 pocos	 han	 prosperado	 y	 seguido	 su	 desarrollo	 hasta	 llegar	 a	 una	




y	del	primer	oficial,	 Ireneo	Maloto,	por	delitos	 contra	 los	 recursos	naturales	y	 el	
medio	ambiente	y	desobediencia.	En	cambio	se	retiró	 la	 imputación	del	entonces	
director	 general	 de	 la	 Marina	 Mercante	 José	 Luis	 López	 –	 Sors	 González,	 quien	
había	tomado	la	decisión	de	alejamiento	del	buque.	
Es	 claro	 que	 en	 estos	 casos,	 se	 observa	 claramente	 el	 fracaso	 del	 ius	
puniendi310,	 que	 como	 Derecho	 penal	 del	 riesgo	 interviene	 para	 concretar	 la	
configuración	de	los	tipos	penales	que	protegen	el	ambiente	de	hechos	peligrosos	y	
lesivos	ocasionados	generalmente	por	organizaciones	complejas.		Es	por	ello	que	a	
diferencia	 de	 Paraguay,	 la	 fuerte	 simbiosis	 existente	 entre	 la	 naturaleza	 y	 el	
hombre,	que	pueden	 traducirse	en	el	equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales	y	de	 la	
propia	 fisiología	 del	 hombre,	 se	 presenta	 más	 bien	 como	 la	 simbiosis	 existente	
entre	 las	 corporaciones	 y	 su	 relación	 con	 en	 el	 	 sistema	 natural,	 entre	 el	
funcionamiento,	 los	 objetivos	 y	 fines	 de	 las	 organizaciones	 y	 el	 impacto	 del	
                                                            
308	«En	los	casos	en	que	se	producen	grandes	catástrofes	y	estas	son	causadas	por	grandes	
empresas,	 es	 mucho	 más	 difícil	 probar	 la	 relación	 de	 causalidad,	 entre	 el	 resultado	
producido	y	la	conducta	llevada	a	cabo	por	ellas;	y	cuando	es	posible	probar	esa	relación	
de	 causalidad,	 no	 hay	 que	 olvidar	 que	 esas	 empresas	 tienen	 muchos	 más	 medios	 a	 su	
alcance	 para	 defenderse	 y	 lograr	 una	 sentencia	 absolutoria:	 posibilidad	 de	 dictámenes	
periciales,	mejores	abogados,	más	conocimientos	técnicos	por	parte	de	los	imputados,	etc.	
El	 caso	 Aznalcollar	 es	 un	 claro	 ejemplo»	 en	 BETANCUR	 RODRÍGUEZ,	 A.	 /	 MUÑOZ	
LORENTE,	J.:	«El	caso	Aznalcóllar:	comentario	del	auto	de	archivo	de	las	diligencias	desde	










desarrollo	de	sus	actividades	sobre	el	agua,	el	 suelo,	 la	atmósfera,	 comprendidos	
como	subsistemas	del	sistema	natural.	
Precisamente	 España	 cuenta	 con	 cierta	 tradición	 administrativista	 que	
permite	 a	 las	 normas	de	 regulación	 y	 gestión	 promover	 el	 desarrollo	 sostenible,	





gestionar	actividades	 relacionadas	con	el	ambiente	no	 logran	su	 fin,	 así	 como	no	
siempre	 logran	su	 fin,	 las	de	carácter	sancionatorio.	 	Sin	embargo,	cabe	recordar,	
que	la	valoración	del	ambiente	como	bien	jurídico	autónomo,	se	realiza	en	esferas	
de	la	Legislación	penal	española	desde	la	entrada	en	vigencia	del	Código	penal	de	
1995,	 y	 tras	 la	última	 reforma	penal	operada	por	Ley	5/2010	de	22	de	 junio,	 se	
introduce	 la	 norma	 penal	 contenida	 en	 el	 Art.	 31	 bis,	 que	 en	 concordancia	 con	
Art.	327	(ubicado	en	el	Capítulo	III,	De	los	delitos	contra	los	recursos	naturales	y	el	
medio	ambiente)	permite	la	sanción	a	las	personas	jurídicas.	 	Esta	se	convierte	en	




interpuesta	 por	 la	 Comisión	 Europea	 que	 denunció	 a	 España	 por	 incumplir	 las	
obligaciones	 que	 le	 incumben	 en	 cuanto	 a	 la	 depuración	 de	 las	 aguas	 residuales	 de	 38	
zonas	 costeras,	 entre	 las	 que	 se	 encuentran	 cuatro	 de	 la	 provincia	 de	 Santa	 Cruz	 de	
Tenerife:	Valle	Guerra,	Valle	de	Güímar,	Valle	de	La	Orotava	y	Los	Llanos	de	Aridane.		




Además	 de	 las	 cuatro	 zonas	 costeras	 de	 Canarias,	 el	 resto	 de	 lugares	 en	 los	 que	
Bruselas	 contempla	 infracciones	 a	 la	 normativa	 comunitaria	 se	 reparten	 por	 la	 costa	











desprotegidas,	 sobre	 las	 que	 se	 podía	 permear	 	 y	 alterar	 el	 equilibrio	 de	 los	
subsistemas	naturales312.		Por	lo	que	a	nuestro	parecer,	esta	medida	adoptada	por	
el	 legislador,	 representa	 un	medio	 eficaz	 que	 permite	 alcanzar	 el	 fin	 perseguido	
con	la	protección	penal	del	medio	ambiente,	puesto	que	con	el	sistema	de	medidas	
que	establece	el	vigente	Art.	327	del	CPE,	se	tienen	en	cuenta	todos	 los	 intereses	
que	 están	 en	 juego,	 así	 como	 los	 posibles	 efectos	 colaterales	 que	 pudieran	
ocasionar	la	aplicación	de	sanciones	a	las	personas	jurídicas313	vinculadas	a	hechos	
graves	que	alteran	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales.		
Podrá	no	obstante	 la	doctrina,	debatir	 sobre	 lo	acertado	o	desacertado	de	
del	 modelo	 de	 imputación	 a	 las	 personas	 jurídicas	 introducidas	 en	 la	 reciente	
reforma	 penal	 española,	 por	 mandato	 de	 la	 Directiva	 de	 la	 Unión	 Europea	
(2008/99/CE	 de	 19	 de	 noviembre),	 pero	 la	 valoración	 real	 de	 la	 eficacia	 de	 la	
abolición	del	principio	societas	delinquere	non	potest,	y	su	alcance	en	la	protección	
del	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 se	 observará	 con	 la	 aplicación	 de	 las	
sanciones	previstas.	
                                                            
312	 Véase,	 MARTÍNEZ‐BUJAN	 PÉREZ,	 C.:	 Crónica	 penal:	 (del	 Prestige	 y	 de	 otros	 relatos	
jurídicos‐penales),	Editorial	Tiran	lo	Blanch,	Valencia,	2005.	
	
313	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.	 L.	 /	 BAUCELLS	 LLADÓS,	 J.:	 /	 FARALDO	 CABANA,	 P.:	 «Delitos	
contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	medio	 ambiente,	 Arts.,	 325,	 327,	 328,	 329	 y	 339»	 en	
Álvarez	 García,	 F.	 J.	 /Gonzales	 Cussac	 (Dir),	 Editorial	 Tirant	 lo	 Blanch,	 Valencia,	 2010,	
pág.	390,	los	autores	señalan	acertadamente	que	las	medidas	establecidas	para	la	sanción	
de	 las	personas	 jurídicas,	 conforme	al	Art.	31	bis,	 en	concordancia	con	 los	Arts.	327	y	el	
33.7	letras	b)	a	g)	del	CPE	«Permiten	por	un	lado	proteger	el	medio	ambiente	previniendo	
la	 continuidad	 en	 la	 actividad	 delictiva	 y	 por	 otro,	 salvaguardar	 los	 intereses	 de	 los	
trabajadores.	 Esta	medida	 ya	 se	 encontraba	 prevista	 para	 los	 delitos	 ambientales	 como	
consecuencia	accesoria	en	el	hasta	ahora	vigente	Art.	327	y,	sin	embargo,	nunca	se	aplicó.		
Quizás	 ahora	 sea	 el	 momento	 oportuno	 para	 que	 los	 jueces	 y	 tribunales	 la	 pongan	 en	









«difuso»	 que	 desde	 una	 interpretación	 gramatical	 y	 lógico‐lingüística,	 hace	
referencia	 a	 todo	 aquello	 que	 es	 considerado	 como	 «poco	 preciso»315,	
indeterminado,	borroso.	 	El	autor	utiliza	esta	nomenclatura	para	denominar	a	los	
nuevos	 intereses	 jurídicos	 vinculados	 al	 desarrollo	 económico	 y	 técnico	 de	 los	
últimos	 decenios.	 	 La	 titularidad	 de	 los	 intereses	 difusos	 no	 recae	 precisamente		
sobre	 la	generalidad	o	 toda	 la	sociedad,	sino,	 	 sobre	un	colectivo	de	personas,	es	
decir,	un	grupo	de	personas.		
Este	 es	 el	 caso	 de	 los	 derechos	 del	 consumidor	 y	 del	 trabajador,	 	 que	 a	
diferencia	del	bien	 jurídico	medio	ambiente	 (cuya	 titularidad	recae	sobre	 toda	 la	
sociedad)	 no	 poseen	 un	 sustrato	 material,	 pues	 están	 caracterizados	 por	
concretarse	 como	 un	 bien	 jurídico	 de	 directa	 interpretación	 constitucional,	 o	























de	 una	 valoración	 «equiparable»	 entre	 bienes	 jurídicos	 difusos	 y	 colectivos,	
aunque	 reconoce	 igualmente	 ciertas	 diferencias	 de	 carácter	 formal317.	 	 Estos	
bienes	 tienen	 en	 común	 la	 titularidad	 compartida,	 es	 decir,	 se	 trata	 de	 bienes	
jurídicos	que	«pertenecen	a	diversos	sujetos»	y	en	«esencia	no	tienen	naturaleza	
económica»,	 característica	 asimilable	 a	 un	 concepto	 de	 bien	 jurídico	 medio	
ambiente	interpretado	como	colectivo	y	de	vertiente	conservacionista.	En	cuanto	a	
sus	 diferencias,	 se	 concretan	 como	 señaláramos,	 en	 que	 en	 el	 bien	 jurídico	
colectivo	 la	 titularidad	recae	sobre	toda	 la	sociedad	y	en	el	 interés	o	bien	 jurídico	
difuso	 recae	 sobre	 un	 sector	 de	 aquella.	 De	 esta	 forma,	 queda	 subrayada	 la	
valoración	 del	 medio	 ambiente	 como	 un	 bien	 jurídico	 colectivo	 y	 no	 como	 un	
interés	difuso.	
En	 el	 Derecho	 positivo,	 este	 adjetivo	 lo	 encontramos	 en	 algunas	
Constituciones	 como	 la	 paraguaya	 de	 1992318,	 que	 en	 su	 Art.	 38	 establece	
expresamente	el	Derecho	a	 la	defensa	de	 los	 intereses	difusos,	 y	 engloba	 con	 esta	
denominación	 a	 la	 defensa	 del	 ambiente,	 de	 la	 integridad	 del	 hábitat,	 de	 la	
salubridad	pública,	del	acervo	cultural	nacional,	de	los	intereses	del	consumidor	y	de	
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del	 ambiente,	 de	 la	 integridad	 del	 hábitat,	 de	 la	 salubridad	 pública,	 del	 acervo	 cultural	
nacional,	 de	 los	 intereses	 del	 consumidor	 y	 de	 otros	 que,	 por	 su	 naturaleza	 jurídica,	








ambiente	 es	 reconocido	 como	un	 interés	difuso,	entendido	 como	el	 interés	de	un	
sector	 de	 la	 población,	 que	 no	 se	 caracteriza	 por	 un	 contenido	 material	
determinado	y	delimitaciones	precisas.			
Por	 esta	 razón,	 las	 normas	 penales	 generalmente	 no	 utilizan	 la	
nomenclatura	de	«intereses	difusos»	para	referirse	al	medio	ambiente,	la	ecología	
o	 los	 recursos	naturales,	pues	en	efecto,	 se	podría	 caer	en	el	 vacío	de	 contenido,	
indeterminación	 del	 bien	 jurídico	 penal,	 se	 y	 conculcaría	 fundamentalmente	 el	
principio	 de	 lesividad,	 porque	 los	 intereses	 difusos,	 a	 nuestro	 juicio,	 vinculan	 el	




El	 otro	 concepto	 de	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente	 es	 de	 carácter	
administrativo.	 Concibe	 a	 la	 función	 administrativa	 o	 desobediencia	 de	 la	
Administración	 como	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente319.	 Interpretación	 que	 deriva	 de	 la	 dependencia	 o	 accesoriedad	 del	
Derecho	penal	respecto	al	Derecho	administrativo	en	 la	protección	de	dicho	bien	
jurídico.	 Aquí	 debe	 ser	 deslindada	 la	 exégesis	 referente	 a	 la	 infracción	 de	 las	
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en	 la	 crisis	del	Estado	 social.	 	Su	protección	penal	 simbólica,	Editorial	 Comares,	 Granada,	
2006,	págs.	408	y	409,	la	autora	postula	por	la	tesis	institucional	o	formal	del	bien	jurídico	
en	los	delitos	ambientales.	Esta	destaca	la	relevancia	que	en	la	protección	ambiental	tienen	
las	 facultades	gestoras	de	 las	administraciones	públicas.	 	 Se	observan	sugerencias	 sobre	
esta	 postura,	 en	 BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE,	 I.:	 «El	 medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico	 tutelado»	 en	Terradillos	Basoco	 (dir),	El	delito	ecológico,	Editorial	 Trotta,	 1992,	
pág.	 49.	 Referencias	 sobre	 esta	 interpretación,	 en	 BARREIRO,	 J.	 A.:	 El	 bien	 jurídico	
protegido	en	 los	delitos	contra	el	medio	ambiente,	 en	el	CP	de	1995,	en	Estudios	sobre	 la	
protección	 del	medio	 ambiente	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico	 español,	Editorial	 Comares,	






disposiciones	 o	 autorizaciones	 administrativas.	 Pues,	 por	 una	 parte,	 podría	 ser	
interpretado	como	un	requisito	para	la	configuración	del	injusto	penal	y	por	otra,	
como	 un	 elemento	 normativo	 del	 tipo	 penal	 cuya	 vulneración	 no	 constituye	 el	




fundamentalmente	 por	 la	 necesaria	 e	 ineludible	 remisión	 de	 estos	 a	 normas	 de	
carácter	 administrativo	 (integradas	 a	 su	 vez	 por	 normas	 comunitarias,	 estatales,	
autonómicas	y	locales).	Este	envío	constante	de	normas	meta‐penales	es	un	punto	
neurálgico	en	el	contexto	jurídico.	Es	así	cómo	se	objeta	el	carácter	de	última	ratio	
del	 Derecho	 penal	 en	 cuanto	 a	 su	 intervención	 en	 la	 protección	 del	 medio	
ambiente,	 ya	 que	 este	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	 compartida	 se	 encuentra	
regulado	y	protegido	por	el	Derecho	administrativo.	Este	es	valorado	por	un	sector	
de	 la	doctrina	como	el	único	y	el	más	eficiente	despliegue	de	normas	en	 la	tutela	
ambiental.	 Con	 ello,	 afirman	 que	 el	 Derecho	 administrativo	 es	 el	 portador	
hegemónico	de	la	protección	del	medio	ambiente320.		
Aunque	el	parecer	de	la	doctrina	mayoritaria	es	que	la	confluencia	entre	el	
Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo	 en	 la	 estructuración	 de	 los	 tipos	
penales,	 permite	 la	 intervención	 penal	 a	 una	 realidad	 de	 constante	 variación,	 el	
entorno	medio	ambiental.	El	legislador	introduce	en	el	medio	ambiente	los	nuevos	
bienes	 jurídicos	 o	 de	 nuevo	 cuño,	 sin	 que	 los	 mismos	 obstruyan	 la	 unidad	 del	
ordenamiento	 jurídico	 y	 permitan	 así,	 un	 sistema	 ordenado	 y	 global.	 A	 pesar	 de	
ello,	esta	dependencia	o	accesoriedad	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo		
es	 tenida	en	 cuenta	 como	un	problema	principal	 en	 los	delitos	 contra	 el	 hábitat.	









administrativo	como	objeto	de	 tutela,	 con	 lo	 cual	el	 injusto	penal	 se	 configuraría	
por	el	incumplimiento	de	las	normas	administrativas.			
De	esta	forma,	solo	se	acabaría	sancionando	penalmente	la	inobservancia	de	
normas	 meramente	 organizativas	 y	 no	 la	 realización	 	 de	 hechos	 socialmente	




de	 un	 injusto	 penal;	 igualmente,	 al	 intentar	 resolver	 si	 estamos	 frente	 a	 la	
accesoriedad	relativa	o	absoluta	del	Derecho	penal	o	del	Derecho	administrativo.	
Estas	 características	 conflictivas	 del	 derecho	 penal	 del	 medio	 ambiente	 son	
adjudicadas	a	la	utilización	de	la	técnica	de	Ley	penal	en	blanco.	Paralelamente,	de	








protegido	 (el	 plan	 administrativo	 o	 el	 medio	 ambiente	 propiamente)	 o	 si	 la	
autorización	administrativa	desempeña	un	papel	en	el	plano	de	la	tipicidad	(en	tal	
caso	 tendría	efecto	en	materia	de	error).	Así,	al	hablar	de	un	modelo	autónomo	o	
independiente	 de	 Derecho	 penal	 en	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 estamos	
haciendo	 alusión	 a	 una	 tutela	 penal	 en	 cuyos	 preceptos	 normativos	 (casi	 en	 su	
totalidad)	 se	 describe	 la	 conducta	 que	 se	 estima	 digna	 de	 sanción,	 pero	 sin	
remisión	 alguna	 a	 conceptos	 administrativos	 (como	 es	 el	 caso	 del	 vigente	 y	
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regulará	de	 forma	 independiente	 la	 protección	del	 bien	 jurídico	medio	 ambiente	
atendiendo	a	los	ataques	más	graves.	
Cuando	 nos	 referimos	 a	 un	modelo	 de	Derecho	 penal	 que	 se	 configura	 de	
forma	absolutamente	dependiente	de	 los	actos	o	normas	administrativas,	 estamos	




normativa	 administrativa	 y	 no	 la	 protección	 autónoma	 del	 bien	 jurídico	 medio	
ambiente.	Con	lo	cual	la	sanción	será	aplicada	a	todo	sujeto	cuya	conducta	atente	
contra	la	gestión	ambiental	de	la	Administración	Pública.	Este	modelo	es	aplicado	




administrativa,	 es	 el	 modelo	 más	 utilizado	 en	 la	 legislación	 española.	 En	 él	 se	
produce	 una	 descripción	 general	 del	 comportamiento	 que	 puede	 incriminarse	
penalmente,	 valorando	 la	 remisión	 a	 la	 regulación	 administrativa	 como	 un	
elemento	normativo	para	la	concreción	del	injusto.	Pero	en	el	texto	penal	español	
encontramos	 por	 una	 parte,	 la	 configuración	 de	 tipos	 penales	 de	 protección	
ambiental	 con	 dependencia	 relativa	 del	 Derecho	 administrativo	 (Art.	 325	 delito	
ecológico),	por	otra	parte,	 la	de	absoluta	dependencia	del	derecho	administrativo	
(Art.	328.4	delito	de	gestión	de	residuos)	y	aquellos	tipos	penales	que	denotan	un	
carácter	de	 absoluta	 autonomía	 respecto	 al	derecho	 administrativo	 (el	Art	 328.1	
delito	de	gestión	de	residuos).	Respecto	a	lo	que	aquí	atañe,	no	se	consideran	como	










Es	 así	 que	 la	 remisión	 normativa	 o	 Ley	 penal	 en	 blanco,	 objetada	 por	 su	
carácter	lesivo	al	principio	de	legalidad,	es	admisible	según	el	pronunciamiento	del	
Tribunal	Constitucional	español,	siempre	que	se	den	los	siguientes	requisitos:	«Que	
el	 reenvío	 normativo	 sea	 expreso	 y	 esté	 justificado	 en	 razón	 del	 bien	 jurídico	
protegido	 por	 la	norma	 penal.	Que	 la	 ley	 además	 de	 señalar	 la	 pena,	 contenga	 el	
núcleo	esencial	de	 la	prohibición	y	sea	 satisfecha	 la	exigencia	de	certeza	o	se	dé	 la	
suficiente	 concreción	 para	 que	 la	 conducta	 calificada	 de	 delictiva,	 quede	
suficientemente	precisada	con	el	complemento	indispensable	de	la	norma	a	la	que	la	
ley	 penal	 se	 remite».	 Quedando	 de	 esta	 forma	 establecida,	 que	 son	
constitucionalmente	posibles	las	leyes	penales	en	blanco,	utilizadas	como	técnicas	
para	proteger	al	medio	ambiente.	

















4.	 Modelos	 penales	 en	 la	 asunción	 del	 medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico	colectivo	




Derecho	 penal	 clásico,	 pues	 estos	 de	 una	 u	 otra	 forma	 no	 coadyuvan	 desde	 su	
paradigma	a	 la	 concretización	de	 los	bienes	 jurídicos	 colectivos.	Cambiando	 este	
paradigma,	el	Derecho	penal	 	paralelamente	tendrá	alcance	 	para	proteger	de	 los	
ataques	más	graves	que	son	originados	en	un	contexto	tecnológico	y	científico	del	
mundo	 contemporáneo,	 que	 si	 bien	 representan	 el	 avance	 y	 la	 respuesta	 a	 la	
sociedad	que	los	subyace,	también	permiten		permear	grave	riesgos	y	peligros	que	
llegan	a	convertirse	incluso	en	lesiones	que	afectan	concretas	realidades.		
El	 primer	 modelo	 implica	 la	 utilización	 y	 aplicación	 de	 las	 estructuras	
clásicas,	 pues	 «los	 conceptos	 fundamentales	 de	 la	 parte	 general	 siguen	 siendo	
adecuados	 –aún	 más,	 irrenunciables‐	 para	 tratar	 y	 penetrar	 en	 estas	 nuevas	
manifestaciones	 jurídico‐penales»325.	 Esta	 afirmación	 esgrimida	 por	 GIMBERNAT,	







325	GIMBERNAT,	E.:	 «¿Las	 exigencias	dogmáticas	 fundamentales	hasta	 ahora	 vigentes	de	
una	parte	general	son	idóneas	para	satisfacer	la	actual	situación	de	la	criminalidad,	de	la	
medición	de	la	pena		y	del	sistema	de	sanciones?»,	en	la	ciencia	del	Derecho	penal		y	en	la	
Criminología,	UNED,	Madrid,	 	 2000,	 págs.	 356	 y	 ss.	 	 En	 esta	 línea,	 GRACIA	MARTÍN,	 L.:	







sociedades	 post‐industrializadas,	 se	 propugnan	 corrientes	 detractoras	 de	 la	
protección	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos.	 Este	 es	 el	 caso	 de	 la	 Escuela	 de	
Frankfurt327,	 que	 llanamente	 propone	 la	 creación	 de	 un	 «derecho	 penal	 de	 la	
intervención	a	caballo	entre	el	derecho	administrativo	y	el	derecho	penal»,	que	con	
un	 carácter	 más	 laxo	 o	 flexible	 abordaría	 	 los	 casos	 emergentes	 de	 la	 realidad	
social	 actual.	 	 Si	 bien	 en	 páginas	 anteriores	 nos	 hemos	 referido	 a	 esta	 Escuela,	
corresponde	 señalar	 que	 la	 propuesta	 otorgada	 no	 es	 la	más	 viable	 para	 que	 el	
derecho	penal	 cumpla	 con	 su	 función	de	protección	de	bienes	 jurídicos	 en	 estos	
tiempos.	 Esta	 corriente	 nos	 propone	 claramente	 una	 protección	 antropocéntrica	
radical	del	medio	ambiente,	pues	como	señaláramos,	postula	la	concreción	del	tipo	
penal,	 del	 injusto	 ambiental	 condicionado	 a	 la	 afección	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
individuales	 vida	 y	 salud,	 al	 punto	 de	 vaciar	 de	 contenido	 autónomo	 al	 medio	
ambiente	y	sugerir	su	abolición	como	bien	jurídico	penal328.	
                                                            





327	 HASSEMER,	 W.:	 Persona	 mundo	 y	 responsabilidad.	 	 Bases	 para	 una	 teoría	 de	 la	
imputación	 en	 Derecho	 penal,	 Editorial	 Tirant,	 lo	 Blanch,	 Valencia,	 1999,	 pág.	 72.	 La	
insostenible	 situación	 del	 Derecho	 penal,	 Editorial	 Comares,	 Granada,	 2000.	 En	 este	
sentido,	 en	 el	 XV	 Congreso	 de	 Derecho	 penal,	 llevado	 a	 cabo	 en	 la	 Universidad	 de	
Salamanca	 en	 el	 mes	 de	 abril	 del	 año	 2003,	 el	 Prof.	 	 MARTÍNEZ‐BUJAN	 PÉREZ,	 en	 su	
exposición	“Atentados	masivos	contra	el	medio	ambiente”,	caso	Prestige,	hace	alusión	a	la	
resistencia	 del	 Derecho	 penal	 clásico	 (tutela	 de	 bienes	 individuales)	 que	 muchos	
propugnan.	Lo	que	significa	el	relego	de	bienes		colectivos,	observando	concretamente	la	
aseveración	de	la	Escuela	de	Frankfurt	en	eliminar	los	delitos	del	medio	ambiente,	siendo	
este	 bien	 jurídico	 de	 carácter	 universal	 no	 meramente	 individual.	 Señala	 el	 autor	 que	
«Frankfurt	 omite	 algo	 trascendental,	 el	 delito	 colectivo	 depende	 del	 daño	 de	 carácter	
individual	realizado,	revolución	industrial,	superpoblación	de	 la	Tierra.	El	Derecho	penal	
moderno	 se	 preocupa	 de	 la	 utilización	 que	 el	 individuo	 hace	 de	 su	 propiedad	 (petróleo	




328	 MÜLLER‐TUCKFELD,	 J.	 Ch.:	 «Ensayo	 para	 la	 abolición	 del	 Derecho	 penal	 del	 medio	





En	 la	 doctrina	 española,	 SILVA	 SÁNCHEZ	 en	 postura	 similar	 a	 JAKOBS329,	
plantea	 un	 Derecho	 penal	 de	 dos	 velocidades.	 Por	 un	 lado,	 propone	 que	 se	
mantengan	 rigurosamente	 los	 «principios	 políticos	 criminales	 clásicos,	 las	 reglas	
de	imputación	y	los	principios	procesales»330,	para	los	casos	en	que	las	sanciones	
penales	deriven	en	prisión.		Por	otro	lado,	para	los	casos	en	los	que	no	deriven	en	
prisión,	 sino	 en	penas	de	privación	de	derechos	o	privación	pecuniaria,	 propone	
«aquellos	 principios	 y	 reglas»	 que	 podrían	 ser	 flexibilizadas	 en	 proporción	 a	 la	
menor	 intensidad	 de	 la	 sanción331.	 	 Este	 modelo	 propone	 la	 utilización	 de	 un	
derecho	 penal	 de	 menor	 intensidad,	 configurado	 como	 un	 instrumento	 no	
intimidatorio	 pero	 preventivo,	 para	 ser	 aplicado	 a	 los	 delitos	 propios	 del	 de	 la	
sociedad	 de	 la	 información,	 de	 la	 tecnología	 y	 la	 globalización,	 entre	 los	 que	 se	
encuentra	 el	 delito	 ambiental.	 Este	 sería	 entonces	 objeto	 de	 aplicación	 de	 un	
















331	 Ibídem,	 págs.	 138	 y	 ss.	En	 esta	 línea,	MENDOZA	BUERGO,	 B.:	El	Derecho	penal	 en	 la	
sociedad	del	riesgo,	Editorial.	Civitas,	Madrid,	2001,	págs.	25	y	ss.	Tal	vez	las	opiniones	de	
estos	 autores	 hayan	 consolidado	 la	 concepción	 dentro	 de	 la	 doctrina	 española,	 que	 lo	
nuevo	no	encuadra	con	lo	viejo;	en	otras	palabras,	las	nuevas	conductas	incriminadas	y	la	
protección	de	los	nuevos	bienes	jurídicos	no	pueden	ser	reguladas	desde	el	Derecho	penal	
nuclear.	 GARCÍA	 PABLOS	 DE	 MOLINA,	 A.:	 «Tendencia	 del	 actual	 Derecho	 penal»,	 en	









principios	 limitadores	 del	 ius	puniendi	 con	 el	 reconocimiento	 de	 la	 necesidad	de	
protección	 de	 intereses	 sociales	 no	 estrictamente	 individuales.	 La	 mencionada	
autora	 aboga	 por	 el	 cumplimiento	 con	 las	 garantías	 procesales	 y	 materiales	 e	
igualmente,	 propugna	 el	 reconocimiento	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos	 y	 la		




correcta	 aplicación	 de	 los	 nuevos	 tipos	 penales.	 	 Es	 por	 tanto	 acertada	 la	
percepción	 de	 la	 autora	 en	 cuanto	 su	 reconocimiento	 a	 los	 bienes	 jurídicos	
supraindividuales,	 a	 la	 protección	 autónoma	 del	 medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico	penal	y	su	opción	por	conciliar	los	preceptos	de	lo	nuevo	y	lo	viejo,	ya	que	
ello	contribuiría	al		reconocimiento	y	la	aplicación	de	un	Derecho	penal	dinámico	y	
flexible,	 que	 con	 la	 cooperación	 de	 la	 sociología	 y	 la	 política‐criminal	
proporcionaría	resultados	eficaces.	
Otra	 postura	 que	 comparte	 la	 intervención	 del	 Derecho	 penal	 ante	 los	
nuevos	desafíos,	es	 la	adoptada	por	GRACIA	MARTÍN,	quien	con	la	denominación	
de	 modernización	 del	 derecho	 penal334	 aborda	 las	 nuevas	 figuras	 delictivas	
introducidas	en	 las	 legislaciones	penales.	Pues	estas,	en	todos	 los	casos,	 tienen	la	
intención	de	extender	 la	 intervención	penal	a	conductas	y	ámbitos	de	 la	realidad	
social	 del	 presente,	 que	 estaban	 excluidas	 de	 la	 punibilidad	 en	 el	 sistema	
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supraindividuales,	op.	cit.,	pág.	196;	la	misma,	«Límites	objetivos	a	la	intervención	penal	en	
el	control	de	riesgos»,	en	La	política	criminal	en	Europa,	Editorial.	Atelier,	Barcelona,	2004,	
págs.	27	y	 ss.	 	 En	esta	 línea,	MARTÍNEZ‐BUJÁN	PÉREZ,	C.:	 «Algunas	 reflexiones	 sobre	 la	
moderna	 teoría	 del	 Big	 Crunch	 en	 la	 selección	 de	 bienes	 jurídico‐penales	 (especial	
referencia	al	ámbito	económico)»,	en	La	ciencia	del	Derecho	penal	ante	el	nuevo	siglo,	libro	
homenaje	a	Cerezo	Mir,	Editorial.	Tecnos,	Madrid,	2003,	págs.	395	y	ss.;	BARREIRO,	A.	 J.:	
«Crisis	 actual	del	dualismo	en	 el	Estado	 social	 y	 democrático	de	Derecho»,	en	Modernas	
tendencias	 en	 la	 ciencia	 del	Derecho	 penal	 	 y	 en	 la	 Criminología,	 UNED,	 Madrid,	 	 2000,	
pág.	191.	
	
334	 GRACIA	 MARTÍN,	 L.:	 ¿Qué	 es	 modernización	 del	 Derecho	 penal?»,	 en	 la	 Ciencia	 del	






la	 sociedad	 del	 riesgo	que	 se	 caracteriza	 por	 el	 control,	 prevención	 y	 gestión	 de	
riesgos	generales	asumidos	por	el	Estado.		
El	otro	modelo	que	propugna	la	asunción	de	los	bienes	jurídicos	colectivos	
es	 la	 propuesta	 por	 DÍEZ	 RIPOLLES336,	 quien	 desde	 una	 realidad	 dinámica	 y	 no	
inmóvil	del	derecho	penal337,	proyecta	estrategias	que	promueven	la	flexibilización	
del	 Derecho	 penal.	 Estas	 estrategias	 deben	 estar	 orientadas	 a	 la	 delincuencia,	
cualificada	y	generalizada,	a	partir	de	un	Derecho	penal	bienestatista	o	postulados	







2004.	 Igualmente	cabe	 traer	a	colación,	que	el	sistema	 jurídico‐penal	clásico	encabezada	
por	 Von	 Liszt	 se	 configuraba	 como	 una	 peculiar	 estructura	 bipolar:	 de	 un	 lado,	 debía	
garantizar	un	máximo	de	seguridad	jurídica	mediante	la	objetividad	y	el	formalismo	de	los	
presupuestos	 penales.	 De	 otro,	 debía	 alcanzar	 un	 máximo	 de	 efectividad	 gracias	 a	 un	
sistema	 de	 sanciones	 orientadas	 hacia	 el	 delincuente.	 En	 suma	 siempre	 ha	 existido	 esa	





podrá	 conservar	 vivo	 su	 sentido	 siempre	 que	 el	 derecho	 penal	 no	 degenere	 hasta	









profundo	de	 la	dogmática	no	 equivale	 a	una	defensa	de	un	Derecho	penal	 del	 riesgo	de	
corte	funcionalista».	
	
337	 Corresponde	 recordar,	 que	 el	 ilustre	 penalista	 salmantino	 DORADO	 MONTERO,	 P.:	
Problemas	del	Derecho	penal,	Editorial.	Revista	de	 legislación,	Madrid,	1895,	pág.	315;	ya	
fusionaba	 la	 justicia	 penal	 con	 la	 realidad	 social,	 a	 fin	 de	 que	 aquella	 adquiriera	 un	
dinamismo	para	asumir	los	fenómenos	sociales	emergentes	de	la	realidad.	En	este	sentido,	






más	 eficaz	 que	 el	 Derecho	 penal	 de	 la	 seguridad.	 De	 esta	 forma,	 se	 podrá	 dar	
reconocimiento	 a	 la	 asunción	 de	 los	 nuevos	 tipos	 penales	 y	 hacer	 frente	 a	 los	
delincuentes	de	cuello	blanco,	quienes	generalmente	participan	en	la	perpetración	





Estos	 efectos	 en	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	 son	 generalmente	
irreversibles,	 razón	 por	 la	 que	 el	 detrimento	 contra	 el	 medio	 ambiente	 cuyo	
contenido	 se	 traduce	 en	 subsistemas	 naturales,	 agua,	 aire,	 suelo,	 fauna	 y	 flora,	
deben	 ser	 protegidos	 como	 un	 bien	 jurídico	 penal	 autónomo,	 puesto	 que	 la	
intervención	 del	 Derecho	 penal	 se	 convierte	 en	 un	 instrumento	 idóneo	 para	
alcanzar	el	fin	perseguido.		Por	ello,	aunque		existan	críticas	respecto	a	la	asunción	
del	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 penal,	 no	 se	 puede	 negar	 que	 este		
constituye	una	realidad	de	la	que	debe	hacerse	cargo	el	derecho	penal	de	nuestros	
días,	 poniendo	 al	 servicio	 de	 su	 preservación,	 medios	 y	 técnicas	 que	 resultan	
apropiados	 y	 eficaces,	 como	 lo	 hiciera	 la	 reciente	 reforma	 penal	 sobre	 los	
preceptos	 que	 protegen	 al	medio	 ambiente,	 específicamente	 con	 la	 introducción	




como	 bien	 jurídico	 penal	 en	 el	 contexto	 jurídico	 español,	 tiene	 sus	 primeros	
indicios	en	los	tratados	internacionales	de	1972,	cuando	se	inicia	la	promulgación	







global	 sobre	 la	materia.	 	No	obstante,	 con	 la	Constitución	española	de	1978	esta	
situación	cambió	al	 iniciarse	el	proceso	de	articulación	normativo	ambiental,	que	




precepto,	 a	 una	 amplia	 política	 sobre	 el	 medio	 ambiente,	 que	 fue	 igualmente	
legitimada	con	 los	preceptos	constitucionales	contenidos	en	 los	artículos	148.9	y	





(encuadrado	 en	 la	 sección	 segunda	 del	 Capítulo	 II	 del	 Título	 V,	 denominado	





1994	 respectivamente.	 En	 estos	 proyectos	 de	 Ley	 Orgánica	 se	 proponía	 la	




Finalmente,	 tras	 las	 diversas	modificaciones	 realizadas	 en	 el	 Congreso,	 el	
Proyecto	 de	 Ley	 Orgánica,	 del	 Código	 penal	 de	 1994	 fue	 aprobado,	 el	 8	 de	
noviembre	 de	 1995	 y	 promulgado	 como	 Ley	 Orgánica	 10/1995,	 de	 23	 de	
noviembre.	Quedó	así	en	vigencia	el	Título	XVI	del	Libro	II	del	CP	de	1995,	que	a	





Esto	 porque	 prescinde	 de	 toda	 vinculación	 entre	 la	 salud	 pública	 y	 la	 ecología,	
como	fundamento	material	para	 la	punición	de	 los	comportamientos	más	graves,	
que	atenten	contra	este	bien	jurídico	de	titularidad	compartida.	
Posteriormente,	 por	 	 Ley	 Orgánica	 15/2003,	 de	 25	 noviembre,	 fue	
modificado	el	tipo	penal	325	que	solo	entonces	contenía	un	apartado	orientado	a	la	
protección	 genérica	 del	 medio	 ambiente.	 Fue	 añadido	 otro	 apartado	 de	 nueva	
creación	 (325.2),	 configurado	 como	 un	 delito	 cualificado	 por	 el	 resultado,	 que	
preveía	la	sanción	penal	al	que	dolosamente	 libere,	emita	o	 introduzca	radiaciones	
ionizantes	 u	 otras	 sustancias	 en	 el	 aire,	 tierra	 o	 aguas	 marítimas,	 continentales	
superficiales	o	subterráneas,	en	cantidad	que	produzca	en	alguna	persona	la	muerte	
o	enfermedad.	La	descripción	de	este	tipo	penal,	sin	embargo,	ya	se	encontraba	de	
manera	 genérica,	 descrita	 en	 el	 Art.	325.1	 (…	 provoque	 o	 realice	 directa	 o	
indirectamente	emisiones,	vertidos,	radiaciones…)	que	prevé	 la	sanción	penal	para	
el	sujeto	que	perjudique	gravemente	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales.	
De	 igual	modo,	 la	 introducción	 del	 Art.	 325.2	 a	 través	 de	 la	 LO	 15/2003,	
había	sido	criticada,	porque	la	gravedad	y	naturaleza	de	la	conducta	contenida	en	
el	apartado	de	referencia,	ya	estaba	castigada	y	de	forma	mucho	más	contundente	
en	el	 título	correspondiente	a	 la	seguridad	colectiva.	Y	aún	más,	en	 los	preceptos	
relativos	 a	 los	 riesgos	 catastróficos	 provocados	 por	 el	 uso	 indebido	 de	 energía	
nuclear	y	radiaciones	ionizantes339.		
No	obstante,	se	debe	destacar,	que	aún	con	sus	desaciertos	el	tipo	básico	del	
Art.	325.1	 es	 más	 acertado	 que	 el	 derogado	 Art.	 347	 bis,	 y	 denota	 cuatro	
                                                            
339	Al	respecto,	véase:	BOE	Cortes	Generales	 ‐	Congreso	de	 los	Diputados	15	enero	2007	
núm.	119‐1	 Código	 Penal.	 Proyecto	 de	 Ley	 Orgánica,	 por	 la	 que	 se	 modifica	 la	 Ley	
Orgánica	10/1995,	 de	 23‐11‐1995	 (RCL	 1995\3170	 y	 RCL	 1996\777).	 MUÑOZ	
LORENTE,	J.:	 «El	 cambio	 de	 criterio	 jurisprudencial	 en	 relación	 con	 la	 calificación	 del	
peligro	 exigido	 para	 la	 consumación	 del	 tipo	 básico	 de	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	







características	 fundamentales	 en	 la	 innovación	 introducida	 en	 el	 Título	 XVI,	
Capítulo	 III	del	Código	penal	español	 (LO	15/2003).	Por	una	parte,	 la	primera	se	
refiere	a	 la	configuración	del	 injusto	penal,	ya	que	no	solo	está	condicionado	a	 la	
realización	 de	 emisiones	 o	 provocación	 de	 vertidos,	 contempladas	 en	 la	 norma	
derogada,	sino	también,	a	numerosas	conductas	(cómo	la	contaminación	acústica)	
cuya	 relevancia	 jurídica	 justifican	 la	 intervención	 del	 Derecho	 penal.	 	 Por	 otra	
parte,	 explica	 el	 carácter	 autónomo	 y	 ecológico	 con	 el	 que	 se	 ha	 dotado	 al	 bien	





La	 segunda,	 hace	 alusión	 a	 la	 tipificación	 específica	 de	 los	 delitos	 de	
funcionarios	 (Art.	 329).	 Esta	 ha	 recibido	 críticas	 al	 no	 incorporar	 cambios	
sustanciales	en	relación	con	los	delitos	de	funcionarios	tipificados	en	el	Título	XIX	
del	 vigente	 código	 penal.	 Aunque	 ha	 recibido	 igualmente	 ponderación	 por	 su	
acertada	inclusión	en	un	capítulo,	que	reúne	todos	los	tipos	concernientes	al	bien	
jurídico	medio	ambiente.	Lo	cual	permite	valorar	las	particularidades	propias	de	la	




del	 anterior	 sistema	 númerus	 apertus,	 son	 sancionadas	 por	 medio	 del	 sistema	
númerus	 clausus,	 contenido	 en	 el	 Art.	 12	 (sanción	 del	 acto	 u	 omisión	 por	











una	 perspectiva	 como	 verdadero	 atenuante	 del	 delito	 ambiental,	 y	 desde	 otra,	
como	 una	 reparación	 de	 tercera	 vía	 ubicada	 en	 el	 contexto	 del	 sistema	 de	
sanciones	penales.	
Finalmente,	 con	 la	 reciente	 modificación	 de	 los	 delitos	 ambientales	 del	
Código	penal	español,	operada	por	Ley	5/2010	de	22	de	junio341,	se	observa	que	el	
fundamento	principal	de	 la	 innovación	se	debe	a	 la	promulgación	de	 la	Directiva	
2008/99/CC,	 de	 19	 de	 noviembre,	 relativa	 a	 la	 protección	 penal	 del	 medio	
ambiente.		El	instrumento,	establece	la	necesidad	de	armonizar	la	normativa	de	la	
Unión	Europea	con	la	legislación	penal	de	los		Estados	miembros.	Razón	por	la	que	
se	 ha	modificado	 el	mínimo	de	penas	 de	 seis	 (6)	meses	 y	máximo	de	 cuatro	 (4)	
años,	 establecido	 en	 el	 derogado	 Art.	 325.1,	 a	 un	 (1)	 año	 de	 límite	 mínimo	 y	





La	 reforma	 de	 la	 legislación	 penal	 española,	 ha	 dado	 igualmente	 el	
interesante	 	 paso	 de	 introducir	 la	 imputación	 directa	 a	 las	 personas	 jurídicas,	
                                                            
341	 Véase	 en	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.	 /	 BAUCELLS	 LLADÓS,	 J.	 /	 FARALDO	 CABANA,	 P.:		
«Delitos	 contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	medio	 ambiente,	 Arts.,	 325,	 327,	 328,	 329	 y	
339»	en	Álvarez	García/	Gonzáles	Cussac	(Dir),	Editorial	Tirant	lo	Blanch,	Valencia,	2010,	
págs.	385	y	ss.		HAVA	GARCÍA,	E.:	«La	reforma	de	los	delitos	contra	los	recursos	naturales,	
el	medio	 ambiente	 y	 la	 flora	 y	 fauna	 (Arts.	 325,	 327,328,	 329,	 333,	 334,	 336,	 339)»	 en	
Quintero	Olivares	(Dir)	La	reforma	penal	2010.	Análisis	y	comentarios,	Editorial	Aranzadi,	
Navarra,	2010,	págs.	287	y	ss.	«Delitos	contra	los	recursos	naturales	y	el	medio	ambiente»	












esta	 forma	 se	 armoniza	 el	 Código	 penal	 español	 y	 el	 Art.	 6	 de	 la	 Directiva	
2008/99/CC,	 de	 19	 de	 noviembre,	 relativa	 a	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	
mediante	 el	 Derecho	 penal,	 donde	 establece343	 que	 los	 Estados	 miembros	 se	
asegurarán	de	que	las	personas	 jurídicas	puedan	ser	consideradas	responsables	por	
los	delitos	ambientales	cometidos,	en	razón	a	que	los	sistemas	de	sanción	utilizados	
no	 son	 suficientes	 para	 lograr	 el	 cumplimiento	 de	 la	 legislación344	 que	 protege	 el	
medio	ambiente.	De	esta	forma	se	puede	observar,	que	existe	una	valoración	que	
considera	 al	 Derecho	 penal	 como	 refuerzo	 de	 la	 legislación	 administrativa	 y	
también	 que	 lo	 considera	 como	 la	ultima	 ratio	 del	 sistema	 jurídico	 que	 permite	
concretar	la	protección	del	medio	ambiente.	
Siguiendo	este	orden,		se	observa	que	la	reforma	ha	incidido	igualmente	en	
el	 Art.	 328	 que	 pasa	 a	 convertirse	 en	 el	 primer	 apartado	 del	 artículo,	 referido	
exclusivamente	 al	 establecimiento	 de	 depósitos	 o	 vertederos	 de	 desechos	 o	
residuos	tóxicos,	aumenta	la	pena	de	prisión	y	añade	la	de	inhabilitación;	el	328.2	
alude	 a	 la	 explotación	 de	 instalaciones	 en	 las	 que	 se	 desarrollen	 actividades	




1.	 Los	 Estados	 miembros	 se	 asegurarán	 de	 que	 las	 personas	 jurídicas	 pueden	 ser	
consideradas	responsables	por	los	delitos	a	los	que	se	hace	referencia	en	los	artículos	3	y	4	
cuando	tales	delitos	hayan	sido	cometidos	en	su	beneficio	por	cualquier	persona,	a	título	




persona	 a	 que	 se	 refiere	 el	 apartado	 1	 haya	 hecho	 posible	 que	 una	 persona	 bajo	 su	
















Del	 mismo	 modo,	 la	 reforma	 alcanza	 al	 Art.	 329	 que	 refiere	 al	 delito	 de	
prevaricación	ambiental.	En	él	se	introduce	específicamente	una	nueva	modalidad	
de	 conducta	 típica	 de	 omisión	 que	 se	 materializa	 en	 la	 no	 realización	 de	
inspecciones	 de	 carácter	 obligatorio.	 Por	 lo	 que	 se	 establece	 la	 obligación	 de	
imponer	 tanto	 la	 pena	 de	 prisión,	 como	 de	multa	 al	 responsable	 del	 delito	 y	 se	
suprime	 la	 alternatividad	 existente	 en	 lo	 referente	 a	 la	 aplicación	 de	 las	
consecuencias	accesorias	contenidas	en	el	anterior	Art.	329.	
Estas	 innovaciones	 mantienen	 el	 reflejo	 del	 giro	 copernicano	 que	 la	
legislación	 penal	 española	 ha	 efectuado	 sobre	 el	 medio	 ambiente	 a	 partir	 de	 la	
entrada	en	vigencia	del	Código	penal	de	1995,	que	desde	entonces	 incluye	en	un	
capítulo	 aparte	 su	 protección	 de	manera	 autónoma.	 Se	 observa	 entonces	 que	 el	
Código	 penal	 español	 vigente	 incorpora	 a	 partir	 de	 una	 valoración	 autónoma	
ecocéntrica	 al	medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 constituido	 por	 los	 diferentes	
subsistemas	 del	 sistema	 natural,	 siendo	 estos	 el	 agua,	 aire,	 tierra,	 fauna	 y	 flora,	
recursos	 naturales	 estos	 que	 deben	 ser	 protegidos	 con	 el	 fin	 de	 que	 el	 «sistema	
natural	 se	 mantenga	 con	 sus	 sistemas	 subordinados	 y	 no	 sufra	 alteraciones	
perjudiciales»348.	
Ya	 era	 inequívoca	 la	 opción	 asumida	en	el	 Código	penal	 español	de	1995,		
cuando	del	Art.	325	se	infería	una	interpretación	ecocéntrica	del	medio	ambiente	
como	 bien	 jurídico	 protegido.	 Con	 la	 última	 modificación	 legal,	 el	 Art.	 325	
mantiene	 su	 carácter	 ecocéntrico	 al	 tipificar	 el	 delito	 contra	 el	 equilibrio	 de	 los	











el	 resultado	 de	 «muerte	 o	 enfermedad...	 tratamiento	 médico	 o	 quirúrgico...	 que	
produzca	 secuelas	 irreversibles»	 como	 efecto	 de	 la	 lesión	 al	medio	 ambiente,	 ha	
sido	 suprimido,	 quedando	 en	 un	 sólo	 apartado	 el	 contenido	 del	 precepto	 de	





primer	 lugar	 la	 interpretación	 administrativista	 radical	 del	 bien	 jurídico,	 que	
concibe	 al	 medio	 ambiente	 como	 «la	 facultad	 de	 la	 Administración	 Pública	 o	 la	
gestión	pública	ambiental»,	es	decir,	de	ella	no	deriva	la	exégesis	de	una	protección	
justificada	por	 la	 función	que	cumple	el	medio	ambiente,	sino	una	 interpretación	
que	lo	valora	como	un	bien	jurídico	de	titularidad	compartida	y	que	se	fundamenta	
por	su	naturaleza,	esto	es,	por	su	propia	entidad.			
De	 esta	 forma,	 no	 sólo	 las	 infracciones	 a	 las	 normas	 administrativas	 son	
observadas	 al	 momento	 de	 la	 perpetración	 del	 ilícito	 penal,	 sino	 también	 son	
valoradas	como	la	conditio	sine	qua	non	para	 la	configuración	del	 ilícito	contra	el	
medio	 ambiente,	 que	 la	 conducta	 haya	 ocasionado	 un	 perjuicio	 grave	 para	 la	 el	
equilibrio	de	los	sistemas	naturales349.	 	En	cuanto	a	la	agravante	de	la	conducta,	se	
requiere	el	riesgo	de	grave	perjuicio	para	la	salud	de	las	personas.		
Precisamente	 esta	 descripción	 de	 la	 conducta	 en	 el	 tipo	 genérico	 de	
protección	autónoma	del	medio	ambiente	en	el	Código	penal	español	nos	 lleva	a	
confrontar	 la	 protección	 autónoma	 y	 específica	 que	 el	 Código	 penal	 paraguayo	
concreta	sobre	este	bien	jurídico	de	titularidad	compartida.		Esta	comparación	será	














paraguaya	 de	 elementos	 normativos	 que	 tipifiquen	 como	 delito	 el	 riesgo	 grave	
para	 la	 salud	 de	 las	 personas	 o	 en	 su	 defecto,	 del	 resultado	 de	 muerte	 por	
contaminación	ambiental.	 	Descripción	que	en	 la	 legislación	penal	española	«deja	
expedita	 la	 vía	 a	 las	 normas	 que	 regulan	 el	 concurso	 de	 delitos»350,	 pues	 nos	
encontramos	ante	«la	concurrencia	de	riesgo	para	los	bienes	jurídicos	ambientales	
con	lesión	típica	de	bienes	determinados	de	titularidad	individual»351.	




de	 Baviera	 de	 1813,	 no	 concebía	 al	 medio	 ambiente	 	 como	 un	 bien	 jurídico	



















reconoce	 los	 Derechos	 sociales,	 económicos	 y	 culturales,	 y	 los	 Derechos	 de	 la	
autodeterminación	de	los	pueblos,	la	calidad	de	ida	y	del	medio	ambiente,	así	como	






El	 26	de	noviembre	1997	 fue	promulgado	 el	 Código	penal	 paraguayo	hoy	
vigente,	 cuyo	 contenido	 fue	 elaborado	 con	 marcada	 influencia	 germánica	 y	
colaboración	de	juristas	paraguayos,	quienes	con	su	trabajo	y	esfuerzo	propiciaron	
la	ansiada	y	necesaria	reforma	penal	paraguaya,	que	pretendía	originariamente	la	
construcción	 de	 un	 cuerpo	 normativo	 moderno	 y	 acorde	 a	 la	 realidad	 que	 la	
subyacía.		
El	Código	penal	vigente,	cuyo	contenido	plantea	innovaciones	muy	profundas	
en	 el	 derecho,	 como	 respuestas	 a	 problemas	 vitales	 de	 la	 vida	moderna354,	 	 se	 ha	
decantado	en	medio	del	 	anhelo	 	de	 	 reforma	y	evolución	 	del	cuerpo	normativo,	





DALBORA,	 J.L.:	 «El	 nuevo	 Código	 penal	 del	 Paraguay»	 en	 Revista	 de	 Derecho	 penal	 y	
criminología,	Nº	4,	1999,	págs.	628	y	ss.	
	
354	 Vid,	 	 USAID,	 Fundamentos	 del	 Código	 penal	 paraguayo,	 ed.	 especial,	 Asunción,	 1998,	
págs.	94	y	ss.	
	
355	 En	 este	 sentido	 y	 pronunciándose	 críticamente,	 señala	 GUZMÁN	DALBORA,	 J.	 L.:«	 El	
nuevo	Código	penal	del	Paraguay»	op.	cit.,	pág.	660,	 	“Esta	disociación	entre	el	país	y	sus	







El	 Código	 penal	 paraguayo	 tipifica	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	
siguiendo	 	 los	 delineamientos	 del	 cuerpo	 normativo	 penal	 germánico356.	 Esta	
similitud	 se	 observa	 cuando	 en	 ambos	 cuerpos	 normativos	 se	 concreta	 la	
protección	autónoma	de	los	elementos	que	componen	las	bases	naturales	de	la	vida	
humana	 o	 del	 	 sistema	 natural.	 	 Así,	 la	 tutela	 específica	 y	 no	 genérica,	 de	 cada	
elemento	 o	 sub‐sistema	 que	 lo	 compone,	 agua,	 aire,	 suelo,	 fauna	 y	 flora,	 se	
estructura	 en	 cada	 tipo	 penal	 sobre	 una	 base	 ecocéntrica.	 Sin	 embargo,	 existen	
diferencias	que	pueden	llevar	a	confusiones	en	la	interpretación	del	CPP	en	cuanto	
a	protección	penal	del	medio	ambiente	se	refiere.			
Este	 cuerpo	 normativo	 se	 diferencia	 del	 StGB,	 en	 la	 nomenclatura	 que	
utiliza	 al	 encuadrar	 los	 tipos	 penales	 de	 protección	 ambiental	 en	 el	 Titulo	 III,	
«Hechos	 punibles	 contra	 la	 seguridad	 de	 la	 vida	 y	 de	 la	 integridad	 física	 de	 las	
personas»,	 Capítulo	 I	 «Hechos	 punibles	 contra	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	
humana»,	 lo	 cual	 denota	 en	 el	 «título»	 una	 concepción	 antropocéntrica	 o	
                                                                                                                                                                              
uno	 que	 ponerse	 en	 su	 lugar:	 tiene	 que	 ser	 ese	 alguien.	 	Únicamente	 el	 semejante	 puede	
escribir	 sobre	 el	 semejante…	 A	 fin	 de	 cuentas,	 prosigue	 Guzmán	 Dalbora	 comparar	 el	
Código	 actual	 con	 el	 derogado,	 incluso	 reconociendo	 que	 este	 merecía	 ya	 jubilación	
completa,	es	una	operación	imposible,	si	es	verdad	que	los	haces	de	la	luz,	que	colándose	a	
través	de	los	intersticios	que	dejan	sus	respectivos	artículos,	permiten	intuir	el	espectro	de	
valoraciones	que	 inspiró	a	uno	y	otro,	 tienen	una	 intensidad	que	 los	hace	 incompatibles,	
como	si	de	dos	países	distintos	se	tratase.		Quedamos,	por	ende,	impedidos	de	formular	un	
juicio	 sobre	 la	 contribución	 del	 joven	 texto	 a	 la	 evolución	 punitiva	 del	 Paraguay.	 	 Mas	
permítasenos	 la	recomendación	de	que	no	se	 le	considere	entre	 los	modelos	 legislativos	
que	 hay	 que	 seguir”.	 	 Esta	 reflexión	 y	 principalmente	 lo	 que	 respecta	 a	 las	 dos	 últimas	
líneas,	 	 son	 una	 manifestación	 del	 análisis	 emergente	 del	 Congreso	 Internacional	 de	
Política	 Criminal	 y	 Reforma	 penal	 celebrada	 	 en	 Asunción	 los	 días	 22,	 23	 y	 24	 de	
noviembre	 de	 1995,	 pues	 el	 estudio	 profundo	 realizado	 por	 un	 grupo	 de	 juristas	
especialistas,	 invitados	 de	 diversas	 nacionalidades	 no	 fue	 considerado	 para	 la	
modificación	 	del	rumbo	del	Cuerpo	normativo.	 	Con	 lo	dicho	es	claro,	que	 las	opiniones		
vertidas	y	las	conclusiones	sustentadas	en	el	evento	fue	adverso	al	Proyecto	del	CPP,	vid,	
RIVACOBA	 RIVACOBA,	 M.:	 «Consideraciones	 críticas	 de	 carácter	 general	 acerca	 del	
proyecto	 del	 Código	 penal	 para	 el	 Paraguay	 (1995)»	 en	 Revista	 de	 Derecho	 penal	 y	
criminología,	Nº	6,	1996.	Igualmente	podemos	recordar	la	conferencia	dada	por		Zaffaroni	
en	 el	 marco	 del	 curso	 de	 especialización	 en	 Derecho	 penal	 	 dictada	 en	 la	 Universidad	
Católica	 de	 Coronel	 Oviedo	 y	 llevada	 a	 cabo	 en	 fecha	 22	 de	 julio	 de	 2002	 ,	 para	 quien		
desde		el	contexto	ideológico	latinoamericano,	es	bueno	y	oportuno	que	el	derecho	penal	










con	 la	 exégesis	 derivada	 del	 contenido	 de	 los	 tipos	 penales	 estructurados	 para	
proteger	 de	manera	 autónoma	 a	 los	 elementos	 naturales,	 	 a	 fin	 de	mantener	 el	
equilibrio	 de	 los	 mismos.	 	 En	 cambio,	 en	 el	 epígrafe	 del	 StGB	 la	 nomenclatura	
utilizada	 es	 la	 de	 Delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente,	 denominación	 que	 no	 se	
contradice	 con	 el	 contenido	 de	 sus	 respectivos	 tipos	 penales,	 donde	 se	 constata	
igualmente	 	 la	 protección	 autónoma	 de	 este	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	
compartida,	pero	con	una	fusión	de	carácter	antropocéntrico.	
Ahora	 bien,	 también	 existen	 contradicciones	 en	 el	 StGB,	 y	 que	 a	 nuestro	
juicio,	son	valoradas	aquí	en	función	a	la	prioridad	y	delineamiento	seguido	en	este	
trabajo.	 Por	 ello,	 se	 observa	 que	 en	 el	 Digesto	 penal	 germánico,	 el	 §	 324.a)	 que	
protege	 de	 forma	 ecocéntrica‐antropocéntrica	 el	 elemento	 suelo,	 sanciona	
penalmente	 a	 quien	 produzca,	 permita	 introducir	 o	 libere	 sustancias	 en	 el	 suelo	
violando	 obligaciones	 de	 derecho	 administrativo,	 e	 incrimina	 igualmente	 como	






como	 un	 elemento	 del	 tipo	 base	 de	 protección	 al	 suelo.	 Análoga	 interpretación	
también	 desprendemos	 del	 §	 325	 I,	 que	 protege	 el	 aire	 como	 elemento	 de	 la	
ecología,	y	sobre	las	cuales	también	recae	una	valoración	crítica.	Sin	embargo,	este	
cuerpo	 normativo	 germánico	 también	 denota	 características	 loables,	 que	 lo	
encontramos	 a	 nuestro	 entender	 en	 el	 §	 330,	 pues	 se	 trata	 de	 un	 tipo	 penal	
autónomo	 que	 prevé	 los	 casos	 de	 especial	 gravedad	 de	 un	 delito	 ambiental,	
describiendo	 como	 elemento	 del	 tipo	 e	 incriminando	 la	 conducta	 que	 cause	
1)	negligentemente	 la	 muerte	 o	 un	 grave	 daño	 para	 la	 salud	 de	 una	 persona;	





Si	 bien	 hemos	 calificado	 de	 loable	 la	 postura	 asumida	 por	 el	 legislador	
alemán	a	la	hora	de	tipificar	el	§	330,	donde	describe	los	casos	de	especial	gravedad	
del	 delito	 ambiental,	 se	 debe	 a	 que	 un	 país	 postindustrial,	 donde	 el	 hombre	
precisamente	no	vive	o	no	depende	directamente	como	modo	de	subsistencia,	de	la	








es	 criticable	 que	 las	 posturas	 asumidas	 en	 el	 Digesto	 germánico	 y	 que	
precisamente	 condicen	 con	 valoraciones	 que	 podrían	 provenir	 de	 una	 sociedad	






que	 también	 afecten	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 Por	 lo	 cual	 se	 observa,	 una	
concepción	 más	 bien	 ecocéntrica	 en	 el	 Código	 penal	 paraguayo	 y	 ecocéntrica‐
antropocéntrica	en	el	Código	penal	alemán.	
En	 el	 marco	 de	 la	 doctrina	 paraguaya,	 no	 obstante,	 aún	 queda	 por		
determinar	el	alcance	del	medio	ambiente	como	bien	 jurídico;	si	 la	protección	de	
éste	 bien	 jurídico	 colectivo	 se	 caracteriza	 por	 la	 predominancia	 del	 modelo	 de	









Los	 diferentes	 conceptos	 que	 encierran	 la	 conceptualización	 de	 ambiente,	
ecología,	 recursos	 naturales	 y	 medio	 ambiente,	 aunque	 no	 siempre	 son	
consideradas	 en	 el	marco	 del	 dogmatismo	del	Derecho	 positivo,	 representan	 sin	
embargo	la	fuente	de	los	conceptos	utilizados	en	el	Derecho,	y	en	este	caso	de	los	










daños	 casi	 irreversibles,	 al	 punto	 que	 los	 costes	 y	 beneficios	 entran	 en	 colisión	
irreparables.		Por	ello,	la	recepción	del	ambiente	como	bien	jurídico	en	el	Derecho	
penal	es	acertada	y	absolutamente	justificada,	puesto	que	ha	quedado	demostrado	
que	 la	 intervención	 de	 las	 otras	 áreas	 del	 Derecho	 no	 son	 suficientes	 para	
concretar	su	protección.	
De	este	modo	 la	 concepción	de	ambiente	que	 tiene	alcance	 real	a	 todos	al	
sistema	 o	 las	 bases	 naturales,	 es	 el	 concepto	 intermedio,	 que	 permite	 valorar	 las	
propiedades	 del	 agua,	 el	 aire,	 el	 suelo,	 así	 como	 la	 fauna	 y	 la	 flora,	 y	 eleva	 el	





subyace	 el	 sustrato	material	 determinado	 por	 la	 unidad	 y	 entidad	 que	 recae	 en	
cada	subsistema	componente	del	sistema	natural,	y	que	permite	la	constatación	de	
la	afección	en	los	objetos	sobre	el	que	recae	una	acción	delictiva,	lo	cual	facilita	la	
valoración	 de	 la	 afección	 al	 bien	 jurídico	 que	 requiere	 de	 la	 producción	 de	 un	
resultado	para	la	configuración	del	delito.	En	cambio,	desde	otra	arista,	y	sobre	la	
cual	 postulamos	 en	 este	 trabajo,	 se	 valora	 igualmente	 la	 entidad	 propia	 del	
contenido	del	bien	jurídico	medio	ambiente,	pero	se	constata	su	afección	a	través	
del	grave	riesgo	para	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales	o	la	incolumidad	de	las	
bases	naturales	de	 la	vida	humana.	Para	 lo	 cual	 se	requiere	de	 la	 idoneidad	de	 la	
conducta	 para	 que	 se	 constate	 la	 afección	 o	 puesta	 en	 peligro	 el	 bien	 jurídico	
protegido.	
La	opción	sobre	la	concepción	de	ambiente,	permite	igualmente	determinar	
la	 concepción	 del	 ambiente	 como	 bien	 jurídico.	 	 Así,	 si	 se	 optara	 por	 una	
concepción	 absolutamente	 antropocéntrica,	 se	 observará	 la	 estructuración	de	un	
tipo	penal	que	despliega	su	protección	en	primer	 lugar	sobre	 los	bienes	 jurídicos	










estaría	 igualmente	 ante	 una	 concepción,	 que	 si	 bien	 reconoce	 y	 legitima	 la	
protección	de	los	bienes	jurídicos	colectivos	en	el	Derecho	penal,	sin	embargo	los	






son	 igualmente	 reconocidos	 como	 bienes	 jurídicos	 intermedios	 por	 no	
proporcionar	 autonomía	 al	 ambiente	 como	 bien	 jurídico.	 	 Puesto	 que	 no	 valora	
efectivamente	 la	entidad,	el	 sustrato	que	posee	el	ambiente	como	bien	 jurídico	y	
finalmente	lo	funcionalista	a	los	bienes	jurídicos	individuales.	
La	concepción	 intermedia	de	ambiente,	no	obstante,	se	entronca	realmente	
con	 la	concepción	ecocéntrica,	que	a	diferencia	de	 la	antropocéntrica,	parte	de	 la	
ciencia	ecológica	que	describe	al	ambiente	natural	como	realidad	física.		Valoración	
que	 es	 utilizada	 como	 fundamento	 de	 la	 tutela	 autónoma	 de	 la	 ecología,	 y	 que	
promueve	 la	protección	en	 función	 	 a	 su	valor	 inherente,	 es	decir,	 al	 valor	de	 su	
propia	 existencia,	 que	 se	 encuentran	 contenidas	 en	 los	 elementos	 naturales	 de	
agua,	aire	y	suelo.		Estas	interaccionan	como	unidad	de	subsistemas	subordinadas	
al	 sistema	 natural,	 que	 están	 constituidos	 por	 los	 sistemas	 de	 factores	 bióticos	
(derivados	de	las	plantas	y	de	los	animales)	y	factores	abióticos	(clima,	lluvia,	aire	
y	 ubicación	 geográfica).	 	 Sin	 embargo,	 esta	 consideración	 más	 bien	 radical	 del	
ecocentrismo,	no	es	aplicado	en	el	marco	del	Derecho	penal,	donde	realmente	se	
adecua	 la	 interpretación	 de	 un	 concepto	 ecléctico	 que	 abarca	 las	 acepciones	
antropocéntrica‐ecocéntrica,	 también	conocida	como	ecocéntrica	moderada.	 	Esta,	
bajo	 la	 observancia	 substancial	 del	 principio	 de	 la	 dignidad	 humana,	 principio	
rector	 del	 Derecho	 penal,	 protege	 los	 subsistemas	 ecológicos	 subordinados	 para	
mantener	el	equilibrio	de	los	sistemas.	
El	 eclecticismo	 aquí	 abordado	 entre	 ecocentrismo	 y	 antropocentrismo	
permite	 entonces	 la	 construcción	 de	 un	 concepto	 que	 reconoce	 la	 protección	





entidad	material	 es	 imposible	dividirla	en	partes,	 al	 igual	que	 su	 concepto	real	y	









tiene	 precisamente	 como	 uno	 de	 sus	 objetivos	 reafirmar	 que	 el	 ambiente	 es	




que	 ello	 obste	que	 existan	otros	bienes	 jurídicos	 colectivos	 sin	 entidad	propia,	 o	
bienes	 jurídico	colectivos	propiamente	dicho,	que	realmente	son	bienes	 jurídicos	
de	carácter	intermedio357.			
El	 reconocimiento	 de	 las	 características	 del	 bien	 jurídico	 colectivo	 y	 en	
consecuencia	de	su	interpretación	como	tal,	no	sólo	posibilita	que	el	Derecho	penal	
asuma	 los	 nuevos	 retos	 emergentes	 de	 la	 realidad	 social,	 de	 la	 política	 criminal	
posmoderna,	 sino	 también	 que	 este	 instrumento	 de	 ultima	 ratio	 del	 sistema	





jurídico,	 deriva	 una	 interpretación	 ecocéntrica	moderada,	 que	 se	 constata	 con	 la	
descripción	del	equilibrio	de	 los	sistemas	naturales	como	bien	jurídico,	se	observa	
igualmente	la	utilización	de	conceptos	como	medio	ambiente	y	recursos	naturales,	
para	 enmarcar	 la	 protección	 de	 este	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	 compartida.	








de	 medio	 ambiente,	 denota	 una	 visión	 antropocéntrica	 moderada,	 que	 tiene	
alcance	a	la	protección	del	ambiente	natural	que		procura	el	desarrollo	sustentable	
o	desarrollo	de	la	tecnología	sin	perjudicar	al	ambiente	natural	y	preservando	este	
para	 las	generaciones	 futuras.	 	En	cambio,	 la	utilización	de	 recursos	naturales	se	
encuentra	 fundamentalmente	 vinculado	 a	 una	 concepción	 más	 limitada	 y	
restringida	 del	 ambiente	 natural,	 del	 que	 se	 puede	 deslindar	 una	 interpretación	




en	 un	 sistema	 natural	 que	 debe	 mantenerse	 equilibrado	 para	 lograr	 su	
incolumidad.	 	De	allí	que	en	el	Art.	325	del	Código	penal	español	se	observa	una	
protección	genérica	y	autónoma	del	medio	ambiente	como	bien	jurídico	colectivo.		
Se	 constata	 una	 protección	 genérica	 porque	 en	 un	 sólo	 tipo	 penal	 encierra	 la	
protección	de	los	diferentes	subsistemas	subordinados,	que	se	manifiesta	como	el	





prima	ratio	 la	 lesión	o	puesta	en	peligro	del	bien	 jurídico	 individual	vida	y	salud	
para	 la	configuración	del	delito	contra	el	ambiente.	 	Sin	embargo,	 la	 intervención	
del	Derecho	penal	se	realiza	igualmente	cuando	la	agravante	del	325	in‐fine	entra	
en	juego	ante	la	pluriofensividad	de	los	bienes	jurídicos	ambiente	y	salud.	
5.1	 Elementos	 meta‐jurídicos	 que	 subyacen	 al	 bien	 jurídico	
equilibrio	de	los	sistemas	naturales	del	CPE	
¿Qué	 se	 entiende	 por	equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales?	 	 La	 respuesta	 a	






abarca	 el	 estudio	 sobre	 la	 naturaleza	 como	 sistema,	 pero	 delimitada	 por	 los	
elementos	 naturales	 que	 la	 componen,	 agua,	 aire	 y	 suelo,	 que	 al	 interactuar	 son	
analizados	desde	la	ciencia	ecológica,	porque	permite	observar	la	interrelación	en	
conjunto,	de	 los	 componentes	naturales.	 	 Por	otra	parte,	 tenemos	el	pilar	que	 se	
erige	sobre	la	teoría	general	de	los	sistemas,		que	hace	posible	la	integración	de	las	
ciencias	naturales,	de	la	ecología,	con	la	teoría	de	los	sistemas	sociales.	Esta	tiene	
un	 carácter	 integrador	 donde	 lo	 determinante	 son	 las	 relaciones	 y	 los	 conjuntos	
que	de	ella	emergen.		
Ya	BERTANLAFFY	propone	desde	 la	base	de	 la	 teoría	de	 los	sistemas,	 tres	
aspectos	generales	a	tener	en	cuenta	para	su	aplicación:	a)	ciencia	de	los	sistemas;	
b)	tecnología	 de	 los	 sistemas;	 y	 c)	 filosofía	 de	 los	 sistemas358.	 Precisamente	 el	
segundo	aspecto,	abarca	el	análisis	sobre	los	problemas	que	surgen	de	la	relación	
entre	 la	 tecnología	 y	 la	 sociedad,	 ya	 que	 su	 propia	 complejidad	 decanta	 en	
múltiples	 niveles	 que	 requieren	 control	 científico,	 como	 es	 la	 ecología.	 	 Este	
sistema	en	el	que	convergen	precisamente	la	sociedad	y	la	tecnología,	sea	como	un	
sistema	 monista	 compuesto	 por	 dos	 elementos	 que	 se	 funden	 para	 intervenir	
sobre	el	sistema	ecológico	natural,	o	como	un	sistema	binario	indisolubles	que	no	
se	 fusionan,	 más	 al	 contrario	 se	 irrumpen,	 y	 precisan	 por	 ello	 de	 un	 control	 e	
informe	multidisciplinario	 para	 procurar	 la	 estabilidad	de	 la	 interrelación	de	 los	
sistemas.	 En	 caso	 contrario,	 resulta	 dificultoso	 mantener	 el	 equilibrio	 en	 la	
interrelación	de	los	sistemas,	los	que	llegan	a	invadirse	entre	sí,	si	no	existe	certeza	











obstante,	 la	 simbiosis	 existente	 entre	 el	 conocimiento	 científico	 y	 los	 trabajos	
empíricos	 realizados	 por	 el	 hombre,	 no	 sólo	 ha	 convertido	 a	 la	 ecología	 en	 una	
ciencia	biológicamente	científica,	sino	también	la		ha	transformado	en	una	ecología	
científica	 aplicable,	 en	 pro	 de	 la	 protección	 de	 los	 sistemas	 naturales	 y	 la	 vida	
silvestre.	 	 Para	 lo	 cual	 incorpora	 la	 valoración	 de	 factores	 antropológicos	 que	
permiten	la	investigación	de	hechos	que	generan	resultados,	y	que	ayudan	de	esa	
forma	 a	 prevenir	 el	 impacto	 lesivo	 y	 hasta	 si	 se	 quiere	 llamarlo	 negativo,	 del	
desarrollo	económico‐social	sobre	los	sistemas	naturales.	
Ahora	 bien,	 el	 carácter	 económico	 social	 de	 la	 naturaleza	 subyace	 en	 el	
propio		sistema	natural,	el	que	también	puede	ser	definido	como	ecosistema.		Este	
pertenece	 	 a	 una	 importante	 clase	 de	 sistemas	 que	 se	 caracterizan	 por	 estar	
constituidos	por	 subsistemas	 reproducibles	 y	no	 reproducibles,	perteneciendo	 la	
fauna	y	 flora	al	primero	y	el	 suelo,	 el	 agua,	 el	 aire	al	 segundo.	 	De	esta	 forma,	el	
concepto	 ecosistema	 proporciona	 un	 enlace	 con	 la	 teoría	 de	 sistemas,	 pues	 un	
sistema	 consiste	 en	 elementos	 idealmente	 separables	 pero	 en	 interacción	 con	
otros	 elementos,	 donde	 se	 manifiesta	 cierta	 convergencia	 de	 	 comportamientos	
que	permite	a	cada	elemento	influenciar	en	las	posibles	variaciones	de	estado	de	
los	 otros	 y	 por	 ende,	 afectar	 en	 la	 disminución	 del	 grado	 de	 libertad	 del	 que	















siglo	 XVII	 como	 balance	 of	 trade	 o	 equilibrio	 del	 mercado	 internacional360.	 	 El	
concepto	presupone	una	distinción	entre	estabilidad	y	perturbación,	de	tal	manera	
que	 con	 el	 término	 de	 equilibrio	 se	 enfatiza	 el	 aspecto	 de	 la	 estabilidad.	 	 Así,	
cualquier	 perturbación	 en	 la	 balanza,	 conduce	 al	 desequilibrio	 y	 la	 noción	 de	
equilibrio	 conduce	 a	 pensar	 que	 aquel,	 se	 trata	 de	 una	 reacción	 de	 estados	
inestables	en	el	sistema.		Este	debe	volver	a	su	estado	anterior,	o	en	su	defecto	a	la	
creación	de	un	nuevo	estado	de	balance361	para	lograr	el	equilibrio.		De	esta	forma,	
el	 equilibrio	 se	 traduce	 como	 la	manifestación	 de	 un	 estado	 específico	 que	 deja	
percibir	con	claridad	la	relación	entre	estabilidad		y	perturbación.			
La	 teoría	 de	 los	 sistemas	 se	 fue	 constituyendo	 en	 un	 «sistema	 de	
autoobservación,	 recursivo,	 circular,	 autopoiético»,	 capaz	 de	 responder	 a	
planteamientos	 problemáticos	 que	 hoy	 se	 enuncian	 bajo	 la	 noción	 de	
postmodernismo362.	 Concepto	 este	 que	 engloba	 a	 varios	 sistemas	 que	 se	
caracterizan	 por	 responder	 a	 las	 sociedades	 post‐industriales,	 en	 donde	 los	
elementos	transformadores	emergen	en	una	realidad	histórica,	manifestada	por	el	
tipo	 de	 acción	 que	 la	 sociedad	 ejerce	 sobre	 sí	 misma363,	 es	 decir,	 por	 la	 que	 la	
sociedad	 se	 somete.	 	 Lo	 que	 refleja	 que	 en	 el	 postmodernismo	 subyace	 una	
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la	 teoría	 de	 los	 sistemas,	 entra	 igualmente	 a	 tallar	 el	 concepto	 de	 entorno	 como	
elemento	participativo	del	sistema,	pero	no	constitutivo	del	mismo.	Si	bien	en	todo	
análisis	 teórico	 sistémico	 se	 parte	 de	 la	 diferencia	 entre	 sistema	 y	 entorno,	 se	
afirma	igualmente	que	los	sistemas	están	estructuralmente	orientados	al	entorno,	
y	 sin	 él	 no	 podrían	 existir.	 Por	 ello	 los	 sistemas	 se	 constituyen	 y	 se	 mantienen	
mediante	 la	 creación	y	 la	 conservación	de	 la	diferencia	con	el	entorno,	y	utilizan	
sus	límites	para	regular	dicha	diferencia.364		Así,	el	sistema	natural	no	funciona	de	
manera	cerrada,	sino	más	bien	abierta	con	otros	sistemas,	al	punto	que	su	relación	










sus	 convergencias,	 pues	 los	 límites	 físicos	 determinan	 la	 función	 que	 cada	 uno	
cumple	para	el	mantenimiento	de	la	estabilidad	del	sistema	natural.			
5.2	 Concreción	 del	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 como	 bien	
jurídico		
En	 la	definición	de	bien	 jurídico	ambiente,	 incorporada	en	el	Código	penal	
español	se	observa	claramente	la	opción	por	una	definición	sistémica	del	ambiente,	
porque	el	 concepto	de	equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales,	 como	 lo	 señalamos,	 se	
                                                            






erige	 sobre	 el	 término	 equilibrio	que	 refiere	 el	 aspecto	 de	 la	 estabilidad,	 ya	 que	









lo	 que	 se	 infiere	 que	 en	 el	 sistema	 natural	 el	 desequilibrio	 se	 produce	 por	 la	
afectación,	 por	 la	 perturbación	 de	 la	 estabilidad	 de	 unos	 de	 los	 subsistemas,	 sin	
embargo,	esta	afirmación	encuentra	sus	variantes	cuando	se	debe	determinar:	a)	si	
realmente	la	afectación	de	uno	de	los	subsistemas	afecta	a	todo	el	sistema	natural;	
o	 b)	 si	 sólo	 se	 manifiesta	 materialmente	 por	 las	 afecciones	 recaídas	 sobre	 un	
subsistema	 específico	 y	 que	 en	 su	 efecto	 puede	 afectar	 colateralmente	 a	 otro	
subsistema;	y	c)	si	la	afección	del	subsistema	tiene	alcance	al	entorno	del	mismo.	
A	 modo	 de	 ejemplo,	 tenemos	 el	 caso	 Prestige.	 El	 hundimiento	 del	 buque	
petrolero	 en	 costas	 gallegas	 afecta	 todo	 el	 subsistema	 acuático,	 que	 a	 su	 vez	 se	
encuentra	 relacionado	 con	 la	 fauna	 y	 flora	 acuática	 como	 subsistemas	 de	 su	
entorno.	 Por	 lo	 que	 se	 puede	 apreciar	 que	 el	 subsistema	 acuático	 y	 su	 entorno	
fueron	 afectados	 gravemente	 a	 través	 de	 un	 hecho	 lesivo	 contra	 el	 ambiente,	
entendido	como	sistema	natural	y	conformado	por	sus	subsistemas	subordinados.	
Efectivamente	 el	 daño	 irreversible	 constatado	 sobre	 ese	 medio	 o	 subsistema,	
representa	 uno	 los	 casos	 más	 graves	 de	 lesión	 al	 ambiente,	 del	 que	 derivaron	
numerosas	 afecciones	 naturales,	 que	 en	 consecuencia	 dio	 inicio	 a	 acciones	 de	












encuentra	 conformado	 por	 otros	 subsistemas	 como	 fauna	 y	 	 flora.	 	 Con	 este	
ejemplo,	 estamos	 por	 tanto	 ante	 un	 caso,	 donde	 la	 afectación	 del	 subsistema	
acuático	 tiene	 alcance	 a	 su	 entorno.	 Sin	 embargo,	 cada	 sistema	 tiene	un	 entorno	
que	 debe	 ser	 distinguido	 del	 mismo,	 lo	 que	 significa	 que	 se	 debe	 diferenciar	 la	
relación	de	un	sistema	con	su	entorno	y	la	presencia	de	sistemas	o	subsistemas	en	
el	 entorno	 de	 un	 sistema366.	 	 Por	 tanto,	 en	 este	 caso,	 el	desequilibrio	del	 sistema	
natural	 se	 produce	 por	 la	 afectación	 de	 la	 estabilidad	 de	 las	 propiedades	 del	
subsistema	acuático	y	por	 la	 alteración	de	 la	 estabilidad	existente	en	 su	 relación	
con	otros	subsistemas	del	entorno	del	subsistema	acuático.	
Si	 habláramos	 en	 cambio,	 de	 un	 desequilibrio	 que	 se	 manifiesta	
materialmente	por	las	afecciones	recaídas	sobre	un	subsistema	especifico	como	es	
el	aire	y	que	en	su	efecto	puede	afectar	colateralmente	a	otro	subsistema	que	no	se	
encuentra	 específicamente	 en	 su	 entorno	 atmosférico,	 pero	 si	 en	 el	 sistema	
natural,	como	son	el	agua	y	el	suelo,	podemos	traer	a	colación	casos	suscitados	en	
Paraguay,	donde	la	contaminación	por	utilización	de	plaguicidas	con	alto	grado	de	
toxicidad367	 a	 través	 de	 métodos	 de	 aspersión,	 afecta	 a	 la	 composición	 de	 la	
biodiversidad	del	suelo,	alterando	su	equilibrio,	de	manera	que	la	recuperación	de	
la	 estabilidad	 de	 dicho	 subsistema,	 difícilmente	 se	 recompondría	 por	 el	 efecto	
ecotoxicológico	de	los	elementos	químicos	utilizados.	 	Suele	igualmente	afectar	al	
subsistema	 acuático	 como	 resultado	 de	 la	 pulverización	 aérea	 con	 elementos	
químicos	 que	 son	 considerados	 altamente	 tóxicos368.	 Por	 tanto,	 la	manifestación	
material	 de	 las	 afecciones	 recaídas	 sobre	 un	 subsistema	 específico	 y	 que	 afectan	
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contamina	 el	 aire	 sino	 también	 la	 cualidad	 del	 agua	 y	 del	 suelo,	 sobre	 los	 que	
recaen	los	elementos	químicos	tóxicos.	
Ahora	 bien,	 si	 este	 desequilibrio	 afectara	 igualmente	 a	 elementos	
integrantes	 del	 entorno	 del	 sistema	 natural,	 como	 son	 los	 individuos,	 nos	
encontramos	ante	la	tercera	variante	que	permite	determinar	el	desequilibrio	de	los	




la	 constante	 del	 sistema	 natural	 es	 la	 estabilidad	 presente	 de	 sus	 subsistemas,	
entendidas	 en	 este	 marco	 como	 agua,	 suelo,	 aire,	 cuyos	 estados,	 condicionan	 el	
equilibrio	de	los	mismos	y	su	relación	con	el	individuo,	como	miembro	del	entorno	
del	 sistema	 natural.	 	 Este	 último	 se	 distingue	 de	 aquel	 por	 su	 alcance,	 pues	 el	
sistema	natural	abarca	todo	aquello	que	denota	carácter	renovable	y	no	renovable,	
reproductividad	y	no	reproductividad,	y	encuentra	su	límite	en	otros	sistemas	que	
se	 relacionan	 de	 manera	 estructural	 en	 el	 entorno,	 el	 que	 su	 vez	 permite	 la	
convergencia	de	aquellos	y	de	 los	subsistemas,	que	son	 los	que	permiten	el	buen	
funcionamiento	de	los	sistemas.		
Esta	 última	 variante	 reúne	 a	 las	 dos	 primeras,	 pues	 la	 primera	 hace	
exclusiva	referencia	al	buen	funcionamiento	del	sistema	natural,	sobre	el	equilibrio	
de	 los	 subsistemas	 que	 en	 el	 subyacen,	 incluyendo	 la	 relación	 con	 sus	 entornos	
específicos.	 La	 segunda	 variante	 refiere	 igualmente	 al	 buen	 funcionamiento	 del	













como	 efecto	 de	 la	 afección	 a	 los	 subsistemas	 que	 lo	 componen	 y	 los	 medios	
utilizados	para	la	contaminación	o	perturbación	del	equilibrio	del	sistema	natural,	
son	 los	 que	 afectan	 a	 los	 elementos	 ubicados	 en	 el	 entorno,	 como	 son	 los	
individuos	miembros	de	la	sociedad.		
De	 esta	 forma,	 queda	 deslindada	 la	 afección	 del	 sistema	 natural,	 de	 la	
afección	de	 los	miembros	de	una	sociedad,	pero	no	se	puede	obviar	a	 la	relación	
existente	 entre	 el	 sistema	natural	 y	 su	 entorno,	 donde	 se	 establece	 al	 hombre,	 a	





aterramientos,	 ruidos,	 inyecciones	 o	 depósitos)	 y	 también	 se	 sanciona	 como	
agravante,	tales	conductas	contaminantes	que	afecten	a	la	salud	de	las	personas.		
No	 obstante	 se	 debe	 soslayar	 que	 la	 primera	 variante	 y	 la	 tercera	 se	
adecuan	a	la	exegesis	que	derivan	del	Art.	325	del	CPE	vigente.	Así,	en	la	primera	
(la	afectación	de	uno	de	los	subsistemas	afecta	a	todo	el	sistema	natural),	se	observa	













demuestra	 que	 la	 sanción	 a	 los	 delitos	 por	 contaminación	 atmosférica	 no	 se	














«Estimo	 conveniente	 para	 el	 sector	 ambiental	 la	
opción	de	un	modelo	penal	que	pueda	denominarse	





CONFLUENCIA	 DEL	 DERECHO	 ADMINISTRATIVO	 Y	 EL	




Si	 bien	 el	medio	 ambiente	 como	objeto	 de	 estudio,	 interés	 y	 bien	 jurídico	
protegido,	se	caracteriza	por	su	carácter	multidisciplinar,	porque	en	él	 confluyen	
diversas	áreas	(comprendan	estas	las	ciencias	naturales	y	ciencias	sociales)	para	la	
concreción	 de	 su	 protección,	 se	 convierte	 fundamentalmente	 en	 el	 objeto	 de	
regulación	 del	 Derecho	 administrativo,	 puesto	 que	 la	 hegemonía	 de	 las	
regulaciones	 que	 permiten	 la	 preservación	 y	 conservación	 de	 los	 subsistemas	
naturales	que	componen	el	 sistema	natural,	 yace	en	 la	protección	de	prima	ratio	
desplegada	 por	 el	 conjunto	 de	 normas	 de	 carácter	 administrativo.	 	 Esta	
concentración	de	la	protección	ambiental	en	el	Derecho	administrativo,	no	obsta	a	




sistema	 jurídico,	 para	 concretar	 la	 protección	 de	 los	 bienes	 jurídicos,	 no	 deba	
intervenir	en	la	protección	del		ambiente369.		
En	 este	 sentido,	 el	 Derecho	 positivo	 constitucional	 español	 en	 su	 Art.	 45	
consagra	 explícitamente	 el	mandato	 de	 proteger	 administrativa	 y	 penalmente	 el	
ambiente,	lo	que	determina	la	observancia	del	principio	de	legalidad	de	los	delitos	
y	 de	 las	 penas,	 la	 valoración	 formal	 del	 rango	 de	 Ley	 orgánica	 requerida	 para	
legitimar	la	intervención	del	ius	puniendi	en	la	protección	del	medio	ambiente,	y	la	
prohibición	de	 la	doble	 sanción	u	observancia	del	principio	non	bis	 in	 idem.	 Esta	
legitimación	 constitucional	 de	 la	 intervención	 administrativa	 y	 penal	 en	 la	
protección	 del	 referido	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	 compartida,	 permite	 la	
necesaria	 confluencia	 entre	 dichas	 normas,	 porque	 ambos	 tipos	 de	 sanciones	
coexisten	 en	 la	 misma	 materia	 y	 conforman	 una	 protección	 global,	
complementándose	 y	 reforzándose	 mutuamente.	 Esta	 es	 la	 característica	 del	
Derecho	 penal	 español,	 en	 el	 que	 se	 observa	 un	 modelo	 penal	 relativamente	
dependiente	del	Derecho	administrativo	en	la	protección	del		ambiente.			
Por	 tanto,	 ya	 no	 nos	 encontramos	 ante	 la	 interrogante	 respecto	 a	 la	
legitimidad	 o	 no,	 justificación	 o	 no,	 de	 la	 intervención	 del	 Derecho	 penal	 para	
asistir	a	la	protección	del	medio	ambiente,	más	bien	nos	hallamos	ante	los	luces	y	
sombras	 que	 caracterizan	 a	 la	 accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	
administrativo,	y	su	función	en	la	protección	del	equilibrio	de	 las	sistemas	o	bases	
naturales.	 	 Consideración	 que	 nos	 sitúa	 fundamentalmente	 en	 la	 relación	 del	
                                                            
369	No	obstante	en	contra,	la	Escuela	de	Frankfurt,	véase,	HASSEMER,	W.:	Persona,	mundo	y	
responsabilidad	 (Bases	para	un	 teoría	de	 la	 imputación	 en	derecho	penal),	 (traducción	 al	
idioma	español	por	Francisco	Muñoz	Conde	y	María	Del	Mar	Díaz	Pita),	Editorial	Tirant	lo	
Blanch,	Valencia,	1999,	págs.	26	y	27.	MÜLLER‐TUCKFELD,	J.	Ch.:	«Ensayo	para	la	abolición	












sobre	el	medio	ambiente.	 	De	allí,	que	en	 la	relación	existente	entre	 las	 referidas	
áreas	del	Derecho,	encargadas	de	 la	protección,	el	control	y	 la	regulación	de	este	
interés	 y	 bien	 jurídico	 compartido,	 se	 observen	 igualmente	 una	 transformación	
propiciada	 por	 la	 institucionalización	 del	 contenido	 y	 sentido	 del	 riesgo	 en	 el	
marco	de	la	sociedad	postmoderna	y	tecnocrática.	
En	 efecto,	 el	 Derecho	 penal	 como	 última	 ratio	 del	 sistema	 jurídico,	 y	 el	
Derecho	administrativo	como	prima	ratio,	participan	de	la	constante	utilización	y	
remisión	 a	 normas	 técnicas	 o	 estándares	 que	 los	 expertos	 elaboran371	 para	 ser	





como	 bien	 jurídico	 protegido»	 en	 Ortega	 Álvarez	 (dir.)	 Lecciones	 de	Derecho	 del	Medio	
ambiente,	Editorial	 Lex	Nova,	 Valladolid,	 1998,	 pág.	 467.	MUÑOZ	LORENTE,	 J.:	La	nueva	
configuración	del	principio	non	bis	in	idem	(Las	sanciones	administrativas	como	 límite	a	 la	







disposiciones	 de	 carácter	 general	 protectoras	 del	 medio	 ambiente».	 	 Igualmente	
encontramos	estos	requisitos	en	los	tipos	autónomos	contenidos	en	los	Arts.	197	del	CPP	
«En	 violación	 de	 las	 disposiciones	 legales	 o	 de	 las	 decisiones	 administrativas	 de	 la	
autoridad	competente,	destinadas	a	la	protección	de	las	aguas»;		Art.	198	«2º	Nº	1.	no	se	
hayan	cumplido	las	exigencias	de	la	autoridad	competente	respecto	a	las	instalaciones;	2.	





Derecho	 penal	 es	 determinante,	 cuando	 son	 valoradas	 las	 autorizaciones	
administrativas	como	causa	de	exclusión	de	la	ilicitud,	en	el	hipotético	caso	que	el	
autor	 de	 la	 conducta	 típica	 cuente	 con	 una	 autorización	 administrativa	 para	 la	
realización	 de	 actividades	 relacionadas	 con	 el	 ambiente.	 	 Puede	 igualmente	 ser	
considerada	 como	 una	 circunstancia	 agravante374	 la	 ausencia	 de	 la	 autorización	
administrativa	que	permitan	el	funcionamiento	de	establecimientos	industriales	y	
otras	actividades	relacionadas	con	el	ambiente375.			
Esta	 relación	 de	 incidencia	 del	 Derecho	 administrativo	 sobre	 el	 Derecho	
penal,	constituye	el	denominado	sistema	de	accesoriedad	que	rige	a	la	protección	
del	 ambiente,	 donde	 el	 Derecho	 administrativo	 actúa	 como	 presupuesto	 de	 la	
intervención	 penal,	 considerando	 que	 ante	 las	 contravenciones	 en	 materia	
ambiental,	al	Derecho	penal	le	correspondería	aplicar	criterios	de	agravamiento	de	
                                                                                                                                                                              








línea	 contraria,	 BRANDARIZ	GARCÍA,	 J.	 A	 /	RAMOS	VÁZQUEZ,	 J.	 A.:	 «Relaciones	 entre	 el	
Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo»	 en	 Faraldo	 Cabana	 (Dir.)	 y	 Puente	 Aba	
(Coord.),	 Ordenación	 del	 territorio,	 patrimonio	 histórico	 y	medio	 ambiente	 en	 el	 Código	
penal	 y	 la	 legislación	 especial,	Edición	 Tirant	 lo	 Blanch,	 Valencia,	 2011,	 págs.	 91	 a	 140,	




actividad	 funcione	 clandestinamente,	 sin	 haber	 obtenido	 la	 preceptiva	 autorización;	 b)	














colisión	 con	 la	 denominada	 tecnosfera377,	 conduce	 a	 que	 el	 Derecho	 penal	 de	
carácter	estático	 recurra	 a	un	Derecho	administrativo	de	 carácter	más	dinámico,	
para	 mantener	 la	 protección	 del	 ambiente,	 al	 tiempo	 que	 el	 desarrollo	 post‐
industrial	pudiera	 afectar	 gravemente	a	 los	 elementos	que	 conforman	el	 sistema	
ecológico.	 Por	 tanto	 resulta	 inexorable	 que	 las	 leyes	 penales	 protectoras	 del	
ambiente,	 deban	 necesariamente	 referirse	 a	 las	 autorizaciones	 y	 prohibiciones	
administrativas,	a	los	límites	y	pautas	reglamentarias	de	los	vertidos	y	emisiones,	




cuya	 finalidad	 explícita	 es	 preservar,	 conservar	 e	 impedir	 agresiones	 contra	 el	
ambiente,	 han	 propiciado	 del	 mismo	 modo	 el	 surgimiento	 del	 llamado	 Derecho	
ambiental.	 Por	 tanto,	 podríamos	 encuadrar	 a	 la	 sanción	 administrativa	 y	 penal	
como	elementos	constitutivos	del	Derecho	ambiental,	así	como	podríamos	abordar	
la	protección	del	ambiente	en	el	contexto	administrativo	y	penal,	proponiendo	de	
esta	 forma	 dos	 modelos	 en	 la	 construcción	 de	 la	 protección	 del	 ambiente.	 	 Así,	
                                                            
376	 ESTEVE	 PARDO,	 J.:	 «Protección	 penal	 y	 accesoriedad	 administrativa	 en	 la	 nueva	













según	 sea	 el	 modelo	 adoptado	 por	 la	 política	 jurídica	 general	 para	 orientar	 la	
protección	del	medio	ambiente,	 se	 influirá	y	determinará	en	 la	 interpretación	de	
las	normas	jurídicas379.			
No	obstante,	en	los	modelos	asumidos	por	España	y	Paraguay	encontramos	
la	protección	penal	 del	 ambiente	dentro	de	 los	 respectivos	Códigos	penales,	 y	 la	
protección	 administrativa	 ambiental	 en	 un	 sin	 número	 de	 leyes	 dispersas	 y	
casuísticas,	 que	 actúan	 previamente	 a	 la	 intervención	 del	 ius	 puniendi,	
conformándose	 de	 esta	 forma	 la	 denominada	 accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	
Derecho	 administrativo	 en	 la	 concreción	 de	 la	 protección	 del	 ambiente.	 En	 este	




Es	 por	 ello	 el	 parecer	 de	 un	 sector	 importante	 de	 la	 doctrina380,	 que	 la	
confluencia	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo	 en	 la	
                                                            














profesor	 Dr.	 D.	 Ramón	 Casabó	 Ruiz),	 primer	 volumen,	 Universidad	 de	 Valencia,	 1997,	
págs.	577	 y	 ss;	 el	 mismo,	 «La	 figura	 de	 la	 autorización	 en	 la	 lesión	 de	 bienes	 jurídicos	
penales	 	 de	 carácter	 supraindividual»	 en	 López	 Barja	 de	 Quiroga/	 Zugaldía	 Espinar,	
Dogmática	 y	 Ley	 penal,	 Libro	 homenaje	 a	 Enrique	 Bacigalupo,	 Madrid:	 Instituto	
universitario	 de	 investigación	 Ortega	 y	 Gasset:	 Marcial	 Pons,	 2004,	 págs.	 483	 a	 504.		
MUÑOZ	LORENTE,	 J.:	La	nueva	configuración	del	principio	non	bis	 in	 idem	 (Las	sanciones	
administrativas	como	límite	a	la	intervención	de	la	jurisdicción	penal.		Especial	referencia	al	






constante	 variación:	 las	 bases	 o	 sistemas	 naturales.	 El	 legislador	 introduce	 el	
ambiente	como	uno	de	los	nuevos	bienes	jurídicos,	sin	que	los	mismos	obstruyan	
la	unidad	del	ordenamiento	jurídico	y	permitan	así	un	sistema	ordenado	y	global.	A	
pesar	 de	 ello,	 esta	 dependencia	 o	 accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	
administrativo	 es	 valorada	 como	 un	 problema	 principal	 en	 los	 delitos	 contra	 el	
ambiente.	 Así,	 se	 deja	 entrever	 dicha	 conflictividad	 al	 concebir	 el	 plan	 o	 función	
administrativa	como	bien	jurídico	protegido,	puesto	que	de	esta	manera	el	injusto	
penal	 se	 configuraría	 con	 el	 incumplimiento	 de	 las	 normas	 administrativas	 y	 se	
acabaría	 sancionando	 penalmente	 la	 inobservancia	 de	 normas	 meramente	
organizativas	y	no	la	realización	de	hechos	socialmente	dañosos	y	lesivos381.	
Por	 tanto,	 es	 latente	 la	 problemática	 para	 determinar	 cuándo	 nos	
encontramos	 ante	 un	 injusto	 administrativo	 y	 cuando	 ante	 un	 injusto	 penal,	
considerando	la	confluencia	entre	del	Derecho	penal	y	el	Derecho	administrativo.	
Esta	 concurrencia	 se	manifiesta	 a	 través	 de	 la	accesoriedad	del	Derecho	penal	al	
Derecho	administrativo,	en	diferentes	formas.		De	estas	se	infiere	si	el	legislador	se	
ha	decantado	por	una	absoluta	autonomía	del	Derecho	penal	respecto	al	Derecho	
administrativo,	 por	 una	 autonomía	 y	 dependencia	 relativa	 o	 por	 una	 absoluta	
dependencia	del	Derecho	penal	hacia	el	Derecho	administrativo.	
Estos	tres	modelos382,	nos	llevan	a	reflexionar	sobre	el	conflicto	existente	en	
la	 confluencia	 de	 las	 normas	 administrativa	 y	 penal,	 que	 se	 manifiestan	 en	 el	
                                                                                                                                                                              
públicos,	 Editorial	 Bosch,	 Barcelona,	 2000,	 págs.	 126	 y	 ss.;	 ALENZA	 GARCÍA,	 J.	 F.:	 «Las	
sanciones	 administrativas	 y	 penales	 en	 materia	 ambiental:	 Funciones	 y	 problemas	 de	
articulación»	 en	 Corcoy	 Bidasolo	 (dir)	 Derecho	 penal	 de	 la	 empresa,	 Universidad	 de	
Navarra,	2002,	págs.	601	a	607.	
	
381	 HUERTA	 TOCILDO,	 S.:	 «Principios	 básicos	 del	 Derecho	 penal	 y	 Art.	 325	 del	 Código	




382	 Son	 propuestos	 originalmente	 en	 la	 doctrina	 alemana.	 HEINE,	 G.:	 «Accesoriedad	
Administrativa	en	el	Derecho	penal	del	medio	ambiente»	en	ADDP,	1993,	págs.	293	y	ss.		




momento	 de	 relacionar	 la	 tipificación	 penal	 y	 las	 disposiciones	 administrativas.	
Estas	tienen	importantes	consecuencias	en	el	plano	aplicativo;	influencian	a	la	hora	
de	 determinar	 cuál	 es	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 por	 la	 norma	 (el	 plan	
administrativo	o	el	medio	ambiente	propiamente	dicho),	y	al	momento	de	valorar	
la	 ausencia	 o	 la	 presencia	 viciada	 de	 una	 autorización	 administrativa,	 que	 como	
elemento	normativo	del	tipo	cumplimenta	el	injusto	penal,	y	puede	determinar	su	
alcance	y	efecto	en	el	plano	de	la	tipicidad	o	en	el	de	la	antijuricidad.	 	Del	mismo	
modo,	 según	 sea	 la	 configuración	 del	 tipo	 y	 su	 relación	 con	 las	 normas	
administrativas,	 se	 verifica	 si	 la	 norma	 penal	 en	 blanco	 se	 estructura	 sobre	 la	
accesoriedad	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo	o	sobre	la		accesoriedad	
del	Derecho	penal	a	los	actos	administrativos.	




desplegar	 la	 protección	 penal	 del	 ambiente	 se	 decantan	 por	 la	 utilización	 de	 la	
técnica	 de	 la	 accesoriedad	 relativa	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo.		
No	 obstante,	 las	 legislaciones	 optan	 igualmente	 en	 algunos	 apartados	 por	 la	
utilización	 del	 modelo	 penal	 autónomo	 o	 independiente	 del	 Derecho	
administrativo	en	 la	protección	del	ambiente.	 	Contexto	en	que	el	Derecho	penal	





entre	 accesoriedad	 extrema	 o	 accesoriedad	 limitada.	 	 El	 primer	 modelo	 supone	 la	
incriminación	 indiferenciada	 de	 conductas	 que	 contravienen	 la	 normativa	 en	 el	 marco	
seleccionado	 por	 el	 legislador	 (corresponde	 a	 la	 denominada	 accesoriedad	 absoluta	 del	
Derecho	penal	al	Derecho	administrativo).	El	segundo	modelo,	funcionaliza	la	intervención	
penal	 conforme	 a	 específicos	 criterios	 selectivos,	 ciñendo	 el	 ámbito	 de	 conductas	
penalmente	 relevantes	 a	 los	 casos	 en	 que	 más	 allá	 de	 la	 infracción	 reglamentaria,	
concurran	 circunstancias	 que	 la	 diferencien	 del	 mero	 ilícito	 administrativo.	 	 También	












protección	 del	medio	 ambiente	 estamos	 haciendo	 alusión	 a	 una	 tutela	 penal	 en	
cuyos	 preceptos	 normativos	 (casi	 en	 su	 totalidad)	 describen	 la	 conducta	 que	 se	
estima	 digna	 de	 sanción,	 pero	 sin	 remisión	 alguna	 a	 conceptos	 administrativos	






FARALDO	 CABANA,	 P.:	 «Delitos	 contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	 medio	 ambiente,	
Arts.	325,	327,	328,	329	y	339»	en	Álvarez	García/Gonzáles	Cussac	(Dir.),	Editorial	Tirant	
lo	 Blanch,	 Valencia,	 2010,	 pág.	 391.	 	 Si	 bien	 los	 artículos	 del	 Código	 penal	 paraguayo,	




























regulará	 de	 forma	 independiente	 la	 protección	 del	 bien	 jurídico	 ambiente,	
atendiendo	a	los	ataques	más	graves,	y	obviará	por	tanto	la	utilización	de	la	técnica	
de	 la	 Ley	 penal	 en	 blanco,	 considerada	 imprescindible	 para	 la	 remisión	 del	
Derecho	penal	a	las	normas	y	los	actos	administrativos.	Como	se	podrá	igualmente	
obviar	la	incorporación	de	los	conceptos	administrativos	al	tipo	penal.	
En	 esta	 línea,	 encontramos	 a	MESTRE384,	 quien	 considera	 claramente	 que	
deben	 ser	 excluidos	 del	 Código	 penal	 los	 preceptos	 que	 se	 estructuran	 con	 la	
denominada	accesoriedad	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo,	pues	estas	
requieren	 de	 la	 utilización	 de	 la	 técnica	 de	 la	 Ley	 penal	 en	 blanco,	 la	 que	 a	 su	
criterio	 debería	 ser	 sustituida	 por	 considerarla	 inconstitucional	 en	 razón	 del	
principio	de	legalidad.		Además,	en	esta	línea	se	sostiene	que	los	intereses	sociales	
como	el	ambiente	reciben	suficiente	tutela	a	través	de	las	medidas	sancionadoras	
administrativas,	 razón	que	no	 justifica	 la	 intervención	del	Derecho	penal	para	su	
protección.	 	 Siguiendo	 a	 este	 autor,	 encontramos	 a	 MOREU	 CARBONELL,	 para	
quien	la	configuración	de	los	tipos	penales	que	contienen	las	conductas	más	graves	
dignas	 de	 protección	 penal	 no	 deberán	 remitirse	 ni	 tener	 interferencias	 del	
Derecho	 administrativo385.	 	 En	 su	 defecto,	 	 se	 deberá	 superar	 la	 naturaleza	





punible.	 III.	 El	 que	 cause	 el	 peligro	 en	 los	 casos	 del	 apartado	 I	 negligentemente	 será	




384	 MESTRE	 DELGADO,	 E.:	 «Límites	 constitucionales	 de	 las	 remisiones	 normativas	 en	
materia	 penal»	 en	 Anuario	 de	 Derecho	 penal	 y	 Ciencias	 penales,	 Instituto	 Nacional	 de	
Estudios	 Jurídicos,	 Madrid,	 1988,	 págs.	 516	 y	 ss.	 En	 esta	 línea	 entre	 otros,	 ÁLVAREZ	
GARCÍA,	F.	J.:	Sobre	el	principio	de	 legalidad,	pág.	264;	BRANDARIZ	GARCÍA,	J.	A/	RAMOS	










Esta	 corriente	 fundamentada	 en	 que	 la	 utilización	 de	 los	 actos	 y	 leyes	
administrativas	 en	 los	 tipos	 penales	 no	 contribuye	 a	 la	 eficacia	 de	 las	 normas	
penales,	es	igualmente	propugnada	en	la	doctrina	alemana	por	SCHÜNEMANN386,	
para	 quien	 la	 consolidación	 de	 la	 eficacia	 de	 la	 norma	penal	 se	 dará	 a	 través	 de	
soluciones	 que	 no	 vinculen	 tan	 radicalmente	 al	 Derecho	 penal	 con	 las	
prescripciones	 impuestas	 por	 la	 autoridad	 administrativa.	 Esto	 es	 a	 través	 del	
modelo	de	accesoriedad	de	acto,	que	predomina	en	el	Derecho	penal	germano.		No	
obstante,	RODRÍGUEZ	DEVESA	en	la	doctrina	española	ya	se	manifestaba	sobre	la	
confluencia	 entre	 las	 normas	 administrativas	 y	 penales.	 	 Para	 el	 autor,	 las	
sanciones	 penales	 tendrían	 efecto	 sólo	 si	 se	 independizan	 de	 todo	 precepto	
administrativo	o	civil	y	se	abocan	a	recoger	 los	casos	más	graves,	procurando	de	
esta	manera	 que	 el	 Derecho	 penal	 actué	 con	 su	 propia	 capacidad	 de	 valoración,	
independiente	de	cualquier	decisión	adoptada	en	el	ámbito	administrativo387	.		
En	 el	 contexto	 jurídico	 actual,	 en	 cambio,	 el	 legislador	 intenta	 conectar	 la	
regulación	penal	y	la	regulación	administrativa,	a	fin	de	que	la	introducción	de	los	
nuevos	bienes	jurídicos	o	de	nuevo	cuño	no	obstruyan	la	unidad	del	ordenamiento	
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blanco,	 pero	 admitida	 por	 otro	 sector	 importante	 de	 la	 doctrina389,	 es	 la	
originadora	 de	 la	 postura	 que	 aboga	 por	 un	 Derecho	 penal	 autónomo,	 cuyo	
objetivo	 se	 traduce	 en	 la	 erradicación	 de	 la	 accesoriedad	 del	 Derecho	 penal,	 al	
Derecho	 administrativo	 como	al	 acto	 administrativo,	 para	 evitar	 caer	 en	 la	mera	
sanción	penal	a	la	desobediencia	administrativa	y,	en	consecuencia,	en	la	recepción	
de	la	política	administrativa	como	bien	jurídico	penal.			
Por	 esta	 razón,	 se	 habla	 de	 la	 simple	 ineficacia	 del	 Derecho	 penal	 para	
concretar	 la	 protección	 del	medio	 ambiente,	 y	 se	 postula	 por	 un	 Derecho	 penal	









Penal	 español»	 en	 Estudios	 penales	 y	 criminológicos,	 XIX,	 Universidad	 de	 Santiago	 de	
Compostela,	 Santiago	de	Compostela,	 1996,	 págs.	 304	 y	 ss.	MIR	PUIG,	 S.:	Derecho	penal,	
parte	general,	 (4ta.	 Edición),	 Editorial	 PPU,	Barcelona,	 1996,	 págs.	 150	 y160;	 a	 favor	 de	
esta	 técnica	MORALES	PRATS,	 F.:	 «La	 estructura	del	 delito	de	 contaminación	 ambiental.	
Dos	cuestiones	básicas:	Ley	penal	en	blanco	y	concepto	de	peligro»	op.	cit.,	págs.	233	y	ss.;	
DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 N.	 J.:	 Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	 accesoriedad	
administrativa.	Tratamiento	de	comportamientos	perjudiciales	para	el	ambiente	amparados	
en	una	autorización	administrativa	ilícita,	Editorial	Cedecs,	Barcelona,	1996,	pág.	70.	Entre	






RODRÍGUEZ,	 L.:	 «Relaciones	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo	




ambiente,	 han	 pasado	 a	 ser	 el	 foco	 en	 la	 discusión	 referente	 a	 si	 los	mismos	 deben	 ser	
considerados	injustos	penales	o	injustos	administrativos.		No	obstante,	la	autora	propone	
mantener	el	núcleo	duro	del	Derecho	penal,	esto	es	optar	por	 la	 intervención	penal	ante	






aislado	 del	 Derecho	 penal	 y	 pasaría	 a	 formar	 parte	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 cuya	
protección	 será	 encargada	 a	 un	 Derecho	 penal	 de	 la	 intervención391,	 o	 se	
mantendría	en	el	marco	de	un	Derecho	penal	de	tercera	velocidad392.	
En	 cuanto	 al	 primero,	 es	 el	 modelo	 que	 propugnado	 por	 la	 Escuela	 de	
Frankfurt,	que	pretende	la	abolición	del	Derecho	penal	ambiental.	En	lo	referente	
al	segundo	modelo,	con	diferencia	al	primero,	es	propugnado	en	la	doctrina	penal	
española,	 por	 SILVA	 SÁNCHEZ393,	 para	 quien	 la	 protección	 penal	 del	 ambiente	
además	de	ser	un	ejemplo	de	«Administrativización	del	derecho	penal»,	introduce	
nuevos	tipos	penales	que	responden	a	un	proceso	de	penalización	o	incriminación	
de	 conductas	 que	 son	 consideradas	 peligrosas	 en	 violación	 de	 los	 preceptos	
Administrativos.	 Los	 planteamientos	 de	 este	 importante	 sector	 doctrinal	 se	













línea	 contraria,	MATELLANES	RODRÍGUEZ,	N.:	Medio	ambiente	y	 funcionario	público	 	op.	
cit.,	pág.	123,	quien	se	pronuncia	en	contra	de	estas	posturas	radicales;	igualmente	en	esta	
línea	DÍEZ	RIPOLLÉS,	J.	L.:	«Nueva	política	criminal	en	España»,	ponencia	llevada	a	cabo	en	
el	 marco	 del	 curso	 Derecho	 penal	 y	 sociedad,	 Universidad	 	 Internacional	 de	 Andalucía,	
Agosto,	 2004,	 quien	 se	 ha	 manifestado	 en	 contra	 de	 las	 posturas	 que	 propugnan	 por	
excluir	del	Derecho	penal	a	los	denominado	nuevos	bienes	jurídicos,	que	no	son	otros	que	
los	bienes	jurídicos	colectivos	o	de	titularidad	compartida.		Asimismo	ha	manifestado,	que	
en	 la	 doctrina	 española	 las	 corrientes	 propugnadas	 por	 SILVA	 SÁNCHEZ	 y	 MENDOZA	
BUERGO	han	producido	un	efecto	confuso	respecto	al	nuevo	y	viejo	Derecho	de	penal,	de	












de	 la	 pena.	 	 Ya	 que	 nos	 encontramos	 ante	 una	 postura	 considerablemente	
complaciente	con	los	intereses	de	los	directivos,	puesto	que	ellos,	con	la	aplicación	
de	 un	 Derecho	 penal	 flexible	 sólo	 serían	 objeto	 de	 una	 sanción	 pecuniaria,	 que	
finalmente	corre	por	cuenta	de	la	empresa.	
Ahora	bien,	 siguiendo	en	 la	 línea	de	 la	autonomía	del	Derecho	penal	en	 la	
protección	del	medio	ambiente,	como	ya	señalamos,	ésta	no	responde	a	la	postura	
mayoritaria	 de	 la	 doctrina	 penal	 española.	 Principalmente	 porque	 se	 considera	
dificultosa	 la	 caracterización	 y	 tipificación	 del	 delito	 ambiental	 en	 el	 estrecho	
margen	 del	 Código	 penal,	 pues	 las	 conductas	 que	 se	 consideran	 constitutivas	 de	
delito	 son	 generalmente	 aquellas	 que	 transgreden	 límites	 cuantitativos	
establecidos	 en	 el	 Derecho	 administrativo395.	 	 Del	 mismo	 modo,	 la	 crítica	 se	
sustenta	 en	 que	 el	 Derecho	 penal	 	 precisa	 de	 conceptos	 que	 el	 Derecho	
administrativo	 ha	 incorporado	 a	 su	 contexto,	 con	 la	 previa	 valoración	 y	
contribución	 de	 los	 técnicos	 especialistas	 que	 conocen	 las	 dimensiones	 físicas	 y	
científicas,	 de	 los	 diferentes	 sub‐sistemas	 que	 conforman	 el	 sistema	 ecológico	
(agua,	suelo,	atmósfera,	flora	y	fauna).				
La	 oposición	 radica,	 igualmente,	 en	 que	 esta	 opción	 podría	 ocasionar	 la	
ruptura	del	Ordenamiento	o	posible	contradicción	entre	las	dos	ramas	del	Derecho	




bienes	 jurídicos	 no	 pueden	 ser	 reguladas	 desde	 el	 Derecho	 penal	 nuclear.	 GARCÍA	
PABLOS,	A.:	 «Tendencia	del	 actual	Derecho	penal»,	 en	Modernas	 tendencias	en	 la	ciencia	
del	Derecho	penal	y	en	la	Criminología,	UNED,	Madrid,		2000,	58.		
	
395	 PARDO	 BUENDÍA,	 M.:	 «Protección	 penal	 y	 accesoriedad	 administrativa	 en	 la	 nueva	
regulación	 para	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente»,	 en	 Berberoff	 (Dir.)	 Incidencia	
medioambiental	y	Derecho	sancionador,	Consejo	General	del	Poder	Judicial,	Madrid,	2007,	






que	 conductas	 graves	 sancionadas	 por	 el	 Derecho	 administrativo	 no	 sean	
valoradas	como	merecedoras	de	sanción	en	marco	del	Derecho	penal.	
La	 valoración	 fundamental	 que	 sustenta	 el	 rechazo	 a	 un	 Derecho	 penal	
autónomo	e	independiente	en	la	protección	del	ambiente	se	encuentra	en	el	propio	
contexto	 de	 la	 sociedad	 postmoderna,	 caracterizado	 por	 el	 desarrollo	 industrial,	
energético	 y	 tecnológico,	 que	 por	 su	 propia	 naturaleza	 generan	 continuamente	
nuevas	 modalidades	 de	 agresión	 contra	 el	 ambiente.	 	 Estas	 actividades	 pueden	
como	 primera	 ratio,	 ser	 reguladas	 por	 el	 Derecho	 administrativo	 de	 control	 y	
gestión,	 al	 igual	 que	 puede	 ser	 tutelado	 como	 interés	 a	 través	 del	 Derecho	
administrativo	sancionador.		No	obstante,	existen	conductas	sobre	las	que	no	tiene	
alcance	 el	 Derecho	 administrativo	 sancionador	 y	 debe	 por	 tanto	 propiciar	 la	
intervención	 del	Derecho	 penal	 para	 sancionar	 a	 conductas	merecedoras	 de	 una	
fuerte	 reacción	 por	 la	 gravedad	 que	 estas	 revisten.	 	 Se	 precisa,	 por	 tanto,	 de	 un	
sistema	 protector	 sancionador	 unitario	 que	 permita	 la	 eficiente	 protección	 del	
ambiente396	a	través	de	su	valoración	interdisciplinar	y	la	concepción	global	de	la	
tutela	penal,	como	la	última	ratio	del	sistema	jurídico.	
Si	 bien	 pudiéramos	 finalizar	 este	 apartado	 de	 posturas	 doctrinales,	 no	
podemos	obviar	que	el	presente	trabajo	aborda	legislaciones	de	dos	países,	España	
y	 Paraguay,	 caracterizadas	 por	 la	 opción	 de	 incorporar	 la	 protección	 penal	 del	
ambiente	en	sus	respectivos	Códigos	penales,	de	los	cuales	se	infiere	claramente	la	
institucionalización	de	 la	accesoriedad	del	Derecho	penal	al	Derecho	 y	a	 los	actos	
administrativos,	respectivamente.		Sin	embargo,	el	Derecho	administrativo	en	estos	
dos	 ordenamientos	 no	 logra	 la	 misma	 eficacia	 y	 eficiencia,	 porque	 el	 propio	
contexto	histórico,	político,	jurídico	y	económico	los	determina.		Así,		España,	en	el	
                                                            
396	GONZÁLEZ	RIVAS,	 J.	 J.:	 «El	principio	de	 intervención	mínima	del	Derecho	penal	en	el	
ámbito	 de	 las	 infracciones	 ambientales.	 	 Relaciones	 entre	 el	 Derecho	 Administrativo	
sancionador	y	el	Derecho	penal	en	la	protección	del	ambiente»,	en	Revista	Derecho	y	Medio	
ambiente,	 Vol.	 I,	 Nº	 0.	 oct./dic.,	 1999,	 págs.	 20	 y	 26.	 	 LONGÁS	 LAFUENTE,	 A.:	
«Procedimiento	 sancionador	 en	 materia	 de	 medio	 ambiente	 urbano:	 reflexiones	






último	 trienio	 ha	 logrado	 gran	 desarrollo	 ante	 la	 necesaria	 y	 obligada	 gestión,	
control	y	 aplicación	del	Derecho	administrativo	que	 se	ve	 igualmente	 fortalecido	
por	 las	 propias	 orientaciones	 y	 mandatos	 provenientes	 de	 la	 Unión	 Europea.		
Contrariamente,	 	Paraguay,	 tiene	la	tarea	pendiente	de	avanzar	hacia	un	Derecho	
administrativo	eficiente,	que	pueda	tener	alcance	a	la	gestión	y	control	necesarios	
para	 el	 buen	 funcionamiento	 del	 Estado	 de	Derecho,	 en	 donde	 la	 sociedad	 tiene	
derecho	 a	 que	 los	 intereses	 sociales	 sean	 igualmente	 tutelados	 y	 aquél,	 la	
obligación	 de	 responder	 a	 través	 del	 Derecho	 administrativo	 sancionador	 y	 el	
Derecho	 penal.	 	 En	 tanto	 el	 Derecho	 administrativo	 no	 alcance	 el	 desarrollo	
eficientemente	deseable,	que	permita	 incorporar	en	su	marco	 jurídico	elementos	










la	 propuesta	 de	 la	 configuración	 de	 delito	 contra	 el	 medio	 ambiente,	 como	 un	 delito	
abstracto	 puro	 que	 no	 condice	 con	 un	 Derecho	 penal	 de	 ultima	 ratio.	 	 El	 mismo,	





en	 la	 doctrina	 alemana	 véase	 a	HEINE,	G.:	 «Derecho	penal	 del	medio	 ambiente.	 Especial	
referencia	 al	Derecho	penal»	op.	cit.,	pág.	59.	 	También	en	 contra	de	 la	propuesta	de	un	










1.1.2	 Arquetipo	 penal	 absolutamente	 dependiente	 de	 los	 actos	 o	
normas	administrativas	en	la	protección	del	medio	ambiente	
En	este	contexto	partimos	de	una	estructura	completamente	antagónica	a	la	
abordada	en	el	epígrafe	anterior,	puesto	que	el	 ilícito	administrativo	 formal	 llega	
efectivamente	 a	 constituirse	 en	 uno	 de	 los	 elementos	 del	 tipo.	 	 Nos	 	 referimos	
entonces	a	un	modelo	de	Derecho	penal	que	se	configura	de	 forma	absolutamente	
dependiente	 de	 los	 actos	 o	 normas	 administrativas,	 donde	 además	 de	 hacer	
referencia	al	precepto	penal	puramente	en	blanco,	su	contenido	se	caracteriza	por	
carecer	 de	 cualquier	 elemento	 definidor	 relacionado	 con	 el	 objeto	 inmediato	 de	
tutela	penal398,	 con	 lo	 cual	 se	 llega	 finalmente	a	 castigar	 todo	 incumplimiento	de	
las	normas	o	directrices	administrativas399.	Por	tanto,	la	función	del	Derecho	penal	





protección	 ambiental,	 como	 en	 los	 códigos	 penales	 que	 contienen	 tipos	 que	











ambiente»	 en	 Revista	 de	 Estudios	 penales	 y	 criminológicos,	 Universidad	 Santiago	 de	
Compostela,	1977,	pág.	120.	
	
400	Véase,	 DE	 LA	MATA	 BARRANCO,	 N.	 J.:	 Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	 accesoriedad	
administrativa.	 Tratamiento	 penal	 de	 comportamientos	 perjudiciales	 para	 el	 ambiente	
amparados	 en	 una	 autorización	 administrativa	 ilícita,	 op.	 cit.,	 pág.73.	 	 HEINE,	 G.:	
«Accesoriedad	administrativa	en	el	Derecho	penal		del	medio	ambiente»	op.	cit.,	pág.	294,	






accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 representa	 a	 la	
denominada	«Administrativización	del	Derecho	penal»,	puesto	que	la	transgresión	
de	 los	 preceptos	 legales	 o	 la	 inexistencia	 de	 autorizaciones	 administrativas	 se	
convierten	 en	 la	 conditio	 sine	 qua	non	 para	 la	 configuración	 del	 delito	 contra	 el	
medio	ambiente,	conforme	lo	podemos	constatar	principalmente	en	el	Art.	199	del	
Código	penal	paraguayo:	




mediante	 una	 conducta	 culposa,	 será	 castigado	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 de	
hasta	dos	años	o	con	multa».	
Es	por	 ello	que	 los	detractores	de	 la	 accesoriedad	 consideran	peligrosa	 la	
cuasi	dimisión	que	el	Derecho	penal	realiza	de	sus	principios	como	son	la	legalidad	
y	la	lesividad,	al	conferirlos	o	mejor	dicho	confiarlos,	depositarlos	e	inferirlos	a	la	
luz	 de	 la	 regulación	 administrativa.	 La	 problemática,	 por	 tanto,	 más	 allá	 de	
centrarse	 en	 la	 técnica	 de	 la	 Ley	 penal	 en	 blanco	 radica	 en	 esa	 extremada	
dependencia	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo	a	la	hora	de	adecuar	un	
tipo	 penal	 y	 constatar	 la	 configuración	 del	 delito	 contra	 el	 ambiente,	 pues	 esta	
accesoriedad	no	hará	sino	convertir	el	bien	jurídico	ambiente	en	el	«interés	de	la	
Administración	en	una	regulación	del	uso	ambiental»401.					
Si	 bien	 la	 dependencia	 técnica	 del	 ordenamiento	 administrativo	 es	
irrenunciable,	 porque	 la	 estructura	 típica	 de	 los	 delitos	 ecológicos	 están	
construidos	con	términos	técnicos	que	generalmente	poseen	una	«carga	valorativa	
                                                            








admisible	 una	 penalización	 de	 todo	 el	 Derecho	 Administrativo.	 Por	 ello,	 en	 este	
modelo	de	accesoriedad	absoluta,	el	Derecho	penal	deberá	determinar	criterios	de	
selección	 para	 decidir	 sobre	 qué	 comportamientos	 que	 transgredan	 el	 Derecho	
administrativo	tendrán	alcance	la	intervención	del	ius	puniendi,	ya	que	este	modelo	
de	accesoriedad	no	es	precisamente	el	de	mayor	valoración	para	la	protección	del	
ambiente	 como	 bien	 jurídico.	 Precisamente	 el	modelo	 de	accesoriedad	 (relativa)	
reconocido	y	utilizado	por	numerosas	 legislaciones403	 condiciona	 la	 intervención	
penal	no	sólo	a	la	remisión	de	la	norma	administrativa,	sino	fundamentalmente	en	
el	desvalor	de	acción	o	de	resultado,	en	el	riesgo,	la	afección,	la	puesta	en	peligro	o	








en	 un	 ordenamiento	 jurídico	 se	 requiere	 del	 dinamismo	 de	 un	 Derecho	
administrativo	 que	 tenga	 alcance	 a	 la	 gestión,	 el	 control	 y	 la	 sanción	
administrativa,	al	incumplimiento	de	normas	que	regulan	el	uso	de	los	elementos	
que	 conforman	 el	 ambiente	 natural.	 Y	 en	 segundo	 término,	 porque	 se	 requiere	
además	del	elemento	normativo	jurídico	constatado	con	la	infracción		de	la	norma	
administrativa,	 el	 elemento	 normativo	 valorativo	 propio	 del	 Derecho	 penal,	 que	
                                                            
402	 URQUIZO	 OLAECHEA,	 J.:	 «Principio	 de	 legalidad:	 Nuevos	 desafíos»	 en	 Modernas	
tendencias	 en	 la	 ciencia	 del	 derecho	 penal	 en	 la	 ciencia	 del	 derecho	 penal	 	 y	 en	 la	
Criminología,	UNED,	Madrid,		2000,	pág.	67.	
	











que	atentan	gravemente	contra	el	ambiente,	en	razón	de	que	 las	 lagunas	 jurídico	
administrativas	excluyen	 la	antijuricidad	 formal	o	valoración	del	 incumplimiento	
de	 la	 norma	 administrativa,	 que	 debe	 convertirse	 en	 uno	 de	 los	 elementos	
constitutivos	 e	 indispensables	 para	 la	 concreción	 del	 tipo.	 Así	 como	 igualmente	
podría	 el	 Derecho	 penal	 concurrir,	 a	 sancionar	 conductas	 vinculadas	 al	 mero	
incumplimiento	de	lo	que	preceptúan	las	normas	administrativas.	
1.1.3	 Arquetipo	 penal	 relativamente	 dependiente	 o	 accesorio	 al	
Derecho	administrativo	en	la	protección	del	medio	ambiente	
Este	 modelo	 más	 que	 un	 sistema	 intermedio	 o	 sistema	 fundado	 sobre	 el	





basta	 con	 la	mera	desobediencia	o	 infracción	administrativa,	 sino	 se	 requiere	de	
acciones	cuyas	consecuencias	sean	potencialmente	lesivas	para	el	medio	ambiente.		
Así,	 este	modelo	 de	 accesoriedad	 relativa	 la	 vemos	 contenida	 en	 el	 Art.	 325	 del	
Código	 penal	 español,	 donde	 el	 tipo	 no	 sólo	 exige	 que	 se	 produzca	 una	
contravención	de	«las	 leyes	u	otras	disposiciones	de	carácter	general	protectoras	
del	 medio	 ambiente»,	 sino	 que	 las	 conductas	 que	 conllevan	 tal	 contravención	
                                                            
405	Sobre	el	arquetipo	o	accesoriedad	relativa	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo	
véase,	 HEINE,	 G.:	 «Accesoriedad	 administrativa	 en	 el	 Derecho	 penal»,	 en	 ADPCP,	 1993,	
págs.	295	 y	 ss.	 GONZÁLEZ	 GUITIÁN,	 L.:	 «Sobre	 la	 accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 en	 la	
protección	 del	 medio	 ambiente»	 op.	 cit.,	 págs.	 121	 y	 ss.	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	
«Protección	 penal	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 Nuevo	 Código	 Penal	 español.	 Luces	 y	
sombras.»	 en	 Estudios	 penales	 y	 criminológicos,	 XIX,	 Universidad	 de	 Santiago	 de	
Compostela,	 Santiago	 de	 Compostela,	 1996,	 pág.	 313.	 	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 N.	 J.:	
Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	 accesoriedad	 administrativa.	 	 Tratamiento	 penal	 de	
comportamiento	 perjudiciales	 para	 el	 ambiente	 amparados	 en	 una	 autorización	
administrativa	 ilícita,	 op.	 cit.,	 págs.	 74	 a	 78.	 	 ESTEVE	 PARDO,	 J.:	 «Protección	 penal	 y	







tengan	 una	 determinada	 entidad	 o	 potencialidad	 «que	 pueda	 perjudicar	
gravemente	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales».		
De	 esta	 forma,	 el	 arquetipo	 referido	 no	 considera	 como	 merecedoras	 de	
pena	 toda	 infracción	 genérica	 de	 la	 norma	 administrativa,	 sino	 sólo	 aquellas	
conductas	 que	 contraviniendo	 las	 disposiciones	 protectoras	 del	medio	 ambiente	
puedan	 provocar	 o	 realizar	 «emisiones,	 vertidos,	 radiaciones,	 extracciones	 o	
excavaciones,	 aterramientos,	 ruidos,	 vibraciones,	 inyecciones	 o	 depósitos	 en	 la	
atmósfera,	 el	 suelo,	 el	 subsuelo,	 los	 espacios	 transfronterizos,	 así	 como	 las	




condición	 pero	 no	 precisamente	 la	 conditio	 sine	qua	non	 de	 la	 configuración	 del	
delito	y	consecuente	aplicación	de	la	punibilidad,	a	los	atentados	graves	contra	el	
ambiente.	El	requerimiento	para	la	intervención	penal	se	manifiesta	en	el	desvalor	
de	 acción	 o	 de	 resultado,	 adicionales	 y	 cualificados,	 que	 superan	 el	 puro	 ilícito	
administrativo,	 pero	 que	 no	 se	 convierten	 en	 un	mero	 refuerzo	 que	 el	 Derecho	
penal	efectúa	sobre	la	norma	administrativa406.	
El	 concepto	 de	 accesoriedad,	 no	 obstante,	 se	 fundamenta	 en	 el	 Derecho	
administrativo,	pues	implica	que	en	la	fijación	de	criterios	de	cuidados	de	riesgo	y	
valor	entren	en	juego	las	consideraciones	del	Estado	y	de	su	Administración;		allí,	











para	 el	 medio	 ambiente.	 	 Entonces	 el	 	 Estado	 ha	 de	 intervenir	 con	 un	 carácter	
preventivo407.			
Así,	 sus	 administraciones	 orientadas	 a	 la	 función	 de	 gestión	 y	 control	 del	
uso	 del	 ambiente	 se	 encargan	 de	 tutelar	 este	 interés	 colectivo	 a	 través	 de	
autorizaciones	 y	 legislaciones	 administrativas	 ambientales,	 que	 deciden	 qué	
actividades	 o	 procesos	 perjudican	 el	 ambiente.	 	 De	 tal	 modo,	 que	 pueden	
establecer	la	ponderación	de	riesgos	y	utilidades	posibles,	al	concretar	las	medidas	
de	cuidado	a	tomar,	a	fin	de	que	el	potencial	de	los	diferentes	factores	de	agentes	






sistemas	 naturales	 o	 bases	 naturales,	 y	 lograr	 que	 los	 actos	 y	 normas	
administrativas	 valorados	 como	 elementos	 normativos	 del	 tipo	 no	 se	 conviertan	
en	meras	 infracciones	 administrativas	 que	 son	 elevadas	 a	 la	 categoría	 del	 delito	
ambiental,	 sino	 requiera	 además	 de	 su	 infracción	 que	 la	 acción	 incriminada	
demuestre	 el	 potencial	 relevante	 del	 riesgo	 para	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 o	





408	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 N.	 J.:	 Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	 accesoriedad	







En	 este	 marco,	 la	 accesoriedad	 relativa	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	
administrativo	en	 la	 protección	 del	 ambiente,	 no	 sólo	 se	 realiza	 por	medio	 de	 la	
vinculación	 y	 remisión	 a	 las	normas	 y	 leyes	administrativas,	 sino	 también	 con	 la	




Hemos	 manifestado	 reiteradamente	 que	 el	 Art.	 325	 del	 Código	 penal	




o	 autorización.	 	 La	 accesoriedad	 de	 Derecho	 refleja	 un	 «grado	 más	 fuerte	 de	
vinculación»409	que	las	otras	formas	de	accesoriedad,	en	razón	de	que	la	lesión	de	
deberes	 jurídico‐administrativos	 se	 constituye	 en	 elemento	 adicional	 de	 la	
tipicidad.		
Esta	fórmula	de	remisión	de	la	norma	penal	a	 la	administrativa	se	traduce	
como	 la	 técnica	 de	 la	 Ley	 penal	 en	 blanco,	 utilizada	 por	 antonomasia	 en	 la	
protección	 del	 ambiente	 y	 que	 efectivamente	 se	 concreta	 con	 la	 contravención	













fondo	 de	 la	 remisión	 de	 la	 norma	 penal	 a	 la	 norma	 administrativa	 subyace	 el	
análisis	 de	 la	 existencia	 o	no	de	autorización	 administrativa,	 lo	 que	nos	 conduce	
finalmente	a	la	accesoriedad	de	acto,	caracterizada	por	su	«....	incertidumbre	sobre	
el	 instituto	de	 la	autorización»411.	 	Sin	embargo,	este	modelo	de	accesoriedad	(de	
acto),	 como	 lo	 deja	 entrever	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 no	 es	 el	 instrumento	 más	
adecuado	 para	 «evitar	 que…	 la	 Administración	 vía	 autorización,	 termine	 por	
despenalizar	 los	 ataques	 más	 graves	 contra	 el	 bien	 jurídico	 protegido»,	 y	
condicione	por	ello	la	punibilidad	a	la	decisión	administrativa412.	Es	el	modelo	de	
accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 el	 que	 evitará	 toda	
permisión	e	intromisión	excesiva	del	Derecho	administrativo	en	el	injusto	penal.	
Este	 último,	 para	 obtener	 un	 modelo	 de	 intervención	 penal	 equilibrado,	
deberá	 coadyuvar	para	 el	 desarrollo	de	un	ordenamiento	 jurídico	 ambiental	que	
determine	criterios	claros	y	facilite	de	este	modo	la	valoración	que	deba	realizar	el	
juzgador	sobre	una	conducta.		Así	por	ejemplo,	si	un	sujeto	que	actúa	conforme	a	la	
norma	 administrativa	 que	 le	 autoriza	 a	 realizar	 vertidos,	 desconoce	 que	 la	
normativa	 ha	 cambiado,	 prohibiendo	 o	 disminuyendo	 la	 cantidad	 que	 le	 estaba	
autorizada,	 y	 actúa	 con	 desconocimiento	 de	 que	 su	 conducta	 está	 afectando	 el	
                                                            
410	En	esta	línea,	GÓMEZ	RIVERO,	C.:	Régimen	de	autorizaciones	en	los	delitos	relativos	a	la	
ordenación	 del	 medio	 ambiente	 y	 la	 ordenación	 del	 territorio	 (especial	 referencia	 a	 la	
responsabilidad	del	 funcionario	concedente),	Editorial	 Lo	Blanch,	Valencia,	 1999,	 pág.	 48.		
La	 autora	 trae	 a	 colación	 la	 solución	 adoptada	 por	 el	 Tribunal	 Supremo	 en	 la	 conocida	
Sentencia	 de	 30	 de	 noviembre	 de	 1990,	 que	 sienta	 las	 bases	 para	 una	 adecuada	
comprensión	 del	 problema	 que	 surge	 cuando	 el	 autor	 de	 un	 hecho	 que	 transgredió	 las	
normas	 administrativas	 de	 carácter	 general	 al	 lesionar	 al	medio	 ambiente,	 sin	 embargo	
cuenta	 con	 una	 autorización	 administrativa.	 	 En	 este	 caso,	 la	 autorización	 no	 excluye	 la	
tipicidad	 del	 hecho,	 pero	 una	 vez	 afirmada	 la	 tipicidad	 de	 la	 conducta	 esta	 será	 tratada	







412	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	 «Código	 penal‐Leyes	 penales	 especiales.	 	 Diez	 cuestiones	









«falsa	 representación	 o	 suposición	 equivocada	 de	 la	 realidad	 en	 el	 sentido	 de	
desconocer	 la	 concurrencia	 de	 circunstancias	 del	 tipo»	 y	 también	 el	
desconocimiento	 de	 algún	 elemento	 normativo414,	 puesto	 que	 el	 error	 de	 tipo,	
abarca	todos	los	elementos	del	tipo	de	injusto	(descriptivo	y	normativo)415.	
Por	ello,	en	el	 contexto	de	 la	accesoriedad	normativa	del	Derecho	penal	 	al	
Derecho	 administrativo	 creemos	 que	 la	 existencia	 de	 una	 infracción	 legal	 o	 de	
disposiciones	 generales	 no	 fundamenta	 el	 castigo	 de	 la	 conducta,	 sino	 que	 sirve		
únicamente	como	indicio	de	que	puede	existir	una	conducta	delictiva.		Por	lo	cual,	
más	 que	 fundamentar	 el	 castigo	 de	 la	 conducta,	 la	 infracción	 administrativa	
cumple	 la	 función	 de	 limitar	 los	 supuestos	 en	 que	 el	 Derecho	 penal	 deberá	









Barcelona,	 2005,	 pág.	 272;	 DE	 LA	 CUESTA	 ARZAMENDI,	 J.	 L.:	 «Cuestiones	 dogmáticas	
relativas	 al	 delito	 de	 contaminación	 ambiental»	 op.	 cit.,	 pág.	 38;	 GÓMEZ	 RIVERO,	 C.:	
Régimen	de	autorizaciones	en	 los	delitos	relativos	a	 la	ordenación	del	medio	ambiente	y	 la	
ordenación	 del	 territorio,	 op.	 cit.	 pág.	 50.	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Dolo	 y	 error	 de	 tipo.	
Estudio	comparado	de	 los	Códigos	penales	paraguayo,	alemán	y	español»	op.	cit.,	pág.	2.	
BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE,	 I.	 /	 ARROYO	 ZAPATERO,	 L.	 /	 FERRÉ	 OLIVÉ,	 J.	 C.	 /	
GARCÍA	 RIVAS,	 N.	 /	 SERRANO	 PIEDECASAS,	 J.	 R.	 /	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	 Curso	 de	
derecho	penal	parte	general,	Ediciones	experiencia,	Barcelona,	2004,	pág.	258.		Sobre	este	
punto,	el	Código	penal	paraguayo	regula	en	el	Artículo	18.‐	Error	sobre	circunstancias	del	
tipo	 legal	 1º	 No	 actúa	 con	 dolo	 el	 que	 al	 realizar	 el	 hecho	 obrara	 por	 error	 o	
desconocimiento	de	un	elemento	constitutivo	del	tipo	legal.	Esto	no	excluirá	la	punibilidad	
en	virtud	de	una	 ley	que	 sanciona	 la	 conducta	 culposa;	2º	El	 que	al	 realizar	 el	hecho	 se	





















caracterizada	 por	 la	 imbricación	 de	 la	 tecnología	 en	 el	 ambiente	 natural.	 Esta	
afirmación	condescendiente,	con	la		accesoriedad	de	Derecho	a	través	de	la	técnica	
de	Ley	penal	en	blanco,	nos	lleva	a	las	conocidas	discusiones	de	la	doctrina	penal	
española	 sobre	 su	 legitimidad	 para	 la	 configuración	 de	 los	 tipos	 penales	 que	
protegen	 el	 medio	 ambiente.	 	 En	 este	 sentido,	 en	 la	 doctrina	 penal	 española	 se	
manifiestan	esencialmente	tres	posturas:		
a.1)		 Absolutamente	reticente	a	la	utilización	de	la	ley	penal	en	blanco	
Este	 sector	 de	 la	 doctrina,	 representado	 por	 COBO	 DEL	 ROSAL,	 VIVES	
ANTÓN	 y	 BOIX	 REIG417,	 parte	 de	 la	 premisa	 que	 el	 supuesto	 de	 hecho	 viene	
consignado	en	una	norma	de	carácter	no	penal,	razón	que	los	lleva	a		valorar	como	
inconstitucional	 	 esta	 	 técnica	 legislativa,	 que	 infiere	 de	 la	 legislación	
administrativa	 o	 del	 injusto	 administrativo,	 el	 injusto	 penal.	 	 La	 técnica	 de	
referencia	representa	para	los	autores,	la	manifestación	de	la	contravención	de	la	
reserva	absoluta	de	Ley	en	materia	penal,	al	conferir	al	Ejecutivo	la	regulación	de	
dicha	 materia.	 De	 igual	 modo,	 GARCÍA	 ARÁN418,	 en	 referencia	 a	 la	 remisión	 en	
                                                            
417	COBO	DEL	ROSAL/	BOIX	REIG,	«Garantías	constitucionales	del	Derecho	sancionador»,	












administrativa	 es	 merecedora	 de	 sanción	 penal,	 y	 no	 precisamente	 	 la	 lesión	 o	
puesta	 en	 peligro	 del	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente.	 Valoración	 que	 vulnera	
claramente	 el	 principio	 de	 legalidad.	 De	 esta	 forma	 se	 concluye,	 que	 la	
fundamentada	 reticencia	 a	 la	 utilización	 de	 la	 técnica	 de	 Ley	 penal	 en	 blanco	
representa	 igualmente	 a	 la	 oposición	 de	 la	 utilización	 de	 la	 accesoriedad	 del	
Derecho	penal	al	Derecho	administrativo.	
a.2)		 Utilización	restringida	de	la	ley	penal	en	blanco	
Este	 sector	 de	 la	 doctrina	 representada	 por	 BAJÓ	 FERNÁNDEZ419,	
BACIGALUPO	 ZAPATER420	 y	 CASABÓ	 RUÍZ421,	 valoran	 como	 aceptable	
constitucionalmente	la	ineludible	y	necesaria	utilización	de	la	Ley	penal	en	blanco.		
Con	ciertos	matices	diferenciadores	señalan	estas	que	aún	antes	de	los	riesgos	que	
entrañan	 las	 Leyes	 penales	 en	 blanco	 para	 el	 principio	 de	 legalidad	 penal,	 ésta	
podrá	 ser	 utilizada	 legítimamente	 si	 los	 tipos	 penales	 en	 blanco	 imponen	
limitaciones	a	 la	posibilidad	de	 integración	del	blanco	penal.	 	Restricciones	estas	
que	 se	 manifiestan	 a	 través	 de	 la	 precisa	 descripción	 del	 comportamiento	
conminado	 penalmente	 y	 la	 valoración	 de	 la	 existencia	 de	 razones	 técnicas	 y	
político‐criminales	 muy	 precisas	 y	 evidentes,	 que	 conlleven	 a	 la	 inexcusable	
utilización	 de	 la	 técnica.	 	 Siendo	 éste,	 a	 	 nuestro	 parecer,	 el	 caso	 de	 los	 delitos	
contra	el	ambiente.				
                                                            
419	 BAJO	 FERNÁNDEZ,	M.:	Derecho	penal	 económico:	aplicado	a	 la	actividad	 empresarial,	
Editorial	Civitas,	Madrid,	1ª	ed.,	1978,	pág.	469.	
	




421	 CASABÓ	 RUIZ,	 J.	 R.:	 «La	 capacidad	 normativa	 de	 las	 Comunidades	 Autónomas	 en	 la	
protección	penal	del	medio	ambiente»,	Estudios	penales	y	criminológicos,	V,	Universidad	de	
Santiago	de	Compostela,	Santiago	de	Compostela,	1982,	pág.	206.	También	en	este	sector	









de	 destino	 de	 rango	 inferior	 sólo	 sea	 encargada	 de	 determinar	 aspectos	
complementarios	o	secundarios	del	tipo	penal	en	blanco422.		Se	requiere	que	el	tipo	
penal	 contenga	 el	 desvalor	 de	 resultado,	 la	 lesión	 o	 puesta	 en	 peligro	 del	 bien	
jurídico	protegido,	para	 impedir	que	 las	 conductas	delictivas	 se	configuren	como	
delitos	de	mera	desobediencia423.	




delimitación	 del	 ámbito	 de	 lo	 prohibido	 y	 lo	 permitido,	 en	 contextos	 que	 por	 su	
naturaleza	requieren	como	conditio	sine	qua	non	para	su	protección,	la	técnica	de	
la	 Ley	 penal	 en	 blanco.	 	 Ésta	 debe	 ser	 utilizada	 en	 razón	 a	 que	 el	 tipo	 penal	 no	
contiene	 ciertos	 conceptos	 técnicos,	 que	 para	 su	 precisión	 se	 encuentran	
contenidos	 en	 Leyes	 administrativas.	 	 El	 autor	 	 requiere	 igualmente	 que	 la	 Ley	
penal	 defina	 «el	 núcleo	 esencial	 de	 prohibición»	 y	 describa	 todos	 los	 elementos	




Revista	 española	 de	 Derecho	 constitucional,	 1983,	 Nº	 8,	 pág.	 34;	 BUSTOS	 RAMÍREZ,	 J.:	
Introducción	al	Derecho	penal,	Editorial	Temis,	Bogotá,	1986,	pág.	60;	el	mismo,	Derecho	
penal,	 parte	 general,	 PPU,	 Barcelona,	 1994,	 pág.	 161.	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 La	 nueva	
configuración	del	principio	non	bis	in	idem	(Las	sanciones	administrativas	como	 límite	a	 la	












En	 definitiva,	 a	 través	 de	 este	 conjunto	 de	 visiones	 restrictivas	 que	
legitiman	 la	 utilización	 de	 la	 técnica	 de	 la	 Ley	 penal	 en	 blanco	 se	 reconoce	
igualmente	 la	 institución	 de	 la	 accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	
administrativo	 como	 instrumento	 que	 permite	 la	 correlación	 entre	 la	 valoración	
técnica	de	preceptos	que	por	su	naturaleza	deben	estar	contenidos	en	el	Derecho	
extra‐penal	 y	 la	 del	 injusto	 del	 Derecho	 penal,	 que	 debe	 determinar	 claramente	
cuál	es	el	ámbito	del	bien	jurídico	protegido.	
a.3)	 Legitimadora	de	la	utilización	de	la	ley	penal	en	blanco	
Para	 este	 sector,	 la	 norma	 penal	 en	 blanco	 no	 contiene	 una	 delimitación	
cerrada	del	supuesto	de	hecho	típico,	sino	que	representa	una	norma	incompleta	
de	 contenido	 preceptivo	 que	 ha	 de	 ser	 cumplimentado	 por	 otra	 instancia	
legislativa	o	 reglamentaria.	Pero	a	 la	norma	penal	 se	 le	 reserva	esencialmente	 la	
definición	 y	 la	 determinación	 del	 bien	 jurídico,	 en	 el	 que	 por	 sus	 propias	
características	subyace	una	dinámica	social	que	incluso	se	funciona	con	el	modelo	
económico425.	 Y	 que	 precisan	 por	 ello	 de	 técnicas	 normativas	 que	 permitan	 la	
integración	de	múltiples	normas	 sectoriales,	 que	 intervienen	en	 la	protección	de	
un	bien	jurídico	como	el	medio	ambiente,	pero	que	al	momento	de	convertirse	en	
complemento	 del	 Derecho	 penal,	 son	 valorados	 como	 elementos	 normativo	 del	
tipo,	 y	 no	 así	 como	 norma	 definidora	 del	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 el	 Derecho	
penal.			
En	 este	 sentido,	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO	 y	
MORALES	PRATS426,	 con	algunos	matices	diferentes,	 fundamentan	esencialmente	
                                                            
425	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	 «Código	 penal‐Leyes	 penales	 especiales.	 	 Diez	 cuestiones	
sobre	una	tensión	no	resuelta»	op.	cit.,	pág.	523.	
	
426	 En	 el	 orden	 precedente	 de	 los	 autores	 véase,	 TERRADILLOS	BASOCO,	 J.:	 «Protección	
penal	 del	medio	 ambiente	 en	 el	 nuevo	 Código	 Penal	 español.	 Luces	 y	 sombras»	op.	 cit.,	
págs.	304	 y	 ss.	 El	mismo,	Derecho	penal	de	 la	 empresa,	Editorial	 Trotta,	 Valencia,	 1995,	
pág.	37;	el	mismo,	«Protección	penal	del	ambiente.	Jurisprudencia	e	intuición»	en	Quintero	
Olivares/	Morales	Prats	 (Coords.)	Estudios	de	Derecho	ambiental,	 libro	homenaje	a	 Josep	
Miquel	 Prats	 Canut,	 Editorial	 Tirant	 lo	 Blanch,	 Valencia,	 2008,	 págs.	 372	 a	 374.	 DE	 LA	









carácter	 cuantitativo,	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo.	 Sin	
embargo,	 el	 carácter	 valorativo	que	determina	 la	 intervención	del	 ius	puiendi,	 se	
encuentra	en	la	Ley	penal,	que	contiene	el	núcleo	esencial	de	lo	prohibido,	del	valor	
a	ser	protegido428.		
Si	bien	es	 cierto	que	 la	discusión	respecto	a	 la	utilización	de	 la	 técnica	de	
remisión	de	 la	norma	penal	a	 la	norma	extra	penal,	para	cumplimentar	el	 injusto	
penal	permanece	en	el	 tiempo,	 encuentra	 sin	 embargo	 fundamentos	 inalienables	
que	 justifican	su	utilización	en	 la	protección	penal	del	medio	ambiente	(valorado	
en	este	trabajo	como	bases	naturales	y	sistema	natural).	En	primer	término	se	trata	
un	bien	 jurídico	 con	 características	propias	 (titularidad	 compartida,	 indivisible	 e	




Tratamiento	 de	 comportamientos	 perjudiciales	 para	 el	 ambiente	 amparados	 en	 una	
autorización	 administrativa	 ilícita,	 Cedecs,	 Barcelona,	 1996,	 págs.	 66	 y	 ss.	 El	 mismo,	
«Configuración	 como	 ley	 penal	 en	 blanco	 de	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente»,	 en	
Estudios	jurídicos	en	memoria	del	Profesor	Dr.	D.	José	Ramón	Casabó	Ruiz,	I,	Universidad	de	
Valencia,	Valencia,	1997,	págs.	579	a	584;	MORALES	PRATS,	F.:	«La	estructura	del	delito	de	
contaminación	 ambiental.	 Dos	 cuestiones	 básicas:	 ley	 penal	 en	 blanco	 y	 concepto	 de	
peligro»	 en	 	 Estudios	 jurídicos	 en	 memoria	 del	 prof.	 Dr.	 D.	 José	 Ramón	 Casabó	 Ruíz,	
Volumen	II,		Universitat	de	Valencia,	1998,	pág.	479.	
	
427	 La	 ley	 penal	 en	 blanco	 es	 admisible	 según	 el	 pronunciamiento	 del	 Tribunal	
Constitucional	 español,	 siempre	 que	 se	 den	 los	 siguientes	 requisitos:	 «Que	 el	 reenvío	
normativo	sea	expreso	y	esté	 justificado	en	razón	del	bien	 jurídico	protegido	por	 la	norma	
penal.	Que	la	ley	además	de	señalar	la	pena,	contenga	el	núcleo	esencial	de	la	prohibición	y	










de	 su	 protección,	 y	 la	 necesidad	 de	 la	 integración	 de	 múltiples	 normas	 para	 la	
concreción	 de	 la	 tutela.	 Para	 la	 cual	 entran	 en	 juego,	 normas	 administrativas	 de	
carácter	 conservacionista,	 preservacionista,	 economicista,	 y	 de	 otras	
características,	 que	 deben	 actuar	 de	 manera	 coordinada	 y	 globalizada	 para	
concretar	 la	 protección,	 y	 no	 así	 obstruir	 la	 aplicación	 de	 la	 sanción	 penal	 a	
conductas	 que	 afectan	 gravemente	 al	equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales	y	de	 las	
bases	naturales	de	la	vida	humana.	
b)	 Accesoriedad	de	actos	y	ley	penal	en	blanco	
Hemos	 referido	 en	 todo	 el	 contexto	 de	 accesoriedad	de	normas	que	 en	 el	
Derecho	penal	del	ambiente	español,	específicamente	su	tipo	genérico	del	Art.	325,	
se	 estructura	 como	 Ley	 penal	 en	 blanco,	 debiendo,	 por	 tanto,	 remitirse	
estrictamente	a	normas	administrativas	de	carácter	general	para	la	configuración	
del	 tipo	 penal.	 	 Esta	 característica,	 sin	 embargo,	 oscila	 en	 la	 protección	 penal	
ambiental	 del	 Código	 penal	 paraguayo	 (Arts.	 197,	 198	 y	 199),	 en	 el	 que,	 como	
señaláramos,	 tiene	 fuerte	 influencia	 teutónica	 en	 su	 estructuración	 y	 en	 el	
contenido	 de	 sus	 elementos	 normativos	 y	 descriptivos	 definidores429.	 	 Esto	 se	
                                                            




de	 otro	modo	 sus	 cualidades	 de	 forma	perjudicial,	 será	 castigado	 con	pena	privativa	 de	
libertad	de	hasta	cinco	años	o	con	multa.	II.	La	tentativa	será	punible.	III.	Cuando	el	autor	
actúe	negligentemente,	 la	pena	será	de	privación	de	 libertad	de	hasta	 tres	años	o	multa.	
CPP:	Artículo	197.‐	 Ensuciamiento	 y	 alteración	 de	 las	 aguas:	 1º	 El	 que	 indebidamente	
ensuciara	 o,	 alterando	 sus	 cualidades,	 perjudicara	 las	 aguas,	 será	 castigado	 con	 pena	
privativa	 de	 libertad	 de	 hasta	 cinco	 años	 o	 con	 multa.	 Se	 entenderá	 como	 indebida	 la	
alteración	 cuando	 se	 produjera	 mediante	 el	 derrame	 de	 petróleo	 o	 sus	 derivados,	 en	
violación	 de	 las	 disposiciones	 legales	 o	 de	 las	 decisiones	 administrativas	 de	 la	
autoridad	 competente,	 destinadas	 a	 la	 protección	 de	 las	 aguas.	 En	 lo	 referente	 a	 la	
protección	 del	 aire	 y	 del	 suelo,	 en	 la	 legislación	 penal	 paraguaya,	 a	 diferencia	 de	 la	
germana,	se	observa	una	configuración	que	responde	tanto	al	modelo	de		accesoriedad	del	
Derecho	 penal	 al	 derecho	 administrativo	 y	 al	 acto	 administrativo:	 Artículo	 198.‐	
Contaminación	 del	 aire	 1º	 El	 que	 utilizando	 instalaciones	 o	 aparatos	 técnicos,	
indebidamente:	1.	contaminara	el	aire;	o		2.	emitiera	ruidos	capaces	de	dañar	la	salud	de	






constata	 con	 la	 generalizada	 utilización	 de	 términos	 jurídicos	 administrativos	
relacionados	a	los	actos	administrativos:	sin	autorización	y	prohibición	susceptible	
de	ejecución,	que	efectivamente	vinculan	a	 las	prohibiciones	de	 la	Administración	
con	 un	 emitente	 individual,	 además	 de	 las	 relacionadas	 con	 las	 disposiciones	
contenidas	en	la	ley	jurídico‐administrativa.			
La	 técnica	 de	 Ley	 penal	 en	 blanco,	 no	 obstante,	 es	 la	 que	 nos	 permite	
abordar	la	accesoriedad	de	normas	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo,	y	
nos	 acerca	 de	 igual	 modo,	 a	 la	 autorización	 administrativa	 para	 determinar	 el	
concepto	 y	 alcance	de	 la	 accesoriedad	 a	 los	 actos	 administrativos.	 Precisamente,	
desde	un	punto	de	vista	genérico	y	administrativo,	«en	el	Derecho	positivo	español,	
el	 acto	 administrativo	 es	 una	 institución	 más	 del	 Derecho	 administrativo,	 no	 la	
institución	 por	 excelencia...	 En	 un	 sentido	 amplio,	 el	 acto	 administrativo	 es	 todo	
acto	jurídico	dictado	por	la	Administración	y	sometido	al	Derecho	administrativo».		
Así,	 GARCÍA	 DE	 ENTERRÍA	 y	 TOMÁS	 RAMÓN‐FERNÁNDEZ	 definen	 al	 acto	
administrativo	 como	 la	 	 declaración	 de	 voluntad,	 de	 juicio	 de	 conocimiento	 o	 de	
deseo	 realizada	por	 la	Administración	 en	 ejercicio	de	una	potestad	administrativa	
distinta	 de	 la	 potestad	 reglamentaria.	 	 Una	 definición	 positiva	 del	 acto	
administrativo430.	
                                                                                                                                                                              
respecto	a	 las	 instalaciones	o	aparatos;	 	 2.	 se	 hayan	violado	 las	disposiciones	 legales	
sobre	 la	 preservación	 del	 aire;	 o	 	 3.	 se	 hayan	 excedido	 los	 valores	 de	 emisión	
establecidos	por	la	autoridad	administrativa	competente.		Artículo	199.‐	Maltrato	de	
suelos	 	 1º	 El	 que,	 violando	 las	 disposiciones	 legales	 o	 administrativas	 sobre	 la	





penal	 alemán,	 se	 observan	 que	 los	 preceptos	 §	 3	 2	 8	 Relación	 desautorizada	 con	
materiales	 radiactivos	 y	 otros	 materiales	 y	 mercancías	 peligrosos	 	 y	 	 §	 3	 2	 7	
Funcionamiento	 desautorizado	 de	 instalaciones,	 denotan	 que	 predomina	 en	 su	
configuración	 la	accesoriedad	del	Derecho	penal	al	acto	administrativo,	cfr.	Código	penal	
alemán	StGB	y	 código	procesal	penal	alemán	StPO,	 Editorial	Marcial	 Pons,	Madrid,	 2001,	
págs.	179	y	180.	
	





La	 autorización	 en	 sentido	 genérico	 es	 un	 acto	 administrativo	 declarativo	
que	 engloba	 figuras	 legales	 como	 los	 permisos,	 licencias,	 verificaciones	 etc.,	
utilizadas	como	instrumento	de	control	preventivo	que	se	limitan	a	comprobar	el	
cumplimiento	 o	 incumplimiento	 de	 las	 condiciones	 y	 requisitos	 normativamente	
definidos	 en	 leyes	 de	 carácter	 general431.	 Esta	 valoración	 actual	 de	 la	
autorización432	se	encuentra	fundamentalmente	ligada	al	ámbito	de	las	actividades	
económicas,	 puesto	 que	 permite	 la	 realización	 de	 actividades	 que	 la	 norma	








431	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 N.	 J.:	 Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	 accesoriedad	
administrativa.	 	 Tratamiento	 penal	 de	 comportamiento	 perjudiciales	 para	 el	 ambiente	
amparados	en	una	autorización	administrativa	ilícita,	op.	cit.,	pág.	97.	
	




que	 la	 autorización	 actúa	 como	 acto	 administrativo	 que	 levanta	 la	 prohibición	
preventivamente	 establecida	 por	 la	 norma	 de	 policía,	 previa	 comprobación	 de	 que	 el	
ejercicio	 de	 la	 actividad	 inicialmente	 prohibida	 no	 ha	 de	 producir,	 en	 el	 caso	 concreto,	












cambio	 de	 paradigma	 requiere	 la	 construcción	 de	 un	 nuevo	 concepto	 genérico	 de	
autorización,	que	ya	no	se	traducirá	como	la	remoción	de	un	obstáculo	existente	para	que	
el	Derecho	pre‐existente	pueda	ejercitarse,	sino	permitirá	la	realización	de	actividades	que	






obstruya	 el	 desarrollo	 económico.	 	 Es	 así,	 como	 en	 el	 marco	 de	 la	 protección	




si	 un	 particular	 emitente	 que	 actúa	 sobre	 la	 base	 de	 una	 autorización	 viciada	 o	
infringe	 una	 autorización	 viciada,	 es	 igualmente	 responsable	 desde	 el	 punto	 de	
vista	penal.	 	Y	 si	para	 la	 realización	del	 injusto	penal,	 en	 los	 tipos	que	 refieren	a	
permisos	 o	 autorizaciones,	 es	 únicamente	 necesaria	 la	 valoración	 del	 acto	
administrativo	o	se	precisa	igualmente	de	la	infracción	de	la	normativa	material.	
Para	valorar	y	responder	a	la	pregunta	precedente	se	parte	de	la	base	que,	
en	 virtud	 del	 principio	 de	 unidad	 del	 ordenamiento	 jurídico,	 el	 comportamiento	
amparado	en	una	 autorización	 lícita	no	puede	 considerarse	 antijurídico	desde	 la	
perspectiva	penal,	pero	no	se	debe	olvidar	que	la	tutela	del	interés	y	bien	jurídico	
ambiente	están	imbricados	por	la	determinación	que	la	administración	realiza	en	
su	 normativa,	 respecto	 del	 riesgo	 permitido.	 	 Es	 decir,	 si	 el	 emitente	 que	 en	 el	
ejercicio	de	la	autorización	ha	transgredido	la	tolerabilidad	y	el	límite	establecido	
para	las	emisiones,	y	ponga	en	grave	riesgo	el	equilibrio	de	los	las	bases	o	sistemas	
naturales,	 no	 está	 exento	 de	 conducta	 típica,	 como	 tampoco	 lo	 está	 el	 que	 ha	
obtenido	 una	 autorización	 fraudulentamente	 a	 través	 de	 un	 engaño	 grave	 que	
atenta	 contra	 el	 ambiente.	 En	 cambio,	 si	 el	 emitente	 que	 no	 actúa	 con	 abuso	 de	
derecho	y	actúa	conforme	a	un	previo	error	de	la	autoridad	o	ésta	llega	a	una	falsa	
valoración	 de	 la	 situación	 de	 hecho,	 está	 exento	 de	 conducta	 típica	 (salvo	 esté	
obligado	 a	 comunicaciones	 frecuentes	 a	 la	 administración)433,	 conforme	 a	 la	
                                                            
433	TIEDEMANN,	K.:	«Relación	entre	Derecho	penal	y	autorización	jurídico	administrativa.		
El	 ejemplo	 del	 Derecho	 penal	 del	 ambiente.»	 en	 De	 la	 Cuesta	 Arzamendi/	 Fernández	
Casadevante	 (Dir.),	 Protección	 internacional	 del	 medio	 ambiente	 y	 Derecho	 ecológico,	




De	 este	modo	 afirma	que	 «el	 particular	 que	 cuente	 con	una	 autorización	 administrativa	
previa	 no	 será	 penalmente	 responsable	 de	 determinadas	 emisiones,	 vertidos,	 etc.	









administrativos,	 pero	 también	 al	 modelo	 de	 accesoriedad	 de	 Derecho	
administrativo.	 No	 obstante	 se	 puede	 entender,	 que	 para	 la	 valoración	 de	 los	
permisos	 y	 autorizaciones,	 en	 cuanto	 al	 derecho	 que	 le	 ha	 sido	 conferido	 al	
emitente,	 no	 siempre	 precisará	 de	 la	 valoración	 de	 disposiciones	 legales	
administrativas	de	carácter	general,	para	concretar	el	injusto,	considerando	que	en	
los	tres	tipos	penales	de	referencia	se	describen	como	elemento	normativo	del	tipo	
la	 violación	 de	 disposiciones	 legales	 o	 de	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	
que	 deja	 por	 tanto	 la	 posibilidad	 de	 condicionar	 la	 punibilidad	 a	 la	 decisión	
administrativa.	 	Hecho	que	distancia	a	estos	tipos	penales	del	tipo	penal	genérico	
contenido	 en	 el	 Art.	 325	 del	 Código	 penal	 español,	 que	 requiere	 para	 la	














435	 HEINE,	 G.:	 «Accesoriedad	 Administrativa	 en	 el	 Derecho	 penal»	 op.	 cit.,	 pág.	 315.	








error	 de	 tipo.	 	 De	 esta	 forma	 la	 manifestación	 de	 la	 accesoriedad	 de	 acto436	
demuestra	 que	 no	 se	 encuentra	 aislada	 del	 dispositivo	 jurídico	 administrativo,	 y	
que	 por	 ello	 puede	 ser	 considerado	 como	 un	 elemento	 de	 la	 norma	 penal	 en	
blanco.		Así,	la	accesoriedad	de	acto	se	establece	en	base	a	la	presencia	o	no	de	un	





jurídico,	 y	 la	 influencia	 de	 la	 utilización	 de	 los	 actos	 administrativos	 o	
denominadas	autorizaciones	administrativas,	nos	lleva	a	la	discusión	de	la	doctrina	
respecto	 a	 su	 valoración	 como	 elemento	 integrante	 de	 la	 tipicidad	 o	 como	
elemento	de	la	antijuricidad.	Este	tema	sin	embargo,	por	la	propia	estructuración	
de	 los	 tipos	penales	del	Código	penal	alemán,	ha	sido	abordado	preferentemente	




una	 valoración	 positiva	 del	 acto	 administrativo,	 el	 autor	 propone	 la	 incorporación	 del	
sistema	de	«los	valores	 límites»	en	el	Derecho	administrativo,	a	 través	del	cual	se	pueda	
determinar	 con	 claridad	 que	 actividades	 requieren	 de	 autorizaciones	 administrativas	 y	
cuáles	no.		Sugiere	por	ello	como	modelo,	el	Art.	319	del	CPE,	que	introduce	como	término	
típico	el	carácter	 jurídico‐administrativamente	no	autorizable;	DE	LA	MATA	BARRANCO,	
«La	 figura	 de	 la	 autorización	 en	 la	 lesión	 de	 bienes	 jurídicos	 penales	 	 de	 carácter	
supraindividual»	en	López	Barja	de	Quiroga/	Zugaldía	Espinar	(Coord.),	Dogmática	y	Ley	
penal,	 Libro	 homenaje	 a	 Enrique	 Bacigalupo,	 Madrid:	 Instituto	 universitario	 de	






El	 ejemplo	 del	 Derecho	 penal	 del	 ambiente»	 en	 De	 la	 Cuesta	 Arzamendi/	 Fernández	
Casadevante	 (Dir.),	Protección	 internacional	del	medio	ambiente	 y	Derecho	 ecológico,	 op.	
cit.,	 págs.	 223	 y	 ss.	 	 ROXIN,	 C.:	 Derecho	 penal,	 parte	 general,	 Tomo	 I.	 Fundamentos.	 La	
estructura	de	la	teoría	del	delito.	Editorial	Civitas,	1997,	págs.	292	y	758,	quien	considera	
que	si	la	cuestión	sobre	la	falta	de	autorización	administrativa	es	un	elemento	del	tipo	o	de	




accesoriedad	 de	 Derecho,	 sino	 fundamentalmente	 la	 de	 acto,	 con	 el	 fin	 de	
interpretar	 y	 resolver	 los	 conflictos	 respecto	 a	 la	 inexistencia,	 existencia	 o	
existencia	viciada	de	las	autorizaciones	administrativas.				
Sobre	 este	 punto,	 el	 trabajo	más	 exhaustivo	 en	 la	 doctrina	 española	 es	 el	
elaborado	 por	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO438,	 quien	 propone	 dos	 interpretaciones	
derivadas	de	 la	 técnica	de	accesoriedad	de	actos.	 	Por	una	parte	 la	exégesis	de	 la	
que	 se	 infiere	 que	 el	 fin	 inmediato	 del	 tipo	 estructurado	 sobre	 la	 base	 de	
accesoriedad	de	actos	radica	en	el	«fortalecimiento	de	la	capacidad	de	actuación	de	
quien	 dispone	 de	 una	 autorización,	 en	 los	 cuales	 lo	 decisivo	 es	 la	 legalidad	 o	
legalidad	 formal	 del	 comportamiento	 sometido	 a	 tal	 autorización	 que	 de	 existir,	
excluirá	 la	 tipicidad	 del	 comportamiento	 enjuiciado».	 	 Esta	 valoración	 que	 se	
corresponde	 con	 la	 definición	 dada	 por	 HEINE,	 para	 quien	 «una	 autorización	
jurídico‐administrativa	concedida	a	una	empresa,	 le	otorga	a	esta	un	fundamento	
autónomo	 constitutivo	 y	 concede	 una	 protección	 de	 integridad	 y	 confianza,	 en	
                                                                                                                                                                              
utilizada	 «sólo	 para	 controlar	 una	 conducta	 generalmente	 adecuada	 o	 si	 permite	
excepcionalmente	una	conducta	típicamente	delictiva.		Así	refiere	el	autor	que,	el	permiso	
para	 ejercer	 la	 profesión	 permite	 el	 control	 de	 una	 conducta	 adecuada,	 por	 lo	 tanto	 es	
considerado	 un	 elemento	 del	 tipo.	 	 En	 cambio,	 el	 permiso	 administrativo	 para	 el	






en	 el	Derecho	penal	 del	 ambiente»	 en	Cuadernos	de	política	criminal,	UCM,	Nº	70,	 2000,	
págs.	 167	 y	 ss.	 	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 N.	 J.:	 Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	
accesoriedad	administrativa.	 	Tratamiento	penal	de	 comportamiento	perjudiciales	para	 el	




438	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 N.	 J.:	 Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	 accesoriedad	
administrativa.	 	 Tratamiento	 penal	 de	 comportamiento	 perjudiciales	 para	 el	 ambiente	
amparados	en	una	autorización	administrativa	ilícita,	op.	cit.,	págs.	89	y	ss.		Sobre	el	punto,	
El	 mismo,	 en	 «La	 figura	 de	 la	 autorización	 en	 la	 lesión	 de	 bienes	 jurídico‐penales	 de	
carácter	 supraindividual»	 en	 López	 Barja	 de	 Quiroga	 /	 Zugaldía	 Espinar	 (Coord.)	










por	 la	 administración,	 produzca	 igualmente	 lesiones	 (individuales),	 el	 Derecho	
penal	de	igual	modo	no	podrá	intervenir	conforme	al	tipo	penal	de	protección	del	
medio	 ambiente.	 	 La	 otra	 exégesis	 propuesta	 por	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 en	
cambio,	se	funda	en	que	en	la	accesoriedad	de	acto	«el	bien	tutelado	se	confía	a	la	
actuación	 de	 la	 autorización,	 es	 decir,	 serían	 supuestos	 en	 que	 la	 autorización	





genérico	 contenido	 en	 el	 Art.	 325	 del	 Código	 penal	 español,	 sino	
fundamentalmente	se	precisa	de	la	transgresión	de	la	norma	general	de	protección	
al	ambiente	y	el	riesgo	grave	para	los	sistemas	naturales.	Con	lo	cual	se	observa	que	
la	 configuración	 del	 delito	 se	 realiza	 conforme	 al	 arquetipo	 de	 Accesoriedad	
relativa	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo,	y	se	confiere	un	carácter	más	
bien	 secundario	a	 la	 autorización	administrativa.	De	este	modo,	 la	 realización	de	
un	 hecho	 con	 correspondiente	 autorización	 excluye	 la	 responsabilidad	 de	 la	














de	 la	vida	humana,	 el	acto	administrativo	 tiene	un	papel	principal,	puesto	que	se	
describen	 supuestos	 en	 el	 que	 la	 falta	 de	 autorización	 administrativa	 para	 la	
realización	de	una	actividad,	puede	constituir	un	ilícito	penal.	Del	mismo	modo,	la	









pero	 cuya	 realización	 afectan	 al	 bien	 jurídico	 de	 referencia.	 Así,	 el	 Art.	 197,	
contempla	 que	 una	 conducta	 altera	 indebidamente	 las	 cualidades	 del	agua	 y	 las	
perjudica,	 cuando	 se	 viole	 las	 disposiciones	 legales	 o	 de	 las	 decisiones	
administrativas	de	la	autoridad	competente,	destinadas	a	la	protección	del	agua;	el	
Art.	198	contempla	igualmente	que	es	indebida	la	alteración	del	aire	cuando	no	se	
hayan	 cumplido	 las	 exigencias	 de	 la	 autoridad	 competente,	 se	 hayan	 violado	 las	
disposiciones	 legales	 de	 preservación	 del	 aire,	 se	 hayan	 excedido	 los	 valores	 de	
emisión	establecidos	por	 la	autoridad	competente;	 	y	el	Art.	199,	 como	modelo	de	
administrativización	 del	 tipo	 penal	 de	 protección	 establece	 directamente	 el	
presupuesto	de	violación	de	disposiciones	legales	o	administrativas	de	protección	
del	 suelo,	 pera	 la	 configuración	 del	 hecho	 punible.	 Lo	 que	 manifiesta	 que	 en	 la	
legislación	 penal	 paraguaya	 se	 ha	 optado	 por	 un	 arquetipo	 de	 accesoriedad	 casi	
absoluta	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo	 y	 principalmente	 al	 acto	
administrativo.	 	 Así,	 sería	 atípica	 una	 conducta	 que	 cuenta	 con	 la	 autorización	
administrativa	correspondiente	pero	sin	embargo,	ha	alterado	la	entidad	de	uno	de	
los	 subsistemas	 naturales.	 	 Es	 por	 ello	 que	 la	 accesoriedad	 de	 acto	 es	 valorada		
como	 una	 accesoriedad	 más	 débil	 no	 considerada	 como	 ley	 penal	 en	 blanco,	






Es	 así,	 que	 en	 la	 doctrina	 penal	 española	 el	 acto	 administrativo	 es	
considerado	 elemento	 de	 la	 tipicidad.	 	 Sobre	 el	 punto,	 DE	 LA	 CUESTA	
ARZAMENDI442	y	GÓMEZ	RIVERO443	consideran	que	la	descripción	del	Art.	325	del	
Código	 penal	 español	 establece	 como	 requisito	 para	 la	 intervención	 penal	 la	
contravención	 de	 las	 leyes	 y	 disposiciones	 de	 carácter	 general	 protectoras	 del	
medio	 ambiente,	 de	 manera	 que	 no	 se	 impida	 ante	 la	 presencia	 de	 un	 acto	
administrativo	 de	 autorización	 el	 paso	 a	 la	 tipicidad	 de	 la	 conducta.	 	 Lo	 que	
significa	que	la	existencia	de	una	autorización	no	excluirá	el	tipo,	porque	el	hecho	
será	típico	con	 independencia	de	 la	validez	de	ese	acto	administrativo	particular.		
Pero	 podría	 excluir	 el	 tipo	 subjetivo	 si	 el	 sujeto	 desconoce	 que	 se	 trata	 de	 una	
autorización	contraria	a	norma	administrativa,	ya	que	concurriría	ente	un	error	de	
tipo.		
A	modo	 comparativo,	 la	 valoración	 de	 la	 autorización	 en	 las	 legislaciones	
referidas,	deja	entrever	la	relevancia	de	la	ausencia	de	un	elemento	que	determine	
el	 límite	 cuantitativo‐valorativo	 entre	 el	 Derecho	 administrativo	 y	 el	 Derecho	
                                                            
441	GONZÁLEZ	GUITIÁN,	L.:	«Sobre	la	accesoriedad	del	Derecho	penal	en	la	protección	del	
medio	 ambiente»	 op.	 cit.,	 pág.	 122.	 Sin	 embargo,	 la	 Ley	 3239/2007	 de	 protección	 de	
recursos	hídricos	del	Paraguay,	se	infiere	que	el	acto	administrativo	se	rige	conforme	a	la	
Ley	 que	 regula	 la	materia,	 es	 decir	 aquel	 no	 tiene	 autonomía	 y	 debe	 por	 tanto	 siempre	
remitirse	 a	 la	 norma	para	 su	 expedición	 legal.	 Véase	 el	 Art.	 5	 la	 referida	 Ley:	«Para	 los	
efectos	 de	 esta	 Ley,	 los	 siguientes	 conceptos	 tendrán	 los	 significados	 que	 se	 expresan	 a	
continuación:	m)	 Concesión:	 Es	 el	 acto	 administrativo	 por	 medio	 del	 cual	 la	 Autoridad	




442	 DE	 LA	 CUESTA	 ARZAMENDI,	 J.	 L.:	 «Cuestiones	 dogmáticas	 relativas	 al	 delito	 de	
contaminación	 ambiental»	 en	 Revista	 Doctrina	 Penal,	 Editorial	 Praxis,	 Barcelona,	 1999,	
págs.	37	y	38.	
	
443	 GÓMEZ	 RIVERO,	 Mª	 C.:	 El	 régimen	 de	 autorizaciones	 en	 los	 delitos	 relativos	 a	 la	
ordenación	 del	 medio	 ambiente	 y	 la	 ordenación	 del	 territorio	 (especial	 referencia	 a	 la	






penal,	 ya	 que	 los	 artículos	 197,	 198	 y	 199	 de	 protección	 autónoma	 a	 las	 bases	
naturales	 de	 la	 vida	 humana	 del	 Código	 penal	 paraguayo,	 condicionan	




El	 discurso	 sobre	 las	 fronteras	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	




sociedad	 y	 de	 la	 necesidad	 del	 mantenimiento	 de	 las	 condiciones	 de	 vida	 en	
común,	 para	 fundamentar	 la	 legitimación	 de	 la	 potestad	 punitiva.	 De	 estos	
presupuestos	deriva	la	teoría	de	la	lesión	del	derecho	subjetivo	como	fundamento	
material	 del	 ilícito	 y	 establece	 los	 límites	 entre	 la	 potestad	 penal	 y	 la	 potestad	
policial	del	Estado444.	Atribuye	a	 la	potestad	policial	 (potestad	administrativa),	 la	
facultad	de	evitar	la	puesta	en	peligro	de	derechos,	es	decir	a	acciones	que	afectan	
de	 forma	 mediata	 los	 fines	 del	 Estado	 y	 que	 no	 primitivamente	 lesionan	 un	
derecho.	En	lo	referente	a	la	potestad	penal	confiere	la	facultad	de	evitar	la	efectiva	
lesión	 de	 un	 derecho,	 cuando	 se	 trata	 de	 conductas	 que	 lesionan	 los	 fines	 del	





Bien	 jurídico	 y	Estado	 social	 y	democrático	de	Derecho:	El	objeto	protegido	por	 la	norma	
penal,	Editorial	PPU,	Barcelona,	1991,	págs.	13	al	19.	El	mismo,	Bien	jurídico	y	Estado	social	
y	 democrático	 de	 Derecho	 (El	 Objeto	 protegido	 por	 la	 norma	 penal),	 segunda	 edición,	
Editorial	Lexis	Nexis,	Sanitago,	2006,		págs.	10	a	13.		ESER,	A.:	Sobre	la	exaltación	del	Bien	
jurídico	 a	 costa	 de	 la	 víctima,	 (traducción	 al	 idioma	 español	 por	 Manuel	 Cancio	 Meliá),	






La	 teoría	 de	 la	 protección	 de	 los	 derechos	 subjetivos,	 en	 cambio,	 no	
estableció	una	clara	delimitación	entre	las	infracciones	de	carácter	administrativo	
y	 las	de	 carácter	penal.	Desde	un	principio	 la	 causa	 fue	que	 el	 injusto	penal	 hoy	
fundamentado	como	un	desvalor	social	de	la	conducta	y	el	 injusto	administrativo	
en	la	desobediencia	al	Estado,	denotaron	confusión	en	la	protección	de	la	libertad	
individual.	 En	 consecuencia,	 se	 incluyeron	 entre	 los	 delitos	 en	 sentido	 amplio	
infracciones	 administrativas	 que	 atribuían	 acciones	 meramente	 inmorales	 o	
formalmente	 antijurídicas,	 pasando	 a	 formar	 parte	 del	 grupo	 de	 las	 lesiones	 del	
derecho.	En	resumidas	cuentas,	se	originó	un	flanco	en	el	derecho	penal	por	el	que	
de	 inmediato	 penetró	 el	 nuevo	 paradigma	 de	 una	 concepción	más	 general	 de	 la	
protección	y	del	injusto	penal,	que	si	bien	en	la	actualidad	representa	la	valoración	
de	 intereses	 emergentes	 de	 la	 realidad	 social	 contemporánea,	 no	 debe	 ser	
precisamente	confundida	con	la	administrativización	del	Derecho	penal.	





ausencia	 de	 observación	 de	 la	 realidad	 social,	 pues	 en	 ella	 se	 encuentra	 la	
fundamentación	de	la	elevación	de	los	nuevos	intereses	a	bienes	jurídicos	penales	
que	 lo	 transforma	 en	 el	 proceso	 evolutivo	 por	 el	 que	 actualmente	 atraviesa	 el	
Derecho	penal.	De	esta	manera,	entendemos	que	 la	 teoría	de	FEUERBACH	refleja	
que	 las	 numerosas	 figuras	 legales	 de	 la	 realidad	 de	 aquel	 momento,	 quedaron	
fuera	por	no	encuadrar	 con	el	 concepto	estricto	de	derecho	 subjetivo	 (como	por	











en	 primer	 término,	 no	 era	 realidad	 de	 aquel	 entonces	 el	 reconocimiento	 de	 los	
derechos	 económicos	 y	 sociales,	 sino	 de	 los	 individuales,	 y	 el	 Derecho	 penal	
intervenía	para	proteger	Derechos	predominantemente	personales,	como	 la	vida,	
la	libertad	y	la	propiedad446.	De	ahí	que	se	entienda	que	los	primeros	indicios	de	la	
falta	 de	 fundamentación	 material	 del	 ilícito	 penal	 contra	 bienes	 jurídicos	
colectivos,	 se	 remonta	 a	 la	 Ilustración,	 pero	 no	 por	 ello	 debe	 extenderse	 dicha	
interpretación	 a	 estos	 tiempos,	 puesto	 que	 el	 carácter	 axiológico	 de	 aquellos	 se	
encuentra	precisamente	en	el	reconocimiento	de	los	derechos	sociales,	económicos	
y	culturales.	
Por	 tanto,	 aunque	 no	 podamos	 transportar	 los	 nuevos	 tipos	 penales	 a	 la	
época	 del	 iluminismo,	 podemos	 colegir	 (refiriéndonos	 a	 la	 Ilustración)	 que	 el	
fundamento	del	ilícito	penal,	aun	estando	vacío	de	contenido,	fue	una	respuesta	del	
Derecho	 penal	 a	 la	 realidad	 de	 su	 tiempo.	 Esta	 concepción,	 que	 se	 traduce	 en	 el	
límite	del	ius	punendi	y	todavía	ex	profeso	de	la	denominación	propiamente	de	bien	
jurídico,	 únicamente	 daba	 protección	 a	 los	 derechos	 subjetivos	 (carácter	
individual),	 cuya	 trasgresión	 estaba	 representada	 por	 la	 dañosidad	 social,	
ofensividad,	 lesividad	 o	 conflictividad	 que	 derivaba	 de	 la	 inobservancia	 del	
contrato	social.	
En	 suma,	 no	 era	 una	 realidad	 para	 la	 dogmática	 penal	 de	 ese	 tiempo	 la	
búsqueda	 de	 la	 legitimación	 (fundamentación)	 penal	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 de	
carácter	 colectivo447,	 sino	 la	 indagación	 respecto	 al	 concepto	 limitativo	 del	
                                                            
446	 LAMARCA	 PÉREZ,	 C.:	 (página	 consultada	 el	 15	 de	 noviembre	 de	 2003)	 Informe	 del	
2º	Seminario	 sobre	 las	 violaciones	 a	 los	 derechos	 económicos,	 sociales	 y	 culturales,	 la	
impunidad	de	sus	autores	y	 la	necesidad	de	 la	prevención,	 la	 sanción	y	 la	 reparación	de	




del	 Iluminismo.	Aunque	estos	no	paliaban	 la	necesidad	de	protección	que	 los	bienes	con	
características	 ajenas	 al	 individualismo	 merecían;	 ya	 era	 una	 realidad	 la	 exclusión	 e	
inobservancia	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos.	 En	 la	 actualidad,	 algunas	 corrientes	
propugnan	por	el	vaciamiento	del	contenido	difuminado	de	los	bienes	jurídicos	colectivos.	




contenido	material	del	 ilícito	penal	enfocada	en	 los	bienes	 jurídicos	 individuales.	




2.2	 Conflicto	 actual	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	
Administrativo		
La	administrativización	del	Derecho	penal	o	 la	 criminalización	del	Derecho	
administrativo	 es	 la	manifestación	 teorética	con	 la	que	se	analizan	 los	problemas	
que	 emergen	 ante	 la	 intervención	 que	 el	 Derecho	 penal	 realiza	 para	 proteger	
bienes	 jurídicos	 que	 anteriormente	 se	 cobijaban	 bajo	 la	 tutela	 exclusiva	 del	
Derecho	 administrativo.	 	 Esta	 intervención	 del	 ius	 puniendi	 se	 concreta	 con	 la	




(titularidad	 compartida,	 indivisibilidad	 e	 indisponibilidad)	 y	 su	 peculiaridad	
manifestada	 por	 la	 necesaria	 remisión	 de	 los	 tipos	 penales	 que	 lo	 protegen	 a	
normas	de	carácter	administrativo,	enlazan	igualmente	con	la	búsqueda	necesaria	
del	límite	entre	el	contenido	material	del	ilícito	penal	y	el	ilícito	administrativo.		En	
esta	 búsqueda	 se	 tropieza	 con	 los	 conflictos	 intrínsecos	 a	 la	 protección	 del	
ambiente,	 como	 lo	 referente	 a	 su	 interpretación	 como	 bien	 jurídico	 o	 interés	
                                                                                                                                                                              
mismos,	 no	 observan	 los	 principios	 formalizadores	 del	 derecho	 penal	 (subsidiariedad	 y	
fragmentariedad).	 En	 nuestros	 días,	 se	 discute	 si	 los	 bienes	 jurídicos	 universales	
(colectivos)	 deben	 ser	 funcionalizados	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
individuales	y	a	la	inversa.	Se	distinguen	entre	teorías	individualistas	y	teorías	estatistas.	
Véase:	 HASSEMER,	 W.:	 Persona,	mundo	 y	 responsabilidad	 (Bases	 para	 una	 teoría	 de	 la	
imputación	en	Derecho	Penal),	(traducción	al	español	por	Francisco	Muñoz	Conde	y	María	
del	Mar	Díaz	Pita),	Editorial	Tirant	 lo	Blanch,	Valencia,	1999,	pág.	27.	En	 la	misma	 línea,	








Este	 conflicto	 penal‐administrativo	 llega	 a	 la	 propuesta	 por	 parte	 de	 la	
doctrina,	 de	 un	 Derecho	 penal	 más	 flexible	 para	 la	 protección	 ambiental	 o	 la	
abolición	del	mismo448.		No	obstante,	el	debate	para	su	legitimación	en	el	marco	del	
Derecho	 penal	 actual	 también	 se	 sitúa	 en	 la	 determinación	 de	 la	 diferencia	
cuantitativa	o	 cualitativa	que	puede	 ser	 conferida	entre	 las	dos	vías	del	Derecho	






en	 su	Art.	45.3	establece	 como	mandato	 la	protección	administrativa	y	penal	del	
ambiente,	conforme	a	 los	 	principios	de	 legalidad,	el	non	bis	 in	 idem	y	de	mínima	
intervención,	 en	 la	 doctrina	 española	 no	 obstante,	 también	 se	 sostiene	 que	 el	
contenido	 del	 artículo	 referido	 no	 determina	 precisamente	 el	 mandato	 de	
incriminar	atentados	contra	el	medio	ambiente,	sino	de	sancionarlos.		Lo	que	lleva	
a	entender	que	las	sanciones	no	deban	de	ser	precisamente	de	carácter	penal,	sino	












Derecho	 penal	 para	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente,	 sino	 da	 la	 posibilidad	 que	 el	





administrativas,	 así	 como	 la	 obligación	 de	 reparar	 el	 daño	 causado».		
Efectivamente,	 se	 podría	 interpretar	 que	 no	 existe	 un	 mandato	 exclusivo,	 de	
sancionar	 penalmente,	 pero	 se	 puede	 en	 cambio	 afirmar	 que	 se	 reconoce	




Ya	 que	 no	 sólo	 deja	 la	 posibilidad	 de	 que	 el	 legislador	 opte	 por	 una	 de	 las	
sanciones,	sino	tiene	el	mandato	de	proteger	penal	y	administrativamente	el	medio	
ambiente.	Postulado	éste,	 que	a	diferencia	del	modelo	 constitucional	 español,	 no	




la	 justificación	de	 la	diferencia	 entre	 las	 sanciones	administrativas	y	penales;	 las	
conocidas	 diferencias	 cualitativas	 y	 cuantitativas,	 y	 los	 trabajos	 que	 postulan	 la	
visión	unitaria	del	Derecho	sancionador,	que	deriva	en	 la	expresión	abolicionista	





mandato	 constitucional	 establecido	 en	 el	 Art.	 45.	 3.	 	 En	 sentido	 contrario,	 	 RODRÍGUEZ	
RAMOS,	L.:	«Balance	de	las	aportaciones	del	Código	penal	de	1995	en	materia	ambiental»	




medio	 ambiente,	 Editorial	 Ibáñez,	 Colombia,	 2006,	 pág.	 73.	 Desde	 una	 perspectiva	 del	







En	 los	últimos	años	ha	habido	un	progresivo	aumento	en	 la	opción	por	 la	
diferencia	 puramente	 cuantitativa450	 entre	 el	 injusto	 penal	 y	 administrativo,	
debido	 a	 que	 los	 criterios	 cualitativos	 evocados	 por	 la	 doctrina	 no	 son	
considerados	 sustanciales	 para	 fundamentar	 ontológicamente	 la	 diferencia	 entre	
ambas	sanciones.	Así,	las	diferencias	observadas	en	cuanto	al	alcance	del	concepto	
de	bien	jurídico	en	el	marco	del	Derecho	penal	(bienes	jurídicos	individuales)	y	el	
Derecho	 administrativo	 (bienes	 jurídicos	 colectivos),	 así,	 como	 sus	 técnicas	 de	
tipificación		(lesión	y	de	peligro	respectivamente),	no	son	consideradas	exclusivas	
de	uno	u	otro	ordenamiento,	 sino	 son	valoradas	 como	configuraciones	utilizadas	
en	 el	 Derecho	 sancionador,	 es	 decir,	 en	 el	 contexto	 del	 Derecho	 penal	 y	
administrativo	sancionador.	 	De	esta	 forma	se	apunta	a	 la	supresión	del	carácter	
cualitativo	conferido	al	límite	entre	ambos	injustos.		
A	lo	dicho	se	suma	que	la	diferencia	cuantitativa	tiene	igualmente	influencia	
constitucional,	 pues	 precisamente	 la	 asunción	 y	 consolidación	 de	 la	 llamada	
Constitución	 económica,	 producto	 de	 la	 conjunción	 de	 varios	 elementos	
emergentes	 del	 Estado	 social	 (donde	 la	 tecnología	 y	 la	 postindustrialización	
orientados	 al	 desarrollo	 económico,	 a	 veces	 se	 imbrican	 al	 hombre	 y	 su	medio)	
influyen	en	la	determinación	de	los	Estados	a	elevar	como	bienes	jurídicos	nuevas	
realidades,	 que	 son	 incluso	 protegidas	 por	 mandato	 Constitucional.	 Referente	
                                                            
450	 En	 esta	 postura,	 CEREZO	 MIR,	 J.:	 Curso	 de	 Derecho	 penal	 español,	 parte	 general,	 I,	
Editorial	Tecnos,	Madrid,	2004,	pág.	54.	 	GÓMEZ	TOMILLO,	M.:	«Infracciones	culposas	en	
el	Derecho	administrativo	 sancionador	y	principios	del	Derecho	penal»	en	Cuadernos	de	
política	 criminal,	 Nº	 72,	 Universidad	 Complutense	 de	 Madrid,	 2000,	 pág.	 92,	 aunque	 el	
autor	 asuma	 una	 postura	 ecléctica	 en	 la	 determinación	 de	 la	 delimitación	 entre	 injusto	











axiológico	 que	 es	 observado	 por	 el	 legislador	 para	 determinar	 previamente	 y	
conforme	al	carácter	cuantitativo,	el	límite	entre	la	sanción	penal	y	administrativa.			
Entonces,	para	determinar	la	diferencia	cuantitativa	entre	el	 ilícito	penal	y	
el	 ilícito	 administrativo,	 se	 utiliza	 un	 elemento	 gradual	 con	 el	 que	 se	 pretende	
escindir	 la	gravedad	del	delito	de	 la	 levedad	de	 la	 infracción,	para	que	en	el	caso	
concreto	pueda	legítimamente	intervenir	el	ius	puniendi	en	la	protección	de	bienes	
jurídicos	 de	 carácter	 colectivo	 como	 el	 ambiente.	 	 Para	 lo	 cual	 se	 analiza	 el	
momento	 desde	 una	 perspectiva	 exclusivamente	 gradual,	 donde	 se	 considera	 el	
valor	de	la	defraudación	en	algunos	casos	y	en	otros	la	transgresión	o	no	del	límite	
determinado	legalmente.		Quedando	de	esta	forma	plasmada	la	diferencia	más	bien	






bien	 jurídico	 colectivo,	 caracterizado	 por	 su	 legítima	 (constitucionalmente)	
                                                            
451	PERIS	RIERA,	J.	M.:	Delitos	contra	el	medio	ambiente	Valencia,	Editorial	Universidad	de	
Valencia,	 Valencia,	 1984,	 págs.	 49	 y	 50.	 SÁNCHEZ‐MIGALLÓN,	 R.:	 «El	 bien	 jurídico	
protegido	en	el	delito	ecológico»	en	Cuadernos	de	política	criminal,	Nº	29,	1986,	págs.	333	
a	352,	DE	LA	CUESTA	ARZAMENDI	J.	L.:	«Protección	penal	de	la	ordenación	del	territorio	y	
del	 ambiente»	 (Tit,	 XIII,	 LII,	 PANCP,	 1983)	 en	 Documentación	 jurídica.	 Monográfico	
dedicado	a	la	propuesta	de	Anteproyecto	de	Nuevo	Código	penal,	Vol.	II,	Editorial	Ministerio	
de	 Justicia,	 Madrid,	 pág.	 935.	 	 CASABÓ	 RUIZ,	 J.	 R.:	 «La	 capacidad	 normativa	 de	 las	
Comunidades	Autónomas	en	la	protección	penal	del	medio	ambiente»,	en	Estudios	penales	
y	criminológicos	V,	Santiago	de	Compostela,	págs.	244	a	248.	 	TERRADILLOS	BASOCO,	J.:	
«Protección	 penal	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 nuevo	 Código	 penal	 español.	 	 Luces	 y	
sombras»	 en	 Estudios	 penales	 y	 criminológicos,	 XIX,	 Universidad	 de	 Santiago	 de	
Compostela,	 Santiago	 de	 Compostela,	 1996,	 pág.	 305.	 Asimismo	 en	 esta	 línea,	 BAJÓ	
FERNÁNDEZ,	M	/	PÉREZ	MANZANO,	M	/	SUAREZ	GONZÁLEZ,	C.:	Manual	de	Derecho	penal	
(Parte	especial).	 	Delitos	patrimoniales	y	económicos,	2ª	Edición,	Madrid,	 1993,	 pág.	 587,	
quienes	rechazan	absolutamente	al	diferencia	sustancial	y	afirman	que	la	diferencia	entre	
el	 injusto	 penal	 y	 administrativo	 es	 formal	 y	 cuantitativa.	 	 DE	 LA	ROSA	CORTINA,	 J.	M.:	
















delitos	 ambientales,	 considera	 que	 las	 sanciones	 administrativas	 y	 penales	
protegen	un	mismo	bien	 jurídico	desde	diferentes	aristas,	pero	desde	una	misma	





sus	 tres	 elementos:	 a)	 provocar	 o	 realizar,	 directa	 o	 indirectamente	 la	 conducta	
típica,	 es	 decir	 las	 acciones	 en	 tal	 artículo	 enumeradas	 (emisiones,	 vertidos,	
radiaciones,	 ruidos,	 etc.);	 b)	 contravenir	 o	 dar	 la	 previa	 vulneración	 de	 la	
legislación	 administrativa	 ambiental;	 c)	 que	 dichas	 acciones	 puedan	 perjudicar	
gravemente	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 se	 configura	 el	 delito	 de	
referencia	 y,	 por	 tanto,	 se	 legitima	 en	 virtud	 al	 principio	 de	 necesidad	 y	
merecimiento	 de	 pena,	 la	 intervención	 del	 ius	 puniendi.	 	 Por	 ello,	 este	 tercer	
elemento	 del	 tipo	 es	 el	 que	 ha	 de	 determinar	 la	 línea	 divisoria	 entre	 la	 mera	
infracción	y	el	delito,	en	virtud	del	mayor	o	menor	grado	de	protección	jurídica.	Lo	
                                                            















autores	 como	 TORÍO	 LÓPEZ,	 para	 quien	 la	 diferencia	 meramente	 gradual	 o	
cuantitativa	entre	injusto	penal	y	administrativo,	es	quizá	poco	rigurosa454,	porque	
en	él	 finalmente	se	difuminan	los	 limites	sustanciales	entre	las	dos	vertientes	del	
Derecho	 sancionador,	 aunque	 reconoce	 el	 mismo	 autor	 que	 existen	 casos	 que	
denotan	exclusivamente	una	diferencia	cuantitativa	(el	delito	fiscal	y	la	infracción	
financiera)	 porque	 la	 demarcación	 se	 establece	 atendiendo	 el	 límite	 de	 una	
determinada	cifra.	No	obstante,	como	apuntáramos,	también	existen	casos	como	el	
delito	 ambiental	 en	 España,	 en	 el	 que	 se	 utiliza	 el	 criterio	 de	 la	 gravedad	 para	
determinar	el	límite	entre	el	ilícito	penal	y	administrativo,	donde	lo	grave	establece	
la	 diferencia	 entre	 la	 mera	 agresión	 al	 ambiente,	 incardinable	 en	 la	 esfera	
administrativa	y	el	ius	puniendi.		Este	criterio,	sin	embargo,	no	siempre	es	valorado	
positivamente	 en	 la	 doctrina,	 por	 ser	 considerado	 una	 expresión	 normativa	
indeterminada455	que	confiere	al	 juzgador	la	función	que	le	compete	al	 legislador,	
en	 la	 determinación	 de	 la	 entidad	 cuantitativo	 –material	 del	 peligro	 del	 acto	
contaminador;	 	 lo	 que	 puede	 llevar	 a	 concluir	 que	 la	 determinación	 del	 límite	
cuantitativo	entre	 	 la	articulación	de	 las	distintas	técnicas	de	tutela	sancionadora	
se	encuentra	al	arbitrio	del	juzgador	de	turno.		En	este	sentido,	se	observa	que	en	
la	legislación	penal	paraguaya	el	criterio	esencial	para	la	delimitación	cuantitativa	
en	 entre	 el	 injusto	 penal	 y	 administrativo,	 se	 estructura	 sobre	 la	 base	 de	 un	
elemento	normativo	indeterminado,	como	por	ejemplo:	perjudicar	 las	aguas	en	el	
Art.	 197	 (protección	 del	 agua),	 que	 para	 su	 valoración	 se	 deberá	 recurrir	 a	 Ley	














valorativa,	 el	 alcance	 de	 perjudicar	 las	 aguas,	 para	 sentar	 precedente	 sobre	 el	




formal,	manifestada	 en	 la	 transgresión	 de	 los	 límites	 establecidos	 en	 las	 normas	
administrativas	 ambientales,	 sino,	 que	 la	 sanción	 penal	 por	 su	 mayor	 gravedad	
esté	 determinada	 por	 la	 concurrencia	 de	 tres	 elementos:	 a)	 importancia	 de	 los	
bienes	jurídicos	por	ellos	afectados;	b)	importancia	de	la	intervención	sobre	ellos;	
y	 c)	 el	 efecto	 estigmatizante	 de	 la	 sanción	penal456.	 	De	 esta	 forma,	 la	 diferencia	
entre	la	sanción	penal	y	administrativa	desde	la	perspectiva	cuantitativa,	también	




Por	 ello,	 se	 funda	 en	 principio	 la	 diferencia	 de	 los	 ilícitos	 penales	 y	
administrativos	 en	 su	 gravedad,	 y	 tiene	 como	 consecuencia	 la	 utilización	 del	




límite	 de	 la	 intervención	 del	 Derecho	 penal,	 que	 «constituye	 un	 argumento	
irrefutable	 en	 pro	 de	 la	 diferenciación	meramente	 cuantitativa	 entre	 uno	 y	 otro	
ilícito»457.	
                                                            
456	 BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE,	 I.	 /	 ARROYO	 ZAPATERO,	 L.	 /	 FERRÉ	 OLIVÉ,	 J.C.	/	










de	 la	 teoría	 contemporánea	 del	Derecho	 penal	 administrativo,	 sustentaba	 que	 la	
diferencia	 entre	 injusto	 penal	 y	 administrativo,	 es	 de	 carácter	 ontológico458.	 En	
esta	 línea,	 observamos	 que	 en	 la	 doctrina	 penal	 española	 DORADO	MONTERO	 y	
ANTÓN	ONÉCA,	ya	se	adherían	a	esta	postura,	que	se	fundamentaba	finalmente	en	
la	diferencia	ontológica	basada	en	la	naturaleza	retributiva	de	la	pena	del	Derecho	
penal	 y	 el	 orden,	 la	 disciplina	 y	 la	 cooperación	 impuesta	 por	 el	 Derecho	
administrativo	sancionador459.			
Se	 puede	 afirmar	 entonces	 que	 este	 es	 el	 primer	 indicio	 y	 la	 línea	 que	
siguen,	 quienes	 postulan	 por	 una	 diferencia	 no	 meramente	 cuantitativa	 sino	





por	 lo	 cual	 la	 diferenciación	 sustancial	 cualitativa	 entre	 ambos	 injustos	 queda	
fundamentada,	 en	 principio,	 a	 la	 imposibilidad	 de	 la	 Administración	 pública	 de	
imponer	sanciones	privativas	de	libertad.			
                                                            
458	 Sobre	 esta	 referencia	 histórica	 véase,	NIETO,	 A.:	Derecho	administrativo	 sancionador,	
















Precisamente	 de	 los	 señalados	 autores,	 BACIGALUPO	 ZAPATER460	
encuentra	 fundamento	 constitucional	 de	 la	 distinción	 en	 el	 Art.	 25.3	 (la	
administración	 civil	 no	 podrá	 imponer	 sanciones,	 que	 directa	 o	 subsidiariamente,	
impliquen	privación	de	libertad),	pero	más	allá	de	hacer	alusión	sobre	la	diferencia	
cualitativa,	 entre	 el	 Derecho	 administrativo	 sancionador	 y	 el	 Derecho	 penal,	 se	
sitúa	preferentemente	en	el	marco	de	 la	 concepción	unitaria	del	 sistema	 jurídico	
de	 sanciones	 estatales.	 	 Y	 confiere	 a	 la	 política	 criminal	 la	 responsabilidad	 de	
elaborar	un	programa	que	establezca	con	claridad	las	conductas	que	deberán	ser	
sancionadas	 penalmente	 por	 su	 gravedad,	 y	 las	 que	 sólo	 necesitarán	 de	 la	
intervención	del	derecho	administrativo	sancionador	por	su	menor	gravedad.	Con	





que	 existe	 una	 diferencia	 cualitativa	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	
administrativo	 sancionador,	 fundada	 esencialmente	 en	 consideraciones	
teleológicas	que	reflejan	las	distintas	finalidades	que	persiguen	el	injusto	penal	y	el	
ilícito	 administrativo.	 De	 este	 modo,	 el	 injusto	 penal	 persigue	 la	 protección	 de	
bienes	jurídico	penales	en	situaciones	concretas	y	el	ilícito	administrativo	persigue	
criterios	de	afectación	general,	sean	estos	de	control,	regulativos	o	estadísticos.	Por	
lo	 cual	 	 al	 igual	 que	 el	 precedente	 autor,	 se	 sitúan	 en	 un	 contexto	 en	 que	 es	










J.	F.:	 «Las	 sanciones	 administrativas	 y	 penales	 en	 materia	 ambiental:	 Funciones	 y	










social,	 pero	 sugiere	 finalmente	 que	 la	 doctrina	 del	 Derecho,	 no	 se	 límite	 en	
sostener	única	y	exclusivamente	que	 la	distinción	entre	ambas	áreas	del	 sistema	
sancionador	 es	 meramente	 cuantitativa,	 sino	 persista	 en	 la	 tarea	 pendiente	 de	
ahondar	 sobre	 las	 diferencias	 sustanciales	 entre	 ambas	 ramas	 del	 Derecho	
sancionador,	 si	 la	 hubiere,	 y	 en	 su	 defecto	 dejar	 por	 sentado	 que	 la	 realmente	
manifiesta	 es	 la	 cuantitativa.	 Sin	 embargo,	 el	 autor	 en	 el	 marco	 de	 esta	 línea	
minoritaria,	 reconoce	 que	 existe	 una	 valoración	 o	 interpretación	 cuantitativo‐
cualitativa	de	 la	diferencia	entre	el	 injusto	penal	y	administrativo,	 fundamentado	
en	 las	 pautas	 valorativas	 propias	 y	 autónomas	 del	 Derecho	 penal,	 que	 son	





«prolífica	 veta	 de	 reflexión	 doctrinal»463,	 que	 aún	 no	 ha	 logrado	 clarificar	 los	
límites	entre	ambos	 injustos,	pero	que	coexisten	como	 instrumentos	del	Derecho	
sancionador.	 En	 él	 se	 observa	 que	 el	 Derecho	 administrativo	 sancionador,	 por	
naturaleza,	 define	 infracciones	 y	 fija	 sanciones	 pecuniarias	 y	 disciplinarias.	 El	
Derecho	penal,	igualmente	por	su	carácter	inherente,	define	delitos	y	fija	sanciones	
que	se	fundan	principalmente	en	la	pena	privativa	de	libertad.		Esta	diferencia	que	
más	 bien	 es	 encasillada	 en	 el	 marco	 de	 la	 diferencia	 formal	 y	 cuantitativa	 del	
                                                            











que	 sustentan	 la	 diferencia	 cualitativa,	 aunque	 este	 no	 es	 el	 único	 elemento	 que	
deba	ser	valorado	para	hablar	de	la	existencia	de	una	diferencia	sustancial	desde	
un	punto	de	vista	general,	y	también	específico	del	ámbito	de	los	delitos	contras	los	
sistemas	 naturales	 o	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana.	 Marco	 jurídico,	 donde	
convergen	 permanentemente	 las	 normas	 del	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	
administrativo,	y	sobre	las	cuales	se	deberá	por	lo	menos	velar	por	la	no	aplicación	
de	la	doble	sanción	a	un	mismo	hecho	punible.	
	 2.4.2.1.1		Propuesta	 normativa	 ‐	 valorativa	 en	 la	 diferencia	 del	
				ilícito	penal	administrativo	
El	discurso	y	la	falta	de	concreción	de	los	criterios	cualitativo	o	cuantitativo	
para	 determinar	 la	 diferencia	 entre	 injusto	 penal	 y	 administrativo,	 ha	 llevado	 a	
autores	como	TORÍO	LÓPEZ,	a	desarrollar	una	teoría,	una	pauta	metódica,	desde	la	
cual	 la	 problemática	 latente	 en	 la	 determinación	 de	 ambos	 injustos	 podría	 ser	
finalmente	 resuelta.	 Esta	 pauta	 tiene	 un	 carácter	 normativo,	 es	 decir,	 valorativo,	
que	supone	utilizar	el	baremo	de	la	valoración	para	distinguir	el	delito	del	injusto	
administrativo.	Consiste	esta	pauta	metódica	en	una	apreciación	estimativa,	por	la	
que	 se	 establece	 finalmente	 que	 el	 injusto	 de	 que	 se	 trate	 debe	 considerarse	
merecedor	de	pena	(punible)	o,	por	el	contrario,	merecedor	solamente	de	sanción	
administrativa.	 	 Esta	 apreciación	 estimativa	 presupone,	 por	 tanto,	 la	 descripción	
rigurosa	 de	 las	 propiedades	 de	 la	 materia,	 es	 decir,	 del	 comportamiento,	 de	 su	













un	 fuerte	 concepto	 personalista	 de	 bien	 jurídico,	 al	 que	 por	 ende	 lo	 reduce	 al	
núcleo	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales,	 considerando	 que	 estos	 poseen	
verdadera	 sustantividad	 material,	 fundamentada	 incluso	 en	 los	 Derechos	
fundamentales.	 Por	 ello,	 la	 manifestación	 del	 método	 valorativo	 	 pretende	 una	
articulación	 entre	 Derecho	 penal	 y	 Derecho	 administrativo,	 basada	 sobre	 la	
diferenciación	 de	 bienes	 jurídicos	 donde	 sea	 posible	 describir	 y	 aprehender	
correctamente	las	propiedades	materiales	de	la	realidad.			
Por	ello,	el	carácter	normativo‐valorativo	se	erige	sobre	ciertos	criterios	de	
la	 magnitud	 dinámica	 e	 histórico	 cultural	 y	 no	 estática	 de	 bien	 jurídico465,	
perteneciente	al	ya	referido	núcleo	del	Derecho	penal	donde	el	delito	se	concreta	
con	 la	 afección	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales.	 	 En	 cambio,	 las	 infracciones	
administrativas	 se	 concretan	 por	 el	 menoscabo	 a	 intereses	 valiosos	 de	 la	
comunidad,	el	interés	general	o	la	seguridad	de	un	sector	social466.			
En	 definitiva,	 el	 método	 normativo‐valorativo,	 se	 orienta	
fundamentalmente	 a	 valorar	 como	 bien	 jurídico	 penal,	 a	 aquellos	 que	 poseen	
sustantividad	 propia	 y	 referente	 axiológico	 constitucional.	 	 De	 tal	 modo	 que	 la	
determinación	 de	 la	 diferencia	 entre	 injusto	 penal	 y	 administrativo	 se	 concrete	
sobre	la	delimitación	de	los	bienes	jurídicos	individuales	pertenecientes	al	siempre	
conocido	Derecho	penal	clásico.	 	De	lo	que	se	puede	entonces	deducir	que	el	bien	
jurídico	 colectivo	 no	 tiene	 alcance	 a	 la	 definición	 propuesta	 por	 TORÍO,	 para	
fundamentar	la	diferencia	entre	ambos	injustos;	y	ni	tendría	aún,	si	se	valorara	la	
sustantividad	propia	del	bien	jurídico	colectivo	y	en	este	caso,	la	entidad	propia	del	
sistema	 natural	 o	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana	 (agua,	 suelo,	 aire	 cuyo	
carácter	 antropocéntrico‐ecocéntrico	 o	 ecocéntrico	 moderado,	 denota	 como	












ratio	 por	 el	 Derecho	 penal.	 	 Lo	 que	 significa	 que	 el	 nivel	 de	 intensidad	 de	 la	
afectación,	determinará	la	aplicación	de	uno	de	los	dos	instrumentos	del	Derecho	
sancionador.	 	 Por	 lo	 que	 se	 puede	 concluir	 que	 con	 la	 utilización	 del	 criterio	




La	 arenga	 existente	 sobre	 el	 criterio	 cualitativo	 que	 diferencia	 el	 injusto	
penal	 del	 administrativo,	 no	 sólo	 se	 escucha	 en	 el	 contexto	 de	 la	 doctrina	 del	
Derecho	 penal	 español,	 sino	 también	 en	 el	 marco	 de	 la	 doctrina	 del	 Derecho	
administrativo	 sancionador,	 que	 iniciara	 con	 posterioridad	 al	 Derecho	 penal,	 el	
estudio	sobre	los	límites	entre	ambos	ilícitos.	No	obstante,	como	lo	indicáramos,	el	
precursor	de	la	teoría	cualitativa	es	GOLDSCHMIDT,	quien	a	partir	de	la	visión	del	
Derecho	 penal	 administrativo	 determina	 la	 distinción	 entre	 ambos	 injustos.	 	 El	
autor	parte	de	la	 idea	de	Estado,	razón	por	la	que	confiere	a	 la	Administración	la	
función	 dirigida	 a	 la	 promoción	 del	 bienestar	 y	 al	 orden	 jurídico	 la	 función	 de	
delimitar	 y	 asegurar	 la	 esfera	 individual.	 	 De	 esta	 forma,	 	 la	 protección	 de	 los	
bienes	 jurídicos	 se	convierte	en	 la	 finalidad	del	Derecho	y	 la	promoción	del	bien	
público		y	estatal,	en	la	finalidad	de	la	Administración	pública467.			
En	 esta	 línea,	 GARCÍA	 DE	 ENTERRÍA,	 efectivamente,	 habla	 de	 una	
diferenciación	cualitativa,	fundamentada	inicialmente	por	los	fines	de	la		potestad	
punitiva.		El	autor	parte	de	un	criterio	formal,	que	sustenta	la	diferencia	en	base	a	
la	 naturaleza	 de	 la	 autoridad	 que	 imponen	 dichas	 sanciones	 y	 sus	 respectivos	
ámbitos	 de	 aplicación.	 	 Así,	 la	 diferencia	 deberá	 ser	 cualitativa,	 pues	 la	 potestad	
                                                            
467	Véase,	TORÍO	LÓPEZ,	A.:	«Injusto	penal	e	injusto	administrativo	(presupuestos	para	la	
reforma	 del	 sistema	 de	 sanciones)»	 op.	 cit.,	 	 pág.	 2536,	 el	 autor	 trae	 a	 colación	 el	
pensamiento	de	GOLDSCHMIDT.	En	este	mismo	sentido	véase,	BACIGALUPO	ZAPATER,	E.:	






administrativa	 sancionadora	 se	 fundamenta	 en	 la	 relevancia	 de	 la	 finalidad	
protectora	del	 orden	administrativo,	 que	 se	manifiesta	 en	primer	 lugar	 como	un	
control	endógeno	de	la	propia	Administración,	cuyo	efecto	tiene	alcance	a	quienes	
están	 directamente	 relacionados	 con	 su	 organización	 o	 funcionamiento.	 Y,	 en	





El	 análisis	 realizado	 por	 el	 autor	 administrativista	 ha	 sido	 valorado	
igualmente	en	el	contexto	del	Derecho	penal,	donde	sin	duda	la	mayor	parte	de	la	
doctrina	sostiene	que	la	diferencia	existente	entre	ambos	injustos	es	cuantitativa.		
Ahora	 bien,	 tras	 el	 minucioso	 estudio	 realizado	 sobre	 las	 diferencias	 entre	 el	
injusto	 criminal	 y	 el	 injusto	 sancionador	 administrativo,	 se	 ha	 llegado	 a	 la	
conclusión	desde	el	marco	del	Derecho	Administrativo	 sancionador,	 que	 «solo	 la	
política‐criminal	 explica	 la	 opción	 del	 legislador	 entre	 tales	 vías	 represivas»470,	





Revista	 española	 de	 Derecho	 administrativo,	 Nº	 10,	 1976,	 pág.	 399.	 	 En	 esta	 línea	 de	
diferenciación	cualitativa	respecto	al	límite	entre	ilícito	penal	e	ilícito	administrativo,	en	el	
marco	 de	 la	 doctrina	 penal	 y	 administrativa	 española,	 	 encontramos	 las	 propuestas	 de		





470	 GARCÍA	 DE	 ENTERRÍA,	 E.	 /	 FERNÁNDEZ	 T.	 R.,	 Curso	 de	 Derecho	 administrativo	 II,	
Décima	edición.		Editorial	Aranzadi,	Navarra,	2006,	pág.	168.	
	
471	 ROXIN,	 C.:	 «Acerca	 del	 desarrollo	 reciente	 de	 la	 política	 criminal»	 en	 Cuadernos	 de	






Precisamente	el	 legislador	valora	 la	política	 criminal	 en	un	estadio	previo	
de	la	positivización	del	Derecho,	para	que	este,	con	posterioridad,	se	manifieste	a	
través	de	las	normas.		Estas	tienen	por	fin	en	el	contexto	penal	regular	o	limitar	la	
conducta	 humana,	 conforme	 lo	 constatamos	 en	 el	 Art.	 25.3	 de	 la	 Constitución	
española,	donde	se	determina	por	mandato	los	fines	de	la	pena	judicial	y	la	sanción	







ambos	 injustos.	 Y	 se	 subraya,	 que	 el	 injusto	 penal	 tiene	 por	 fin	 la	 protección	 de	
bienes	 jurídicos	 penales,	 en	 virtud	 a	 parámetros	 de	 lesividad,	 y	 el	 ilícito	
administrativo,	en	cambio,	en	virtud	de	parámetros	de	peligros	estandarizados474.	
Ahora	bien,	en	esta	consideración	prima	no	debe	basarse	toda	la	fundamentación	
de	 la	 diferencia	 sustancial	 entre	 ambos	 injustos.	 	 Se	 debería	 más	 bien	 dar	
continuidad	a	 los	estudios	ya	realizados	sobre	el	 tema,	salvo	que	se	establezca	 la	
absoluta	 imposibilidad	 de	 encontrar	 una	 diferencia	 ontológica,	 entre	 la	 sanción	
penal	 y	 administrativa.	 Si	 esto	 no	 fuere	 así,	 y	 se	 consolidara	 la	 teoría	 de	 la	
diferencia	 cuantitativa	 en	 razón	 a	 la	 existencia	 de	 áreas	 como	 el	 Derecho	 fiscal,	
donde	 se	 asiste	 efectivamente	 a	 una	 diferencia	 cuantitativa,	 que	 en	 el	 hipotético	




(Eds.),	 La	 ciencia	 del	Derecho	 penal	 ante	 el	 nuevo	 siglo,	Editorial	 Tecnos,	 Madrid,	 2003,	
pág.	180;	MUÑOZ	LORENTE,	 J.:	La	nueva	configuración	del	principio	non	bis	 in	 idem	 (Las	














no	 se	 justificara	 ontológicamente	 la	 aplicación	 de	 penas	 judiciales	 para	 la	
protección	del	ambiente475;	bien	jurídico	de	titularidad	compartida	que,	es	objeto	
de	discriminación	de	un	sector	importante	de	la	doctrina,		que	enarbola	el	Derecho	




tipos	 penales	 que	 protegen	 el	 ambiente	 deben	 ser	 interpretados	 con	 carácter	
ecléctico	 o	mixto;	 esto	 significa	 que	 se	 debe	 recurrir	 a	 una	 exégesis	 cuantitativo	
gradual	 y	 cualitativo	 ontológico	 para	 delimitar	 el	 injusto	 penal	 del	 injusto	
administrativo476.	 	 Sin	 embargo,	 esta	 aspiración	 gestada	 sobre	 la	 diferencia	
ontológica	o	cualitativa,	entre	el	ilícito	penal	y	el	ilícito	administrativo,	se	convierte	
en	un	tema	decimonónico	para	el	Derecho	penal	español.	 	Es	así,	que	a	mediados	




de	 la	 existencia	 de	 una	 diferencia	 cuantitativa	 entre	 injusto	 penal	 y	 el	
administrativo	 es	 la	 voz	 predominante,	 aunque	 también	 esta	 característica	 sea	
                                                            
475	 Corresponde	 aclarar,	 que	 esta	 afirmación	 surge	 de	 la	 reflexión	 realizada	 sobre	 la	
propuesta	 de	 TORIO,	 relativa	 a	 la	 utilización	 del	 criterio	 normativo	 –	 valorativo	 para	















finalmente	 considerado	de	manera	 supletoria,	 ante	otros	análisis	que	 se	 realizan	
en	 torno	a	 la	 convergencia	del	Derecho	penal	y	el	Derecho	administrativo,	 y	que	
tiene	fundamental	injerencia	en	la	protección	de	bienes	jurídicos	colectivos	como	
los	sistemas	naturales	o	bases	naturales	de	la	vida	humana.		
2.4.4	 Unidad	 ontológica	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 Derecho	
administrativo	sancionador	
En	 base	 a	 un	 sólido	 fundamento,	 en	 el	marco	 de	 la	 doctrina	 del	 Derecho	
administrativo	sancionador	español,	NIETO	sustituye	el	clásico	debate	referido	a	la	
identidad	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo	 sancionador,	 y	 la	
diferencia	 de	 naturaleza	 cualitativa	 y	 cuantitativa	 entre	 ambos	 injustos.	 El	 autor	
propone	valorar	la	unidad	o	desigualdad	ontológica	entre	ambas	áreas	del	Derecho	
sancionador,	 a	 fin	 de	 llegar	 a	 comprender	 que	 no	 existe	 ninguna	 diferencia	
ontológica	 entre	 ambos,	 entre	 delitos	 e	 infracciones	 administrativas,	 entre	
sanciones	 y	 penas.	 Es	 decir	 son	 ilícitos	 de	 naturaleza	 idéntica,	 porque	 ambos	
responden	 a	 conceptos	 rigurosamente	 y	 exclusivamente	 normativos478,	 y	 no	
responden	así,	a	figuras	ontológicas	con	características	iguales	o	desiguales.		Por	lo	
cual,	 para	 el	 autor	 la	 única	 distinción	 existente	 entre	 ambas	 sanciones,	 lo	
determina	el	propio	 régimen	 jurídico	al	que	están	 sometidos,	 lo	que	 implica	una	
diferencia	normativa	y	no	estructural	de	los	ilícitos.	
Si	 bien	 la	 interpretación	 de	 carácter	 unitario	 en	 el	 marco	 de	 las	 teorías	
utilizadas	para	diferenciar	el	injusto	administrativo	y	el	injusto	penal	no	se	orienta	
precisamente	 a	 la	 valoración	 conjunta	 de	 ambos	 caracteres	 (cuantitativo	 y	
cualitativo),	sino	a	la	consideración	de	la	fungibilidad	que	podría	observarse	entre	
ambas	 técnicas	 sancionadoras,	 existe	 	 no	 obstante,	 un	 sector	 importante	 de	 la	
                                                            
478	NIETO,	A.:	Derecho	administrativo	sancionador,	op.	cit.,	págs.	152	y	153.	 	En	esta	 línea	













una	 diferencia	 en	 grados	 entre	 ambos	 injustos,	 lo	 que	 justifica	 por	 tanto	 la	
intervención	del	Derecho	penal	ante	casos	de	mayor	gravedad	y	 la	aplicación	del	
Derecho	 administrativo	 sancionador	 en	 casos	 de	menor	 gravedad.	 	 Sin	 embargo,	
estas	 diferencias	 no	 son	 de	 carácter	 ontológico,	 por	 lo	 que	 lleva	 a	 la	 doctrina	 a	
considerar	 que	 verdaderamente	 no	 existen	 diferencias	 entre	 injusto	 penal	 y	
administrativo,	en	razón	a	que	ambas	sanciones	persiguen	un	mismo	fin:	sancionar	
un	hecho	reprobable	que	cause	daño	al	orden	social480.	Por	 lo	cual	este	punto	de	
vista	 también	 se	 orienta	 a	 la	 unidad	 ontológica	 del	 sistema	 sancionador,	 a	
diferencia	de	la	propuesta	de	NIETO,	parte	de	la	afirmación	sobre	la	existencia	de	
una	diferencia	cuantitativa	entre	el	injusto	penal	y	administrativo.	
Ahora	 bien,	 en	 lo	 que	 respecta	 a	 la	 protección	 del	 ambiente,	 el	 criterio	








partidario	 de	 la	 concepción	 unitaria	 del	 sistema	 jurídico	 sancionador.	 Igualmente,	 DE	














establecer	 un	 régimen	 común	 a	 nivel	 comunitario,	 pero	 sólo	 orientada	 a	 la	
prevención	y	reparación	de	daños	ambientales.	La	reacción	 jurídica	sin	embargo,	
es	siempre	aplicada	a	 través	de	 las	normas	 internas	de	Derecho	penal	y	Derecho	
administrativo	sancionador,	como	reacción	del	Estado	dirigida	contra	el	particular.			
Por	 lo	 cual,	 sobre	 la	 base	 de	 la	 identidad	 ontológica	 entre	 el	 Derecho	
administrativo	 y	 el	 derecho	 penal	 y	 su	 vinculación	 específica	 a	 la	 protección	 del	
medio	 ambiente,	 se	 sostiene	 que	 aquellos	 son	 manifestaciones	 de	 un	 sistema	
unitario	 jurídico‐sancionador	 de	 control	 social	 de	 determinadas	 conductas	 que	
atentan	contra	el	ambiente,	y	que	intervienen	en	orden	a	la	gravedad	del	hecho.		
2.5		 Valoración	del	 límite	entre	el	 ilícito	penal	y	administrativo	en	
preceptos	penales	que	protegen	al	ambiente	
La	existencia	de	figuras	penales	que	como	parte	integrante	del	tipo	prevén	






bien	 jurídico	 colectivo	 ambiente	 en	 el	 marco	 del	 Derecho	 penal	 español,	 se	
requiere	que	la	conducta	haya	perjudicado	gravemente	el	equilibrio	de	los	sistemas	











configuran	 de	 manera	 autónoma	 la	 protección	 de	 cada	 elemento	 integrante	 del	
ambiente	como	sistema	ecológico;	lo	que	proporciona	una	protección	no	genérica	
de	 este	 bien	 jurídico,	 pero	 requiere	 en	 el	 caso	 de	 la	 protección	 del	 agua	 que	 la	
conducta	 indebida	 haya	 alterado	 sus	 cualidades,	 perjudicara	 las	 aguas.	 Así,	 la	
conducta	indebida	se	representará	con	la	violación	de	disposiciones	 legales	o	de	 la	
autoridad	competente	valorado	como	elemento	normativo	del	tipo,	lo	que	no	basta	
para	 la	 configuración	 del	 ilícito	 penal,	 porque	 es	 conditio	 sine	qua	non	para	 ello	
perjudicar	las	aguas	en	su	carácter	ecológico.	
En	 la	 legislación	 paraguaya,	 no	 obstante,	 encontramos	 la	 construcción	 de	
injustos	contenidos	en	los	tipos	197,	198	y	199	del	Código	penal	paraguayo,	donde	
se	 hace	 referencia	 explícita	 a	 la	 infracción	 de	 la	 normativa	 administrativa	 como	
único	 elemento	 normativo	 a	 ser	 valorado	 indiciariamente,	 con	 lo	 cual	 se	 puede	
llegar	 a	 sancionar	 penalmente	 el	 mero	 incumplimiento	 o	 desobediencia	 de	
mandatos	 de	 la	 Administración,	 por	 la	 superación	 de	 ciertos	 límites	 o	 baremos	
reglamentarios	establecidos.		Así,	por	la	existencia	de	este	tipo	de	configuraciones	






el	 aspecto	 dinámico	 que	 subyace	 en	 él.	 	 Es	 un	 bien	 jurídico	 que	 surge	 como	
paradigma	 del	 	 Estado	 social	 y	 la	 era	 postindustrial,	 en	 los	 cuales	 el	 Derecho	
administrativo	 cumple	 el	 papel	 de	 gestionar	 las	 actividades	 relacionadas	 con	 las	
bases	 o	 sistemas	 naturales,	 de	 regularlas	 conforme	 al	 riesgo	 que	 de	 aquellas	
pudieran	 derivar	 y	 de	 controlar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 y	 los	 actos	
administrativos	que	permiten	su	ejecución.	 	De	este	modo,	establece	el	 límite	del	




riesgosas,	 y	 su	 incumplimiento	 se	 convierte	 en	 la	 violación	 del	 límite	 de	 lo	
permitido.	
Es	 por	 tanto	 beneficiosa	 para	 el	 Derecho	 en	 general,	 la	 determinación	 y	
comprensión,	del	alcance	casi	hegemónico	que	despliega	el	Derecho	administrativo	
sobre	 la	 tutela	 del	 medio	 ambiente.	 	 Sin	 embargo,	 para	 el	 Derecho	 penal	 en	
particular,	esta	determinación	se	convierte	en	confrontaciones	que	se	mantienen	
en	 el	 tiempo	 y	 que	 se	 convierten	 en	 ocasiones	 en	 el	 presupuesto	 que	 excluye	 el	
medio	 ambiente	 de	 entre	 los	 bienes	 jurídicos	 que	 deben	 ser	 protegidos	 por	 el	
Derecho	penal.			









Derecho	 administrativo,	 que	 se	 fundamenta	 en	 que	 este	 último	 fija	 criterios	 de	
riesgo	 permitido	 a	 través	 de	 la	 Administración	 del	 Estado,	 para	 el	 desarrollo	
actividades	 vinculadas	 con	 las	 bases	 naturales.	 	 Por	 lo	 cual,	 el	 particular	 puede	
desenvolverse	en	el	marco	de	lo	que	el	ordenamiento	administrativo	le	permite,	y	
que	al	mismo	tiempo	actúa	como	instrumento	de	gestión,	control	y	sanción	ante	el	
incumplimiento	de	 las	normas	o	actos	 administrativos.	 	 Sin	 embargo,	 el	Derecho	
penal	 no	 debe	 intervenir	 ante	 el	mero	 incumplimiento	 formal	 o	material	 con	 la	
Administración,	 sino	 cuando	 la	 gravedad	 de	 la	 afectación	 a	 las	 bases	 o	 sistemas	
naturales	así	lo	requiera,	y	dé	por	ello	paso	como	ultima	ratio	del	sistema	jurídico,	





Con	 lo	 referido,	 observamos	 que	 la	 accesoriedad	 del	 Derecho	 penal	 al	
Derecho	 administrativo,	 en	 sus	 diferentes	 arquetipos	 o	modelos	 (independiente,	
absoluto	 y	 relativo)	 reflejan	 en	 primer	 término	 la	 forma	 en	 que	 pueden	 ser	
configurados	lo	tipos	penales	que	protegen	bienes	jurídicos	como	el	ambiente,	en	
el	 que	 subyace	 el	 dinamismo	 social	 y	 tecnológico	 como	 elementos	meta‐penales	
que	 determinan	 desde	 una	 visión	 político	 criminal	 o	 crítica	 del	 bien	 jurídico,	 el	
alcance	de	su	contenido.		Por	lo	cual,	se	llega	de	esta	forma	valorar	si	el	legislador	
optó	 por	 una	 accesoriedad	 relativa	 o	 absoluta	 del	 Derecho	 del	 penal	 al	 Derecho	
administrativo,	 o	 si	 optó	 por	 la	 absoluta	 independencia	 del	 Derecho	 penal	 al	
Derecho	 administrativo	 para	 concretar	 la	 protección	 de	 las	 bases	 o	 sistemas	
naturales.			
En	 el	 último	 arquetipo	 referido,	 no	 se	 asiste	 al	 reconocimiento	 del	medio	
ambiente	 como	bien	 jurídico	autónomo	y	 con	entidad	propia.	En	el	 arquetipo	de	
absoluta	dependencia	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo,	 se	asiste	a	 la	
pura	administrativización	del	Derecho	penal,	o	también	denominada	mera	sanción	
penal	 al	 incumplimiento	 de	 normas	 administrativas.	 Pero,	 en	 el	 arquetipo	 de	




norma,	 y	 la	 concreción	de	 la	 protección	penal	 de	 las	 bases	 o	 sistemas	naturales.		
Así	la	norma	administrativa	se	convierte	en	un	elemento	que	complementa	el	tipo,	
pero	 no	 se	 convierte	 en	 el	 depositario	 del	 injusto	 penal,	 el	 cual	 se	 configura	
esencialmente	por	la	ponderación	de	la	grave	afectación	al	bien	jurídico	protegido.	
Para	 la	 doctrina,	 no	 siempre	 mayoritaria,	 y	 a	 la	 cual	 nos	 adscribimos,	
reconoce	 la	 entidad	 autónoma	 del	 medio	 ambiente	 y	 por	 ende	 como	 un	 bien	







bases	 o	 sistemas	 naturales	 como	 bien	 jurídico,	 y	 al	 mismo	 tiempo	 incorporarlo	
dentro	de	la	categoría	del	Derecho	penal,	dónde	se	determina	el	núcleo	esencial	de	






norma	 administrativa	 y	 la	 norma	penal	 en	 la	 protección	 de	 las	 bases	 o	 sistemas	
naturales,	 se	observan	finalmente	que	son	dos	 los	elementos	que	permiten	dicha	
tutela:	la	técnica	jurídica	de	la	remisión	normativa	o	ley	penal	en	blanco	y	el	modelo	
de	 accesoriedad	 relativa	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	
fundamentada	 principalmente	 en	 la	 accesoriedad	 de	 la	 norma,	 y	 como	 elemento	
secundario,	 en	 la	 accesoriedad	 de	 acto.	 	 Lo	 que	 lleva	 de	 este	 modo,	 en	 primer	
término,	 a	 considerar	 que	 el	 límite	 entre	 el	 injusto	 penal	 y	 el	 injusto	




penal	 y	 administrativo,	 se	 convierte	 en	 mera	 aspiración	 que	 aún	 no	 ha	 sido	
realizada,	y	que	lleva	por	ello	a	permanecer	en	la	idea	práctica	y	formal,	de	que	el	





«La	 referencia	 legal	 al	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	
naturales	 ha	 sido	 objeto	 de	 críticas	 acerbas…	 lo	
cierto	 es	 que	 en	 la	 práctica	 de	 los	 Tribunales	 va	
perfilando	 sus	 límites,	 sin	que	hoy	pueda	hablarse,	











En	 la	 introducción	 del	 presente	 trabajo	 se	 establece	 como	 parámetro,	 el	
objetivo	general	y	específico	sobre	el	cual	se	desarrolla	la	investigación.		Es	por	ello	
que	 en	 este	 apartado	 se	 aborda	 desde	 el	 Derecho	 positivo	 la	 valoración	 de	 la	
incorporación	del	bien	jurídico	sistemas	naturales	en	la	legislación	penal	española.		
De	este	modo,	el	estado	de	la	cuestión	sobre	el	bien	jurídico	medio	ambiente,	con	
sus	 aciertos	 y	 desaciertos	 en	 la	 legislación	 penal	 española,	 llevara	 a	 comparar	 a	




La	 legislación	 penal	 española,	 no	 obstante,	 enseña	 en	 el	 proceso	 de	 las	




simbólico	 de	 las	 normas,	 de	 los	 pronunciamientos	 de	 la	 doctrina	 y	 conflictos	
emergentes	 de	 la	 realidad	 social,	 configurar	 tipos	 penales	 que	 se	 adapten	 a	 la	
problemática	 penal	 ambiental	 de	 su	 tiempo.	 	 Si	 bien	 es	 cierto	 que	 aún	 existen	
inconvenientes	por	superar,		en	el	Derecho	penal	ambiental	español,	se	quiere	sin	





igualmente	 en	 el	 capítulo	 de	 los	 delitos	 contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	medio	
ambiente,	el	cambio	de	paradigma	en	el	sujeto	activo	del	delito	contra	los	sistemas	











radiaciones,	 extracciones,	 excavaciones,	 depósito,	 y	 la	 conducta	 del	 funcionario	
encargado	 de	 controlar	 y	 expedir	 las	 autorizaciones	 para	 el	 desarrollo	 de	







manifestación	 de	 una	 pluriofensividad	 de	 bienes	 jurídicos	 o	 mejor	 llamado,	
superposición	del	medio	ambiente	como	bien	jurídico	al	bien	jurídico	salud	de	las	
personas483.	 Puesto	 que	 el	 referido	 artículo	 se	 encontraba	 encuadrado	 en	 la	
sección	segunda	del	Capítulo	II	del	Título	V,	denominado	«Delitos	contra	 la	salud	
pública	 y	 el	medio	 ambiente»,	 cuyo	 contenido	bastante	 general,	 englobaba	 a	dos	
bienes	jurídicos	diferentes	(el	medio	ambiente	y	la	salud	pública),	y	llevaba	a	que	
la	adecuación	de	los	delitos	a	 los	tipos	penales	de	tutela	ambiental,	se	concretase	
sobre	 la	 base	 de	 una	 protección	 que	 reflejaba	 el	 carácter	 instrumental	 y	
dependiente	del	ambiente	respecto	a	la	salud	de	las	personas.		
Este	 carácter	 extremadamente	 antropocéntrico	 derivado	 del	 347	 bis,	 se	




la	 salud,	 	 y	 alternativamente	 podía	 consistir	 en	 la	 posibilidad	 de	 «perjudicar	
gravemente	 las	 condiciones	 de	 vida	 animal,	 bosques,	 espacios	 naturales	 o	
plantaciones	 útiles»484.	 	 Elementos	 ambientales	 que	 se	 encuentran	 ampliamente	
                                                            
483	 Véase	 entre	 otros,	 la	 postura	 crítica	 de	 PERIS	 RIERA,	 J.	 M.:	 Delitos	 contra	 el	medio	
ambiente,	Colección	de	Estudios	Serie	Minor,	Universidad	de	Valencia,	1984,	págs.	23,	y	47	
a	49;	BUSTOS	RAMÍREZ,	J.:	Manual	de	Derecho	penal,	Parte	especial,	op.	cit.,	pág.	260;	DE	LA	
CUESTA	 ARZAMENDI,	 J.	 L.:	 «Protección	 penal	 de	 la	 ordenación	 del	 territorio	 y	 del	
ambiente	(TIT.	XIII,	L,	PANCP	1983)»	en	Documentación	Jurídica.	Monográfico	dedicado	a	
la	propuesta	de	Anteproyecto	del	Nuevo	Código	penal.	Vol.	II,	Editorial	Ministerio	de	Justicia,	
Madrid,	 1983,	 págs.	 915	 a	 917;	 el	mismo,	 «La	 reciente	 historia	 del	 delito	 ecológico:	 del	
artículo	347	bis	 al	proyecto	de	nuevo	Código	penal	de	1994»	en	Valle	Muñiz	 (coord.)	La	
protección	jurídica	del	medio	ambiente,	Pamplona,	1997,	págs.	213	a	214;	BOIX	REIG,	F.	J.:	
«Protección	 penal	 del	 medio	 ambiente»	 en	 Intereses	 difusos	 y	 Derecho	 penal,	 op.	 cit.,		
pág.	124;	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	 «Protección	 penal	 del	medio	 ambiente	 en	 el	 nuevo	
Código	Penal	español.	Luces	y	sombras»	op.	cit.,	pág.	301.	
	
484	DE	LA	CUESTA	ARZAMENDI,	 J.	L.:	 «Protección	penal	de	 la	ordenación	del	 territorio	y	








relacionados	 con	 los	 sistemas	 naturales,	 pero	 no	 estrictamente	 delimitado	 en	 la	
entidad	del	agua,	suelo	y	aire.	
El	 tipo	 penal	 se	 estructuraba	 sobre	 la	 modalidad	 del	 peligro,	 del	 peligro	
concreto	 en	 lo	 referente	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 y	 como	 delito	 hipotético	 o	
abstracto	 concreto,	 en	 lo	 relacionado	 a	 la	 vida	 animal,	 bosques	 y	 espacios	
naturales.	 	 Sin	 embargo,	 la	 pena	 aplicada	 era	 la	 misma	 en	 ambos	 casos,	 eran	
extremadamente	bajas,	«Arresto	mayor	o	multa	de	50.000	a	1.000.000	pesetas»	y	
no	 cumplían	 si	 quiera	 con	 una	 función	 disuasoria	 respecto	 de	 los	 delitos	 que	
atentan	 contra	 el	 ambiente.	 	 Efectivamente,	 el	 aumento	 en	 grado	 de	 las	 penas	
estaba	vinculado	directamente	a	la	ausencia	de	autorizaciones	administrativas	y	al	
deterioro	irreversible	y	catastrófico	que	del	delito,	podían	derivar.	
Dicho	 todo	 esto,	 las	 infracciones	 que	 conllevaban	 la	 aplicación	 punitiva,	





del	 legislador	de	un	modelo	antropocéntrico	 radical	para	 la	protección	penal	del	
medio	ambiente	
1.2		 Ley	orgánica	10/1995	de	23	de	noviembre	
Siguiendo	 al	 hilo	 de	 lo	 expuesto	 en	 el	 epígrafe	 precedente,	 el	 Art.	 347	bis	
modificado	según	la	Ley	Orgánica	de	3/1989,	de	21	de	junio,	fue	igualmente	objeto	
de	 diversas	 propuestas	 de	 reforma	 penal	 presentadas	 en	 los	 años	 1991,	 1992	 y	
1994	 respectivamente.	 En	 estos	 proyectos	 de	 Ley	 Orgánica	 proponía	 la	
incorporación	del	delito	contra	el	medio	ambiente	en	un	nuevo	título,	que	abarcara	




naturales	 y	 la	 vida	 silvestre»485;	 con	 la	 finalidad	de	otorgar	 autonomía	al	hábitat	
como	bien	jurídico	protegido.		
Efectivamente	tras	las	diversas	modificaciones	realizadas	en	el	Congreso,	el	
Proyecto	 de	 Ley	 Orgánica	 del	 Código	 penal	 de	 1994,	 fue	 aprobado	 el	 8	 de	
noviembre	 de	1995	 y	 promulgado	 como	 Ley	 Orgánica	 10/1995,	 de	 23	 de	
noviembre.	Quedó	así	en	vigencia	el	Título	XVI	del	Libro	II	del	CP	de	1995,	que	a	
partir	 del	 Capítulo	 III,	 «De	 los	 delitos	 contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	 medio	
ambiente»,	proporciona	autonomía	a	la	protección	de	los	sistemas	naturales	como	
bien	 jurídico.	Esto	porque	prescinde	de	 la	vinculación	entre	 la	 salud	pública	y	el	
ambiente,	 como	 fundamento	material	 de	 los	delitos	 ambientales,	 y	 convirtió	 a	 la	
afectación	 al	 bien	 jurídico	 salud	 de	 las	 personas,	 como	 una	 agravante	 del	 tipo	
genérico	de	protección	penal	del	medio	ambiente.	 	Así,	en	la	nueva	configuración	
delictuosa,	el	elemento	integrante	del	tipo	objetivo	puedan	perjudicar	gravemente	
los	 sistemas	 naturales,	 pasa	 a	 determinar	 fundamentalmente	 el	 límite	 entre	 el	
Derecho	administrativo	sancionador	y	el	Derecho	penal486.		En	cambio,	el	elemento	
de	 riesgo	grave	 para	 la	 salud	de	 las	 personas	 incorporado	 en	 el	Art.	 325	 in‐fine,		
introduce	como	«subtipo	alternativo	agravado»487.	
Esta	 opción	 por	 parte	 del	 legislador	 español,	 para	 articular	 un	 modelo	
ecocéntrico	moderado	que	plasme	la	protección	penal	de	los	recursos	naturales	y	
                                                            
485	 En	 esta	 línea	 BERDUGO	 GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE,	 I.:	 «El	 medio	 ambiente	 como	 bien	
jurídico	 tutelado»	 en	Terradillos	Basoco	 (dir),	El	delito	ecológico,	Editorial	 Trotta,	 1992,	
pág.	47.	 Comentarios	 sobre	 el	 punto,	 véase	 en	 DE	 LA	 CUESTA	 ARAZAMENDI,	 J.	 L.:	 «La	
reciente	 historia	 del	 delito	 ecológico:	 del	 artículo	 347	 bis	 al	 proyecto	 de	 nuevo	 Código	
penal	de	1994»,	op.	cit.,	págs.	217	a	224;	Igualmente	véase	las	propuestas	de	BOIX	REIG	y	
PRATS	CANUT,	en	Propostes	per	la	reforma	penal.		Delitos	contra	el	medio	ambiente,	Ilustre	
Col‐legio	 D’Advocatos	 de	 Barcelona,	 febrero	 de	 1991.	 BLANCO	 LOZANO,	 C.:	 Tratado	 de	













del	medio	 ambiente	 en	 el	 Código	 penal	 español	 de	 1995,	 se	 vio	 en	 primer	 lugar	
marcado	por	 la	utilización	del	 concepto	de	 sistemas	naturales	 como	bien	 jurídico	






extracciones	 o	 excavaciones,	 aterramientos,	 ruidos,	 vibraciones,	 inyecciones	 o	
depósitos,	 dando	 así	 un	 abanico	de	posibilidades	 para	 que	 el	 tipo	 básico	 tuviese	
alcance	a	una	protección	más	general	del	medio	ambiente.	 	Así,	 la	contaminación	
proveniente	 de	 las	 corporaciones	 dedicadas	 a	 actividades,	 cuyo	 desarrollo	 se	
caracterizan	por	 la	tensión	entre	 la	 intervención	del	hombre	y	el	equilibrio	de	 los	
sistemas	 naturales	 (emisiones	 y	 vertidos),	 y	 la	 directa	 intervención	 del	 hombre	
sobre	 los	 recursos	 naturales	 (excavaciones,	 extracciones,	 aterramientos)	 tienen	
una	protección	conforme	a	 las	conductas	descritas	en	el	 tipo	penal	básico.	El	que	
refleja,	que	desde	una	vertiente	general	y	no	específica	de	cada	elemento	natural,	
se	 concreta	 la	 protección	 del	 agua,	 el	 suelo	 y	 el	 aire,	 la	 fauna	 y	 la	 flora,	
comprendidos	como	sistemas	naturales.		Sin	embargo,	con	este	abanico	de	posibles	
conductas	 delictuales	 contenidas	 en	 el	 tipo	 básico,	 se	 observaba	 la	 relación	
existente	 entre	 la	 conducta	 de	provocar	 o	 realizar	 radiaciones	 del	Art.	 325	 y	 los	
delitos	relativos	a	la	energía	nuclear	y	a	las	radiaciones	ionizantes	preceptuadas	en	
el	Art.	341	del	Código	penal	de	1995.	
Por	otra	parte,	 la	revalorización	de	 la	técnica	de	 ley	penal	en	blanco,	en	el	
contexto	del	giro	copernicano	que	dio	la	legislación	penal	española	de	1995,	se	vio	
plasmada	 con	 la	 decisión	 del	 legislador	 de	 utilizar	 para	 la	 configuración	 de	 los	
delitos	contra	el	medio	ambiente,	las	leyes	o	disposiciones	de	carácter	general,	como	
elemento	que	permita	cumplimentar	el	 tipo	penal	en	caso	que	el	mismo	necesite	





encargada	 de	 determinar	 el	 límite	 entre	 ambos	 instrumentos	 del	 Derecho	
sancionador,	a	la	hora	decidir	la	intervención	de	última	ratio	del	ius	puniendi,	pues	
es	la	que	proporciona	el	carácter	cualitativo	o	cuantitativo	de	la	conducta	peligrosa	








diferencia	 del	 derogado	 347	 bis,	 era	 de	 «Dos	 a	 cinco	 años,	 multa	 de	 ocho	 a	
veinticuatro	meses	e	inhabilitación	especial	para	profesión	u	oficio	por	tiempo	de	
uno	 a	 tres	 años»,	 con	 lo	 cual	 reflejaba	 cierto	 carácter	 disuasorio	 respecto	 a	 la	
función	 preventiva	 de	 las	 penas.	 	 Pues,	 si	 bien	 es	 cierto	 que	 la	 pena	 es	
conceptualmente	 un	 castigo,	 su	 función	última	no	 es	 sin	 embargo	 la	 retribución,	
sino	la	defensa		de	bienes	jurídicos489.		
                                                            
488	 SILVA	 SÁNCHEZ,	 J.	 M.:	 Delitos	 contra	 el	medio	 ambiente,	 Editorial	 Tirant	 lo	 Blanch,	
Valencia,	 1999,	 pág.	 20,	 sobre	 este	 punto	 es	 interesante	 la	 valoración	 que	 el	 autor	 le	
confiere	 a	 la	 intervención	 administrativa	 y	 la	 judicial,	 en	 la	 función	de	determinar	 si	 un	
riesgo	 es	 grave	 o	 no	 para	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales.	 	 Así,	 en	 cuanto	 a	 la	
«Administración	 (en	 tanto	 que	 productora	 de	 normas;	 que	 no	 de	 actos)	 ha	 delegado	 la	
determinación	 de	 la	 primera	 parte	 de	 la	 medida	 cualitativa	 del	 riesgo	 penalmente	
relevante.	 	 La	 conducta	 típica	 sólo	 puede	 serlo	 si	 ha	 contravenido	 ‐leyes	 u	 otras	










1.2.1	 Protección	 de	 los	 sistemas	 naturales	 en	 el	 Capítulo	 III:	 de	 los	
delitos	contra	los	recursos	naturales	y	el	medio	ambiente	
En	 la	estructuración	del	 tipo	penal	o	 tipos	penales	que	protegen	el	medio	
ambiente	 (entiéndase	 este	 en	 sus	 diferentes	 acepciones	 como	 bien	 jurídico),	 se	
observan	dos	arquetipos	que	se	diferencian	por	 la	 forma	genérica	y	específica	en	
que	 se	 incorpora	el	 bien	 jurídico.	 	 Por	una	parte,	 el	modelo	que	 contempla	 a	 los	
elementos	 naturales	 de	 manera	 separada,	 y	 por	 otra	 parte,	 el	 modelo	 que	
contempla	 a	 los	 elementos	 naturales	 de	manera	 interrelacionadas	 entre	 sí	 como	
partes	integrantes	de	los	sistemas	naturales490.	
En	la	legislación	española	se	observa	precisamente	la	protección	del	medio	
ambiente	 y	 los	 recursos	 naturales,	 a	 través	 de	 la	 incorporación	 de	 los	 sistemas	
naturales	como	bien	jurídico,	que	se	encuentra	en	un	tipo	básico,	genérico,	donde	
se	 incluyen	 todas	 las	 conductas	 (emisión,	 vertidos,	 radiaciones,	 extracciones	 o	
excavaciones,	 aterramientos,	 ruidos,	 vibraciones,	 inyecciones	 o	 depósitos)	 que	
pueden	afectar	los	subsistemas	naturales,	comprendidos	por	la	atmósfera,	el	suelo	
y	las	aguas491.		Sin	embargo,	se	observa	igualmente,	que	el	legislador	español	opta	
por	 la	 utilización	 de	 las	 denominaciones	 de	medio	ambiente	 y	 recursos	naturales	
para	englobar	la	protección	de	los	sistemas	naturales,	la	fauna	y	flora	y	los	espacios	
naturales.	 De	 allí,	 que	 para	 algunos	 autores	 se	 justifique	 la	 doble	 referencia	 al	
medio	ambiente	y	 los	 recursos	naturales,	en	 la	 rúbrica	del	 Capítulo	 III492	 del	CPE.		
                                                            











492	 DE	 LA	 CUESTA	 ARZAMENDI,	 J.	 L.:	 «Delitos	 contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	medio	
ambiente:	 Capítulo	 III,	 Título	 XVI,	 Libro	 II	 del	 nuevo	 Código	 penal	 de	 1995»,	 op.	 cit.,	





y	 que	 fue	 objeto	 igualmente	 de	 varias	 reformas	 realizadas	 hasta	 la	 fecha,	 que	
afectan	 al	 tipo	 genérico	 que	 protege	 el	 medio	 ambiente,	 pero	 no	 así	 su	
configuración	 ecocéntrica	 moderada,	 que	 tiene	 por	 bien	 jurídico	 protegido	 el	
equilibrio	de	los	sistemas	naturales.	
Efectivamente,	 la	 doctrina	 se	 inclina	 por	 una	 interpretación	 que	 tiene	
alcance	 a	 un	 concepto	 ecléctico	 del	 medio	 ambiente,	 que	 no	 sólo	 abarca	 los	
recursos	naturales,	como	el	agua,	suelo	y	el	aire,	sino	también	la	fauna	y	la	flora493,	
comprendidos	como	subsistemas	naturales	subordinados.		Estos	conforme	al	título	
que	 los	 engloba,	medio	ambiente	 y	 recursos	naturales,	 pueden	 ser	 situados	 en	 el	
marco	 de	 un	 modelo	 penal	 ambiental	 economicista,	 porque	 la	 protección	
desplegada	 a	 partir	 del	 concepto	 de	 recursos	 naturales	 se	 encuentra	 ligada	 al	
desarrollo	 sostenible,	 a	 la	 cantidad	 en	 la	 que	 se	 hace	 uso	 de	 los	 elementos	
naturales,	y	no	precisamente	su	función	ecológica494.		Del	mismo	modo,	el	concepto	
de	medio	 ambiente,	 se	 encuentra	 preferentemente	 vinculado	 a	 la	 economía	 y	 al	
antropocentrismo	fuerte,	que	legitima	el	uso	y	abuso	de	los	recursos	naturales	en	
razón	a	las	necesidades	del	hombre,	y	al	mismo	tiempo	garantiza	la	protección	de	




de	1995	 en	materia	 ambiental»	 en	Revista	 de	 la	 asociación	 de	Derecho	 ambiental,	Nº	 1,	
1997,	págs.	31	a	45.	
	
493	 BACIGALUPO	 ZAPATER,	 E.:	 «La	 instrumentación	 técnico‐legislativa	 de	 la	 protección	
penal	 del	 medio	 ambiente»	 en	 Estudios	 penales	 y	 criminológicos,	 V,	 Santiago	 de	
Compostela,	1982.	Si	bien	 la	mayoría	de	 la	doctrina	ha	optado	por	el	concepto	de	medio	







«Balance	 de	 las	 aportaciones	 del	 Código	 penal	 de	 1995	 en	 materia	 ambiental»	 op.	 cit.,	
pág.	33,	quien	afirma	que	en		los	delitos	ambientales	no	se	incluyen	conductas	consistentes	








natural,	 cuyo	 equilibrio	 se	 ve	 amenazado496.	 	 La	 autora	 resalta	 que	 los	 recursos	
naturales	no	pueden	ser	por	 si	mismos	considerados	bienes	 jurídicos	protegidos	
en	el	Art.	325	del	CPE,	puesto	que	en	su	efecto	estaríamos	ante	un	delito	de	lesión,	





carácter	 de	 lesión	 claramente	 identificable	 y	 que	 puede	 llevar	 a	 caracterizarlo	
como	un	delito	de	lesión499.	Sin	embargo,	aclara	el	autor	que	la	exigencia	de	que	la	
conducta	 debe	 ser	 idónea	 para	 perjudicar	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	naturales,	
configura	 al	 delito	 ambiental	 como	un	 delito	 de	 peligro,	 de	 peligro	 hipotético500.	
Uniéndose	 de	 este	 modo	 a	 la	 voz	 de	 la	 doctrina	 mayoritaria	 que	 reconoce	 la	
configuración	del	 tipo	penal	genérico	contenido	en	el	Art.	325	como	un	delito	de	
peligro	 	hipotético	o	de	aptitud,	que	 se	 concreta	por	 la	 idoneidad	de	 la	 conducta	
                                                                                                                                                                              
determinada,	 sino	más	 bien	 en	utilizarlos	 como	 receptor	 de	 residuos	 sólidos,	 líquidos	 o	
gaseosos.	
	
496	 ALASTUEY	 DOBÓN,	 M.	 C.:	 op.	 ult.	 cit.,	 págs.	 69	 y	 70.	 En	 esta	 línea	 TERRADILLOS	
BASOCO,	J.:	Derecho	penal	del	medio	ambiente,	Editorial	Trotta,	Madrid,	1997,	pág.	42,	para	
quien	el	Art.	325	contempla	como	objeto	jurídico	de	protección	al	equilibrio	de	los	sistemas	


















Esta	 configuración	 propia	 del	 CPE	 de	 1995,	 permanece	 tras	 la	 última	
reforma	 operada	 por	 LO	 de	 22	 de	 junio	 de	 2010,	 pero	 amplia	 el	 alcance	 de	 la	
protección	penal	al	equilibrio	de	los	sistemas	naturales,	en	razón	de	que	también	se	

















Melgar)»	 en	Revista	de	Gestión	Ambiental,	 julio,	 2003,	 pág.	 74.	MORALES	PRATS,	 F.:	 «La	
estructura	del	delito	de	 contaminación	ambiental.	 	Dos	 cuestiones	básicas:	 Ley	penal	 en	
blanco	 y	 concepto	 de	 peligro»	 en	 Valle	Muñiz	 (Coord.),	La	protección	 jurídica	del	medio	
ambiente,	Editorial	Aranzadi,	Pamplona,	1997,	págs.	244	y	245.	ALASTUEY	DEOBON,	M.	C.:	
El	delito	de	contaminación	ambiental,	(Artículos	325.1	del	Código	penal),		op.	cit.,	págs.	107	a	
111,	 y	 118.	 MATELLANES	 RODRÍGUEZ,	 N.:	Derecho	 penal	 del	medio	 ambiente,	 Editorial	
Iustel,	Madrid,	2008,	págs.	112	y	113.	
	
502	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 M.	 P.:	 Causalidad	 de	 los	 delitos	 contra	 el	medio	 ambiente,	
Editorial	Tirant	lo	Blanch,	Valencia,	1999,	págs.	66	y	67.	
	









los	 riesgos	 catastróficos	 provocados	 por	 el	 uso	 indebido	 de	 energía	 nuclear	 y	
radiaciones	ionizantes504.	
Efectivamente,	 la	modificación	 operada	 por	 el	 legislador	 del	 2003,	 estuvo	
motivada	por	el	cumplimiento	de	la	Decisión	Marco505	que	en	su	Art.	3)	a	exigía	el	
castigo	de	quienes	realicen	"el	vertido,	la	emisión	o	la	introducción	de	una	cantidad	
de	sustancias	o	de	radiaciones	 ionizantes	en	 la	atmósfera,	el	suelo	o	 las	aguas,	que	
causen	 la	 muerte	 o	 lesiones	 graves	 a	 las	 personas...".	 Sin	 embargo,	 el	 apartado	
primero	del	Art.	325	CPE,	ya	hacía	referencia	a	 las	radiaciones	entre	 los	distintos	
actos	de	contaminación	que	pueden	dar	lugar	al	delito	ecológico,	y	que	valorando	
el	 sistema	 concursal,	 ya	 admitía	 la	 aplicación	del	 	 concurso	 ideal	 conforme	 a	 los	
resultados	 de	 afección	 grave	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 	 Razón	 por	 la	 que	 se	
consideraba	 innecesario	 crear	 nuevos	 tipos	 penales	 para	 sancionar	 una	
determinada	conducta	que	ya	estaba	contenida	en	otros	preceptos	del	Código506.			
                                                            
504	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Juicio	 crítico	 sobre	 las	 reformas	 penales	 en	 materia	 medio	
ambiental	introducidas	por	la	Ley	Orgánica	15/2003,	de	25	de	noviembre,	de	reforma	del	
Código	 penal»,	 en	La	 Ley	penal.	Revista	de	Derecho	penal	procesal	 y	penitenciario,	Nº	 6,	
año	2,	junio	2004,	págs.	7	a	11.		
	
505	 GONZÁLEZ	 RIVAS,	 J.	 J.:	 «Sobre	 la	 supresión	 del	 2º	 apartado	 del	 Art.	 325	 del	 CP»	 en	
Álvarez	García	(Dir)	La	adecuación	del	Derecho	penal	español	al	ordenamiento	de	la	Unión	














descritas	 en	 el	 tipo	 básico	 y	 que	 afectaran	 directamente	 a	 las	 personas.		
Precisamente	 la	 incorporación	del	325.2	establecía	«la	obligatoriedad	de	 realizar	
un	 concurso	 real	 entre	 la	muerte	 o	 lesiones	 a	 las	 personas	 y	 el	 delito	 ecológico	
cualificado	por	el	resultado»507.	
De	 esta	 forma,	 la	 introducción	del	 numeral	 2	 significó	 la	 agravación	de	 la	
pena	respecto	del	tipo	básico,	ya	que	en	el		325.1	in‐fine,	se	establecía	la	pena	de	1	
año	 y	 9	 meses	 a	 4	 años	 y	 en	 el	 325.2	 se	 establecía	 la	 pena	 de	 2	 a	 4	 años.	
Configurándose	 con	ello	una	diferencia	 irrelevante	entre	 la	 agravante	del	primer	
numeral	 y	 el	 numeral	 dos,	 y	 que	 aún	 llevo	 a	 determinar	 expresamente	 la	
obligatoriedad	 de	 la	 utilización	 de	 la	 regla	 concursal	 específica508,	 como	 es	 el	
concurso	real	en	el	325.2.	
                                                            




508	 MUÑOZ	 LORENTE,	 op.	 ult.	 cit.,	 pág.	 8.	 	 En	 este	 sentido,	 el	 Art.	 73	 del	 CPE	 regula	 el	
denominado	 concurso	 real	 	 o	 material	 determinado	 por	 la	 concurrencia	 de	 dos	 o	 más	
hechos	que	dan	 lugar	 a	dos	o	más	 infracciones	penales	 (delitos	o	 faltas).	 	 Se	 rige	por	 el	
principio	 de	 acumulación	 material	 de	 penas,	 que	 consiste	 en	 aplicar	 todas	 las	 penas	
correspondientes	a	 los	diferentes	delitos.	 	 Si	no	se	pueden	cumplir	 simultáneamente,	en	
razón	 de	 la	 naturaleza,	 se	 aplican	 de	 manera	 sucesiva	 conforme	 a	 su	 gravedad.	 No	
obstante	se	rige	también	por	el	principio	de	acumulación	jurídica	como	criterio	corrector	o	
complementario,	 pues	 el	 artículo	 76	 CPE	 fija	 límites	 al	 cumplimiento	 efectivo	 de	 penas	
acumuladas.	Puede	entenderse	que	se	trata,	en	definitiva,	de	un	sistema	mixto	que	permite	
la	 valoración	 jurídica	de	 los	delitos	 desde	 el	 punto	de	 vista	 del	 fin	de	 la	pena,	 y	 no	una	
simple	 aplicación	 de	 penas	 excesivamente	 altas,	 véase,	 ARROYO	 ZAPATERO/	 BERDUGO	
GÓMEZ	 DE	 LA	 TORRE/	 FERRE	 OLIVÉ/	 GARCÍA	 RIVAS/	 SERRANO	 PIEDECASAS/	
TERRADILLO	BASOCO/	Comentarios	al	Código	penal,	Iustel,	Madrid,	2007,	pág.	230.		En	lo	
referente	al	concurso	ideal	se	encuentra	regulado	en	el	Art.	77	del	CPE,	y	se	determina	por	




En	 la	 actualidad,	 el	 numeral	 2	 del	 tipo	 básico	 ha	 sido	 suprimido	
acertadamente	con	la	reciente	reforma	penal	operada	por	Ley	orgánica	de	5/2010,	
de	 22	 de	 junio,	 y	 que	 consecuentemente	 ha	 eliminado	 la	 expresa	 determinación	
para	la	aplicación	del	concurso	real.		No	obstante,	en	el	vigente	325	permanece	la	
posibilidad	 de	 aplicar	 el	 concurso	 ideal,	 conforme	 a	 las	 reglas	 generales	 de	
concurso,	 que	 también	 cumplen	 su	 función	 en	 la	 aplicación	 de	 las	 penas	 y	 el	
llamado	 de	 la	 norma,	 el	 mensaje	 que	 ella	 emite	 a	 la	 sociedad.	 Precisamente	 el	






concursos	 establecidos	 en	 el	 Art.	 70,	 se	 aplica	 concurso	 ideal	 en	 los	 Arts.	 197	





la	 acción	 de	 contaminación	 puede	 dar	 lugar	 a	 la	 producción	 de	 dos	 delitos,	 contra	 la	
ecología	 (que	 se	 concreta	por	 el	 grave	 riesgo	del	 equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales)	 y	
contra	la	salud	de	las	personas	(grave	riesgo	de	la	salud	de	las	personas)	No	obstante	se	
aplica	una	pena	global	o	unitaria		conforme	al	sistema	de	acumulación	jurídica,	razón	por	
la	que	 se	 aplica	 la	pena	del	delito	más	grave	en	 su	grado	máximo.	Postura	que	 acoge	 la	
doctrina	mayoritaria,	MUÑOZ	LORENTE,	 J.:	 «Juicio	 crítico	 sobre	 las	 reformas	penales	 en	
materia	medioambiental	 introducidas	por	 la	 ley	Orgánica	15/2003,	de	25	de	noviembre,	
de	reforma	del	Código	penal»	op.	cit.,	pág.	8.	TERRADILLOS	BASOCO,	J.:	Derecho	penal	del	
medio	ambiente,	Editorial	Trotta,	Madrid,	1997,	pág.	50.	CARMONA	SALGADO,	C.:	«Delitos	
contra	 los	 recursos	 naturales,	 el	 medio	 ambiente,	 la	 flora,	 la	 fauna	 y	 los	 animales	
domésticos.	Disposiciones	comunes»	en	Cobo	del	Rosal	(dir)	Derecho	penal	español.		Parte	
especial,	 Editorial	 Dikynson,	Madrid,	 2005,	 pág.	 715.	 	 Existen	 no	 obstante,	 autores	 	 que	
sostienen	que	entre	el	concurso	real	e	ideal,	no	debería	haber	diferencia	alguna,	ya	que	de	




de	hechos	 típicos	 y	pluralidad	de	delitos	 (concurso	 real),	unidad	de	hecho	 y	pluralidad	de	











referencia	 como	 agravante	 al	 grave	 riesgo	 de	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 	De	 esta	
forma,	si	 la	contaminación	ambiental	pusiera	en	riesgo	de	grave	perjuicio	 la	salud	
de	 las	 personas,	 la	 conducta,	 en	 ocasiones	 goza	 de	 impunidad	 y	 en	 otras	 es	
sometida	a	la	regla	general	de	concurso	si	ha	existido	resultado	de	muerte.		
Resulta	entonces	paradójico	que	en	un	país	 como	España,	donde	ya	no	es	
habitual	 que	 los	 atentados	 ecológicos	 conlleven	 muerte	 y	 lesiones,	 haya	
configurado	 en	 su	momento	 en	 el	 325.2,	 que	 plasmaba	 un	 delito	 cualificado	 por	
resultado	y	que	permitía	al	mismo	tiempo	la	aplicación	del	concurso	real	delito509.		







Cabe	 entonces	 preguntarse	 en	 este	 marco,	 si	 la	 referencia	 específica	 al	
concurso	 real	 o	 el	 modelo	 de	 la	 configuración	 del	 325	 in‐fine	 del	 vigente	 CPE,	
podría	ser	introducido	en	el	Capítulo	I	Hechos	punibles	contra	las	bases	naturales	de	
la	 vida	 humana	 del	 CPP,	 a	 través	 de	 la	 incorporación	 de	 un	 tipo	 penal	 que	
establezca	el	aumento	de	la	pena	en	caso	de	que	también	exista	riesgo	grave	para	
la	salud	de	las	personas;	o	tal	vez	sería	conveniente	introducirlo	como	un	apartado	
específico	 en	 cada	 uno	 de	 los	 Arts.	 197	 (contaminación	 del	 agua),	 199	
                                                            
509	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Juicio	 crítico	 sobre	 las	 reformas	 penales	 en	 materia	






(contaminación	 del	 suelo)	 y	 198	 (contaminación	 del	 aire),	 donde	 se	 establece	 la	
misma	 pena	 para	 la	 contaminación	 atmosférica	 y	 el	 daño	 a	 la	 salud	 	 de	 las	
personas.	
1.4	 El	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 como	 bien	 jurídico	
protegido	en	el	tipo	genérico	325	del	CPE	
Sobre	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 el	 tipo	 básico	 325	 del	 Código	 penal	
español,	 la	doctrina,	casi	podríamos	afirmar	que	ha	analizado	y	agotado	todos	los	
recursos,	 dogmáticos	 y	 político‐criminales	 para	 determinar	 que	 el	 bien	 jurídico	
protegido	es	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales	y	que	la	aptitud	o	idoneidad	de	la	
conducta	para	poner	en	peligro	su	equilibrio,	es	la	forma	en	la	que	se	configura	la	
afectación	 a	 dicho	 bien	 jurídico.	 De	 allí,	 que	 no	 exista	 duda	 de	 que	 la	 lesividad	
específica	del	delito	ambiental	se	concreta	con	la	puesta	en	peligro	del	equilibrio	de	
los	 sistemas	 naturales510.	 Sin	 embargo,	 sobre	 el	 concepto	 de	 equilibrio	 de	 los	
sistemas	 naturales511,	 han	 sido	 escasos	 los	 trabajos	 que	 han	 abordado	
minuciosamente	el	tema.		
Sobre	 este	 punto,	 la	 obra	 de	 SILVA	 SÁNCHEZ,	 es	 una	 de	 las	 principales	
referentes.	El	autor	propone	un	concepto	relativo	y	no	absoluto	de	equilibro	de	los	
sistemas	 naturales,	 que	 valore	 el	 statu	 quo	 de	 los	 sistemas	 naturales	 antes	 de	 la	
intervención	realizada	por	el	hombre,	para	que	en	base	a	ello	sea	determinada	la	
relevancia	 jurídico	 penal512.	 Sin	 embargo,	 el	 autor	 alude	 claramente	 que	 para	
valorar	el	equilibrio	no	sólo	se	deberá	observar	el	estado	anterior,	sino	también	se	
                                                            













deberá	 considerar	 que	 la	 posibilidad	 de	 perjuicio	 grave	 no	 se	 refiere	 al	 sistema	
natural	en	sí,	más	bien	a	su	equilibrio513.	
De	este	modo,	en	el	análisis	del	referido	autor,	se	observan	dos	elementos	
fundamentales	 el	 concepto	 de	 equilibrio	 y	 el	 concepto	 de	 sistemas	 naturales.		
Respecto	 del	 primero	 (equilibrio)	 expresa	 claramente	 que	 se	 trata	 del	 statu	quo	
ante,	 lo	que	significa	que	equilibrio	es	 igual	a	estado	anterior,	y	este	estado	es	el	
que	se	ve	alterado.	Así,	respecto	del	segundo	(sistema	natural),	 lo	entiende	como	
un	 conjunto	 de	 ecosistemas514,	 que	 conforme	 al	 tipo	 penal	 genérico	 debe	 ser	
afectado,	 en	 uno	 de	 los	 ecosistemas	 que	 conforman	 el	 sistema	 natural	 o	 en	 su	
defecto,	también	se	puede	considerar	que	debe	afectar	a	todos	los	ecosistemas.		El	
tipo	 penal	 básico,	 no	 obstante,	 no	 requiere	 como	 conditio	 sine	 quanon	 para	 la	
configuración	del	tipo	penal,	la	afectación	de	todos	los	ecosistemas	o	subsistemas	
naturales	que	conforman	el	sistema	natural,	puesto	que	con	 la	sola	afectación	de	
uno	de	 los	 ecosistemas	 se	pone	 en	peligro	 el	equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales.	
Afirmación	esta	que	sin	embargo	no	es	compartida	por	un	sector	minoritario	de	la	
doctrina,	 que	 precisamente	 sostiene	 que	 cuando	 un	 hecho	 incide	 sobre	 un	
elemento	 ambiental,	 y	 que	 por	 ello	 no	 repercuta	 en	 un	 hipotético	 daño	 sobre	 el	
conjunto	del	sistema	natural,	la	conducta	tendría	que	ser	atípica	porque	no	pone	en	
peligro	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales515.		
PRAT	 GARCÍA	 y	 SOLER	 MATUTES,	 también	 consideran	 que	 el	 objeto	
específico	 en	 el	 que	 se	 concreta	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 el	 tipo	 genérico	
contenido	en	el	Art.	325	del	CPE,	es	el	equilibrio	de	 los	sistemas	naturales516.	 	Así,	








516	 PRAT	 GARCÍA,	 J.	 M.	 /	 SOLER	MATUTES,	 P.:	 El	 delito	 ecológico.	 Jurisprudencia	 actual	







que	nunca	ha	 sido	 sometido	 a	 la	 influencia	 humana.	 Y	 del	 termino	de	 regresión,	
para	 hacer	 alusión	 a	 la	 alteración	 significativa	 de	 alguno	 de	 los	 elementos	
estructurales	 del	 sistema	 natural.	 Por	 otra	 parte,	 se	 remiten	 al	 concepto	 de	
resiliencia	 y	 resistencia	 utilizados	 en	 áreas	 meta‐penales,	 que	 valora	 al	 primero	
(resiliencia)	como	la	capacidad	de	recuperación	de	un	sistema	natural	que	ha	sido	
afectado,	esto	es	la	rapidez	en	que	un	ecosistema	vuelve	a	su	estado	anterior,	y	al	
segundo	 (resistencia)	 como	 la	 capacidad	 del	 sistema	 natural	 para	 impedir	 la	
propia	perturbación517.		Sobre	esta	base,	los	autores	sostienen	que	el	concepto	de	




el	equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales	 se	 encuentra	 relacionado	a	 la	 capacidad	de	
regeneración	 del	 ecosistema.	 	 De	 esta	 forma,	 el	 desequilibrio	 del	 ecosistema	 se	
dará	cuando	se	produzca	un	menoscabo	a	la	capacidad	de	su	regeneración.	Con	lo	
cual	 la	 autora	 también	 observa	 como	 elemento	 fundamental	 para	 determinar	 el	
injusto	penal	en	los	delitos	contra	el	medio	ambiente,	la	capacidad	de	regeneración	
del	 ecosistema,	 	 hasta	 si	 es	 posible	 volver	 prontamente	 al	 estado	 anterior	 de	 la	
perturbación519.	
Hasta	 aquí,	 se	 puede	 observar	 que	 los	 diferentes	 autores	 señalados	
coinciden	en	que	cuatro	elementos	caracterizan	al	bien	jurídico	protegido	en	el	Art.	















del	 desequilibrio	 producido;	 d)	 la	 afectación	 de	 uno	 de	 los	 ecosistemas	 o	
subsistemas	naturales	produce	el	desequilibrio	del	sistema	natural.	
Son	 características	 que	 se	 vinculan	 igualmente	 al	 trabajo	 realizado	 en	 el	
Capítulo	segundo	de	este	 trabajo,	donde	se	abordó	a	 los	elementos	meta‐jurídicos	
que	subyacen	al	bien	jurídico	equilibrio	de	los	sistemas	naturales520,	y	su	concreción	
como	 bien	 jurídico521.	 En	 el	 mismo,	 se	 entiende	 que	 el	 concepto	 de	 equilibrio	
presupone	una	distinción	entre	estabilidad	y	perturbación,	de	tal	manera	que	con	
el	 término	 de	 equilibrio	 se	 enfatiza	 el	 aspecto	 de	 la	 estabilidad.	 	 Así,	 una	
perturbación	 grave	 altera	 la	 estabilidad	 del	 sistema	 natural,	 que	 conduce	 al	
desequilibrio	 producido	 por	 una	 reacción	 de	 estados	 inestables	 en	 el	 sistema,	
provocado	por	las	intervenciones	externas,	y	no	naturales	o	inherentes,	al	propio	
sistema	 natural.	 	 Por	 tanto,	 para	 volver	 al	 equilibrio	 se	 deberá	 procurar	 la	
estabilidad	del	sistema	natural.	




función	 que	 cada	 uno	 cumple	 para	 el	 mantenimiento	 de	 la	 estabilidad	 de	 los	
sistemas		naturales.	
De	 este	 modo,	 el	 equilibrio	 entendido	 como	 la	 diferencia	 cierta	 entre	
estabilidad	 	 y	 perturbación,	 y	 el	 sistema	natural	 entendido	 como	 el	 conjunto	 de	
diferentes	 ecosistemas	 relacionados	 entre	 sí,	 pueden	 llevar	 a	 entender	 que	 la	
afectación	de	uno	de	los	subsistemas	afecta	a	todo	el	sistema	natural.	Valoración	esta	
que	se	observa	preferentemente	en	la	interacción	de	los	subsistemas	o	ecosistemas	





















hacer	 frente	 a	 la	 contaminación	 proveniente	 de	 las	 nuevas	 formas	 de	 desarrollo	
postindustrial.	 Sin	 embargo,	 esta	 afirmación	 se	 confronta	 con	 la	 postura	 que	






QUINTERO	 OLIVARES,	 G.:	 Manual	 de	 Derecho	 penal,	 op.	 cit.,	 pág.	 282;	 CORCOY	
BIDASOLO,	M.:	 Los	 delitos	 de	 peligro	 y	 protección	 de	 bienes	 jurídico‐penales	
supraindividuales,	op.	cit.,	págs.	206	y	ss.	MATEO	RODRÍGUEZ‐ARIAS,	A.:	Derecho	penal	y	
protección	 del	medio	 ambiente,	 Editorial	 Colex,	 Madrid,	 1992,	 págs.	 98	 y	 ss.	 MORALES	
PRATS,	F.:	«Técnicas	de	tutela	de	los	intereses	difusos»	en	Boix	Reig	(dir.)	Intereses	difusos	
y	Derecho	penal,	Consejo	General	del	Poder	Judicial,	Madrid,	1994,	75	y	ss.	El	mismo,	«La	
estructura	del	delito	de	 contaminación	ambiental.	 	Dos	 cuestiones	básicas:	 Ley	penal	 en	
blanco	 y	 concepto	 de	 peligro»	 en	 Valle	Muñiz	 (Coord.),	La	protección	 jurídica	del	medio	
ambiente,	Editorial	Aranzadi,	Pamplona,	1997,	págs.	244	y	241.	TERRADILLOS	BASOCO,	J.:	
«Protección	 penal	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 nuevo	 Código	 Penal	 español.	 Luces	 y	




la	 utilización	 de	 la	 técnica	 de	 delito	 de	 peligro	 concreto	 en	 los	 delitos	 ambientales,	
RODRÍGUEZ	DEVESA,	 J.	M.	 /	 SERRANO	GÓMEZ,	 A	Derecho	penal	español.	Parte	Especial,	
17ª	 ed.	 (puesta	 al	 día	 por	 Serrano	 Gómez,	 A.),	 Editorial	 Dikynson,	Madrid,	 1994,	 1108;	






propia	 estructura	 conculca	 los	 principios	 de	 seguridad	 jurídica,	 taxatividad	 y	 de	
lesividad,	 al	 no	 requerir	 la	 efectiva	 lesión	 del	 bien	 jurídico,	 supone	 el	
adelantamiento	 de	 la	 actuación	 penal	 en	 momentos	 muy	 alejados	 de	 la	 posible	
perturbación	del	bien	jurídico,	y	configurar	el	tipo	penal	con	elementos	normativos	
extrapenales.	 	Estas	argumentaciones	son	precisamente	 las	que	sostienen,	que	el	
Derecho	penal	 no	debe	 intervenir	 para	 la	 protección	del	medio	 ambiente,	 por	 la	
vaguedad	y	la	incerteza	que	se	observan	en	la	configuración	de	los	tipos	penales523.	
Ahora	bien,	 al	 vincular	 los	bienes	 jurídicos	 individuales	 y	 los	 colectivos,	 a	
los	 delitos	 de	 peligro,	 surgen	 claramente	 dos	 interpretaciones.	 De	 este	modo,	 al	
hacer	 	referencia	al	primero	(bienes	jurídicos	individuales),	se	considera	el	delito	
de	 peligro	 como	 una	 técnica	 que	 permite	 proteger	 de	 manera	 adelantada	 a	 los	
bienes	 jurídicos	 individuales.	 Y	 al	 hacer	 referencia	 al	 segundo	 (bienes	 jurídicos	
colectivos),	 se	 considera	 el	 delito	 de	 peligro	 como	 una	 técnica	 que	 permite	
proteger	 de	 forma	 autónoma	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 supraindividuales.	 	 De	 este	
valorar	a:		
a)	 La	 Concepción	 que	 configura	 el	 delito	 de	 peligro	 con	 un	 contenido	
común,	 como	 «forma	 de	 protección	 autónoma	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
supraindividuales»524.	 Esta	 idea	 propuesta	 por	 CORCOY	 BIDASOLO,	 se	
funda	 en	 que	 la	 diferencia	 entre	 delitos	 de	 lesión	 y	 de	 peligro,	 no	 se	
concreta	 en	 la	 distinta	 forma	 de	 afectación	 del	 bien	 jurídico,	 sino	 en	 la	
                                                            
523	 MÜLLER‐TUCKFELD,	 J.	 Ch.:	 «Ensayo	 para	 la	 abolición	 del	 Derecho	 penal	 del	 medio	
ambiente»	en	La	insostenible	situación	del	Derecho	penal,	Instituto	de	Ciencias	Criminales	
de	Frankfurt	op.	cit.,	pág.	 511.Con	 algunas	diferencias,	 CARMONA	SALGADO,	C.:	 «Delitos	




objeto	 de	 protección	 del	 Derecho	 penal,	 en	 cambio	 es	 el	 Derecho	 administrativo	 el	 que	
debe	encargarse	de	su	custodia	y	defensa.	
	






distinta	naturaleza	de	éste,	 individual	o	 supraindividual525.	 	 «La	distinción	
sólo	 tiene	 sentido	 en	 relación	 con	 la	 naturaleza	 del	 resultado	
material…porque	 el	 resultado	 en	 sentido	 jurídico	 es	 idéntico	 en	 todos	 los	
delitos»526.	 Afirmación	 esta	 que	 no	 es	 compartida	 por	 otro	 sector	 de	 la	
doctrina,	 que	 funda	 la	 diferencia	 en	 la	 forma	 de	 afectación	 del	 bien	
jurídico527,	y	sostienen	igualmente,	que	el	medio	ambiente	puede	ser	objeto	
autónomo	 de	 protección	 jurídico	 penal.	 Aunque	 no	 confiera	 la	 misma	
autonomía	 a	 la	 técnica	 jurídica	 utilizada	 para	 su	 configuración,	 ya	 que	 se	
considera	el	delito	de	peligro	como	un	instrumento	de	protección	previo	a	
la	lesión	del	bien	jurídico.		
b)	 La	 Concepción	 que	 configura	 el	 delito	 de	 peligro	 con	 diversos	
contenidos	o	con	un	contenido	como	«protección	adelantada	para	los	bienes	
jurídicos	 individuales»528.	 De	 esta	 valoración	 emergen	 dos	 formas	 de	
entender	el	alcance	de	la	protección	que	despliega	la	técnica	de	los	delitos	
de	peligro.	Por	una	parte,	la	técnica	de	delitos	de	peligro	concreto,	que	por	su	
propia	 configuración	 no	 permite	 la	 protección	 autónoma	 de	 los	 bienes	
jurídicos	 colectivos,	 sino	 complementaria,	puesto	que	en	 la	 estructuración	
de	 estos	 tipos	 penales	 subyace	 la	 protección	 de	 los	 bienes	 jurídicos	
individuales529.	 	 Afirmación	 que	 se	 distancia	 de	 la	 opinión	 de	 algunos	











1997,	 págs.	 21	 y	 ss.	 	 SÁNCHEZ	 GARCÍA	 DE	 PAZ,	 I.	 Mª:	 	 El	moderno	Derecho	 penal	 y	 la	
anticipación	de	 la	 tutela	penal,	 Secretariado	 de	 Publicaciones	 e	 Intercambio	 Científico	 –	
Universidad	de	Valladolid,	Valladolid,	1999,	págs.	36	y	ss.	
	
529	 PAREDES	 CATAÑON,	 J.	 M.:	 «Responsabilidad	 penal	 y	 nuevos	 riesgos:	 el	 caso	 de	 los	








individuales	 (vida	 y	 salud),	 no	 excluye	 el	 reconocimiento	 a	 la	 protección	
autónoma	 del	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente,	 ni	 mucho	 menos	 se	 puede	
afirmar	que	posee	un	carácter	meramente	funcional,	respecto	de	los	bienes	
jurídicos	individuales530.	
En	 consecuencia,	 a	 partir	 de	 estas	 concepciones,	 se	 entiende	 que	 ante	 la	
puesta	en	peligro	de	los	bienes	jurídicos,	la	técnica	de	los	delitos	de	peligro	hacen	
posible	 la	 intervención	 del	 poder	 punitivo531,	 sea	 para	 proteger	 de	 manera	
autónoma	 al	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 colectivo,	 o	 de	 manera	
complementaria	 como	 un	 bien	 jurídico	 intermedio	 o	 funcional	 a	 los	 bienes	
jurídicos	individuales.	En	cuyo	caso,	el	peligro	es	considerado	como	«estado	previo	
de	la	lesión	–porque‐	solamente	podrá	crearse	un	peligro	si	la	lesión	es	posible»532,	
produciéndose	con	ello	 la	disminución	del	 significado	del	 concepto	autónomo	de	
peligro.	 	 En	 su	 defecto,	 adquiere	 significancia	 el	 reconocimiento	 autónomo	de	 la	
técnica	de	delito	de	peligro,	que	se	funda	en	diferenciarse	del	delito	de	lesión,	por	
la	 distinta	 naturaleza	 del	 bien	 jurídico	 protegido	 (individual‐supraindividual)533.	
No	 obstante,	 la	 propia	 clasificación	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 da	 respuesta	 a	 la	
problemática	 surgida	específicamente	en	el	marco	de	 los	delitos	 contra	 el	medio	
ambiente:		
                                                            




531	 STS,	 2184/2001	 de	 23	 de	 noviembre,	 «La	 protección	 penal	 del	 medio	 ambiente	 se	

















bien	 jurídico	 protegido,	 sino	 de	 la	 simple	 contravención	 a	 la	 normativa	
administrativa	 ambiental,	 la	 que	 se	 configura	 como	 el	 peligro	 abstracto	
strictu	 sensu	 para	 el	 medio	 ambiente.	 Esta	 técnica	 de	 tipificación	
generalmente	utilizada	para	estructurar	tipos	penales	que	protegen	bienes	
jurídicos	 colectivos	 como	 el	 medio	 ambiente,	 es	 criticada	 por	 las	
características	negativas	 ya	 expuestas,	 y	 que	 se	 traducen	 en	 la	 crítica	 a	 la	
sanción	penal	del	mero	 incumplimiento	administrativo535.	 	 Sin	embargo,	a	
partir	 de	 un	 estudio	 diferenciado	 del	 delito	 peligro,	 surgen	 otras	
terminologías	que	diferencian	el	delito	de	peligro	abstracto	stricto	sensu,	de	
aquellos	 delitos	 de	 peligro	 cuya	 configuración	 permita	 constatar	 la	
                                                            
534	 Si	 bien	 en	 el	 desarrollo	 de	 este	 trabajo	 se	 utiliza	 la	 suficiente	 y	 extensa	 bibliografía	
española	 referente	 a	 la	 técnica	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	 y	 su	 vinculación	 con	 el	 medio	
ambiente,	son	sin	embargo	las	principales	obras	de	referencia,	que	estudian	el	tema,	desde	
una	perspectiva	general:	TORIO	LÓPEZ,	A.:	«Los	delitos	del	peligro	hipotético»	en	Anuario	
de	 derecho	 penal,	 1981.	 MÉNDEZ	 RODRÍGUEZ,	 C.:	 Delitos	 de	 peligro	 y	 sus	 técnicas	 de	
tipificación,	 Servicio	 de	 Publicaciones	 de	 la	 Facultad	 de	 Derecho	 de	 la	 Universidad	
Complutense	 de	 Madrid,	 Centro	 de	 estudios	 judiciales,	 Madrid,	 1993.	 RODRÍGUEZ	
MONTAÑÉS,	 T.:	 Delitos	 de	 peligro,	 dolo	 e	 imprudencia,	 Editorial	 Centro	 de	 Estudios	
Judiciales,	 Madrid,	 1994.	 MATA	 Y	 MARTÍN,	 R.:	 Bienes	 jurídicos	 intermedios	 y	 delitos	 de	
peligro,	Editorial	Comares,	Granada,	1997.	MORALES	PRATS,	F.:	«La	estructura	del	delito	
de	contaminación	ambiental.	 	Dos	cuestiones	básicas:	Ley	penal	en	blanco	y	concepto	de	
peligro»	 en	 Valle	 Muñiz	 (Coord.),	 La	 protección	 jurídica	 del	 medio	 ambiente,	 Editorial	
Aranzadi,	Pamplona,	1997.SÁNCHEZ	GARCÍA	DE	PAZ,	I.	Mª.:	El	moderno	Derecho	penal	y	la	






535	 TORIO	 LÓPEZ,	 A.:	 «Los	 delitos	 del	 peligro	 hipotético»	 en	 ADDP,	 1981,	 pág.	 827;	
MORALES	 PRATS,	 F.:	 «La	 estructura	 del	 delito	 de	 contaminación	 ambiental.	 	 Dos	
cuestiones	básicas:	Ley	penal	en	blanco	y	concepto	de	peligro»	op.	cit.,	pág.	241.	MUÑOZ	
LORENTE,	 J.:	 «El	 cambio	 de	 criterio	 jurisprudencial	 en	 relación	 con	 la	 calificación	 del	
peligro	 exigido	 para	 la	 consumación	 del	 tipo	 básico	 de	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	






potencialidad	 lesiva	 o	 la	 idoneidad	 de	 la	 conducta,	 para	 afectar	 el	 bien	
jurídico	protegido536.			
b)	 En	los	delitos	de	peligro	concreto,	el	peligro	es	un	elemento	del	tipo	
legal	 que	 requiere	 para	 la	 consumación	 del	 delito	 la	 producción	 	 real	 y	




no	bastara	para	el	 juez	(juicio	ex	–	ante	y	ex	–	post)	 la	comprobación	de	 la	
peligrosidad	 de	 la	 conducta	 para	 el	 bien	 jurídico,	 sino	 requerirá	 la	





de	 una	 técnica	 de	 delito	 de	 peligro	 abstracto	 que	 excluya	 los	 delitos	 de	
desobediencia	 o	 los	 injustos	meramente	 administrativos	 de	 la	 esfera	 penal,	 pero	











judicial,	 Tercer	 trimestre,	 Nº	 67,	 2002,	 pág.	 172.	 Existen	 no	 obstante	 autores	 que	
consideran	el	delito	ecológico	del	Código	penal	de	1995	como	delito	de	peligro	concreto,	







de	 los	 delitos	 de	 peligro	 en	 sentido	 amplio,	 surge	 la	 propuesta	 de	 TORÍO,	 los	
«delitos	 de	 peligro	 hipotético»,	 entendido	 por	 la	 doctrina	 como	 una	 técnica	
intermedia540	entre	los	delitos	de	peligro	abstracto	puro	(strictu	sensu)	y	los	delitos	
de	 peligro	 concreto.	 El	 autor	 a	 través	 de	 la	 reducción	 de	 los	 delitos	 de	 peligro	
abstracto,	 ha	 planteado	 acertadamente	 la	 utilización	 de	 los	 llamados	 delitos	 de	
peligro	 hipotético,	 que	 comprende	 todo	 lo	 que	 no	 provoque	 lesión	 ni	 peligro	
concreto	 para	 un	 bien	 jurídico541,	 y	 permite	 igualmente	 	 la	 valoración	 de	 la	
idoneidad	de	 la	 conducta	 que	pueda	poner	 en	peligro	 el	 bien	 jurídico	protegido,	
como	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales.	Precisamente	es	esta	la	interpretación	







540	 MUÑOZ	 CONDE,	 F.:	 Derecho	 Penal.	 Parte	 especial,	 décimo	 sexta	 edición,	 revisada	 y	
puesta	al	día,	op.	cit.,	 	pág.	575.	MUÑOZ	LORENTE,	J.:	«Algunas	consideraciones	sobre	los	






fecha	 27	 de	 diciembre;	 SAP	 de	 Sevilla,	 626/2009	de	 fecha	 16	 de	 	 noviembre:	 «El	 delito	
contra	el	medio	ambiente	es	un	delito	de	peligro	que	no	precisa	de	una	lesión	efectiva	en	el	
bien	 jurídico	 protegido.	 Después	 de	 algunas	 resoluciones	 en	 otros	 sentidos,	 la	 última	
jurisprudencia	 se	 ha	 inclinado	 por	 considerar	 que	 se	 trata	 de	 un	 delito	 de	 peligro	
hipotético	o	potencial	(SSTS.	25.10.2002	(RJ	2002,	10461)	,	1.4.2003	,	24.6.2004	(RJ	2004,	
5172)	 ,	 27.4.2007	 (RJ	 2007,	 4724)	 ,	 20.6.2007	 (RJ	 2007,	 4749)),	 atendiendo	 por	 tal	 un	
híbrido	"a	medio	camino	entre	el	peligro	concreto	y	abstracto"	(STS.	27.9.2004	(RJ	2004,	
6525)	 ,	 en	 el	que	 "no	basta	 la	 contravención	de	 la	normativa	administrativa	para	poder	
aplicarlo,	 sino	 también	 algo	 más:	 que	 la	 conducta	 sea	 potencialmente	 peligrosa,	 lo	 que	
significa	 que	 habrá	 que	 analizar,	 no	 sólo	 la	 composición	 y	 peligrosidad	 de	 los	 vertidos	
(administrativamente	 prohibidos),	 sino	 también	 si	 tales	 vertidos	 hubieran	 podido	 tener	
importantes	 efectos	 nocivos	 sobre	 el	 cauce	del	 río	 y	 su	 caudal.	O	 lo	 debe	hacerse	 es	 un	







Es	así	que	 las	aportaciones	de	 la	doctrina	penal	española	al	estudio	de	 los	
delitos	de	peligro,	y	en	especial	de	 los	delitos	de	peligro	como	técnica	sui	generis	
del	 delito	 ecológico	 o	 ambiental543,	 ha	 contribuido	 a	 la	 secuencia	 de	
pronunciamientos	 jurisprudenciales	 que	 pasan	 por	 la	 calificación	 del	 referido	
delito,	 como	un	delito	de	peligro	concreto,	delito	de	peligro	abstracto	en	 sentido	









También	 denominados	 en	 la	 doctrina	 como	 «delitos	 de	 peligro	 abstracto‐concreto»,	
«delitos	 de	 peligro	 abstracto	 con	 idoneidad	 lesiva	 objetiva»,	 «delitos	 de	 idoneidad	
concreta	 ex	 ‐	 ante»,	 «delitos	 de	 aptitud»,	 véase	 sobre	 este	 punto,	 por	 todos,	 MUÑOZ	
LORENTE,	 J.:	 «El	 cambio	 de	 criterio	 jurisprudencial	 en	 relación	 con	 la	 calificación	 del	
peligro	 exigido	 para	 la	 consumación	 del	 tipo	 básico	 de	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente:	el	artículo	325	del	Código	penal	y	su	estructura	de	peligro	hipotético	(y	II)»,	op.	
cit.,	 pág.	 75.	 El	 mismo,	 «Algunas	 consideraciones	 sobre	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente	 en	 la	 jurisprudencia	 del	 Tribunal	 Supremo»	op.	 cit.,	 pág.	 162.	 En	 esta	 postura	
igualmente,	MORALES	 PRATS,	 F.:	 «La	 estructura	 del	 delito	 de	 contaminación	 ambiental.		
Dos	cuestiones	básicas:	Ley	penal	en	blanco	y	concepto	de	peligro»	op.	cit.,	págs.	241	y	ss.	
DE	LA	CUESTA	AGUADO,	M.	P.:	Causalidad	de	los	delitos	contra	el	medio	ambiente,	op.	cit.,	
pág.	 139.	 	 TERRADILLOS	 BASOCO,	 J.:	 Sistema	 penal	 y	 Estado	 de	 Derecho.	 Ensayos	 de	
Derecho	penal,	Ara	Editores,	Lima,	2010,	págs.	159	y	170.	El	mismo,	«Protección	penal	del	
medio	 ambiente	 en	 el	 nuevo	 Código	 Penal	 español.	 Luces	 y	 sombras»	 en	 Estudios	








543	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 P.	 M.:	 Causalidad	 de	 los	 delitos	 contra	 el	medio	 ambiente,	
op.	cit.,	pág.	226.	
	




medio	 ambiente	 en	 la	 jurisprudencia	 del	 Tribunal	 Supremo»	 op.	 cit.,	 págs.	 160	 y	 179.	




Así,	 desde	 la	 óptica	 del	 principio	 de	 acusatorio,	 la	 configuración	 e	
interpretación	del	delito	ecológico,	como	un	delito	de	peligro	concreto,	dificultaría	
la	 prueba	 del	 delito	 o	 hecho	 punible,	 ya	 que	 la	 parte	 acusadora	 debe	 arrimar	
elementos	 probatorios	 contundentes	 de	 que	 la	 conducta	 típica	 del	 sujeto	 y	 el	
resultado	concreto	causado,	 	están		conectados	(nexo	causal),	y	por	lo	cual	puede	
derivar	la	puesta	en	peligro	concreto	del	equilibrio	de	los	sistemas	naturales.	 	En	
cambio,	 si	 fuera	 configurado	 e	 interpretado	 el	 delito	 ecológico	 como	 delito	 de	






sistema	 natural546.	 	 La	 prueba	 se	 centrara	 por	 tanto,	 en	 torno	 al	 volumen	 y	
características	 de	 las	 sustancias	 utilizadas,	 y	 del	 peligro	 potencial	 de	 estas	 para	
perjudicar	el	equilibrio	del	medio	ambiente.	Hecho	que	comprobará	 la	 idoneidad	
de	 la	 conducta	 del	 sujeto	 que	 pone	 en	 peligro	 el	 bien	 jurídico	 protegido,	 el	
equilibrio	de	los	sistemas	naturales.	






contaminación	ambiental:	 comentario	 a	 la	 sentencia	del	TS	de	25	de	mayo	de	2004»	en	
Revista	 interdisciplinar	de	gestión	ambiental,	2005,	pág.	41.	PRAT	GARCÍA,	 J.	M.	 /	SOLER	
MATUTES,	 P.:	 El	 delito	 ecológico.	 Jurisprudencia	 actual	 comentada.	 Incluye	 las	
SSTC	42/1999	y	177/1999,	op.	cit.,	págs.	30	y	ss.		
	
545	 Sobre	 el	 punto	 se	 pronuncia,	 PRAT	 GARCÍA,	 J.	 M.	 /	 SOLER	 MATUTES,	 P.:	 El	 delito	









bien	 jurídico	 con	 entidad	 autónoma,	 pero	 cuya	 afectación	 a	 través	 de	 una	
configuración	 de	 peligro	 concreto,	 es	 muchas	 veces	 cuestionable	 porque	 las	
pruebas	no	siempre	o	casi	nunca,	logran	demostrar	la	vinculación	existente	entre	
el	 resultado	 producido	 y	 la	 conducta	 que	 provocó	 o	 realizó	 la	 acción	 u	 omisión	
punible.	 Sin	 embargo,	 la	 configuración	 del	 tipo	 penal	 de	 protección	 del	 medio	
ambiente,	 como	 un	 delito	 de	 peligro	 hipotético,	 requiere	 probar	




los	 delitos	 ambientales	 son	 verdaderos	 delitos	 acumulativos548.	 Esto	 quiere	
significar	 que	 una	 conducta	 individual,	 realizada	 por	 un	 sujeto	 que	 no	 llega	 a	
afectar	 el	 bien	 jurídico	 protegido,	 puede	 ser	 sancionada	 en	 la	medida	 en	 que	 la	
conducta	 sea	 igualmente	 ejecutada	por	otros	 sujetos,	 y	 del	 cúmulo	de	 conductas	
repetitivas,	 resultare	 la	afectación	al	bien	 jurídico549.	 	Esta	 técnica	de	 tipificación	
las	conductas	individuales	no	comportan	la	calidad	relevante	de	lesión	o	peligro550,	
pero	sumadas	podrían	concretar	la	afectación	al	bien	jurídico.	 	Así,	en	la	doctrina	
española	 MENDOZA	 BUERGO	 considera	 una	 «fórmula	 atípica	 y	 problemática	 de	
                                                            
547	A	cerca	de	la	cuestión,	MUÑOZ	LORENTE,	J.:	«Algunas	consideraciones	sobre	los	delitos	
contra	 el	medio	 ambiente	 en	 la	 jurisprudencia	 del	 Tribunal	 Supremo»	op.	 cit.,	 pág.	 174.	
Algunos	autores	sin	embargo	sostienen,	que	en	la	práctica	judicial	se	observa	igualmente	








págs.	716	 y	 725.	 En	 este	 sentido,	 MENDOZA	 BUERGO,	 B.:	 «El	 delito	 ecológico:	










imputación	 de	 responsabilidad	 penal»551	 a	 los	 delitos	 acumulativos,	 porque	 se	
tienen	 en	 cuenta	 las	 suma	 de	 las	 acciones	 llevadas	 a	 cabo	 por	 indeterminados	
autores	 para	 atribuir	 la	 responsabilidad	 penal.	 	 En	 cambio,	 autores	 como	
PORTILLA	 CONTRERAS552	 y	 CORCOY	 BIDASOLO553,	 se	 sitúan	 en	 la	 postura	 de	




Si	 bien	 es	 cierto	 que	 en	 el	 marco	 de	 la	 doctrina	 española	 y	 en	 la	
jurisprudencia,	 en	 determinados	 casos	 se	 recurre	 al	 concepto	 de	 delitos	
cumulativos	 y	 delito	 continuado,	 para	 sancionar	 las	 conductas	 que	 configuran	 el	




tipificación»	 en	 Actualidad	 Penal,	 Vol.	 XIII,	 La	 Ley,	 Madrid,	 2002,	 pág.	 326.	 La	 misma	
autora,	Límites	dogmáticos	y	político‐criminales	de	los	delitos	de	peligro	abstracto,	Editorial	
Comares,	Granada,	2001,	págs.	61	y	ss.	El	Derecho	penal	en	la	sociedad	del	riesgo,	Editorial	









criminológicos	 en	 las	 sociedades	 complejas,	 Universidad	 Pública	 de	 Navarra,	 Pamplona,	
2000,	pág.	68.			
	
554	 CORCOY	 BIDASOLO,	 M.:	 Comentarios	 al	 Código	 penal.	 Reforma	 LO	 5/2010,	 Editorial	
Tirant	lo	Blanch,	Valencia,	2011,	pág.	740.	MUÑOZ	LORENTE,	J.:	«Algunas	consideraciones	
sobre	 el	 concepto	de	peligro,	 clandestinidad	y	delito	 continuado	 en	 los	delitos	 contra	 el	
medio	ambiente»	en	Revista	de	Derecho	penal,	Rubinzal‐Culzoni	editores,	Argentina,	2007,	




trata	 de	 uno	 de	 los	 supuestos	 más	 visibles	 y	 característicos,	 como	 son	 los	 vertidos	
contaminantes	 del	 medio	 ambiente	 (o	 la	 emisión	 de	 humos	 o	 de	 ruidos),	 no	 suelen	
producirse	por	un	único	vertido	que	por	sí	solo,	puede	ser	o	no	subsumible	en	el	Art.	325	




peligro	hipotético	de	TORIO,	 cuya	 configuración	 facilita	 las	pruebas	en	el	 ámbito	
los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente.	 Como	 indicamos,	 dicha	 estructura	 no	
requiere	la	producción	de	un	resultado	de	peligro	constatable	o	de	lesión	sobre	los	
sistemas	 naturales,	 sino	 más	 bien	 precisa	 que	 se	 verifique	 la	 idoneidad,	 la	
potencialidad	peligrosa	de	la	acción	para	el	bien	jurídico555.		De	este	modo,	la	sola	
constatación	de	la	vulneración	de	la	normativa	administrativa	no	es	suficiente	para	
la	 constatación	 del	 delito	 de	 peligro	 hipotético;	 tampoco	 se	 requiere	 probar	 la	
causalidad,	sino	la	idoneidad	de	la	conducta	para	poner	en	peligro	el	bien	jurídico	
protegido.	
1.6	 Interpretación	 Jurisprudencial	 sobre	 el	 equilibrio	 de	 los	
sistemas	naturales	
Se	 ha	 señalado	 en	 reiteradas	 ocasiones	 que	 la	 protección	 del	 medio	
ambiente	 contenido	 en	 el	 derogado	 347	 bis,	 denotaba	 su	 carácter	
antropocéntricamente	radical,	porque	la	configuración	del	tipo	penal	subordinaba	
la	 afectación	 de	 la	 condiciones	 de	 vida	 animal,	 bosques,	 espacios	 naturales	 o	
plantaciones	 útiles,	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 	 Precisamente	 esta	 deficiente	
configuración	 del	 tipo	 penal	 de	 protección	 al	 medio	 ambiente,	 fue	 objeto	 de	 un	
cambio	copernicano	al	introducirse	el	Art.	325,	con	la	reforma	operada	a	través	del	
Código	penal	de	1995.	Efectivamente	con	esta	incorporación	el	medio	ambiente	se	


















por	 la	 doctrina	 penal	 sobre	 el	 medio	 ambiente,	 pero	 fundamentalmente	 la	 que	
interpreta	el	bien	jurídico	como	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales,	es	la	que	ha	
sentado	jurisprudencia.		Así,	a	través	de	las	Sentencias	consultadas557,	el	concepto	
de	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 observado	 es	 el	 «Mantenimiento	 de	 la	
propiedad	 del	 suelo,	 el	 aire	 y	 el	 agua,	 así	 como	 de	 la	 fauna	 y	 la	 flora	 y	 de	 las	
condiciones	 ambientales	 de	 desarrollo	 de	 estas	 especies,	 de	 tal	 forma	 que	 el	








modelo	 de	 configuración	 jurídico	 penal	 de	 delito	 ambiental,	 que	 se	 funda	 en	 la	












558	 BACIGALUPO	 ZAPATER,	 E.:	 «La	 instrumentación	 técnico‐legislativa	 de	 la	 protección	
penal	del	medio	ambiente»	op.	cit.,	págs.	200	y	ss.	
	







los	 principios	 que	 rigen	 el	 Derecho	 penal,	 y	 que	 orientan	 a	 la	 voces	 que	 se	
pronuncian	a	favor	y	en	contra	de	la	utilización	de	técnicas	de	tipificación,	como	los	
delitos	de	peligro	hipotético,	cuyo	alcance	puede	facilitar	la	investigación	en	causas	
abiertas,	 en	 procesos	 penales	 que	 tiene	 por	 objeto	 la	 investigación	 de	 delitos	
contra	 el	medio	 ambiente.	 Es	 el	 propio	 reconocimiento	de	 las	 características	del	




ha	pasado	por	pronunciamientos	que	denotan	 en	primer	 lugar,	 la	 clara	 opción	y	
raigambre,	a	 favor	del	delito	de	peligro	 concreto,	 como	 legado	del	derogado	347	
bis560	y	como	afirmación,	de	la	seguridad	y	garantía	en	el	marco	del	Derecho	penal,	
de	 que	 su	 intervención	 se	 concreta	 para	 sancionar	 conductas	 que	 afecten	
materialmente	 el	 objeto	 del	 bien	 jurídico	 protegido,	 produciendo	 un	 daño	
constatable.	 	 Es	 decir,	 se	 debe	 constatar	 un	 resultado	 material,	 propio	 de	 la	
naturaleza	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales,	 pero	 cuyas	 características	 no	
condicen	con	otros	bienes	jurídicos	que	también	son	considerados	relevantes	para	






Perjudicar	 gravemente	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	naturales	 es	 entendido	
por	 la	 doctrina	 como	 «El	 grado	 del	 peligro…	 o	 el	 efecto	 que	 es	 probable	 que	 se	
                                                            








produzca»561.	 	 Definición	 que	 si	 bien	 tiene	 vinculación	 con	 el	 delito	 de	 peligro	
concreto	 e	 hipotético,	 se	 la	 puede	 observar	 en	 la	 STS	 916/2008	 de	 30	 de	
diciembre,	que	expresa	de	que	semánticamente	grave	es	 lo	que	produce	o	puede	
producir	 importantes	 consecuencias	 nocivas,	 y	 por	 tanto	 implica	 un	 juicio	 de	
valor562.	
Se	 ha	 optado	 por	 analizar	 la	 STS	 916/2008	 de	 30	 de	 diciembre,	 que	
desestima	 el	 recurso	 de	 casación	 interpuesto	 por	 el	 Ministerio	 Fiscal,	 contra	 la	
sentencia	 dictada	 por	 la	 Audiencia	 Provincial	 de	 Tarragona,	 que	 absolvió	 al	





fosa	 de	 decantación	 situada	 en	 la	 nave	 de	 los	 machos	 reproductores	 que	 no	 se	
encontraba	cerrada	ni	impermeabilizada	como	exige	la	normativa	medioambiental	
lo	que	provocó	que,	a	consecuencia	de	 la	 rotura	de	una	 tubería,	entró	agua	en	el	





las	 aguas	 subterráneas	por	 cuanto	que	 la	presencia	de	 compuestos	nitrogenados	
en	 el	 agua	 superficial	 (nitritos	 y	 amonio),	 no	 tiene,	 exclusivamente,	 como	 causa‐
efecto	la	infiltración	de	purines….	sino	un	conjunto	de	factores	asociados	a	vertidos	
de	 aguas	 residuales	 domésticas	 e	 industriales	 de	 la	 zona	 y	 a	 la	 actividad	
agropecuaria	que	se	desarrolla	en	la	misma	así	como	a	la	interacción	del	agua	con	










presencia	 de	 nitratos	 en	 la	 misma	 no	 afecta	 al	 producto	 agrícola	 obtenido.	
Tampoco	se	constata	una	variación	de	las	condiciones	fisicoquímicas	del	suelo	que	
pudieran	afectar	negativamente	a	la	flora	y	la	fauna	del	entorno	ni	la	existencia	en	
la	 zona	 de	 hábitats	 acuáticos	 naturales,	 con	 presencia	 de	 especies	 animales	 o	
vegetales	asociadas,	en	relación	directa	con	las	aguas	subterráneas	ni	la	afectación	
y	consecuencias	de	la	incorrecta	gestión	de	los	animales	muertos».		Sobre	esta	base	
argumental	 se	 analizaron	 los	 elementos	 sustantivos	 y	 procesales,	 que	 llevó	 a	
absolver	 al	 incoado	 en	 cuestión,	 y	 a	 declarar	 atípica	 la	 conducta	 por	 no	 reunir	
todos	 los	 elementos	 que	 el	 tipo	 penal	 requiere	 para	 la	 configuración	 del	 delito	
ambiental;	 esto	 es	 la	 idoneidad	 de	 la	 conducta	 para	 alterar	 el	 equilibrio	 de	 los	
sistemas	naturales.	





Efectivamente	 como	 ya	 se	 apuntara	 en	 este	 trabajo,	 también	 la	 Sentencia	
aquí	 referida	 recurre	 a	 la	 STS	 de	 25	 de	 mayo	 de	 2004,	 para	 sentar	 precedente	
respecto	a	los	requisitos	necesarios	para	que	se	configure	el	delito	ambiental,	pues	
no	 sólo	 basta	 la	 contravención	 de	 la	 normativa	 administrativa,	 sino	 también	 se	
requiere	que	la	conducta	sea	potencialmente	peligrosa.	 	Valoración	esta	que	debe	
ser	colegida	del	análisis	de	los	vertidos	realizados,	y	en	el	que	se	observan	además	
de	 la	 composición	 y	 la	 peligrosidad	 de	 los	 mismos,	 los	 efectos	 nocivos	 que	
pudieran	 ocasionar	 al	 cauce	 del	 río	 (colindante	 a	 la	 finca	 afectada)	 y	 su	 caudal.		










caso,	 el	 daño	 causado	 como	 concreción	 del	 riesgo...	 es	 preciso	 acreditar	 que	 la	
conducta	de	que	se	trate,	en	las	condiciones	en	que	se	ejecuta,	además	de	vulnerar	
las	 normas	 protectoras	 del	 medio	 ambiente,	 es	 idónea	 para	 originar	 un	 riesgo	
grave	para	el	bien	jurídico	protegido»,	el	equilibrio	de	los	sistemas	naturales.	
Si	bien	es	cierto	que	la	gravedad	se	determina	conforme	a	la	afectación	y	los	
efectos	 que	 pudieran	 surgir	 de	 la	 alteración	 de	 las	 condiciones	 naturales	 del	
ecosistema	 y	 también	 de	 la	 afectación	 al	 factor	 antropocéntrico	 (salud	 de	 las	
personas),	 la	 STS	916/2008	 de	 30	 de	 diciembre,	 precisamente	 recuerda	 que	 el	
criterio	de	la	gravedad	del	perjuicio	se	establece	en	razón	a	«La	intensidad	del	acto	
contaminante,	 a	 la	 probabilidad	 de	 que	 el	 peligro	 se	 concrete	 en	 un	 resultado	
lesivo,	en	definitiva,	a	la	magnitud	de	la	lesión	en	relación	con	el	espacio	en	el	que	
se	 desarrolla,	 la	 prolongación	 en	 el	 tiempo,	 la	 afectación	 directa	 o	 indirecta,	 la	
reiteración	de	 la	 conducta,	 de	 los	 vertidos,	 emisiones,	 etc.»	 y	 la	dificultad	que	 se	
podría	 tener	 para	 restaurar	 o	 alcanzar	 nuevamente	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	
naturales.	
En	 fin,	hasta	aquí	 lo	dicho,	 la	observación	 realizada	 tiene	por	 fundamento	
resaltar	el	fallo	que	conforme	a	la		STS	916/2008	de	30	de	diciembre,	desestima	el	
recurso	de	casación	interpuesto	por	la	fiscalía,	con	el	fin,	de	ratificar	que	la	opción	
por	 del	 Tribunal	 Supremo	 por	 calificar	 el	 delito	 ambiental	 como	 un	 delito	 de	
peligro	 hipotético	 o	 potencial	 es	 la	 más	 adecuada,	 considerando	 la	 estructura	
valorativa	del	 tipo	y	 la	 complejidad	que	conlleva	constatar	 la	 intensidad	con	que	




existentes	 en	 la	 zona	 no	 se	 destina	 al	 consumo	 humano	 sino	 al	 riego	 agrícola,	
advirtiéndose	 que	 la	 presencia	 de	 nitratos	 en	 la	 misma	 no	 afecta	 al	 producto	
agrícola	 obtenido...	 tampoco	 se	 constata	 una	 variación	 de	 las	 condiciones	




del	 entorno	 ni	 la	 existencia	 en	 la	 zona	 de	 habitantes	 acuáticos	 naturales,	 con	
presencia	de	espacios	animales	o	vegetales	asociadas,	 en	 relación	directa	con	 las	
aguas	subterráneas	ni	la	afectación	y	consecuencias	de	la	incorrecta	gestión	de	los	
animales	 muertos"».	 	 De	 este	 modo,	 si	 el	 vertido	 no	 tiene	 aptitud	 para	 generar	
peligros,	no	 se	puede	afirmar	que	exista	perjuicio	 grave	para	 el	 equilibrio	de	 los	
sistemas	naturales.	Y	la	forma	de	demostrar	el	peligro	grave,	pasa	por	constatar	la	
idoneidad	del	acto	de	contaminación	para	generar	el	desequilibrio	de	los	sistemas	









1.8	 Interpretación	 Jurisprudencial	 del	 riesgo	 de	 grave	 perjuicio	
para	la	salud	de	las	personas:	especial	referencia	a	la	emisión	de	
ruidos	
Remitiéndonos	 nuevamente	 a	 la	 reciente	 reforma	 penal	 operada	 por	 Ley	
Orgánica	5/2010,	de	22	de	junio,	por	la	que	se	modifica	la	Ley	Orgánica	10/1995,	de	
23	 de	noviembre,	 se	 debe	 recordar	 que	 el	 Art.	 325.1,	 que	 describe	 la	 protección	
genérica	de	 los	 sistemas	naturales	 y	 la	 agravante	del	 tipo	 en	 su	parte	 in‐fine,	 ha	
pasado	 nuevamente	 a	 configurarse	 como	 un	 sólo	 tipo	 penal	 contenido	 en	 el	
Art.	325,	 preservando	 siempre	 en	 su	 parte	 final	 la	 referencia	 al	 riesgo	 de	 grave	








En	primer	término	se	debe	recordar	que	 la	doctrina	y	 la	 jurisprudencia	se	
pronuncia	 sobre	el	Art.	325	 in‐fine,	 interpretándolo	 como	una	agravante	del	 tipo	
básico566,	como	un	sub‐tipo	básico	autónomo567	o	como	un	tipo	pluriofensivo568,	de	






566	 En	 esta	 línea,	 ALASTUEY	 DOBÓN,	 M.	 C.:	 El	 delito	 de	 contaminación	 ambiental,	
(Artículos	325.1	del	Código	penal),	 	op.	 cit.,	págs.	 71	 a	 73.	 Sobre	 contaminación	 acústica:	
STS	52/2033	 de	 24	 de	 febrero:	 «En	 orden	 a	 la	 naturaleza	 del	 peligro	 en	 esta	 figura	
delictiva,	la	jurisprudencia	de	esta	Sala	se	inclina	por	considerarla	de	peligro	abstracto.	De	
ello	es	exponente	la	Sentencia	1828/2002,	de	25	de	octubre	(RJ	2002,	10461)	,	en	la	que	se	
declara	 que	 en	 el	Art.	325	CP	 incorpora	 el	 legislador	 un	planteamiento	 político‐criminal	
diverso	del	 contenido	en	 la	anterior	 regulación,	pues	opta	por	 configurar	el	delito	 como	
una	infracción	de	peligro	abstracto:	así,	mientras	que	en	el	Art.	347	bis	eran	castigados	los	
actos	 de	 vertido	 «que	 pongan	 en	 peligro	 grave	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 o	 puedan	
perjudicar	 gravemente	 las	 condiciones	 de	 la	 vida	 animal,	 bosques,	 espacios	 naturales	 o	
plantaciones	 útiles»,	 la	 actual	 regulación	 renuncia	 a	 incorporar	 referencia	 alguna	 a	 la	
producción	 de	 un	 peligro	 concreto	 y	 extiende	 la	 punición	 a	 todas	 las	 actividades	 de	
vertido,	emisión,	etc.,	que	«que	puedan	perjudicar	gravemente	el	equilibrio	de	los	sistemas	
naturales»,	previendo	una	agravación	de	 la	pena	para	aquellos	 supuestos	 en	 los	que	«el	
riesgo	de	grave	perjuicio	fuese	para	la	salud	de	las	personas».	La	Ley	establece	una	clara	
distinción	entre	aquellos	supuestos	en	los	que	se	estima	imprescindible	para	la	ilicitud	que	
el	 desarrollo	 de	 la	 conducta	 peligrosa	 vaya	 acompañada	 de	 la	 creación	 de	 un	 peligro	
concreto	para	el	bien	jurídico	protegido;	y	aquellos	otros	en	los	que	basta	para	la	comisión	
del	delito	con	la	realización	de	la	acción	peligrosa,	y	que	no	requieren	la	producción	de	un	
resultado	 concreto»;	 SAP	 de	 Lugo,	 186/2010	 de	 27	 de	 diciembre:	 «Del	 examen	 del	
artículo	325	 del	 Código	 Penal	 (RCL	 1995,	 3170	 y	 RCL	 1996,	 777)	 ,	 se	 deriva	 que	 la	
gravedad	del	riesgo	producido	‐ya	sea	para	el	equilibro	de	los	sistemas	naturales	o	para	la	
salud	de	 las	personas‐	 se	 revela	 como	 la	nota	 clave	que	permitirá	establecer	 la	 frontera	
entre	el	ilícito	administrativo	y	el	ilícito	penal,	con	agravamiento	de	la	pena	(aplicación	en	
su	 mitad	 superior)	 si	 es	 la	 salud,	 la	 afectada	 por	 tal	 riesgo	 grave	 de	 perjudicarla,	
considerándose,	ésta	figura	en	orden	a	la	naturaleza	del	riesgo,	como	de	peligro	abstracto,	
aunque	alguna	sentencia	se	inclinase	por	aplicar	los	mismos	criterios	que	ha	aplicado	con	
relación	 al	 artículo	 347‐bis	 del	 Código	 Penal	 de	 1.973	 (RCL	 1973,	 2255)	 ,	 esto	 es,	
interpretándolo	 como	 una	modalidad	 de	 peligro	 concreto,	 pero	 no	 ha	 de	 olvidarse	 que	





567	Por	 todos,	MUÑOZ	LORENTE,	 J.:	«Juicio	crítico	sobre	 las	reformas	penales	en	materia	








los	 ecosistemas569.	 	 Así,	 como	 se	 puede	 entender	 que	 conforme	 a	 la	 actual	
configuración	del	tipo	penal	de	protección	ambiental,	en	caso	que	se	realicen	como	
efecto	 de	 una	 misma	 acción,	 las	 conductas	 descritas	 como	 tipo	 base	 y	 como	
agravante,	se	recurrirá	al	concurso	ideal	de	delitos570.	
En	 segundo	 término,	 respecto	 al	 325	 in	 –	 fine	 del	 CPE,	 tanto	 la	 doctrina	


























572	 MORALES	 PRATS,	 F.:	 «La	 estructura	 del	 delito	 de	 contaminación	 ambiental.	 	 Dos	







Se	 observa	 no	 obstante,	 la	 inclinación	 en	 las	 sentencias	 hacia	 la	
interpretación	 del	 325	 in	 –	 fine	 como	 delito	 de	 peligro	 concreto.	 Por	 lo	 cual,	 la	
gravedad	 del	 peligro	 para	 la	 salud	 de	 las	 personas	 deberá	 medirse	 por	 la	
importancia	de	las	consecuencias,	resultando	decisivos	a	tales	efectos	los	informes	
periciales573.	 Es	 así	 que	 ya	 no	 sólo	 se	 incluye	 a	 los	 vertidos	 y	 emisiones	 como	
formas	 de	 contaminación	 que	 pueden	 afectar	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 sino	
también	 se	 incluye	 el	 ruido,	 como	 contaminación	 acústica	 que	 puede	 generar	
graves	perjuicios	a	la	salud	física	y	psíquica	de	los	seres	humanos.	
Se	 ha	 escrito	 por	 especialistas	 que	 el	 sometimiento	 a	 un	 ruido	 excesivo	
produce	traumatismo	y	pérdidas	auditivas,	vértigos,	perturbaciones	en	el	sistema	
nervioso	central,	afectaciones	respiratorias,	cardíacas	y	circulatorias,	hipertensión,	
fatiga,	 dolores	 de	 cabeza.	 Y	 no	 menos	 graves	 son	 los	 efectos	 psicológicos	 con	
padecimientos	de	angustia,	pérdidas	de	concentración,	insomnio,	irritabilidad	con	
grave	afectación	del	 rendimiento	del	 trabajo	 físico	e	 intelectual.	 	 Sin	embargo,	 lo	
que	 no	 queda	 claro,	 y	 debería	 ser	 reinterpretado	 por	 la	 jurisprudencia,	 es	 si	 el	
ruido	es	una	de	las	manifestaciones	de	agresión	al	medio	ambiente	o	para	la	salud	
de	las	personas574.	
Precisamente,	 la	 infracción	 de	 los	 límites	 permitidos	 para	 la	 emisión	 de	
ruidos	 transmitidos	 al	 interior	de	 las	 instalaciones,	 equipamientos	y	 viviendas,	 o	
de	 vibraciones	 producidas	 en	 actividades	 clasificadas	 y	 los	 informes	 y	 pruebas	
periciales	respecto	a	la	situación	de	grave	peligro	para	la	integridad	física,	psíquica,	
intimidad	 personal	 y	 familiar,	 bienestar	 y	 calidad	 de	 vida	 de	 los	 vecinos	 de	 un	






574	 Véase	 un	 análisis	 de	 sentencias,	 que	 lejos	 de	 encontrar	 un	 vacío	 legal	 sancionan	 la	
contaminación	acústica	como	una	conducta	contenida	en	el	tipo	penal	previsto	en	Art.	325	





















Semánticamente	 como	 ya	 lo	 señaláramos,	 grave	 es	 lo	 que	 produce	 o	 puede	
producir	 importantes	 consecuencias	 nocivas,	 y	 que	 implica	 un	 juicio	 de	 valor575	
ex	‐	ante	y	ex	‐	post	por	parte	del	 Juez.	Con	esta	estructura,	para	encontrar	el	 tipo	
medio	 de	 gravedad	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Art.	 325	 del	 CP	 habrá	 que	 acudir,	 como	
señala	la	citada	Sentencia	105/1999,	de	27	enero,	a	la	medida	en	que	son	puestos	
en	 peligro,	 tanto	 el	 «factor	 antropocéntrico,	 es	 decir,	 la	 salud	 de	 las	 personas,	
incluida	 la	 calidad	 de	 vida	 por	 exigencia	 constitucional,	 como	 a	 las	 condiciones	
naturales	 del	 ecosistema	 (suelo,	 aire,	 agua)	 que	 influyen	 por	 tanto,	 en	 la	 gea,	 la	
fauna	y	la	flora	puestas	en	peligro.	Cuando	se	trata	de	contaminaciones	acústicas,	
tanto	 el	 Tribunal	 de	 Derechos	 Humanos	 como	 la	 jurisprudencia	 del	 Tribunal	
Constitucional	 ponen	 de	 manifiesto	 las	 graves	 consecuencias	 que	 la	 exposición	








gravedad,	 aun	 cuando	 no	 pongan	 en	 peligro	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 pueden	
atentar	 contra	 su	 derecho	 a	 la	 intimidad	 personal	 y	 familiar,	 en	 el	 ámbito	
domiciliario,	 en	 la	 medida	 en	 que	 impidan	 o	 dificulten	 gravemente	 el	 libre	
desarrollo	 de	 la	 personalidad,	 resaltando	 que	 constituyen	 supuestos	 de	 especial	
gravedad	 cuando	 se	 trata	 de	 exposición	 continuada	 a	 unos	 niveles	 intensos	 de	
ruido».	
De	 la	 doctrina	 se	 puede	 extraer,	 que	 «El	 ruido	 en	 sentido	 amplio,	 es	
cualquier	 sonido	 que	 interfiere	 en	 alguna	 actividad	 humana,	 es	 una	 sensación	
auditiva	desagradable	o	molesta	que	produce	en	nuestro	organismo	el	conjunto	de	
vibraciones	 molestas	 complejas,	 desordenadas,	 recibidas	 y	 transmitidas	 por	 el	
oído	 a	 las	 células	 cerebrales,	 y	 por	 contaminación	 acústica,	 presencia	 en	 el	
ambiente	exterior	o	 interior	de	 las	edificaciones,	de	ruidos	que	 impliquen	daños,	
molestias	riesgos	para	la	salud	de	las	personas	o	el	ambiente»576.		
Por	lo	cual	se	observa	que	tanto	la	jurisprudencia	como	la	doctrina	vinculan	
principalmente	 la	 contaminación	 acústica	 al	 delito	 de	 lesiones,	 y	 no	 así	 al	
desequilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales,	 ya	 que	 la	 «exposición	 prolongada	 a	 un	
nivel	 elevado	 de	 ruidos»	 o	 la	 «sensación	 auditiva	 desagradable	 o	 molesta	 que	
produce	 en	 nuestro	 organismo	 el	 conjunto	 de	 vibraciones	 molestas	 complejas,	
desordenadas»,	no	podrían	perjudicar	gravemente	el	subsistema	aire	comprendido	
en	 el	 sistema	 natural,	 más	 bien	 perjudicaría	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 Lo	 cual	
demuestra	en	primer	término,	que	la	vinculación	de	la	contaminación	acústica	con	
la	 contaminación	 del	 medio	 ambiente,	 entendido	 como	 perjuicio	 grave	 del	
equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales,	 responde	 a	 la	 antigua	 configuración	
antropocéntrica	 contenida	 en	 el	 derogado	 347	 bis	 del	 CPE,	 que	 condicionaba	 la	
consumación	del	delito	ambiental	a	la	afección	de	la	salud.	Y	en	segundo	término,	
que	la	permanencia	de	la	acción	de	provocar	o	realizar	directa	o	indirectamente	un	
ruido	 que	 pueda	 perjudicar	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales	 o	 en	 su	 caso	
                                                            
576	Decreto	78/1999,	del	8	de	junio,	por	el	que	se	regula	el	régimen	de	Protección	contra	la	
contaminación	acústica	en	 la	CCAA	Madrid	(BOCAM	Nº	134).	 	Sobe	el	punto,	 JAQUENOD	






in	–	 fine	 del	 Art.	 325,	 es	 un	 tipo	 autónomo	 que	 no	 requiere	 de	 la	 afectación	 del	
sistema	natural	para	su	realización.	
1.9	 Ley	orgánica	de	22	de	junio	de	2010	por	la	que	se	modifica	los	
tipos	 de	 protección	 al	 medio	 ambiente	 en	 el	 Código	 penal	
español	
Hemos	señalado	en	epígrafes	anteriores,	que	 la	reforma	referida	responde	
fundamentalmente	 a	 la	 necesidad	 de	 armonizar	 la	 legislación	 jurídico	 penal	
española	 con	 la	 normativa	 de	 la	 Unión	 Europea	 relacionada	 a	 la	 protección	 del	
medio	 ambiente,	 razón	 por	 la	 que	 se	 introduce	 entre	 varias	 modificaciones	
referente	 a	 la	 protección	 penal	 ambiental,	 la	 imputación	 directa	 a	 las	 personas	





cláusula	 que	 sancionaba	 la	 realización	 de	 conductas	 que	 pudieran	 producir	 un	
resultado	 lesivo	 para	 las	 personas.	 Estas	 conductas	 que	 se	 refieren	












nuclear	 o	 elementos	 radiactivos,	 sin	 perjuicio	 de	 que	 puedan	 ser	 aplicadas	 las	
penas	que	correspondan	por	la	muerte	o	lesiones.	










Es	 así,	 que	el	 núcleo	del	Art.	 325	permanece	en	esencia,	 puesto	que	 en	 el	
tipo	genérico	de	protección	del	medio	ambiente	en	el	CPE,	se	sigue	observando	que	
la	conducta	típica	de	contaminación	general	en	el	delito	contra	el	medio	ambiente,	
tiene	 por	 núcleo	 la	 conducta	 de	 provocar	 o	 realizar	 directa	 o	 indirectamente	
emisiones,	 vertidos,	 radiaciones,	 extracciones	 o	 excavaciones,	 aterramientos,	
ruidos,	vibraciones,	inyecciones	o	depósitos	en	la	atmósfera,	el	suelo,	el	subsuelo	o	
las	aguas	terrestres,	subterráneas	o	marítimas,	incluido	el	alta	mar,	con	influencia	
incluso	 en	 los	 espacios	 transfronterizos.	 Siendo	 sin	 embargo	 recientemente	
incorporado	 el	 alta	 mar578,	 como	 efecto	 de	 la	 ampliación	 	 del	 alcance	 de	 la	
                                                            





578	 Sobre	 el	 punto,	 HAVA	 GARCÍA,	 E.:	 «Delitos	 contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	medio	
ambiente»	en	Álvarez	García	(Dir.)	Derecho	penal.	Parte	Especial	 II,	op.	cit.,	pág.	1044.	La	
misma,	 «La	 reforma	de	 los	delitos	 contra	 los	 recursos	naturales,	 el	medio	ambiente	y	 la	
flora	 y	 fauna	 (Arts.	 325,	 327,	 328,	 329,	 333,	 334,	 335,	 336	y	339»	 en	Quintero	Olivares		




protección	 del	 bien	 jurídico	 equilibrio	 de	 los	 sistema	 naturales,	 a	 través	 de	 la	
reciente	reforma	penal,	la	que	específicamente	amplia	la	protección	jurídica	sobre	
el	subsistema	natural	agua.	
De	 este	 modo,	 el	 significado	 de	 los	 verbos	 «provocar	 y	 realizar»,	




penal	 de	 1995,	 la	 conducta	 de	 realizar	 tiene	 alcance	 a	 los	 autores	 en	 sentido	
estricto	y	los	coautores	directos	como	autores	mediatos.		La	conducta	de	provocar	





De	 este	 modo,	 se	 observa	 en	 la	 doctrina	 posturas	 que	 no	 diferencian	 la	
conducta	 de	 provocar	 y	 realizar,	 y	 que	 proponen	 la	 supresión	 de	 la	 expresión	
provocar	 contenida	 en	 la	 norma,	 a	 los	 efectos	 de	 que	 la	 ambigüedad	 entre	 la	
autoría	 y	 participación	 quede	 regulada	 en	 virtud	 de	 las	 reglas	 generales	 de	




naturales	 y	 el	medio	 ambiente,	 Arts.	 325,	 327,	 328,	 329	 y	 339»	 en	 Álvarez	 García,	 F.	 J.	
/Gonzáles	Cussac	J.L.	(Dir.),	Editorial	Tirant	lo	Blanch,	Valencia,	2010,	pág.	387.		
	





Editoriales	 de	 Derecho	 Reunidas	 (EDERSA),	 Madrid,	 1993,	 pág.	 879.	 El	 mismo	 en	 esta	
línea,	«Aspectos	políticos	criminales	de	los	delitos	contra	el	medio	ambiente»	en	González	
Rus	 (Coord.)	 Estudios	 penales	 y	 jurídicos,	 homenaje	 al	 Prof.	 Dr.	 Enrique	 Casas	 Baquero,	








61	 CP581.	 Igualmente,	 pero	 en	 valoración	 a	 la	 conducta	 de	 realizar	 MUÑOZ	
LORENTE	 sostiene	 que	 el	 Art.	 325	 del	 CPE	 no	 sólo	 considera	 autores	 a	 quienes	
materialmente	 realicen	 los	 vertidos,	 sino	 también	 a	 quienes	 incitan,	 inducen,	





doctrina	mayoritaria	 interpreta	 la	 configuración	 como	 autoría	mediata.	 	 Esto	 se	
infiere	 que	 en	 la	 práctica	 se	 incrimina	 generalmente	 al	 gerente	 o	 director	 de	 la	
empresa	contaminadora	y	no	a	otros	sujetos	que	han	participado	en	la	realización	
de	 dicha	 conducta583.	 Sin	 embargo,	 existen	 posturas	 que	 atribuyen	 la	
responsabilidad	 por	 delito	 ecológico	 a	 los	 «empleados	 subalternos	 que	
                                                                                                                                                                              







582	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Nula	 concreción	 por	 parte	 de	 la	 acusación	 de	 la	 norma	
administrativa	vulnerada	e	 integrante	del	delito	ecológico	del	Art.	325	del	Código	penal.		




583	MUÑOZ	LORENTE,	 J.:	op.	ult.	cit.,	pág.	45.	 Sobre	este	punto	véase	 igualmente,	BOLEA	
BORDON,	 C.:	 «Tendencias	 sobre	 autoría	 y	 participación	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 criminalidad	
empresarial.		Especial	referencia	al	concepto	de	autor	en	los	delitos	relativos	al	mercado	y	
los	consumidores»	en	Luzón	Peña	(Dir)	Derecho	penal	del	Estado	social	y	democrático	de	







materialmente	 realizan	 los	 vertidos	 objeto	 de	 delito»584,	 y	 que	 se	 fundamentan	
desde	el	momento	 en	que	 se	 entiende	que	 el	 autor	material	 de	 los	 vertidos	 es	 y	
puede	 ser	 plenamente	 consciente	 del	 acto	 que	 está	 realizando,	 porque	 su	
conocimiento	 técnico	 le	 permite	 discernir	 sobre	 el	 grave	 perjuicio	 que	 se	 puede	
ocasionar	al	equilibrio	de	los	sistemas	naturales.			
Precisamente	con	la	reforma	penal	operada	por	Ley	Orgánica	5/2010	de	22	
de	 junio,	 se	unificará	 la	 posturas	de	 la	 doctrina	 y	 la	 jurisprudencia	 respecto	 a	 la	
responsabilidad	de	los	empleados	subalternos,	ya	que	la	nueva	legislación	además	
de	 prever	 en	 su	 Art.	 31	 bis	 la	 sanción	 penal	 autónoma	 a	 las	 personas	 jurídicas,	
prevé	 la	 imputación	 de	 la	 persona	 jurídica	 por	 el	 delito	 cometido	 por	 el	
administrador	o	representante	y	el	delito	cometido	por	un	empleado,	sometido	a	la	
autoridad	de	los	administradores	y	representantes585.	
En	 cuanto	 a	 la	 conducta	 típica	 de	 provocar	 «directa	 o	 indirectamente»	
emisiones	o	vertidos,	 la	doctrina	coincide	en	que	abarca	 la	conducta	de	comisión	






585	 Con	 la	 incorporación	 de	 estas	 vías	 de	 imputación	 directa,	 se	 observa	 que	 de	 alguna	
manera	que	en	la	imputación	a	las	personas	jurídicas	existirá	siempre	una	vinculación	con	


















Es	 así	 que	 de	 la	 última	 reforma	 penal	 operada,	 no	 se	 constatan	 cambios	
sustanciales	 en	 la	 composición	 genérica	 del	 Art.	 325	 del	 CPE,	 en	 que	 lo	 que	 se	
refiere	 a	 las	 acciones	 principales	 de	 provocar	 y	 realizar,	 pues	 desde	 su	
incorporación	en	el	Código	penal	español	tiene	el	objeto	de	dar	mayor	cobertura	y	
alcance	 a	 las	 conductas	 que	 puedan	 desarrollarse	 fundamentalmente	 en	 una	
entidad	 corporativa.	 Sin	 embargo,	 como	 ya	 lo	 indicáramos,	 con	 la	 reciente	
incorporación	del	Art.	31	bis,	cambia	el	paradigma	del	sujeto	activo	de	los	delitos	
contra	el	medio	ambiente.		Este	tipo	penal	en	concordancia	con	el	Art.	327	del	CPE,	
permite	 sancionar	 penalmente	 a	 las	 personas	 jurídicas	 aunque	 no	 sea	 posible	
individualizar	como	autor	de	delito	a	una	persona	física.	
Del	 mismo	modo,	 otro	 cambio	 sustancial	 se	 observa,	 en	 que	 el	 derogado	
tipo	 genérico	 325.1	 del	 Código	 penal	 español	 establecía	 la	 pena	 de	 seis	meses	 a	






587	 SILVA	 SÁNCHEZ,	 J.	Mª:	Delitos	 contra	 el	medio	ambiente,	 op.	 cit.,	 pág.	 36.	 Sobre	 este	
punto	 el	 Tribunal	 supremo	 entiende	 que	 tanto	 las	 forma	 directa	 o	 indirectamente	 son	
utilizados	para	valorar		la	conducta	de	provocar	como	la	de	realizar	y	recuerda	a	través	de	
la	 STS	 de	 13	 de	 marzo	 de	 2000	 que	 ninguno	 de	 los	 preceptos	 que	 regulan	 la	 materia	
contiene	la	distinción	entre	vertidos	directos	e	indirectos.		Sobre	este	punto	véase,	MUÑOZ	














vigente	Art.	325,	donde	el	 	bien	 jurídico	protegido	es	el	equilibrio	de	 los	sistemas	
naturales.		Sin	embargo,	de	la	incorporación	de	alta	mar,	se	puede	valorar	al	medio	
ambiente,	como	un	bien	jurídico	ecocéntrico	pero	con	otras	características.	
Para	 algunos	 en	 la	 doctrina	 española588,	 el	 bien	 jurídico	 equilibrio	 de	 los	
sistemas	naturales	 también	podría	 interpretarse	en	 sus	 subsistemas	 individuales,	
esto	 es	 agua,	 suelo,	 atmósfera,	 fauna	 y	 flora,	 concretando	 la	 afección	 por	 la	
alteración	de	uno	de	estos		subsistemas	naturales.		Es	así,	que	llevando	esta	premisa	
al	contexto	de	la	protección	del	subsistema	agua	y	del	alcance	de	su	protección	en	
el	 alta	mar,	 nos	 encontramos	 con	 el	 carácter	 internacional	 que	 se	 le	 confiere	 al	
medio	ambiente	como		bien	jurídico.	
Precisamente	 sobre	 este	 punto	 RODRÍGUEZ	 RAMOS	 nos	 recuerda	
críticamente	 sobre	 el	 Proyecto	 de	 Código	 penal	 de	 1980,	 que	 la	 protección	 del		
medio	 ambiente	 contenidos	 entre	 los	 artículos	 323	 y	 325	 del	 Proyecto,	 no	
contemplaba	referencias	al	carácter	internacional	del	medio	ambiente589.	 	Treinta	
años	después,	se	da	respuesta	a	este	requerimiento,	con	la	ampliación	del	alcance	
del	 tipo	 genérico	 de	 protección	 al	 medio	 ambiente,	 introducido	 con	 la	 última	



















no	 pertenecen	 a	 la	 zona	 económica	 exclusiva591,	 sino	 al	 patrimonio	 de	 la	
humanidad.	
Efectivamente	en	los	últimos	años,	adquiere	fuerza	el	carácter	universalista	
y	 supranacional	 e	 internacional	 que	 se	 le	 confiere	 al	medio	 ambiente	 como	bien	
jurídico,	 siendo	 este	 entendido	 como	 un	 sistema	 natural	 o	 como	 subsistemas	
coordinados.	 Pero	 es	 el	 alta	 mar	 como	 elemento	 del	 sistema	 natural	 la	 que	 ha	
adquirido	mayor	relevancia	por	las	grandes	catástrofes	ocurridas,	entre	las	que	se	
encuentra	el	conocido	caso	Prestige592,	en	España	y	el	reciente	derrame	de	petróleo	
en	 el	 Golfo	 de	 México.	 Simbólicos	 casos	 estos	 que	 replantean	 el	 alcance	 de	 la	






















Europea	 de	 los	 Derechos	 Humanos,	 el	 Pacto	 de	 San	 José	 de	 Costa	 Rica	 y	 la	
Declaración	Universal	de	los	Derechos	Humanos593.		De	aquí	surgen	las	propuestas	
de	 interpretar	 el	 medio	 ambiente	 como	 un	 bien	 jurídico	 de	 carácter	 universal,	
supranacional	e	internacional.	
Si	 bien	 el	 cometido	 de	 este	 trabajo	 no	 radica	 en	 ahondar	 sobre	 aspectos	
fundamentales	 del	 Derecho	 Penal	 Internacional594,	 ni	 el	 de	 Principio	 de	 Justicia	
Universal,	 cabe	 no	 obstante,	 señalar	 que	 desde	 esta	 esfera,	 surge	 la	 perspectiva	
universal,	 que	 intenta	 incorporar	 el	 medio	 ambiente	 al	 bloque	 de	 los	 Derechos	
Humanos	positivizados595.	 	Ello	podría	tener	como	consecuencia	la	posibilidad	de	
                                                            
593	 ROMÁN	 PUERTA,	 L.:	 «Derecho	 penal	 internacional	 y	 cooperación	 jurídica	




2005,	pág.	79;	 	AMBOS,	K.:	 	La	parte	general	del	derecho	penal	 internacional.	Bases	para	
una	 elaboración	 dogmática,	 Fundación	 Conrad	 Adenauer,	 Mastergraph	 Uruguay,	 2004,	
págs.	34	a	44	y	370.		El	mismo,	Temas	de	derecho	penal	internacional	y	europeo.	Derechos	
humanos,	 fines	 de	 la	 pena.	Responsabilidad	 individual,	 crímenes	 de	 guerra,	 proceso	 penal	




en	 Revista	 penal,	 año	 1,	 Nº	 8,	 2001;	 	 JUSTE	 RUIZ,	 J.:	 «Tendencias	 actuales	 del	 derecho	
internacional	 del	 medio	 ambiente»,	 en	 Valle	 Muñiz	 (coord.)	 La	 protección	 jurídica	 del	
medio	 ambiente,	 Editorial	 Aranzade,	 Pamplona,	 1997,	 pág.	 43.	 Sobre	 este	 punto	 véase	
igualmente,	KUNICKA‐MICHALSKA,	B.:	«Derecho	al	medio	ambiente	y	su	importancia	para	




otros	 c/	 Banco	 Nacional	 de	 fomento	 y	 otros	 s/	 amparo»,	 en	 el	 que	 confiere	 a	 la	
preservación	del	medio	ambiente	la	categoría	de	Derechos	humanos,	vid,	POLETTI	MERLO,	
A.:	 «La	 protección	 penal	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 Paraguay»,	 en	 Régimen	 jurídico	




aplicar	 el	 Principio	 de	 Justicia	 Universal	 también	 a	 la	 violación	 de	 los	 derechos	
humanos	 vinculados	 a	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente.	 Esta	 propuesta	 se	
fortalece	recordando	las	numerosas	catástrofes	acontecidas,	que	además	de	poner	
en	riesgo	y	lesionar	los	subsistemas	naturales,	han	afectado	la	vida	y	la	salud	de	las	




La	 precedente	 valoración,	 no	 obstante,	 debe	 ser	 sometida	 a	 un	 estudio	
minucioso	 de	 los	 presupuestos	 de	 los	 que	 se	 debería	 partir	 para	 convertir	 en	
afirmación	 la	 propuesta	 señalada	 más	 arriba.	 	 Así,	 la	 visión	 antropocéntrica	
moderada	 que	 se	 le	 confiere	 al	 medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 e	 interés	
protegido,	 es	 la	 única	 que	 podría	 vislumbrar	 jurídicamente	 las	 bases	 que	
justificarían	su	inclusión	en	el	catálogo	de	los	Derechos	humanos.	Entendiendo	en	






equilibrio	de	 los	 sistemas	naturales,	 y	 como	 «subtipo	 alternativo	 agravado»596,	 el	
riesgo	de	grave	perjuicio	a	la	salud.	
Es	así	que	el	paradigma	antropocéntrico	que	vincula	la	protección	del	medio	
ambiente,	 con	 la	vida	y	 la	 salud	de	 las	personas	en	un	 subtipo	alternativo	penal,	













se	promueven	estas	posturas	que	 se	 fundamentan	 en	el	 Principio	de	 la	 dignidad	
humana	y	su	confrontación	con	la	realidad	social597.	Con	lo	cual	no	se	puede	pasar	
por	alto,	que	el	medio	ambiente	como	interés	jurídico,	además	de	ser	protegido	por	
el	 valor	 de	 su	 propia	 entidad,	 también	 es	 protegido	 por	 ser	 el	 habitad	 de	 las	
generaciones	presentes	y	futuras,	por	su	vinculación	directa	con	el	ser	humano,	y	
por	 su	 vinculación	 con	 la	 economía.	 	 Estructuras	 estas	 que	 subyacen	 al	 medio	
ambiente	 como	bien	 jurídico,	 pero	 que	desde	 su	 arista	penal,	 está	delimitada	 en	
base	a	la	dogmática	y	político‐criminal,	para	lograr	una	eficiente		protección	penal.	
Ahora	bien,	la	perspectiva	supranacional,	responde	a	la	necesidad	de	crear	
efectivamente	 normas	 que	 permitan	 a	 los	 países,	 actuar	 coordinadamente	 en	 la	
persecución	 de	 los	 delitos	 ambientales	 cometidos	 por	 sujetos	 (generalmente	
corporaciones)	 que	 son	 originarios	 de	 una	 región,	 y	 que	 a	 través	 del	 trabajo	 en	
redes,	 se	 constituyen	en	otros	países	para	el	desarrollo	y	obtención	de	sus	 fines.		
Así,	 por	 ejemplo	 los	 numerosos	 casos	 de	 contaminación	 ambiental	 masiva	 y	 de	
intoxicación	 a	 personas	 que	 habitan	 comunidades	 rurales	 en	 el	 Cono	 sur	 de	
América,	 son	 el	 resultado	 de	 las	 numerosas	 deslocalizaciones	 de	 las	 empresas	
creadas	 con	 capital	 extranjero.	 	 Son	 las	 siempre	 conocidas	multinacionales,	 que	
ante	los	estrictos	límites	jurídicos	impuestos	en	diversas	legislaciones,	optan	por	la	
migración	y	el	 trabajo	a	base	de	capital	extranjero,	mano	de	obra	nacional	a	bajo	
coste,	y	utilización	de	 los	recursos	naturales	al	punto	de	 llegar	a	 la	expoliación	o	
inutilidad,	generalmente	del	suelo,	como	elemento	importante	para	el	desarrollo	y	




protección	 del	 medio	 ambiente»	 en	 Estudios	 públicos,	 110	 (otoño,	 2008),	 el	 autor	 hace	
referencia	 a	 las	 exigencias	 impuestas	 por	 el	 derecho	 Internacional	 en	 materia	 penal	
ambiental;	PEDRONCINI,	A.:	«La	aplicación	Judicial	del	principio	de	Justicia	Universal	a	la	
violación	masiva	y	sistemática	de	los	Derechos	sociales	y	económicos»,	en	El	principio	de	
Justicia	Universal	 (Primer	 Congreso	 sobre	 Derechos	 Humanos	 y	 el	 Principio	 de	 Justicia	
Universal),	Editorial	Colex,	Madrid,	2001,	pág.	251.	KUNICKA‐MICHALSKA,	B.:	«Derecho	al	
medio	ambiente	y	su	importancia	para	los	pueblos	de	América	Latina»	en	Política	criminal	







permite	observar	 los	diversos	elementos	que	directa	o	 indirectamente	 confluyen	
en	el	medio	ambiente	como	sistema	natural	en	relación	con	su	entorno.			
Es	así,	que	el	agua	como	elemento	natural	valorado	internacionalmente	ya	
no	 sólo	 debe	 ser	 objeto	 de	 regulación	 jurídica	 para	 el	 despliegue	 del	 tránsito	
marino,	sino	para	la	protección	de	su	entidad	como	subsistema	del	sistema	natural,	
pues	 este,	 para	 	 mantener	 su	 equilibrio	 necesita	 de	 la	 incolumidad	 de	 sus	
propiedades.	Sin	embargo	se	observa	que	las	numeras	catástrofes	acaecidos	en	el	
alta	 mar,	 han	 lesionado	 el	 equilibrio	 del	 subsistema	 natural	 agua.	 	 Del	 mismo,	
modo,	 el	 suelo	 y	 la	 atmósfera	 objeto	 de	 regulación	 territorial	 y	 atmosférica,	 en	
relación	 al	 espacio,	 se	 convierten	 en	 interés	 internacional	 tras	 el	 avance	 de	 la	
contaminación	 de	 suelos	 y	 el	 aire,	 ocasionados	 por	 la	 utilización	 de	 elementos	
químicos	que	son	producidos	y	gestionados	por	el	sistema	de	redes	que	han	puesto	
en	funcionamiento	las	grandes	empresas	multinacionales	desde	los	años	ochenta.		




Así,	 al	 encontrarse	 todos	 estos	 subsistemas	 naturales	 relacionados	
directamente	con	el	hombre,	se	origina	la	visión	universal	e	imperiosa	valoración	
del	medio	ambiente,	 como	un	derecho	 fundamental	 reconocido	en	el	 catálogo	de	
los	Derechos	Humanos,	pudiéndose	de	esta	forma	reconocer	un	Derecho	de	tercera	
generación	 en	 este	marco.	 	 Del	mismo	modo,	 la	 protección	 del	medio	 ambiente	
adquiere	carácter	internacional	y	supranacional	porque	su	afectación	es	producida	
por	 un	 movimiento	 que	 traspasa	 los	 límites	 territoriales,	 litorales,	 y	
atmosféricos598.	
                                                            
598	 A	 modo	 de	 ejemplo	 recordemos	 la	 catástrofe	 del	 Prestige	 en	 el	 Litoral	 español.	 El	
Juzgado	de	Corcubión	abrió	en	julio	de	2010	la	fase	de	juicio	oral	en	el	procedimiento	por	




2.	 El	 sujeto	 activo	 del	 delito	 contra	 el	 medio	 ambiente	 y	 el	 principio	
societas	delinquire	non	potest	
La	 reciente	 introducción	 del	 régimen	 de	 responsabilidad	 penal	 de	 las	
personas	 jurídicas	en	el	ámbito	del	Derecho	penal	español,	 supone	 la	ampliación	
del	 número	 de	 sujetos	 a	 los	 cuales	 la	 norma	 penal	 va	 dirigida,	 llegando	 de	 este	
modo	a	abolir	el	principio	societas	delinquiere	non	potest,	al	posibilitar	la	aplicación	
del	ius	puniendi	a	las	personas	jurídicas.	Lo	que	significa	que	ahora,	en	el	marco	de	
los	 delitos	 ambientales,	 las	 Societas	 delinquere	 et	 puniri	 potest,	 toda	 vez	 que	
concurran	los	presupuestos	establecidos	en	el	Art.	31	bis	del	CPE.	
Ahora	 bien,	 ya	 desde	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Código	 penal	 de	 1995,	 el	
mensaje	 de	 la	 norma	 contenida	 en	 los	 artículos	 325	 va	 dirigida	 de	 forma	
indeterminada	e	indiferenciada	a	cualquier	sujeto	que	pueda	realizar	 la	conducta	
descrita	en	dicho	tipo	penal.	En	efecto,	 la	utilización	de	 la	expresión	genérica	«el	
qué»	 o	 «quiénes»,	 permite	 una	 interpretación	 no	 restringida	 del	 núcleo	 de	 los	
posibles	sujetos	activos	y	determina	la	configuración	del	delito	ecológico,	como	un	
delito	común	al	no	requerir	en	su	contenido	característica	específica	alguna.	
Lo	 mismo	 viene	 ocurriendo	 con	 la	 categoría	 de	 sujetos,	 puesto	 que	 la	
introducción	 del	 Art.	 329	 en	 el	 CPE	 de	 1995,	 ya	 describía	 un	 tipo	 especial	 cuyo	
sujeto	activo	ha	de	ser	autoridad	o	funcionario.	Sin	embargo,	otra	característica	de	
los	 delitos	 ecológicos	 es	 que	 la	 condición	 de	 sujeto	 activo	 recaiga	 igual	 y	
fundamentalmente	 	 sobre	 	 las	 empresas.	 Por	 lo	 cual	 el	 Código	penal	 de	 1995	 ya	
                                                                                                                                                                              
costas	gallegas	en	2002,	véase	El	País,	14	de	noviembre	de	2011.		Igualmente	el	obsérvese	
el	 caso	 más	 reciente,	 ocurrido	 en	 el	 Golfo	 de	 México,	 donde	 una	 explosión	 destruyó	 la	
plataforma	 petrolera	 Deepwater	 Horizon.	 	 Sobre	 este	 hecho	 señalan	 los	 científicos	
estadounidenses,	que	se	han	encontrado	enormes	columnas	de	petróleo	bajo	la	superficie	
del	Golfo	de	México	que	están	acabando	con	el	oxígeno	a	su	alrededor,	 lo	que	supone	un	
riego	 grave	para	 la	 vida	marina.	 	 Sin	 olvidar,	 la	muerte	de	 los	 once	 trabajadores	que	 se	
encontraban	 en	 la	 plataforma,	 véase	El	Mundo,	16	de	mayo	de	2010.	 Según	 el	 grupo	 de	
expertos	 estadounidenses,	 que	 presentará	 el	 informe	 completo,	 la	 explosión	 de	 la	






preveía	 en	 el	 Art.	 327	 (parte	 especial)	 y	 en	 concordancia	 con	 el	 Art.	 129	 (parte	
general)	 del	 mismo	 cuerpo	 normativo,	 la	 posibilidad	 de	 aplicar	 consecuencias	
accesorias	a	las	personas	jurídicas.		
La	 introducción	 de	 estas	 cláusulas,	 tanto	 en	 la	 parte	 general	 como	 en	 la	
parte	especial	del	Código	penal	de	1995,	fue	la	respuesta	que	el	legislador	ha	dado	
a	 la	 insuficiencia	 de	 las	 sanciones	 de	 carácter	 administrativo	 impuestas	 a	 las	
empresas.	 	De	esta	 forma,	el	principio	societas	delinquere	non	potest	que	 rechaza	









personas	 jurídicas	 infractoras.	 	 Sin	 embargo,	 el	 debate	 sobre	 la	 posibilidad	 de	
derogar	 o	 no	 el	 principio	 clásico	 Societas	 delinquere	 non	 potest,	 se	 ha	 instalado	
fuertemente	 en	 los	 años	 ochenta601,	 cuando	 emergen	 numerosos	 problemas	
                                                            





personas	 jurídicas	 en	 los	 delitos	 contra	 el	 medioambiente,	 en	 Barreiro	 Agustín	 (Dir),	
Estudios	 sobre	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico	 español,	











los	 señalamos,	 no	 podemos	 dejar	 de	 recordar	 que	 entre	 aquellos	 procesos	 se	
encuentran	 los	 famosos	 casos	 de	 fugas	 de	 radioactividad	 en	 centrales	 eléctricas,	









naturales	 y	 también	 al	 hombre;	 como	 la	 realización	 de	 hechos	 no	 vinculados	
directamente	 al	 ambiente,	 pero	 desarrolladas	 en	 el	 marco	 de	 las	 empresas,	 han	
influenciado	 claramente	 en	 el	 debate	 dogmático	 doctrinal	 del	 Derecho	 penal	
continental	 y	 sus	 respectivas	 legislaciones,	 que	 en	 razón	 a	 la	 evidente	necesidad	





y	 de	 sanciones	 penales	 a	 las	 empresas	 cuando	 la	 naturaleza	 de	 la	 infracción,	 la	
                                                                                                                                                                              
mediante	común	y	única	 fuerza	de	voluntad	y	de	acción	para	el	cumplimiento	de	 fines	que	
superan	 la	 esfera	 de	 los	 intereses	 individuales.	 	 Valoración	 que	 se	 vio	 motivada	 por	 el	
desbordamiento	del	derecho	económico‐social,	pues	la	coyuntura	obligo	a	los	legisladores	
a	 regular	 la	 producción,	 distribución,	 y	 consumo	 de	 productos.	 	 Y	 justamente	 las	
sociedades	comerciales	o	industriales,	se	convirtieron	en	las	principales	infractoras	de	las	
normativas.	 	 También	 en	 el	 Congreso	 sobre	 Responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas	
jurídicas	en	Derecho	Comunitario,	que	tuvo	lugar	en	Mesina	en	1979,	se	recomendó	a	los	
Estados	 miembros	 que	 elaboraran	 un	 sistema	 represivo,	 que	 comprenda	 sanciones	 de	
naturaleza	penal,	 administrativa	o	 sui	generis	 para	 las	personas	 jurídicas,	vid,	 BARBERO	
SANTOS,	M.:	¿Responsabilidad	penal	de	la	empresa?,	op.	cit.,	págs.	1082	y	1083.	
	






gravedad	 de	 la	 culpabilidad	 de	 la	 empresa	 y	 la	 necesidad	 de	 prevenir	 otras	
infracciones	así	lo	exijan»603.		Recomendación	que	llega	realmente	a	su	concreción	
con	 la	 Directiva	 2008/99/CE	 del	 Parlamento	 europeo	 y	 del	 Consejo,	 de	 19	 de	
noviembre	 de	 2008,	 relativa	 a	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente	 mediante	 el	
Derecho	penal,	 y	 «que	 en	 su	 artículo	7	 obliga	 a	 los	Estados	miembros	 a	 adoptar	
medidas	necesarias	para	garantizar	que	las	personas	jurídicas	sean	castigadas	con	
sanciones	efectivas,	proporcionadas	y	disuasorias»604.	
Resulta	 por	 tanto,	 palpable	 e	 indiscutible	 que	 la	 Unión	 Europea	 ha	
consensuado	la	necesidad	de	exigir	responsabilidad	penal	a	las	personas	jurídicas,	
en	 las	 legislaciones	 de	 sus	 países	 integrantes.	 	 De	 este	 modo,	 a	 través	 de	 la	
recomendación	influenció,	y	por	medio	de	las	Directivas	obligó	a	que	en	el	modelo	
del	 Derecho	 continental,	 así	 como	 ya	 lo	 incorporaba	 el	 Derecho	 anglosajón,	 se	
establecieran	 las	 sanciones	 penales	 a	 las	 personas	 jurídicas.	 	 Razón	 por	 la	 que	
además	de	considerar	los	elementos	político	criminales	respecto	del	perjuicio	que	
las	empresas	infractoras	ocasionan	a	los	individuos	y	a	la	sociedad,	y	la	dificultad	
existente	 sobre	 la	 identificación	 de	 las	 personas	 físicas	 responsables	 de	 las	
infracciones	 empresariales,	 también	 desde	 la	 dogmática,	 se	 vio	 la	 necesidad	 de	
valorar	la	diferencia	de	los	modelos	penales	vigentes	en	los	países	miembros	de	la	






«Consideraciones	 a	 propósito	 del	 proyecto	 de	 Ley	 de	 2009	 de	modificación	 del	 Código	
penal	 (Conclusiones	 del	 Seminario	 interuniversitario	 sobre	 la	 reforma	 del	 Código	 penal	
celebrado	 en	 la	 Universidad	 Carlos	 III	 de	 Madrid»,	 págs.	 344	 y	 345;	 HAVA	 GARCÍA,	 E.:	








a)	 Responsabilidad	 impropia:	 la	 que	 permite	 que	 las	 consecuencias	
económicas	del	delito	cometido	por	una	persona	física	(multa,	indemnización	
a	perjudicados)	 se	pongan	a	cargo	de	 la	persona	 jurídica	en	cuyo	nombre	e	
interés	 se	 haya	 actuado,	 de	 tal	 modo	 que	 la	 persona	 jurídica	 quedaría	
obligada	 solidariamente	 al	 pago	 de	 las	 citadas	 cantidades,	 aunque	 podría	
repetir	 contra	 la	persona	 física	 criminalmente	 responsable.	 	Esto	 constituye	
una	forma	impropia	de	exigir	responsabilidad	a	la	persona	jurídica.			
Modelo	 aplicado	 anteriormente	 en	 países	 como	 Bélgica	 e	 Italia.	 	 En	 la	
actualidad,	en	el	primer	país	rigen	preceptos	que	se	han	introducido	en	el	Código	
penal	 y	 que	 reconocen	 expresamente	 la	 derogación	 del	 principio	 Societas	
delinquere	non	potest.		En	Italia	en	cambio,	aún	existen	fuertes	reticencias		para	la	
abolición	del	principio	Societas	delinquere	non	potest,	pues	con	la	entrada	en	vigor	
del	 Decreto	 Legislativo	 de	 8	 de	 junio	 de	 2001,	 se	 prevé	 la	 aplicación	 de	
responsabilidad	 administrativa	 para	 las	 personas	 jurídicas;	 pero	 lo	 llamativo	 es	
que	 aquella	 se	 encuentra	 vinculada	 directamente	 a	 los	 hechos	 constitutivos	 del	
ilícito	 penal	 y	 son	 aplicadas	 por	 el	 juez	 penal	 en	 el	 seno	 de	 un	 procedimiento	
                                                            
605	 ZUGALDIA	 ESPINAR,	 J.:	 «Capacidad	 de	 acción	 y	 capacidad	 de	 culpabilidad	 de	 las	
personas	 jurídicas»	 op.	 cit.,	 pág.	 618.	 	 El	 autor	 representa	 a	 la	 doctrina	 minoritaria	
española	 que	 considera	 que	 la	 responsabilidad	 criminal	 de	 las	 personas	 jurídicas	 y	 la	
sanción	 penal	 de	 las	mismas	 es	 una	 exigencia	 de	 las	 actuales	 necesidades	 de	 la	 Política	
Criminal.	Por	ello,	a	la	tesis	de	antropomorfismo	pueril	decimonónico	en	el	que	se	inspira	el	
legado	 del	 principio	 Societas	 delinquere	 non	 potest,	 debe	 contraponerse	 la	 nueva	 forma	
criminológica	 del	 delito	 colectivo.	 El	 mismo,	 «Conveniencia	 político‐criminal	 e	
imposibilidad	dogmática	de	revisar	 la	 fórmula	 tradicional	Societas	delinquiere	no	potest»	
en	Cuadernos	de	política	 criminal,	 1980,	 págs.	 80	 y	83	 y	 ss.	 	 En	 esta	 línea,	 BACIGALUPO	
SAGGESE,	S.:	La	responsabilidad	penal	de	las	personas	jurídicas,	Editorial		Bosch,	Barcelona,	
1998.	TERRADILLOS	BASOCO,	 J.:	Sistema	penal	y	Estado	de	Derecho.	Ensayos	de	Derecho	
penal.	 Editorial	 Ara,	 Lima,	 2010,	 pág.	 93.	 DE	 LA	 CUESTA	 ARZAMENDI,	 J.	 L.:	 «Personas	
jurídicas,	 consecuencias	 accesorias	 y	 responsabilidad	 penal»	 en	 Libro	 homenaje	 al	 Dr.	










protección	 jurídico	 penal	 del	 ambiente,	 se	 observa	 que	 las	 normas	 penales	
cumplen	 la	 misión	 de	 proporcionar	 coercitividad	 legal	 a	 las	 disposiciones	
administrativas	 y	 las	 órdenes	 de	 las	 autoridades	 competentes	 en	 materia	
ecológica607.	 	 Por	 tanto,	 se	 enmarcan	 en	 un	 Derecho	 penal	 absolutamente	
dependiente	del	Derecho	administrativo.	
b)		 Responsabilidad	propia	 indirecta:	es	 la	que	permite	en	determinados	
casos,	que	el	delito	de	una	persona	física	sea	imputado	también,	con	sanciones	
específicas,	 a	 una	 persona	 jurídica.	 	 En	 este	 contexto	 se	 discuten	
fundamentalmente	 los	 criterios	 de	 imputación	 que	 permiten	 tal	 atribución,	





en	 al	 Derecho	 continental,	 de	 manera	 que	 este	 principio	 permanece	





de	 1995,	 introduce	 en	 primer	 lugar	 	 la	 sanción	 penal	 al	 que	 actuare	 en	
representación	 de	 otro;	 es	 decir	 la	 actuación	 de	 una	 persona	 jurídica	 une	 a	 la	





607	 HEINE,	 G.:	 «Nuevos	 desarrollos	 nacionales	 e	 internacionales	 del	 Derecho	 penal	 del	
medio	ambiente»	en	Ruiz	Ramón,	 (Ed.)	Sistema	penal	de	protección	del	mercado	y	de	 los	







de	 15	 de	 noviembre	 de	 2003,	 fue	 objeto	 de	 modificación	 por	 la	 introducción	
realizada	en	el	referido	artículo,	de	un	2º	párrafo	que	establece	la	responsabilidad	
directa	 y	 solidaria	 de	 las	 personas	 jurídicas	 al	 pago	 de	 la	 pena	 de	 multa.	 	 No	
obstante,	 debe	 recordarse,	 que	 el	 CPE	 de	 1995,	 ya	 había	 introducido	 las	
consecuencias	accesorias	para	las	personas	jurídicas,	preceptuado	en	su	Art.	129.			
El	vigente	Código	penal	español	legislaba	indirectamente	la	responsabilidad	
penal	 de	 las	 personas	 jurídicas	 a	 través	 de	 la	 existencia	 del	 Art.	 129608	 y	 sus	
diversas	concreciones	en	la	parte	especial,	entre	las	que	se	encuentra	el	Art.	327,	
que	 es	 aplicado	 en	 concordancia	 con	 los	 artículos	 325	 y	 326	 en	 el	 marco	 de	 la	
protección	 al	 ambiente,	 y	 que	 posibilita	 imponer	 determinadas	 consecuencias	
accesorias	 a	 las	 personas	 jurídicas	 o	 empresas	 contaminantes.	 	 Sin	 embargo,	
recientemente,	 en	 España,	 el	 modelo	 para	 sancionar	 a	 las	 personas	 jurídicas,	











consecuencias	 accesorias	 del	 artículo	 129	 del	 Código	 penal:	 un	 primer	 paso	 hacia	 un	
sistema	 de	 responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas	 jurídicas»	 en	 Díez	 Ripollés/	 Romeo	
Casabona/	Gracia	Martín,	Higuera	Guimera,	(editores)	La	ciencia	del	derecho	penal	ante	el	
nuevo	 siglo.	 Libro	 homenaje	 al	 profesor	 Doctor	 Don	 José	 Cerezo	 Mir,	 Editorial	 Tecnos,	
Madrid,	 2003,	 pág.	 1153.	 BACIGALUPO	 SAGGESE,	 S.:	 «Las	 sanciones	 al	 Código	 penal	
aplicables	 a	 las	 personas	 jurídicas	 en	 los	 delitos	 contra	 el	 ambiente»	 en	 Jorge	 Barreiro	
(dir)	estudios	sobre	 la	protección	del	medio	ambiente	en	el	ordenamiento	 jurídico	español,	
Editorial	 Comares,	 Granada,	 2005,	 págs.	 151	 y	 ss.	 	 y	 FEIJOO	 SÁNCHEZ,	 B.:	 «Empresa	 y	
Delitos	contra	el	medio	ambiente»,	en	Jorge	Barreiro	(dir)	Estudios	sobre	la	protección	del	






artículo	 16	del	 CPP.	 	 Y	 para	 evitar	 lagunas	 en	 la	 aplicación	de	disposiciones	que	
describen	 hechos	 punibles	 especiales,	 el	 referido	 artículo	 amplía	 la	
responsabilidad	de	 las	personas	que	actúan	en	representación	de	otro.	Partiendo	
de	disposiciones	puntuales	de	la	legislación	anterior	se	formula	una	regla	general,	
que	 se	 refiere	 a	 todo	 tipo	 de	 representación	 legalmente	 reconocida;	 por	
consiguiente,	el	representado	puede	ser	una	persona	jurídica	o	una	persona	física.	
El	inciso	2°	del	artículo	16	CP	contiene	una	importante	innovación,	pues	atiende	a	
las	 cascadas	 de	 delegación	 de	 responsabilidades	 dentro	 de	 establecimientos	 o	
empresas609.	
Este	modelo	propio	indirecto	de	sanción	penal	a	personas	jurídicas,	también	
es	 aplicado	en	el	 StGB,	 	actuar	en	 representación	de	otro,	§	14,	puesto	que	no	ha	
introducido	preceptos	 sobre	 la	 imputación	directa	de	 las	personas	 jurídicas.	 	 Sin	
embargo	se	debe	destacar	que	desde	la	entrada	en	vigor	de	la	segunda	ley	para	la	







responderá	 personalmente	 por	 el	 hecho	 punible,	 aunque	 no	 concurran	 en	 ella	 las	














Sobre	 el	 punto,	 véase	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	 en	
Paraguay»,	en	Libro	colectivo	de	ponencias	realizadas	en	el	marco	del	Proyecto	de	la	Unión	





iniciar	 un	 procedimiento	 contravenciónal	 contra	 la	 empresa,	 con	 absoluta	
independencia	 del	 comienzo	 de	 un	 proceso	 contra	 una	 persona	 individual	 de	 la	
empresa,	 por	 lo	 que	 erradicó	 definitivamente	 el	 carácter	 de	 consecuencias	
accesorias	del	párrafo	30	de	la	Ley		de	contravenciones610.			
c)	 Responsabilidad	 propia	 directa:	 Es	 la	 que	 permite	 perseguir	 y	
sancionar	 de	manera	 inmediata	 a	 las	 personas	 jurídicas,	 sin	 que	 ello	 esté	
condicionado	 a	 la	 responsabilidad	 del	 representante,	 y	 sin	 que	 impida	 la	
eventual	 persecución	 y	 sanción	 de	 la	 persona	 física	 que	 haya	 tenido	 la	
dirección	de	la	acción	prohibida.	 	Este	modelo	fue	adoptado	principalmente	
por	países	regidos	por	el	Common	Law,	como	el	Reino	Unido	e	 Irlanda	del	
Norte611,	 aunque	 Holanda,	 país	 que	 no	 pertenece	 al	 Common	 Law,	 fue	
igualmente	 uno	 de	 los	 primeros	 en	 reconocer	 en	 su	 legislación	 la	
responsabilidad	moral	de	las	personas	jurídicas.		Francia,	lo	incorpora	en	el	
Código	 penal	 de	 1994	 estableciendo	 la	 sanción	 penal	 a	 las	 personas	
morales,	la	que	no	excluye	la	sanción	a	las	personas	físicas612.		Sin	embargo,	
la	 aspiración	 de	 los	 países	 regidos	 por	 el	 Derecho	 continental,	 para	
incorporar	 preceptos	 que	 permitan	 la	 directamente	 la	 sanción	 jurídico	
penal	 a	 las	 personas	 jurídicas,	 alcanza	 gran	 relevancia	 con	 el	 proceso	 de	
armonización	jurídico‐penal	desarrolladas	en	el	marco	de	la	Unión	Europea.			
En	 dicho	 proceso,	 el	 inicio	 de	 la	 criminalización	 	 a	 las	 personas	 jurídicas,	
viene	 dada	 por	 el	 Convenio	 para	 la	 protección	 de	 los	 intereses	 financieros	 de	 la	
Comunidad	 Europea,	 y	 que	 alcanza	 realmente	 consolidación	 con	 la	 propuesta	
contenida	en	el	Corpus	Juris	(Art.	14)	para	la	protección	de	los	intereses	financiero	














responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas	 jurídicas,	 pero	 no	 establecía	 el	 tipo	 de	
responsabilidad	penal	a	la	que	debía	estar	sujeta	la	persona	jurídica614,	hecho	que	ha	
llevado	al	Art.	9	de	dicha	propuesta,	a	convertirse	en	Derecho	comunitario	vigente	









diferentes	 sistemas	 de	 sanciones	 aplicadas,	 no	 tienen	 alcance	 para	 el	 real	
cumplimiento	 para	 la	 protección	 del	 ambiente.	 Este	 cumplimiento	 puede	 y	 debe	
reforzarse	mediante	 la	 aplicación	 de	 sanciones	 penales	 que	 pongan	 de	manifiesto	
una	 desaprobación	 social	 de	 naturaleza	 cualitativamente	 diferente	 a	 la	 de	 las	
sanciones	 administrativas	 o	 un	mecanismo	 de	 compensación	 conforme	 al	Derecho	
civil616.	 	 De	 esta	 forma,	 la	 referida	 Directiva	 adopta	 en	 su	 artículo	 6	 la	













del	 Seminario	 interuniversitario	 sobre	 la	 reforma	 del	 Código	 penal	 celebrado	 en	 la	






personas	 jurídicas618	estableciéndose	el	plazo	 límite	para	su	 transposición	 	en	 los	
Estados	miembros,	antes	del	26	de	diciembre	de	2010.			
Esta	Directiva,	es	por	tanto,	una	de	las	que	obliga	a	los	Estados	miembros	de	
la	 Unión	 Europea	 a	modificar	 las	 legislación	 penal,	 introduciendo	 preceptos	 que	
permitan	la	directa	sanción	penal	a	las	personas	jurídicas,	sin	que	ello,	obste		a	la	
aplicación	 de	 la	 sanción	 penal	 a	 las	 personas	 individuales	 que	 hayan	 tenido	
intervención	 en	 la	 realización	 de	 los	 delitos,	 y	 en	 este	 caso	 de	 los	 hechos	 que	
atentan	 gravemente	 contra	 el	 ambiente.	 	 Esta	 decisión	 de	 la	 Unión	 Europea,	
favorece	 a	 la	 articulación	 de	 medidas	 disuasorias	 a	 las	 actividades	 gravemente	
perjudiciales	 para	 el	 ambiente,	 y	 permitirán	 en	 efecto,	 la	 protección	 eficaz	 del	
ambiente	 ante	 riesgos	 y	 lesiones	 sustanciales	 al	 aire,	 estratosfera,	 al	 suelo,	 a	 las	
aguas,	a	los	animales	o	a	las	plantas,	incluida	la	conservación	de	las	especies619.	
Efectivamente	en	España,	está	en	vigencia	la	Ley	Orgánica	5/2010,	de	22	de	
junio,	 por	 la	 que	 se	modifica	 la	 Ley	 Orgánica	 10/1995,	 de	 23	 de	 noviembre,	 del	
Código	Penal,	en	 la	que	 introduce	el	precepto	que	permite	 la	 sanción	penal	 a	 las	
personas	jurídicas.	 	En	el	apartado	VII,	del	preámbulo	de	la	referida	Ley,	se	alude	
como	 fundamento	 de	 la	 modificación	 jurídica	 realizada	 recientemente,	 a	 los	
numerosos	 instrumentos	 internacionales	que	demandan	una	 respuesta	penal	 clara	
para	las	personas		jurídicas,	sobre	todo	en	aquellas	figuras	delictivas	donde	la	posible	
intervención	 de	 las	 mismas	 se	 hace	 más	 evidente.	 	 Figuras	 entre	 las	 que	
consideramos	 se	 encuentran	 los	 delitos	 contra	 el	 ambiente,	 que	 tienen	
generalmente	por	sujeto	activo	a	las	entidades	corporativas	que	no	sólo	trabajan	a	
















representantes	 legales	 y	 administradores	 de	 hecho	 o	 de	 derecho	 y	 también	 serán	
responsables	cuando	han	podido	realizar	 los	hechos	por	no	haberse	ejercido	sobre	
ellos	el	debido	control	atendidas	 las	concretas	circunstancias	del	caso.	 	Del	mismo,	
modo	 establece	 que	 la	 responsabilidad	 penal	 de	 la	 persona	 jurídica	 podrá	
declararse	 con	 independencia	 de	 que	 se	 pueda	 o	 no	 individualizar	 la	
responsabilidad	penal	de	la	persona	física.	Por	lo	que	en	consecuencia	se	suprime	
el	 actual	 apartado	 2	 del	 artículo	31.	 Así,	 se	 constata	 que	 el	 precepto	 señalado,	
responde	manifiestamente	a	lo	establecido	en	la	Directiva	señalada	anteriormente.	
2.1.1	 Imputación	directa	a	 las	personas	 jurídicas	en	el	marco	de	 los	
delitos	ambientales	
La	 reciente	 reforma	 penal	 de	 2010	 introduce	 la	 imputación	 directa	 a	 las	
personas	 jurídicas	 en	 el	 ordenamiento	 penal	 español,	 dando	 de	 este	 modo	 una	
respuesta	legal	a	la	necesidad	de	punir	a	las	sociedades	que	delincan	en	el	ejercicio	
de	 sus	 actividades.	 	 Esto	 permite	 a	 la	 actual	 legislación	 aumentar	 el	 número	 de	
sujetos	cuyos	actos	puedan	ser	imputados	a	las	personas	jurídicas.		En	este	sentido	
el	Art.	31	bis	numeral	1	prevé	doble	vía	para	la	imputación	a	la	persona	jurídica:	a)	
para	 los	 delitos	 cometidos	 por	 el	 administrador	 o	 representante	 de	 la	 persona	
jurídica,	 en	 su	 nombre	 o	 por	 su	 cuenta,	 y	 en	 su	 provecho,	 b)	 para	 los	 delitos	
cometidos	 por	 un	 empleado	 sometido	 a	 la	 autoridad	 del	 administrador	 o	
representante,	 cuando	 haya	 podido	 cometerlo	 debido	 a	 la	 falta	 de	 la	 debida	
vigilancia	sobre	él.		Y	el	numeral	2	del	Art.	31	bis,	prevé	la	imputación	a	la	persona	
jurídica	 de	 manera	 autónoma	 e	 independiente	 de	 la	 persona	 física	 que	 haya	








personas	 jurídicas,	 y	 sean	 por	 ello	 objeto	 de	 aplicación	de	 las	 sanciones	 penales	
previstas	en	el	Art.	33	numeral	7	del	CPE621.	
La	imputación	penal	de	las	personas	jurídicas	se	realiza	conforme	al	sistema	
numerus	 clausus	 de	 delitos,	 entre	 los	 que	 se	 encuentran	 el	 ámbito	 del	 delito	
ambiental	y	cuyos	Arts.	327	y	328,		prevén	actualmente	la	responsabilidad	directa	
a	 las	 personas.	 	 Así,	 el	 Art.	 327	 establece	 un	 doble	 sistema	 de	 penas:	 a)	 las	
obligatorias:	1)	aplicando	la	multa	de	dos	a	cinco	años,	si	el	delito	cometido	por	la	




jurídicas.	 	 Se	 observa	 igualmente	 que	 el	 Art.	 328.6,	 prevé	 para	 la	 sanción	 de	 las	
personas	jurídicas,	la	aplicación	de	penas	obligatorias	y	potestativas	previstas	en	el	
Art.	327,	pero	presenta	algunas	diferencias	referentes	al	sistema	de	multas,	puesto	




a	39;	 CARBONELL	MATEU,	 J.	 C.	 /	MORALES	PRATS,	 F.:	 «La	 responsabilidad	penal	 de	 las	
personas	jurídicas»	en	Álvarez	García,	F.	J.	/Gonzáles	Cussac	J.L.	(Dir.),	Editorial	Tirant	lo	
Blanch,	 Valencia,	 2010,	 55	 al	 90.	 MORALES	 PRATS,	 F.:	 «Responsabilidad	 penal	 de	 las	
personas	jurídicas	(Arts.	31	bis,	31.2	supresión,	33.7,	66	bis,	129,	130.2	CP)»	en	Quintero	
Olivares,	 (Dir.)	 Comentarios	 al	 Código	 penal	 español,	 editorial	 Aranzadi	 –	 Thomson,	
Pamplona,	2011,	págs.	45	a	69.	












Desde	 su	 incorporación	 como	 bien	 jurídico	 relevante	 para	 la	 legislación	
española,	 el	 medio	 ambiente,	 es	 objeto	 de	 modificaciones	 fundamentales	 que	
permite	observar	el	cambio	de	paradigma	del	legislador,	al	producirse	un	viraje	del	
modelo	antropocéntrico	radical	al	ecocéntrico	moderado.	 	Es	así,	que	se	observa,	
que	 la	 propia	 configuración	 y	 los	 elementos	 técnicos	 y	 normativos	 extrapenales	
que	fueron	valorados	en	la	primigenia	estructuración	de	los	tipos	que	protegen	el	
medio	 ambiente	 en	 el	 CPE,	 revelan	 la	 dificultad	 y	 la	 complejidad	 de	 la	
comprobación,	 de	 la	 consumación	 del	 delito	 ambiental.	 Por	 esta	 razón,	 en	 la	
legislación	española,	 se	ha	optado	por	 incorporar	 la	 técnica	de	delitos	de	peligro	
hipotético,	como	un	modelo	que	permite	eliminar	los	problemas	de	prueba	en	los	
delitos	ambientales.			
El	 tipo	 genérico	 de	 protección	 de	 los	 sistemas	 naturales,	 contenido	 en	 el	
Art.	325	del	 vigente	CPE,	 sin	 embargo,	mantiene	 su	 cota	de	 crítica	por	 su	propia	
configuración	 como	 delitos	 de	 peligro	 (puramente‐hipotético‐concreto)	 y	 la	
ineficacia	que	se	observa	al	momento	de	su	aplicación.	No	obstante,	se	encuentran	
jurisprudencias	 que	 en	 la	 práctica	 judicial,	 indican	 la	 existencia	 de	 un	 número	
elevado	 de	 sentencias	 sobre	 la	 materia,	 y	 que	 por	 tanto	 reflejan	 la	 aplicación	
frecuente	 de	 la	 norma.	 	 Hecho	 que	 podría	 llevar	 a	 inferir	 arriesgadamente,	 que	
existe	 un	 importante	 efecto	 preventivo	 respecto	 del	 delito	 de	 contaminación	
ambiental,	ya	que	el	tipo	que	protege	el	medio	ambiente	se	configura	como	un	tipo	
de	 actividad	 peligrosa,	 que	 puede	 influir	 en	 la	 desarticulación	 de	 actividades	
gravemente	 peligrosas,	 y	 producidas	 generalmente	 a	 través	 de	 los	
establecimientos	 industriales.	 Lo	 cuales,	 en	 la	 actualidad,	 son	 objeto	 de	 sanción	
penal	a	través	de	la	incorporación	del	Art.	31	bis,	y	cuya	aplicación	en	concordancia	
con	 los	 Arts.	 327	 y	 328,	 permite	 en	 el	 ámbito	 de	 los	 delitos	 ambientales	 la	
imputación	penal	directa	a	las	personas	jurídicas	en	el	CPE.	
                                                                                                                                                                              
1067.	 La	 misma,	 «La	 reforma	 de	 los	 delitos	 contra	 los	 recursos	 naturales,	 el	 medio	






Esta	 incorporación	 se	 remonta	 a	 la	 última	 reforma	 operada	 en	 el	 Código	
penal	 español	 por	 LO	 5/2010	 de	 22	 de	 junio,	 que	 en	 medio	 de	 críticas	 y	
ponderaciones	 establece	 la	 imputación	 directa	 a	 las	 personas	 jurídicas,	 que	 se	
fundamenta	 en	 la	 autonomía	 e	 independencia	 de	 su	 responsabilidad	 penal.		
Impronta	 que	 denota	 la	 opción	 del	 legislador	 por	 un	modelo	 penal	 que	 no	 deja	
pasar	 por	 alto	 los	 delitos	 cometidos	 por	 delincuentes	 de	 cuello	 blanco,	 quienes	
preferentemente	 utilizan	 las	 personas	 jurídicas	 para	 perpetrar	 ciertos	 hechos	
punibles,	 como	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente.	 Y	 que	 lleva	 por	 ello	 a	
entender	que	en	estos	ámbitos,	donde	se	establece	por	sistema	númerus	clausus,	la	
imputación	 de	 las	 personas	 jurídicas	 puede	 ser	 interpretado	 como	 un	 delito	
económico.	
Es	 por	 ello	 indiscutible	 que	 el	 medio	 ambiente	 reconocido	 como	 derecho	
humano,	 interés	 o	 bien	 jurídico	 protegido,	 se	 convierte	 en	 eje	 fundamental	 del	
desarrollo	económico	de	la	posmodernidad.		Sin	embargo,	el	alcance	de	su	protección	
aún	 permanece	 irresoluble	 en	 algunas	 legislaciones,	 donde	 su	 preservación	 y	
conservación,	 conllevan	 generalmente	 un	 conflicto	 de	 intereses	 de	 carácter	
económico,	que	genera	altos	costes	corporativos.		Ahora	bien,	esos	costes	pueden	ser	
sustituidos	 por	 dádivas,	 en	 contextos	 jurídicos	 donde	 el	 reconocimiento	 a	 los	
derechos	humanos	no	pasa	de	ser	una	simple	aspiración,	de	forma	que	la	ausencia	de	
un	 reconocimiento	 pragmático	 del	principio	de	dignidad	humana,	 permite	 abaratar	
los	 costes	 de	 la	 producción.	 	 Aquí	 	 radica	 entonces	 la	 problemática	 esencial	 de	 la	
protección	 del	 medio	 ambiente,	 la	 cual	 aún	 no	 ha	 recibido	 ningún	 revés	 desde	 el	
plano	jurídico	del	ius	puniendi.	
Esto	 se	 observa	 ante	 la	 imposibilidad	 de	 sancionar	 a	 empresas	
transnacionales	que	se	propagan	a	través	de	una	red	de	capital,	a	otros	países	con	
sistemas	 jurídicos	 laxos,	 en	busca	de	 fácil	 incremento	monetario.	 	Por	 tanto,	más	
allá	de	los	logros	alcanzados	por	el	Derecho	penal,	en	cuanto	a	la	delimitación	del	
medio	 ambiente	 como	 bien	 jurídico	 autónomo,	 la	 justificación	 de	 su	 protección	





el	 reto	 y	 la	 posibilidad	 de	 generar	 mecanismos,	 estrategias	 que	 permitan	 la	
aplicación	 de	 un	 Derecho	 penal	 global,	 internacional,	 sin	 sujeciones	 a	 limites	
territoriales,	ya,	que	hoy	día	no	solo	asistimos	a	la	Mundialización	de	la	economía,	
sino	 a	 la	 Globalización	 de	 los	 delitos	 ambientales,	 que	 son	 habitualmente	
perpetrados	de	manera	discriminada,	allá	(América	del	sur,	China,	India)	donde	la	
contingencia	 del	 sistema	 económico	 se	 apodera	 del	 hombre	 degradando	 su	
libertad,	para	luego,	apoderase	de	la	naturaleza	como	un	bien	alquilado	y	culminar	





doctrina	 una	 discusión	 que	 tenga	 por	 objetivo	 definir,	
sin	 dejar	 flancos,	 el	 bien	 jurídico	 susceptible	 de	
protección,	 como	 primer	 paso,	 y	 los	 límites	 de	 las	
mismas.	 	Recién	 entonces	 estaremos	 en	 condiciones	de	
afrontar	 en	 el	 Paraguay	 el	 desafío	 de	 redactar	 leyes	
penales	que	castiguen	conductas	antijurídicas.	Pues,	al	
no	 existir	 un	 sustento	 jurídico‐penal	 sólido,	 se	 asume	
innecesariamente	 el	 riesgo	 de	 crear	 un	 ordenamiento	













Al	 iniciar	este	 trabajo,	 se	ha	expuesto	que	 la	opción	por	una	 investigación	
meta	penal	del	medio	ambiente,	conducente	desde	 luego	al	objetivo	 fundamental	
que	es	el	análisis	de	su	protección	desde	el	artista	penal,	encuentra	su	leitmotiv	en	
el	 análisis	 político‐criminal	 del	 delito	 ambiental	 y	 en	 el	 llamado	 que	 hiciera	 la	




medio	ambiente,	 con	el	 fin	de	delimitar	 sin	dejar	 flancos,	 cual	 es	el	bien	 jurídico	
susceptible	de	protección623.	
Todo	 el	 desarrollo	 llevado	 a	 cabo	 en	 capítulos	 anteriores,	 ha	 permitido	
valorar	 en	 su	 conjunto	 los	 elementos	 meta‐penales	 que	 intervienen	 para	 la	
tipificación	de	los	delitos	contra	el	medio	ambiente	y	los	de	carácter	penal,	siendo	
precisamente	este	ámbito	el	que	denota	 lagunas	 jurídicas	en	 la	 configuración	de	
los	 tipos	 penales	 de	 protección	 al	 medio	 ambiente	 en	 el	 ordenamiento	 penal	
paraguayo,	 y	 en	 consecuencia	 su	 ineficacia	 como	 medio	 de	 prevención	 para	 la	
comisión	de	delitos	y	la	real	protección	de	las	bases	naturales	para	la	vida	humana.	
El	cometido	de	esta	investigación	llega	a	su	culmen	en	este	capítulo,	porque	





1.		 La	 tutela	 del	 medio	 ambiente	 en	 el	 ámbito	 del	 derecho	 penal	
paraguayo	
1.1		 Proceso	de	positivización		
Al	 igual	 que	 la	 legislación	 penal	 española,	 la	 protección	 penal	 del	 medio	
ambiente	 en	 la	 legislación	 paraguaya	 se	 ve	 impulsada	 por	 la	 influencia	 de	 los	
Tratados	 internacionales	 firmados	 por	 Paraguay624	 y	 fundamentalmente	 por	 la	
Constitución	 nacional	 de	 1992,	 que	 reconoce	 el	 Derecho	 al	 medio	 ambiente	
saludable,	 en	 el	 marco	 de	 los	 Derechos	 fundamentales.	 	 Precisamente	 su	
                                                            









legitimación	constitucional	 llevó	a	 la	 incorporación	de	los	delitos	contra	 las	bases	












deben	 preservarse	 en	 beneficio	 de	 las	 generaciones	 presentes	 y	 futuras».	
Alocución	que	 se	plasma	en	el	 reconocimiento	 constitucional	del	 ambiente	 como	




625	«Título	 II	De	 los	derechos,	de	 los	deberes	 	y	de	 las	garantías,	Capítulo	 I	De	 la	Vida	y	del	
Medio	Ambiente	establece:		
Art.	 7	 	 Derecho	 a	 un	 ambiente	 saludable:	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 habitar	 en	 un	
ambiente	 saludable	 y	 ecológicamente	 equilibrado.	 	 Constituyen	 objetivos	 prioritarios	 de	
interés	 social	 la	 preservación,	 la	 conservación,	 la	 recomposición	 y	 el	 mejoramiento	 del	
ambiente,	 así	 como	 su	 conciliación	 con	 el	 desarrollo	 humano	 integral.	 	 Estos	 propósitos	
orientaran	la	legislación		y	la	política	gubernamental.	
Art.	 8.	 De	 la	 protección	 ambiental:	 Las	 actividades	 	 susceptibles	 de	 producir	 alteración	
ambiental	serán	reguladas	por	 la	Ley.	 	Asimismo,	está	podrá	restringir	o	prohibir	aquellas	
que	 califique	 peligrosas.	 	 Se	 prohíbe	 la	 fabricación,	 el	 montaje,	 la	 importación,	 la	
comercialización,	la	posesión		o	el	uso	de	armas	nucleares	químicas	y	biológicas	así	como	la	










con	 una	 interpretación	 intermedia	 que	 refleja	 el	 doble	 carácter	 del	 ambiente	
antropocéntrico‐ecocéntrico;	 	 y	 reconoce	 y	 garantiza	 el	 Derecho	 a	 un	 ambiente	
saludable	 que	 tiene	 toda	 persona.	 	 Por	 otra	 parte,	 garantiza	 y	 establece	 los	




indemnización	 y	 recomposición	 del	 mismo	 (Art.	 8).	 	 Precepto	 éste	 en	 el	 que	 se	
garantiza	 igualmente	 la	 regulación	 del	 tráfico	 de	 recursos	 genéticos	 y	 de	 su	
tecnología,		precautelando	los	intereses	nacionales,	lo	que	demuestra	que	la	garantía		
constitucional	 de	 la	 protección	 al	 ambiente,	 tiene	 alcance	 a	 la	 regulación	 de	 los	
organismos	modificados	genéticamente	y	 la	precaución	de	 lo	que	es	 considerado	
interés	 nacional.	 Efectivamente,	 la	 amplitud	 de	 los	 intereses	 de	 una	 nación	 es	




lugar	 dar	 preeminencia	 a	 los	 derechos	 fundamentales	 basados	 en	 el	
reconocimiento	de	la	dignidad	humana.	
Los	 preceptos	 de	 los	 Arts.	 7	 y	 8	 de	 la	 Constitución	 nacional	 paraguaya,	
revelan	que	el	constituyente	adoptó	un	modelo	antropocéntrico‐ecocéntrico	para	
introducir	 el	 Derecho	 al	 ambiente	 saludable	 y	 la	 protección	 del	 ambiente,	 en	 el	
marco	 de	 los	 Derecho	 fundamentales.	 Sin	 embargo,	 también	 incorpora	 en	 este	







1.1.2	 Ley	 especial	 716/96	 que	 sanciona	 los	 delitos	 contra	 el	medio	
ambiente	
La	 primera	 respuesta	 al	mandato	 constitucional	 de	 sancionar	 penalmente	
los	delitos	contra	el	ambiente,	lo	constituye	la	Ley	especial	716/96,	que	establece	
la	 sanción	 penal	 al	 medio	 ambiente	 con	 una	 visión	 antropocéntrica627,	 y	 que	 al	
mismo	 tiempo	 deja	 entrever	 la	 perspectiva	 ecocéntrica,	 ya	 que	 incorpora	 en	 el	
mismo	tipo	penal	 la	protección	penal	de	 la	calidad	de	vida	humana,	del	equilibrio	







individual	 o	 colectivamente,	 	 a	 reclamar	 a	 las	 autoridades	 públicas	 medidas	 para	 la	
defensa	 del	 ambiente,	 de	 la	 integridad	 del	 hábitat,	 de	 la	 salubridad	 pública,	 del	 acervo	
cultural	nacional,	de	los	intereses	del	consumidor	y	de	otros	que	por	su	naturaleza	jurídica	
pertenezcan	a	 la	 comunidad	y	hagan	relación	con	 la	 calidad	de	vida	y	con	el	patrimonio	
colectivo».	
	





628	Artículo	5º.‐	 Serán	 sancionados	 con	penitenciaría	de	uno	a	 cinco	años	 y	multa	de	500	
(quinientos)	a	1.500	(mil	quinientos)	 jornales	mínimos	 legales	para	actividades	diversas	no	
especificadas:		










Derecho	 penal	 o	 absoluta	 dependencia	 del	 Derecho	 penal	 del	 Derecho	
administrativo.	 	 Es	 así	 que	 se	 observan	 medidas	 de	 regulación	 administrativa	
contenidas	en	un	tipo	penal,	y	no	en	una	Ley	de	carácter	administrativo	que	regule	
y	 gestione	 el	 desarrollo	 de	 actividades	 vinculadas	 con	 el	 medio	 ambiente,	 y	
sancione	 las	 infracciones	administrativas.	No	obstante,	en	 la	actualidad	se	cuenta	
con	leyes	administrativas	que	cumplen	con	la	función	de	prima	ratio	de	protección	
del	medio	ambiente	como	interés	jurídico.	
Esta	 legislación	 que	 permite	 la	 intervención	 del	 Derecho	 penal	 ante	 la	
comisión	de	los	hechos	no	siempre	graves	contra	el	medio	ambiente,	aún	sigue	en	





delito	 referente	 a	 la	 utilización	 de	 datos	 falsos	 o	 adulteración	 de	 los	 verdaderos	
estudios	 de	 impacto	 ambiental	 y	 los	 delitos	 realizados	 por	 algún	 funcionario	
público	(nacionales,	departamentales	y	municipales,	y	los	militares	y	policías)631,	a	
quienes	 se	 les	 aplicará	 una	 pena	 principal	 y	 otra	 complementaria.	 	 Estos	 tipos	
penales,	 y	 los	 otros	 contenidos	 en	 esta	 Ley	 especial,	 carecen	 de	 todo	 elemento	







militares	y	policías	que	 fueren	hallados	culpables	de	 los	hechos	previstos	y	penados	por	 la	
presente	Ley,	sufrirán,	además	de	 la	pena	que	 les	correspondiere	por	su	responsabilidad	en	








La	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Código	 penal	 paraguayo	 a	 través	 de	 la	
Ley	1160/97,	 derogó	 el	 antiguo	Código	penal	 de	1914,	 que	desfasado	para	 estos	
tiempos,	 se	 volvió	 	 antagónico	 con	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 Constitución	 de	












encuentran	 configurados	 como	 bienes	 jurídicos	 intermedios.	 Paradójica	 pero	
acertadamente,	el	Capítulo	 I	Hechos	punibles	contra	 las	bases	naturales	de	 la	vida	
humana,	 que	 engloba	 los	 tipos	 penales	 de	 protección	 del	 medio	 ambiente,	
entendido	 como	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 están	 configurados	 como	
                                                            
632	 Entre	 los	 proyectos	 se	 encontraba,	 el	 presentado	 por	 el	 Senador	 Evelio	 Fernández	
Arévalo,	 el	 Ejecutivo,	 y	 el	 Ministerio	 Publico.	 	 Finalmente	 surgió	 el	 Proyecto	 único	 del	
Senado,	 que	 posteriormente	 fue	 objeto	 de	 un	 desmesurado	 análisis	 en	 el	 Congreso	
Internacional	de	Política	Criminal	y	Reforma	Penal	llevado	a	cabo	en	Asunción	los	días	22,	
23	y	24	de	noviembre	de	1995.		Vid,	exposición	de	motivos	del	Código	penal	paraguayo	de	





fue	 realizada;	 DE	 ARAUJO,	 J.	 M.:	 «Congreso	 de	 reforma	 penal	 y	 política	 criminal	 del	
Paraguay»	en	Revista	de	Derecho	penal	y	criminología,	Nº	5,	1995,	pág.	1159.		RIVACOBA	Y	





















4º	 El	 que	 realizara	 el	 hecho	 mediante	 una	 conducta	 culposa,	 será	 castigado	 con	 pena	
privativa	de	libertad	de	hasta	dos	años	o	con	multa.		
5º	 El	 que	 conociera	 de	 un	 ensuciamiento	 o	 de	 una	 alteración	 de	 las	 aguas,	 que	 hubiera	
debido	 evitar,	 y	 omitiera	 tomar	 las	 medidas	 idóneas	 para	 desviar	 o	 reparar	 dicho	
resultado	y	dar	noticias	a	las	autoridades,	será	castigado	con	pena	privativa	de	libertad	de	
hasta	dos	años	o	con	multa.		



















utilizara	 abonos,	 fertilizantes,	pesticidas	u	otras	 sustancias	nocivas	para	 la	 conservación	
de	 los	 suelos,	 será	 castigado	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 de	 hasta	 cinco	 años	 o	 con	
multa.		








aunque	existan	 interpretaciones	en	 la	doctrina	extranjera	que	 lo	 considera	como	
un	delito	de	lesión634.	En	segundo	lugar	se	observa	que	los	delitos	cometidos	por	
imprudencia,	se	hallan	regulados	por	el	sistema	numerus	clausus,	encontrándose	el	
delito	 ambiental	 entre	 aquellos	 delitos	 que	 tienen	 alcance	 dentro	 del	 referido	
sistema.	
Se	 observa	 no	 obstante,	 en	 el	 ordenamiento	 penal	 paraguayo,	 lagunas	
jurídicas	 que	 indican	 la	 existencia	 de	 disociación	 entre	 una	 valoración	 político‐
criminal	y	el	 alcance	de	 la	norma	en	 la	protección	penal	del	medio	ambiente.	Ya	
que	 la	 protección	 autónoma	 del	 referido	 bien	 jurídico,	 no	 debe	 excluir	 la	
posibilidad	 de	 vincular	 la	 afección	 del	 ser	 humano	 o	 de	 la	 persona,	 como	
consecuencia	de	 la	 comisión	de	 los	delitos	 ambientales.	 	 Lo	 cual	 significa	que	de	
manera	 explícita	 la	 norma	 penal	 debería	 prever	 en	 el	 Capítulo	 I	 de	 los	 hechos	
punibles	contra	las	bases	naturales	de	la	vida	humana,	la	afección	de	la	salud	de	la	
persona,	 como	 un	 delito	 cualificado	 o	 como	 una	 agravante	 que	 permita	 la	
aplicación	 del	 concurso	 ideal.	 En	 razón	 de	 que	 el	 trasfondo	 social	 revela	 que	 la	
norma	 penal	 que	 protege	 al	 medio	 ambiente,	 no	 sólo	 se	 despliega	 sobre	 un	
contexto	 industrial	 sino	 fundamentalmente	 agropecuario,	 y	 de	 vinculación	
constante	entre	el	hombre	y	las	bases	naturales	de	la	vida	humana.		Afirmación	que	
no	pretende	retrotraeros	a	un	modelo	caduco,	que	condicione	la	configuración	del	
delito	ambiental	a	 la	afectación	de	 la	salud	de	 las	personas	e	 incluso	 la	vida,	sino	
prevea	las	consecuencias	en	este	ámbito	de	protección	penal.	
En	 este	 caso,	 como	 lo	 hemos	 señalado	 en	 todo	 el	 trabajo	 desarrollado,	 se	
considera	 acertada	 la	 introducción	 de	 la	 agravante	 que,	 a	 modo	 comparativo,	
encontramos	 en	 el	 Art.	325	 infine	 del	 Código	 penal	 español	 (que	 señala	
explícitamente	que	si	el	grave	perjuicio	fuese	para	la	salud	de	las	personas	la	pena	se	
                                                            













El	 Código	 penal	 paraguayo	 de	 1997,	 no	 obstante,	 se	 caracteriza	 por	 la	
innovación	 acertada	 del	 contenido	 de	 sus	 tipos	 penales,	 que	 incorpora	 la	
protección	autónoma	de	las	bases	naturales	de	la	vida,	y	lo	estructura	conforme	a	
los	problemas	y	 conflictos	emergentes	en	 la	 sociedad	postindustrial635.	 	 Esto	nos	
lleva	 a	 considerar,	 que	 ni	 la	 marcada	 influencia	 germana	 sobre	 el	 Código	 penal	
paraguayo	de	1997,	ni	 la	valoración	de	 la	propia	realidad	socio	ambiental636,	han	















636	 RIVACOBA	 RIVACOBA,	 M.:	 	 «Consideraciones	 críticas	 de	 carácter	 general	 acerca	 del	
proyecto	 del	 Código	 penal	 para	 el	 Paraguay	 (1995)»	 en	 Revista	 de	 Derecho	 penal	 y	














seguridad	de	 la	 vida	 y	de	 la	 integridad	 física	de	 las	personas»,	Capítulo	 I	 «Hechos	
punibles	 contra	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana»,	 lo	 cual	 denota	 una	
concepción	intermedia	del	bien	jurídico,	que	se	caracteriza	por	su	vinculación	con	
el	concepto	antropocéntrico.	 	En	cambio,	en	el	epígrafe	del	StGB	 la	nomenclatura	
utilizada	 es	 el	 de	 Delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente,	 que	 denota	 igualmente	 un	
carácter	 autónomo	 en	 la	 protección	 penal	 del	 bien	 jurídico,	 pero	 denota	 una	
concepción	más	bien	ecocéntrica	conservacionista.	
En	este	orden	de	cosas,	la	configuración	de	los	tipos	penales	de	protección	a	
las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 se	 caracterizan	 igualmente	 por	 la	
vinculación	del	Derecho	penal	 y	 el	Derecho	 administrativo,	 en	donde	 se	 observa	




los	 valores	 de	 emisión	 establecidos	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 competente;	
Art.	199,	el	que	violando	disposiciones	legales	o	administrativas,	reflejan	que	para	la	
realización	 del	 tipo	 delictivo	 sólo	 se	 exigen	 la	 contravención	 de	 la	 normativa	
administrativa	 y	 no	 así,	 la	 valoración	 de	 un	 elemento	 propio	 del	 Derecho	 penal.	
Como	 ocurre	 en	 el	 Código	 penal	 español,	 donde	 entran	 en	 juego	 la	 transgresión	
administrativa	y	también	la	valoración	realizada	por	Derecho	penal.		Sin	embargo,	
en	la	legislación	penal	paraguaya	se	observa	claramente	que	la	remisión	en	bloque	
del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 no	 sólo	 se	 concreta	 por	 el	
incumplimiento	de	normativas	de	carácter	administrativo	que	eleva	a	la	categoría	
de	 delito	 la	 infracción	 administrativa,	 sino	 también	 por	 el	 incumplimiento	 o	
ausencia	de	los	actos	administrativos.				
Es	 por	 ello	 que	 en	 el	 contexto	 de	 la	 doctrina	 paraguaya,	 no	 se	 ha		




traduce	 en	 el	 reforzamiento	 de	 la	 accesoriedad	 de	 actos	 administrativos637	 o	
accesoriedad	 de	 normas	 administrativas,	 o	 en	 su	 defecto,	 si	 el	 Derecho	 penal	
cumple	 con	 la	 función	 de	 ultima	 ratio	 de	 proteger	 también	 con	 sus	 elementos	
valorativos	y	normativos	a	las	bases	de	la	naturaleza	humana.		
1.2.2	 Interpretación	 antropocéntrica	 moderada	 derivada	 del	 título	
que	encierra	los	tipos	penales	de	protección	ambiental	
El	Capítulo	 I	Hechos	punibles	contra	 las	bases	naturales	de	 la	vida	humana	
del	CPP,	refleja	que	la	opción	del	legislador	paraguayo	ha	sido	englobar	a	los	tipos	
penales	 que	 protegen	 el	 agua,	 el	 suelo	 y	 la	 atmósfera,	 en	 una	 nomenclatura	 que	
vincule	las	bases	naturales	con	la	persona	humana.		Pudiendo	de	este	modo	llegar	
a	 configurar	 la	 interpretación	antropocéntrica	que	se	constata	en	 la	Constitución	
nacional	paraguaya.	 	Esta	 interpretación	constitucional	del	ambiente,	 como	ya	se	
apuntara,	 tiene	 una	 doble	 dimensión	 en	 el	 alcance	 de	 la	 protección	 que	 se	
despliega,	ya	que	abarca	el	ambiente	de	la	persona	y	el	ambiente	entendido	desde	
una	 interpretación	 estricta,	 como	 las	 bases	 naturales	 comprendidas	 por	 el	 agua,	
suelo	y	aire.	




que	 rigen	 el	 Derecho	 penal,	 representa	 no	 obstante	 una	 disociación	 entre	 la	
orientación	primera	que	emerge	tanto	de	la	constitución	como	de	la	nomenclatura	
utilizada	en	el	Código	penal	paraguayo	de	1997,	ya	que	se	ha	omitido	la	referencia	
a	 afectación	de	 la	 salud	de	 las	personas	 como	 consecuencia	de	 la	 contaminación	
ambiental	
                                                            
637	 En	 este	 sentido,	 CASAÑAS	 LEVI/	 GONZÁLEZ	 MACCHI/	 MERLO	 FAELLA,	 Legislación	
penal	ambiental	comentada,	op.	cit.,	págs.	39	y	40;		en	este	sentido	SCHÜNEMANN,	«Sobre	







contenidos	 en	 el	 Título	 «Hechos	 punibles	 contra	 las	 bases	
naturales	de	la	vida	humana»	
Siguiendo	 en	 orden	 a	 la	 precedente	 exposición,	 sobre	 los	 tipos	 penales	
protegidos	bajo	la	rúbrica	de	«Hechos	punibles	contra	las	bases	naturales	de	la	vida	
humana»,	 se	 observa	 que	 de	 aquellos	 deriva	 una	 interpretación	 ecocéntrica	
moderada,	porque	la	protección	se	concreta	de	manera	autónoma,	sobre	cada	base	
natural.	Las	que	no	se	encuentran	de	manera	acertada,	directamente	mediatizadas	
a	 los	 bienes	 jurídicos	 individuales	 para	 constatar	 la	 configuración	 del	 delito	
ambiental,	 pero	 al	 mismo	 tiempo	 no	 pierde	 de	 vista	 el	 principio	 de	 dignidad	
humana,	al	valorar	las	bases	naturales	como	bases	de	la	vida	humana.	
La	 concepción	 ecocéntrica	 también	 puede	 ser	 definida	 como	 pura,	 y	
antagónica	 al	 esencial	 concepto	 del	 antropocentrismo	 que	 protege	 al	 medio	
ambiente	 en	 función	a	 los	bienes	 jurídicos	 individuales	 salud	y	 vida.	 	 Pero	no	es	
acogida	 en	 el	 contexto	 del	 Derecho	 penal	 porque	 pretende	 prescindir	 de	 la	
conexión	 existente	 entre	 el	 ser	 humano	 y	 el	medio	 ambiente,	 y	 fundamentar	 	 la	




aparta	 de	 una	 interpretación	 del	 bien	 jurídico	 medio	 ambiente	 adecuado	 al	
ordenamiento	 jurídico	 penal.	 	 Razón	 por	 la	 que	 hemos	 señalado	 en	 reiteradas	
oportunidades	 que	 la	 opción	 por	 una	 configuración	 ecocéntrica	 de	 los	 tipos	
penales	 que	 protegen	 el	 medio	 ambiente	 en	 el	 CPP	 es	 acertada,	 porque	
proporciona	claridad	en	la	determinación	del	bien	jurídico	protegido,	pero	denota	














Desde	 la	 valoración	 especifica	 del	 tipo	 penal	 descrito	 en	 el	 Art.	 197	 del	
CPP639,	observamos	claramente	una	estructuración	ecocéntrica,	donde,	se	protege	
el	elemento	natural	agua	 como	componente	de	 las	bases	naturales.	 	Precisamente	



















4º	 El	 que	 realizara	 el	 hecho	 mediante	 una	 conducta	 culposa,	 será	 castigado	 con	 pena	
privativa	de	libertad	de	hasta	dos	años	o	con	multa.		
5º	 El	 que	 conociera	 de	 un	 ensuciamiento	 o	 de	 una	 alteración	 de	 las	 aguas,	 que	 hubiera	
debido	 evitar,	 y	 omitiera	 tomar	 las	 medidas	 idóneas	 para	 desviar	 o	 reparar	 dicho	
resultado	y	dar	noticias	a	las	autoridades,	será	castigado	con	pena	privativa	de	libertad	de	
hasta	dos	años	o	con	multa.		










de	 las	 personas	 están	 vinculadas	 de	 manera	 colateral	 al	 ambiente	 como	 bien	
jurídico.	 Afirmación	 que	 no	 pretende	 orientar	 a	 la	 subordinación	 de	 este	 bien	
jurídico	 colectivo	 a	 uno	 individual,	 sino,	 pretende	 la	 coexistencia	 de	 bienes	
jurídicos	 como	 fundamento	de	 una	 agravante	 contra	 los	 delitos	 ambientales	 que	





como	 un	 tipo	 penal	 con	 carácter	 ecocéntrico	 radical,	 puesto	 que	 este	 se	
fundamenta	en	el	valor	 intrínseco	que	se	 le	otorga	a	 los	elementos	naturales	que	
conforman	 el	 sistema	 natural	 o	 las	 bases	 naturales.	 Sin	 embargo,	 con	 la	
concurrencia	del	título,	capítulo	y	el	contenido	del	tipo	penal	que	protege	el	agua,	






que	 componen	 los	 sistemas	naturales,	 como	 lo	 contempla	 el	CPP.	 	Así,	 el	325	del	








Ciñéndonos	 exclusivamente	 al	 tipo	 penal	 que	 aquí	 abordamos,	 podemos	
concluir	virtuosamente	que	nos	encontramos	ante	el	elemento	acuático	como	bien	
jurídico,	 configurado	 con	 carácter	 colectivo,	 autónomo	 y	 ecocéntrico	 moderado,	
para	proteger	la	propiedad	del	agua.		De	modo	que	éste,	como	parte	integrante	de	
las	 bases	 naturales	 no	 sufra	 alteraciones	 perjudiciales.	 	 Sin	 embargo,	 al	 valorar	
sistemáticamente	 el	 elemento	 acuático	 como	 bien	 jurídico,	 observamos	 que	 la	
denominación	del	Capítulo	I	“Hechos	punibles	contra	las	bases	naturales	de	la	vida	
humana”	no	incardina	con	el		contenido	ecológico	de	este	tipo	penal.		
En	 este	 sentido,	 y	 de	modo	 comparativo,	 el	 CPP	 también	 se	 distancia	 del	
StGB,	 en	 razón	de	que	 le	 legislación	penal	 alemana	 enmarca	 los	 hechos	punibles	
contra	 el	 ambiente	 bajo	 la	 sección	 vigesimoctava	 Delitos	 contra	 el	 ambiente,	 sin	
embargo	 coincide	 con	 el	 carácter	 ecocéntrico	 moderado	 que	 de	 sus	 contenidos	
deriva,	y	sobre	el	que	la	doctrina	germana	considera	de	manera	unánime,	que	«no	












641	 TIEDEMANN,	 K.:	 «El	 Derecho	 penal	 alemán	 del	 ambiente:	 cuestiones	 dogmáticas	
novedosas»		op.	cit.,	pág.	181.		Sobre	este	punto,	véase	igualmente,	MENDOZA	CALDERÓN,	
S.:	 «La	protección	del	medio	 ambiente	 en	Alemania,	 Italia,	 Francia	 y	 España.	 Estudio	 de	








Siguiendo	 con	 la	 formulación	 finalista	 que	 predomina	 en	 el	 Código	 penal	
paraguayo,	 se	puede	 sostener	que	en	el	 artículo	197	se	protege	directamente	un	
elemento	de	las	bases	naturales,	cual	es	el	agua,	valorado	como	sustrato	material	y	
cuya	 alteración	 se	 constata	 con	 un	 perjuicio	 indebido.	 El	 que	 requiere	 de	 la	
comprobación	 de	 la	 existencia	 de	 una	 relación	 entre	 la	 voluntad	 del	 agente	 y	 el	
resultado,	pudiendo	de	este	modo	la	alteración	del	agua	ser	interpretada	como	un	
delito	 de	 resultado,	 como	 un	 delito	 de	 lesión642,	 que	 precisa	 un	 resultado	 típico	
para	la	concreción	del	delito.	
De	esta	forma,	el	tipo	penal	197	del	CPP,	no	tropezaría	con	el	problema	que	
tradicionalmente	 se	 le	 confiere	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 respecto	 a	 la		





642	 Sobre	 el	 punto	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	 en	
Paraguay»,	 en	 Libro	 colectivo	 de	 ponencias	 realizadas	 en	 el	 marco	 del	 Proyecto	 de	 la	
Unión	 Europea	 de	 Apoyo	 a	 la	 Modernización	 Institucional	 del	 Paraguay	 (Proyecto	
PRY/B7‐310/96/333).	 En	 prensa.	 También	 en	 Derecho	 comparado,	 MENDOZA	
CALDERÓN,	S.:	«La	protección	del	medio	ambiente	en	Alemania,	 Italia,	Francia	y	España.	
Estudio	de	Derecho	penal	comparado»	op.	cit.,		pág.	272,	la	autora	recuerda	las	posturas	en	
la	 doctrina	 penal	 alemana,	 respecto	 a	 la	 protección	 del	 agua.	 	 Así,	 las	 opiniones	 de	





práctica	 judicial,	 así	 en	 el	 Auto	 Interlocutorio,	 A.I:	 Nº	 477	 de	 fecha	 14	 de	 setiembre	 de	
2009,	emanado	del	 	 Juzgado	penal	de	garantías	de	la	ciudad	de	Coronel	Oviedo,	resuelve	











Ahora	bien,	 si	 nos	 situáramos	 en	 el	marco	de	 la	 formula	 funcionalista	 del	
Derecho	penal,	que	se	erige	sobre	 la	 finalidad	prioritaria	de	exclusiva	protección	
de	 bienes	 jurídicos,	 observamos	 la	 incorporación	 del	 concepto	 de	 peligro,	
configurado	 como	 una	 situación	 de	 peligro	 objetivo	 para	 bienes	 jurídico‐
penales643.		Por	lo	cual	se	requerirá	de	un	resultado	de	peligro	(peligro	concreto)	o	
de	 la	 valoración	 de	 la	 idoneidad	 del	 peligro	 (peligro	 hipotético),	 a	 través	 de	 la	
aplicación	 del	 criterio	 del	 riesgo	 permitido.	 	 Así,	 el	 delito	 ambiental	 se	 concreta	
mediante	 la	 creación	de	un	 acto	 indebido	que	 ensucie	 o	 altere	 las	 cualidades	del	
agua	 e	 infrinja	 las	normas	 y	 los	 actos	 administrativos,	 y	 derive	 de	 ello	 un	 riesgo	
grave	 para	 la	 indemnidad	 del	 agua,	 o	 su	 capacidad	 de	 regeneración644.	 	 De	 este	
modo,	se	puede	considerar	que	para	 la	consumación	del	delito	no	es	necesaria	 la	
destrucción	o	menoscabo	del	sustrato	de	la	acción,	que	en	este	ámbito	son	las	bases	











643	 CORCOY	 BIDASOLO,	 M.:	 Delitos	 de	 peligro	 y	 protección	 de	 bienes	 jurídico‐penales	
supraindividuales,	op.	cit.,	págs.	42	y	ss.	
	
644	 Sobre	 el	 punto	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	 en	
Paraguay»,	 en	 Libro	 colectivo	 de	 ponencias	 realizadas	 en	 el	 marco	 del	 Proyecto	 de	 la	










En	 esta	 línea,	 encontramos	 al	 Art.	 347	 bis	 del	 derogado	 Código	 penal	
español,	donde	el	carácter	antropocéntrico	radical	denotaba	que	 la	configuración	
del	delito	ambiental	se	condicionaba	a	la	afección	de	otro	bien	jurídico	con	entidad	
propia,	 con	 sustrato	 material,	 como	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 	 En	 la	 legislación	
española	 actual,	 como	 ya	 lo	 observamos,	 nos	 encontramos	 ante	 un	 precepto	 de	
carácter	autónomo	y	ecocéntrico	moderado,	que	hace	referencia	al	riesgo	grave	de	
la	salud	de	las	personas,	como	una	circunstancia	a	ser	valorada	como	agravante	del	
tipo,	 pero	 no	 así,	 como	 condicionante	 requerida	 para	 la	 configuración	 del	 delito	
ambiental,	 el	 que	 se	 configura	 por	 	 la	 afectación	 del	 equilibrio	 de	 los	 sistemas,	 a	
través	de	un	perjuicio	grave,	como	se	constata	en	el	Art.	325	del	CPE.		
Precisamente	 la	 diferencia	 principal	 que	 existe	 entre	 los	 preceptos	 que	
protegen	 el	 medio	 ambiente,	 radica	 en	 que	 el	 Código	 penal	 paraguayo	 no	
contempla	 ninguna	 referencia,	 ningún	 elemento	 del	 tipo	 que	 haga	 alusión	 a	 la	
lesión	o	puesta	en	peligro	grave	del	bien	jurídico	protegido,	por	lo	que	parecen	más	
bien	delitos	de	mera	desobediencia	administrativa646.		
Ahora	 bien,	 si	 esto	 refleja	 la	 necesaria	 confluencia	 del	 Derecho	
administrativo	 y	 el	 Derecho	 penal,	 	 para	 lograr	 una	 protección	 dinámica	 del	
ambiente,	no	justifica	sin	embargo	la	difuminación	del	límite	entre	ambas	áreas	del	
Derecho	 sancionador.	 Ya	 que	 en	 la	 norma	 penal	 no	 se	 incluye	 el	 elemento	
valorativo	 que	 indique	 con	 diferencia	 en	 que	 momento	 debe	 intervenir	 el	 ius	
puniendi,	y	la	norma	administrativa	encargada	de	regular	la	gestión	sustentable	de	
todas	 las	 aguas	 conforme	 a	 la	 Ley	 3239/2007	 De	 los	 recursos	 hídricos	 del	
                                                            
646	MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Los	 delitos	 contra	 el	medio	 ambiente	 en	 Paraguay»,	 en	 Libro	
colectivo	de	ponencias	realizadas	en	el	marco	del	Proyecto	de	la	Unión	Europea	de	Apoyo	
a	la	Modernización	Institucional	del	Paraguay	(Proyecto	PRY/B7‐310/96/333).	En	prensa.		











titularidad	 de	 este	 bien	 jurídico	 no	 recae	 sobre	 una	 sola	 persona,	 sino	 en	 la	
colectividad	o	 toda	 la	sociedad.	Por	este	motivo,	es	 igualmente	denominado	bien	
jurídico	de	titularidad	compartida,	en	donde	la	colectividad	como	sujeto	pasivo	del	
delito	 ecológico,	 podría	 	 convertirse	 en	 beneficiaria	 de	 toda	 acción	 reparadora	
cuya,	aplicación	en	su	caso	debería	 ser	 requerida	por	el	Ministerio	Público	como	
representante	 de	 la	 sociedad.	 	 Sin	 embargo,	 lo	 referente	 a	 la	 reparación	 por	 los	
daños	 causados	 al	 ambiente,	 no	 se	 encuentra	 prevista	 en	 el	 Código	 penal	
paraguayo,	 a	 diferencia	 del	 Código	 penal	 español	 vigente,	 que	 prevé	 la	 acción	
reparadora	 en	 	 sus	 artículos	 339	 y	 340.	Ubicado	 en	 la	 parte	 especial	 del	 cuerpo	
normativo	 referido,	 y	 en	 cuyos	 contenidos	 estructurados	 como	 sistema	numerus	




647	 Se	 encuentra	 pendiente	 el	 Decreto	 que	 reglamentará	 el	 procedimiento	 para	 la	
aplicación	de	las	sanciones	administrativas,	las	circunstancias	de	la	comisión	de	los	hechos	
y/o	conductas	que	las	generen,	y	su	gravedad.	 	Precisamente	La	CONAM	analizó	Decreto	
reglamentario	 de	 la	 Ley	 3239/2007	 de	 recursos	 hídricos,	 www.seam.gov.py/	
component/content/article/1‐latest‐news/296‐el‐conam‐analizo‐decreto‐reglamentario‐de‐
la‐ley‐	 323907‐de‐recursos‐hidricos.html	 (página	 visitada	 el	 26	 de	 octubre	 de	 2010):	 La	
ley	3239/07	 de	 Recursos	 Hídricos,	 está	 en	 vigencia	 desde	 el	 2007,	 regula	 la	 gestión	
sustentable	e	integral	de	todas	las	aguas	y	los	territorios	que	la	producen,	cualquiera	sea	su	
ubicación,	estado	físico	o	su	ocurrencia	natural	dentro	del	territorio	paraguayo,	con	el	fin	de	













condenado,	es	aplicado	con	el	 fin	de	prestar	a	 la	víctima	satisfacción	por	el	 ilícito	
ocasionado	 y	 restablecer	 la	 paz	 en	 la	 comunidad.	 Del	 mismo	modo,	 los	 artículos	
referidos	 son	 aplicados	 en	 concordancia	 con	 el	 Art.	 311649	 del	 Código	 procesal	
penal	 y	 el	 Art.	 25	 del	 mismo	 cuerpo	 normativo,	 que	 preceptúa	 los	 motivos	 de	
extinción	de	 la	acción	penal.	 	Así,	en	su	numeral	10	 	expresa	que	se	procederá	 la	
extinción	de	la	acción	penal	en	«los	hechos	punibles	contra	los	bienes	de	las	personas	
o	en	 los	hechos	punibles	 culposos,	por	 la	 reparación	 integral	del	daño	particular	o	




compensar	 a	 la	 sociedad	 con	 las	 obligaciones	 establecidas	 al	 autor	 del	 hecho	





649	 Art.	 311.	 CONCILIACIÓN.	 	 En	 los	 casos	 en	 que	 este	 código	 o	 las	 leyes	 especiales	
autoricen	la	extinción	de	la	acción	penal	por	la	reparación	del	daño,	el	Ministerio	Público	
podrá	solicitar	que	se	convoque	a	una	audiencia	de	conciliación.		El	juez	convocará	a	una		
audiencia	a	 las	partes	dentro	de	 los	cinco	días	y,	en	su	caso,	homologará	 los	acuerdos	y	
declarará	extinguida	la	acción	penal.	
	
650	Causa	 identificada	con	el	número	8430/08,	donde	 la	Fiscalía	 especializada	en	delitos	
ambientales	 labró	Acta	 de	 acuerdo	 para	 suspensión	de	procedimiento	a	prueba.	 	 En	 esta	
causa	 abierta,	 el	 Órgano	 requirente	 propuso	 condiciones	 que	 no	 sólo	 favorecían	 a	 la	
comunidad	 (Bº	 Los	 Naranjos	 de	 la	 ciudad	 de	 Ñemby)	 afectada	 por	 las	 inobservancias	
relativas	a	medidas	de	mitigación	de	impacto	ambiental,	realizadas	por	la	planta	industrial	
Chemtec,	sino	también	a	otras	instituciones	educativas,	como	escuelas	y	facultades.	Para	la	









multa	 de	 500	 (quinientos)	 a	 1.500	 (mil	 quinientos)	 jornales	mínimos	 legales	 para	
actividades	 diversas	 no	 especificadas:	 los	 que	 eludan	 las	 obligaciones	 legales	
referentes	a	medidas	de	mitigación	de	impacto	ambiental	o	ejecuten	deficientemente	
las	mismas),	 el	órgano	requirente	 invocó	el	Art.	44	y	 siguientes	del	Código	penal	
paraguayo,	en	concordancia	con	los	Arts.	22,	301,	y	308	del	Código	procesal	penal,	
solicitando	 la	 suspensión	condicional	del	procedimiento	a	prueba.	 	Ésta	permite	al	
autor	del	hecho	punible,	 tras	 la	 admisión	de	 los	hechos	y	 la	manifestación	de	 su	
voluntad	 de	 reparación,	 someterse	 a	 reglas	 de	 conducta	 y	 a	 determinadas	
obligaciones,	con	el	fin	de	restablecer	la	paz	en	la	comunidad	y	en	su	caso,	de	prestar	
a	la	víctima	satisfacción	por	el	ilícito	ocasionado.	
El	modelo	de	 reparación	utilizado	en	el	CPP,	 se	 funda	en	 los	 lineamientos	
del	adoptado	en	el	Código	penal	alemán,	donde	se	considera	la	reparación	del	daño	
como	 una	 circunstancia	 atenuante	 de	 la	 responsabilidad	 con	 incidencia	 al	
momento	 de	 fijar	 la	 pena	 o	 una	 obligación	 que	 se	 puede	 imponer	 para	 la	
suspensión	 condicional	 de	 la	 pena652.	 	 Esta	 última	 exégesis	 es	 la	 que	 se	 adecua	
plenamente	a	 la	configuración	de	 los	Arts.	44	y	45	del	Código	penal	paraguayo,	y	
permite	la	concreción	de	la	reparación	del	daño	causado,	a	través	de	prestaciones	
monetarias	 como	 las	 donaciones	 o	 contribuciones	 dinerarias	 a	 instituciones	 de	
interés	 social	 o	de	utilidad	pública.	 	 Por	 lo	 cual,	 no	 existen	dudas	en	 cuanto	que	
esta	 modalidad	 de	 reparación,	 que	 no	 se	 relaciona	 específicamente	 con	 la	
                                                                                                                                                                              
En	 cuanto	 las	 leyes	 penales	 especiales	 vigentes	 no	 sean	 expresamente	modificadas	 por	
este	Código,	las	sanciones	previstas	en	ellas	se	adaptarán	de	la	siguiente	manera:		




3.	 cuando	 la	 ley	prevea	como	única	 sanción	una	pena	privativa	de	 libertad	no	mayor	de	
tres	años,	se	agregará	como	sanción	facultativa	la	pena	de	multa.		
4.	 cuando	 la	 ley	 prevea	 como	 sanción	 única	 o	 alternativa	 una	 multa,	 sea	 ella	




652	 GALAIN	 PALERMO,	 (página	 visitada	 el	 4	 de	 julio	 de	 2010)	 ¿La	 reparación	 del	 daño	








Derecho,	 y	 que	permite	 al	 sujeto	 con	 suficiente	 capacidad	 económica	 sustituir	 la	
correspondiente	 pena	 privativa	 de	 libertad	 por	 obligaciones	 (prestaciones)	
interpuestas	 a	 través	 de	 la	 figura	 de	 suspensión	 a	 prueba	 de	 la	 ejecución	 de	 la	
condena	653.	
2.1.3	 Sujeto	activo	
El	 mensaje	 de	 la	 norma	 contenida	 en	 el	 artículo	 197	 Nº	 1º	 del	 CPP	 va	
dirigida	 de	 forma	 indeterminada	 e	 indiferenciada	 a	 cualquier	 sujeto	 que	 pueda	
realizar	 la	 conducta	 descrita	 en	 dicho	 tipo	 penal.	 En	 efecto,	 la	 utilización	 de	 la	
expresión	genérica	«el	qué»,	permite	una	interpretación	no	restringida	del	núcleo	
de	 los	 posibles	 sujetos	 activos	 y	 determina	 la	 configuración	 del	 delito	 ecológico,	
como	 un	 delito	 común	 al	 no	 requerir	 en	 su	 contenido	 característica	 específica	
alguna.		Sin	embargo,	del	numeral	2º	del	mismo	tipo	penal	que	agrava	la	pena,	se	
infiere	que	 tanto	el	 inciso	1º	 como	aquel,	 son	 interpretados	de	manera	 restricta,	
puesto	 que	 el	mensaje	 de	 la	 norma	 contenida	 en	 el	 2º	 inciso	 va	 orientada	 a	 los	
sujetos	que	cometan	un	hecho	punible	vinculado	a	una	actividad	industrial	o	de	la	




653	 Art.	 44	 Suspensión	 a	 prueba	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 condena:	…el	 tribunal	 ordenará	 la	
suspensión	de	su	ejecución	cuando	la	personalidad,	la	conducta	y	las	condiciones	de	vida	del	
autor	permitan	esperar	que	éste,	sin	privación	de	libertad	y	por	medio	de	obligaciones,	reglas	
de	 conducta	 o	 sujeción	 a	 un	 asesor	 de	 prueba,	 pueda	 prestar	 satisfacción	 por	 el	 ilícito	
ocasionado	y	no	vuelva	a	realizar	otro	hecho	punible.		
Art.	45.‐	Obligaciones:	2º	El	tribunal	podrá	imponer	al	condenado:	1.	reparar,	dentro	de	un	
















de	 la	vida	humana.	 	La	que	 estrictamente	debe	 ser	 interpretada	 como	 el	 sistema	
natural,	pues	 la	alteración	acuática	produce	el	desequilibrio	del	mismo,	y	esta	se	
produce	 por	 la	 potencialidad	 del	 peligro,	 del	 grave	 riesgo	 y	 de	 lesión	 que	 las	
actividades	 industriales	 pueden	 ocasionar	 al	 estar	 interconectadas	 con	 los	
elementos	naturales	para	el	cumplimiento	de	sus	fines,	los	que	si	bien	representan	
un	 factor	 importante	para	el	desarrollo	económico,	 también	en	razón	del	mismo,	
deben	realizar	sus	actividades	valorando	los	costes	que	conlleva	la	infravaloración	
o	desestimación	del	ambiente	conformado	por	sus	componentes	naturales.	
Resulta	 óbice	 que	 la	 estructuración	 del	 tipo	 penal	 abordado,	 omite	 la	
valoración	criminológica	y	característica	de	los	delitos	contra	el	ambiente,	 	donde	
la	representación	del	sujeto	activo	generalmente	recae	sobre	las	personas	jurídicas	






responderá	 personalmente	 por	 el	 hecho	 punible,	 aunque	 no	 concurran	 en	 ella	 las	























a	 quienes	 la	 norma	 debe	 emitir	 y	 a	 quienes	 emite,	 un	 mensaje	 con	 un	 efecto	
preventivo	 general	mucho	más	 elevado	 que	 para	 el	 común	 de	 los	 delincuentes656,	
puesto	 que	 la	 	 pérdida	 de	 statu	 y	 poder	 económico	 para	 aquellos	 significa	
verdaderamente	capitis	diminutio.		
Remitiéndonos	 nuevamente	 al	 sujeto	 activo	 del	 Art.	 197	 del	 CPP,	 DE	 LA	
CUESTA	AGUADO	sostiene	que	el	inc.	1º	del	referido	tipo,	tendría	alcance	a	sujetos	
individuales	o	colectivos	no	vinculadas	con	la	actividad	industrial	que	ocasiona	el	
vertido;	 y	 el	 inc.	 2º	 para	 empresas	 o	 administraciones	 vinculadas	 directa	 o	
indirectamente657	 con	 actividades	 industriales	 que	 dan	 lugar	 a	 vertidos	 que	
atentan	contra	el	equilibrio	del	ambiente	acuático.		




dediquen	 a	 ninguna	 actividad	 empresarial658.	 Ahora	 bien,	 en	 caso	 de	 que	 los	
sujetos	 individuales	 y	 colectivos	 	 estuvieran	 relacionados	 con	 las	 empresas,	 el	
                                                            








657	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 M.	 P.:	 (página	 consultada	 el	 15	 de	 noviembre	 de	 2005)	
Consideraciones	 sobre	 la	 protección	 ambiental	 en	 el	 Código	 Penal	 Paraguayo.	
http://www.pazenred.com.	
	







hecho	 punible	 cometido	 por	 los	 mismos	 seria	 valorado	 como	 una	 agravante,	
conforme	 al	 inc.	 2º	 de	 CPP.	 	 Tipificación	 de	 la	 que	 se	 puede	 deducir	 que	 el	
legislador	paraguayo	valoró	el	grave	peligro	que	puede	causar	para	el	bien	jurídico	
protegido,	una	actividad	industrial	o	empresarial	que	no	cumpla	con	obligaciones	
legales	 referentes	 a	medidas	 de	mitigación	 de	 impacto	 ambiental	 o	 la	 ejecución	
deficientemente	 de	 las	 mismas,	 así	 como	 la	 transgresión	 de	 las	 disposiciones	








no	 encontraría	 un	 vacío	 legal	 en	 el	 tipo	 básico,	 sino	 se	 fundamentaría	 en	 las	
características	del	sujeto659.	
Sería	sin	embargo	acertado,	que	las	agravantes	no	se	fundamenten	por	las	
características	 del	 sujeto	 autor	 del	 delito,	 sino	 cuando	 se	 produzcan	 riesgos	 de	
deterioro	 irreversible	 o	 catastróficos	 para	 el	 equilibrio	 del	 agua	 o	 el	 recurso	
hidráulico660,	o	por	el	daño	de	un	recurso	hidráulico…	que	no	pueda	ser	eliminado…	
después	de	 largo	 tiempo661.	 	Así	mismo	 también,	 sería	 	 atinado	 incorporar	 como	
agravante,	 el	 riesgo	grave	para	 la	 salud	de	 las	personas662	 o	 la	muerte	 y	 el	grave	
daño	para	la	salud	de	las	personas,	y	del	peligro	de	muerte	o	el	peligro	para	la	salud	
                                                            
659	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 M.	 P.:	 	 (página	 consultada	 el	 15	 de	 noviembre	 de	 2005)	



















Pero	 retomando	 al	 sujeto	 activo	 de	 este	 delito,	 no	 quepa	 duda	 de	 que	
generalmente	los	delitos	ambientales	son	cometidos	a	través	de	las	corporaciones	
o	establecimientos	industriales,	razón	por	la	que	es	aplicado	el	Art.	197.	inc.	2	del	














responderá	 personalmente	 por	 el	 hecho	 punible,	 aunque	 no	 concurran	 en	 ella	 las	




















este	 trabajo,	 es	 sin	 embargo	 una	 institución	 jurídica	 muy	 vinculada	 a	 los	 delitos	
contra	el	medio	ambiente	en	razón	de	que	generalmente	los	entes	corporativos	o	a	
través	 de	 estos,	 se	 produce	 la	 capacidad	 de	 llegar	 a	 contaminar	 o	 desequilibrar	
realmente	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana.	 	 Del	 mismo	 modo,	 el	 concepto	
técnico	jurídico	de	imputación	a	las	personas	jurídicas	está	vinculado	a	la	aplicación	




Precisamente,	 hemos	 señalado	 en	 páginas	 anteriores,	 que	 la	 reticencia	 a	 la	
aplicación	de	sanciones	penales	a	las	personas	jurídicas,	se	debe	a	la	naturaleza	de	la	
tradición	 jurídico	 penal	 continental.	 Sin	 embargo,	 en	 los	 últimos	 veinte	 años,	 han	
sido	 numerosos	 los	 países	 europeos	 que	 han	 introducido	 en	 los	 códigos,	
consecuencias	 penales	 para	 las	 empresas	 que	 delincan.	 	 Así,	 Holanda,	 Portugal,	
Francia,	 Finlandia,	 España,	 Bélgica	 o	 Suiza,	 han	 incorporado	 mecanismos	 para	
aplicar	medidas	o	sanciones	penales	a	las	personas	jurídicas;		sólo	Alemania	e	Italia	
han	sido	los	países	reticentes	a	abolir	el	principio	societas	delinquire	non	potest666.				
En	 este	 sentido,	 la	 legislación	portuguesa,	 ha	 sido	una	de	 las	 primeras	 en	
incorporar	 la	 imputación	 a	 las	 personas	 jurídicas	 en	 el	 marco	 del	 tratamiento	
                                                            
665	 Sobre	 este	 punto	 véase	 in	 extensu	 	 GRACIA	 MARTIN,	 L.:	 Actuar	 en	 lugar	 de	 otro	 en	





ambiental,	Editorial	 Atelier,	 Barcelona,	 2007,	 pág.	 161.	 	 En	 Alemania	 la	 responsabilidad	
penal	 de	 las	 empresas	 por	 comisión	 de	 delitos	 está	 regulada	 por	 la	







sistemático	 de	 los	 crímenes	 contra	 la	 economía	 o	 de	 las	 infracciones	
pertenecientes	al	denominado	Derecho	penal	secundario667.		Ya	COSTA	ANDRADE,		






Este	 fue	 uno	 de	 los	 primeros	 modelos	 de	 sanción	 penal	 a	 las	 personas	
jurídicas	 incorporado	 en	 el	 marco	 de	 las	 legislaciones	 de	 tradición	 jurídico	
continental,	 que	 quebró	 el	 principio	 societas	 delinquire	 non	 potest,	 y	 que	 en	
palabras	 de	 COSTA	ANDRADE,	 permite	 contrarrestar	 	 «la	 ineficacia	 de	 cualquier	
política	 de	 represión	 y	 prevención	 que	 no	 recaiga	 directamente	 contra	 las	
organizaciones	 burocráticas	 e	 impersonales	 que	 se	 convierten	 en	 los	 principales	
operadores	del	mundo	del	negocio»,	donde	precisamente	«aparece	la	criminalidad	
económica	 o	 ecológica	 como	 el	 campo	 privilegiado	 de	 punición	 de	 las	 personas	
colectivas»670.		Es	así	que	a	través	del	Art.	11	del	Código	Penal	portugués	de	1995,	
se	introduce	la	sanción	a	las	personas	jurídicas	a	través	del	reconocimiento	como	
regla	 general	 de	 la	 imputación	 a	 la	 persona	 física,	 y	 excepcionalmente	 de	 la	
                                                            
667	COSTA	ANDRADE,		M.:	«O	novo	Código	penal	e	a	moderna	criminología»,	en	Jornadas	de	



















persona	 jurídica:	 	 «salvo	disposiciones	 en	 contrario,	 sólo	 las	personas	 individuales	
son	susceptibles	de	responsabilidad	penal».	
En	 este	 mismo	 sentido,	 también	 en	 otras	 legislaciones	 la	 constante	 tensión	
entre	desarrollo	tecnológico,	fuente	de	trabajo	proporcionado	por	las	corporaciones	y	
la	 apuesta	 por	 la	 conservación	 y	 protección	 del	 medio	 ambiente,	 atina	 desde	 una	
perspectiva	 criminológica	 a	 los	 presupuestos	 del	 denominado	 Derecho	 penal	
económico	 o	 Derecho	 penal	 de	 la	 empresa	 como	 parte	 integrante	 de	 aquel.		
Afirmación	 que	 lo	 enmarca	 en	 el	 contexto	 de	 los	 delitos	 económicos671,	 en	 sentido	
amplio,	porque	su	detrimento	desde	la	perspectiva	ambiental	economicista,	afecta	«el	
orden	económico	entendido	como	regulación	jurídica	de	la	producción,	distribución,	
y	 consumo	 de	 bienes	 y	 servicios»672.	 La	 mayoría	 de	 las	 conductas	 que	 afectan	 de	
forma	relevante	al	medio	ambiente	se	desarrollan	en	 la	actividad	de	producción	de	
bienes	o	actividad	empresarial,	 razón	por	 la	que	el	 tipo	penal	el	Art.	197	y	198	del	
Código	penal	paraguayo,	el	Art.	326	y	328	del	Código	penal	español	y	el	325	y	ss.	del	
Código	 penal	 alemán,	 hacen	 referencia	 a	 los	 supuestos	 delictivos	 que	 pudieran	
perpetrarse	 a	 partir	 del	 funcionamiento	 industrial,	 el	 que	 forma	 parte	 del	 ciclo	 de	
desarrollo	de	la	economía.	
Es	 así	 que	 en	 España,	 según	 hemos	 observado	 en	 capítulos	 anteriores,	 se	
introdujo	primeramente	la	imputación	indirecta	a	las	personas	jurídicas	a	través	del	
derogado	Art.	31	y	del	Art.	129	del	Código	penal	español,	pero	con	la	modificación	
operada	por	Ley	Orgánica,	de	22	de	 junio,	 se	 introduce	 la	 imputación	directa	a	 las	
personas	 jurídicas,	 a	 través	 del	 Art.	 31	bis,	 y	 que	 en	 concordancia	 con	 el	 Art.	 327	
                                                            
671	 En	 esta	postura,	TERRADILLOS	BASOCO,	 J.:	Derecho	penal	del	medio	ambiente,	 Editorial	
Trotta,	Madrid,	1997,	pág.	46.	El	mismo	autor:	Derecho	penal	de	la	empresa,	Editorial	Trotta,	
Valencia,	 1995,	 págs.	 15	 y	 16.	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 P.	 M.:	 Respuesta	 penal	 al	 peligro	
nuclear,	op.	cit.,	pág.	67.	
	
672	 BACIGALUPO	 ZAPATER,	 E.:	 «La	 instrumentación	 técnico‐legislativa	 de	 la	 protección	
penal	 del	medio	 ambiente»	 en	Estudios	 penales	 y	 criminológicos,	 Universidad	 Santiago	 de	
Compostela,	1982,	pág.	196.	 	BAJO	FERNÁNDEZ,	M.	/	BACIGALUPO	SAGUESSE,	S.:	Derecho	
penal	 económico,	 Editorial	 Centro	 de	 Estudios	 Ramón	 Areces,	 Madrid,	 2001,	 pág.	 17.		







permite	 	 sancionar	 a	 las	 personas	 jurídicas	 responsables	 de	 los	 delitos	 contra	 el	
medio	ambiente,	recogidos	en	los	artículos	325,	326	y	328.6	del	vigente	CPE.	
En	 la	 región	 del	 MERCOSUR,	 la	 legislación	 brasileña	 a	 través	 de	 la	 Ley	
Nº	9605	del	año	1998,	establece	 las	«disposiciones	sobre	 las	sanciones	penales	y	
administrativas	derivadas	de	conductas	y	actividades	lesivas	del	medio	ambiente	y	
de	 otras	 providencias».	 Esta	 Ley	 especial	 se	 caracteriza	 por	 introducir	 la	
imputación	penal	a	las	personas	jurídicas,	y	posibilitar	con	ello	el	alcance	punitivo	
a	la	actividad	empresarial	contaminadora.	Sin	embargo,	esta	incorporación	jurídica	
es	 objeto	de	 constantes	 críticas	por	un	 sector	 amplio	de	 la	 doctrina	brasileña673,	
que	 sobre	 la	 base	 de	 la	 defensa	 de	 la	 imputación	 penal	 subjetiva,	 apuestan	 no	
obstante	 por	 la	 previsión	 de	 consecuencias	 accesorias	 como	 vía	 intermedia	 que	
permite	 la	 aplicación	 de	medidas	 de	 seguridad	 con	 carácter	 penal	 o	medidas	 de	
carácter	 coercitivo	 (como	 la	 multa)	 a	 las	 personas	 colectivas	 que	 delincan,	
procurando	de	este	modo	la	vigencia	el	principio	societas	non	potest	delinquiere.		
Máxima,	 que	 desde	 una	 interpretación	 político‐criminal,	 jurídica	 y	
jurisprudencial	ha	sido	quebrada	desde	la	entrada	en	vigencia	de	la	Ley	brasileña	
Nº	9605	del	año	1998,	en	cuyo	Art.	3	establece	que	«Las	personas	jurídicas	serán	
responsabilizadas	 administrativa,	 civil	 y	 penalmente	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	
esta	 Ley,	 en	 los	 casos	 en	 que	 la	 infracción	 sea	 cometida	 por	 decisión	 de	 su	
representante	 legal	 o	 contractual,	 o	 de	 su	 órgano	 colegiado,	 en	 el	 interés	 o	
                                                            
673	 MENDEZ	 DE	 CARVALHO.	 E,	 MENDEZ	 DE	 CARVALHO.	 G.:	 «Direito	 penal	 del	 risco	 e	
responsabilidade	penal	das	pessoas	jurídicas:	a	propósito	da	orientacão	jurisprudencial	do	
Superior	 Tribunal	 de	 Justicia»	 en	 Regis	 Prado/	 Ariel	 Dotti	 Responsabilidade	 penal	 da	
pessoa	 jurídica.	 	Em	defesa	do	princípio	da	imputacão	penal	subjetiva,	Editora	Revista	Dos	




Responsabilidade	 Penal	 da	 Pessoa	 Jurídica»	 in	 Pasos	 Freitas	 (organizador)	 Direito	
Ambiental	em	 Evolução,	 Volume	 1,	 2ª	 ed.	 Jurúa	 editora,	 Curitiva,	 2009,	 	 pág.	 45.	
PASSOS	DE	FREITAS,	 W.:	 (página	 consultada	 el	 15	 de	 setiembre	 de	 2009	



















las	 especiales	 cualidades	 personales,	 las	 relaciones	 o	 las	 circunstancias	 (características	
especiales	 personales),	 también	 se	 debe	 aplicar	 al	 representante	 aun	 cuando	 esas	
características	no	las	tenga	él	pero	si	existan	en	el	representado.	




corresponden	 al	 propietario	 de	 la	 empresa,	 y	 actúa	 el	 con	 fundamento	 en	 ese	 encargo,	





correspondiente	 para	 una	 entidad	 que	 salvaguarda	 tareas	 de	 la	 administración	 pública,	
entonces	se	debe	aplicar	mutatis	mutandis	la	primera	frase.	







responderá	 personalmente	 por	 el	 hecho	 punible,	 aunque	 no	 concurran	 en	 ella	 las	













la	 punibilidad676.	 	 No	 obstante,	 de	 la	 propia	 configuración	 del	 Art.	 16,	 se	 puede	
inferir	que	la	primera	exégesis	debe	ser	utilizada	en	el	momento	de	su	aplicación.		
De	este	modo,	en	el	marco	de	la	legislación	penal	paraguaya,	el	supuesto	de	
hecho	de	 la	actuación	en	 representación	de	otro,	 se	 configura	por	 la	 comisión	de	
determinadas	conductas	por	las	que	los	verdaderos	autores	materiales,	no	pueden	
ser	 considerados	 autores	 en	 sentido	 estricto	 de	 la	 palabra,	 	 y	 establece	 que	 el	
representado	 pueda	 ser	 una	 persona	 física	 como	 una	 persona	 jurídica.	 	 En	 este	
ámbito	 de	 protección	 será	 aplicado	 efectivamente	 el	 inc.	 2º	 del	 Art.	 16	 del	 CPP,	











675	 En	 esta	 línea,	 GRACIA	MARTIN,	 C.:	Actuar	 en	 lugar	de	 otro	 en	Derecho	 penal.	Teoría	
general,	op.	cit.,	pág.	84.	
	
676	 En	 esta	 línea,	 GÓMEZ	 BENÍTEZ,	 J.	 M.:	 Teoría	 jurídica	 del	 delito.	Derecho	 penal	 parte	
general,	Editorial	Civitas,	Madrid,	1984,	pág.	569.	La	doctrina	penal	española	planteaba	la	
actuación	en	 lugar	de	otro	como	problema	de	 laguna	 legal	de	punibilidad,	vinculada	a	 la	
vigencia	 del	 principio	 societas	 delinquere	 non	 potest.	 En	 las	 reformas	 de	 carácter	 penal	
operadas	en	1995	y	2010,	se	derogaron	respectivamente	los	Art.	15	y	31,	que	contenían	la	
cláusula	 que	 sancionaba	 penalmente	 al	 que	 actúa	 en	 lugar	 de	 otro	 o	 en	 nombre	 y	




677	 SCHÖNE,	W.:	 «La	 ley	 1160/97	 Código	 penal	 de	 la	 República	 del	 Paraguay»	 en	 libro	







vida	 humana,	 se	 observa	 que	 en	 la	 práctica678	 el	 sujeto	 que	 representa	 a	 un	
establecimiento	 no	 vinculado	 a	 la	 industria	 (como	 son	 los	 establecimientos	
ganaderos)	y	eludan	 las	obligaciones	 legales	referentes	a	medidas	de	mitigación	de	
impacto	 ambiental	 o	 ejecuten	 deficientemente	 las	 mismas,	 son	 generalmente	
sancionados	 conforme	 a	 la	 Ley	 especial	 Nº	 716/95	 de	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente679,	 pero	 los	 establecimientos	 permanecen	 como	 sujetos	 del	 Derecho	
administrativo.	 	De	este	modo,	en	razón	a	 la	Ley	Nº	1561/00	que	crea	el	Sistema	
Nacional	 del	 Ambiente,	 el	 Consejo	 Nacional	 del	 Ambiente	 y	 la	 Secretaria	 del	
Ambiente	(SEAM)	se	aplican	las	medidas	de	protección	ambiental,	conforme	a	los	
presupuestos	 de	 prejudicialidad680.	 Por	 lo	 cual,	 se	 deberá	 primeramente	 decidir	
sobre	 dicha	 cuestión	 que	 incidirá	 sobre	 el	 pronunciamiento	 de	 la	 cuestión	
principal	discutida,	en	razón	de	que	la	cuestión	prejudicial	suspende	el	juicio	penal.		
Del	 mismo	 modo,	 en	 caso	 de	 que	 el	 sujeto	 sea	 representante	 de	 un	









d)		Los	 que	 empleen	 datos	 falsos	 o	 adulteren	 los	 verdaderos	 en	 estudios	 y	
evaluaciones	 de	 impacto	 ambiental	 o	 en	 los	 procesos	 destinados	 a	 la	 fijación	 de	
estándares	oficiales;	y,	
e)		Los	 que	 eludan	 las	 obligaciones	 legales	 referentes	 a	 medidas	 de	 mitigación	 de	
impacto	ambiental	o	ejecuten	deficientemente	las	mismas.	
	
680	 Art.	 327	 del	 Código	 procesal	 penal	 paraguayo:	 Cuestión	 prejudicial.	 La	 cuestión	
prejudicial	 procederá	 cuando	 sea	 necesario	 determinar	 un	 procedimiento	 extrapenal	 la	
existencia	de	uno	de	 los	elementos	constitutivos	del	hecho	punible.	 	La	cuestión	prejudicial	
podrá	 ser	 planteada	 por	 cualquiera	 de	 las	 partes	 ante	 el	 juez,	 por	 escrito	 fundado,	 y	
oralmente	en	el	juicio.	El	juez	determinará	la	cuestión	prejudicial	en	forma	de	incidente,	y	si	
acepta	su	existencia	suspenderá	el	procedimiento	penal	hasta	que	en	el	otro	procedimiento	
recaiga	 resolución	 firme,	 sin	perjuicio	de	que	 se	 realicen	 los	actos	de	 investigación	que	no	
admitan	demora.	 	Si	el	 imputado	se	encuentra	detenido,	se	ordenará	su	 libertad.	 	Si	el	 juez	








Ley	 especial	 Nº	 716/95	 de	 delitos	 contra	 el	medio	 ambiente	 y	 la	 Secretaria	 del	
Ambiente	 (SEAM)	 se	 encarga	 de	 aplicar	 las	medidas	 de	 protección	 ambiental	 al	





paraguayo	 fue	 promulgado	 con	 posterioridad	 a	 la	 Ley	 especial.	 	 Sin	 embargo,	 el	
Digesto	 penal	 de	 1997	 establece	 en	 el	 Art.	 321	 la	 adaptación	 general	 de	 las	
sanciones	en	 las	 leyes	especiales681,	con	 lo	cual	al	no	ser	expresamente	derogada	
en	su	totalidad	la	Ley	especial	Nº	716/95	que	sanciona	los	delitos	contra	el	medio	
ambiente,	sigue	en	vigencia	de	modo	parcial,	ya	que	 los	Arts.	7	y	8	de	 la	referida	
norma682,	 han	 quedado	 tácitamente	 derogados	 por	 el	 Art.	 198	 (protección	 de	 la	





En	 cuanto	 las	 leyes	 penales	 especiales	 vigentes	 no	 sean	 expresamente	modificadas	 por	
este	Código,	las	sanciones	previstas	en	ellas	se	adaptarán	de	la	siguiente	manera:		









682	 Artículo	 7:	 Los	 responsables	de	 fábricas	o	 industrias	que	descarguen	gases	o	desechos	
industriales	 contaminantes	 en	 la	 atmósfera,	 por	 sobre	 los	 límites	 autorizados	 serán	
sancionados	 con	 dos	 a	 cuatro	 años	 de	 penitenciaría,	 más	 multa	 de	 500	 (quinientos)	 a	
1.000	(mil)	jornales	mínimos	legales	para	actividades	diversas	no	especificadas.		
Artículo	 8º	 :	 Los	 responsables	 de	 fábricas	 o	 industrias	 que	 viertan	 efluentes	 o	 desechos	
industriales	 no	 tratados	 de	 conformidad	 a	 las	 normas	 que	 rigen	 la	 materia	 en	 lagos	 o	
cursos	de	agua	subterráneos	o	superficiales	o	en	sus	riberas,	serán	sancionados	con	uno	a	








En	 definitiva,	 todos	 estos	 aspectos	 circundantes	 a	 la	 valoración	 de	 la	
persona	 jurídica	como	sujeto	activo	del	delito,	nos	 lleva	a	 tres	observaciones.	 	La	
primera,	es	la	ratificación	de	que	el	autor	por	antonomasia	del	delito	ambiental	son	
las	personas	jurídicas,	ya	que	son	las	empresas	vinculadas	directa	e	indirectamente	
al	 sector	 industrial,	 las	 que	 contaminan	 o	 a	 través	 de	 las	 que	 se	 contamina	 de	
manera	 ingente	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana.	 La	 segunda,	 el	
planteamiento	de	un	estudio	acerca	de	la	posibilidad	de	tipificar	el	delito	contra	el	
medio	ambiente	como	un	delito	especial,	 así	 como	ya	 lo	planteara	en	el	doctrina	
española	GÓMEZ	MARTIN,	quien	sostiene	que	«el	legislador	tipifica	en	estos	delitos	
conductas	susceptibles	de	ser	cometidas	por	cualquiera	como	clase	de	conductas,	
























ingentes	 de	 ciertos	 elementos	 químicos	 en	 el	 ámbito	 acuático	 (como	 son	 los	




se	 lo	 puede	 interpretar	 conforme	 a	 la	 figura	 de	 autor	mediato	 introducido	 por	
ROXIN	en	el	marco	de	la	doctrina	penal	alemana686.		Sin	embargo,	tanto	la	doctrina	
como	 la	 práctica	 judicial	 paraguaya,	 se	 pronuncian	 uniformemente	 a	 partir	 del	
concepto	 finalista	de	autor,	 «Los	autores	 tiene	el	dominio	del	hecho,	 es	decir,	de	


















FARALDO	 CABANA,	 Responsabilidad	 penal	 del	 dirigente	 en	 estructuras	 jerárquicas,	
Editorial	Tirant	lo	Blanch,	Valencia,	2004,	págs.	25	y	ss.	
	
687	 CASAÑAS	 LEVI,	 J.:	Manual	de	Derecho	penal	parte	general,	Editorial	 Intercontinental,	
Asunción,	 2001,	 pág.	 117.	 CEREZO	 MIR,	 J.:	 Curso	 de	 Derecho	 penal	 español.	 	 Parte	
general	III,	 Teoría	 Jurídica	 del	 delito	 op.	 ult.	 cit.,	 pág.	 210,	 sobre	 este	 punto	 el	 autor	
recuerda	el	concepto	finalista	de	autor	de	WELZEL,	«autor	es	sólo	aquel	que,	mediante	la	
dirección	 consiente	 del	 curso	 causal	 hacia	 la	 producción	 del	 resultado	 típico,	 tiene	 el	








del	 Art.	 29	 	 Será	 castigado	 como	 autor	 el	 que	 realizara	 el	 hecho	 obrando	 por	 sí,	
responderá	por	el	dominio	de	la	acción	o	autoría	directa;	y	la	parte	in‐fine	de	este	
artículo	o	valiéndose	para	ello	de	otro	responderá	por	el	dominio	de	la	voluntad	o	




Ahora	 bien,	 considerando	 el	 marco	 de	 los	 delitos	 ambientales	 de	 la	
legislación	penal	paraguaya,	si	los	supuestos	autores	del	hecho	punible	fuesen	los	
directores	 o	 representantes	 de	 una	 planta	 industrial,	 son	 sancionados	 como	
participantes	 (entendiéndose	 que	 la	 autoría	 es	 una	 forma	 de	 participación)689.	
Hecho	que	a	modo	de	ejemplo	lo	constatamos	en	el	acta	de	imputación	presentada	
por	 la	 fiscalía	 especializada	 en	 la	 persecución	 de	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente690,	en	donde	se	puede	observar	que	se	sanciona	a	un	sujeto	presidente	y	
responsable	 de	 una	 firma	 industrial	 productora	 de	 agroquímicos,	 en	 calidad	 de	
participante	 por	 la	 comisión	 del	 supuesto	 hecho	 punible	 de	 incumplimiento	 de	
medidas	 de	mitigación	 (Art.	 5	 de	 la	 Ley	 especial	 Nº	 716/95	 de	 delitos	 contra	 el	
medio	ambiente)	y	procesamiento	 ilícito	de	desechos	 (Art.	200	de	 la	Ley	1160/96	
código	penal	paraguayo)691.			
                                                            
688	 No	 obstante,	 en	 el	 marco	 de	 la	 doctrina	 penal	 española,	 tras	 un	 minucioso	 estudio	
PÉREZ	 CEPEDA,	 propone	 la	 interpretación	 de	 lege	 ferenda,	de	 la	 autoría	mediata,	 como	
aquel	que	crea	un	peligro	que	se	realiza	en	el	hecho	jurídico	penalmente	relevante	llevado	a	





















hecho	 delictuoso	 cometido	 por	 el	 autor»692,	 y	 que	 en	 estos	 casos	 recae	
generalmente	sobre	el	empleado	inferior.	
En	segundo	término,	se	observa	que	conforme	a	 la	realidad,	generalmente	
las	 sanciones	 penales	 se	 imponen	 a	 los	 directores	 o	 representantes	 de	 las	
empresas	orientadas	 a	 la	 producción	de	 sustancias	químicas,	 porque	 aquellos,	 al	
incumplir	con	los	procesos	propios	de	la	actividad	en	instalaciones	comerciales	o	
industriales,	con	presencia	de	sustancias	disueltas	o	en	suspensión,	permiten	que	
las	 aguas	 residuales	 provenientes	 de	 sus	 establecimientos,	 contaminen	 en	
ocasiones,	 el	 cauce	 de	 ríos,	 arroyos	 o	 riberas	 a	 donde	 van	 a	 parar	 los	 vertidos	
provenientes	tales	industrias.		Sanción	penal	que	como	lo	indicamos,	es	aplicada	a	





Para	 estos	 delitos	 sin	 embargo,	 se	 requiere	 de	 que	 las	 industrias	 o	
corporaciones	 dedicadas	 a	 actividades	 vinculadas	 a	 las	bases	naturales,	 dejen	 de	
ser	exclusivos	sujetos	del	Derecho	administrativo,	y	también	pasen	a	ser	sujetos	de	
Derecho	 penal,	 porque	 en	 	 repetidas	 ocasiones,	 la	 supuesta	 eficiencia	
                                                                                                                                                                              
obligaciones	 legales	 referentes	 a	 medidas	 de	 mitigación	 de	 impacto	 ambiental	 o	
ejecución	deficiente	de	 las	mismas	 y	procesamiento	 ilícito	de	desechos,	 en	 la	 que	 se	










con	 el	 desarrollo	 de	 actividades	 que	 llegan	 realmente	 a	 contaminar	 y	 alterar	 el	
equilibrio	 ecológico	 hídrico	 de	 grandes	 cauces	 de	 agua,	 y	 que	 a	 la	 vez	 llegan	 a	
afectar	a	otros	bienes	jurídicos	que	no	son	de	carácter	colectivo.		Complicidad	que	
se	traduce,	en	ocasiones,	en	el	levantamiento	de	medidas	preventivas	impuestas	a	










contaminación	 se	 limita	 a	 la	 conducta	 de	 derramar;	 en	 segundo	 término,	 se	
restringe	 exclusivamente	 al	 derrame	 del	 petróleo	 y	 sus	 derivados;	 y	 en	 tercer	
término,	 se	 condiciona	 como	 toda	 norma	 penal	 en	 blanco,	 a	 la	 violación	 de	 las	
disposiciones	legales	o	de	las	decisiones	administrativas	de	la	autoridad	competente,	
destinadas	a	la	protección	de	las	aguas.	
A	 priori	 de	 cualquier	 análisis,	 se	 puede	 por	 tanto	 vislumbrar	 el	 estricto	
alcance	de	la	norma	que	protege	el	agua	en	el	Código	penal	paraguayo	de	1997.		En	
el	 delito	 contra	 el	 medio	 ambiente	 del	 Código	 penal	 español,	 el	 núcleo	 de	 la	
conducta	típica	consiste	en	provocar	o	realizar	directa	o	indirectamente	emisiones,	
vertidos,	 radiaciones,	 extracciones	 o	 excavaciones,	 aterramientos,	 ruidos,	
vibraciones,	 inyecciones	 o	 depósitos	 en	 la	 atmósfera,	 el	 suelo,	 el	 subsuelo	 o	 las	
aguas	terrestres,	marítimas	o	subterráneas.	 	Si	bien	es	verdad	que	esta	norma	es	
criticada	por	su	configuración	genérica	y	por	las	numerosas	conductas	que	en	ella	





proteger	 el	medio	 ambiente.	 	 Puesto	 que	 a	 través	 de	 la	 previsión	 de	 numerosas	




La	 conducta	 típica	 en	 el	 Art.	 197	 se	 configura	 por	 medio	 del	 acto	 de	
derramar	 	petróleo	y	sus	derivados	en	violación	de	las	disposiciones	legales	o	de	las	
decisiones	administrativas	de	 la	autoridad	 competente,	 destinadas	 a	 la	 protección	
de	las	aguas.		De	este	modo,	como	ya	lo	indicáramos,	el	alcance	de	la	sanción	penal	
a	 las	 conductas	 a	 través	 de	 las	 cuales	 se	 puede	 ensuciar	 o	alterar	 el	agua	 como	
elemento	 de	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 se	 limita	 exclusivamente	 a	
derramar,	verbo	que	en	su	significado	etimológico	significa	«Hacer	que	un	líquido	o	
una	 sustancia	 disgregada	 contenida	 en	 un	 recipiente	 salga	 o	 caiga	 de	 él	 y	 se	
esparza»693.			
La	crítica	al	legislador	paraguayo	se	ciñe	en	primer	lugar	por	la	restricción	a	




pueden	 ser	 químicas,	 orgánicas	 en	 su	 estado	 líquido,	 sólido	 gaseoso)694.	 	 Esta	
interpretación	 amplia	 tiene	 al	 mismo	 tiempo	 otra	 limitación,	 puesto	 que	 la	
conducta	 típica	 se	 funda	 única	 y	 exclusivamente	 en	 derramar	 petróleo	 y	 sus	
derivados.			
                                                            








Opción	 esta	 que	 no	 es	 comprensible,	 considerando	 en	 primer	 lugar	 que	
Paraguay	no	es	un	país	productor	de	petróleo695,	más	al	contrario,	siendo	un	país	
agropecuario	por	antonomasia,	desarrolla	las	actividades	agrarias	como	ganaderas	
con	 la	 utilización	 de	 agroquímicos	 que	 en	 repetidas	 ocasiones	 han	 sido	
derramados	 en	 grandes	 cantidades,	 sobre	 ríos	 y	 arroyos,	 que	 además	 de	 ser	
contaminados,	son	utilizados	preferentemente	por	las	personas	que	habitan	zonas	
rurales,	como	un	medio	de	trabajo	(para	realizar	regadíos)	y	también	como	medio	
de	 subsistencia	 (para	 beber	 agua).	 	 De	 este	 modo,	 no	 se	 observa	 concordancia	
entre	 la	 legislación	 penal,	 la	 realidad	 y	 la	 política‐criminal	 paraguaya,	
considerando	 que	 la	 mayoría	 de	 los	 delitos	 ambientales	 son	 sancionados	 por	
incumplimientos	de	medidas	de	mitigación	a	través	del	Art.	5	e)	de	la	Ley	716/95	
que	 prevé	 las	 sanciones	 contra	 los	 delitos	 ambientales.	 	 En	 estos	 casos,	
generalmente	 interviene	 el	 ius	 puniendi	 para	 punir	 el	 incumplimiento	 de	
obligaciones	legales	referentes	a	la	evaluación	de	impacto	ambiental.		
Ahora	bien,	 las	autorizaciones	concedidas	a	 través	del	 cumplimiento	de	 la	
evaluación	 de	 impacto	 ambiental	 se	 encuentran	 relacionadas	 con	 la	
Ley	3239/2007	 de	 protección	 de	 recursos	 hídricos	 del	 Paraguay,	 cuyas	





para	 sancionar	 este	 tipo	 de	 conductas	 que	 en	 utilización	 de	 otras	 sustancias	 no	
derivadas	del	petróleo,	contaminan	perjudicialmente	el	agua.			












etimológico	 de	derramar	 (estas	 pueden	 ser	 sustancias	 químicas,	 orgánicas	 en	 su	
estado	líquido,	sólido	gaseoso)696.	No	obstante,	la	aplicación	del	tipo	penal	también	
podría	 ser	 tachada	 de	 inconstitucional,	 al	 considerar	 que	 las	 conductas		





viertan	efluentes	o	desechos	 industriales	no	 tratados	de	 conformidad	a	 las	normas	
que	rigen	la	materia	en	lagos	o	cursos	de	agua	subterráneos	o	superficiales	o	en	sus	









agua,	 cuando	 se	 producen	 de	 manera	 reiterativa.	 Razón	 que	 nos	 llevaría	 a	
considerar	la	configuración	del	tipo	penal	como	un	delito	acumulativo,	en	caso	que	
se	reitere	 la	conducta	contaminadora	por	un	mismo	agente.	 	En	su	defecto,	no	se	











ocasionar	mayores	perjuicios	a	 las	cualidades	del	agua.	Por	 lo	cual,	 si	 se	vertiera	
cualquier	 otra	 sustancia	 en	 contravención	 de	 las	 normas	 administrativas,	 no	
estaríamos	 ante	 una	 conducta	 penalmente	 típica.	 	 Siendo	 no	 obstante	 la	
contravención	de	las	normas	administrativas	y	de	la	autoridad	competente,	uno	de	
los	requisitos	para	la	configuración	del	delito	contra	las	bases	naturales	de	la	vida	
humana.	Así,	 la	norma	que	protege	el	 agua	ante	 el	 ensuciamiento	y	 la	 alteración	
que	se	le	pudiera	gravemente	ocasionar,	como	todos	los	tipos	penales	en	blanco,	se	
completa	 con	 disposiciones	 legales	 administrativas	 o	 los	 actos	 o	 decisiones	
administrativos	 provenientes	 de	 la	 autoridad	 competente.	 Este	 tipo	 penal	 nos	
enseña	 un	 modelo	 accesoriedad,	 donde	 el	 Derecho	 penal	 es	 absolutamente	
dependiente	 del	 Derecho	 administrativo,	 en	 razón	 de	 que	 la	 gravedad	 de	 la	
conducta	no	sólo	se	determina	por	el	derrame	de	petróleo	y	sus	derivados,	sino	que	
el	 mismo	 haya	 sido	 en	 violación	 de	 las	 disposiciones	 legales	 o	 de	 las	 decisiones	
administrativas	 de	 la	 autoridad	 competente,	 efectivamente	 si	 estas	 no	 son	
transgredidas	 no	 se	 configura	 el	 delito,	 aunque	 existan	 modos	 de	 constatar	 la	
gravedad	de	las	modificaciones	de	la	entidad	del	agua	causadas	por	el	vertido	del	
líquido	 contaminador	 o	 por	 el	 petróleo	 derramado	 en	 cantidades	 ingentes,	 así	
como	sus	derivados	(alquitrán,	plástico,	etc.).	
En	 cambio,	 si	 partiéramos	 de	 la	 práctica	 judicial,	 observamos	 una	
interpretación	extensiva	del	tipo	penal	contenido	en	el	Art.	197	del	CPP,	en	razón	
de	 que	 el	 derrame	 de	 petróleo	 o	 sus	 derivados,	 en	 violación	 de	 las	 disposiciones	
legales	o	de	las	decisiones	administrativas	de	la	autoridad	competente,	destinadas	a	
la	protección	de	las	aguas,	no	es	la	única	conducta	que	es	sancionada	penalmente,	
sino	 también	 son	 sancionadas	 aquellas	 conductas	 que	 aunque	 no	 consistan	 en	
derramar	 petróleo	 y	 sus	 derivados,	 derramen	 otras	 sustancias	 en	 violación	 de	
normas	y	actos	administrativas,	y	pueden	con	ello	ensuciar	y	alterar	la	cualidad	del	
agua.	 	 De	 este	modo,	 el	 tipo	 penal	 que	 protege	 al	 agua	 como	 base	natural	 tiene	
mayor	alcance	de	tuitivo.	






altere	 de	 otro	modo	 sus	 cualidades	 de	 forma	 perjudicial,	 será	 castigado	 con	 pena	
privativa	de	libertad	de	hasta	cinco	años	o	con	multa697.	Que	si	bien	nos	propone	un	
modelo	absolutamente	dependiente	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo,	
no	 se	 limita	 a	 sancionar	 al	 derrame	 de	 petróleos	 y	 sus	 derivados,	 como	 única	
conducta	 contaminadora.	Del	mismo	modo,	 en	 la	 legislación	española	 se	observa	
un	 abanico	 de	 conductas	 que	 pueden	 ser	 provocadas	 o	 realizadas	 directa	 o	
indirectamente	 como	 constitutivas	 del	 delito	 contra	 el	 medio	 ambiente,	 y	 nos	
propone	 una	 norma	 penal	 	 en	 blanco	 que	 se	 corresponde	 al	 modelo	 de	
accesoriedad	 donde	 el	 Derecho	 penal	 es	 relativamente	 dependiente	 del	 Derecho	
administrativo,	 ya	 que	 existe	 un	 límite	 entre	 la	 violación	 de	 la	 normativa	
administrativa	y	 la	 interpretación	del	 grave	perjuicio	al	equilibrio	de	 los	 sistemas	
naturales.	Es	decir,	no	solo	se	precisa	de	la	violación		de	la	norma,	sino	también	del	
vertido	en	cantidades	ingentes	de	las	sustancias.	En	cambio	en	la	legislación	penal	
paraguaya	se	establece	 claramente	que	 se	entenderá	 como	 indebida	 la	alteración	
cuando	se	produjera	mediante	el	derrame	de	petróleo	o	sus	derivados,	en	violación	de	
las	 disposiciones	 legales	 o	 de	 las	 decisiones	 administrativas	 de	 la	 autoridad	
competente,	destinadas	a	la	protección	de	las	aguas.	 	De	este	modo	se	observa	por	
tanto	 que	 no	 existe	 una	 cota	 independiente	 a	 la	 infracción	 administrativa,	 que	
pueda	determinar	que	la	conducta	es	típica.	
                                                            
697	Cabe	 señalar	que	antes	de	 la	 reforma	de	1998,	 el	Código	penal	 alemán	describía	una	
conducta	que	podía	 interpretarse	estrictamente	como	un	modelo	autónomo	del	Derecho	
penal	 en	 la	 protección	 del	 medio	 ambiente,	 o	 en	 su	 defecto	 desde	 una	 interpretación	















de	 las	 aguas,	 en	 su	 inc.	 1º	 establece	 que:	 El	 que	 indebidamente	 ensuciara	 o,	
alterando	 sus	 cualidades,	 perjudicara	 las	 aguas	 será	 castigado	 con	 pena	
privativa	de	libertad	de	hasta	cinco	años	o	con	multa.	Se	entenderá	como	indebida	
la	 alteración	 cuando	 se	 produjera	 mediante	 el	 derrame	 de	 petróleo	 o	 sus	
derivados,	 en	 violación	 de	 las	 disposiciones	 legales	 o	 de	 las	 decisiones	
administrativas	 de	 la	 autoridad	 competente,	 destinadas	 a	 la	 protección	 de	 las	
aguas,	a	fin	de	poder	señalar	cuales	son	los	elementos		normativos	sobre	los	que	se	
centra	la	determinación	de	la	conducta	típica.		
Elementos	 que	 si	 bien	 ya	 lo	 hemos	 referido	 en	 epígrafes	 anteriores	 para	
dilucidar	cuando	una	conducta	debe	ser	considerada	indebida,	vuelven	no	obstante	
a	 ser	 valoradas	 en	 el	 momento	 de	 determinar	 si	 una	 conducta	 calificada	 de	
indebida,	ha	alterado	las	cualidades	del	agua,	perjudicándolas.		Efectivamente,	estas	
descripciones	 se	 concretan	 con	 el	 derrame	 de	 petróleo	 y	 sus	 derivados,	 en	 la	
violación	de	las	disposiciones	legales.		De	este	modo,	si	bien	se	percibe	la	reiteración	
de	 los	 elementos	 normativos,	 se	 debe	 sin	 embargo	 entender	 cuando	 se	 podrá	
determinar	 que	 el	 ensuciamiento	 ha	 	 alterado	 las	 cualidades,	 perjudicando	 las	
aguas,	puesto	 que	 no	 todo	 ensuciamiento	 llega	 a	 lesionar	 o	 poner	 en	 peligro	 las	
cualidades	del	agua	o	el	equilibrio	del	sistema	hídrico.		
Para	 la	 determinación	 de	 la	 alteración	 perjudicial	 del	 agua,	 se	 tendrá	 en	
cuenta	en	primer	 término,	 cual	 es	 la	opción	del	 legislador	paraguayo	 respecto	al	
concepto	 que	 utiliza	 para	 definir	 el	 medio	 ambiente,	 si	 esta	 es	 ecológica	 o	
económica698.	 	Observando	por	tanto	la	configuración	de	la	norma	que	protege	el	
medio	 ambiente	 en	 la	 legislación	 penal	 paraguaya	 se	 constata	 un	 ecocentrismo	
                                                            
698	 Este	 punto	 se	 encuentra	 desarrollado	 en	 el	 Capítulo	 II	 del	 presente	 trabajo.	 	 Véase	
igualmente,	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 M.	 P.:	 (página	 consultada	 el	 15	 de	 noviembre	







moderado	 que	 deriva	 fundamentalmente	 de	 la	 nomenclatura	 utilizada	 para	
denominar	 al	 capítulo	 que	 encierra	 a	 los	 tipos	 penales	 de	 protección	 sobre	 el	
medio	ambiente.	Así	el	capítulo	sobre	los	Hechos	punibles	contra	las	bases	naturales	
de	 la	 vida	 humana,	 no	 relega	 al	 antropocentrismo	 y	 conjuga	 los	 fusiona	 con	 los	
artículos	197,	198	y	199	del	CPP,	protegen	de	manera	directa,	el	agua,	el	aire	y	el	




este	 modo	 será	 típica	 la	 conducta	 que	 ocasione	 un	 perjuicio	 alterando	 sus	
cualidades,	 y	 no	 permita	 con	 ello	 una	 recomposición	 de	 la	 estabilidad	 del	 agua,	
razón	por	 la	que	se	debe	aseverar	 	que	no	 toda	alteración	produce	realmente	un	
perjuicio	 a	 las	 propiedades	 del	 agua.	 	 En	 efecto,	 esta	 es	 la	 problemática	 que	 se	
observa	 en	 el	 tipo	 penal,	 ya	 que	 la	 sola	 violación	 de	 la	 norma	 administrativa	 no	
puede	 configurar	 el	 delito	 contra	 las	bases	naturales	de	 la	 vida	humana,	 ni	 debe	
restringirse	la	conducta	contaminante	al	vertido	de	petróleo	y	sus	derivados,	sino	
más	bien	debe	 entenderse	que	 la	 conducta	 también	 será	 típica	 si	 se	derramaran	
otras	sustancias	que	perjudiquen	la	estabilidad	del	sistema	natural.		
Dependiendo	por	tanto	del	estado	real	en	que	se	encontraba	el	agua,	antes	
de	 ser	 contaminada	 por	 la	 conducta	 pertinente,	 se	 podrá	 entonces	 valorar	 si	 ha	
sido	esta	la	que	ha	alterado	perjudicialmente	el	agua	en	sus	propiedades.	Es	lo	que	
en	la	doctrina	española,	en	palabras	de	SILVA	SÁNCHEZ,	significa	que	se	valore	el	
statu	 quo	 de	 los	 sistemas	 naturales	 antes	 de	 la	 intervención	 realizada	 por	 el	
hombre,	 para	 que	 en	base	 a	 ello	 sea	determinada	 la	 relevancia	 jurídico	penal699.		
Valoración	esta	que	debe	ser	colegida	del	análisis	de	los	derrames	de	sustancias	en	
cantidades	 ingentes	 que	 han	 sido	 realizados,	 y	 en	 el	 que	 se	 deberán	 observar	
además	de	la	composición	y	la	peligrosidad	de	los	mismos,	los	efectos	nocivos	que	







subterráneas	 y	 superficiales.	De	 esta	 forma,	 la	 alteración	 perjudicara	 la	 cualidad	
del	agua,	cuando	se	produzca	un	menoscabo	a	la	capacidad	de	su	regeneración700,	
esto	es,	si	el	agua	puede	volver	a	su	estado	anterior.	
Ahora	 bien,	 valorando	 la	 realidad	 y	 la	 práctica	 judicial	 en	 el	 contexto	
paraguayo,	 se	 observa,	 que	 es	 dificultoso	 por	 múltiples	 factores	 (economía,	
legislación,	 costumbre),	 llegar	 a	 	 valorar	 el	 estado	 anterior	 del	 agua	 que	 ha	 sido	
alterada	 y	 perjudicada.	 	 Es	 por	 ello	 que	 acertada	 y	 correctamente,	 se	 procede	
generalmente	al	 análisis	del	derrame	realizado,	 es	decir	de	 los	productos	 lesivos	
que	han	sido	vertidos.		En	este	sentido	podemos	observar	que	en	el	A.I	Nº	266	de	
fecha	 4	 de	 junio	 de	 2009,	 dictado	 por	 el	 Juzgado	 penal	 de	 garantías	 de	 Coronel	
Oviedo	en	una	causa	abierta,	resolvió	decretar	el	cierre	temporal	de	un	matadero	
municipal	 en	 base	 a	 la	 parte	 resolutiva	 del	 informe	 técnico	 realizado	 por	 el	
especialista	comisionado	(ingeniero	químico)	en	el	lugar	del	hecho:	4.2	se	realiza	el	
vertido	 efluente	al	 curso	de	agua	 sin	 tratamiento	de	depuración	previo,	 lo	que	 ha	
provocado	la	alteración	de	la	calidad	del	mismo	y	la	colmatación	del	lecho	del	curso	
de	agua	con	residuos	sólidos.	 	Cabe	resaltar	que	las	efluentes	producidas	durante	el	




la	 propiedad	 por	 el	 vertido	 de	 efluentes	 sin	 tratamiento	 alguno,	 y	 del	 aire	 por	 la	
disposición	incorrecta	de	los	residuos	sólidos,	así	como	la	proliferación	de	vectores	de	
enfermedad..”.	 	Se	deduce	por	 tanto,	 que	el	 análisis	 se	 realizó	 sobre	 las	 tomas	de	
agua	cogidas	en	el	matadero,	de	donde	provenía	el	 residuo	de	aguas	 sin	 tratar	y	
que	 contaminaba	 las	 aguas	 subterráneas	 y	 otros	 cauces	 de	 agua.	 	 Con	 lo	 cual	 se	
constata	 que	 no	 se	 analiza	 el	 estado	 anterior	 del	 agua	 (subterráneas,	 ríos	 o	
arroyos),	 sino	 directamente	 se	 somete	 a	 análisis	 el	 residuo	 del	 agua	 sin	 tratar,	










A	 modo	 comparativo,	 sobre	 la	 protección	 del	 agua	 Art.	 324	 del	 StGB,	 la	
Jurisprudencia	 alemana,	 también	 evita	 los	 obstáculos	 de	 la	 determinación	 del	
perjuicio	 del	 agua,	 suprimiendo	 precisamente	 la	 constatación	 del	 perjuicio,	
considerando	 suficiente	 la	 realización	 de	 una	 acción	 (generalmente	 vertido)	 que	
contenga	 productos	 lesivos701.	 	 De	 este	modo,	 con	 la	 definición	 de	 resultado,	 en	
realidad	 se	 renuncia	 al	 efecto	 perjudicial	 sobre	 el	 agua	 ‐que	 es	 exigible	 según	 el	
texto	legal‐,	lo	que	conlleva	que	no	se	plantean	problemas	de	imputación702.		
En	 la	 Jurisprudencia	 española,	 la	 STS	 916/2008	 de	 30	 de	 diciembre,	
precisamente	recuerda	que	el	criterio	de	la	gravedad	del	perjuicio	al	equilibrio	de	
los	 sistemas	 naturales	 se	 establece	 en	 razón	 a	 «La	 intensidad	 del	 acto	
contaminante,	 a	 la	 probabilidad	 de	 que	 el	 peligro	 se	 concrete	 en	 un	 resultado	
lesivo,	en	definitiva,	a	la	magnitud	de	la	lesión	en	relación	con	el	espacio	en	el	que	
se	 desarrolla,	 la	 prolongación	 en	 el	 tiempo,	 la	 afectación	 directa	 o	 indirecta,	 la	
reiteración	de	la	conducta,	de	los	vertidos,	emisiones,	etc…»	y	la	dificultad	que	se	
podría	 tener	 para	 restaurar	 o	 alcanzar	 nuevamente	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	
naturales.	
Observamos	 por	 tanto	 de	 este	 modo,	 dos	 arquetipos	 utilizados	 para	 la	
determinar	 si	 una	 conducta	 a	 través	 de	 las	 	 cual	 se	 ha	 realizado	 un	 vertido,	 ha	
afectado	gravemente	o	perjudicado	las	cualidades	del	agua.		El	modelo	paraguayo	
siguiendo	 al	 germánico,	 suprime	precisamente	 la	 constatación	del	perjuicio	en	el	
agua,	 considerando	 suficiente	 la	 realización	 de	 derrame	 o	 vertido	 que	 contenga	
productos	 lesivos	 a	 las	 aguas,	 entendidas	 estas	 como	 subterráneas,	 superficiales	
junto	a	sus	riberas	y	cauces.		
                                                            
701	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 M.	 P.:	 (página	 consultada	 el	 15	 de	 noviembre	 de	 2005)	








En	 el	 delito	 contra	 el	medio	 ambiente	 la	 conducta	 dolosa	 no	 se	 configura	
generalmente	 como	 dolo	 directo	 de	 primer	 grado,	 sino	 más	 bien	 como	 dolo	
eventual.	 	 Esta	 modalidad	 del	 dolo	 conocida	 también	 como	 «Condiciones	
constitutivas	 del	 injusto»703	 se	 concreta	 cuando	 «El	 sujeto	 se	 encuentra	 en	 una	
situación	 en	 la	 que	 reconoce	 el	 peligro	 de	 producción	 de	 las	 condiciones	
constitutivas	 del	 injusto».	 Este	 peligro	 es	 conocido	 por	 el	 sujeto,	 pero	 la	
materialización	del	mismo	no	es	querida	por	aquel,	razón	que	lleva	a	adecuar	esta	
forma	de	dolo	como	la	característica	que	generalmente	se	observa	en	las	conductas	





contradicción	 existente	 entre	 el	 comportamiento	 que	 el	 sujeto	 lleva	 a	 cabo	 y	 el	
Derecho.		b)	Ha	de	singularizar	una	especial	peligrosidad	del	sujeto	agente	frente	a	
los	 bienes	 jurídicos.	 	 c)	 Ha	 de	 demostrar	 que	 la	 acción	 que	 el	 sujeto	 realiza	
constituye	 un	 fallo	 cualificado	 de	 las	 personas	 frente	 a	 la	 exigencias	 del	
ordenamiento704».	
2.3.1	 Conducta	vinculada	a	una	actividad	industrial	o	comercial	
La	 estructura	 normativa	 utilizada	 por	 el	 CPP	 sigue	 los	 lineamientos	 del	













ensuciamiento	 indebido	o	 la	alteración	de	 las	cualidades	del	agua	 se	realicen	en	el	
marco	 de	 una	 actividad	 industrial	 será	 aumentada	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	
hasta	diez	(10)	años,	considerándose	por	tanto	esta	la		agravante	del	tipo	base,	que	
sanciona	 el	 hecho	 punible	 contra	 las	bases	naturales	de	 la	 vida	humana	 con	 una	
pena	de	cinco	(5)	años	o	con	multa.	




que	 está	 orientado	 a	 sancionar	 a	 personas	 individuales	 que	 no	 se	 dediquen	 a	




no	 por	 ello	 es	 practica	 judicial	 la	 aplicación	 del	 Art.	 197.2	 del	 CPP,	 sobre	
ensuciamiento	y	alteración	de	las	aguas,	sino	más	bien	la	aplicación	del	Art.	5	de	la	
Ley	 especial	 Nº	716/96	 que	 sanciona	 los	 delitos	 ambientales706,	 específicamente	
por	 el	 incumplimiento	de	medidas	 legales	 de	mitigación	de	 impacto	 ambiental	 o	
ejecución	 deficiente	 de	 las	mismas,	 que	 prevé	 una	 expectativa	 de	pena	 de	uno	a	
cinco	años	 y	multa	de	 500	 (quinientos)	 a	1.500	 (mil	quinientos)	 jornales	mínimos	
                                                            







d)		Los	 que	 empleen	 datos	 falsos	 o	 adulteren	 los	 verdaderos	 en	 estudios	 y	
evaluaciones	 de	 impacto	 ambiental	 o	 en	 los	 procesos	 destinados	 a	 la	 fijación	 de	
estándares	oficiales;	y,	













Paraná	 por	 parte	 de	 una	 papelera	 argentina,	 frente	 a	 la	 localidad	 paraguaya	 de	
Carlos	 Antonio	 López,	 donde	 se	 procedió	 a	 la	 denuncia	 «contra	 personas	
innominadas	por	 la	presunta	comisión	del	delito	 tipificado	en	el	Artículo	203	del	
Código	 Penal	 Paraguayo	 (Producción	 de	 riesgos	 comunes)»,	 debido	 al	 presunto	
vertido	de	sustancias	tóxicas	sin	tratamiento	por	parte	de	la	planta	productora	de	












Siguiendo	 con	 la	 agravante	 especifica	 establecida	 en	 el	 Art.	 197.	 2º,	 	 se	
observa	 que	 el	 aumento	de	pena	 a	 diez	 (10)	 años	 se	 aplicará,	 no	 sólo	 cuando	 la	
conducta	contaminadora	se	realice	en	el	marco	de	un	establecimiento	industrial	o	
comercial,	 sino	 también	 cuando	 se	 realice	 por	 medio	 de	 un	 organismo	 de	 la	





Descripción	 que	 podría	 llevar	 a	 entender,	 de	 que	 el	 sujeto	 que	 ha	 cometido	 el	








través	de	un	organismo	de	 la	 administración	pública,	 para	 la	 comisión	del	delito	
contra	 las	bases	naturales	de	 la	vida	humana.	De	este	modo,	aunque	el	Art.	197.	2	
no	 exija	 como	 elemento	 del	 tipo	 la	 cualidad	 de	 funcionario	 para	 sancionar	 la	
conducta	 de	 un	 sujeto,	 será	 objeto	 de	 aplicación,	 con	 una	 expectativa	 de	 pena	
privativa	de	libertad	de	hasta	diez	años.		En	cambio,	el	Art.	15	contenido	en	la	Ley	
especial	 que	 sanciona	 los	 delitos	 ambientales,	 si	 requiere	 la	 cualidad	 de	
funcionario	público	para	su	aplicación,	siendo	por	tanto	un	tipo	penal	cualificado	
que	prevé	 como	 sanción	 	 la	 aplicación	de	 las	penas	previstas	para	 las	 conductas	








militares	y	policías	que	 fueren	hallados	culpables	de	 los	hechos	previstos	y	penados	por	 la	
presente	Ley,	sufrirán,	además	de	 la	pena	que	 les	correspondiere	por	su	responsabilidad	en	
los	mismos,	 la	destitución	del	cargo	y	 la	 inhabilitación	para	el	ejercicio	de	cargos	públicos	
por	diez	años.	
	
708	 En	 cuyo	 Art.	 1	 establece	Ley	protege	 el	medio	ambiente	 y	 la	 calidad	de	 vida	humana	
contra	 quienes	 ordenen,	 ejecuten	 o,	 en	 razón	 de	 sus	 atribuciones,	 permitan	 o	 autoricen	







funciones,	 afectara	 a	 las	bases	naturales	de	 la	vida	humana	 alterando	 la	 cualidad		
del	agua,	será	objeto	de	aplicación	del	tipo	penal	contenido	en	el	Art.	197.2:	Cuando	
el	 hecho	 se	 realizara	 vinculado	 con	 una	 actividad	 industrial,	 comercial	 o	 de	 la	
administración	 pública,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 podrá	 ser	 aumentada	 hasta	
diez	 años.	 Sin	 embargo,	 cuando	 la	 afectación	 esté	 vinculada	 a	 la	 fauna	 y	 flora,	
manipulaciones	 genéticas	 (no	 protegidas	 en	 el	 CPP)	 y	 obligaciones	 legales	
referentes	a	medidas	de	mitigación	de	impacto	ambiental,	será	aplicada	el	Art.	15	
de	la	Ley	especial	que	sanciona	los	delitos	contra	el	medio	ambiente.			
Diferencias	 estas	 que	 denotan	 una	 vez	 más,	 la	 necesidad	 de	 aplicar	 las	
normas	contenidas	en	el	Código	penal	para	proteger	las	bases	naturales	de	la	vida	
humana.		Para	lo	cual	se	requerirá	una	reforma	penal	permita	unificar	el	alcance	de	






En	 el	 capítulo	 tercero	 de	 este	 trabajo,	 nos	 hemos	 referido	 a	 la	 remisión	
normativa	 o	 técnicamente	 conocida	 como	 ley	 penal	 en	 blanco,	 como	 una	
característica	fundamental	de	la	configuración	de	los	tipos	penales	que	protegen	el	
medio	 ambiente.	 Esta	 permite	 que	 el	 dinamismo	propio	 que	precede	 a	 las	 bases	










La	 remisión	 a	 la	 normativa	 extrapenal	 criticada	 por	 un	 gran	 sector	 de	 la	
doctrina	 española	 y	 reconocido	 por	 otros,	 presenta	 efectivamente	 virtudes	 y	
defectos	relacionados	directamente	con	los	principios	de	taxatividad	y	reserva	de	
Ley	que	 rigen	el	Derecho	penal.	 	Aunque	en	el	marco	de	 los	delitos	ambientales,	
resalta	 principalmente	 el	 criterio	 que	 deriva	 del	 principio	 de	 lesividad	 o	 de	
protección	de	bienes	jurídicos,	porque	se	observa	que	en	algunos	Códigos	penales	
los	tipos	que	protegen	el	medio	ambiente	en	ocasiones	no	determinan	con	claridad	
cuál	 es	 el	 bien	 jurídico	 protegido.	 	 Del	 mismo	modo,	 encontramos	 legislaciones	
como	la	paraguaya	en	cuyo	Art.	3	se	consagra	el	principio	de	protección	de	bienes	




la	concreción	del	delito	contra	 las	bases	naturales	de	 la	vida	humana709.	 	Esto	se	
constata	por	la	ausencia	del	elemento	normativo	que	haga	referencia	precisa	a	 la	
puesta	en	peligro	o	riesgo	grave	del	bien	jurídico	protegido.	
Este	 efecto,	 la	 sanción	penal	 al	mero	 incumplimiento	 administrativo	 en	 el	
contexto	 paraguayo,	más	 allá	 de	 violar	 el	 principio	 de	 intervención	mínima	 que	
debe	observar	el	Derecho	penal,	dejaría	igualmente	impune	los	hechos	que	no	son	
controlados	y	regulados	por	el	Derecho	administrativo.		La	manifestación	por	tanto	
de	 la	 confluencia	 entre	 el	 Derecho	 administrativo	 y	 el	 Derecho	 penal,	 ocasiona	
reales	 problemas	 a	 la	 hora	 de	 determinar	 si	 se	 sancionan	 hechos	 punibles	 que	
atentan	 contra	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 como	 es	 el	 agua,	 o	 se	
sancionan	administrativamente	aquellas	conductas	que	incumplen	con	las	normas	





sobre	 el	 aire.	 Lo	 mismo	 observamos	 en	 el	 Art.	 199	 que	 protege	 el	 suelo,	 y	 también	








En	 este	 sentido,	 encontramos	 en	 la	 doctrina	 española	 a	 MUÑOZ	
LORENTE710,	 quien	 analizando	 la	 legislación	 penal	 paraguaya,	 llama	 la	 atención	
sobre	 la	 poca	 determinación	 del	 límite	 entre	 la	 gravedad	 que	 permite	 la	
intervención	del	Derecho	penal	para	la	protección	de	las	bases	naturales	de	la	vida	
humana	y	la	menor	gravedad,	que	de	hecho	es	y	debe	ser	abordado	por	el	Derecho	
administrativo	 sancionador.	 	No	 obstante,	 encontramos	 algunas	 Leyes	 especiales	
como,	la	Ley	1.100/97	«De	prevención	de	la	polución	sonora»,	la	Ley	n°	2.459/04	
que	 crea	 el	 servicio	 nacional	 de	 calidad	 y	 sanidad	 vegetal	 y	 de	 semillas	
(SENAVE)711,	el	Decreto	n°	14.281/96	por	el	cual	se	reglamenta	la	ley	n°	294/93	de	
evaluación	 de	 impacto	 ambiental712,	 Ley	N°	 3239/2007	De	 los	 recursos	 hídricos	
del	 Paraguay713,	 que	 introducen	 medidas	 sancionatorias	 administrativas	 de	
carácter	preventivo	y	cautelar		
                                                            
710	MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Los	 delitos	 contra	 el	medio	 ambiente	 en	 Paraguay»,	 en	 Libro	
colectivo	de	ponencias	realizadas	en	el	marco	del	Proyecto	de	la	Unión	Europea	de	Apoyo	a	
la	Modernización	Institucional	del	Paraguay	(Proyecto	PRY/B7‐310/96/333).	En	prensa.	El	
autor	 afirma	 que	 «Los	 tipos	 penales	 paraguayos	 no	 se	muestran	 respetuosos	 con…	 (el)	
principio	de	legalidad.		Es	decir,	tal	y	como	se	encuentran	tipificados	los	delitos	contra	el	
medio	ambiente	en	Paraguay,	es	la	propia	Administración	o	el	Poder	Ejecutivo	quien	está	




711	 Artículo	 25.‐	 Las	 sanciones	 podrán	 ser	 aplicadas	 por	 separado	 o	 en	 forma	 conjunta,	
conforme	 a	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción,	 determinadas	 según	 lo	 previsto	 en	 la	 presente	
Ley,	 en	 las	 Leyes	 N°	123/91,	 385/94	 y	 demás	 instrumentos	 jurídicos	 pertinentes,	 sin	
perjuicio	de	las	posibles	responsabilidades	penales	del	infractor	por	daños	a	terceros.	
Artículo	26.‐	Las	multas	a	ser	aplicadas	serán	equivalentes	al	monto	de	50	(cincuenta)	a	
10.000	 (diez	 mil)	 jornales	 mínimos	 para	 actividades	 diversas	 no	 especificadas	 en	 la	
República,	cuya	graduación	se	establecerá	de	acuerdo	a	la	gravedad	de	la	infracción.	
Artículo	27.‐	En	el	caso	de	infracciones	graves	y	de	reincidencias,	las	personas	o	empresas	
involucradas,	 incluyendo	 su	 representante	 legal	 y	 el	 responsable	 técnico,	 podrán	 ser	
sancionados	solidariamente.	
	
712	 Artículo	 25.‐	 Suspensión	 de	 actividades:	 La	DOA	podrá	 ordenar	 la	 suspensión	 de	 las	
actividades	en	los	siguientes	casos:	Por	incumplimiento	de	las	medidas	de	mitigación	y/o	
compensatorias,	que	produzcan	daños	a	terceros	y/o	al	medio	ambiente;	Cuando	hubiera	








encuentran	 directamente	 vinculadas	 a	 los	 tipos	 penales	 aquí	 abordados,	 pero	
igualmente	relacionados	a	artículos	de	protección	al	ambiente	contenidas	en	la	Ley	
especial	 716/96	 que	 sanciona	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente.	 	 Las	 leyes	
referidas	 con	 anterioridad	 son	 manifestaciones	 de	 la	 gestación	 un	 Derecho	
administrativo	 sancionador	 activo,	 aunque	 pendiente	 de	 un	 impulso	 y	 trabajo	
arduo	 necesario	 que	 permita	 a	 la	 legislación	 paraguaya	 afirmar	 que	 esta	 parte	
importantísima	de	 la	rama	del	Derecho	tiene	alcance	para	gestionar	y	regular	 las	
actividades	 vinculadas	 a	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 y	 sancionar	 el	
incumplimiento	de	las	disposiciones	administrativas	correspondientes.		
De	 este	 modo	 podremos	 afirmar	 que	 no	 sólo	 nos	 encontramos	 en	 una	
sociedad	que	impregna	los	constructos	de	un	Estado	social,	que	reconoce	derechos	
e	 intereses	o	bienes	 jurídicos	 sociales	en	su	ordenamiento	 jurídico,	 sino	 también	
que	desarrolla	normas	en	el	marco	del	Derecho	administrativo	y	el	Administrativo	
sancionador,	 como	 prima	 ratio	 de	 protección.	 Puesto	 que	 el	 despliegue	 de	 sus	




Ley,	 así	 como	 de	 cualquiera	 de	 las	 normas	 técnicas	 de	 calidad	 que	 se	 emitan,	 será	















administrativas,	 civiles	 y/o	 penales	 que	 pudieran	 corresponder.	 Asimismo,	 serán	










que	 según	 la	 configuración	 del	 tipo,	 no	 precisan	 de	 lesividad	 para	 concretar	 el	
delito	 ambiental,	 sino	 principalmente	 de	 la	 violación	 de	 disposiciones	 legales	 o	
decisiones	administrativas.		Valoración	esta	que	desde	una	interpretación	estricta,	
es	derivada	de	la	configuración	del	tipo	penal	autónomo	contenido	en	el	Art.	197	
del	 Código	 penal	 paraguayo.	 	 En	 donde	 se	 puede	 interpretar	 que	 simplemente	
basta	 con	 ensuciar	 las	 aguas	 violando	 las	 disposiciones	 legales	 o	 las	 decisiones	
administrativas	sin	necesidad	de	probar	que	existe	una	efectiva	puesta	en	peligro	
del	medio	 ambiente	 o	 una	 afectación	 potencial	 y	 grave	 del	mismo.	 Razón	 por	 la	
cual	se	concluye	que	cualquier	«conducta,	por	mínima	o	de	bagatela	que	sea,	y	que	






la	 Ley	 Nº	3239/2007	de	 los	 recursos	 hídricos	 del	Paraguay,	 caracterizada	 por	 su	
clara	 vertiente	 antropocéntrica	 moderada	 y	 economicista715,	 es	 la	 encargada	 de	
                                                            
714	 Sobre	 este	 punto	 se	 pronuncia	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Los	 delitos	 contra	 el	 medio	
ambiente	en	Paraguay»,	en	Libro	colectivo	de	ponencias	realizadas	en	el	marco	del	Proyecto	














nacional.	 Ley	 ésta	 que	 si	 bien	 se	 encuentra	 pendiente	 de	 reglamentación	 y	 de	
desarrollo	 del	 plan	 nacional	 de	 los	 Recursos	 hídricos,	 y	 la	 realización	 del	
Inventario	 Nacional	 del	 Agua	 y	 el	 Balance	 Hídrico	 nacional,	 es	 la	 encargada	 de	
velar	por	todos	los	intereses	públicos	y	privados	del	país,	con	el	fin	de	lograr	una	
armonía,	 social,	 económica	 y	 jurídica,	 que	 permita	 la	 protección	 del	 medio	
ambiente.			
Esta	Ley	 con	 la	 cual	 se	 cumplimentará	principalmente	el	Art.	197	del	CPP	
que	 protege	 el	 agua	 de	 todo	 ensuciamiento	 y	 alteración	 perjudicial,	 y	 donde	 se	
observa	 claramente	 una	 vertiente	 ecocéntrica,	 se	 rige	 no	 obstante	 por	 la	 visión	
antropocéntrica	economicista	para	el	análisis	y	la	determinación	de	la	cualidad	del	
agua,	conforme	a	lo	establecido	en	el		artículo	3°:	La	gestión	integral	y	sustentable	
de	 los	recursos	hídricos	del	Paraguay	se	regirá	por	 los	 siguientes	Principios:	c)	Los	





un	 párrafo	 fundamental	 que	 expresa,	 para	 que	 no	 queden	 dudas,	 	 cual	 es	 la	
exégesis	 que	 deberá	 o	 debe	 emanar	 de	 la	 citada	 Ley:	 	 f)	 Impulsar	 el	
aprovechamiento	 de	 los	 recursos	 hídricos	 en	 forma	 racional	 y	 conforme	 a	 un	
adecuado	ordenamiento	jerárquico	de	los	valores,	usos	esenciales,	socioeconómicos	e	
individuales	 a	 satisfacer.	 Para	 ello	 es	 conveniente	 fijar	 las	 prioridades	 vitales	 y	
aquellos	 criterios	 que	 han	 de	 aplicarse	 para	 definir	 un	 orden	 objetivo	 para	
jerarquizar	los	otros	usos,	según	las	circunstancias	que	determinen	la	selección	de	las	













vertidos	 en	 el	 agua,	 conforme	 al	 régimen	 de	 autorizaciones	 establecidas	 en	 la	




del	 impacto	 ambiental718;	 normativa	 que	 controla	 el	 funcionamiento	 de	 los	








canales	 u	 otras	 obras	 fijas	 o	 las	 que	 no	 son	 superiores	 a	 lo	 que	 por	 vía	 reglamentaria	
determine	la	autoridad	competente.	
717	Art.	3	a)	Impulsar	el	uso	sustentable,	racional	e	integral	de	los	recursos	hídricos,	como	
elemento	 condicionante	 de	 la	 supervivencia	 del	 género	 humano	 y	 de	 todo	 el	 sistema	
ecológico,	 promoviendo	 con	 amplio	 sentido	 proteccionista	 su	 mejor	 disfrute,	 el	 de	 los	
otros	recursos	naturales	y	del	ambiente.	Para	ello,	deberá	tenerse	en	cuenta	la	unidad	del	
recurso	 en	 cualquiera	 de	 las	 etapas	 del	 ciclo	 hidrológico,	 la	 interdependencia	 entre	 los	
distintos	 recursos	naturales	 y	 entre	 los	distintos	usos	del	 agua,	 el	 condicionamiento	del	
ambiente,	 la	 protección,	 conservación	y	 restauración	de	 territorios	productores	de	 agua	
controlando	y	manejando	las	influencias	que	es	capaz	de	producir	la	acción	humana.	
	
718	Artículo	35.‐	Previo	al	otorgamiento	de	 la	Declaración	de	 Impacto	Ambiental	 emitida		
por	 la	 Secretaría	del	Ambiente	 (SEAM),	 la	 autoridad	de	 los	 recursos	hídricos	 emitirá	un	
certificado	de	disponibilidad	de	recursos	hídricos,	en	la	calidad	y	la	cantidad	requerida	por	
la	actividad	y	en	la	zona	de	emplazamiento	del	proyecto.	












y	 otras	 sustancias,	 las	 cualidades	 del	 agua,	 en	 violación	 de	 las	 disposiciones	
administrativas	que	se	encargan	de	proteger,	gestionar	y	controlar	la	utilización	de	
los	 recursos	 hídricos	 del	 territorio	 nacional.	 	 Configuración	 de	 la	 que	 pueden	
derivar	 dos	 interpretaciones	 relacionadas	 a	 las	 formas	 de	 accesoriedad	 del	
Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo.	 Por	 una	 parte,	 el	 tipo	 penal	 permite	
entender	 que	 se	 configura	 con	 un	 modelo	 de	 accesoriedad	 de	 dependencia	
absoluta	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo,	si	consideráramos	que	sólo	
se	requiere	de	la	violación	formal	de	la	disposición	administrativa	de	protección	de	
recursos	 hídricos,	 para	 la	 concreción	 del	 hecho	 punible.	 	 Por	 otra	 parte,	 si	 se	
entiende	 acertadamente	 que	 la	 conducta	 indebida	 debe	 alterar	 la	 cualidad	 del	
agua,	 se	debe	 comprobar	materialmente	que	 la	 contaminación	 se	produce	por	 el	
derramamiento	 de	 una	 cantidad	 ingente,	 perjudicial	 para	 los	 componentes	
naturales,	 de	 la	 zona	 hídrica	 que	 ha	 sido	 contaminada.	 	 Además	 de	 constatar	 la	
violación	 de	 la	 norma	 administrativa	 destinada	 a	 la	 protección	 del	 agua,	 que	 se	
puede	 configurar	 a	 través	del	 quebrantamiento	de	 las	disposiciones	 establecidas	
en	 la	 Ley	 3239/2007	 de	 protección	 de	 los	 recursos	 hídricos	 del	 Paraguay	 y	 la	
Ley	294/93	 sobre	 la	 evaluación	 del	 impacto	 ambiental.	 Encontrándose	 ambas	
leyes	vinculadas	a	la	concesión	de	las	respectivas	autorizaciones	administrativas	o	
















(SEAM).	 	 Esta	 Institución	 creada	 por	 Ley	 1561	 del	 año	 2000720,	 es	 el	 órgano	




a	 través	 de	 un	 instrumento	 operativo	 como	 es	 el	 acto	 administrativo	 de	
autorización	y	de	control	preventivo.	 	La	autorización	administrativa	considerada	
como	 un	 instrumento	 fundamental	 de	 protección	 del	 medio	 ambiente,	 tiene	 la	
finalidad	 de	 evitar	 la	 realización	 de	 actividades	 que	 superen	 los	 límites	 de	
tolerabilidad	fijados	en	las	leyes	o	reglamentos,	para	la	regulación	de	todo	vertido	
o	emisión	de	contaminantes	en	el	aire,	el	suelo	y	el	agua721.	
Precisamente	 la	 realización	 de	 la	 conducta	 prevista	 en	 el	 tipo	 base	 del	
Art.	197.1	será	típica	cuando	la	alteración	indebida	perjudicara	el	agua	mediante	el	
                                                            
720	 Esta	 Ley	 tiene	 como	 antecedente	 normativo	 la	 Ley	 369/72,	 por	 el	 cual	 fue	 creado	
SENACSA	–	(Servicio	nacional	de	saneamiento	ambiental)	que	se	encargaba	de	regular	el	
régimen	de	la	materia	de	referencia.	La	SEAM	es	la	autoridad	encargada	de	la	aplicación	de	
todas	 las	disposiciones	 legales	que	aborden	 la	cuestión	ambiental.	La	 ley	1561	establece	


















Nos	 situamos	 por	 tanto	 nuevamente,	 en	 el	 marco	 de	 la	 accesoriedad	 del	
Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 y	 en	 este	 punto	 en	 la	 accesoriedad	 de	
actos,	 al	que	 la	doctrina	 lo	ubica	en	el	 contexto	del	 arquetipo	de	 la	accesoriedad	
relativa	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 en	 razón	 a	 que	 a	 la	
autorización	 en	 sentido	 genérico,	 es	 un	 acto	 administrativo	 declarativo	 que	
engloba	 figuras	 como	 los	 permisos,	 licencias,	 verificaciones	 etc.,	 y	 que	 son	
utilizadas	como	instrumento	de	control	que	se	limita	a	comprobar	el	cumplimiento	
o	 incumplimiento	 de	 las	 condiciones	 y	 requisitos	 normativamente	 definidos	 en	
leyes	de	carácter	general722	de	protección	al	medio	ambiente.	
Por	 ello,	 la	 ausencia	 de	 autorizaciones,	 la	 concurrencia	 de	 autorizaciones	
viciadas	 o	 la	 infracción	 de	 las	 pertinentes	 autorizaciones	 administrativas,	 son	
valoradas	 al	 momento	 de	 la	 concreción	 del	 injusto	 penal.	 	 Ahora	 bien,	 el	
comportamiento	 amparado	 en	 una	 autorización	 no	 puede	 considerarse	
antijurídico	desde	la	perspectiva	penal,	cuando	se	trata	de	una	autorización	lícita,	





que	 puede	 perjudicar	 la	 cualidad	 del	 agua.	 En	 cambio,	 si	 el	 titular	 de	 la	
autorización	 administrativa	 no	 actúa	 con	 abuso	 de	 derecho	 sino	 conforme	 a	 un	
                                                            
722	 DE	 LA	 MATA	 BARRANCO,	 N.:	 Protección	 penal	 del	 ambiente	 y	 accesoriedad	






previo	error	de	 la	autoridad	o	esta	 llega	a	una	 falsa	valoración	de	 la	situación	de	
hecho,	está	exento	de	conducta	típica	por	razones	de	error	de	tipo.	Por	lo	cual,	se	






del	 tipo	 legal.	Esto	no	excluirá	 la	punibilidad	en	virtud	de	una	 ley	que	 sanciona	 la	
conducta	culposa.		
Como	 lo	 indicáramos,	 en	 el	marco	 de	 las	 autorizaciones	 nos	 encontramos	
con	 el	 modelo	 de	 accesoriedad	 de	 relativa	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	
administrativo,	 donde	 el	 acto	 administrativo	 juega	 un	papel	 determinante,	 y	 por	
tanto	vincula	directamente	al	tipo	penal	base	del	Art.	197.1	con	la	accesoriedad	de	
acto	administrativo.	Si	bien	también	esta	norma	de	protección	penal	del	agua	está	
igualmente	 vinculada	 a	 las	 normas	 administrativas	 de	 protección	 hídrica,	 en	
determinados	 casos	 precisa	 de	 la	 	 concurrencia	 de	 la	 infracción	 de	 las	
disposiciones	de	 carácter	general	y	del	 incumplimiento	del	 acto	administrativo	a	
través	 del	 cual	 se	 autorizó	 la	 realización	 de	 alguna	 actividad	 vinculada	 a	 los	
recursos	hídricos.	
Así	 al	 remitirnos	 al	 Art.	 28	 de	 la	 Ley	 3239/2007	 de	 protección	 de	 los	
recursos	hídricos724,	 observamos	 claramente	 la	 confluencia	 de	 dos	 disposiciones	






724	 Artículo	 28.	Previo	a	 su	 realización,	 todas	 las	 obras	 o	actividades	 relacionadas	 con	 la	
utilización	 de	 los	 recursos	 hídricos	 deberán	 someterse	 al	 procedimiento	 de	Evaluación	 de	
Impacto	Ambiental	previsto	en	la	Ley	Nº	294/93	“EVALUACIÓN	DE	IMPACTO	AMBIENTAL”	y	








alguna	 autorización	 que	 permita	 el	 uso	 de	 recursos	 hídricos	 para	 el	 vertido	 de	
efluentes725,	 se	 requerirá	 previamente	 de	 la	 concesión	 de	 la	 licencia	 de	 impacto	
ambiental	 para	 el	 desarrollo	 de	 las	 actividades	 correspondientes726.	 Por	 tanto	 el	
incumplimiento	con	las	obligaciones	o	el	ocultamiento	de	datos	para	la	obtención	
de	 la	 licencia	 de	 impacto	 ambiental,	 se	 convierte	 en	 el	 quebrantamiento	 de	 la	
disposición	 de	 la	 autoridad	 competente	 y	 consecuentemente	 en	 el	
quebrantamiento	 de	 la	 disposición	 administrativa	 de	 protección	 de	 recursos	





Para	 la	 doctrina	 penal	 paraguaya	 y	 española,	 no	 es	 usual	 vincular	 la	
tipificación	de	los	delitos	contra	el	medio	ambiente	con	los	delitos	de	lesión,	sino	
con	 los	 delitos	 de	 peligro.	 	 No	 obstante,	 como	 lo	 indicáramos	 en	 epígrafes	
anteriores,	existen	voces	desde	la	doctrina	penal	española	como	MUÑOZ	LORENTE	
que	 al	 analizar	 el	 tipo	 penal	 básico	 del	 Art.	 197.1	 del	 CPP,	 se	 inclina	 por	 una	
interpretación	de	 la	configuración	del	 tipo	como	un	delito	de	 lesión	que	requiere	












727	 Sobre	 el	 punto	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	 en	




Precisamente,	 de	 la	 práctica	 se	 puede	 inferir	 que	 en	 algunos	 casos,	 la	










un	 delito	 de	 resultado	 de	 lesión728,	 que	 precisa	 un	 resultado	 típico	 para	 la	
concreción	del	delito.		
Lo	cual	permite	a	algunos	autores,	desde	la	doctrina	española,	enmarcar	el	
bien	 jurídico	medio	ambiente	entre	 los	bienes	 jurídicos	colectivos,	porque	con	 la	
configuración	del	delito	ambiental	como	delitos	de	lesión	en	el	tipo	penal	base	que	
protege	el	agua	(entendida	como	las	bases	naturales	de	la	vida	humana	en	Código	
penal	 paraguayo),	 se	 permite	 la	 interpretación	 autónoma	 del	 bien	 jurídico	
                                                                                                                                                                              






medio	 ambiente	 en	 Alemania,	 Italia,	 Francia	 y	 España.	 Estudio	 de	 Derecho	 penal	




práctica	 judicial,	 así	 en	 el	 Auto	 Interlocutorio,	 A.I:	 Nº	 477	 de	 fecha	 14	 de	 setiembre	 de	
2009,	emanado	del	 	 Juzgado	penal	de	garantías	de	la	ciudad	de	Coronel	Oviedo,	resuelve	














obstante,	 considero	 acertado	 no	 vincular	 precisamente	 la	 autonomía	 del	 bien	




medio	 ambiente	 como	 bases	 o	 sistemas	 naturales	 compuestos	 por	 el	 agua,	 la	
atmósfera	 y	 el	 suelo,	 y	 de	 sus	 características	 inherentes	 como	 bien	 jurídico	
colectivo:	su	titularidad	compartida730,	que	implica	que	todos	los	ciudadanos	como	














Kollektive	 Rechtsgùter	 im	 Strafrecht,	 Heymanns	 Verlag,	 2002,	 págs.	 111	 y	 ss.	 	 «Debe	
ocuparse	 el	 Derecho	 penal	 de	 riesgos	 futuros.	 Bienes	 jurídicos	 colectivos	 y	 delitos	 de	
peligro	abstracto»	en	RECPC,	04‐	14‐	2002,	pág.	9.		«El	bien	jurídico	como	eje	material	de	
la	 norma	 penal»	 en	 	 HEFENDEHL,	 R.:	 La	 teoría	 del	 bien	 jurídico,	 ¿fundamento	 de	
legitimación	 del	Derecho	 penal	 o	 juego	 de	 abalorios	 dogmático?,	 Editorial	 Marcial	 Pons,	
Madrid,	2007	pág.	189.	En	la	doctrina	española	el	trabajo	monográfico	que	ha	abordado	la	
teoría	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 colectivos,	 SOTO	NAVARRO,	 S.:	 La	 protección	 penal	 de	 los	
bienes	jurídicos	colectivos	en	la	sociedad	moderna,	op.	cit.,	págs.	194,	269	y	317,	quien	para	
parte	 del	 adjetivo	 «colectivo»	 para	 referirse	 a	 los	 bienes	 jurídicos	 de	 titularidad	
















en	 la	 propuesta	 de	 TORIO,	 quien	 desde	 la	 teoría	 general	 del	 peligro,	 propone	 la	
utilización	del	concepto	de	peligro	hipotético	como	categoría	intermedia	entre	los	
delitos	de	peligro	concreto	y	 los	delitos	de	peligro	abstracto,	 con	el	 fin	de	que	el	
Derecho	 penal	 pueda	 arbitrar	 sanciones	 y	 medidas,	 ante	 conductas	 que	
constituyen	un	riesgo	grave	para	bienes	jurídicos	relevantes,	y	en	los	que	el	riesgo	
concreto	 es	 difícil	 constatar.	 De	 este	 modo,	 el	 modelo	 que	 propone	 el	 autor,	
permite	 que	 el	 tipo	 se	 configure	 acreditando	 la	 peligrosidad	 de	 la	 acción	 y	 la	
posibilidad	del	resultado,	es	decir	se	requiere	de	una	acción	apta	para	producir	«un	
peligro	del	bien	jurídico	como	elemento	integrante	del	tipo	del	delito»733.		
DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 siguiendo	 a	 TORIO,	 pero	 desde	 el	 ámbito	 de	 la	
protección	 del	 medio	 ambiente,	 propone	 la	 reinterpretación	 de	 los	 delitos	 de	
peligro	hipotético,	y	habla	de	delitos	de	peligro	suficiente,	porque	sostiene	«que	se	
trata	 de	 conductas	 que	 han	 de	 ser	 idóneas	 para	 crear	 un	 peligro	 suficiente	 con	
carácter	abstracto	para	lesionar,	aunque	en	el	caso	concreto	tal	peligro	no	se	haya	
materializado	efectivamente»734.	 	La	autora	denomina	 igualmente	como	delito	de	
peligro	 abstracto	 de	 contenido	material,	 al	 delito	 de	 peligro	 hipotético	 o	 idóneo,	
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del	 bien	 jurídico	 protegido,	 y	 en	 caso	 de	 considerarse	 que	 la	 conducta	 era	muy	
idónea	–peligrosa‐	para	que	en	tales	circunstancias	se	produjera	una	lesión	en	un	
caso	concreto,	 se	valorara	 todas	 las	 circunstancias	conocidas	ex	–	post736.	 	En	 los	
delitos	 de	 peligro	 hipotético	 en	 cambio,	 «el	 juzgador	 habrá	 de	 constatar	 con	




en	 el	 ámbito	 de	 la	 protección	 penal	 del	 medio	 ambiente,	 el	 juzgador	 realice	 un	
juicio	 sobre	 circunstancias	 concretas	 en	 cada	 caso	 particular,	 y	 que	 deberán	 ser	
valoradas	como	relevantes	para	el	Derecho	penal,	según	los	siguientes	criterios:	un	
criterio	cualitativo,	concerniente	a	las	propiedades	de	la	sustancia	o	del	contenido	
de	 la	conducta;	un	criterio	cuantitativo,	referido	a	 la	 intensidad	de	 la	acción	y	un	
criterio	 temporal	 atendiendo	 a	 la	 duración	 o	 permanencia	 de	 la	 acción	 o	 sus	
efectos738.	
                                                            












Siguiendo	 en	 esta	 línea,	 también	 encontramos	 a	 TERRADILLOS	 BASOCO,	
quien	opta	por	 la	utilización	del	concepto	de	peligro	hipotético	para	configurar	e	
interpretar	los	delitos	de	peligros.		De	este	modo,	el	autor	valora	la	peligrosidad	de	
la	 conducta	 (juicio	 de	 idoneidad)	 e	 incorpora	 la	 probabilidad	 del	 resultado	
(probabilidad	lesiva),	para	sortear	los	obstáculos	probatorios.	 	 Inclinándose	en	el	
marco	 de	 los	 delitos	 ambientales,	 por	 la	 utilización	 preferente	 de	 los	 delitos	 de	
peligro	hipotético,	como	instrumento	preventivo	que	garantiza	la	protección	de	un	
bien	jurídico	de	tal	amplitud,		como	el	medio	ambiente739.	
La	 enunciación	 de	 los	 pronunciamientos	 de	 diferentes	 autores	 que	
responden	a	una	forma	de	valorar	la	potencialidad	del	peligro,	y	en	este	ámbito	del	
peligro	potencial	para	 el	agua	como	base	natural	de	 la	vida	humana,	se	 concluye	
que	 del	 Código	 penal	 paraguayo	 puede	 derivar	 de	 lege	 lata,	 la	 interpretación	 de	






del	peligro	para	el	bien	 jurídico.	 	De	este	modo,	 se	puede	considerar	que	para	 la	
consumación	del	delito	no	es	necesaria	la	destrucción	o	menoscabo	del	sustrato	de	
la	acción,	que	en	este	ámbito	es	el	agua	entendida	como	una	de	las	bases	naturales	
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Al	 hablar	 de	 riesgo	 en	 el	 marco	 del	 Derecho	 penal,	 nos	 lleva	
indefectiblemente	 a	 la	 teoría	 de	 la	 imputación	 objetiva741,	 la	 que	 bien	 no	 la	
abordaremos	in‐extensu	en	este	apartado,	pero	si	nos	remitiremos	someramente	a	
ella,	 para	 poder	 referirnos	 al	 porque	 sostenemos	 	 que	 es	 necesaria	 	 la	
incorporación	del	riesgo	como	elemento	o	criterio	normativo	del	tipo	en	el	marco	
de	 la	 legislación	penal	paraguaya,	específicamente	en	 la	protección	del	ambiente.		
Valoración	 ésta	 que	 sin	 embargo	 la	 encontramos,	 en	 la	 protección	 del	 ambiente	
desplegada	 por	 el	 Código	 penal	 español,	 pues	 como	 lo	 señaláramos,	 este	 cuerpo	





e	 imprudentes,	 se	 pueden	 diferenciar	 	 tres	 criterios	 normativos	 o	 también	
denominados	 niveles	 de	 imputación:	 a)	 La	 creación	 de	 un	 riesgo	 jurídico‐
                                                            
741	 El	 concepto	 tradicional	 de	 imputación	 objetiva	 que	 fuera	 esbozado	 a	 partir	 de	
Aristóteles	 y	 utilizado	 igualmente	 por	 Pufendorf	 y	 Hegel,	 es	 reconducido	 por	 Larenz	 y	
Honig	 desde	 una	 interpretación	 que	 tiene	 presente	 el	 papel	 de	 la	 voluntad	 como	 factor	
causal	pero	prescinde	por	completo	del	contenido	de	la	voluntad	concreta	en	el	proceso	de	
la	 imputación	objetiva.	 	En	base	a	esta	 interpretación	en	los	años	setenta	 	de	 la	mano	de	
Roxin	 surge	 la	moderna	 teoría	de	 la	 imputación	objetiva,	 que	no	 sólo	 tiene	por	objetivo	
comprobar	 si	 un	 hecho	 es	 atribuible	 o	 no	 a	 una	 persona	 como	 su	 obra	 sino	 también	
otorgarle	 un	 sentido	 social	 a	 través	 de	 unos	 criterios	 normativos,	 véase	 en	 ROXIN,	 C.:	
«Reflexiones	 sobre	 la	 problemática	 de	 la	 imputación	 en	 Derecho	 penal»	 en	 Problemas	
básicos	del	derecho	penal,	Editorial	Reus,	Madrid,	1976,	págs.	128	y	ss.		El	mismo,	Derecho	
penal	(parte	general).	Tomo	I.	 	Fundamentos	la	estructura	de	la	teoría	del	delito.	 	Editorial	
Civitas,	 Madrid,	 1997,	 págs.	 346	 a	 386.	 Sobre	 el	 origen	 y	 desarrollo	 de	 la	 imputación	
objetiva	 véase	 igualmente,	 MARTÍNEZ	 ESCAMILLA,	 M.:	 La	 imputación	 objetiva	 del	
resultado,	Publicaciones	Del	 Instituto	de	Criminología	de	 la	Universidad	Complutense	de	
Madrid,	 Editoriales	 de	 Derecho	 Reunidas	 S.A.,	 Madrid,	 1992,	 págs.	 3	 y	 ss.	 	 REYES	
ALVARADO,	 Y.:	 Imputación	 objetiva,	 Editorial	 Temis,	 Bogotá,	 1994,	 págs.	 8	 y	 ss.		
BACIGALUPO	 ZAPATER,	 E.:	 Principios	 de	 Derecho	 penal	 (parte	 general).	 Editorial	 Akal,	











que	 se	 identifica	 a	 la	 imputación	 objetiva,	 recaen	 en	 la	denominación	de	 los	 dos	
primeros	criterios	creación	de	un	riesgo	jurídicamente	desaprobado	y	realización	de	
dicho	 riesgo	 en	 el	 resultado,	 entendido	 este	 último	 no	 en	 un	 sentido	 puramente	
naturalístico	 sino	 normativo.	 	 Para	 ROXIN,	 el	 fin	 de	 la	 teoría	 de	 la	 imputación	
objetiva	 consiste	 en	 excluir	 resultados	 que	no	pertenezcan	 a	 la	 acción	del	 autor,	
pues	 sólo	 podrán	 ser	 imputados	 resultados	 que	permitan	que	 aparezca	 la	 lesión	
concreta	 del	 bien	 jurídico	 o	 su	 puesta	 en	 peligro,	 como	 obra	 concreta	 de	 un	
determinado	autor	del	delito	o	del	hecho	punible.	
Afirmación	 que	 nos	 remite	 por	 tanto	 al	 primer	 nivel	 de	 la	 imputación	












págs.	757	y	 ss.	 	 En	 la	doctrina	 española	 sobre	 los	 criterios	normativos	de	 la	 imputación	
objetiva	 pero	 con	 matices,	 LARRAURI,	 E.:	 «Introducción	 a	 la	 imputación	 objetiva»	 en	
Estudios	Penales	y	criminológicos,	Nº	12,	1987‐1988,	págs.	230	y	ss.	BUSTOS	RAMÍREZ,	J.:	
«Imputación	 objetiva.	 Cuestiones	 metodológicas	 y	 sistemáticas»	 en	 Estudios	 penales	 y	
criminológicos,	XII,	1989,	pág.	144,	quien	en	el	marco	de	la	doctrina	minoritaria	considera	
que	la	imputación	objetiva	tiene	su	ubicación	sistemática	en	la	antijuricidad	y	no	así	en	la	
















equilibrio	 de	 los	 sistemas,	pues	 el	 autor	 ha	 actuado	 en	 el	marco	 de	 lo	 permitido	
normativamente.			
Del	 mismo	 modo,	 encontramos	 como	 filtro	 o	 criterio	 normativo	
especializado	 en	 el	 contexto	 de	 este	 primer	 nivel	 de	 la	 imputación	 objetiva	 a	 la	
disminución	del	riesgo,	el	que	permite	igualmente	la	exclusión	la	imputación	del	
tipo	 siempre	 y	 cuando	 el	 sujeto	 no	 ha	 creado	 o	 aumentado	 el	 peligro	 de	 un	
resultado	 típico,	 sino	 que	 	 ha	 disminuido	 o	 retrasado	 el	 peligro	 para	 el	 bien	
jurídico.	 	 Asimismo,	 se	 excluirá	 la	 imputación	 al	 tipo	 si	 falta	 la	 creación	 de	
peligro,	puesto	que	si	una	conducta	no	pone	en	peligro	relevante	un	bien	jurídico	
legalmente	 protegido,	 puede	 hasta	 formalmente	 cumplir	 con	 el	 tipo,	 pero	 no	 así	
con	la	configuración	del	tipo	objetivo,	por	la	irrelevancia	de	la	conducta	en	relación	
al	bien	jurídico.	 	La	exclusión	de	la	 imputación	del	tipo	viene	dada	igualmente	en	





naturales	 como	es	el	agua,	 por	haber	 incrementado	 la	 cantidad	que	 se	adecua	al	
marco	del	riesgo	permitido,	nos	encontramos	en	la	valoración	del	primer	nivel	de	
la	 imputación	 objetiva,	 cual	 es	 la	 realización	 del	 riesgo	 no	 permitido,	 cuya	
constatación	 requiere	 que	 exista	 una	 relación	 de	 riesgo	 como	 consecuencia	 del	
riesgo	creado	por	la	conducta	que	produjo	el	resultado,	puesto	que	si	no	existe	esa	
relación	no	se	puede	imputar	el	resultado.		Aquí,	se	habla	entonces	de	imputación	










la	 infracción	 de	 los	 reglamentos,	 sino	 por	 el	 hecho	 que	 debe	 comprobarse	 al	
infringirlos.		Ahora	bien,	si	el	resultado	es	consecuencia	de	la	realización	de	otro	
riesgo	 distinto	 al	 creado	 por	 el	 comportamiento	 del	 autor,	 se	 excluirá	 la	
imputación	del	 resultado	de	 la	 realización	del	 riesgo	al	 autor.	 	Del	mismo	modo,	
sino	 existiera	 incremento	 del	 riesgo	 en	 la	 conducta	 del	 autor	 se	 excluirá	 la	
imputación	del	resultado	al	mismo.		Este	criterio	normativo	ubicado	en	marco	del	
primer	 elemento	 de	 la	 imputación	 objetiva,	 es	 considerado	 por	 Roxin,	principio	
del	incremento	del	riesgo	el	que	originariamente	fue	creado	para	el	análisis	de	los	
delitos	 imprudentes	 por	 su	 especial	 conexión	 con	 la	 norma	 de	 cuidado.	 Aquí	 se	
parte	de	una	comparación	entre	el	riesgo	real	creado	y	el	que	hubiera	generado	el	
comportamiento		correcto	
En	 el	 marco	 de	 la	 doctrina	 española,	 la	 valoración	 de	 los	 criterios	
normativos	riesgo	permitido	e	incremento	del	riesgo,	no	sólo	refleja	que	la	teoría	
de	 la	 imputación	objetiva	 introduce	el	 	riesgo	permitido	 como	criterio	 teleológico	
normativo	en	el	ámbito	del	tipo,	sino	que	le	confieren	una	valoración	ex	–	ante	y	
ex	–	post.747		Valoración	que	se	orienta	sobre	actividades	consideradas	peligrosas,	
porque	 los	 riesgos	 no	 pueden	 ser	 evitados	 ni	 previstos	 en	 el	 contexto	 de	 la	
sociedad	 posmoderna,	 pero	 se	 puede,	 en	 cambio,	 llegar	 a	 la	 determinación	 del	
riesgo	permitido	y	no	permitido	sobre	la	base	de	tres	factores:	
a)	 «La	 utilidad	 de	 la	 conducta.	 	 Se	 plantea	 un	 conflicto	 de	 intereses	
entre	la	mayor	o	menor	utilidad	social	y	el	riesgo	que	se	entiende	no	puede	




penal	 de	 1995),	 Editorial	 Tirant	 lo	Blanch,	 Valencia,	 1996,	 págs.	 132	 a	 138.	 	MARTÍNEZ	
ESCAMILLA,	 M.:	 La	 imputación	 objetiva	 del	 resultado,	 publicaciones	 del	 Instituto	 de	
Criminología	de	la	Universidad	Complutense	de	Madrid,	Editoriales	de	Derecho	Reunidas,	
Madrid,	 1992,	 págs.	 30	 a	 45.	 	 CORCOY	BIDASOLO,	M.:	 «La	 distinción	 entre	 causalidad	 e	
imputación	objetiva	y	 su	 repercusión	en	 el	proceso	–presunción	de	 inocencia	 e	 in	dubio	
pro	reo»	op.	cit.,	págs.	608	a	614.	
	







realidad,	 pues	 permite	 adecuar	 constantemente	 y	 para	 cada	 caso,	 el	
acontecimiento	 concreto	 objeto	 de	 juicio	 a	 los	 principios	 de	 igualdad	
material	y	proporcionalidad	y	a	los	avances	de	la	técnica	y	de	la	sociedad749.	
b)	 «Las	 posibilidades	 técnicas	 de	 controlar	 el	 peligro	 inherente	 a	 la	
actividad.		Será	riesgo	permitido	siempre	que	la	conducta	sea	útil	y	no	exista	
otro	 medio	 o	 forma	 de	 llevarla	 a	 efecto»750.	 Este	 factor	 se	 halla	
intrínsecamente	 vinculado	 a	 la	 utilización	 de	 los	 medios	 preventivos	 de	
control	 a	 través	 de	 las	 normas	 administrativas,	 razón	 por	 la	 que	 la	
determinación	del	riesgo	habrá	de	realizarse	para	cada	caso	concreto	y	no	
de	manera	generalizada.	
c)	 «En	 este	 punto	 se	 tienen	 en	 cuenta	 los	 costes	 que	 la	 evitación	 de	
todos	 los	 riesgos	 posibles	 conllevaría	 para	 la	 sociedad	 en	 general,	 para	 la	
empresa	en	particular	o	para	los	trabajadores751	».	Valoración	sin	embargo,	
que	desde	nuestro	punto	de	vista,	 	 vislumbra	 la	preeminencia	del	aspecto	
economicista,	 pues	 en	 la	 realidad	 la	 influencia	 y	 el	 poder	 económico	 de	
aquello	 que	 Capella	 denomina	 «soberano	 privado	 supraestatal	 de	 carácter	
difuso»752,	 es	 el	 que	 de	 hecho	 y	 Derecho	 determina	 el	 límite	 entre	 lo	
permitido	y	no	permitido.	
                                                            
749	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 M.	 P.:	 Tipicidad	 e	 imputación	 objetiva.	 Editorial	 Tirant	 lo	
Blanch,	Valencia,	1996,	pág.	133.	
	






transnacionales	 y	 sobre	 todo	 de	 los	 conglomerados	 financieros.	 Se	 impone	 mediante	
instancias	convencionales	interestatales,	como	el	G7	(conferencia	del	grupo	de	los	países	
industrializados),	 instituciones	 como	 el	 Banco	 Mundial	 y	 el	 Fondo	 Monetario	
Internacional,	 a	 través	 de	 la	 creación	 de	 derecho	 que	 establecen	 para	 relacionarse	 los	
grandes	económicos	transnacionales».	Con	otra	postura,	HELD,	«Globalización:	tendencias	
y	opciones»	en	BARAÑO	CID	(dir.),	La	globalización	económica.	incidencia	en	las	relaciones	




La	 valoración	 de	 estos	 factores,	 en	 el	 marco	 que	 aquí	 nos	 compete,	
determina	 la	 frontera	 entre	 el	 riesgo	 permitido	 y	 no	 permitido,	 el	 que	 debe	 ser	
buscado	en	una	valoración	ex	‐	ante	de	los	intereses	en	juego.753		Para	determinar	
el	 ámbito	 del	 riesgo	 permitido	 se	 ponderan,	 por	 un	 lado,	 la	 utilidad	 social	 de	 la	
actividad	 en	 que	 se	 desarrolla	 la	 conducta	 y,	 por	 otro,	 la	 amplitud	 y	 la	
potencialidad	 de	 la	 acción	 peligrosa	 para	 el	 bien	 jurídico754.	 	 Sin	 embargo,	 la	





tipicidad	 a	 	 través	 de	 la	 consumación	 como	 una	 puesta	 en	 peligro,	 esto	 es	 una	
valoración	 ex	–	 ante	 (donde	 se	 ubica	 la	 frontera	 entre	 riesgo	 permitido	 y	 no	
permitido)757,	para	pasar	a	 la	valoración	ex	–	post	 en	un	 riesgo	potencial	para	el	




del	 agua,	 ya	 que	 estas	 se	 encontraban	 previamente	 alteradas.	 	 Más	 bien	 será	
responsable	 porque	 el	 nuevo	 vertido	 está	 perjudicando	 la	 capacidad	 de	
                                                                                                                                                                              
quien	 la	«globalización	económica	no	necesariamente	se	traduce	en	una	disminución	del	
poder	 del	 estado,	 sino	 que	 más	 bien	 está	 transformando	 las	 condiciones	 en	 las	 que	 se	
puede	ejercer	el	poder	de	estado».	
	
753	CORCOY	BIDASOLO,	M.	P.:	 «La	distinción	entre	 causalidad	e	 imputación	objetiva	y	 su	
repercusión	en	el	proceso	–presunción	de	inocencia	e	in	dubio	pro	reo»,	op.	cit.,	pág.	608.	
	



















un	 riesgo	 mayor	 para	 el	 bien	 jurídico	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 al	
aumentar	los	factores	de	riesgo	y	hacer	más	probable	su	destrucción.	
Por	 tanto,	 la	 afirmación	 de	 que	 el	 injusto	 penal	 se	 configura	 por	 una	
afectación,	 esto	 es,	 por	 la	 lesión	 o	 puesta	 peligro	 del	 bien	 jurídico	 individual	 o	
colectivo,	 es	una	enunciación	y	 constatación	 irrenunciable	para	 la	determinación	
del	 ilícito	 penal,	 aunque	 también	 es	 sabido	 que	 otros	 sectores	 importante	 de	 la	
doctrina	ven	el	injusto	en	el	desvalor	de	acción	y	desautorización	de	la	vigencia	de	
la	 norma,	 renunciando	 a	 un	 desvalor	 de	 resultado	 basado	 en	 la	 afectación	 de	
bienes	jurídicos.	
En	 este	 trabajo	 sin	 embargo,	 venimos	 enunciando	 y	 también	 utilizando	
como	 hilo	 conductor,	 al	 principio	 del	 protección	 de	 bienes	 jurídicos,	 el	 que	
indefectiblemente	nos	lleva	a	la	teoría	de	la	imputación	objetiva	que	nos	presenta	
un	Derecho	penal	que	protege	bienes	jurídicos	mediante	la	prohibición	de	creación	
de	 riesgos	 no	 permitidos,	 que	 permitan	 por	 ello	 mantener	 la	 incolumidad	 de	
aquellos.	 	 De	 esta	 forma	 como	 lo	 afirma	ROXIN	 «La	 categoría	 central	 del	 injusto	
penal	 no	 es	 pues,	 como	 se	 ha	 creído	 por	 mucho	 tiempo,	 la	 causación	 de	 un	
resultado	 o	 la	 finalidad	de	 la	 acción	humana,	 sino	 la	 realización	de	 un	 riesgo	no	
permitido.	La	causalidad	es	solamente	una	condición	necesaria	pero	no	suficiente	
del	 injusto	 penal»759,	 ya	 que	 la	 imputación	 al	 tipo	 objetivo	 presupone	 «la	
realización	de	un	peligro	creado	por	el	autor	y	no	cubierto	por	un	riesgo	permitido	
                                                            













imputación	 objetiva,	 la	 creación	un	 riesgo	 jurídicamente	 relevante	 y	 éste	 se	 haya	
realizado	en	el	resultado761,	esto	es	la	realización	del	riesgo	no	permitido.			
3.	 Protección	del	aire:	Art.	198	Contaminación	del	aire762	
Siguiendo	 con	 la	 protección	 autónoma	 de	 cada	 elemento	 de	 la	 ecología	 o	
base	natural	de	la	vida	humana,	conforme	se	encuentra	configurada	la	protección	
penal	del	medio	ambiente	en	la	legislación	paraguaya,	abordamos	el	análisis	de	la	
protección	del	aire,	 contenido	en	el	Art.	198.	 	Este	 se	caracteriza	por	ser	un	 tipo	






El	 mismo,	 «La	 problemática	 sobre	 la	 imputación	 objetiva»	 en	 Cuadernos	 de	 política	
criminal,	Nº	39,	1989	págs.	755	y	ss.	En	la	doctrina	española	sobre	el	punto,	LARRAURI,	E.:	
«Introducción	 a	 la	 imputación	 objetiva»	 en	 Estudios	 Penales	 y	 criminológicos,	 Nº	 12,	
1987‐1988,	 págs.	 230	 y	 ss;	 BUSTOS	 RAMÍREZ,	 J.:	 «Imputación	 objetiva.	 Cuestiones	
metodológicas	 y	 sistemáticas»	 en	 Estudios	 penales	 y	 criminológicos,	 XII,	 1989;	 CORCOY	
BIDASOLO,	M.:	«Distinción	entre	causalidad	e	 imputación	objetiva	y	su	repercusión	en	el	
proceso	–presunción	de	inocencia	e	in	dubio	pro	reo	»	en	Díez	Ripollés,	Romeo	Casabona,	
García	 Martín,	 Higuera	 Guimerá	 (Ed.)	 La	 ciencia	 del	 Derecho	 penal	 ante	 el	 nuevo	 siglo.		























sanciona	 penalmente,	 por	 una	 parte,	 la	 contaminación	 del	 aire	 con	 una	 clara	
opción	 por	 la	 vertiente	 ecocéntrica	 moderada	 y	 por	 otra	 parte,	 sanciona	 la	
contaminación	acústica	vinculando	de	manera	directa	la	protección	de	la	salud	de	
las	 personas.	 Siendo	 por	 tanto	 	 el	 requisito	 para	 la	 contaminación	 acústica,	 la	
afectación	a	un	bien	jurídico	individual,	y	que	permite	con	ello	una	configuración	
antropocéntrica.			
La	 convergencia	 de	 la	 protección	 del	 bien	 jurídico	 intermedio	 en	 el	 tipo	




Efectivamente	 al	 igual	 que	 el	 artículo	 197	 del	 CPP,	 en	 el	 tipo	 penal	 aquí	
abordado	 se	 protege	 el	 aire	 considerado	 una	 de	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	
humana.	 	Protección	ésta	que	se	realiza	de	manera	autónoma	en	el	primer	inciso,	
numeral	1	del	Art.	199,	puesto	que	hace	estricta	referencia	a	la	contaminación	del	
aire,	 y	 por	 ello	 a	 su	 valor	 intrínseco.	 	 De	 este	 modo	 se	 observa	 en	 el	 tipo	 una	
configuración	 de	 vertiente	 ecocéntrica	moderada,	 que	permite	 la	 protección	 a	 la	
atmósfera	ante	las	emisiones	de	gases	u	otras	sustancias.		
En	 el	 numeral	 2	 del	 inciso	 primero	 en	 cambio,	 se	 protege	 al	 aire	 de	 la	
contaminación	acústica	que	pudiera	dañar	la	salud	de	las	personas,	por	lo	que	se	
observa	claramente	su	configuración	como	bien	jurídico	intermedio.		Entendiendo	
no	 obstante	 que	 la	 afectación	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas	 por	 la	 contaminación	
acústica	producida	no	es	agravante	del	tipo,	sino	forma	parte	del	tipo	básico,	y	que	







Aquí	 por	 tanto,	 como	 en	 otras	 legislaciones	 surge	 la	 pregunta	 acerca	 del	
alcance	del	bien	jurídico	protegido,	y	que	en	efecto	en	el	Código	penal	paraguayo	es	
el	 aire	 entendido	 como	 base	 natural	 de	 la	 vida	 humana.	 Afirmación	 esta	 que	
permite	su	interpretación	desde	la	vertiente	antropocéntrica	moderada,	y	justifica	
la	 intervención	del	 ius	puniendi,	puesto	 que	 si	 nos	 ciñéramos	 a	 la	 protección	del	
aire	ante	las	emisiones	de	gases	y	ruidos	que	no	hayan	cumplido	las	exigencias	de	la	
autoridad	 competente	 respecto	a	 las	 instalaciones	o	aparatos;	o	hayan	violado	 las	





Art.	 198	 del	 CPP,	 y	 lo	 realiza	 a	 través	 del	 modelo	 de	 absoluta	 dependencia	 del	
Derecho	penal	al	Derecho	administrativo,	configurando	por	tanto	un	claro	modelo	
de	administrativización	del	Derecho	penal.			
En	 Derecho	 comparado,	 la	 homónima	 legislación	 penal	 alemana763	






























tipo	 penal	 descrito	 en	 el	 primer	 párrafo	 del	 §	 325.	 	 En	 su	 segundo	 párrafo	 en	
cambio,	 de	 modo	 mas	 explícito	 protege	 el	 aire	 del	 peligro	 grave	 que	 pudiera	
producir	la	liberación	de	sustancias	nocivas	en	volúmenes	considerables,	logrando	
de	 este	modo	una	 configuración	 ecocéntrica	 del	 tipo	 para	 la	 protección	 del	 aire,	
que	a	diferencia	de	la	protección	desplegada	en	el	primer	párrafo,	no	se	configura	
en	su	vertiente	antropocéntrica	radical.			
Precisamente	 la	 acertada	 descripción	 del	 segundo	 párrafo	 del	 §	 325,	 se	
encuentra	 consolidada	 en	 su	 carácter	 ecocéntrico,	 a	 través	 de	 su	 cuarto	 párrafo	
numeral	dos,	que	de	manera	explícita	describe	que	serán	consideradas	sustancias	
nocivas	 aquellas	 que	 son	 apropiadas	 para	 contaminar	 de	manera	 permanente	 el	
recurso	hídrico,	el	aire	o	el	suelo.		Descripción	que	a	la	hora	de	observar	el	modelo	








alemán,	 se	 protege	 el	 aire	 de	 toda	 contaminación	 acústica	 que	 fuera	 capaz	 de	
                                                                                                                                                                              




1)	Quien	 en	 la	 operación	de	una	planta,	 especialmente	una	 explotación	o	máquina,	 bajo	






perjudicar	 la	 salud	 de	 otro.	 	 Se	 protege	 igualmente	 el	 aire	 de	 toda	 vibración	 o	
radiaciones	 no	 ionizantes	 que	 pongan	 el	 peligro	 la	 salud	 de	 otro,	 de	 animales	 o	
cosas	 ajenas	 de	 valor	 significativo,	 cuya	 configuración	 es	 la	 expresión	 de	 la	
vertiente	antropocéntrica	radical.	
En	 este	 sentido,	 observamos	 igualmente	 en	 Derecho	 comparado	 a	 la	
legislación	 penal	 española,	 que	 protege	 el	 medio	 ambiente	 a	 través	 del	 tipo	
genérico	 contenido	en	el	Art.	325.	 	En	esta	norma	se	protege	el	equilibrio	de	 los	





LO	5/2010	de	22	de	 junio,	 la	pena	de	prisión	aplicable	en	este	 supuesto	 será	de	
entre	 3	 años	 y	 6	 meses,	 a	 5	 años765.	 Su	 configuración	 enseña	 que	 el	 tipo	 penal	
responde	a	un	modelo	ecocéntrico	moderado,	cuya	aplicación	agravada	se	realiza	







2)	 Quien	 en	 la	 operación	 de	 una	 planta,	 especialmente	 una	 explotación	 o	 máquina,	

















penal	 paraguayo,	 donde	 la	 configuración	 del	 tipo	 penal	 numeral	 2,	 declina	
claramente	por	la	vertiente	antropocéntrica,	sin	que	quede	duda	de	que	el	aire	no	
se	protege	por	 su	propio	 valor	 y	 entidad,	 sino	por	 el	 peligro	que	 el	 ruido	puede	






de	 normativas	 (sobre	 prevención	 de	 la	 polución	 sonora)	 y	 autorizaciones	 (que	




Al	 igual	 que	 el	Art.	 197	del	 CPP,	 el	 sujeto	 pasivo	 en	 este	 delito	 es	 toda	 la	
colectividad	 o	 la	 sociedad	 afectada,	 lo	 que	 indica	 que	 la	 titularidad	 de	 este	 bien	
jurídico	 no	 recae	 sobre	 una	 sola	 persona.	 Por	 este	 motivo,	 es	 igualmente	
denominado	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	 compartida,	 en	 donde	 la	 colectividad	
como	sujeto	pasivo	del	delito	ecológico,	podría	convertirse	en	beneficiaria	de	toda	











En	 este	 apartado	 se	 observa	 al	 igual	 que	 en	 el	 Art.	 197	 de	 protección	 del	
agua	en	el	CPP,	que	el	mensaje	de	la	norma	contenida	en	el	artículo	198	inciso	1º	
va	dirigida	de	forma	indeterminada	e	indiferenciada	a	cualquier	sujeto	que	pueda	
realizar	 la	 conducta	 descrita	 en	 dicho	 tipo	 penal.	 En	 efecto,	 la	 utilización	 de	 la	
expresión	genérica	«el	qué»,	permite	una	interpretación	no	restringida	del	núcleo	
de	 los	 posibles	 sujetos	 activos	 y	 determina	 la	 configuración	 del	 delito	 ecológico,	











cit.,	 págs.	112	y	113.	 	 Igualmente	 «¿Debe	ocuparse	el	Derecho	penal	de	 riesgos	 futuros?	
Bienes	jurídicos	colectivos	y	delitos	de	peligro	abstracto»	(página	consultada	el	4	de	mayo	

















En	 este	 sentido,	 el	 análisis	 respecto	 al	 sujeto	 activo	 del	 Art.	 198,	 se	
corresponde	 al	 análisis	 realizado	 sobre	 el	 Art.	 197	 del	 CPP,	 por	 ello	 no	
reiteraremos	 las	 lagunas	 jurídicas	 observadas	 en	 cuanto	 al	 sujeto	 activo	 de	 este	
delito,	pero	cabe	ratificar	que	generalmente	los	delitos	ambientales	son	cometidos	




ha	 actuado	 en	 representación	 de	 una	 persona	 jurídica,	 pero	 no	 así,	 a	 la	 propia	
persona	 jurídica,	 puesto	 que	 no	 es	 considerada	 en	 el	 marco	 legislativo	 penal	
paraguayo,	sujeto	activo.			
3.4	 Actos	de	contaminación	
El	 tipo	 penal	 aquí	 analizado	 encuentra	 la	 delimitación	 del	 alcance	 de	 la	
norma,	en	la	forma	y	en	el	modo	de	contaminación,	que	conforme	a	los	elementos	
descriptivos	 del	 tipo,	 para	 que	 la	 conducta	 sea	 típica	 requiere	 que	 el	 hecho	 se	
realice	 a	 través	 de	 la	 utilización	 de	 instalaciones	 o	 aparatos	 técnicos	
indebidamente.		Esta	estricta	limitación,	responde	más	bien	a	una	delimitación	de	
las	formas	de	realizar	la	conducta,	y	precisamente	en	este	ámbito	de	protección	del	





















personas	 que	 son	 puestas	 en	 peligro	 a	 través	 del	 funcionamiento	 indebido	 de	
instalaciones	 y	 aparatos	 técnicos,	 que	 generalmente	 se	 desarrollan	 en	 espacios	
urbanos	y	no	así	rurales,	en	donde	generalmente	se	contamina	el	aire	por	medio	de	
la	utilización	o	aspersión	de	químicos.		
El	 tipo	 penal	 básico,	 por	 tanto,	 tiene	 alcance	 en	 primer	 lugar	 a	 la	
contaminación	del	aire	y	en	segundo	lugar	a	la	contaminación	acústica	que	ponga	
en	 peligro	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 Conductas	 éstas	 que	 deben	 ser	 causadas	
exclusivamente	 por	medio	 de	 la	 utilización	 indebida	 de	 instalaciones	 y	 aparatos	








que	 conforme	 a	 su	 Art.	 1º	 regula	 la	 polución	 sonora	 en	 la	 vía	 pública,	 plazas,	
parques,	 paseos,	 salas	 de	 espectáculos,	 centros	 de	 reunión,	 clubes	 deportivos	 y	




De	este	modo	en	 la	 referida	 ley,	 se	regula	 la	polución	sonora	con	el	 fin	de	
tutelar	la	salud	de	las	personas,	y	de	regular	conforme	al	Art.	5	el	funcionamiento	
                                                            
769	 Se	 cuenta	 con	 la	Resolución	581/2010	emitida	 por	 la	 Secretaria	del	medio	 ambiente	








para	 evitar	 la	 propagación	 de	 ruidos,	 sonidos	 y	 vibraciones	 molestos	 que	
sobrepasen	 los	 decibeles	 que	 determina	 el	 artículo	 9770.	 Descripción	 esta	 que	 se	
podría	 extender	 a	 la	 interpretación	 de	 aparatos	 técnicos	 comprendido	 en	 el	
Art.	198	inciso	1º		del	CPP,	por	lo	cual	se	podrá	entender	que	los	aparatos	técnicos	
son	 unidades	 móviles	 que	 deberían	 funcionar	 observando	 ciertos	 límites	
establecidos	en	la	Ley	1100/97	De	prevención	de	polución	sonora.		Sin	embargo,	se	
constata	que	la	referida	ley	no	prevé	el	concepto	de	instalación,	por	lo	cual	para	su	
comprensión,	 y	 con	 el	 objeto	 de	 obtener	 un	 concepto	 vinculado	 a	 la	 actividad	
industrial	y	a	la	contaminación	atmosférica,	nos	remitimos	a	una	fuente	legal	de	la	
que	extraemos	que	instalación	es	 la	unidad	técnica	fija	en	 la	que	se	 llevan	a	cabo	







podrán	 ser	 excedidos	dentro	de	 cualquier	predio	 vecino	o	 en	 la	 vía	publica,	 realizando	 la	
medición	con	aparato	de	registro	automático,	calibrado	y	 lacrado	por	 las	municipalidades,	




Las	 áreas	 residenciales,	 mixtas	 e	 industriales	 son	 las	 que	 estarán	 definidas	 en	 el	 plan	
regulador	de	cada	Municipalidad	con	sus	características	y	actividades	establecidas.		







Los	 lugares	de	 lectura	en	edificios	y	 locales	cerrados	se	ubicarán	a	un	metro	de	 la	fachada,	














aparatos;	 2)	 se	hayan	violado	 las	disposiciones	 legales	 sobre	 la	 preservación	del	
aire;	o	3)	se	hayan	excedido	 los	valores	de	emisión	establecidos	por	 la	autoridad	
administrativa	competente.	Valoraciones	estas	que	nos	remiten	a	 la	 infracción	de	




771	 Ley	 8/2002,	 de	 18	 de	 diciembre	 (RCL	 2003,	 1888).	 Galicia	 –	 Medio	 ambiente.	
Protección	del	 ambiente	 atmosférico	 de	Galicia.,	 en	CANO	MURCIA,	Diccionario	 legal	del	
medio	ambiente,	Editorial	Thomson	–	Aranzadi,	Navarra,	2004,	pág.	95.	 	En	este	sentido,	
analizando	el	Art.	198	del	CPP,	DE	LA	CUESTA	AGUADO	se	pronuncia	críticamente	sobre	el	
concepto	 de	 instalación	 que	 se	 podría	 deducir	 del	 contenido	 del	 tipo	 básico,	 ya	 que	 no	
describe	ni	delimita	su	alcance.	 	Por	tanto	el	alcance	de	instalación	podría	ir	más	allá	del	
límite,	 del	 alcance	 que	 tendría	 que	 tener	 la	 norma.	 Así	 la	 autora	 sostiene	 que	 por	
instalación	 hemos	 de	 entender	 el	 conjunto	 de	 muebles	 e	 inmuebles	 destinados	 a	 la	
producción	 industrial	 o	a	 la	 actividad	 comercial,	 que	 se	 caracterizaría	 por	 la	 agrupación	
coordinada	y	funcional	de	acuerdo	a	los	fines	empresariales	de	maquinaria	o	tecnología	más	
o	menos	 compleja	 que	 se	 encuentra	 ubicada	 y	 en	 funcionamiento	 (instalados)	 de	 forma	
estable	y	permanente	en	un	 inmueble.	 Instalación	puede	 ser	aplicado	 tanto	a	un	complejo	
deportivo	(instalaciones	deportivas)	como	a	un	aserradero	(instalación	 industrial),	como	a	
una	 discoteca	 o	 a	 un	 bar,	 como	 a	 las	 propias	 de	 un	 colegio	 para	 parvulitos.	 	 La	 misma	
valoración	recae	sobre		aparatos	técnicos,	pues	la	autora	sostiene	que	a	aquellos	se	ha	de	
entender	como	el	conjunto	de	piezas	construido	para	funcionar	unitariamente	con	finalidad	
práctica	 determinada.	El	 calificativo	 técnico	 hacer	 referencia	 a	 que	 ha	 de	 ser	 fruto	 de	 la	
aplicación	práctica	de	 los	saberes	humanos.	Pero	aparato	técnico	puede	ser	tanto	un	avión	
como	un	 televisor,	un	acelerador	de	 electrones	 como	un	 interruptor	de	 luz,	un	ordenador	
como	una	bicicleta	o	una	 trompeta,	 vid,	DE	LA	CUESTA	AGUADO,	 	 (página	 consultada	 el	









el	 hecho	 punible	 de	 contaminación	 atmosférica,	 y	 que	 para	 su	 configuración	
requiere	en	primer	término	de	 la	utilización	de	 instalaciones	o	aparatos	técnicos,	
indebidamente.	 	 En	 segundo	 término,	 para	 que	 la	 conducta	 sea	 valorada	 como	
indebida	 se	 requiere	 de	 la	 violación	 de	 disposiciones	 legales	 de	 carácter	
administrativo	que	preserven	el	aire,	que	regulen	los	valores	de	emisión	y	de	actos	
administrativos	 que	 autoricen	 el	 funcionamiento	 de	 instalaciones	 y	 aparatos	
técnicos.	
En	 lo	 referente	 a	 la	 protección	 atmosférica,	 en	 el	 marco	 del	 Derecho	
administrativo,	se	carece	de	una	Ley	de	carácter	general	que	prevea	la	regulación	
de	 emisión	 de	 gases	 u	 otros	 sustancias	 a	 la	 atmósfera,	 así	 como	 la	 sanción	
administrativa	 correspondiente	 al	 incumplimiento	 de	 valores	 límites	 que	 deben	
encontrarse	estipulados	en	una	ley	de	protección	al	aire	o	la	atmósfera.		Por	lo	cual	






Protocolos	 y	 Convenciones	 internaciones	 que	 protegen	 la	 atmósfera.	 	 Así,	 se	












funcionamientos	 de	 establecimientos	 y	 aparatos	 técnicos	 que	 estén	 vinculados	 a	
actividades	 de	 producción	 industrial,	 generación	 de	 energía,	 fabricación	 de	
productos,	 tratamiento	 de	 materiales	 o	 destrucción	 de	 residuos,	 así	 como	
cualesquiera	 otras	 actividades	 directamente	 relacionadas	 con	 éstas	 que	 puedan	
tener	 repercusiones	 sobre	 las	 emisiones	 y	 la	 contaminación	 de	 la	 atmósfera772.		
Como	 también	 se	 configurara	 el	 hecho	 punible	 con	 la	 violación	 de	 la	 resolución	




el	 funcionamiento	 de	 instalaciones	 y	 aparatos	 técnicos,	 se	 introduce	 en	 la	
atmósfera	 sustancias	 que	 tengan	 una	 acción	 gravemente	 nociva	 para	 los	
ecosistemas	o	 las	bases	naturales	de	 la	 vida	humana,	 se	 concretará	 el	 tipo	penal	
previsto	en	el	Art.	198	 inciso	1º	numeral	1	del	CPP.	 	Sin	embargo,	 cabe	recordar	
que	la	vigencia	de	la	Ley	716/96	que	sanciona	los	delitos	contra	el	medio	ambiente	
(siendo	esta	una	ley	anterior	al	Código	penal	paraguayo	de	1997)	 	puede	llevar	a	
contradicciones	 jurídicas,	 si	 se	 aplicara	 el	Art.	7	 de	 la	 referida	 ley,	 que	prescribe	















En	 el	 Art.	 198	 inciso	 1º	 numeral	 2,	 se	 encuentra	 tipificado	 el	 delito	 de	
contaminación	 acústica,	 	 y	 que	 para	 su	 configuración	 requiere	 de	 los	 mismos	
elementos	descriptivos	y	normativos	que	el	numeral	1	de	la	norma	de	referencia.	
Así,	la	utilización	indebida	de	instalaciones	y	aparatos	técnicos,	y	el	daño	a	la	salud	
de	 las	 personas	 completaran	 el	 tipo	 para	 configurar	 el	 hecho	 punible.	 	 En	 este	
sentido,	para	 	 cumplimentar	 el	 tipo	penal	 en	blanco,	 el	 ordenamiento	paraguayo	
cuenta	 con	 la	 Ley	 1100/97	 De	 prevención	 de	 polución	 sonora,	 que	 regula	 la	
utilización	 de	 establecimientos	 y	 aparatos	 técnicos	 que	 produzcan	 ruidos	 y	







las	 normas	 administrativas774,	 que	 por	 cierto	 no	 existen,	 pero	 de	 las	 cuales	 se	
requiere	 para	 	 la	 consumación	 del	 hecho	 punible	 sólo	 se	 requiere	 del	
incumplimiento	de	normas	y	actos	administrativos,	y	no	así	de	la	concurrencia	de	
algún	elemento	delimitador	del	 tipo	que	permita	 justificar	 la	 intervención	del	 ius	
                                                            
















puniendi	por	 la	gravedad	del	hecho.	 	Por	ello,	 lo	acertado	en	este	tipo	penal	será	
introducir	una	referencia	a	 la	permanencia	de	 la	contaminación	producida	por	 la	
liberación	de		sustancias	que	alteren	su	estado	natural.		Valoración	esta	que	podría	
ser	 tachada	de	 imprecisa,	pero	que	al	mismo	 tiempo	posibilitará	 la	obtención	de	
pruebas	 ciertas,	 en	 caso	 de	 tratarse	 de	 liberación	 de	 sustancias	 en	 cantidades	
nocivas.		
En	 lo	 referente	 al	 inciso	 1º	 numeral	 2	 del	 Art.	 198	 del	 CPP,	 existe	 una	
justificación	 de	 la	 intervención	 penal	 que	 se	 fundamenta	 en	 la	 afectación	 de	 un	
bien	 jurídico	 individual	 o	 intermedio,	 esto	 es	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 	 De	 este	
modo,	 como	 ya	 lo	 indicáramos	 la	 conducta	 no	 sólo	 será	 indebida	 cuando	
transgreda	la	Ley	de	carácter	general,	sino	también	ponga	en	peligro	la	salud	de	las	
personas.		
3.5.1	 Infracción	 de	 la	 normativa	 extra	 penal:	 accesoriedad	 de	
Derecho	y	de	actos	
Conforme	 a	 las	 descripciones	 realizadas	 en	 los	 precedentes	 epígrafes,	
observamos	 dos	 modelos	 de	 accesoriedad	 administrativa.	 	 Por	 una	 parte,	 en	 lo	
referente	 a	 la	 contaminación	atmosférica,	 se	 asiste	 a	 un	modelo	de	 accesoriedad	
absolutamente	 dependiente	 del	 Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo	 y	 lo	
concerniente	a	 la	contaminación	acústica,	nos	enseña	un	modelo	de	accesoriedad	
relativamente	dependiente	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo.775			
En	 el	 marco	 de	 estos	 dos	 modelos	 de	 accesoriedad,	 se	 configuran	












(SEAM).	 	 De	 este	 modo,	 la	 referida	 institución	 deberá	 intervenir	 cuando	 se	
incumplan	 con	 lo	 establecido	 en	 los	 actos	 o	 autorizaciones	 de	 carácter	
administrativo	que	determinen	 la	ubicación	y	permitan	el	 funcionamiento	de	 las	
instalaciones	 y	 aparatos	 técnicos	 vinculados	 a	 actividades	 de	 producción	
industrial,	 generación	 de	 energía,	 fabricación	 de	 productos,	 tratamiento	 de	
materiales	 o	 destrucción	 de	 residuos,	 así	 como	 cualesquiera	 otras	 actividades	
directamente	 relacionadas	 con	 éstas	 que	 puedan	 tener	 repercusiones	 sobre	 las	
emisiones	y	la	contaminación	de	la	atmósfera776.			
Es	 así	 que	 en	 razón	 a	 la	 ausencia	 de	 una	 	 Ley	 	 general	 de	 carácter	




la	 que	 ratifica	 el	 Convenio	 de	 Viena	 para	 la	 protección	 de	 la	 Capa	 de	 Ozono,	 el	
Protocolo	de	Montreal,	 relativo	 a	 sustancias	agotadoras	de	 la	 capa	de	ozono	y	 la	
enmienda	 de	 Montreal	 (Ley	 61/92)	 y	 la	 Ley	 que	 aprueba	 las	 enmiendas	 del	
Protocolo	 de	 Montreal	 relativo	 a	 las	 sustancias	 que	 agotan	 la	 capa	 de	 ozono	












general	 nº	1100/97	De	prevención	de	polución	 sonora	que	 regula	 la	 emisión	de	
sonidos,	 ruidos	 y	 vibraciones	 a	 la	 atmósfera,	 y	 que	 prevé	 sanciones	 por	 su	
incumplimiento.		De	este	modo	la	autoridad	competente,	es	decir	la	Secretaria	del	
Medio	 ambiente	 (SEAM),	 observa	 la	 referida	 Ley	 para	 emitir	 autorizaciones	 que	
permitan	 el	 funcionamiento	 de	 instalaciones	 y	 aparatos	 técnicos	 que	 estén	
vinculados	 a	 la	 producción	 de	 sonidos,	 ruidos	 y	 vibraciones	 en	 la	 atmósfera,	
previniendo	de	esta	forma	la	polución	sonora	que	pueda	afectar	la	tranquilidad,	el	
reposo,	 la	 salud	 y	 los	 bienes	 materiales	 de	 la	 población777.	 	 No	 obstante,	 en	 el	
ámbito	 de	 la	 prevención	 de	 contaminación	 acústica	 o	 sonora,	 también	 tienen	
competencia	 para	 extender	 autorizaciones	 administrativas	 las	 municipalidades,	









administrativo,	 se	 observa	 que	 en	 los	 últimos	 años,	 el	 funcionamiento	 de	 la	 SEAM	 ha	
reflejado	 que	 la	 institución	 sigue	 un	 delineamiento	 más	 bien	 ecocéntrico	 y	 no	
economicista	para	concretar	la	protección	de	las	bases	naturales	de	la	vida	humana	o	del	
medio	 ambiente.	 Es	 así,	 que	 en	 las	 intervenciones	 realizadas	 en	 los	 procedimientos	
administrativos	 por	 incumplimientos	 de	 obligaciones	 o	 infracciones	 de	 la	 norma,	 se	




de	 la	 licencia	concedida	en	el	año	2002	a	 la	 firma	Chemtec,	dedicada	a	 la	producción	de	
elementos	químicos	fitosanitarios.	 	Aquí	se	observa	que	la	problemática	se	origina	con	la	
insuficiencia	 y	 confluencia	 del	 entramado	 administrativo.	 	 En	 primer	 lugar,	 para	 que	 la	
firma	 obtuviera	 la	 licencia	 ambiental,	 conforme	 se	 desprende	 de	 la	 Ley	 294/93	 de	
evaluación	de	impacto	ambiental,	en	su	art	3º	establece	que	“Toda	Evaluación	de	Impacto	
Ambiental	 deberá	 contener,	 como	 mínimo”...”inc	 b)			 Una	 estimación	 de	 la	 significación	
socioeconómica	del	proyecto,	su	vinculación	con	las	políticas	gubernamentales,	municipales	
y	departamentales	y	su	adecuación	a	una	política	de	desarrollo	sustentable,	así	como	a	 las	
regulaciones	 territoriales,	 urbanísticas	 y	 técnicas..”,	 se	 requirió	 previamente	 las	
autorizaciones	 correspondientes	 	 de	 la	 gobernación	 del	 Departamento	 Central	 como	 el	
Municipio	de	Ñemby.	 	Estas	representaciones	otorgaron	 los	certificados	de	“No	objeción”	
departamental	en	 fecha	27	de	 junio	del	2002	y	municipal	en	 fecha	14	de	 junio	de	2002,	






Por	 tanto,	 en	 este	 contexto	 se	 observan	 dos	modelos	 de	 accesoriedad	 de	
acto	 administrativo.	 Por	 una	 parte,	 se	 observa	 un	 modelo	 de	 accesoriedad	
absolutamente	 dependiente	 del	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 donde	 la	
configuración	 del	 Art.	 198	 inciso	 1º	 numeral	 1	 requiere	 de	 la	 remisión	 del	 tipo	
penal	 al	 acto	 administrativo	 que	 fue	 incumplido,	 y	 que	 constata	 por	 tanto	 la	
consumación	del	hecho	punible	de	contaminación	atmosférica.	 	Por	otra	parte,	 la	
configuración	 del	 artículo	 198	 inciso	 1º	 numeral	 2,	 no	 sólo	 requiere	 de	 la	
accesoriedad	de	acto,	sino	también	de	 la	accesoriedad	de	Derecho	administrativo	
para	la	consumación	del	hecho	punible	de	contaminación	acústica,	en	razón	de	que	





En	 este	 sentido,	 la	 ausencia	 de	 autorizaciones,	 la	 concurrencia	 de	
autorizaciones	 viciadas	 o	 la	 infracción	 de	 las	 pertinentes	 autorizaciones	
administrativas	para	el	 funcionamiento	de	 instalaciones	y	utilización	de	aparatos	
técnicos,	son	valoradas	al	momento	de	la	concreción	del	injusto	penal.		Ahora	bien,	
el	 comportamiento	 amparado	 en	 una	 autorización	 no	 puede	 considerarse	
antijurídico	desde	 la	perspectiva	penal,	pero	cuando	se	trata	de	una	autorización	




a	 través	 de	 un	 engaño	que	puede	perjudicar	 permanentemente	 la	 cualidad	de	 la	
atmosfera,	 y	 de	 la	 salud	 de	 las	 personas	 que	 son	 afectas	 por	 la	 contaminación	
                                                                                                                                                                              
bienestar	social	(S.G.	879/08)	y	la	denuncia	presentada	ante	el	Ministerio	publico	por	los	
vecinos	 del	 Bº	 Los	 Naranjos	 de	 Ñemby,	 la	 SEAM	 resolvió	 finalmente	 suspender	 las	
actividades	de	la	empresa	fraccionadora	de	productos	químicos	para	el	agro,	a	través	de	la	
resolución	 Nº	 2817/2008.	 	 Así,	 como	 también	 resolvió	 en	 el	 mismo	 documento	 el	 no	






acústica.	 En	 cambio,	 si	 el	 titular	 de	 la	 autorización	 administrativa	 no	 actúa	 con	
abuso	de	derecho	sino	 conforme	a	un	previo	error	de	 la	 autoridad	o	esta	 llega	a	
una	 falsa	valoración	de	 la	 situación	de	hecho,	 esta	exento	de	 conducta	 típica	por	
razones	de	error	de	tipo.	 	Por	lo	cual,	al	igual	de	lo	que	se	colige	del	Art.	197	que	
protege	 el	 agua	 en	 el	 CPP,	 se	 entiende	 que	 el	 titular	 de	 la	 autorización	 actuó	
conforme	a	una	«Falsa	representación	o	suposición	equivocada	de	la	realidad	en	el	
sentido	 de	 desconocer	 la	 concurrencia	 de	 circunstancias	 del	 tipo	 objetivo;	 estas	
concurren	 pero	 el	 sujeto	 desconoce	 su	 concurrencia»779,	 y	 será	 sancionado	
conforme	 al	 Art.	 18.1	 del	 Código	 penal	 paraguayo	 que	 define	 el	 error	 de	 tipo	
refiriendo	 que	 no	 actúa	 con	 dolo	 el	 que	 al	 realizar	 el	 hecho	 obrara	 por	 error	 o	




Antes	 de	 proseguir	 con	 la	 valoración	 de	 las	 normas	 de	 carácter	
administrativo	 que	 protege	 a	 la	 atmósfera	 y	 prevé	 la	 polución	 sonora,	 se	 debe	
aclarar	que	los	tres	requisitos	que	el	tipo	penal	del	Art.	198	del	CPP	1)	no	se	hayan	
cumplido	las	exigencias	de	la	autoridad	competente	respecto	a	las	instalaciones	o	









780	 DE	 LA	 CUESTA	 AGUADO,	 P.	 M.:	 Consideraciones	 sobre	 protección	 ambiental	 en	 el	






Precisamente	 estos	 tres	 elementos	 normativos	 del	 tipo,	 permitirán	
delimitar	 la	medida	 de	 la	 contaminación	 atmosférica	 o	 del	 ruido,	 a	 través	 de	 la	
aplicación	de	la	imputación	objetiva	o	teoría	del	riesgo	permitido.		Así	un	resultado	
causado	 por	 el	 agente	 sólo	 se	 puede	 imputar	 al	 tipo	 objetivo	 si	 la	 conducta	 del	
autor	 ha	 creado	 un	 peligro	 para	 el	 bien	 jurídico	 no	 cubierto	 por	 un	 riesgo	
permitido	y	ese	peligro	también	se	ha	realizado	en	el	resultado	concreto781.	 	Esto	
significa,	 que	 el	 autor	 que	 a	 través	 de	 la	 utilización	 de	 instalaciones	 y	 aparatos	
técnicos	infrinja	la	norma	administrativa	y	con	ello	se	exceda	del	ámbito	del	riesgo	




la	 atmósfera,	 y	 sí	 con	 leyes	 que	 han	 reconocido	 Instrumentos	 internacionales	
referentes	 a	 la	 protección	 de	 la	 capa	 de	 ozono	 y	 el	 cambio	 climático782.	 	 Que	




de	 las	 actividades,	 vinculadas	 a	 la	 emisión	 de	 sonidos	 y	 ruidos	 a	 la	 atmósfera	 y	
sobre	 la	 cual	 la	 autoridad	 competente	 se	 pronuncia	 para	 emitir	 permisos	 o	
autorizaciones	 administrativas	 que	 permitan	 la	 utilización	 de	 instalaciones	 y	















3.5.1.3		Se	 hayan	 excedido	 los	 valores	 de	 emisión	 establecidos	 por	 la		
			autoridad	administrativa	competente		
En	este	 apartado	debemos	 ineludiblemente	 remitirnos	 en	primer	 lugar,	 al	
apartado	del	presente	 trabajo	donde	 se	hace	 referencia	al	 incumplimiento	de	 las	
exigencias	de	 la	 autoridad	 competente	 respecto	 a	 las	 instalaciones	o	 aparatos783,	
por	la	vinculación	que	existe	entre	ambos.		Esto	significa,	que	cuando	hablamos	de	
exigencias	 de	 la	 autoridad	 competente	 vinculadas	 a	 las	 instalaciones	 o	 aparatos,	
nos	referimos	a	los	preceptos	que	deben	ser	observados	por	el	agente	a	quien	se	le	
autoriza	 la	 puesta	 en	 	 funcionamiento	 de	 una	 instalación	 y	 la	 utilización	 de	
aparatos	 técnicos,	 que	 producen,	 sonidos,	 ruidos	 y	 vibraciones.	 	 Precisamente	 la	
Ley	 1100/97	 de	 prevención	 de	 polución	 sonora,	 es	 la	 encargada	 de	 regular	 y	
controlar	 el	 límite	 establecido	 para	 los	 valores	 de	 emisión	 de	 sonidos,	 ruidos	 y	
vibraciones,	cuyo	quebrantamiento	demuestra	que	se	ha	superado	 los	valores	de	
emisión	determinados	por	la	autoridad	competente.		No	obstante,	sólo	en	caso	que	
dicha	 infracción	 conlleve	 un	 daño	 considerable	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas,	
intervendrá	 el	 Derecho	 penal	 para	 proteger	 de	manera	 directa	 a	 la	 atmósfera	 e	
indirecta	 o	 mediatamente	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 ya	 que	 la	 contaminación	
acústica	en	el	marco	penal	se	valora	por	 la	afección	causada	a	 la	audición	de	una	
persona,	 y	 no	 así	 por	 la	 sola	 infracción	 administrativa	 de	 la	 Ley	 1100/97	 de	
prevención	sonora,	que	intervienen	por	su	propio	incumplimiento	y	el	de	los	actos	
administrativos	que	tutelan	a	la	atmósfera	por	su	valor	inherente.			
Del	 mismo	 modo,	 cuando	 se	 habla	 del	 exceso	 de	 los	 valores	 de	 emisión	
establecidos	por	 la	autoridad	competente,	se	deberá	observar	 la	Ley	1100/97	de	
prevención	 sonora,	 que	 determina	 el	 limite	 de	 emisión	 de	 sonidos,	 ruidos	 y	
vibraciones	 que	 pueden	 producir	 un	 establecimiento	 así	 como	 los	 aparatos	
técnicos	 que	 en	 el	 funcionan.	 	 Esto	 nos	 indica	 que	 los	 elementos	 normativos	
establecido	 en	 el	 2º	 inciso	 numeral	 1	 no	 se	 hayan	 cumplido	 las	 exigencias	 de	 la	
autoridad	 competente	 respecto	 a	 las	 instalaciones	 o	 aparatos	 	 y	 el	 numeral	 2	 se	







administrativa	 competente	 requieren	 de	 la	 remisión	 a	 la	 Ley	 1100/97	 para	
cumplimentar	 el	 tipo	 penal,	 en	 lo	 referente	 a	 la	 utilización	 de	 instalaciones	 y	
aparatos	 técnicos	 que	 pudieran	 emitir	 ruidos	 capaces	 de	 dañar	 la	 salud	 de	 las	
personas	fuera	de	las	instalaciones,	puesto	que	la	referida	ley	determina	los	picos,	
los	niveles	de	riesgo	permitidos	de	emisión	de	ruidos,	sonidos	y	vibraciones,	que	si	
son	 transgredidos	ponen	 en	peligro	 la	 salud	de	 las	personas.	 	Del	miso	modo,	 el	
Art.	198	requiere	para	cumplimentar	el	tipo,	de	la	remisión	a	las	Leyes	de	carácter	
general,	que	ponen	en	vigencia	los	Instrumentos	internacionales	de	protección	a	la	
atmósfera,	 siendo	 por	 tanto	 estas	 las	 que	 sirvan	 de	 baremo	 a	 la	 autoridad	
competente	 encargada	 de	 expedir	 licencias	 o	 autorizaciones	 que	 determinan	 la	
medida	de	la		emisión	de	gases	u	otras	sustancias	a	la	atmosfera.		
3.5.1.4		Conducta	 vinculada	 a	 una	 actividad	 industrial	 comercial	 o	 la	
			administración	pública	
El	tipo	penal	de	protección	al	aire,	al	igual	que	el	tipo	penal	que	protege	el	
agua	 en	 el	 Código	 penal	 paraguayo784,	 prevé	 en	 el	 inciso	 3º	 del	 Art.	 198	 que		
«Cuando	el	hecho	se	realizara	vinculado	con	una	actividad	industrial,	comercial	o	
de	 la	 administración	 pública,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 podrá	 ser	 aumentada	
hasta	diez	años».	De	este	modo	 la	agravante	del	 tipo	básico	(1º	El	que	utilizando	
instalaciones	 o	 aparatos	 técnicos,	 indebidamente:	 1.	 contaminara	 el	 aire;	 o	 	 2.	
emitiera	ruidos	capaces	de	dañar	la	salud	de	personas	fuera	de	la	instalación,	será	
castigado	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 de	 hasta	 cinco	 años	 o	 con	 multa)	 se	
fundamenta	en	el	grave	peligro	que	puede	causar	para	el	bien	jurídico	protegido,	
una	 actividad	 industrial	 o	 empresarial	 que	 no	 cumpla	 con	 obligaciones	 legales	
referentes	 a	 las	 instalaciones	 y	 aparatos	 técnicos	 autorizados	 para	 desarrollar	
actividades	vinculadas	al	ambiente	atmosférico,	y	en	medio	de	 las	cuales	se	debe	
observar	 el	 valor	 limite	 para	 emitir	 sustancias	 y	 ruidos,	 impuestas	 por	 las	
disposiciones	 legales	 administrativas	 y	 los	 actos	 administrativos.	 	 Sería	 sin	







sujeto	 autor	 del	 delito,	 sino	 cuando	 se	 produzcan	 alteraciones	 permanentes	 a	 la	
atmósfera.	
Hecho	 que	 efectivamente	 en	 el	 ámbito	 del	 delito	 de	 contaminación	
atmosférica,	 resulta	 más	 problemático	 constatar	 y	 determinar	 la	 medida	 de	 la	
gravedad	o	entidad	que	ha	de	tener	el	peligro	para	merecer	la	subsunción	del	tipo	
penal,	por	lo	cual	se	precisa	de	un	juicio	valorativo	por	parte	del	Juez	o	Tribunal785.		
Se	 deberá	 entonces	 observar	 entre	 otros	 criterios,	 a	 la	 probabilidad	 de	mayor	 o	
menor	afección	en	relación	con	el	espacio	en	el	que	se	desarrolla,	a	la	reiteración	
de	la	conducta	en	el	tiempo	y	la	intensidad	de	la	afectación	o	la	incidencia786.	
Siguiendo	 con	 la	 agravante	 especifica	 establecida	 en	 el	Art.	 198	 inc.	 3º	 se	
observa	 que	 el	 aumento	de	pena	 a	 diez	 (10)	 años	 se	 aplicará,	 no	 sólo	 cuando	 la	
conducta	contaminadora	se	realice	en	el	marco	de	un	establecimiento	industrial	o	
comercial,	 sino	 también	 cuando	 se	 realice	 por	 medio	 de	 un	 organismo	 de	 la	
administración	 pública	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 actividad	 industrial	 o	 comercial.		
Descripción	 que	 podría	 llevar	 a	 entender,	 de	 que	 el	 sujeto	 que	 ha	 cometido	 el	















fueren	 hallados	 culpables	 de	 los	 hechos	 previstos	 y	 penados787	 por	 la	 referida	
Ley788.			
Por	 lo	cual	se	observa	claramente	que	el	Art.	198	 inciso	3º,	al	 igual	que	el	
tipo	 penal	 del	 Art.	 197	 del	 CPP,	 no	 tiene	 alcance	 al	 funcionario	 público	 que	 ha	
cometido	 un	 hecho	 punible	 contra	 la	 atmosfera	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	
pero	 si	 tiene	 alcance	 al	 sujeto	 que	 ha	 actuado	 a	 través	 de	 un	 organismo	 de	 la	
administración	pública,	para	la	comisión	del	delito	contra	las	bases	naturales	de	la	
vida	 humana.	De	 este	modo	 se	 aplicará	 el	 artículo	 197.2	 en	 concordancia	 con	 el	







la	ausencia	de	un	elemento	delimitador	que	permita	 justificar	 la	 intervención	del	
Derecho	penal	ante	el	delito	de	contaminación	producido,	así	como	la	inexistencia	
del	 alcance	 de	 lo	 que	 debe	 considerarse	 conducta	 indebida	 en	 el	 tipo	 penal	 de	
                                                            
787	Artículo	15.‐	Los	 funcionarios	públicos	nacionales,	departamentales	y	municipales,	y	 los	
militares	y	policías	que	 fueren	hallados	culpables	de	 los	hechos	previstos	y	penados	por	 la	
presente	Ley,	sufrirán,	además	de	 la	pena	que	 les	correspondiere	por	su	responsabilidad	en	
los	mismos,	 la	destitución	del	cargo	y	 la	 inhabilitación	para	el	ejercicio	de	cargos	públicos	
por	diez	años.	
788	En	cuyo	Art.	1	establece	Ley	protege	el	medio	ambiente	y	 la	 calidad	de	vida	humana	
contra	 quienes	 ordenen,	 ejecuten	 o,	 en	 razón	 de	 sus	 atribuciones,	 permitan	 o	 autoricen	










referencia,	 denotan	 cierta	 vaguedad	 que	 no	 permiten	 precisar	 lo	 que	 podría	
entenderse	por	contaminación	atmosférica	desde	el	ámbito	penal.		
Se	 infiere	 no	 obstante	 que	 en	 la	 norma	 aquí	 analizada	 (Art.	 198	 inciso	 1º	
numeral	1	de	contaminación	atmosférica),	la	conducta	indebida	se	configura	por	el	
casi	mero	incumplimiento	de	la	norma	administrativa,	aunque	en	este	caso	de	los	
actos	 administrativos	 vinculados	 a	 la	 autorización	 para	 la	 utilización	 de	
instalaciones	 y	 aparatos	 técnicos	 que	 pudieran	 emitir	 sustancias	 a	 la	 atmósfera,	
porque	no	existe	norma	administrativa	de	carácter	general.		Por	tanto,	al	superar	el	
límite	entre	el	riesgo	permitido	y	no	permitido,	se	estaría	ante	la	consumación	del	
hecho	 punible	 contra	 el	 aire	 como	 base	 natural	 de	 la	 vida	 humana.	 	 Así	 la	
determinación	de	que	se	ha	transgredido	el	límite	del	riesgo	permitido,	conforme	a	
la	norma	aquí	referida,	no	se	interpreta	por	la	gravedad	o	entidad	que	ha	de	tener	
el	 peligro,	 sino	 por	 la	 vulneración	 del	 acto	 administrativo	 encargado	 de	 regular,	
controlar	y		prevenir	la	contaminación	del	aire.	
De	 este	 modo,	 en	 el	 Art.	 198	 inciso	 1º	 numeral	 1	 de	 contaminación	
atmosférica	 nos	 encontramos	 ante	 un	 modelo	 de	 accesoriedad	 absoluta	 del	
Derecho	 penal	 al	 Derecho	 administrativo,	 donde	 el	 injusto	 penal	 se	 configura	
fundamentalmente	 por	 la	 concurrencia	 de	 un	 elemento	 extra‐penal,	 y	 no	
precisamente	por	el	grave	perjuicio	a	la	cualidad	del	aire.		Valoración	esta	que	dista	










en	 el	 que	 se	 desarrolla,	 así	 como	 la	 reiteración	 de	 la	 conducta	 en	 el	 tiempo	 y	 la	
intensidad	de	la	afectación	o	su	incidencia790.	
Ahora	bien	en	la	norma	del	Art.	198	inciso	1º	numeral	1	de	contaminación	
atmosférica	 del	 CPP,	 además	 de	 la	 violación	 de	 los	 actos	 administrativos,	 y	
realizando	una	interpretación	sistemática	idéntica	y	acorde	con	lo	que	se	establece	
en	el	Art.	197	respecto	a	la	protección	del	agua,	es	la	alteración	perjudicial	de	las	
propiedades	 del	 aire	 la	 que	 deberá	 configurar	 el	 hecho	 punible	 contra	 las	 bases	
naturales	 de	 la	 vida	 humana.	 De	 este	modo,	 la	 alteración	 perjudicial	 del	 aire	 se	




delito»791.	 	 Donde	 el	 juzgador	 puede	 realizar	 un	 juicio	 sobre	 circunstancias	
concretas	 en	 cada	 caso	 particular,	 y	 deberá	 valorar	 como	 relevantes	 para	 el	
Derecho	 penal,	 aquellas	 conductas	 donde	 recaigan	 los	 siguientes	 criterios:	 a)	









relación	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo»,	 en	 Quintero	 Olivares	 /	
Morales	Prats	(coords.),	Estudios	de	derecho	ambiental.	Homenaje	al	profesor	Josep	Miquel	
Prats	Canut,	op.	 cit.,	 págs.	 1048	 y	 1049.	 TERRADILLOS	BASOCO,	 J.:	 Protección	 penal	 del	
medio	ambiente	en	el	nuevo	Código	Penal	español.	Luces	y	sombras»,	op.	cit.,	pág.	301.		El	








3.7	 La	 Configuración	 como	 delito	 de	 peligro	 hipotético	 en	 el	
tipo	198	inciso	1º	numeral	2	del	CPP:	contaminación	acústica	
La	tipificación	del	delito	de	contaminación	acústica	como	un	delito	contra	el	





de	 carácter	 antropocéntrico,	 que	 permite	 la	 consumación	 del	 delito	 de	




Resulta	 no	 obstante	 confuso	 el	 alcance	 del	 tipo	 penal	 básico	 referido,	
porque	desde	una	 interpretación	 literal	del	 tipo	 la	puesta	en	peligro	o	 lesión	a	 la	





afectación	 a	 la	 salud	 de	 las	 personas.	 Un	 tipo	 penal	 cuyo	 contenido	 describía	 la	




a	 la	salud	de	 las	personas,	permanece	como	objeto	de	debate	para	 la	doctrina793.	
                                                            
793	Entre	otros,	CORCOY	BIDASOLO,	M.:	«Delitos	de	lesiones	o	contra	el	medio	ambiente»	





En	 este	 sentido,	 en	 uno	 de	 los	 trabajos	 específicos	 sobre	 el	 tema,	 CORCOY	




referencia	 a	 la	 protección	 de	 la	 salud	 de	 las	 personas,	 como	 un	 tipo	 penal	
autónomo.		Sin	embargo,	la	referencia	a	la	salud	de	las	personas	se	configura	como	
una	 agravante	 contenida	 en	 la	 parte	 in‐fine	 del	 actual	 Art.	 325	 del	 CPE	 de	
protección	al	medio	ambiente,	que	prevé	 la	sanción	penal	al	riesgo	grave	para	 la	
salud	de	 las	personas,	 previa	afección	al	equilibrio	de	 los	 	 sistemas	naturales.	 	Por	





con	 diferencia,	 que	 existe	 idéntica	 intensidad	 de	 tutela	 para	 el	 aire	 como	 base	
natural	de	 la	vida	humana,	y	 la	salud	de	 las	personas,	 como	objetos	componentes	




y	 la	 valoración	 de	 los	 elementos	 descriptivos	 contenidos	 en	 el	 tipo	 penal	 de	








relación	 entre	 el	 Derecho	 penal	 y	 el	 Derecho	 administrativo»,	 en	 Quintero	 Olivares	 /	
Morales	Prats	Estudios	de	derecho	ambiental.	Homenaje	al	Prof.	 Josep	Miquel	Prats	Canut,	







sobre	el	 cual	 la	 interpretación	de	 la	 técnica	de	 tipificación	utilizada,	 conforme	se	
observa	 en	 la	práctica,	 es	 la	 de	delito	de	peligro	 concreto796.	 Ya	que	 se	 valora	 el	
resultado	 jurídico,	 la	afección	de	 la	 salud	de	 la	persona,	y	no	el	peligro	potencial	




la	 norma	 administrativa	 lo	 indique	 en	 función	 de	 la	 determinación	 del	 riesgo	
permitido	y	no	permitido,	para	la	emisión	de	ruidos.		
Se	 puede	 no	 obstante	 buscar	 otra	 interpretación	 de	 la	 técnica	 jurídica	
utilizada	en	 la	referida	norma,	a	 fin	de	evitar	 la	simple	elevación	de	 la	 infracción	
administrativa	a	delito	ecológico.		Por	ello	nuevamente	decantamos	en	el	marco	del	
delito	contra	 las	bases	naturales	de	 la	vida	humana,	por	 la	utilización	de	 la	 figura	
del	delito	de	peligro	hipotético,	que	nos	permite	valorar	además	de	la	infracción	de	




representantes	 fueron	 procesados	 por	 el	 supuesto	 hecho	 punible	 de	 delitos	 contra	 el	
medio	 ambiente,	 conforme	 a	 la	 Ley	 especial	 716/97,	 que	 en	 su	 art.	 5	 e)	 sana	 el	
incumplimiento	de	medidas	de	mitigación.		Precisamente	este	es	un	apartado	en	el		que	no	
puede	estar	ausente	el	caso	aludido,	ya	que	la	apertura	de	la	investigación	penal	no	llegó	al	
estado	de	 acusación	penal	 porque	 el	 informe	 técnico	 emitido	por	 el	Ministerio	de	 Salud	
Publica	y	la	Organización	mundial	de	salud,	sobre	la	inspección	de	la	fábrica,	de	fecha	3	de	
febrero	 de	 2009,	 concluyó:	 la	 existencia	 de	 emisiones	 y	 la	 eventual	 exposición	 a	 la	
comunidad	 constituyendo	 un	 riesgo	 para	 la	 salud	 de	 la	 población	 y	 de	 los	 trabajadores.		
Razón	 por	 la	 que	 el	 informe,	 como	 prueba	 pericial	 fue	 uno	 de	 los	 instrumentos	 que	
deslindó	de	responsabilidad	a	 los	supuestos	autores	del	hecho	punible.	 	Si	en	cambio,	el	
tipo	penal	básico	del	art.	198	previese	además	de	la	afección	de	la	atmósfera	y	la	afección	




797	 Acerca	 de	 la	 utilización	 de	 la	 técnica	 de	 delito	 de	 peligro	 hipotético	 para	 la	
configuración	 del	 delito	 ambiental,	 MORALES	 PRATS,	 F.:	 «El	 delito	 de	 contaminación	









jurídico	 intermedio,	 que	 permite	 la	 confluencia	 entre	 un	 bien	 jurídico	 individual	
(salud)	 y	 otro	 colectivo	 (aire),	 permitirá	 la	 configuración	 del	 delito	 por	 la	
comprobación	 del	 potencial	 peligro	 para	 aquel.	 	 Esto	 es	 la	 peligrosidad	 de	 la	
conducta	para	el	aire	entendido	en	su	sentido	antropocéntrico.	
La	señalada	solución,	sin	embargo,	no	resuelve	 la	problemática	que	deriva	
de	 la	 interpretación	 teleológica	 y	 sistemática	 derivada	 del	 referido	 tipo	 penal.		
Hipotéticamente	lo	eficaz	de	la	protección	del	aire	entendido	como	base	natural	de	
la	 vida	 humana,	 se	 puede	 realizar,	 cuando	 en	 el	 tipo	 básico	 se	 prevé	 la	 sanción	
penal	a	la	puesta	en	peligro	potencial	de	la	atmósfera,	y	como	agravante,	la	sanción	
penal	 al	 peligro	 potencial	 de	 la	 salud.	 Quedando	 patente,	 que	 para	 no	 diluir	 la	
identidad	 del	 bien	 jurídico	 protegido,	 se	 requiere	 indefectiblemente	 del	 peligro	
potencial	 para	 el	 elemento	 natural,	 y	 del	 potencial	 peligro	 para	 la	 salud	 de	 las	
personas,	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 agravante	 correspondiente.	 Esta	 premisa	 sin	
embargo,	aún	parece	endeble	cuando	abarcamos	la	contaminación	acústica,	puesto	
que	la	protección	desplegada	por	el	tipo	contenido	en	el	Art.	198	inc.	1º	num.	2,	y	
su	 configuración	 como	 delito,	 se	 encuentran	 directamente	 relacionados	 a	 la	
vertiente	absolutamente	antropocéntrica	del	medio	ambiente,	y	que	lleva	por	tanto	
a	 entender	 que	 no	 habrá	 contaminación	 acústica,	 en	 caso	 de	 que	 se	 carezca	 del	
potencial	peligro	a	la	salud	de	las	personas.		
                                                                                                                                                                              
consideraciones	 sobre	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	 en	 la	 jurisprudencia	 del	









No	 sólo	 una	 crítica	 razonada	 sobre	 distancia	 entre	 la	 realidad	 social	 y	 la	
política‐criminal	 recaen	 sobre	 el	 Código	 penal	 paraguayo,	 sino	 también	
ponderaciones	 por	 su	 impronta	 ecocéntrica	 que	 permite	 en	 primer	 término	 la	
configuración	 de	 los	 tipos	 penales	 que	 protegen	 el	 medio	 ambiente	 como	 tipos	
autónomos	 que	 consideran	 por	 su	 propio	 valor	 a	 las	 bases	 naturales	 y	 su	
vinculación	 con	 la	 vida	 humana.	 Tanto	 el	 Art.	 197	 (protección	 del	 agua)	 y	 198	
(protección	 del	 aire),	 denotan	 en	medio	 de	 sus	 vacíos	 legales,	 una	 configuración	
que	 declina	 mas	 bien	 por	 el	 conservacionismo,	 al	 igual	 que	 	 el	 tipo	 penal	 del	
Art.	199,	donde	la	protección	del	suelo	se	despliega	con	el	fin	de	proteger	el	suelo	
por	su	valor	inherente,	y	deja	de	lado	el	concepto	economicista	del	suelo	vinculado	




modo,	 su	 configuración	 como	 un	 modelo	 accesoriedad,	 donde	 el	 Derecho	 penal	
depende	absolutamente	del	Derecho	administrativo.	
Se	 observa,	 no	 obstante,	 que	 en	 el	 ordenamiento	 paraguayo	 la	 protección	
del	 suelo	 requiere	 de	 una	 Ley	 general	 que	 regule	 específicamente	 el	 uso	 del	
suelo799	en	base	a	la	valoración	de	sus	propiedades	y	biodiversidad,	y	que	lleve,	por	
tanto,	a	enmarcarlo	en	su	vertiente	conservacionista	y	ecocéntrica	moderada.	Ley	




utilizara	 abonos,	 fertilizantes,	pesticidas	u	otras	 sustancias	nocivas	para	 la	 conservación	
de	 los	 suelos,	 será	 castigado	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 de	 hasta	 cinco	 años	 o	 con	
multa.		











valoración	 del	 suelo	 y	 su	 vinculación	 con	 la	 ordenación	 territorial.	 Por	 tanto,	 la	
existencia	de	lagunas	jurídicas	en	el	marco	administrativo	de	protección	del	suelo,	
puede	en	primer	término,	llevar	a	sancionar	penalmente	conductas	que	requieren	
de	 prima	 ratio	 la	 intervención	 del	 derecho	 administrativo.	 En	 segundo	 término,	
ante	 tal	 ausencia	normativa,	 se	pueden	 igualmente	dejar	 impunes	conductas	que	
efectivamente	 ponen	 en	 riesgo	 grave	 o	 peligro	 potencial	 la	 entidad	 del	 suelo,	
conformado	por	sus	propiedades	y	biodiversidad800,	puesto	que	no	se	cuenta	con	el	
elemento	 normativo	 que	 debe	 cumplimentar	 la	 norma	 penal	 de	 protección	 del	
suelo,	entendido	como	base	natural	de	la	vida	humana.	
4.1	 Bien	jurídico	protegido	






ser	 considerado	 como	 relevante	 la	 protección	 del	 suelo,	 por	 su	 propia	 riqueza,	
naturaleza	 y	 valor.	 	 No	 obstante,	 también	 desde	 la	 perspectiva	 ecocéntrica	





800	 El	 Convenio	 sobre	 Diversidad	 Biológica,	 puesto	 en	 vigencia	 en	 Paraguay	 por	 Ley	
Nº	253,	 de	 fecha	 4	 de	 noviembre	 de	 1993,	 entiende	 por	 diversidad	 biológica:	 	 La	







Al	 igual	 que	 en	 los	Arts.	 197	y	 198,	 en	 el	Art.	 199	del	 CPP,	 el	 carácter	 de	
sujeto	pasivo	en	este	delito	recae	en	toda	la	colectividad	o	la	sociedad	afectada,	lo	
que	indica	que	la	titularidad	de	este	bien	jurídico	no	recae	sobre	una	sola	persona.	
Por	 este	 motivo,	 es	 igualmente	 denominado	 bien	 jurídico	 de	 titularidad	
compartida,	 en	 donde	 la	 colectividad	 como	 sujeto	 pasivo	 del	 delito	 ecológico,	
podría	convertirse	en	beneficiaria	de	toda	acción	reparadora	cuya,	aplicación	en	su	
caso	 debería	 ser	 requerida	 por	 el	 Ministerio	 Público	 como	 representante	 de	 la	





destinatarios,	 a	 quienes	 va	 dirigido,	 y	 por	 tanto	 respecto	 a	 quienes	 serán	
sancionados	en	caso	de	incumplir	con	las	leyes	administrativas	de	carácter	general	
y	 los	 actos	 administrativos	 que	 regulan	 la	 admisión	 o	 el	 uso	 de	 abonos,	
fertilizantes,	 pesticidas	 u	 otras	 sustancias	 nocivas	 para	 la	 conservación	 de	 los	
suelos.	 	 Ya	 que	 se	 interpreta	 claramente	 tiene	 alcance	 a	 quienes	 manipulen	 los	
elementos	utilizados	al	 trabajar	el	 suelo.	 	No	obstante,	 la	 referida	norma	al	 igual	








(ed.)	La	teoría	del	bien	 jurídico,	¿fundamento	de	 legitimación	del	Derecho	penal	o	 juego	de	
abalorios	 dogmático?	 	 op.	 cit.,	 pág.	 189.	 El	 mismo	 Kollektive	 Rechtsgùter	 im	 Strafrecht,	
op.	cit.,	págs.	112	y	113.		Igualmente	«¿Debe	ocuparse	el	derecho	penal	de	riesgos	futuros?	
Bienes	jurídicos	colectivos	y	delitos	de	peligro	abstracto»	(página	consultada	el	4	de	mayo	






En	 efecto,	 la	 utilización	 de	 la	 expresión	 genérica	 «el	 qué»,	 permite	 una	
interpretación	no	restringida	del	núcleo	de	los	posibles	sujetos	activos	y	determina	
la	 configuración	del	 delito	 ecológico,	 como	un	delito	 común	al	 no	 requerir	 en	 su	
contenido	 característica	 específica	 alguna.	 	 Sin	 embargo,	 a	 diferencia	 de	 los	
incisos	2º	y	3º	de	artículos	197	y	198	respectivamente,	no	se	prevé	que	la	norma	
vaya	 orientada	 a	 los	 sujetos	 que	 cometan	 un	 hecho	 punible	 vinculado	 a	 una	
actividad	industrial,	comercial	o	de	la	administración	pública,	lo	que	ratifica	de	que	
la	 norma	 va	 orientada	 a	 los	 sujetos	 que	 de	 manera	 directa	 utilizan	 abonos,	
fertilizantes,	 pesticidas	 u	 otras	 sustancias	 nocivas	 para	 la	 conservación	 de	 los	
suelos,	y	no	así	para	quienes	gestionen	o	comercialicen	con	su	utilización.		
Se	puede	encuadrar	esta	configuración	en	el	marco	de	un	Derecho	penal	que	
no	 permite	 a	 la	 norma	 llegar	 hasta	 los	 sujetos	 conocidos	 como	 delincuentes	 de	
cuello	blanco,	quienes	generalmente	 instrumentalizan	a	 sujetos	bajo	 su	mando	o	
dirección,	con	el	fin	de	que	éstos	utilicen	los	elementos	agrícolas	que	permiten	una	
mayor	rentabilidad;	y	al	mismo	tiempo	a	que	ellos	gocen	de	un	respaldo	 jurídico	
laxo	 que	 no	 sanciona	 directamente	 a	 las	 entidades	 donde	 se	 desarrollan	
actividades	 vinculadas	 con	 el	 medio	 ambiente,	 y	 que	 no	 logran	 equilibrar	 las	




se	prevé	 la	 sanción	penal	 a	 la	mera	 infracción	de	 la	norma	administrativa,	 y	por	
tanto	 los	actos	de	contaminar	el	suelo	se	realiza	admitiendo	y	utilizando	abonos,	










en	 cuyo	 artículo	 1º	 establece	 El	 régimen	 legal	 de	 registro	 y	 control	 de	 todo	
producto	 fitosanitario	 de	 uso	 agrícola	 a	 partir	 del	 ingreso	 de	 los	 mismos	 al	
territorio	nacional,	así	como:	la	síntesis,	formulación,	fraccionamiento,	transporte,	
almacenaje,	 etiquetado,	 comercialización,	 publicidad,	 aplicación	 y	 eliminación	 de	
residuos	y	disposición	final	de	envases	vacíos	y	de	plaguicidas	vencidos,	con	el	fin	




legales	a	 través	de	 las	 cuales	 se	permite	o	admite	el	uso	de	alguna	 sustancia.	De	
este	 modo	 quien	 importe,	 elabore,	 fraccione,	 sintetice,	 formule,	 comercialice,	
distribuya,	 exporte	 y/o	 transporte	 productos	 fitosanitarios	 de	 uso	 agrícola803	 y	
hayan	envasado,	etiquetado	y	.dado	publicidad	de	productos	fitosanitarios	que	no	
hayan	 sido	 admitidas	 legalmente	 y	 sean	 nocivas	 para	 la	 conservación	 del	 suelo,	




tales	 sustancias.	 	No	obstante,	 la	utilización	de	estas	 sustancias	están	 igualmente	
regladas	 en	 el	marco	 del	 riesgo	 permitido,	 establecidas	 en	 el	 la	 Ley	 nº	 3742	De	
control	 de	 productos	 fitosanitarios	 de	 uso	 agrícola.	 	 Siendo	 esta	 la	 norma	
                                                            
803	Artículo	2º.‐	Serán	regulados	por	la	presente	Ley	y	las	normas	que	la	reglamenten:	
a.	El	 registro	 de	 todo	 producto	 fitosanitario	 y	 sustancias	 activas	 en	 grado	 técnico	 de	 uso	
agrícola,	 que	 se	 produzcan,	 ingresen,	 sinteticen,	 formulen,	 fraccionen,	 comercialicen,	
distribuyan,	 exporten	 y/o	 transporten	 en	 el	 país.	 b.	 El	 registro	 de	 toda	 persona	 física	 o	
jurídica	que	 importe,	elabore,	 fraccione,	sintetice,	 formule,	comercialice,	distribuya,	exporte	
y/o	transporte	productos	fitosanitarios	de	uso	agrícola.	c.	El	registro	de	toda	persona	física	o	
jurídica	 que	 preste	 servicios	 comerciales	 de	 aplicación	 de	 productos	 fitosanitarios.	 d.	 El	
registro	 de	 los	 Asesores	 Técnicos.	 e.	 El	 Registro	 de	 Laboratorios	 que	 analizan,	 ensayan	 o	
generan	 información	 sobre	 productos	 fitosanitarios.	 f.	 El	 envasado,	 etiquetado	 y	 la	
publicidad	 de	 productos	 fitosanitarios.	 g.	 El	 control	 del	 ingreso,	 transporte,	 almacenaje,	
distribución,	fraccionamiento,	expendio	y	uso	de	los	productos	fitosanitarios.	h.	El	control	de	
la	inscripción	en	el	Registro	de	los	sujetos	previstos	por	la	presente	Ley.	i.	La	disposición	final	















a	 la	protección	del	 suelo	 son	 las	que	 fijan	 los	 límites	de	 riesgo	permitido	ante	 la	
utilización	de	pesticidas	u	otras	sustancias	nocivas	para	la	conservación	del	suelo.		
Precisamente	 el	 avance	 tecnológico	 permite	 el	 desarrollo	 de	 sustancias	 que	
pueden	 al	 mismo	 tiempo	 favorecer	 la	 producción	 en	 sentido	 economicista,	 y	
prevenir	 la	 contaminación	 del	 suelo.	 Sin	 embargo,	 esa	 búsqueda	 o	 intento	 de	
mantener	 el	 equilibrio	 entre	 la	 producción	 en	 grandes	 hectáreas	 de	 cultivo	 y	 la	
estabilidad	 o	 conservación	 de	 las	 propiedades	 del	 suelo	 no	 siempre	 encuentran	
cabida	en	el	mundo	actual.		
Es	 así	 que	 al	 igual	 que	 la	 protección	 del	 agua	 y	 del	 aire,	 son	 las	 normas	
administrativas	 las	 que	 determinan	 el	 riesgo	 permitido	 para	 la	 utilización	 de	
pesticidas	 u	 otras	 sustancias	 nocivas	 para	 la	 conservación	 del	 suelo,	 y	 su	 sólo	
incumplimiento	 conforme	 lo	 describe	 el	 tipo	 penal	 contenido	 en	 el	 Art.	 199,	 se	
















exige	 además	 de	 la	 violación	 de	 la	 normativa	 o	 acto	 administrativo,	 el	 peligro	
potencial	de	la	conducta	para	el	bien	jurídico	protegido.	Esto	significa	que	para	la	
consumación	 del	 tipo	 se	 debe	 demostrar	 de	 forma	 genérica	 que	 el	 pesticida	 es	
nocivo	 para	 el	 suelo.	 En	 su	 defecto,	 nos	 lleva	 obligatoriamente	 a	 considerar	 en	




nociva	 la	 sustancia	 en	 cuestión	 y,	 por	 ende,	 en	 qué	 caso	 intervendrá	 el	 Derecho	
penal	para	sancionar	la	contaminación	del	suelo.	
4.4.2	 Infracción	de	la	normativa	extra	penal	
En	 la	 actualidad	 en	 el	 ordenamiento	 paraguayo	 se	 cuenta	 con	 la	
Ley	1863/01	 que	 establece	 el	 estatuto	 agrario,	 en	 cuyo	 artículo	 25	 letra	 d)	
incentiva	la	eliminación	de	la	contaminación	del	suelo	y	el	envenenamiento	de	las	
personas	con	el	uso	de	agroquímicos.	Si	bien	esta	ley	es	de	carácter	preventivo,	su	











productos	 fitosanitarios	 de	 uso	 agrícola,	 contiene	 normas	 que	 pueden	 ser	
valoradas	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 técnica	 de	 ley	 penal	 en	 blanco,	 porque	 puede	 ser	
utilizada	para	cumplimentar	el	 tipo	penal	contenido	en	el	Art.	199,	conforme	a	 la	
determinación	 del	 riesgo	 permitido	 y	 no	 permitido,	 establecidos	 para	 el	 uso	 de	
fitosanitarios.		
De	este	modo	la	Ley	de	Control	de	productos	fitosanitarios	de	uso	agrícola	
interviene	 ante	 una	 infracción	 leve	 o	 error	 u	 omisión	 simple	 ocurrido	 con	 el	
incumplimiento	del	Derecho	y	los	actos	administrativos	que	establecen	el	régimen	
legal	de	registro	y	control	de	todo	producto	fitosanitario	de	uso	agrícola.	 	Para	lo	
cual	 faculta	 en	 su	 Art.	 4	 al	 Servicio	 Nacional	 de	 Calidad	 y	 Sanidad	 Vegetal	 y	 de	
Semillas	(SENAVE),	a	establecer	conforme	a	su	Art.	71	 la	gravedad	de	 las	 faltas	y	




cometidas,	 para	 que	 la	 autoridad	 o	 la	 Fiscalía	 en	 lo	 penal	 se	 pronuncie	 sobre	 la	
procedencia	o	no	de	la	apertura	de	la	investigación,	por	la	comisión	de	un	supuesto	
hecho	 punible	 de	 maltratos	 de	 suelo,	 por	 la	 utilización	 de	 abonos,	 fertilizantes,	
pesticidas	 y	 otras	 sustancias	 nocivas,	 pero	 que	 carecen	 de	 la	 descripción	 del	
alcance	de	nocividad.	 	Y	por	 lo	cual,	se	puede	optar	por	elevar	a	delito	ecológico,	
una	infracción	administrativa	en	el	ámbito	de	la	protección	del	suelo.	
Por	 esta	 razón,	 la	 delimitación	 del	 alcance	 general	 de	 la	 nocividad	 de	 la	
sustancia	en	cuestión,	puede	determinar	y	subsanar	el	vacío	existente	respecto	de	
los	elementos	del	 tipo	penal,	que	permitan	determinar	el	 limite	entre	el	Derecho	
administrativo	 y	 el	 Derecho	 penal,	 a	 través	 de	 una	 diferencia	 cuantitativa	 o	 de	
grado,	pero	que	pueda	 justificar	en	razón	de	 los	principios	del	Derecho	penal,	 su	
aplicación.	 	 En	 su	 defecto	 permaneceremos	 ente	 un	 típico	 modelo	 de	








En	 la	 estructuración	 del	 tipo	 penal	 que	 protege	 el	 suelo	 como	 base	 de	 la	
naturaleza	humana	en	el	CPP,	se	puede	 interpretar	que	el	 legislador	optó	por	 las	
siguientes	técnicas	de	tipificación:	a)		delitos	de	peligro	abstracto	puro	o	de	stricto	
sensu805,	 en	 el	 que	 el	 peligro	 no	 es	 elemento	 constitutivo	 del	 tipo,	 sino	 es	mero	
motivo	o	ratio	de	la	incriminación	de	la	conducta,	que	permite	la	sanción	penal	a	la	
puesta	 en	 peligro	 para	 el	 bien	 jurídico.	 	 «En	 tales	 delitos	 se	 describen	 acciones	
generalmente	peligrosas	según	un	 juicio	de	experiencia	para	 los	bienes	 jurídicos,	
que	 sin	 embargo	 no	 precisan	 ser	 peligrosas	 específicamente	 en	 la	 situación	
concreta»806.	 	 Es	 por	 ello	 que	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 a	 la	 hora	 de	




que	 suscita,	 ya	 que	 éstos	 requieren	 para	 la	 constatación	 del	 hecho	 punible	 del	
resultado	material	del	peligro,	que	al	ser	parte	integrante	del	tipo,	exige	probar	la	
producción	 de	 un	 peligro	 real	 de	 lesión	 al	 bien	 jurídico	 y	 al	 objeto	 de	 la	 acción;	
c)	delitos	de	peligro	hipotético,	no	se	requiere	de	un	resultado	real	y	concreto	que	
demuestre	el	peligro	de	afectación	del	bien	jurídico	colectivo	bases	naturales	de	la	




805	 MUÑOZ	 LORENTE,	 J.:	 «Algunas	 consideraciones	 sobre	 el	 concepto	 de	 peligro,	
clandestinidad	 y	 delito	 continuado	 en	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente»	 op.	 cit.,	
pág.	336.	 	El	mismo	«El	 cambio	de	criterio	 jurisprudencial	en	relación	con	 la	calificación	
del	 peligro	 exigido	 para	 la	 consumación	 del	 tipo	 básico	 de	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	











puesto	 que	 la	 sola	 violación	 de	 la	 norma	 administrativa	 que	 regula	 el	 uso	 de	
fitosanitarios	 (fertilizantes,	pesticidas	u	otras	 sustancias	nocivas)	no	 configura	el	
injusto	penal	sino	se	requerirá	además	de	la	comprobación	de	forma	general	que	la	
sustancia	o	pesticida	en	cuestión	es	nociva	para	el	suelo.		
En	 caso	 de	 que	 no	 se	 opte	 por	 la	 utilización	 o	 interpretación	 del	 delito	
ambiental	 como	 delito	 de	 peligro	 hipotético,	 se	 puede	 entender	 que	 existe	 el	
mismo	 vacío	 legal	 en	 los	 artículos	 197	 y	 198	 de	 protección	 del	 agua	 y	 del	 aire	
respectivamente	 en	 el	 CPP,	 donde	 la	 determinación	 del	 elemento	 normativo	 o	
remisión	 a	 la	 norma	 extrapenal,	 no	 va	 acompañado	 de	 ningún	 elemento	
descriptivo	que	impida	sancionar	la	mera	desobediencia	a	la	norma	administrativa	




Al	 inicio	 del	 presente	 trabajo	 se	 establece	 como	 objetivo	 específico,	
determinar	 el	 alcance	 del	 bien	 jurídico	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana	
contenido	 en	 el	 Código	 penal	 paraguayo.	 Introducirnos	 en	 el	 proceso	 de	
positivización	del	medio	ambiente	como	interés	y	bien	jurídico,	y	analizar	los	tipos	
que	 abarcan	 la	 tutela	 penal	 de	 este	 bien	 jurídico	 colectivo.	 	 Estas	 tres	 premisas,	
demuestran	 que	 la	 Constitución	 nacional	 paraguaya	 como	 muchas	 otras	
constituciones	del	mundo,	se	convierte	en	promotora	de	cambios	de	paradigma	en	
el	 ordenamiento	 jurídico,	 y	 que	 	 en	 el	 ámbito	 del	 medio	 ambiente,	 orientó	 a	 la	
promulgación	de	 la	Ley	especial	716/96	que	sanciona	los	delitos	contra	el	medio	
ambiente	 y,	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Código	 penal	 de	 1997,	 	 que	 sanciona	





De	 este	 modo	 a	 través	 de	 la	 puesta	 en	 vigencia	 del	 CPP	 de	 1997,	 se	
incorpora	 un	 bien	 jurídico	 de	 carácter	 ecocéntrico	 –	 antropocéntrico	 definido	
como	bases	naturales	de	 la	vida	humana,	y	cuyo	substrato	recae	en	los	elementos	
que	 la	 conforman:	 agua,	 aire	 y	 suelo.	 Opción	 legislativa	 ésta	 que	 en	 la	 práctica	
judicial,	lleva	a	interpretar	generalmente	a	los	delitos	ambientales	como	delitos	de	
peligro	 concreto,	 cuya	 configuración	 es	 reconocida	 como	 una	 técnica	 compleja	
para	el	marco	procesal,	donde	se	 	 requiere	que	se	acerquen	para	 la	 constatación	
del	delito,	pruebas	que	demuestren	la	afectación	real	y	concreta	del	objeto	material	
protegido;	en	un	bien	jurídico	colectivo	que	posee	entidad	propia	y	autónoma,	pero	
que	 por	 su	 propia	 naturaleza	 jurídica,	 real	 y	 concreta,	 no	 siempre	 es	 posible	















vinculado	 el	 referido	 bien	 jurídico	 al	 principio	 de	 dignidad	 humana,	 desde	 una	
valoración	positiva,	pero	que	en	la	concreta	realidad	de	los	tipos	penales	prescinde	
de	 tal	 vinculación.	 Configuración	 que	 si	 bien	 no	 degrada	 la	 autonomía	 de	 	 los	
elementos	ecológicos	 como	un	bien	 jurídico	 relevante	para	 el	Derecho	penal,	 sin	





incriminación	 de	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente	 en	 Paraguay,	 donde	 un	
sector	 importante	 de	 la	 población	 aún	 se	 encuentra	 vinculada	 a	 los	 elementos	
naturales	como	modus	vivendi,	y	por	lo	cual	debería	de	incorporar	en	el	ámbito	de	
los	delitos	ambientales,	un	sub‐tipo	agravado	o	un	tipo	autónomo	que	sancione	a	
una	 conducta	 que	 no	 sólo	 perjudica	 el	 agua,	 el	 suelo	 y	 la	 atmósfera	 como	 bien	
jurídico,	sino	también	afecta	la	salud	de	las	personas.			
Esta	afirmación	puede	no	obstante	llevar	a	contradicciones,	si	se	retrocede	e	
invoca	 el	 modelo	 que	 	 tipifica	 el	 delito	 contra	 el	 medio	 ambiente	 como	 un	 tipo	
penal	 que	 para	 su	 concreción	 requiere	 previamente	 de	 la	 afección	 de	 bienes	
jurídicos	individuales,	como	la	vida	y	la	salud	de	la	persona.	Desde	este	marco,	en	
cambio,	 se	 ratifica	 el	modelo	 autónomo	ecocéntrico	 incorporado	 en	 el	 CPP,	 cuya	
protección	tiene	alcance	a	 los	elementos	ecológicos	que	conforman	 la	naturaleza,	
pero	no	así	como	bases	naturales	de	la	vida	humana.	Denominación	que	tendría	que	
denotar	 la	 necesaria	 vinculación	 antropocéntrica	 con	 el	 entorno,	 y	 responder	 de	
este	 modo	 a	 la	 función	 político‐criminal	 que	 puede	 cumplir	 un	 tipo	 penal	 que	
protege	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 en	 una	 sociedad	 eminentemente	
agropecuaria.		Precisamente	este	carácter	del	contexto	paraguayo,	que	vincula	los	
elementos	ecológicos	con	el	entorno	y	la	economía,	conduce	a	este	trabajo	no	sólo	
a	 abordar	 la	 interpretación	 de	 lege	 lata	 del	 alcance	 del	 bien	 jurídico	 protegido,	













1. Cualquier	 estudio	 que	 se	 realice	 sobre	 la	 protección	 jurídica	 del	 medio	
ambiente	 tendrá	como	plataforma	a	 las	 corrientes	ecocéntrica	y	antropocéntrica,	
porque	en	ellas	se	encuentran	el	fundamento	de	las	corrientes	de	tutela	ambiental	





2. El	 paralelismo	 político	 y	 económico	 en	 las	 dos	 corrientes,	 demuestran	
claramente	que	estas	emergen	como	respuesta	a	una	crisis	ecológica,	entendida	no	
solo	 en	 su	 aspecto	 científico	 como	 conjuntos	 de	 ciencias	 que	 analizan	 el	
ecosistema,	sino	también	como	una	crisis	de	ecología	social,	que	valora	el	rumbo	
de	las	generaciones	futuras.	Y	como	una	respuesta	a	la	crisis	ambiental,	entendida	
como	 la	 reivindicación	 del	 hombre	 ante	 las	 contaminaciones	 originadas	 en	 el	
marco	histórico	de	 la	producción	postindustrial,	 que	pone	en	primer	 término	en	




fundamentalismos,	 que	 propugnan	 una	 protección	 ecológica	 no	 equilibrada	 y	
eficaz.	Al	 contario,	el	paradigma	ecocéntrico	moderado	postula	equilibradamente	
la	protección	de	los	elementos,	bases	o	subsistemas	naturales,	sin	perder	de	vista	
la	 vertiente	 antropocéntrica	 débil,	 que	 la	 definimos	 en	 este	 marco	 como	 una	
corriente	que	reconoce	el	valor	del	hombre,	pero	determina	al	mismo	tiempo	los	
límites,	ante	el	uso	y	abuso	que	el	mismo	puede	hacer	de	 los	recursos	naturales.	







4. El	 ambientalismo	 y	 ecologismo,	 como	 ideología	 económico‐político,	
preceden	 al	 antropocentrismo	 y	 ecocentrismo	 como	 corrientes	 que	 han	
influenciado	en	los	ordenamientos	jurídicos,	y	que	en	los	últimos	diez	años	viene	
decantado	 por	 la	 fusión	 de	 ambas	 corrientes,	 que	 terminan	 por	 conformar	 una	
corriente	 antropocéntrica	 moderada	 y	 ecocéntrica	 moderada.	 Paradigmas	 estos	
que	 son	 incorporados	 en	 las	 normas	 que	 despliegan	 la	 tutela	 sobre	 bases	 o	
subsistemas	naturales.			
	
5. Estos	modelos	sin	embargo	 logran	su	 fusión	sobre	 la	base	de	 la	economía,	
que	 subyace	 a	 cualquier	 sistema	 contemporáneo.	 Es	 fundamental	 y	 realmente	
destacable	esta	vinculación,	porque	al	final	es	el	modelo	económico	el	que	dicta	las	
reglas,	para	llegar	a	la	fusión	de	los	corrientes	meta‐jurídicas	que	se	convierten	en	
conceptos	 jurídicos	 que	 regulan	 las	 actividades	 vinculadas	 a	 las	 bases	 o	
subsistemas	naturales,	y	sancionan	el	riesgo	grave	para	las	mismas.		Sin	embargo,	
la	inclinación	de	pasar	por	alto	la	vinculación	del	medio	ambiente	con	la	economía,	
no	hace	 otra	 cosa	 que	propulsar	 normas	 simbólicas,	 no	 adecuadas	 con	 la	 propia	
naturaleza	del	interés	o	bien	jurídico	protegido.	
	
6. Buscar	 un	 equilibrio	 entre	 medio	 ambiente	 y	 economía,	 nos	 remite	 al	
denominado	 desarrollo	 sostenible,	 que	 declina	mas	 bien	 por	 sacrificar	 el	 medio	
ambiente	 para	 lograr	 un	 mayor	 desarrollo	 económico,	 y	 no	 así	 por	 lograr	 un	
modelo	que	obligue	a	las	empresas	a	basar	el	desarrollo	de	sus	actividades,	sobre	
una	 ética	 ecológica.	 Que	 respete	 el	 propio	 biorritmo	 de	 la	 naturaleza,	 de	 los	
subsistemas	 naturales	 que	 lo	 componen,	 como	 el	 agua,	 el	 suelo,	 la	 atmosfera,	 la	
fauna	 y	 la	 flora,	 y	 puedan	 obtener	 por	 tanto	 mayor	 rentabilidad,	 desarrollando	












el	medio	que	 le	rodea,	a	 las	bases	naturales	y	 la	vida	humana.	 	Es	 la	economía	 la	
que	determina	los	límites	entre	el	riesgo	permitido	y	no	permitido	conforme	a	los	
intereses	que	subyacen	en	todo	sistema	político	y	jurídico.	 	Por	ello,	el	estudio	de	
las	 instituciones	 jurídicas	 no	 siempre	 llegan	 a	 su	 concreción	 efectiva,	 cuando	 al	
momento	 de	 tomar	 decisiones	 legislativas,	 se	 tienen	 en	 cuenta	 por	 una	 parte	 el	
conocimiento	de	la	ciencias	jurídicas,	como	incluso	el	de	otras	ciencias	(cuando	se	
pretende	proteger	un	bien	 jurídico	como	el	medio	ambiente,	caracterizado	por	 la	
multidisciplinariedad	que	debe	 ser	 valorado	para	 concretar	 su	 tutela)	 y	por	otra	
parte,	 la	 preminencia	 de	 ciertos	 intereses	 que	 buscan	 el	 blindaje	 jurídico	 al	







precaución,	 que	 tiene	 como	 eje	 fundamental	 a	 la	 institucionalización	 del	 riesgo,	
ostentan	 un	 doble	 discurso	 de	 eficiencia	 en	 la	 protección	 de	 intereses	 como	 la	
salud	y	el	medio	ambiente,	y	de	permisividad	para	el	desarrollo	de	actividades	que	
reportan	 el	 aumento	 considerable	 de	 capitales.	 Que	 si	 bien	 se	manifiestan	 en	 el	
libre	albedrío	o	el	dejar	hacer	al	capital,	 también	deben	encontrar	su	 límite	en	el	
respeto	a	 los	derechos	 individuales	y	 colectivos.	Razón	por	 la	 cual	 se	 sustenta	el	
doble	 carácter	 del	 principio	 de	 precaución,	 en	 el	 que	 se	 observa	 igualmente	 la	






9. Todos	 los	 elementos	 meta‐penales	 referidos,	 son	 observados	 en	 el	
desarrollo	de	la	política	ambiental	de	un	país,	que	conforme	a	su	propia	tradición	
jurídica,	institucional	y	social,	selecciona	los	instrumentos	a	utilizar	para	concretar	




originario	de	 la	 figura	del	Estado	 social,	 que	 efectivamente	 llega	 a	 su	 realización	
conforme	a	 la	coyuntura	de	cada	país,	y	de	 la	política	social	que	en	ella	se	gesta,	
como	 núcleo	 base	 de	 las	 demás	 políticas	 adoptadas	 en	 un	 Estado.	 Y	 en	 cuyo	
contexto	de	desarrolla	 la	política‐criminal,	 que	preferentemente	esta	orientada	a	
prevenir	 la	 criminalidad	 más	 que	 a	 punirla.	 	 Sin	 embargo,	 cuando	 estos	
instrumentos	 no	 funcionan	 correctamente,	 por	 la	 falta	 objetividad	 en	 su	 propio	








dicho,	 se	 caracteriza	 por	 una	 inclinación	 antropocéntrica	 y	 economicista,	 en	 su	
contenido.	 	 Del	 que	 se	 desprende,	 el	 denominado	 concepto	 amplio	 del	 medio	
ambiente,	que	abarca	el	entorno	natural	comprendido	por	el	hombre,	los	recursos	
y	elementos	naturales,	y	el	patrimonio	histórico‐artístico.	 	En	cambio	el	concepto	
restricto	 de	 medio	 ambiente,	 se	 caracteriza	 por	 una	 inclinación	 ecocéntrica	 y	
conservacionista	en	su	contenido,	y	que	abarca	los	elementos	naturales	entendidos	
como	bases	o	sistemas	naturales,	que	comprenden,	el	agua,	el	suelo,	el	aire.	Y	con	la	




11. El	 concepto	 ecléctico	 de	medio	 ambiente,	 es	 el	 que	 permite	 delimitar	 las	










12. El	 concepto	 ecléctico	 de	 medio	 ambiente	 es	 el	 que	 da	 contenido	 al	 bien	
jurídico	medio	ambiente,	y	que	conforme	a	su	naturaleza,	indivisible,	indisponible	
y	 de	 titularidad	 compartida,	 lo	 configura	 como	 un	 bien	 jurídico	 colectivo	 que	




una	 protección	 autónoma	 de	 las	 bases	 o	 sistemas	 naturales,	 porque	 reconoce	 la	
entidad	 propia	 que	 subyace	 en	 el	 referido	 bien	 jurídico	 colectivo.	 En	 el	 cual	 se	
puede	 observar	 la	 declinación	por	 el	 conservacionismo	 y	 no	por	 el	economicismo	
utilitarista,	 porque	 no	 protege	 a	 las	 bases	 o	 sistemas	 naturales	 por	 la	 simple	 y	








se	 funda	 en	 la	 conjunción	 de	 los	 elementos	 sistema	 y	 equilibrio.	 	 El	 primero	
responde	a	la	teoría	general	de	los	sistemas,	que	busca	integrar	a	las	ciencias	para	
obtener	 un	 mejor	 funcionamiento	 de	 los	 subsistemas	 comprendidos	 en	 los	
sistemas.	El	segundo	elemento	pertenece	originalmente	al	modelo	económico	que	
busca	el	equilibrio,	y	que	para	determinarlo	utiliza	al	 concepto	 la	estabilidad	 y	 la	
perturbación	como	referentes	de	la	balanza.	Por	tanto,	el	bien	jurídico	definido	en	
el	CPE	como	equilibrio	de	los	sistemas	naturales,	se	funda	en	los	subsistemas	(agua,	










15. El	 desequilibrio	 o	 perturbación	 a	 la	 estabilidad	 del	 sistema	 natural,	
protegido	en	el	CPE	se	puede	determinar:	1)	cuando	se	perturba	potencialmente	a	
un	 subsistema	 natural;	 2)	 cuando	 la	 perturbación	 potencial	 de	 uno	 de	 los	
subsistemas	 afecta	 a	 otro	 subsistema	 del	 sistema	 natural;	 3)	 cuando	 la	
perturbación	 potencial	 de	 un	 subsistema	 perteneciente	 al	 sistema	 natural,	 tiene	
alcance	al	entorno	del	mismo.	
	
16. En	 el	 CPP	 la	 hermenéutica	 utilizada	 no	 responde	 a	 la	 vinculación	 de	 los	
conceptos	 sistemas	y	equilibrio,	 sino	a	un	concepto	ecológico	de	alteración	de	 las	
bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 que	 puede	 ser	 determinado	 con	 un	







artículos	 197	 y	 199	 del	 Código	 penal	 paraguayo,	 y	 con	 cualidad	 material	 en	 el	
Art.	198	del	mismo	cuerpo	normativo.	 	Esta	diferenciación	se	basa,	en	que	el	CPE		
protege	 en	 un	 tipo	 básico	 penal	 genérico	 el	 equilibrio	 de	 los	 sistemas	 naturales,	
configurado	 e	 interpretado	 como	 un	 bien	 jurídico	 colectivo	 ecocéntrico.	
Estampando	no	obstante,	en	el	sub‐tipo	agravado	del	mismo	tipo	penal,	el	carácter	
antropocéntrico	 de	 todo	 ordenamiento,	 y	 que	 permite	 por	 tanto	 concretar	 la	
corriente	 ecocéntrica‐antropocéntrica.	 En	 cambio,	 en	 lo	 referente	 al	 CPP,	 la	
protección	autónoma	y	material,	del	agua	y	del	 suelo,	denotan	acertadamente	su	
vertiente	ecocéntrica,	pero	no	así	la	materialidad	del	referente	antropocéntrico	en	
los	 artículos	197	y	199	del	CPP,	que	 se	vinculan	 sin	 embargo	a	 la	denominación	
formal	del	capítulo	que	encierra	 los	referidos	tipos	penales:	bases	naturales	de	 la	
vida	humana.		La	señalada	materialidad	antropocéntrica,	se	encuentra	sin	embargo	







18. La	 protección	 jurídico	 penal	 de	 las	 bases	 o	 sistemas	 naturales,	 entendido	
como	 un	 concepto	 ecléctico	 de	medio	 ambiente,	 no	 implica	 la	 protección	 de	 las	
funciones	 administrativas	 encargadas	 de	 velar	 de	 prima	 ratio	 por	 el	 referido	
interés	colectivo.	Afirmación	que	ratifica,	de	que	la	intervención	penal	no	sanciona	






vida	humana	y	de	 los	sistemas	naturales,	a	 través	de	 la	confluencia	de	 las	normas	
administrativas	y	las	normas	penales,	en	el	denominado	arquetipo	de	Accesoriedad	
relativa	del	Derecho	penal	al	Derecho	administrativo.	 	Modelo	a	través	del	cual,	no	
se	 permite	 sancionar	 toda	 infracción	 genérica	 de	 la	 norma	 administrativa	
protectora	 del	 medio	 ambiente,	 sino	 sancionar	 aquella	 conducta	 que	 habiendo	









21. La	 fórmula	 de	 remisión	 de	 la	 norma	 penal	 a	 la	 administrativa	 se	 traduce	
como	 la	 técnica	 de	 la	 Ley	 penal	 en	 blanco,	 utilizada	 por	 antonomasia	 en	 la	
protección	 del	 ambiente	 y	 que	 efectivamente	 se	 concreta	 con	 la	 contravención	
administrativa	y	 la	estricta	 lesividad	del	hecho.	 	En	el	 fondo	de	 la	 remisión	de	 la	
norma	penal	a	la	norma	administrativa	subyace	el	análisis	de	la	existencia	o	no	de	







relativa,	 pero	 específicamente	 se	 decanta	 por	 la	 accesoriedad	 de	 norma	 o	 de	
Derecho,	en	cuya	forma	la	dependencia	penal	se	estructura	con	la	intersección	de	
la	 legislación	 administrativa	 protectora	 del	 medio	 ambiente	 y	 no	 con	 la	
concurrencia	de	un	acto	administrativo	de	licencia	o	autorización.		La	preminencia	
de	 la	 accesoriedad	 de	 Derecho	 refleja	 mayor	 seguridad	 de	 independencia	 del	
Derecho	 penal,	 respecto	 de	 las	 decisiones	 de	 la	 autoridad	 administrativa.	 En	
cambio,	los	artículos	197,	198	y	199	del	Código	penal	paraguayo	sobresalen	por	la	
accesoriedad	 de	 acto	 observada	 en	 su	 configuración,	 de	 las	 cuales,	 algunas	
subyacen	 a	 la	 Accesoriedad	 Derecho,	 y	 otras	 (en	 su	 mayoría)	 dependen	
directamente	de	las	decisiones	de	la	autoridad	administrativa	competente.	
	
23. El	 límite	 entre	 el	 ilícito	 penal	 y	 el	 administrativo	 se	 funda	 en	 el	 grado	 de	
afección	al	bien	jurídico	protegido.		Por	ello,	el	elemento	valorativo	de	gravedad	del	
peligro	o	riesgo,	utilizado	por	el	legislador	español	en	el	Art.	325	del	CPE,	es	el	que	
marca	 la	 línea	 divisoria	 entre	 ilícito	 penal	 y	 administrativo.	 El	 legislador	
paraguayo,	 introduce	 acertadamente	 en	 el	 Art.	 197,	 el	 elemento	 valorativo	 de	







24. La	 configuración	 del	 Art.	 325	 del	 CPE,	 no	 sólo	 ha	 sido	 objeto	 de	 reforma	
legislativa,	 sino	 también	 se	 contantes	 críticas	 por	 las	 características	 abstractas	 y	
poco	claras	que	se	sostiene	en	ella	recae.		Sin	embargo,	del	análisis	jurisprudencial,	
de	 las	 numerosas	 sentencias	 existentes	 sobre	 el	 tipo	 penal	 genérico	 referido,	 se	
puede	concluir	en	primer	término	de	que	existe	homogeneidad	en	la	valoración	del	





para	 su	 configuración	 como	 delito	 de	 peligro	 hipotético	 (1.‐	 contravención	





ecológico	 como	 un	 delito	 de	 resultado,	 como	 un	 delito	 de	 peligro	 concreto,	 que	
como	técnica	de	tipificación	para	este	bien	jurídico	colectivo,	no	reporta	resultados	
eficaces	 en	 su	 aplicación.	 La	 problemática	 que	 puede	 derivar	 de	 un	 tipo	 penal	
proclive,	 a	 unos	 límites	 difuminados	 en	 lo	 referente	 al	 alcance	 del	 bien	 jurídico	
protegido	en	un	tipo	genérico	y	con	un	sin	números	de	conductas	contaminantes	
previstas,	 se	ha	 ido	 subsanando	con	el	 conjunto	de	un	 sin	número	de	 sentencias	
que	 han	 tratado	 de	 seguir	 un	 hilo	 conductor	 para	 homogeneizar,	 sentar	










25. El	 reconocimiento	 de	 la	 tutela	 constitucional	 del	 medio	 ambiente,	 en	 la	
Constitución	 nacional	 paraguaya	 de	 1992,	 impulsó	 la	 pronta	 creación	 de	 la	 Ley	
especial	 716/96	 que	 sanciona	 los	 delitos	 contra	 el	 medio	 ambiente,	 con	 una	
construcción	 normativa	 de	 remisión	 en	 bloque	 de	 la	 norma	 penal	 a	 la	 norma	
administrativa.	 Representa	 a	 un	 modelo	 de	 administrativización	 absoluta	 del	







vida	 humana,	 y	 que	 en	 tipos	 penales	 autónomos	 despliega	 la	 protección	 penal	
sobre	el	agua,	el	suelo	y	el	aire,	en	los	respectivos	artículos	197,	198	y	199	del	CPP.	
	
26. El	 alcance	 de	 la	 protección	 jurídica	 desplegada	 sobre	 el	 Artículo	 197	 del	
CPP,	 denota	 en	 primer	 término,	 que	 el	 elemento	 natural	 protegido	 es	 el	 agua	
entendido	 como	 base	 natural	 de	 la	 vida	 humana;	 el	 substrato	 es	 el	 agua	
comprendido	 en	 sus	 propiedades	 o	 cualidades.	 Su	 configuración	 es	 de	 carácter	
ecocéntrico	 radical,	 conforme	 a	 los	 elementos	 descriptivos	 y	 normativos	 que	
constituyen	 tipo	 penal	 autónomo,	 pero	 que	 en	 virtud	 a	 la	 denominación	 del	
Capitulo	 I:	Hechos	 punibles	 contra	 las	 bases	 naturales	 de	 la	 vida	 humana	 que	 lo	
engloba,	puede	ser	interpretado	como	un	tipo	penal	ecocéntrico‐antropocéntrico;	
que	 encuentra	 vacío	 legal	 en	 el	 carácter	 antropocéntrico	 del	 tipo	 penal,	 al	 no	






27. Por	 tanto,	 su	 interpretación	 como	 delito	 de	 peligro	 hipotético	 permite	 en	
primer	 lugar,	 excluir	 su	 exégesis	 como	 delito	 de	 peligro	 abstracto	 puro,	 que	 se	
configura	 por	 la	 simple	 sanción	 penal	 a	 las	 desobediencias	 o	 incumplimientos	
administrativos.	Y	en	segundo	lugar,	la	interpretación	del	referido	tipo	penal	como	
delito	de	peligro	hipotético,	 facilita	 la	 obtención	de	pruebas	 sobre	 el	 análisis	del	





que	 recaen	 sobre	 el	 bien	 jurídico	 colectivo:	 titularidad	 compartida,	









sanción	penal	 indirecta	 las	personas	 jurídicas;	 c)	en	 la	ausencia	de	valoración	de	
una	 política‐criminal	 autóctona;	 d)	 en	 la	 falta	 de	 valoración	 de	 la	 sociedad,	





de	 un	 delito	 ambiental:	 a)	 el	 peligro	 potencial	 para	 la	 vida	 y	 la	 salud	 de	 las	
personas,	por	contaminación	del	agua,	del	suelo	y	aire;	b)	el	daño	irreversible	en	el	




CPP,	 se	 concluye	 en	 primer	 lugar	 que	 nos	 encontramos	 ante	 un	 bien	 jurídico	
ecocéntrico‐antropocéntrico,	 cuyo	 substrato	 material	 es	 el	 aire.	 Describe	 como	
punibles	 dos	 conductas:	 a)	 la	 indebida	 contaminación	 del	 aire	 producida	 por	
instalaciones	 o	 aparatos	 técnicos	 que	 infrinjan	 la	 norma	 administrativa;	 b)	 la	
indebida	 contaminación	 acústica	 producida	 por	 infracción	 administrativa	 de	
protección	 al	medio	 ambiente.	 	 En	 la	 conducta	 de	 contaminación	 atmosférica	 se	
protege	un	bien	jurídico	colectivo	autónomo	y	ecocéntrico;	y	en	la	contaminación	
acústica	un	bien	jurídico	intermedio,	ecocéntrico‐antropocéntrico.	El	alcance	de	la	
conducta	 indebida	 conforme	 al	 tipo	 penal	 denota	 su	 carácter	 normativo,	 puesto	
que	 la	 sola	 infracción	 administrativa	 configura	 el	 delito	 de	 contaminación	






por	 delitos	 de	 peligro	 hipotético,	 que	 requiere	 de	 la	 valoración	 del	 peligro	









donde	 sobresale	 fundamentalmente	 la	accesoriedad	de	acto,	 caracterizada	 por	 la	
inseguridad	 jurídica	 de	 sus	 decisiones.	 Pero	 al	 interpretar	 el	 primero	 como	 un	






del	 Derecho	 penal	 que	 requiere	 para	 su	 configuración	 de	 la	 infracción	 de	 la	
normativa	administrativa,	y	de	la	demostración	del	peligro	general,	de	la	nocividad	
de	 las	 sustancias	 para	 el	 suelo,	 sus	 propiedades	 y	 biodiversidad.	 	 En	 este	 caso	
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Artículo	 1º.‐	 Esta	 Ley	 protege	 el	 medio	 ambiente	 y	 la	 calidad	 de	 vida	 humana	
contra	 quienes	 ordenen,	 ejecuten	 o,	 en	 razón	 de	 sus	 atribuciones,	 permitan	 o	
autoricen	 actividades	 atentatorias	 contra	 el	 equilibrio	 del	 ecosistema,	 la	
sustentabilidad	de	los	recursos	naturales	y	la	calidad	de	vida	humana.	
		










500	 (quinientos)	 a	 2.000	 (dos	 mil)	 jornales	 mínimos	 legales	 para	 actividades	
diversas	no	especificadas:	
a)				Los	 que	 realicen	 tala	 o	 quema	 de	 bosques	 o	 formaciones	 vegetales	 que	
perjudiquen	gravemente	el	ecosistema;		
b)				Los	 que	 procedan	 a	 la	 explotación	 forestal	 de	 bosques	 declarados	
especiales	o	protectores;	



















c)					Los	 que	 introduzcan	 al	 país	 o	 comercialicen	 en	 él	 con	 especies	 o	 plagas	
bajo	restricción	fitosanitaria	o	faciliten	los	medios,	transportes	o	depósitos;		








que	 infrinja	 las	 normas	 y	 reglamentos	 que	 regulan	 la	 caza,	 la	 recolección	 o	 la	
preservación	 del	 hábitat	 de	 especies	 declaradas	 endémicas	 o	 en	 peligro	 de	
extinción	será	castigado	con	pena	privativa	de	libertad	de	uno	a	cinco	años	o	con	
multa	 de	 quinientos	 a	mil	 jornales	mínimos	 legales	 para	 actividades	 diversas	 no	
especificadas.	 En	 ambos	 casos	 se	 aplicará,	 además,	 el	 comiso	 de	 los	 elementos	
utilizados	para	el	efecto.	





4.				Captura	de	especies	de	 la	 fauna	 íctica	utilizando	procedimientos	de	pesca	
prohibidos	y	artes	de	pesca	no	permitidos.	




las	 operaciones	 de	 apoyo	 para	 la	 extracción,	 la	 recolección	 o	 el	 acopio	
después	de	 la	 captura	a	 los	 fines	de	 su	 comercialización,	procesamiento	o	







Artículo	7º3].‐	 Los	 responsables	de	 fábricas	o	 industrias	que	descarguen	gases	o	
desechos	 industriales	 contaminantes	 en	 la	 atmósfera,	 por	 sobre	 los	 límites	
autorizados	serán	sancionados	con	dos	a	cuatro	años	de	penitenciaría,	más	multa	







Artículo	8º4].‐	 Los	 responsables	 de	 fábricas	 o	 industrias	 que	 viertan	 efluentes	 o	
desechos	 industriales	 no	 tratados	 de	 conformidad	 a	 las	 normas	 que	 rigen	 la	
materia	 en	 lagos	o	 cursos	de	 agua	 subterráneos	o	 superficiales	 o	 en	 sus	 riberas,	




Artículo	 9º.‐	 Los	 que	 realicen	 obras	 civiles	 en	 áreas	 excluidas,	 restringidas	 o	
protegidas,	serán	castigados	con	seis	meses	a	dos	años	de	penitenciaría	y	multa	de	
200	 (doscientos)	 a	 800	 (ochocientos)	 jornales	mínimos	 legales	 para	 actividades	
diversas	no	especificadas.	
		
Artículo	 10.‐	 Serán	 sancionados	 con	 penitenciaría	 de	 seis	 a	 dieciocho	 meses	 y	
multa	de	100	(cien)	a	500	(quinientos)	jornales	mínimos	legales	para	actividades	
diversas	no	especificadas:	
a)	 		Los	 que	 con	 ruidos,	 vibraciones	 u	 ondas	 expansivas,	 con	 radiación	
lumínica,	 calórica,	 ionizante	 o	 radiológica,	 con	 efecto	 de	 campos	
electromagnéticos	o	de	 fenómenos	de	 cualquier	otra	naturaleza	violen	 los	
límites	establecidos	en	la	reglamentación	correspondiente;	
b)	 		Los	que	violen	las	vedas,	pausas	ecológicas	o	cuarentenas	sanitarias;	y,	







(cien)	 a	 500	 (quinientos)	 jornales	mínimos	 legales	 para	 actividades	 diversas	 no	
especificadas.	
		
Artículo	 12.‐	 Los	 que	 depositen	 o	 incineren	 basuras	 u	 otros	 desperdicios	 de	


















d)				El	 que	 los	 hechos	 punibles	 se	 efectúen	 en	 parques	 nacionales	 o	 en	 las	
adyacencias	de	los	cursos	de	agua;	y,	
e)				El	 haber	 sido	 cometido	 por	 funcionarios	 encargados	 de	 la	 aplicación	 de	
esta	Ley.	
		
Artículo	 15.‐	 Los	 funcionarios	 públicos	 nacionales,	 departamentales	 y	
municipales,	y	los	militares	y	policías	que	fueren	hallados	culpables	de	los	hechos	













































Artículo	 1°.‐	 Modifícase	 el	 Artículo	 6º	 de	 la	 Ley	 Nº	 716/96	 “QUE	 SANCIONA	
DELITOS	 CONTRA	 EL	 MEDIO	 AMBIENTE”,	 cuyo	 texto	 queda	 redactado	 de	 la	
siguiente	forma:	
		
“Artículo	 6º.‐	 El	 que	 infrinja	 las	 normas	 y	 reglamentos	 que	 regulan	 la	 caza,	 la	
recolección	 o	 la	 preservación	 del	 hábitat	 de	 especies	 declaradas	 endémicas	 o	 en	
peligro	de	extinción	será	castigado	con	pena	privativa	de	 libertad	de	uno	a	cinco	
años	 o	 con	multa	 de	 quinientos	 a	mil	 jornales	mínimos	 legales	 para	 actividades	
diversas	 no	 especificadas.	 En	 ambos	 casos	 se	 aplicará,	 además,	 el	 comiso	 de	 los	
elementos	utilizados	para	el	efecto.	





4.	 Captura	 de	 especies	 de	 la	 fauna	 íctica	 utilizando	 procedimientos	 de	 pesca	
prohibidos	y	artes	de	pesca	no	permitidos.	
5.	 La	 realización	 de	 actividades	 que	 impidan	 o	 dificulten	 la	 reproducción	 o	
migración	de	las	especies	ícticas.	
6.	La	utilización	de	explosivos	como	métodos	de	pesca.	
7.	 Los	 actos	 previos	 y	 posteriores	 a	 la	 extracción	 de	 los	 recursos	 pesqueros,	 las	
operaciones	de	apoyo	para	 la	extracción,	 la	recolección	o	el	acopio	después	de	 la	
captura	a	 los	 fines	de	su	comercialización,	procesamiento	o	 tráfico	sin	 la	 licencia	


















































1] Este artículo como así también la ley 42/90 que prohibía la importación, depósito, 
utilización de productos calificados como residuos industriales peligrosos o basuras 
tóxicas y establecía las penas correspondientes por su incumplimiento, se hallan 
actualmente derogados en forma tácita por el Art. 201 del Código Penal, que dispones: 
“El que en el territorio nacional ingresara residuos o desechos peligrosos o basuras 
tóxicas o radiactivas o recibiera, depositara, utilizara o distribuyera dichas sustancias, 






2] Texto original: “Art. 6º.- Los que infrinjan las normas y reglamentos que regulan la 
caza, la pesca, la recolección o la preservación del hábitat de especies declaradas 
endémicas o en peligro de extinción serán sancionados con pena de uno a cinco años de 
penitenciaría, el comiso de los elementos utilizados para el efecto y multa de 500 
(quinientos) a 1.000 (mil) jornales mínimos legales para actividades diversas no 
especificadas.” 
 
3] El presente artículo, ha quedado tácitamente derogado por el Art. 198, del Código 
Penal, según ley 1160/97. 
 




En	 esta	 secuencia	 de	 imágenes	 tomadas	 en	 el	 mes	 de	 febrero	 del	
año	2009,	 en	 la	 localidad	 de	 Vaquería,	 Departamento	 de	 Caaguazú	




Foto	 1:	 a)	 El	 centro	de	 la	 foto:	 enseña	 que	 el	 suelo	 fue	 objeto	 de	 cultivos	 que	 conllevan	 la	
utilización	de	sustancias	químicas	que	son	nocivas	para	sus	propiedades	y	biodiversidad;	b)	











correspondiente	 a	 un	 extenso	 territorio	 de	 cultivos	 de	 semillas	 no	 autóctonas,	 también	














Foto	5.:	Enseña	a	un	niño	de	una	comunidad	rural,	donde	el	 suelo	y	 la	atmósfera	 fueron	
contaminados,	y	donde	la	salud	del	mismo	no	sólo	fue	puesta	en	peligro	potencial,	sino	fue	
afectada.		 Esta	 situación	
constante,	 demuestra	 la	 ausencia	
de	una	Ley	general	admnistrativa,	
ecocéntrica‐antropocéntrica,	 que	
proteja	 la	 atmósfera	 ante	 las	
emesiones	 de	 sustancias;	 y	 la	
ausencia	 en	 el	 ámbito	 de	 la	
protección	 penal	 de	 las	 bases	
naturales	 de	 la	 vida	 humana,	 de	
una	agravante	que	corresponda	a	
los	 respectivos	 tipos	 bases	 de	
protección	 del	 agua,	 el	 suelo	 y	 la	
atmósfera,	entendidas	como	bases	
naturales	de	 la	 vida	humana,	 que	
permitan	sancionar	penalmente	a	
una	 conducta	 que	 habiendo	
puesto	 en	 peligro	 potencial	 el	
referido	 bien	 jurídico	 colectivo,	
pone	 en	 peligro	 potencial	 a	 la	
salud	de	las	personas.	
